Incluso un pueblo 

de demonios: 
democracia, liberalismo, 
republicanismo 


conocimiento 


Incluso un pueblo 

de demonios: 
democracia, liberalismo, 
republicanismo 


Del mismo autor 


Contracromagnon: nacionalismo, ciudadanía, democracia, 
Barcelona, 2006 

Proceso abierto: el socialismo después del socialismo, 
Barcelona, 2005 

El compromiso del método: en el origen de la teoría social 
posmoderna, Barcelona, 2004 


Félix Ovejero 

Incluso un pueblo 

de demonios: 
democracia, liberalismo, 
republicanismo 


conocimiento 


Primera edición, 2008 


Katz Editores 
Charlone 216 
1425-Buenos Aires 


28009 Madrid 
www.katzeditores.com 


Félix Ovejero 


ISBN Argentina: 978-987-1283-93-4 
ISBN España: 978-84-96859-47-0 


1. Democracia. 1. Título 
CDD 323 


El contenido intelectual de esta obra se encuentra 
protegido por diversas leyes y tratados internacionales 
que prohíben la reproducción íntegra o extractada, 
realizada por cualquier procedimiento, que no cuente 
con la autorización expresa del editor. 


Diseño de colección: tholón kunst 
Impreso en España por Romanyá Valls S.A. 


08786 Capellades 
Depósito legal: B-52.559-2008 


11 


19 
20 
24 
38 


43 
47 
51 
54 
56 
58 
62 
65 
68 
70 
74 


81 
81 
88 
94 
103 
109 


Índice 


Prólogo 


1. Democracia sin ciudadanos 
El deterioro de la cultura cívica 
La calidad de los ciudadanos 
¿Dónde está el problema? 


PRIMERA PARTE 
DEMOCRACIA Y LIBERALISMO 

n. La democracia liberal 

El liberalismo y la democracia 

El funcionamiento de la democracia liberal 
Diferencias entre el mercado y la democracia 

Dos democracias liberales 

La teoría (económica) de la democracia 

El mercado político: la demanda de los ciudadanos 
Los problemas de la demanda: la voluntad popular 
El mercado político: la oferta de los representantes 
Reglas de elección y negociación 

Las consecuencias de la teoría de la democracia: 
dos interpretaciones 

ur. La fundamentación liberal de la democracia 
Ideas de democracia 

La democracia liberal de mercado 

La democracia liberal deliberativa 

El liberalismo de la democracia liberal 

Iv. Democracia liberal y mercado 


11 La democracia frente al mercado 
112 Al mercado le conviene la democracia... 
116 ...pero ala democracia no le conviene el mercado 


SEGUNDA PARTE 
DEMOCRACIA Y REPUBLICANISMO 

127 V.Las democracias republicanas 

131. Ideas de democracia y republicanismo 

136 Estrategias republicanas 

139 Igualdad 

145 Autogobierno 

150 Libertad 


157 VI. Deliberación y democracia 

158 Argumentar, negociar, votar 

162 Democracia sin deliberación 

163 El proceso deliberativo 

166 Las razones de la deliberación 

169 Problemas de las razones 

172 Deliberación y justificación epistémica 
175 Democracia y justificaciones epistémicas 
178 Problemas de la deliberación 

179 Honestidad de las opiniones 

180 Elitismo 

181 Poder o razones 

183 Imposibilidad de acuerdos 

185 Fronteras de la deliberación 


TERCERA PARTE 
LOS MOTIVOS DE LOS CIUDADANOS 

191 VII. Los motivos liberales: entre el mercado 
y la democracia 

195 Razones para actuar, razones para decidir 

196 Motivaciones en la justicia 

200 Motivaciones en la producción 

205 Motivaciones en la política 


219 VIH. Los motivos republicanos: la virtud cívica 
220 Los republicanismos y la participación 
222 El problema (de Rawls) con la virtud 


225 
226 
236 


239 
242 
2.48 
252 
255 
260 
267 


279 
284 
286 
289 
295 
300 
303 
306 

315 
318 
335 


337 


339 
341 


345 


El liberalismo y la virtud 
Modelos de virtud cívica 
Virtud, democracia y libertad 


1x. En el origen de las motivaciones 

La disposición social 

El mercado como solución 

El mercado contra la disposición social 
El vínculo cívico 

El vínculo emocional 

El instinto social 


CUARTA PARTE 
FUNDAMENTACIONES DE LA DEMOCRACIA 

x. Tres miradas sobre tres democracias 

Perspectivas sobre la democracia 

La democracia como instrumento 

La fundamentación instrumental 

Límites de la fundamentación instrumental 

La democracia como historia 

La argumentación historicista 

Límites de la fundamentación histórica 

La democracia como principio 

La argumentación epistémica 

Sobre la relación entre fundamentación 

epistémica y democracia republicana 

El paso deliberativo: las condiciones de la deliberación 
El paso democrático: la participación y la deliberación 
Sobre la relación entre consecuencialismo 

y fundamentación epistémica 


Para terminar: de la filosofía politíca a la política 


La constitución republicana es la única perfectamente adecuada 

al derecho de los hombres; pero es muy difícil de establecer, 

y más aún de conservar, hasta el punto de que muchos afirman 

que la república es un Estado de ángeles, y que los hombres, con 

sus tendencias egoístas, son incapaces de vivir en una constitución 
de forma tan sublime. Pero la Naturaleza viene en ayuda de la voluntad 
general, fundada en la razón de esa voluntad tan honrada 

y enaltecida en teoría como incapaz y débil en la práctica. Y la ayuda 
que le presta la Naturaleza consiste precisamente en aprovechar esas 
tendencias egoístas; de suerte que sólo de una buena organización 
del Estado dependerá —y ello está siempre en la mano del hombre— 
el que las fuerzas de esas tendencias malas choquen encontradas 

y contengan o detengan mutuamente sus destructores efectos. 

El resultado, para la razón, es el mismo que si esas tendencias 

no existieran, y el hombre, aun siendo moralmente malo, queda 
obligado a ser un buen ciudadano. El problema del establecimiento 
de un Estado tiene siempre solución, por muy extraño que parezca, 
incluso cuando se trate de un pueblo de demonios; basta con 

que éstos posean entendimiento. El problema es el siguiente: 

“He aquí una muchedumbre de seres racionales que desean, todos, 
leyes universales para su propia conservación, aun cuando cada 
uno de ellos, en su interior, se inclina siempre a eludir la ley. 

Se trata de ordenar su vida en una constitución, de tal suerte que, 
aunque sus sentimientos íntimos sean opuestos y hostiles unos 

a otros, queden contenidos, y el resultado público de la conducta 

de esos seres sea el mismo exactamente que si no tuvieran malos 
instintos”. Este problema tiene que tener solución. 

Immanuel Kant 


Pero ¿qué es el gobierno, si no la más grande reflexión 
sobre la naturaleza humana? 
Alexander Hamilton 


La sabiduría y el saber, así como la virtud difundidos 
generalmente entre el pueblo (son) necesarios 

para la conservación de los derechos y libertades. 
Constitución de Massachusetts, 1780 


Prólogo 


El argumento más poderoso en contra de la democracia 
es cinco minutos con el votante medio. 
Winston Churchill 


La democracia sustituye el nombramiento hecho 
por una minoría corrompida, por la elección debida 
a una mayoría incompetente. 

George Bernard Shaw 


Nixon sudó y perdió las elecciones. 

Algo pasa con la democracia si las elecciones dependen de tener a mano 
un desodorante. Han transcurrido muchos años desde los sudores en mala 
hora de Nixon y no parece que las cosas vayan mejor. Más bien al con- 
trario. En el entretanto hemos descubierto la importancia del color de 
las corbatas, de la dirección de la mirada, de la lucecita roja que en los 
mítines indica que hasta entonces sólo se trataba de matar el tiempo y que 
empieza lo importante, los segundos de conexión televisiva. Los ciuda- 
danos parecen decidir su voto por las cosas más peregrinas. La calidad de 
las ideas parece contar poco. Los políticos lo saben y, se resignen o no, 
actúan en consecuencia. Hace cerca de ochenta años, un discípulo de Pavlov 
—Tchakhotine— mostró cómo el nazismo utilizó las estrategias de la publi- 
cidad comercial americana, y ahora mismo la izquierda no tiene reservas 
en acudir a los resultados más recientes de la lingúística y de las ciencias 
cognitivas para arropar sus propuestas de modo que resulten sugestivas: 
una tecnología del camelo, se mire como se mire. 

Por lo general, a un arranque como el anterior le sigue un párrafo jere- 
miaco a cuenta del paraíso perdido. Porque, según parece, hubo un tiempo 
en el que las cosas eran de otro modo, en el que la disputa política asegu- 
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raba el triunfo de las mejores ideas. Un tiempo en el que la vida demo- 
crática era “un intercambio de opiniones guiado por el objetivo de con- 
vencer al adversario por medio de argumentos de la verdad o la justicia 
de algo, o permitir que él también pueda persuadirnos a nosotros”, para 
decirlo en palabras de Carl Schmitt, aquel inteligente teórico del nazismo 
que, andando el tiempo y sin desdecirse finalmente de todo, acabó esta- 
bleciendo una amistad intelectual con el eurocomunista Santiago Carri- 
llo y proporcionando arsenal argumental a una parte importante de la 
extrema izquierda europea. 

Pero no es verdad que lo que es hoy nada tiene que ver con lo que fue. 
También ahora los lodos de estos días no son ajenos a los polvos de otro 
tiempo. La moderna democracia se configuró desde bien temprano con 
una mirada desconfiada hacia los ciudadanos, sobre todo hacia los más 
pobres. A la hora de justificar el cómo y el porqué de la Constitución 
americana, sus inspiradores, los federalistas, mostraron de mil maneras 
su inquietud por la participación de unos ciudadanos para los que “las dis- 
quisiciones más frívolas y caprichosas han bastado para encender sus pasio- 
nes hostiles y excitar sus conflictos violentos” (Publius, The Federalist Papers, 
10). Algo menos sutiles eran el reposado George Washington (“multitud 
pacedora”) y el vehemente John Adams (“vulgar rebaño del género 
humano”). Es lo que pasa con la pobreza, que se tiene poco tiempo para 
pensar y ninguno para hacerlo en condiciones de autonomía. Lo sabe- 
mos, por lo menos, desde Aristóteles: salvo que se sea un dios, quien no 
tiene recursos no puede decir que no. “La dependencia engendra sumisión 
ciega y venalidad, ahoga el germen de la virtud”, nos dirá bastante tiempo 
más tarde Thomas Jefferson. Durante bastante tiempo, los liberales que 
defendían el voto censitario, que eran los más, echaron mano de esa cir- 
cunstancia, de la supuesta insensatez de los de abajo. 

Y no les faltaba razón: la independencia económica es condición para la 
independencia de juicio. Lo malo era la implicación que de ello extraían. 
En lugar de recomendar que se actuara sobre el orden del mundo, sobre 
una desigualdad que adulteraba la condición de ciudadano, recomenda- 
ban limitar el voto a quienes podían decir que no, que, ¡oh cosa prodi- 
giosa, oh, maravillas de la mente dormida!, eran los mismos que hacían 
las preguntas. Ése será el cuerno del dilema que explotará buena parte de la 
tradición liberal: las instituciones, en lo posible, deberán ser impermea- 
bles a la voz de ciudadanos que estaban desprovistos de virtud. Desde enton- 
ces, la falta de virtud ciudadana forma parte del guión con el que se han 
diseñado las instituciones democráticas. Por ello, lamentarse de la mala cali- 
dad de los votantes es como lamentarse de que en el fútbol traten el balón 
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a patadas. Cuando el propio mecanismo democrático está concebido para 
prescindir de la participación resultan poco convincentes los gimoteos ante 
la falta de participación. Es lo previsto. En realidad, para el liberalismo la 
apatía o la falta de participación son más una solución que un reto. Los 
lamentos por el deterioro de la cultura cívica no resultan menos retóricos 
que las periódicas quejas acerca de la irrelevancia de las deliberaciones en 
el legislativo, la vaciedad indiferente de los programas, la conversión de 
los partidos en maquinarias electorales, la ausencia de debates de ideas, la 
proliferación de populismos y de mercadería política o las dificultades de 
financiación de los partidos. Escándalos de fariseo. 

El otro cuerno del dilema, la otra posibilidad —cambiar el mundo y, a la 
vez, dar voz a los de abajo— será la propuesta de una izquierda en la mejor 
parte de su historia, aquella en la que se batirá por extender el ideal de 
ciudadanía, empezando por el derecho al voto. Una conquista que debe ser 
celebrada cuantas veces haga falta y que no hacía sino explotar el ideal de 
autogobierno, el otro germen, radicalmente igualitario, que, aunque con 
menos vigor, también estaba en el origen de la moderna democracia. Que 
las cosas se decantaran de un lado o de otro, del aristocrático o del parti- 
cipativo, será cuestión del ruido y de la furia, de la historia, en la que, por 
cierto, de a poquito, empezarán a adquirir protagonismo, junto a las cla- 
ses delimitadas por la propiedad, unos profesionales de la competencia 
política, que, como nos recordó sistemáticamente Michels en la década 
de 1920, pronto repararon en que sus intereses no siempre coincidían con 
los de sus representados. 

De una y otra idea de democracia —de la liberal elitista y la republicana 
igualitaria, y de algunas intermedias— se ocupan las páginas que siguen, 
pero, conviene precisarlo desde ya, se trata de su esqueleto conceptual, no 
de su historia. El capítulo que sigue muestra que los argumentos que se 
aducen para desconfiar de los ciudadanos apuntan, en realidad, a proble- 
mas de las instituciones liberales. Los tres siguientes examinan esas insti- 
tuciones, a partir de la tensión, característica del liberalismo, entre liber- 
tad y democracia. En contra de una extendida opinión, el liberalismo tiene 
importantes puntos de fricción con el ideal democrático. Si todos pueden 
decidir sobre todo, todos cercenan la libertad de cada cual, dirán los libe- 
rales. El liberalismo, comprometido con una precisa idea de libertad, como 
“ausencia de prohibiciones”, la llamada “libertad negativa”, buscará un 
modelo de democracia compatible con ella. Como se verá, no lo tiene fácil. 
Debe resolver un complicado equilibrio entre la institución política (abor- 
dar los asuntos públicos), la fundamentación liberal (minimizar las intro- 
misiones públicas), el principio de legitimidad democrática (la voluntad 
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expresada en votos) y el pesimismo antropológico (ciudadanos ignoran- 
tes y egoístas, desprovistos de virtud). La democracia liberal será la crista- 
lización de ese equilibrio. La libertad negativa quedará asegurada de diver- 
sos modos. En primer lugar, mediante la profesionalización de la actividad 
política. Alos ciudadanos no cabe reclamarles preocupación por la vida de 
todos. Ellos, por medio de su voto, seleccionan a unos representantes, una 
suerte de aristocracia elegida, que, hasta las próximas elecciones, se ocu- 
pan de las tareas públicas. En segundo lugar, un amplio catálogo de dere- 
chos que, recogidos normalmente en una constitución, impone límites a 
lo que los ciudadanos pueden votar. Los derechos protegen la libertad y, lo 
que es más importante, su garantía es externa a la comunidad política, no 
depende de que los ciudadanos los consideren justos y se comprometan en 
su defensa. En suma, el mecanismo no requiere virtud ciudadana. Desa- 
fortunadamente, como se verá, el guión no funciona, la competencia polí- 
tica no asegura que, con los mimbres de la ignorancia y la indiferencia de 
los ciudadanos, se pueda identificar a los mejores y trenzar las buenas deci- 
siones políticas. Y ése sí que es un problema serio. El problema, como tal, 
no es que a las personas no les interese la política. Hay otras muchas mane- 
ras en las que llevar una vida razonablemente satisfactoria, otras sendas 
que caminar sin perder el norte de la felicidad. Lo malo es que cuando 
cunde el desinterés por la actividad pública se deterioran las condiciones 
para llevar a cabo cualquier plan de vida, se malbaratan todas las sendas, 
lo que no puede resultar indiferente al liberal. 

La segunda parte se ocupa de la tradición republicana y de su idea de 
democracia. Una tradición con una historia bastante más larga que la del 
liberalismo. Acaso por ello, en el caso del republicanismo la tarea carto- 
gráfica resulta más complicada y, también, más necesaria. Es cierto que no 
resulta difícil identificar los conceptos fundamentales, los que, con desigual 
presencia, aparecen aquí y allá en los autores republicanos: virtud, partici- 
pación, deliberación, libertad, autogobierno. Otra cosa es cómo se relacio- 
nan entre sí o, de otra manera, cuál es el sentido de cada uno y su impor- 
tancia, cuestiones sobre las que no faltan las discrepancias. Ello no impide 
reconocer que, unas veces con trazo firme, otras con trazo dubitativo, los 
republicanos de otro tiempo parecían haber asumido —o, por lo menos, 
darle vueltas a— unas cuantas tesis: que los ciudadanos sólo son libres si la 
república está libre de la dominación externa y de la tiranía interna y que 
para ello se requiere que estén fuertemente comprometidos con su suerte 
común, que acepten de grado sus deberes políticos y militares; que el peli- 
gro fundamental para la república es la corrupción, esto es, que el Estado 
obedezca los intereses particulares y que el gobierno de las leyes justas se 
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vea sustituido por el poder arbitrario de los poderosos; que para evitar tales 
males se necesitan, primero, diseños institucionales, que impidan la con- 
centración de poderes (gobiernos mixtos, en ciertas versiones; separación 
de poderes, en diversos sentidos), y controles democráticos regulares de 
los gobernantes; segundo, ciertas condiciones sociales o económicas (pro- 
piedad, por ejemplo) que hagan posible la independencia material, y con 
ella la independencia de juicio, y que limiten la desigualdad, porque en 
una comunidad con profundas disparidades los ciudadanos no se recono- 
cen con intereses comunes ni partícipes de una sociedad justa y, por ende, 
resulta improbable el compromiso cívico, y, finalmente, la disposición a la 
participación activa de las personas, la virtud ciudadana, pues sin virtud 
quedan sin aliento las mejores leyes e instituciones. En suma: instituciones 
democráticas, igualdad material y virtud cívica. 

En los capítulos quinto y sexto esas distintas ideas se trabarán en un único 
entramado conceptual. Su austeridad propicia anticiparlo. La ley (justa) es 
la garantía de una libertad, que se entiende de modo bien diferente al libe- 
ral: como ausencia de dominación: se es libre cuando no se está sometido 
ala voluntad arbitraria de nadie. Pero la ley justa sólo puede ser el resultado 
de una democracia participativa en grado máximo —que dé la voz a todos-, 
y deliberativa —que opere según las reglas de una argumentación sometida 
a los criterios de imparcialidad—, pues de otro modo, la mayoría —la parti- 
cipación— puede imponer su voluntad despótica. Participación y delibera- 
ción que resultan impensables sin virtud cívica, sin ciudadanos interesa- 
dos en los asuntos públicos. Para el republicanismo, muy sumariamente, 
la democracia no deriva en tiranía cuando es resultado de un proceso deli- 
berativo que sólo es realmente correcto cuando se asegura la máxima patr- 
ticipación, que, a su vez, requiere de la virtud ciudadana. Una democracia 
de esa naturaleza —deliberativa— asegura una ley justa, que es la que hace 
posible la libertad, el valor más importante para el republicanismo. 

Si las cosas son así, el republicanismo escapa al dilema liberal entre liber- 
tad y democracia. Eso sí, siempre que la democracia propicie las leyes 
justas, la libertad o, lo que es lo mismo, si no se excluye, como hace el libe- 
ralismo, la posibilidad de la virtud. Reconocer la importancia de la vir- 
tud no quiere decir fundamentar el republicanismo en la virtud. El repu- 
blicanismo no busca la virtud de los ciudadanos, sino las leyes que aseguran 
la libertad. Otra cosa es que sin virtud no hay buena democracia, esto es, 
democracia que camine en la misma dirección que la justicia y la libertad. 
El problema, entonces, es si podemos esperar de las gentes disposiciones 
cívicas e, inmediatamente derivado de ése, otro: si existen tales disposi- 
ciones, cuáles son las condiciones para su desarrollo, para su “despliegue”, 
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por decirlo á la Hegel. En el caso de que no podamos esperar vocaciones 
cívicas o de que no se den las condiciones para su ejercicio, quizá sólo 
quede resignarse a “la solución liberal”, a convivir con la tensión entre 
libertad y democracia. 

En ese sentido, del mismo modo que hay una estrecha relación entre la 
democracia republicana y la virtud, hay, también, una relación estrecha 
entre las instituciones liberales y la mala calidad de los ciudadanos. Una 
vez que se asume la ausencia de virtud ciudadana —la hipótesis del pesi- 
mismo antropológico-, las instituciones de la democracia liberal parecen 
el único modo de defender la libertad: si se presume que los procesos de 
decisión se rigen por intereses, para evitar que las mayorías exploten a las 
minorías resulta obligada una protección mediante derechos; si no cabe 
esperar un compromiso con el bienestar de los conciudadanos y la neu- 
tralidad liberal veta entrometerse alentando valores cívicos, sólo cabe pen- 
sar en una protección prepolítica de los derechos y de la “privacidad”; si la 
ciudadanía es indiferente a los asuntos públicos, parece inevitable la dele- 
gación de las decisiones a los profesionales de la política. 

Así las cosas, la reflexión sobre las ideas de democracia conduce obli- 
gadamente a evaluar el pesimismo antropológico, tarea que ocupa la ter- 
cera parte del libro. Y es que la reflexión normativa, si no quiere soste- 
nerse en el aire sin el oxígeno de las definiciones, un juego circular donde 
las buenas palabras se remiten y sustentan unas a otras, tiene que buscar, 
más temprano que tarde, anclajes empíricos. Es fácil dibujar paraísos pobla- 
dos por ángeles. Pero, salvo para la novelería, carecen de todo interés. Si 
nos importa la democracia no es por el discutible placer de la pirotecnia 
verbal, sino porque aspiramos a ordenar cabalmente el mundo. Por eso, en 
alguna hora, hay que echar cuentas con la realidad y, en el caso de la demo- 
cracia, eso quiere decir, muy fundamentalmente, con lo que sabemos sobre 
las disposiciones, egoístas o cooperativas, de los humanos. 

El libro se cierra con un largo capítulo, de corte más característicamente 
filosófico, en el que se examinan las distintas ideas de democracia en su rela- 
ción con las distintas tendencias de la filosofía política contemporánea. 


AX A 


Algunas de las páginas que siguen incorporan materiales que en versiones 
previas han visto la luz en forma de conferencias, artículos en revistas o en 
obras colectivas: en el seminario de filosofía de la fundación March, en las 
revistas Claves de razón práctica, Revista de libros, Doxa, Isegoría, y en los 
libros Teoría política y El saber del ciudadano, editados por Alianza. De todos 
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modos, los textos originales se han reordenado y modificado, y se han inser- 
tado en una argumentación más general hasta dar con una estructura uni- 
taria. Recogen unos cuantos años de darle vueltas a los problemas de la 
democracia y, al fin, a lo que importa: a ver de qué modo la teoría social 
puede ayudarnos a hacer la vida más digna y llevadera. En esa andadura 
algunas gentes han acompañado al autor en distintos trechos, mejorando 
sus reflexiones y a él mismo. Difícilmente puede uno agradecer debidamente 
las buenas compañías, las de los papeles o las otras, y, sobre todo, las de los 
papeles y las otras. Es poca cosa dejar constancia de su nombre aquí, pero 
por algún sitio hay que empezar. Francesc de Carreras, Álvaro Delgado- 
Gal, Javier Gomá, Roberto Gargarella, Jesús González Amuchástegui, Emi- 
lio Lamo de Espinosa, Josep Lluís Martí, Javier Peña y Alfonso Ruiz Miguel, 
José María Sauca, Ramón Vargas-Machuca y Fernando Vallespín tuvieron 
a bien asistir a un seminario en la fundación Juan March en el que, a pro- 
puesta de Javier Gomá, discutimos algunas de las ideas aquí recogidas. En 
los “I Encuentros de Canarias sobre ciudadanía y democracia en España y 
Latinoamérica”, Ernesto Garzón Valdés y Javier Muguerza, maestros y ami- 
gos, me invitaron a exponer las tesis con las que arranca este trabajo. Aure- 
lio Arteta, sabe Dios por qué, se ha interesado siempre por las cosas que 
sobre estos asuntos ha ido escribiendo uno y, con paciencia y perseveran- 
cia, fue embarcándome en empeños colectivos que, andando el tiempo, han 
acabado por encontrar su versión última en las páginas que siguen. 


I 


Democracia sin ciudadanos 


Democracia es un sistema de gobierno en donde 
puedes decir lo que piensas incluso si no piensas. 
Anónimo 


Abundan las señales de que los ciudadanos han perdido interés por la polí- 
tica. La constatación de esa circunstancia acostumbra a preceder a un lamento 
y, poco más tarde, a la recomendación de alentar la cultura ciudadana. 
Casi siempre. Porque el lamento no es generalizado y, con frecuencia, ni 
siquiera es honesto. Para una parte importante del pensamiento conserva- 
dor, la democracia puede prescindir de los ciudadanos. Incluso más: es mejor 
que prescinda. Llanamente, no serían de fiar. Para llegar a esa conclusión 
se han aducido diversos argumentos. Por lo general, todos ellos son diver- 
sas variantes de una idea bien sencilla: los ciudadanos serían poco menos 
que idiotas y, por ende, sus elecciones una idiotez superlativa. Idiotas en 
cualquiera de las acepciones de la palabra: en la griega, la que se aplica al 
ciudadano vuelto hacia sí mismo, que ignora a los demás, lo público; o en 
las más recientes, la originariamente francesa, como ignaro, como desin- 
formado, o, la más común, como trastornado, como incoherente. 
Cuando se sopesan los problemas invocados para desconfiar de los ciu- 
dadanos se repara en que atañen menos a la calidad de los ciudadanos 
que al diseño de las instituciones. Un diseño que responde a la exigencia 
liberal de asegurar la libertad negativa, de minimizar las intromisiones en 
la vida de los ciudadanos, como se verá. En realidad, la democracia moderna 
está pensada para operar con ciudadanos ignorantes y egoístas, despreo- 
cupados por la cosa pública. A la manera del mercado, las reglas del juego 
asegurarían que, sin información y sin virtud, se alcancen los buenos resul- 
tados. Hay algunas dudas acerca de que el mercado, el real, funcione con 
máxima eficacia. Con la democracia no las hay. Sencillamente, no funciona, 
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no asegura las mejores decisiones, las que, por ejemplo, adoptarían =si se 
eligieran— los más competentes. Y el problema no es circunstancial, no es 
reparable sazonando a la ciudadanía con unas gotas de “educación cívica”. 
El diseño institucional del mecanismo democrático y la propia naturaleza 
de la actividad política se combinan para hacer improbable el buen fun- 
cionamiento del mercado político. 

En lo que sigue empezaré por acotar algunos de los ámbitos de dete- 
rioro de la cultura cívica. Después evaluaré el alcance de los argumentos 
de quienes sostienen que es mejor prescindir de la voz de los ciudadanos. 
Se verá que los problemas que señalan, reales, tienen más que ver con las 
instituciones que con los ciudadanos. En cierto modo, la denuncia sobre 
la pérdida de cultura cívica tiene algo de paradójico, si no de hipócrita: 
lamentan lo inevitable, lo que forma parte del programa. Las institucio- 
nes liberales, en particular la democracia, han sido pensadas —en la medida 
en que las instituciones son resultado de “un pensamiento”, de una pla- 
nificación— para prescindir de la voz de los ciudadanos. La ignorancia y 
el desinterés serían su natural combustible. Algo que, como tal, no es con- 
denable. No está escrito en las estrellas que la vida más plena sea la vida 
del ciudadano activo y hay instituciones como el mercado que, mal que 
bien, parecen funcionar con el egoísmo y la desinformación de sus pro- 
tagonistas. El problema, como se argumentará, es que ése no es el caso de 
la democracia. 


EL DETERIORO DE LA CULTURA CÍVICA 


Entre las diversas tendencias que podemos expurgar en la evolución de 
las democracias hay dos que dan pie a quejumbres generalizadas: el 
aumento de la abstención y la desinformación de los ciudadanos respecto 
de los negocios políticos. En un sentido trivial, los dos aspectos parecen 
estar relacionados, incluso causalmente: la ignorancia, la falta de cultura, 
explicaría la abstención. Pero también cabría un camino de vuelta: la 
abstención, el desinterés de los ciudadanos por los asuntos colectivos, daría 
cuenta de la falta de cultura, “a qué informarse, si no me voy a poner en 
ello”, vendrían a decir.* 


1 Diversas investigaciones confirman que la probabilidad de votar aumenta con 
el nivel educativo. El desacuerdo aparece a la hora de explicar esa relación. Véase 
S. Tenn, “The effect of education on voter turnout”, Political Analysis, 15, 2007. 
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Las dos tendencias, empaquetadas, se han descrito como síntomas del 
“deterioro de la cultura cívica”? Un modo de explotar las inacabables ambi- 
gúedades de la palabra “cultura” Pero es mejor no escamotear los dos asun- 
tos, los dos sentidos de la fórmula “cultura cívica”: el laxo, casi antropoló- 
gico, que apunta al compromiso con los conciudadanos, con los valores de 
la comunidad, y el más ceñido, que se refiere al conocimiento de los meca- 
nismos y de los protagonistas de la política. En el primer sentido, incluso 
disponemos de diagnósticos, de explicaciones de su porqué: la abstención 
sería la natural consecuencia de la extensión de eso que vagamente se eti- 
queta como “individualismo”.* Intervendría de manera inmediata, de frente: 
los ciudadanos no verían razones para perder el tiempo en informarse, en 
sopesar candidatos y votar. Por dos razones: porque el voto personal, uno 
entre millones, resulta irrelevante y porque la política tiene un alto coste 
de oportunidad, porque cada vez resulta más provechoso emplear el tiempo 
en otras actividades que han mejorado su productividad de un modo que 
no parece estar al alcance de los trajines cívicos. 

Pero, además, el individualismo también desencadena la abstención 
por vías indirectas, de costado, con subproducto de otras cosas, de proce- 
sos de atomización social que acompañan al moderno capitalismo como 
la fatiga al ejercicio y que han hecho trizas a ecosistemas tradicionales de 
socialización política. En particular, dos procesos no han pasado desaper- 
cibidos: los cambios en la familia, clásico centro de movilización electoral, 


2 Un panorama de las investigaciones sobre cultura política es el de P. Lichterman 
y D. Cefai, “The idea of political culture”, en R. Goodin y Ch. Tilly (eds.), The 
Oxford handbook of contextual political analysis, Oxford, Oxford University Press, 
2006, pp. 392-416 (y en general los diversos trabajos contenidos en la quinta parte 
de ese volumen: “Culture matters”). 

3 En sus acepciones más tradicionales, R. Fox y B. King, Anthropology beyond 
culture, Oxford, Berg, 2002. A. Kroeber y C. Kluckhon, Culture. A critical review 
of concepts and definitions, Cambridge, Harvard University Press, 1952. En los 
últimos años, al hilo de los debates sobre la complicada relación culture-nature, 
las definiciones han puesto el acento en la transmisión individual de información 
y en el tipo de soporte. Así, por ejemplo: “cultura es la información capaz de 
afectar la conducta de los individuos y que éstos adquieren de otros miembros 
de su especie por medio de enseñanza, imitación y otras formas de transmisión 
social”, P. Richerson y R. Boyd, Not by genes alone, Chicago, Chicago University 
Press, 2005, P. 5. 

4 Una extendida explicación apela a la pérdida “del capital social”, controvertida 
categoría con la que el autor —no sin exageración— quiere referirse “a la 
fraternidad, tal y como la entendían los demócratas franceses”. Véase R. Putnam, 
Solo en la bolera, Barcelona, Círculo de Lectores, 2002, p. 475. Para tratamientos 
más afinados de tan controvertida noción, véase P. Dasgupta e I. Serageldin (eds.), 
Social capital: A multifaceted perspective, Washington Dc, World Bank, 2000. 
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como consecuencia de la incorporación de las mujeres al mercado laboral, 
y los cambios en las formas de producción, que han supuesto la desapari- 
ción de los centros de trabajo como espacios de politización.* 

Entre una y otra explicación, entre el aumento del egoísmo y las con- 
secuencias de la extensión del mercado, una tercera destaca los cambios 
en la estructura cognitiva de las personas derivados de la mercantiliza- 
ción. Dicho en plata: los individuos cada vez echan las cuentas a propó- 
sito de más asuntos y las normas se ven socavadas cuando los indivi- 
duos echan cuentas. Muchas personas dispuestas a colaborar de modo 
altruista en una actividad pública o fraterna dejan de hacerlo cuando apa- 
rece un asomo de retribución. El pago por aquello que hacían de balde 
lleva a “clasificar” mentalmente la actividad en el negociado de los cos- 
tes y los beneficios, y, desde esa contabilidad, las cuentas no salen. La 
ampliación de los procesos sociales regulados por el mercado, el que ahora 
tengan precio bienes que en otro tiempo se proveían fuera del mercado 
de modo más o menos altruista, ha llevado a ejercer la mirada contable 
sobre casi todo.* 

En el otro sentido, el común, como simple ignorancia, quizá hay más 
datos que explicaciones. Los datos, desde luego, son muchos. Y llamati- 
vos. Después de la cumbre de Ginebra entre Gorbachov y Reagan, reco- 
gida sin tregua por los medios de comunicación, una mayoría de nortea- 
mericanos ignoraba quién era el presidente de la urss. En 1992, el 86% de 
los votantes conocía el nombre del perro de su presidente, pero apenas un 
15% sabía que los dos candidatos eran partidarios de la pena de muerte. 
Un 30% de los estadounidenses no sabe quién gobierna en la Casa Blanca, 
la mitad ignora que cada estado tiene dos senadores y las tres cuartas par- 
tes desconocen la duración de su mandato.” Conviene añadir que los datos 
no se ciñen a la política: el 79% de los adultos cree que la Tierra da vuel- 
tas alrededor del Sol.* Tampoco a un país. Uno de cada cuatro británicos 
cree que Churchill fue un personaje de ficción. Entretanto, un 58% cree 
que Sherlock Holmes existió.? 


5 C. Braconnier y J-Y. Dormagen, La démocratie de Pabstention, París, Gallimard, 
2007. 

6 R. Lane, The market experience, Nueva York, Cambridge University Press, 1991; 
K. Voks, N. Mead y M. Goode, “The psychological consequences of money”, 
Science, 2006. 

7 M. Della Carpini, “In search of the informed citizen: What Americans know 
about politics and why it matters”, texto presentado en la conferencia sobre The 
transformation of civic culture, noviembre de 1999. 

8 O en otros asuntos: <http://gallup.com/poll/>. 

9 The Telegraph, 4 de febrero de 2008. 
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Estas tendencias necesitarían del matiz. Del matiz y del plazo. Segura- 
mente, en escalas históricas de larga duración no resultan tan claras. Frente 
a las visiones románticas de las revoluciones democráticas, como aconte- 
cimientos en los que cunde el activismo político, en las que una multitud 
de ciudadanos informados controla la gestión de los políticos, quizá no 
esté de más completar el cuadro recordando que sus protagonistas lamen- 
taban la indiferencia de sus conciudadanos, en particular, la abstención. Se 
lamentaban e intentaban ponerle remedio: “un ayuno de tres días, para 
expiar la enormidad de ese crimen” era la propuesta del poeta y activista 
revolucionario francés Théophile Mandar.'” La calidad de la cultura cívica 
de la revolución norteamericana también dejaba mucho que desear. Michael 
Schudson ha descrito cómo eran realmente las cosas: un individuo (varón, 
blanco y propietario) analfabeto que perdía varias horas en desplazarse 
hasta el lugar de la votación se veía obligado a dar publicidad a su voto en 
presencia de las poderosas familias locales de las que surgían los candida- 
tos, votaba sobre asuntos de los que tenía información escasa y poco fia- 
ble y que, muy probablemente, más tarde, en el camino hasta las decisio- 
nes finales, se modificarían una y mil veces.” 

Éstos son los datos. Las valoraciones, por lo general, son lamentos. Al 
menos para las miradas más radicalmente comprometidas con el ideal 
democrático. En su opinión, el “deterioro de la cultura cívica” tiene con- 
secuencias desastrosas: falta de legitimidad de las decisiones, secuestro de 
la política en manos de los poderosos, pérdida de calidad derivada de la 
ausencia de publicidad y de control del poder. Por otra parte, no faltan 
quienes sostienen lo contrario, que la abstención es una forma de legiti- 
midad. La indiferencia ciudadana sería señal de buen funcionamiento del 
sistema democrático: los ciudadanos no intervienen en política porque 


10 P. Gueniffey, La revolución francesa y las elecciones, México, Fondo de Cultura 
Económica, 2001, p. 212. 

1 M. Schudson, The good citizen: A history of American civic life, Nueva York, Free 
Press, 1998. 

12 De hecho, al menos en el caso de la información en el corto plazo, también hay 
razones para pensar que las cosas no han cambiado respecto de lo que sucedía 
cincuenta años atrás. Véase M. Jennings, “Political knowledge over time and 
across generations”, The Public Opinion Quarterly, 60, 2, 1996; S. Bennett, “Trends 
in Americans political information, 1967-1987”, American Politics Quarterly, 17, 
1989; S. Bennet, “Changing levels of political information in 1988 and 1990”, 
Political Behavior, 16, 1, 1994. 

13 C. Pateman, Participation and democracy theory, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1970; B. Barber, Strong democracy: Participatory politics for a new 
age, Berkeley, University of California Press, 1984. 
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les parece bien cómo van las cosas. Implícitamente parece asumirse que si 
se sintieran a disgusto, protestarían.'* En cierto modo, la segunda inter- 
pretación parece suponer una visión más optimista de los ciudadanos: si 
no se ocupan de la política, no es por desidia sino por convicción. Una 
visión optimista de los ciudadanos pero también del propio mecanismo 
democrático: se mostraría sensible a la participación, aunque puede fun- 
cionar sin participación.” 

Las dos perspectivas comparten una valoración positiva de la partici- 
pación. Sólo que mientras para la mirada más radical la participación es 
una condición necesaria y suficiente del buen funcionamiento de las ins- 
tituciones, para la segunda es tan sólo una condición suficiente. La primera 
diría que la democracia no funciona porque no hace lo que los electores 
quieren. La segunda, que funciona porque hace lo que quieren. 

Frente a ambas, una tradición liberal conservadora sostiene algo más 
rotundo: la democracia no funciona cuando hace lo que los electores quie- 
ren. Dicho de otro modo: la mejor democracia es la que menos atiende 
a la voluntad de los ciudadanos. Esa argumentación, que desconfía de la 
participación, ha apelado a diversas razones. "Todas ellas comparten una 
pésima opinión de los ciudadanos. Todas tienen sus problemas. 


LA CALIDAD DE LOS CIUDADANOS 


Los argumentos a los que se ha acudido han sido muchos en una historia 
que se confunde con la historia de la democracia.” Aquí me ocuparé tan 
sólo de aquellos que han encontrando continuidad hasta el presente. De 
distinta manera, arrancados de reales problemas de la democracia, han 
apuntado a “problemas con los ciudadanos” y han acabado por concluir 
que lo mejor es limitar o filtrar su voz en las decisiones que los afectan, 


14 B. Ackerman, We the people, Cambridge, Harvard University Press, 1991. 

15 Hay algo de paradójico en esta contraposición: los menos radicales tendrían una 
visión más optimista y revolucionaria de los ciudadanos. Implícitamente asumen 
que si las cosas no les gustan, se lanzarán a protestar, a los momentos 
revolucionarios. 

16 El punto de vista de la famosa “comisión trilateral”. Véase M. Croizier, 

S. Huntington y J. Watanuki, Crise of democracy, Nueva York, New York University 
Press, 1975. 

17 S. Giner, Sociedad masa, Barcelona, Península, 1979; A. Kahan, Aristocratic 
liberalism, Oxford, Oxford University Press, 1992; J. Femia, Against the masses, 
Oxford, Oxford University Press, 2001. 
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dejar la política a los profesionales. Una conclusión precipitada. En reali- 
dad, la debilidad de los argumentos invita a pensar que hay que buscar la 
explicación en otra parte, en el diseño de las instituciones democráticas. 
Sencillamente, no están pensadas para contar con los ciudadanos. 


La ignorancia 

La primera argumentación arranca con una constatación. Nuestras socie- 
dades resultan enormemente complejas. Las decisiones legislativas ata- 
ñen a múltiples asuntos, cada uno de ellos provisto de mil matices. Para 
abordarlos necesitamos cada vez más conocimientos. Resulta impensable 
que los ciudadanos puedan formarse opiniones meditadas sobre planes 
hidrológicos, políticas ambientales, relaciones exteriores, tipos de cambio 
o administración de justicia. En esas condiciones, según algunos, la parti- 
cipación sería un modo seguro de llevar a las peores decisiones. 

La argumentación es menos terminante de lo que parece. Por lo pronto, 
que las sociedades sean complejas no quiere decir que para desenvolverse 
en ellas se requiera más información. La complejidad es deudora de muchas 
circunstancias, entre ellas del nivel de educación, de nuestra capacidad 
computacional y del diseño de las instituciones democráticas, más exac- 
tamente, de la base informativa que necesitan para funcionar.'* El mer- 
cado es un buen ejemplo de cómo la administración de la complejidad no 
requiere competencia en el manejo de la información por parte de los agen- 
tes. Con atendibles razones, sus apologistas lo han repetido una y mil veces. 
En un mercado competitivo toda la información relevante está conte- 
nida en los precios: qué se debe producir, en qué cantidad, cómo deben 
asignarse los recursos.'* Thomas Sowell sistematiza y generaliza la tesis: 


¿Cuál es entonces la ventaja intelectual de la civilización sobre las socie- 
dades primitivas? Pues que no es necesario que cada hombre civilizado 
tenga más conocimiento, sino menos. Un salvaje primitivo debe ser capaz 
él mismo de producir una amplia variedad de bienes y servicios [...]. 


18 Para propuestas acerca de cómo mejorar la competencia cívica, véanse A. Lupia, 
“Questioning our competence: improving the practical relevance of political 
knowledge measures”, ponencia presentada en el encuentro anual de la Midwest 
Political Science Association, Chicago, IL, abril de 2005; S. Elkin y K. Soltan (eds.), 
Citizen competence and democratic institutions, University Park, Penn State Press, 1999. 

19 F. A. Hayek, “Economics and knowledge”, Economica, 4, 1937. Más en general, véase 
G. O”Driscoll, “Spontaneous order and the coordination of economic activities”, 
Journal of Libertarian Studies, 1, 2, 1977. 
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Por el contrario, el contable civilizado o el experto electrónico, etc., ape- 
nas necesita saber nada más que sobre contabilidad o electrónica. La 
comida llega al supermercado local a través de procesos que probable- 
mente ignora. Vive en casas construidas a través de una trama de pro- 
cesos cuyas complejidades políticas, económicas y técnicas apenas puede 
llegar a imaginar [...]. La civilización es un enorme dispositivo para eco- 
nomizar información.?” 


Nadie discutirá que en los otros dos aspectos —el nivel de educación y las 
herramientas para capturar y procesar información— nos encontramos 
hoy mucho mejor que hace doscientos años. Desde los automóviles hasta 
los ordenadores, todos hemos tenido la experiencia de cómo el avance y 
la sofisticación de la técnica han ido acompañados de un menor grado 
de exigencia de conocimiento de los usuarios acerca de los entresijos de 
su funcionamiento. En el caso de la política, la posibilidad de transmitir 
información sin costes asociada con las nuevas tecnologías abre nuevas 
oportunidades. Hoy no hay ninguna imposibilidad técnica para que todos 
puedan acceder a los presupuestos del Estado. Ello no quiere decir que 
cada ciudadano esté en condiciones de valorar o de entender cada infor- 
mación. El reto no es que todos sepamos de todo, sino que siempre que 
alguien quiera pueda acceder a la información sobre los asuntos públi- 
cos y sobre su gestión. 

En todo caso, en lo que atañe a la democracia, aun aceptando la tesis 
de la complejidad de los problemas, difícilmente se puede tomar como 
una premisa en favor de las élites políticas. La misma argumentación, 
tomada en serio, recomendaría prescindir de los políticos. Fuera de su 
limitado ámbito de competencia profesional, un político no está mejor 
pertrechado que un ciudadano. Es improbable que un representante con 
formación como abogado o médico entienda el funcionamiento del mer- 
cado financiero. En el mejor de los casos, las clases políticas se nutren de 
profesionales (economistas, abogados) cuyas disciplinas están subdivi- 
didas en múltiples campos. Un excelente profesor de economía laboral 


20 T. Sowell, Knowledge and decisions, Nueva York, Basic Books, 1980, p. 7. En ese 
sentido, acerca de la enorme inteligencia necesaria para sobrevivir en la Edad 
de Piedra resultan particularmente interesantes los primeros capítulos del 
deslumbrante ensayo de J. Diamond, Armas, gérmenes y acero, Madrid, Debate, 
2006. Por lo demás, sabemos que la domesticación de ciertas especies (como 
la de los lobos) se ha traducido en una disminución de la complejidad 
de su cerebro, véase J. Allman, Evolving brains, Nueva York, Scientific American 
Library, 1999, pp. 204-207. 
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puede ser un perfecto ignorante en economía internacional o en hacienda 
pública. Un constitucionalista puede no tener idea sobre las complejida- 
des del derecho civil, el tributario o el internacional. En la mayor parte 
de las decisiones están subordinados a técnicos que les describen y les 
estructuran los problemas y, con ellos, buena parte de “las soluciones”. El 
reconocimiento de esa circunstancia subyace a una parte importante de 
la clásica teoría económica de la burocracia.” Muy en general, esa teoría 
muestra que los diversos organismos de la administración tienen una posi- 
ción de monopolio del suministro de la información con respecto a los 
departamentos políticos con patológicas consecuencias: entre otros asun- 
tos, administran el peso de los problemas, la relación entre el presupuesto 
concedido y la actividad real desarrollada. Los políticos pueden descon- 
fiar, pero, a la hora de la verdad, están perdidos. 

En principio, la solución, para ciudadanos y para políticos, vendría a ser 
la misma: técnicos confiables que asesoren y perfilen en debate público las 
preguntas y los dilemas. En realidad, con la participación las cosas podrían 
mejorar. A los parlamentarios, que son pocos, la información les resulta 
inmanejable. Por el contrario, una vez que resulta accesible para cualquiera, 
se da la oportunidad de que los interesados (y en condiciones de inter- 
pretar la información) adviertan a los demás, a aquellos con los que man- 
tienen lazos estables y de confianza. El número antes que un problema es 
una solución: siempre podrán encontrarse ciudadanos competentes e inte- 
resados, a diferencia de lo que sucede en el Parlamento. No se trata de 
que todos estén en todo, sino de que siempre quede la posibilidad de que 
alguien pueda acceder a la parte del todo que le interese a él y a los demás 
para poder hacerles llegar sus conclusiones.” 


La inconsistencia 

En este caso, la crítica a la participación arranca recordando ciertos resul- 
tados de la teoría social que dificultarían hablar con sentido preciso de 
los “deseos de la mayoría” o de “voluntad general”. Según ciertos autores, 
no habría manera de traducir las preferencias de los ciudadanos en una 
preferencia colectiva. La voluntad general sería inconsistente en el mismo 
sentido en el que es inconsistente quien prefiere Andrea a Berta, Berta a 
Carmen y, a la vez, Carmen a Andrea. Pues bien, eso que, en pequeñas dosis, 


21 W. Niskanen, Bureaucracy and representative government, Cheltenham, Reino 
Unido, Edward Elgar, 1971; “La peculiar economía de la burocracia”, Hacienda 
Pública, 18, 52, 1978. 

22 Véase P. Rosanvallon, La contra-democracia, París, Seuil, 2006. 
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todos padecemos, pero que, mal que bien, nos vemos obligados a resolver 
porque debemos tomar una decisión y quedarnos con una de las tres, sucede 
con bastante naturalidad cuando se trata de elecciones colectivas. Dentro 
del mismo conjunto de individuos hay una mayoría que prefiere A a B, otra 
que prefiere B a C y una tercera que entre A y C se queda con C. Al cabo, 
los famosos versos de Song of my self. “I contradict myself/ (I am large, I 
contain multitudes)”. 

El punto de partida más sólido es un importante resultado de la teoría 
de la elección social que demuestra que no existe un mecanismo demo- 
crático de toma de decisiones (la regla de la mayoría, por ejemplo), respe- 
tuoso con elementales principios, que sea capaz de reunir sin sombra de 
ambigijedad las preferencias de los votantes en una preferencia agregada 
“inteligible”. El teorema (de Arrow) generaliza y formaliza una conocida 
paradoja (de Condorcet) que nos dice que cuando al menos tres indivi- 
duos participan en una elección con al menos tres opciones, no es seguro 
que se pueda obtener algo parecido a una preferencia colectiva que “sume” 
sus preferencias. Es más, con frecuencia se dará un movimiento cíclico per- 
petuo entre las diversas opciones: la opción A ganará a la B, ésta a la C, 
que a su vez ganará a la A, y vuelta a empezar. 

Bastantes comentaristas han interpretado el teorema de Arrow como una 
descalificación de la idea de voluntad general: no es que no se la pueda cono- 
cer, sino que no hay nada que conocer.” Su descalificación se refiere a la 
idea y, detrás de ella, a la justificación de la democracia como un sistema 
que permite tomar en cuenta las preferencias de los ciudadanos sobre los 
estados de cosas (y, por supuesto, con más razón, como una forma de “auto- 
gobierno colectivo”). En su opinión, la idea de voluntad general es la mues- 
tra de una falacia (de la composición) que lleva a extrapolar a la colectivi- 
dad propiedades que, a lo sumo, valen sólo para los individuos. Racionalidad, 
voluntad o autogobierno son atributos de los individuos, no de las socie- 
dades. La democracia viable, la liberal, concluyen, nada tiene que ver con 
la participación y con la voluntad general. Es un simple sistema para pena- 
lizar y seleccionar élites políticas a través de la competencia electoral. 

La discusión en torno de las implicaciones de este y de otros teoremas 
de la elección es inacabable y con un alto grado de tecnicismo.” Tradicio- 


23 K. Arrow, Social choice and individual values, Nueva York, John Wiley « Sons, 1951. 
Véase el próximo capítulo. 

24 W. Riker, Liberalism against populism. A confrontation between the theory of 
democracy and the theory of social choice, San Francisco, Freeman, 1982. 

25 C. List, Mission impossible? The problem of democratic aggregation in the face 
of Arrow's theorem. <http://personal.lse.ac.uk/LIST/research.htm>. 
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nalmente, las réplicas a la interpretación expuesta han adoptado la estra- 
tegia de debilitar o reformular algunos de los axiomas y, por ende, de los 
resultados que servían de partida a los críticos de la participación. En otras 
ocasiones se ha discutido la lectura, la interpretación, se ha mostrado el 
limitado alcance empírico de tales resultados, cuando no la simple false- 
dad de lo invocado.** En todo caso, cuesta entender por qué los críticos de 
la participación detienen sus críticas en las puertas de la democracia libe- 
ral. En tanto las teorías invocadas se refieren a cualquier sistema de elec- 
ción, sus argumentos también deberían descalificar al mecanismo de se- 
lección y de penalización de élites. 

Por otra parte, no cabe descartar que nuevos diseños institucionales, 
también democráticos, eviten o aligeren los problemas de agregación.” 
En particular, cabe pensar en procesos deliberativos que filtren las dis- 
tintas opciones a la luz de criterios de imparcialidad y justicia. La argu- 
mentación permitiría reducir las alternativas o bien ordenarlas según jerar- 
quías de principios. La primera posibilidad se ampara en el supuesto, 
fundamental para las propuestas deliberativas, de que aunque todas las 
opiniones han de estar en condiciones de poder expresarse, no todas valen 
igual. Antes de “sumarse”, las preferencias habrían de justificarse en una 
pública discusión que las ponderase y las cribase. Con menos opciones, 
eliminadas las manifiestamente irracionales o inmorales, es menos pro- 
bable que surjan los problemas de “inconsistencia” en una voluntad gene- 
ral en la que no todo ha de integrarse. Con esa estrategia, se “circunva- 
lan”, por así decir, algunos de los axiomas del teorema de Arrow y, por 
ende, sus pesimistas conclusiones. 

La otra posibilidad apunta al reconocimiento de que la deliberación per- 
mite identificar afinidades, jerarquizar las propuestas y reducir las dimen- 
siones de los problemas. Sería posible, por ejemplo, mostrar que según 
cierto criterio normativo las iniciativas A, B y C, que parecen diferentes, 
están ordenadas. De ese modo cabría conmensurar propuestas —agrupando 
algunas desde consideraciones energéticas, por ejemplo— en una misma 
escala y, con ello, reducir los ámbitos de elección a las opciones más bási- 
cas comprometidas en la elección. En la comunidad política sucedería algo 
parecido a lo que sucede en el ámbito personal. Puedo querer entregarme 
a la disipación (D) y, a la vez, cultivar mi espíritu (E), trabajar en algo que 


26 G. Mackie, Democracy defended, Cambridge, Cambridge University Press, 2003. 

27 J. Coleman y J. Ferejohn, “Democracy and social choice”, Ethics, 97, 2006; D. Miller, 
“Deliberative democracy and social choice”, Political Studies, 40, 1992; J. Dryzek y 
C. List, “Social choice theory and deliberative democracy: A reconciliation”, British 
Journal of Political Science, 33, 2003. 
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me gusta (T) y hacerme rico (R), pero, después de una reflexión acerca de 
la idea de vida que me parece razonable, puedo ordenar esas preferencias 
desde otras más ponderadas (metapreferencias), desde principios más bási- 
cos acerca de qué tipo de vida me parece importante llevar, y reducir las 
opciones: si quiero ser un libertino, he de elegir el paquete L, con el orden 
(D, R, T, E); si quiero ser un filósofo, elegiré el E, con el orden (E, T, D, 
R).* Por una vía o por otra, por el filtrado o por la jerarquía de las prefe- 
rencias, la deliberación ayudaría a encontrar vías de solución al problema 
de la agregación.” 


El egoísmo 

Esta estrategia viene a decir que lo del zoom politikon es un cuento, que “los 
ciudadanos pasan de la política”. Y que no les faltan razones. La actividad 
política exige tiempo y esfuerzos. Hay que informarse, comparar y, por lo 
menos, ir a votar. Todo ello, en nombre de los intereses generales. Ade- 
más, la probabilidad de que el propio voto, uno entre millones, tenga 
impacto es casi nula. Es difícil pensar que la gente dedique tiempo y esfuerzo 
a una tarea prácticamente inútil y que, en todo caso, beneficiará por igual 
tanto a quienes lo hacen como a quienes no. A esto se añade la circuns- 
tancia ya mencionada de que, por su propia naturaleza, a la hora de mejo- 
rar su productividad la política siempre va a la zaga respecto de otras acti- 
vidades. Dicho de otro modo, cada vez es mayor el coste (de oportunidad) 
de emplear el tiempo en los asuntos públicos.*” En suma, un mal negocio. 


28 J. Harsanyi, “Cardinal welfare, individualistic ethics, and interpersonal 
comparisons of utility”, Journal of Political Economy, 63, 1955; H. Frankfurt, 
“Freedom of the will and the concept of a person”, Journal of Philosophy, 68, 1971. 

29 Con todo, no cabe ignorar que las cosas también pueden ir en sentido contrario, 
que la deliberación, antes que simplificar las decisiones, las complique, como se 
verá en el capítulo siguiente y en el capítulo v. 

30 Una característica de las actividades orientadas hacia el mercado es que, 
tendencialmente, han mejorado su productividad. Cada vez se necesita menos 
tiempo para obtener el mismo resultado (en rigor no sería así: todo cambio 
técnico en los sistemas de producción acostumbra a conllevar cambios en el 
producto; véase N. Rosenberg, Perspectives on technology, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1976). En otros casos, donde por circunstancias técnicas —como 
sucede con la producción doméstica— la productividad no resultaba sencilla de 
mejorar, es el coste de oportunidad el que lleva a terminar con la actividad. Se 
prefiere dedicar a las actividades mejor retribuidas las horas que antes se 
dedicaban a lavar o a cocinar y dejar a otros —con técnicas de producción más 
eficientes: lavanderías, restaurantes— tales trabajos. Pero eso no sucede con todas 
las actividades. Algunas de ellas, desde la perspectiva económica, no mejoran su 
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La argumentación anterior tiene dos pies, dos supuestos: uno antropo- 
lógico, según el cual el ciudadano es un homo oeconomicus, egoísta y racio- 
nal; otra institucional, que hace que a ese individuo, que va echando las 
cuentas aquí y allá, no le resulte interesante la actividad política. Las dos 
son discutibles. 

El homo oeconomicus tiene por cerebro una caja registradora. Las opcio- 
nes se contabilizan como costes o como beneficios. Explora las distintas 
acciones abiertas ante sí, examina sus consecuencias y, atendiendo a su 
posibilidad y a su provecho, escoge aquella que lo beneficia. Lo demás 
—los afectos, las lealtades, las normas— no le importa. Sólo existen de manera 
instrumental, que es dejar de existir como tales afectos, lealtades o normas. 
Un personaje que se corresponde bien poco con la realidad. En nuestra 
vida cotidiana percibimos con frecuencia la resistencia a actuar como cal- 
culadores egoístas.* No nos parece bien que los órganos para trasplante o 
las parejas se subasten, que el que más pague se lleve el riñón o la novia. 
No lubricaría la relación con nuestros suegros el que, después de una 
excelente comida navideña, les ofreciéramos una retribución por el tiempo 
empleado en su preparación. El informático que dedica sus tardes a dar 
clases gratuitas en un colegio seguramente dejará de hacerlo si quieren 
darle dinero. Si nuestro jefe nos pide que vayamos a otra ciudad, quizá 
aceptemos a desgana, aunque suponga separarnos de nuestros seres que- 
ridos. Si en cambio nos dice que nos pagará dinero simplemente por ale- 
jarnos de nuestra familia, ni siquiera consideraremos la propuesta. En todos 
esos casos el egoísta puro habría actuado de otro modo.* 


productividad y no pueden suplirse sin convertirse en otra cosa o sin desvirtuarse. 
Sucede con la amistad, un “bien relacional”, esto es, un bien cuyo consumo no es 
excluyente, no puede adquirirse en forma delegada, no tiene precio (desaparece 
el bien) y, sobre todo, cuyo único input es el tiempo: el tiempo que se le dedica 
es el producto que aumenta. Por ello, por definición, no puede mejorar su 
productividad. Comparada con otras actividades, la amistad tiene un coste de 
oportunidad cada vez mayor. La participación política podría encontrarse en esa 
misma situación, véanse C. Uhlander, “Relational goods and participation”, Public 
Choice, 62, 3, 1989; F-Ch. Wolff y L. Prouteau, “Relational goods and associational 
participation”, Annals of Public + Cooperative Economics, 75, 3, 2004. 

31 C. Camerer, G. Loewenstein y R. Rabin (eds.), Advances in behavioral economics, 
Princeton, NJ, Princeton University Press, 2003. 

32 En este fragmento recupero, modificados, algunos argumentos desarrollados más 
extensamente en F. Ovejero, La libertad inhóspita, Barcelona, Paidós, 2002. 

33 El dinero deteriora “el comportamiento virtuoso” de dos modos, por lo menos: 
a) la gente dispuesta a colaborar deja de hacerlo cuando se le quiere pagar 
(al poner precio a la actividad el bien desaparece, quizá porque entonces considera 
—en otra área del cerebro— que “por ese precio no vale la pena”; b) la exposición 
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Nada de ello se entendería si la especie humana estuviera exclusivamente 
amasada con la simplicidad psicológica del homo oeconomicus. Éste sólo 
tiene en cuenta sus beneficios, carece de memoria, de sentimientos de jus- 
ticia y de lealtades, de rencores y de envidias. Si cumple una amenaza o 
respeta un pacto es sólo porque le resulta ventajoso. Lo malo es que cuando 
“se echan las cuentas” en el terreno de las emociones o de la moral desapa- 
recen los posibles beneficios. La dignidad “estratégica” no sirve. Sólo sirve 
si es sentida e irrenunciable.* Un comportamiento que resulta imposible 
para el homo oeconomicus, que siempre prefiere algo a nada. Si los valores 
“funcionan” y aseguran la vida social, es precisamente porque no se asien- 
tan en el cálculo, porque son valores, porque nos indignamos y estamos dis- 
puestos a comportarnos según ellos aunque eso suponga perder dinero. Y 
por ello, como todos sabemos, tenemos una razón adicional para resistir- 
nos a desatar en los demás comportamientos que “no atienden a razones”, 
a estafarlos o a humillarlos. Mal que bien, la sociedad, incluido el mercado, 
funciona porque una parte importante de nuestras acciones no se rigen por 
el cálculo, porque los individuos se guían por valores y la vinculación con 
los valores es emocional: nos indignamos ante la injusticia, nos avergonza- 
mos cuando violamos las normas. Algo que sólo es posible entender si las 
disposiciones sobre las que las normas operan tienen un anclaje biológico.” 


al dinero en una actividad lleva a dejar de colaborar en actividades no expuestas al 
dinero (estudiantes que habían sido pagados por la actividad A, cuando les piden 
ayuda a propósito de otra actividad B no ayudan). Para experimentos en este 
sentido véase Dan Arierly, Predictably irracional, Nueva York, Harper Collins, 
2008, pp. 67 y Ss. 

34 En ese sentido, resultan especialmente interesantes los resultados procedentes de 
la economía experimental. Un conocido experimento consiste en dividir 100 
dólares entre dos individuos de tal modo que uno (A) hace, en primer lugar, una 
propuesta de división de esa cantidad; si la propuesta es aceptada por el otro 
individuo (B), cada uno de ellos se lleva lo acordado; si es rechazada, nadie se lleva 
nada. La teoría económica, que parte del supuesto del egoísmo, predice que A 
habría de proponer un reparto de 99 para A, 1 para B. La razón es que A supone 
que B, entre algo y nada, prefiere algo: B también es egoísta y para él no cuenta 
otra cosa que su beneficio. Pero lo cierto es que cuando el experimento se realiza: 
a) los A proponen, en su mayoría, un reparto 60-40; b) los B rechazan repartos 
que se alejen mucho de la equidad. Esto resultados invitan a pensar en la 
existencia de sentimientos de justicia o de dignidad, alejados del egoísmo. Véase J. 
Kagel y A. Roth (eds.), The handbook of experimental economics, Princeton, 
Princeton University Press, 1995. 

35 Prueba adicional de ello es que los humanos adoptamos las mismas respuestas 
cuando se trata de dilemas morales (aunque no estemos de acuerdo en cómo 
justificar las decisiones que adoptamos), véase M. Hauser, Moral minds: 

How nature designed our universal sense of right and wrong, Nueva York, Ecco, 
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Además de egoístas, los seres humanos somos bastantes cosas más. Unas 
veces, es cierto, en algunos contextos sólo pensamos en nosotros mismos, 
pero en otros contextos nos falta tiempo para acudir en ayuda de los demás. 
Ninguna persona informada puede hoy sostener que nacemos con la mente 
en blanco, que lo que somos sea una exclusiva cuestión de educación, de 
“cultura”. Está en nuestra naturaleza. Presentamos procesos emocionales 
diversos, repertorios de compromisos flexibles, variedad de vínculos entre 
normas y emociones.* Tenemos disposiciones innatas o que, aun cuando 
no sean innatas, están programadas en nuestros genes y se desarrollan a 
lo largo de nuestra vida, como sucede con la dentición o con el deseo sexual. 
Nacemos “sabiendo” bastantes cosas: tenemos ciertas ideas espaciales, 
psicológicas, competencias para el lenguaje, para la captación de las expre- 
siones faciales, para establecer relaciones de causalidad, para realizar cla- 
sificaciones.” Lo discutible es que sólo el egoísmo esté entre tales disposi- 
ciones. No hay nada parecido a “una motivación única y final”, sino 
disposiciones distintas que operan y coexisten en distintos procesos cog- 
nitivos, ante distintos escenarios. 

La existencia de disposiciones diversas nos conduce a la segunda premisa: 
la posibilidad de diseñar las instituciones teniendo en cuenta cómo pueden 
alentarse las cívicas y canalizar las que son egoístas para que se traduzcan 
en los resultados que nos interesan, para que también al homo oeconomicus 
las cuentas le salgan de otro modo. La disposición a participar depende en 
buena medida de la percepción por parte de los ciudadanos de la impor- 
tancia que se otorga a sus voces. Si las instituciones están diseñadas para pres- 
cindir de su participación, es normal que no participen.* Quien sabe que 
no lo escuchan, no se molesta en hablar. No es egoísta, simplemente es sen- 


2006. Desde la neurobiología esta tesis también encuentra sus avales, véase 
D. Pfaff£, The neuroscience of fair play, Nueva York, Danna Press, 2008. 

36 A. Maryanski y J. Turner, The social cage, Stanford, Stanford University Press, 
1992; A. Maryanski, “Evolutionary sociology”, Advances in Human Ecology, 
7,1998. 

37 H. Barkow, L Cosmides y J. Tooby (eds.), The adapted mind, Oxford, Oxford 
University Press, 1992; D. Sperber, D. Premack y A. Premack (eds.), Causal 
cognition, Oxford, Oxford University Press, 1996. No hace falta compartir 
las exageraciones de la psicología evolutiva para reconocer estos resultados. 

38 Por otra parte, la tesis de que la participación es un coste también resulta 
discutible a la luz de los resultados que muestra la relación positiva entre 
participación y felicidad, véase B. Frey, “Happiness prospers in democracy”, 
Journal of Happiness Studies, 1, 2000; B. Frey y A. Slutzer, “Happiness, economy 
and institutions”, The Economic Journal, 110, 2000; R. Ryan y E. Deci, “On 
happiness and human potentials: A review of research on hedonic and eudaimonc 
well-being”, Annual Review of Psychology, 52, 2001. 
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sato. Y sucede que las instituciones no son sensibles a lo que podríamos 
llamar vocaciones públicas de los ciudadanos. 

Las instituciones deben detectar el pecado sin desalentar la virtud, deben 
poder funcionar en previsión de bajas motivaciones públicas, pero sin 
que ello las incapacite para absorber y alentar las disposiciones cívicas. Es 
lo que sucede en la ciencia, una institución diseñada para obligar a jugar 
a la verdad y producir “las teorías correctas”. En las comunidades científi- 
cas, los apasionados del conocimiento pueden dar curso a sus disposicio- 
nes. Pero no sólo ellos. Quienes tienen otros objetivos (dinero, fama, éxito 
sexual) saben que para obtenerlos han de plegarse a un conjunto de pro- 
cedimientos (publicidad de sus argumentos, exposición a la crítica, con- 
trol empírico, etc.) que los obligan a “jugar a la verdad”. La institución puede 
funcionar con “servicios mínimos”, en baja intensidad, sin virtud (sin “amor 
a la verdad”), pero funciona mejor con ella y, de hecho, la propicia.* 


La irracionalidad 

Según este punto de vista, el busilis no es que los electores estén poco infor- 
mados. Si tal fuera, no habría problemas con la participación. No impor- 
taría que votaran a ciegas. Los votos se distribuirían aleatoriamente. Bas- 
tarían unos pocos informados para acabar adoptando las mejores elecciones. 
Los ciudadanos se decantarían aquí y allá, compensándose unos con otros, 
anulando sus mutuos yerros, y la minoría razonable resultaría decisiva. Pero, 


39 Operan dos reglas que están en la base del “funcionamiento” de los organismos 
públicos: a) la prioridad del principio de realismo de la virtud, según el cual el diseño 
de las instituciones ha de asumir que los individuos no se interesan por el bien 
público, y del principio de posibilidad de la virtud, según el cual las instituciones 
deben diseñarse del tal modo que alienten las disposiciones públicas; b) la prioridad 
de la responsabilidad pasiva, entendida como la simple capacidad de justificar 

una acción realizada, y que está asociada a penalizaciones en el caso de violar una 
norma, y la de responsabilidad activa, entendida como la acción autónoma que 
valora las consecuencias y busca comportamientos acordes con el interés público. 
M. Bovens, The quest for responsibility, Cambridge, Cambridge University Press, 
1998; G. Brennan, “Selection and the currency of reward”, en R. Goddin (ed.), 

The theory of institutional design, Cambridge, Cambridge University Press, 1996. 

Eso sí, para que la institución funcione es imprescindible que estén claros los retos 
que han de enfrentar las teorías, los problemas a investigar. Las dificultades 
aparecen cuando los retos no están claros, esto es, cuando no hay una comunidad 
científica que comparta un repertorio de teorías y problemas. En buena medida, 
se trata del problema de las teorías sociales. En tales casos, es más necesaria la 
virtud de los investigadores. Véase E. Ovejero, “Las batallas de la ciencia popular”, 
Claves de razón práctica, 128, 2002. 
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según el parecer de estos críticos de la participación, las cosas no son así. 
Para ellos los votantes serían ordenadamente estúpidos. Sus decisiones se 
rigen por sesgos regulares. Irracionales pero persistentes. Como conse- 
cuencia, no hay compensación de torpezas sino empecinamiento en el error. 

En lo esencial, quienes defienden esta tesis señalan fallos empíricos o 
inferenciales de los ciudadanos, fallos con la suficiente regularidad como 
para considerarlos “constantes” del comportamiento. En unos casos se 
trata de creencias, de opiniones sobre el mundo, como los cuatro sesgos 
—discutibles, por lo demás— que destaca Bryan Caplan: un sesgo antimer- 
cado, que dificulta la comprensión de cómo la mano invisible armoniza 
la ambición privada y los intereses generales; un sesgo antiextranjero, que 
impide reconocer los beneficios de la interacción con personas de otros 
países, en particular, en el comercio internacional; un sesgo make-work, 
que equipara la prosperidad con el empleo y no con la producción; un 
sesgo pesimista, que sistemáticamente lleva a pensar que las condiciones 
económicas son cada vez peores.* 

En otros casos se trata de sesgos inferenciales, de errores a la hora de 
ponderar la información o en el camino desde las premisas hasta las con- 
clusiones.* Algunas de ellas se repiten con notable regularidad: a) de repre- 
sentatividad, que conduce a relacionar un ítem con una clase y a atribuir 
después lo que se sabe de la clase al ítem, sea para lo bueno (“estudia teo- 
logía, debe ser una persona seria”) como para lo malo (“estudia publici- 
dad y relaciones públicas, debe ser frívola”); b) de accesibilidad, que lleva 
a rescatar del depósito de la memoria aquellos aspectos que resulta más 
fácil recuperar (El pp es la guerra de Irak; el psoE, el GAL); c) de anclaje y 
ajuste, que opera con sucesivas correcciones sobre el soporte de una res- 
puesta inicial más o menos precipitada (los votantes que se atarán durante 
años al primer partido que eligieron en su juventud por razones circuns- 
tanciales); d) de simulación, que construye conjeturas y secuencias cau- 
sales a partir de la información limitada (se da A, que llevará a B y eso a 
C); e) de cascadas de información, en las que las personas, sucesivamente, 
basan sus acciones en lo que han hecho otros antes, sin atender a la infor- 
mación que puedan recibir.*$ 


41 B. Caplan, The myth of the rational voter, Princeton, Princeton University Press, 
2007. 

42 Sobre esos sesgos, véase Z. Kunda, Social cognition, Cambridge, ma, The mrT Press, 
1999, PP. 53 y SS. 

43 M. Delli Carpini, “In search of the informed citizen: What Americans know about 
politics and why it matters”, texto presentado en la conferencia sobre The 
transformation of civic culture, Noviembre, 1999; S. Bikhchandani, D. Hirshleifer e 
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La presencia de los sesgos parece indiscutible.** Las dudas atañen a la 
calificación de “irracionales”. Una apreciación, por lo menos, precipitada.* 
Por lo pronto, hay que advertir que las “irracionalidades”, empíricas o infe- 
renciales, abarcan más que la política. Abarcan prácticamente todas nues- 
tras actividades, empezando por buena parte de nuestras folk theories, “teo- 
rías” que, sin que tengamos plena conciencia, rigen buena parte de nuestras 
prácticas cotidianas y que confundimos con nuestro “sentido común”. 
Aunque falsas o imprecisas, para ir por la vida resultan eficaces y, en muchas 
ocasiones, parecen inscritas en nuestros módulos cerebrales. Nuestra física 
mental (“el sol sale”, los cuerpos caen”) es aristotélica, incompatible con 
los resultados de la física moderna, pero resulta suficiente —y mejor que la 
relativista, en tanto no frecuentamos escenarios próximos a la velocidad 
de la luz— para las necesidades prácticas, para establecer relaciones de cau- 
salidad, evitar peligros o hacer planes. También nuestra psicología espon- 
tánea, la que nos lleva a interpretar —en términos de creencias y deseos— la 
conducta de los demás (y a veces, en sociedades primitivas, cuando toman 
la forma de atribuciones animistas, también “la conducta de la naturaleza”), 
resulta, cuando menos, imprecisa y poco compatible con (o ajena a) los 
resultados de las neurociencias. Otro tanto sucede con nuestras tesis “espon- 
táneas” sobre biología o economía. Y, también, con nuestras estrategias 
inferenciales, comenzando por la inducción, la inferencia que lleva a gene- 
ralizaciones a partir de unas pocas observaciones. Se trata de un razona- 
miento inseguro (si fuera seguro, sería una deducción), pero en muchos 
contextos la rapidez o la capacidad de actuar a partir de unos cuantos indi- 
cios tienen una importancia decisiva —por ejemplo, resulta muy conve- 
niente concluir la presencia de un depredador y salir corriendo cuando se 
observa un movimiento de la hierba y se percibe cierto olor—. También 
nuestros sentidos, empezando por la visión, nos engañan a veces. Pero 


I. Welch, “A theory of fads, fashion, custom, and cultural change as informational 
cascades”, Journal of Political Economy, 100, 5, 1992. D. Hirshleifer, “The blind 
leading the blind: Social influence, fads and informational cascades”, en K. Ieurulli 
y M. Tommasi (eds.), The new economics of human behaviour, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1995. 

44 Véase G. Gigerenzer, Adaptive thinking: Rationality in the real world, Oxford, 
Oxford University Press, 2000. 

45 Véase la polémica entre G. Gigerenzer “Moral intuition: Fast and frugal 
heuristics?”— y C. Sunstein —“Fast, frugal and (sometimes) wrong”—, en W. 
Sinnott-Armstrong (ed.), Moral psychology, vol. 2.: The cognitive science of 
morality: Intuition and diversity, Cambridge, MA, The mrT Press, 2008, pp. 1 y ss. 

46 Nuestro cerebro no es una máquina perfecta. La selección natural no ha 
producido una herramienta óptima con la que procesar los datos. Más bien es el 
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nadie discute su funcionalidad. Sencillamente, tales “conocimientos” cons- 
tituyen —o constituyeron en otro tiempo- adaptaciones interesantes, aun- 
que, mirados con detenimiento lógico o epistémico, en ocasiones (o siem- 
pre) resulten incorrectos.Y 

Pero lo importante no es eso, sino que somos capaces de dar un paso 
atrás, escapar de nuestras constricciones o disposiciones y valorarlas, de 
“extrañarnos”, para decirlo con léxico hegeliano. Reflexionamos y reco- 
nocemos “el error”. Algo que podemos hacer tanto en el ejercicio de la razón 
teórica como en el de la razón práctica. Sabemos que hay longitudes de 
onda que no percibimos y hemos elaborado teorías sobre ellas; que es salu- 
dable evitar nuestra natural tendencia a comer dulces; que ciertos errores 
inferenciales sistemáticos resultan eso, errores lógicos; que nuestras dis- 
posiciones agresivas o posesivas son susceptibles de valoración moral y que 
debemos sobreponernos a ellas en nombre de otras consideraciones. En 
todos esos casos hay una disposición básica, una suerte de estrategia que, 
en algún sentido, es interesante en determinadas circunstancias, pero que, 
con más tiempo, podemos ponderar, reconocer en su falta de fundamento 
y corregir. Esa simple posibilidad, de revisar y rectificar nuestros juicios a 
la luz de razones, confirma nuestra competencia racional y capacidad para 
desarrollarla. 

En buena lógica, cada uno de los sesgos inferenciales mencionados se 
corresponde con algún tipo de falacia, lo que no quiere decir, sin más, que 
sean irracionales. También se pueden entender como heurísticas que ayu- 
dan a tomar “decisiones racionales bajo limitadas capacidades para pro- 
cesar información, limitados incentivos para el compromiso y limitada 
información”.* Sencillamente, es lo mejor que cabe hacer a partir de lo que 
se dispone. El problema está en “lo que se dispone”? en la información 
que se procesa. Y eso sí que es un problema de diseño institucional. Para 
ser claros: la información más manipulada conduce, con toda probabili- 
dad, a conclusiones erróneas, aunque sea en manos de Russell, de Frege o 


resultado de un parcheo ad-hoc, con los materiales disponibles. Véase D. Linden, 
The accidental mind, Cambridge, ma, Belknap, 2007. 

47 Una exposición de las diversas “folk sciences” en R. Wilson y F. Keil (eds.), The 7% 
Encyclopedia of the Cognitive Sciences, Cambridge, Ma, The mrr Press, 1999. 

48 E. Stein, Without good reason, Oxford, Clarendon Press, 1996. 

49 M. Delli Carpini y S. Keeter, What American know about politics and why it 
matters, New Haven, cr, Yale University Press, 1996. 

so Por supuesto, la cosa mejoraría si se tiene conciencia de que se está operando con 
sesgos, así como sabemos que la inducción es razonamiento inseguro y, por ello, 
no tomamos como indisputable —desconfiamos de— la conclusión de una 
inferencia inductiva. 
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de Gódel. El que conozcamos la existencia de los sesgos es indicación de 
que podemos tomarlos en consideración al basar las decisiones, como los 
bancos centrales tienen en cuenta el egoísmo al manipular los tipos de inte- 
rés para contener la inflación. De lo que se trataría, si se quiere asegurar la 
buena formación de los juicios, es de garantizar información máximamente 
veraz y sometida al contraste de puntos de vista. Si, por ejemplo, sabemos 
que personas con ciertas opiniones compartidas sobre algo que discuten 
entre ellas —y sólo entre ellas— acaban coincidiendo en las opiniones más 
extremas sobre ese algo,” cabe pensar, en aras de la calidad de las decisio- 
nes, en propuestas institucionales que obliguen a exponerse a otros pun- 
tos de vista, a otras informaciones, a exponer las propias razones, a la 
deliberación, para decirlo con solemne brevedad. De que las cosas son 
así, de que los juicios mejoran en tales circunstancias hay modestas pero 
atendibles pruebas empíricas. 


¿DÓNDE ESTÁ EL PROBLEMA? 


Finalmente, en todos los casos, recalamos en las instituciones. Nada raro. 
Por lo visto, el “problema” de la falta de cultura cívica tiene que ver menos 
con los ciudadanos que con las reglas de juego con las que se manejan. Sen- 
cillamente, forma parte del diseño. Está en el origen de los supuestos libe- 
rales que inspiran las instituciones democráticas, o, desde otro punto de 
vista, en el modo en el que el liberalismo trata de resolver su conflictiva 
relación con la democracia: “protegiendo” a los ciudadanos de la política. 
Y es que para los liberales la pérdida de libertad empieza cuando las deci- 
siones de “otros”, de la comunidad política, recaen sobre mí, y mi libertad 
aumenta cuando aumentan los ámbitos de mi vida que están excluidos 
de esas decisiones. En esas condiciones, parece bastante natural que la acti- 
vidad política, antes que garantía de la libertad, se entienda como un peli- 
gro para la libertad. 

No hay que engañarse. Para una veta importante del liberalismo el pro- 
blema del deterioro de la cultura cívica no es tal. No porque el deterioro 


51 Si son moderadamente X (racistas, ecologistas, feministas) acaban triunfando 
las tesis más radicales (racistas, ecologistas, feministas). A esa relación, con 
no poca exageración epistemológica, Cass Sunstein la llama “ley de polarización 
de grupos” en “The law of group polarization”, Journal of Political Philosophy, 
10, 2, 2002. 

52 C. Sunstein, Republic.com. 2.0., Princeton, Princeton University Press, 2007. 
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no exista, sino porque no es un problema. No es una patología con la 
que hay que convivir, a la que hay que resignarse intentando mitigar sus 
malas consecuencias, sino una inevitable consecuencia de tomarse en serio 
el respeto a la libertad negativa. La democracia liberal nunca ha confiado 
en los ciudadanos. Más bien al contrario, los ha mirado con preocupa- 
ción. No es verdad, o por lo menos no es verdad fuera de discusión, que 
la democracia representativa apareciera como una solución “al problema 
del número”, a las disfunciones cuando son muchos los que participan. 
Entre otras razones, porque nunca estuvo seriamente en la mente de nadie 
entender la participación democrática como una suerte de ágora staja- 
novista y febril de varios millones de ciudadanos: todo el tiempo todos en 
todas partes y en todos los asuntos. En realidad, “la imposibilidad prác- 
tica de reunir a todo el pueblo no fue la principal motivación de los fun- 
dadores de estas (la democracia de representación) instituciones, como 
Madison o Sieyés”.** Como ha mostrado Bernard Manin, el camino de 
los defensores de la representación electiva, su repertorio de argumento, 
discurre en paralelo, aparte del que lleva a hacer desaparecer el sistema 
de sorteo, y nada tiene que ver con problemas de número. Las razones 
finalmente invocadas eran otras, en especial la mayor competencia de 
los elegidos. En palabras de uno de sus protagonistas, el sistema de elec- 
ciones tenía por objeto “la elección de representantes cuyos criterios ilus- 
trados y virtuosos sentimientos los hacen inaccesibles a los prejuicios loca- 
les y a las intrigas de la injusticia”.35 

La desconfianza liberal hacia la democracia es radical. La democracia 
parece exigir la participación de todos en decisiones que recaen sobre todos. 
Desde esa sensibilidad, la democracia atenta de dos modos muy funda- 
mentales contra la libertad. Por una parte, las decisiones adoptadas, lo 
que le parece bien a la mayoría, regulan buena parte de la vida de cada 
uno. Puedo querer A, pero si todos quieren B, no tendré más remedio que 
aceptar algo distinto de lo que deseo. Por otra parte, el funcionamiento de 
la democracia exigiría una disposición cívica, una participación en la ges- 
tión de la vida colectiva que, aun si acorde con ciertos ideales de vida, está 
lejos de poder reclamarse en —o presumirse a— el conjunto de los ciuda- 
danos. De un modo u otro, la democracia deriva en intromisiones, esta- 


53 Una excelente historia de esas reservas es la D. Losurdo, Démocratie ou 
bonapartisme, París, Le Temps des Cerises, 2007. 

54 B. Manin, Principes du gouvernement représentatif, París, Calmann-Lévy, 1995, p. 20. 

55 J. Madison, The Federalist, Ne 10, Hamilton, Madison y Jay, The Federalist 
with letters of “Brutus”, ed. de T. Ball, Cambridge, Cambridge University Press, 
2003, p. 46. 
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blece “imposiciones” que no son resultado de un consentimiento libre- 
mente asumido. Lo dijo bien claro y para siempre Isaiah Berlin cuando 
reconoció que había que enfrentarse al “hecho intelectualmente incómodo” 
de que la democracia y el liberalismo “pueden chocar entre sí de manera 
irreconciliable”, de que la democracia se lleva mal con la libertad negativa, 
el ideal liberal de libertad, según el cual la mejor sociedad es aquella en la 
que existe un mínimo de intromisiones en la vida de los individuos.* 

La democracia liberal es la solución institucional a los problemas de 
compatibilidad entre democracia y liberalismo. 


56 1. Berlin, Cuatro ensayos sobre la libertad, Madrid, Alianza, 1988, p. 59. 


Primera parte 
Democracia y liberalismo 


I 


La democracia liberal 


El ciudadano normal desciende a un nivel superior 
de prestación mental tan pronto como penetra 

en el campo de la política. Argumenta y analiza 

de una manera que él mismo calificaría de infantil 
si estuviese dentro de la esfera de sus intereses. 
Joseph Schumpeter 


La democracia sustituye el nombramiento hecho 
por una minoría corrompida, por la elección debida 
a una mayoría incompetente. 

George Bernard Shaw 


Si pueden conquistarte haciendo las preguntas equivocadas, 
no tienen que preocuparse con las respuestas 
Thomas Pynchon 


La palabra “democracia” parece servir para un roto y para un descosido. Lla- 
mamos “democráticas” a realidades bien diferentes: una asamblea popu- 
lar en la que todos los ciudadanos pueden hacer oír sus opiniones y deli- 
berar hasta adoptar una decisión, un sistema de selección de cargos políticos 
en el que todos pueden resultar elegidos, una comunidad de vecinos que 
periódicamente elige cargos y toma decisiones sobre las tareas que reali- 
zarán. En todos ellos, hay un conjunto de individuos que, en —ciertas— con- 
diciones de igual posibilidad de influencia política, toman decisiones que, 
de modo más o menos inmediato y con diversos alcances, los afectan a 
todos. Vista de ese modo, la democracia aparece como un sistema de deci- 
sión colectiva en un doble sentido: las decisiones recaen sobre todos y, en 
algún grado, se toman con la participación de todos en ciertas condicio- 
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nes de igualdad. Además, hay algún tipo de control popular sobre los pro- 
cesos de toma de decisiones y ese control se realiza desde alguna forma de 
igualdad de derechos. La cautela que delatan los adjetivos cuantificadores 
destacados acoge una indeterminación que trata de no excluir diversos 
diseños institucionales a los que se ha aplicado la calificación de demo- 
cracia: una asamblea popular en la que todos los ciudadanos pueden hacer 
oír sus opiniones y deliberar hasta adoptar una decisión, un sistema de 
selección de cargos políticos en el que todos pueden salir elegidos, una 
cámara de representantes elegida mediante un sistema de sufragio uni- 
versal. Hasta aquí el modesto territorio común. 

Porque las diferencias empiezan pronto. Y son importantes. Cuando eso 
sucede, no llevan muy lejos los intentos de proporcionar un conjunto de 
condiciones necesarias y suficientes. Las definiciones, como sus parientes 
próximas, las clasificaciones, no sólo han de ser satisfactorias lógicamente, 
también han de ser relevantes. No sólo han ser claras y distintas, han de 
servir para algo. Una sensata estrategia para no acabar con definiciones 
vaporosas, que a fuerza de abarcar mucho aprietan poco, es inventariar 
los matices, los extremos donde las cosas comienzan a ser interesantes, las 
aristas donde se perfilan las diferencias entre las distintas realidades que 
se quieren capturar. En el caso de los sistemas de decisión que no dudamos 
en calificar como democráticos las diferencias se dan, fundamentalmen- 
te, en tres dimensiones: grado de participación, alcance de las decisiones 
y criterio de decisión.' 

La primera dimensión se refiere a la relación entre quienes toman las 
decisiones y aquellos sobre los que las decisiones recaen. Los miembros de 
un comité que votan cada decisión adoptan un sistema participativo, mien- 
tras que los accionistas que eligen un consejo directivo para que gestione 
el funcionamiento de una empresa adoptan un sistema delegativo (de repre- 
sentantes). En el primer caso, los que toman las decisiones son los mismos 
que aquellos sobre quienes las decisiones recaen; en el otro, unos eligen a 
otros que toman decisiones que les afectan a todos. En este caso, la igual- 
dad de influencia política podría prescindir de las elecciones. La represen- 
tación se puede obtener mediante el mecanismo de “un hombre, un voto” 
pero también podría obtenerse mediante un sistema de selección aleatorio 
—una lotería— en el que todos tienen la misma probabilidad de salir elegi- 
dos. El liberalismo, por lo general, se ha mostrado desconfiado respecto de 


1 Aunque no todo sistema de decisión colectiva —y, más en particular, un sistema 
político— se puede considerar democrático, sistemas de decisión diferentes pueden 
calificarse como democráticos. 
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las diversas formas de democracia directa.? Para justificar esa desconfianza, 
ha apelado a las ventajas de la división de trabajo, de dejar la política a los 
interesados en ella, a los peligros “irracionalistas” de los sistemas asam- 
blearios o al derecho de los individuos a no verse obligados a ocuparse de 
los asuntos públicos, a que nadie les diga qué tipo de vida (cívica) deben 
llevar. Pero tampoco han faltado argumentaciones liberales que han bus- 
cado sistemas de votación directa en que los votantes se limitan a expre- 
sar sus preferencias de un modo muy parecido a como lo hacen en su 
condición de consumidores: sin necesidad alguna de justificarlas, aten- 
diendo a sus intereses desnudos y parciales.* 

La segunda dimensión atañe al alcance de las decisiones. En unos casos, 
sólo pueden ser votados ciertos asuntos. En otros, todo es susceptible de 
ser votado, no hay límites a lo que una mayoría política puede decidir. El 
primer caso es el de las democracias contemporáneas, en las que ciertos 
derechos garantizados constitucionalmente establecen los perímetros a 
aquello que es susceptible de ser decidido por la comunidad política. No 
se puede votar, por ejemplo, que algunos ciudadanos queden privados del 
derecho al voto o que se dediquen a trabajar como esclavos para el resto, 
para la mayoría. Tampoco aquellas cosas, como la libertad de expresión 
o de reunión, que tienen que ver con las condiciones mismas del pro- 
ceso democrático. En el otro caso, se juzga que no hay unos derechos pre- 
vios a la propia comunidad política, que es ésta la que decide también 
los derechos. Se argumentará, por ejemplo, que cuando los ciudadanos 
votan atendiendo al interés general no hay ninguna voluntad que, justi- 
ficadamente, pueda imponerse a la suya, ni hay minorías que, con razón, 


2 B. Manin, “Elections, elites and democracy: on the aristocratic character 
of elections”, Universidad de Chicago, mimeo; R. Gargarella, Nos los representantes, 
Buenos Aires, Miño y Dávila, 1995; A Kahan, Aristocratic liberalism, Oxford, 
Oxford University Press, 1993; B. Manin, Principes du gouvernement representative, 
París, Calmann-Lévy, 1995. Además de este elitismo, existe también una larga 
tradición directamente antidemocrática, cuyas tesis centrales han sido 
exploradas por J. Femia, Against the masses, Oxford, Oxford University Press, 

2001. Su historia ha sido repasada con detalle por S. Giner, Sociedad masa, 
Barcelona, Península, 1979. 

3 Una visión crítica en B. Frey, “Direct democracy: Political-economic lessons from 
Swiss experience”, American Economic Review, 84, 2, 1994. La idea se ha 
revitalizado al cobijo de la llamada “teledemocracia”. El ejemplo más conocido fue 
quizá el del empresario y candidato a la presidencia de los Estados Unidos en 1992 
y 1996, Ross Perot, quien propuso introducir electronic town halls. Para una mirada 
crítica desde las perspectivas deliberativas y republicanas, véase C. Sunstein, 
Republic.com. 2.0, Princeton, Princeton University Press, 2007; A. Wilhelm, 
Democracy in the digital age, Londres, Routledge, 2000. 
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puedan considerarse explotadas. En ese dilema, en principio, tradicio- 
nalmente el liberalismo se ha dejado caer del lado de los derechos y ha 
mirado con desconfianza a “las mayorías”. Pero tampoco faltan liberales 
que ven en los derechos “cargados de contenido”, comprometidos con 
principios sustantivos, una peligrosa inyección de moralismo incompa- 
tible con el principio de neutralidad de las instituciones, que sostiene que 
éstas deben ser puramente procedimentales, neutrales, sin favorecer nin- 
guna concepción del mundo, sin alentar unos modos de vida ni penali- 
zar otros. 

La tercera dimensión se refiere al procedimiento de decisión. En unos 
casos, la decisión es el resultado de un proceso deliberativo, de exposición 
pública de argumentos que llevan a corregir las propuestas a la luz de prin- 
cipios imparciales o de interés general. En otros, la decisión adoptada es 
consecuencia de procesos de negociación, en que los distintos intereses bus- 
can un equilibrio que traduce el poder —en votos, por ejemplo— de cada 
uno. Así, un grupo puede ceder en una propuesta acerca de algo que con- 
sideran carente de importancia, siempre que se asegure el apoyo del otro 
grupo en otra propuesta que sí les importa. En la deliberación, los prota- 
gonistas corrigen sus juicios a la luz de razones impersonales, de princi- 
pios de imparcialidad. Ello conlleva ciertas exigencias de virtud cívica, 
cierta disposición a actuar de acuerdo con consideraciones de justicia y a 
dejar en un segundo plano los propios intereses o los intereses de los repre- 
sentados. En ese sentido, la negociación es menos optimista desde el punto 
de vista antropológico: no exige “pensar en los demás”. Los que partici- 
pan en una negociación, si pueden, intentarán imponer sus propios inte- 
reses, y si no lo hacen es porque tienen que aceptar que otros tienen mayor 
poder negociador que ellos, no porque modifiquen sus juicios. Como se 
verá, en el liberalismo pueden encontrarse dos ideas de democracia aso- 
ciadas con los dos procedimientos de decisión, aunque, por lo que se dirá, 
encuentra un mejor acomodo en el de negociación, que no requiere vir- 
tud ciudadana. 

Las anteriores dimensiones son suficientes para enmarcar las diversas 
formas de democracia. La versión más idealizada de la democracia ate- 
niense se correspondería con una democracia deliberativa, mayoritaria y 
participativa. En el ágora, los ciudadanos pueden hacer propuestas sobre 


4 Ése es el problema del liberalismo —poco liberal— de Dworkin, de su visión 
sustantiva de la democracia, tan poco “liberal” en tantos extremos, en particular 
en lo que atañe a la libertad (negativa). Véase la contraposición de su enfoque y el 
de Habermas (republicano) en E Michelman, “Democracy and positive liberty”, 
Boston Review Books, 1997. 
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lo que quieran, las discuten, corrigen sus juicios y, finalmente, toman una 
decisión. Nuestras democracias contemporáneas se situarían en el otro 
extremo: los representantes toman las decisiones mediante procesos de 
negociación pero sin alcanzar a ciertos asuntos que quedan fuera del juego 
de mayorías y minorías, protegidos por derechos y por instituciones “inde- 
pendientes” de la voluntad popular, como los tribunales constitucionales. 
Las democracias liberales son de ese segundo tipo. En este capítulo des- 
cribiremos su funcionamiento con ayuda de lo que se ha dado en llamar 
teoría económica de la democracia. Pero antes de ver cómo funcionan, es 
obligado perfilar el liberalismo y ver de qué modo encuentra una razona- 
ble traducción institucional en ese modelo de democracia. 


EL LIBERALISMO Y LA DEMOCRACIA 


No resulta sencillo encontrar caracterizaciones inequívocas de ideas polí- 
ticas que sean algo más que conjeturas académicas. Los protagonistas de 
las historias políticas pocas veces se reconocen como cultivadores de una 
tradición de pensamiento. Buena parte de sus intervenciones están guia- 
das por procedimientos de tanteo, orientadas a resolver problemas espe- 
cíficos, en debates y polémicas en las que el punto de vista propio depende 
en buena medida del punto de vista de rivales de ocasión. Las palabras, 
deudoras de los usos de todos, arrastran su propia carga y se resisten a los 
siempre deseables procedimientos estipulativos propios de las actividades 
analíticas y científicas. 

Los que nosotros llamamos fundadores del liberalismo no tenían con- 
ciencia de estar inaugurando una tradición. La palabra “liberal” aparece 
por primera vez en 1812, en las Cortes de Cádiz, y, si no se quiere forzar 
mucho la historia del pensamiento, resulta imposible encontrar expues- 
tos con cierto orden los principios liberales antes de Locke; si acaso, en 
algunos autores de la escuela de Salamanca, durante el siglo xv1. En reali- 
dad, sólo a fines del siglo xv111 y, sobre todo, en el siglo x1x podemos 
reconocer una tradición consolidada de pensamiento liberal. En sus escri- 
tos políticos Locke no pretendía fijar los axiomas de una nueva doctrina. 
Entre otras muchas cosas, intentaba abordar algunos problemas de justi- 


5 Aunque la palabra “liberal” es anterior —proviene del siglo xv=, como ideal 
político se acuña en las cortes gaditanas. Véase J. Marichal, “Liberal: su cambio 
semántico en las Cortes de Cádiz”, El secreto de España, Madrid, Taurus, 1995. 
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ficación del gobierno con los materiales intelectuales disponibles y en medio 
de debates de circunstancia. Trataba de resolverlos sin preocuparse mucho 
de si sus propuestas suponían la cristalización de los principios del libe- 
ralismo.* Y lo mismo sucedió con otros que vinieron detrás de él. Con el 
tiempo, hemos reconocido ciertas continuidades en los principios con los 
que abordan unos problemas más o menos comunes, principios a los que 
hemos dado en llamar “liberales”? Así las cosas, es posible reconocer cier- 
tas herencias, ciertas coincidencias entre unos cuantos autores y, más 
temprano que tarde, aclarar estipulativamente a qué nos referimos a sabien- 
das de que siempre quedarán muchas cosas fuera, pero al menos sabre- 
mos de qué hablamos.? 

En un sentido general, asociamos el liberalismo con ciertas ideas —ellas 
mismas también con su propia historia— con diferentes matices en dife- 
rentes autores e incluso en un mismo autor: derechos, individualismo, 
garantías de las minorías, libertad, etc. Entre esas ideas hay una que apa- 
rece en la mayor parte de las versiones del liberalismo y que tiene una 
cierta prioridad conceptual, la de libertad negativa. En la clásica formu- 
lación de Berlin: “Normalmente se dice que soy libre en la medida que 
ningún hombre ni ningún grupo de hombres interfieren en mi activi- 
dad. En este aspecto, la libertad política es, simplemente, el espacio en que 
un hombre puede actuar sin ser obstaculizado por otros”? Con mayor 
exactitud: una persona es libre de hacer X si nadie le impide —lo coarta 
para— hacer X (que no pueda hacer X, para el liberal, es otra cosa que nada 
tendría que ver con la libertad: simplemente que no tengo capacidad 
—talento- o medios —recursos— para ello). Por tanto, mi libertad dismi- 
nuye cuando los otros interfieren en mi vida o, aun peor, cuando tengo 
“obligaciones” o deberes para con ellos. 

El liberalismo está comprometido con la maximización de la libertad 
negativa. Para el liberal, la mejor sociedad es aquella en la que el número 
de intromisiones en la vida de los ciudadanos es mínimo. Las institucio- 
nes políticas tienen como objetivo evitar que los demás interfieran, sin 


6 J. Waldron, Liberal rights, Cambridge, Cambridge University Press, 1993, p. 36. 

7 Para dos panoramas históricos exhaustivos del liberalismo, véanse P. Nemo 
y J. Petitot (dirs.), Histoire du libéralisme en Europe, París, PUF, 2006; 
y de la democracia liberal, S. Berstein (dir.), La démocratie libérale, París, PUE, 
1998. Desde una perspectiva más crítica, destacando sus trazos antidemocráticos, 
véanse D. Losurdo, Contrahistoria del liberalismo, Roma, Laterza, 2005, 
y Démocratie ou bonapartisme, París, Les Temps des Cerises, 2007. 

8 Sobre la diversidad de republicanismos, véase el capítulo v. 

9 1. Berlin, “Dos conceptos de libertad” [1958], incluido en Sobre la libertad, Madrid, 
Alianza, 2004, p. 208. 
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mi consentimiento, en mi vida. Con todo, puesto que imponen obliga- 
ciones, constituyen un mal —menor, pero mal al fin—. En la medida en que 
esas obligaciones no son resultado de un acuerdo, tienen problemas de 
justificación. Dicho de otro modo: sólo estamos atados por aquellos com- 
promisos que hemos aceptado voluntariamente y sólo estamos someti- 
dos a las obligaciones que de ello derivan. Nadie tiene por qué entrome- 
terse en mi vida sin mi consentimiento. Los acuerdos contractuales 
constituyen la única fuente legítima de obligaciones. Nadie tiene nada 
que decir sobre acuerdos libres, que afectan a los protagonistas y sólo a 
ellos. El contrato es el paradigma de la libertad liberal: la relación de inter- 
cambio, relación en la que yo me comprometo a hacer A (realizar un 
trabajo, entregar un bien, pagar un dinero) a cambio de tu compromiso 
de hacer B. Esa relación, libremente aceptada, vincula a sus protagonis- 
tas y sólo a sus protagonistas. La pérdida de libertad comienza cuando las 
decisiones de “otros”, de la comunidad política, recaen sobre mí, y mi 
libertad aumenta cuando aumento los ámbitos de mi vida excluidos de 
esas decisiones. Desde cierto punto de vista, ello equivale a sostener que 
la privacidad es el reino de la libertad, frente a la intromisión de “lo público”. 
Por ello, con frecuencia, al liberalismo se lo asocia con un yo “desvincu- 
lado”, con una idea de individuo “presocial”, cuya identidad —preferen- 
cias— no se conforma socialmente. 


La democracia, entendida en su sentido tradicional como autogobierno 
del pueblo, no tiene fácil acomodo en el núcleo liberal: “la libertad, consi- 
derada en ese sentido (como libertad negativa), no tiene conexión lógica 
alguna con la democracia o autogobierno”.” La democracia parece exigir 
la participación de todos en decisiones que recaen sobre todos. Un sis- 
tema con esas características atenta de dos modos muy fundamentales con- 
tra la libertad negativa. Por un lado, las decisiones adoptadas, lo que le 
parezca bien a la mayoría, regulan buena parte de la vida de cada uno. Puedo 
querer A, pero si todos quieren B, no tendré más remedio que atenerme a 
B, que aceptar algo que es contrario a lo que deseo. Por otro lado, el fun- 
cionamiento de la democracia exigiría una disposición cívica, una parti- 
cipación en la gestión de la vida colectiva que, aun si acorde con ciertos 
ideales de vida, está lejos de poder reclamarse a —o presumirse en— el con- 
junto de los ciudadanos. Al liberal no le importa —incluso puede mostrar 
su contento con— que la gente, si ése es su deseo, participe en la política o 
ayude a los pobres, pero en todo caso le parece condenable que se exija 


10 Ibid., p. 216. 
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o se aliente esa participación o que se obligue a pagar impuestos. Desde esa 
sensibilidad, de un modo u otro, la democracia derivaría en intromisio- 
nes, establecería “imposiciones” que no son resultado de un consentimiento 
libremente asumido. 

La democracia liberal es la solución institucional a los problemas de com- 
patibilidad entre democracia y liberalismo. Es un modo de resolver el equi- 
librio entre su función como institución política (abordar los asuntos públi- 
cos), su fundamentación liberal (preservar la libertad negativa) y su principio 
de legitimidad democrática (la voluntad expresada en votos). Se trata de un 
objetivo que se logra de modo incompleto, con cierto debilitamiento de la 
igualdad de poder o de la igual posibilidad de influencia política que aso- 
ciamos con el ideal democrático, con la isonomia. Los representantes dis- 
ponen de un poder superior a los ciudadanos: pueden proponer leyes, votan 
directamente las propuestas de ley, su peso (su voto) en el Parlamento 
(uno entre cientos) es mucho más relevante que el de los votantes (uno entre 
millones, por lo común). Por medio de su voto, los ciudadanos seleccio- 
nan a unos representantes que son los encargados de realizar las tareas de 
gobierno. Vienen a ser una aristocracia elegida. A partir de ese momento, 
y hasta las siguientes elecciones, las tareas públicas son exclusivamente 
cosa suya, de los profesionales. 

En la democracia liberal, la libertad negativa queda razonablemente garan- 
tizada. De diversos modos. En primer lugar, mediante la profesionalización 
de la actividad política. La gestión política se delega en ciertos individuos 
que libremente —en una relación de intercambio- se ofrecen a realizar un 
trabajo por el que son retribuidos. La política es cosa de los políticos. Ellos 
son los encargados de reunir las preferencias y atenderlas, de suministrar 
los necesarios bienes públicos. Yo no tengo que explicar el sentido de mi 
voto, asumir la gestión de los asuntos colectivos o estar obligado a dedicar 
tiempo a las tareas públicas. En segundo lugar, el Estado no se entromete 
en la vida de nadie, es neutral respecto de las distintas concepciones del bien, 
no alienta ciertos modos de vida (acordes con las virtudes cívicas) ni reclama 
a los ciudadanos su participación. En tercer lugar, un amplio catálogo de 
derechos recogidos normalmente en una constitución impone límites a lo 
que los ciudadanos pueden votar. Los derechos protegen la libertad nega- 
tiva. No es cosa de todos decidir cómo tengo que peinarme o dónde debo 
vivir; pero tampoco es cosa de todos garantizarme la posibilidad real de 
ejercer los derechos que se reconocen justos (el derecho a la educación o 
a la vivienda, por ejemplo, y no el derecho a disponer de un yate). Además, 
la garantía de los derechos es externa a la comunidad política, no depende 
de su reconocimiento como justos por parte de los ciudadanos ni tam- 
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poco exige de su compromiso —de la existencia de virtud— para su preser- 
vación. Finalmente, diversas instituciones no representativas (“contrama- 
yoritarias”) se encargan de proteger tales derechos (judicial review, el con- 
trol judicial —de los tribunales constitucionales— de la constitucionalidad de 
las leyes emanadas de los parlamentos). Al generar doctrina constitucio- 
nal, tales instituciones, no sometidas a control democrático, de facto, tienen 
potencial legislativo. “Liberan” a los ciudadanos de responsabilidades o, lo 
que es lo mismo, les arrebatan —a los ciudadanos y a sus representantes— 
buena parte de las decisiones políticas." 


EL FUNCIONAMIENTO DE LA DEMOCRACIA LIBERAL 


La democracia liberal no requiere virtud ciudadana para funcionar. En ese 
sentido, guarda parecidos no irrelevantes con el mercado, paradigma de 
institución liberal, donde multitud de relaciones de intercambio, con- 
tractuales y por tanto “libres”, aseguran la resolución de tareas colectivas 
sin que nadie se encargue de ello. El dueño del restaurante sabe que tiene 
que ofrecer el mejor plato porque, de otro modo, se queda sin clientes. Es 
posible que le guste hacer feliz a la gente o puede que la deteste. Da lo mismo: 
las reglas de juego lo obligan al buen comportamiento. Por su parte, el con- 
sumidor, cuando un producto no le gusta, cambia a otro. Aunque no nece- 
sita saber cómo se prepara una comida, con su comportamiento penaliza 
al productor ineficaz y premia a aquel que ofrece lo mejor. Castiga a quien 
no lo hace bien y, por exclusión, selecciona al buen cocinero. Con sus 
elecciones de consumo, asegura que la gestión quede en manos del mejor 
gestor. La penalización es el resultado de la acción de todos, pero no es la 
voluntad de nadie. Nadie está interesado en el bienestar de nadie, pero cada 
uno, con sus acciones, asegura, en algún grado, el mejor escenario para 
los otros, para todos. 


11 La “conflictiva” relación entre constitucionalismo y democracia es objeto de 
importantes debates filosóficos. Véanse J. Waldron, Derechos y desacuerdos, 
Madrid, Marcial Pons, 2005; J. Elster y R. Slagstad (eds.), Constitucionalismo y 
democracia, México, Fondo de Cultura Económica, 1999; J. C. Bayón, “Democracia 
y derechos: problemas de fundamentación del constitucionalismo”, en J. Betegón, 
FJ. Laporta, J. R. de Páramo y L. Prieto Sanchís (comps.), Constitución y derechos 
fundamentales, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2004; 

V. Ferreres, Justicia constitucional y democracia, Madrid, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, 2007. 
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De un modo parecido, en el “mercado político” los políticos se com- 
portan como empresarios que ofrecen ciertos productos (programas) y 
compiten por obtener el mayor número de clientes (votos). Compiten 
por los votos, presentan ofertas electorales, programas, y los ciudadanos 
eligen según sus preferencias. Los votantes, como los consumidores, se 
orientan hacia el producto que juzgan más atractivo. La selección, en prin- 
cipio, recae sobre propuestas, pero lo que se elige son individuos, repre- 
sentantes. Los votos han de seleccionar (identificar) a los que (mejor) ges- 
tionan las tareas públicas. Con sus votos, los ciudadanos, ignorantes, están 
en condiciones de seleccionar, de reconocer, al que hace bien las cosas. 
El mecanismo no presume ciudadanos informados. Ni tampoco virtuo- 
sos. Como en el mercado, no se requiere conocimiento ni buena dispo- 
sición. No se presumen aunque no se excluyen. Sencillamente, contra lo 
que pensaba Maquiavelo, para el buen funcionamiento de las institucio- 
nes no son necesarios. Tampoco los políticos tienen que estar interesados 
por la comunidad política. Pueden moverse por vanidad, mala ambi- 
ción o amor a sus semejantes, pero, sea cual sea su objetivo, para reali- 
zarlo tienen que ganar las elecciones, obtener el mayor número de votos, 
y ello les impone atender a las demandas de los votantes. Es el escenario 
que, en el origen de la democracia americana, parecía contemplar Ale- 
xander Hamilton cuando escribió que “el mejor modo de asegurarse la 
fidelidad de la humanidad consiste en que sus intereses coincidan con sus 
obligaciones”.” 

Los representantes gozan de plena autonomía respecto de los votan- 
tes, que no pueden revocarlos, exigirles cuentas u obligarlos a seguir sus 
instrucciones. A través de procesos de negociación y/o deliberación, toman 
decisiones que recaen sobre el conjunto de la ciudadanía. Expuesto siste- 
máticamente: a) existe un cierto compromiso con la igualdad de poder 
bajo la forma de “un hombre, un voto”; b) los individuos tienen prefe- 
rencias dadas, preferencias exógenas (anteriores) al escenario político, que 
no se modifican durante el proceso político como resultado de discusio- 
nes públicas; c) en las elecciones, las preferencias de los votantes se “agre- 
gan” en preferencias colectivas sobre las ofertas políticas; d) la actividad 
política se asume como costosa, no es “autorrealizadora” y es tarea de pro- 
fesionales; e) para obtener votos, los partidos han de atender a las prefe- 
rencias de los votantes; £) los (partidos) políticos buscan obtener el mayor 
número de votos para acceder al poder; g) el mayor número de votos 


12 The Federalist, No 72, Hamilton, Madison, Jay, The Federalist with letters of 
“Brutus”, ed. de T. Ball, Cambridge, Cambridge University Press, 2003, p. 353. 
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asegura el máximo de poder. Finalmente, a través de la selección de pro- 
puestas (ofertas electorales) los ciudadanos seleccionan a las élites polí- 
ticas. Luego, en las instituciones, éstas toman decisiones mediante pro- 
cesos en los que, de nuevo, se aplican reglas de decisión diversas (por lo 
general mayoritarias). 

Los políticos pueden actuar movidos por sus intereses o por sus convic- 
ciones, pero, en todo caso, sea cual sea su objetivo, para realizarlo tienen que 
obtener el máximo de votos y ello les impone atender a las demandas de 
los votantes. En el primer caso no se requiere virtud, entendida aquí en su 
sentido más austero, como “sentimiento cívico” o “disposición pública”: el 
representante se comporta como un homo oeconomicus y atiende alos votan- 
tes para asegurarse el poder. Pero también cabe que sean virtuosos, que las 
elecciones permitan identificar a los excelentes, a los mejor informados e 
interesados honestamente por el bien común. Por su parte, también los ciu- 
dadanos pueden regirse (formar sus preferencias) por sus intereses o por 
sus ideas de justicia. Los ciudadanos pueden votar a los partidos atentos a 
sus demandas particulares, pero también pueden optar por aquellos parti- 
dos que, en su opinión, procuren el interés general. Una razón para esto 
último podría residir en que hacen del hecho de votar una actividad pura- 
mente expresiva (elijo X para que se sepa que quiero X) de convicciones, 
de manifestación de sus puntos de vista éticos, impersonales, advertidos 
como están de que, a diferencia de lo que sucede en el mercado, su prefe- 
rencia por X no garantiza su obtención de X, esto es, de que su voto en 
particular (uno entre millones) no es decisivo respecto de los resultados 
obtenidos. Se pueden permitir elegir según sus “principios” porque les “sale 
gratis”, porque su voto carece de consecuencias políticas.'* Finalmente, tam- 
bién cabe contemplar que los representantes, sean virtuosos o interesados 
en su trato con los ciudadanos, deliberen o negocien en el Parlamento según 
el poder (los votos) de cada cual. Por ejemplo, podría darse el caso de un 
político que defendiese los intereses de sus representados por considerar- 
los justos y que en el Parlamento sólo confiase en el poder de la negocia- 
ción, no en la eficacia de los argumentos, porque juzgase que sus rivales 
políticos (enemigos de clase, miembros de otra nación) no están dispues- 
tos a deliberar y que por ello no hay lugar para las razones. 

La combinación de las diversas posibilidades anteriores dibuja varios 
(ocho) escenarios hipotéticos. Por ejemplo, cabría imaginar un sistema 


13 Sobre esto se volverá en el próximo capítulo. 
14 G. Brennan y L. Lomasky, The pure theory of electoral preference, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1993. 
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de competencia desprovisto de toda virtud, de toda disposición pública: 
con ciudadanos y representantes egoístas y en que las decisiones se toman 
a través de procesos de negociación. En este caso, los representantes serían 
una suerte de abogados (o de gestores de fondos) de sus representados, 
que defenderían (sin compartirlos) sus objetivos y en el Parlamento nego- 
ciarían entre ellos hasta alcanzar acuerdos. Sus estrategias políticas no arran- 
carían de la convicción, sino que serían la resultante de un vector con dos 
coordenadas: por una parte, en el mercado político, la búsqueda de un mayor 
número de clientes (votos), y, por otra, en las instituciones, la consecución 
de mejores posiciones para los puntos de vista de sus votantes; siempre 
movidos, en un lado y en otro, por su propio interés. Del mismo modo, se 
podría explorar el álgebra completa de los otros (siete) escenarios y consi- 
derar cómo se acomodan a las diversas realidades. Un escenario de ciuda- 
danos egoístas, políticos virtuosos y procesos de deliberación se corres- 
pondería con la temprana república norteamericana, al menos con la imagen 
más idealizada que puede extraerse de algunos textos de aquella época: los 
ciudadanos ignorantes y estrechos de miras, atentos sólo a su particular 
beneficio, elegirían a los más virtuosos entre ellos que, una vez en el Parla- 
mento, desprendidos ya de toda subordinación a sus representados, discu- 
tirían y modificarían sus puntos de vista, hasta recalar en las tesis más jus- 
tas. En todo caso, la estructura de oferta y demanda se mantiene en los 
diversos escenarios. 


DIFERENCIAS ENTRE EL MERCADO Y LA DEMOCRACIA 


Conviene advertir que el parecido de la democracia con el mercado no es 
total. Algunas diferencias se han mencionado ya, pero mejor será hacerlo 
de manera más sistemática. En primer lugar, los votantes no eligen pro- 
ductos o servicios específicos, no pueden optar por la propuesta X de A y 
la Y de B, no se elige a la carta un plato en particular, sino un menú com- 
pleto, “paquetes” de iniciativas, programas enteros. Por otra parte, por lo 
general, en la competencia política el ganador “se lo lleva todo” —no hay 
medallas de plata— y, en ese sentido, se dan conjuntos mutuamente exclu- 
yentes de ganadores y perdedores: sólo gana uno.” En tercer lugar, a dife- 


15 Algo parecido sucede con las retribuciones en el capitalismo más reciente, con la 
aguda dispersión de ingresos incluso para los mismos trabajos, ingresos alejados 
de toda correspondencia con el esfuerzo: muchos compiten por escasas plazas 
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rencia de lo que sucede con sus preferencias de consumo, en que la elec- 
ción de X, si se tiene capacidad de compra, se traduce en la obtención de 
X, en el mercado político la elección de X no garantiza la obtención de X; 
de hecho, no tiene otra relevancia que la manifestación de las preferen- 
cias, habida cuenta de que se trata de un voto entre millones. Adicional- 
mente, la política produce (las decisiones recaen sobre) bienes públicos. 
Afirmar que “todos somos iguales ante la ley” es, desde otro punto de vista, 
reconocer que no hay modo de excluir a ningún ciudadano del “consumo” 
de la ley, que llega tanto a los que están a su favor como a los que están en 
contra.'* Finalmente, lo más importante: el tipo de igualdad asociado con 
la democracia es de una naturaleza muy especial. La igualdad (de “capaci- 
dad de compra”) de los ciudadanos es, en principio, irrenunciable. En un 
mercado político “perfecto” los individuos podrían comprar y vender libre- 
mente los votos, acumularlos. No estarían “atados” al voto, no serían votan- 
tes, ciudadanos, sino compradores y vendedores de votos, que tendrían (un 
derecho de propiedad a) votos, que podrían intercambiar libremente según 
sus particulares preferencias. La igualdad inicial, en el mejor de los casos, 
quedaría garantizada si cada uno tiene su propio voto. Luego, según sus 
preferencias, podrían intercambiarlo libremente: los que no tienen inte- 
rés en votar venderían su derecho a quienes sí lo tienen.” 

Ésas y otras diferencias establecen límites a la comparación entre los 
mercados económicos y los mercados políticos. Con todo, la pregunta es 
si las semejanzas son suficientes para abordar la explicación de los proce- 
sos políticos de la democracia moderna con el utillaje de la teoría econó- 
mica. Si ése es el caso y además disponemos de teorías que han mostrado 
su solvencia, con ese instrumental podemos describir y explicar mejor el 
funcionamiento de los sistemas de democracia de mercado. Ésa es la con- 
vicción que comparten las teorías —de la elección racional- que nos servi- 
rán para describir el funcionamiento de la democracia liberal. 


exageradamente retribuidas. Los artistas, los deportistas y los ejecutivos 
constituyen el ejemplo más extremo. R. Frank y P. Cook, The winner-take-all 
society, Nueva York, The Free Press, 1996. Este proceso, obviamente, no carece 
de consecuencias antidemocráticas. 

16 Recuérdese que un bien público (puro) se caracteriza porque se consume sin 
rivalidad (mi consumo no reduce la cantidad del tuyo) y sin exclusión (no cabe 
excluir a nadie de su consumo). 

17 Una inteligente lectura de las diferencias y de los problemas para la democracia en 
S-C. Kolm, Les élections sont-elles la démocratie?, París, Les Éditions du Cerf, 1977. 
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DOS DEMOCRACIAS LIBERALES 


Entre las diversas ideas de democracia posible hay dos, de inspiración libe- 
ral, que han sido focos de análisis de diversa naturaleza: la democracia libe- 
ral de mercado (Downs, Schumpeter, Riker)'? y la democracia liberal de 
deliberación (Montesquieu, Madison, Sieyés, Burke, J. S. Mill). La pri- 
mera funciona sin virtud. La segunda, con un mínimo de virtud. Las dos 
operan según el mecanismo de competencia descrito y las dos buscan, a 
través de ese mecanismo, asegurar que se atiendan los intereses generales 
sin presumir una preocupación de los ciudadanos por los intereses gene- 
rales. Las dos quieren, ante todo, preservar la libertad negativa y por ello 
no reclaman virtud cívica, participación ciudadana; establecen límites a 
los ámbitos de decisión a través derechos protegidos constitucionalmente 
y garantizados desde instituciones contramayoritarias; defienden la neu- 
tralidad de las instituciones respecto de las distintas concepciones del bien. 
La diferencia radica en la desigual confianza en las disposiciones humanas, 
en el procedimiento de decisión y en el objetivo perseguido. 

La democracia de mercado no contempla otro individuo que el homo 
oeconomicus, egoísta y racional, opera mediante procedimientos de nego- 
ciación y busca atender a los intereses de la mayoría, al bienestar agre- 
gado. El sistema de competencia obliga a los políticos a defender los inte- 
reses de los votantes, aunque no les preocupen los intereses de los votantes. 
Por ejemplo, denunciarán los errores o la corrupción de los rivales “por 
electoralismo”, por “interés partidista”. Se dará un “buen comportamiento”, 
pero no por las buenas razones. En la democracia de mercado nadie tiene 
por qué estar comprometido con el “interés general”, las decisiones no 
son resultado de deliberaciones que apelen a criterios de imparcialidad, 
pero el propio diseño del escenario político obligaría a atraer el mayor 
número de votos, de intereses, y, en todo caso, a recalar en acuerdos que, 
en algún sentido, se corresponderían con los intereses de los más. En el Par- 
lamento, mediante procesos de negociación, los representantes políticos 
toman decisiones hasta conseguir una mayoría suficiente, según cierta regla 
de decisión (mayoría absoluta, relativa, ponderada, etc.). Si no consiguen 


18 J. Schumpeter, Capitalism, socialism and democracy [1949], Nueva York, Harper, 
1976; A. Downs, An economic theory of democracy, Nueva York, Harper and Row, 
1957; W. Riker, Liberalism against populism, San Francisco, Freeman, 1982; 

J. Buchanan y G. Tullock, The calculus of consent, Ann Arbor, University of 
Michigan, 1962; R. Hardin, “Public choice versus democracy”, en D. Coop, 

J. Hampton y J. Roemer, (eds.), The idea of democracy, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1993. 


LA DEMOCRACIA LIBERAL | 57 


una mayoría suficiente, tendrán que negociar con otros, que harán valer 
el peso de sus votos. Finalmente, las decisiones recogerán el “interés gene- 
ral”, en tanto la capacidad de negociación de cada cual se relaciona con su 
fuerza electoral, con sus votos, y éstos transmiten información sobre los 
intereses representados. 

Como se verá en el próximo capítulo, en la medida en que un utilita- 
rismo liberal aparece comprometido con los supuestos de que todas las pre- 
ferencias valen igual, de que no hay preferencias mejores que otras y que 
cada uno cuenta como uno, resulta fácil encontrar una justificación de la 
democracia de mercado desde el principio utilitarista de la maximización 
del bienestar agregado: el bienestar es la satisfacción de las preferencias, y 
los políticos, para ganar, han de atender al mayor número de preferencias, 
de intereses, sin valorar su calidad moral. Si suponemos que, de alguna 
manera, los votos traducen las preferencias de los ciudadanos, se puede 
decir que las decisiones buscan maximizar el bienestar agregado. Incluso, 
desde cierta perspectiva, podrían calificarse como justos si la justicia se 
entiende como el resultado (el acuerdo) final de un proceso negociador. De 
todos modos, conviene insistir que no se da —ni se pretende— una cone- 
xión entre democracia y justicia, entre las decisiones adoptadas y las más 
correctas normativamente: el sistema aceptaría atender a las demandas de 
una mayoría del 90%, aunque ello conlleve ignorar las demandas de una 
minoría explotada o ignorada. El que gana se lo lleva todo, salvo que las 
reglas lo impidan: por ejemplo, exigiendo la unanimidad de las decisiones 
o estableciendo —por medio de los derechos— límites a lo que se puede votar. 

Por su parte, la democracia de deliberación reconoce la posibilidad de 
—unos pocos— ciudadanos excelentes, más informados y honestamente inte- 
resados en el interés general. El mercado político permitiría identificar- 
los. El mecanismo posibilitaría “decantar y ampliar las visiones públicas 
pasándolas por un medio, un órgano elegido de ciudadanos, cuya sabidu- 
ría puede discernir mejor los verdaderos intereses de su país y cuyo patrio- 
tismo y amor a la justicia hará menos probable sacrificarlo por conside- 
raciones temporales o parciales”.'* Una vez en el Parlamento, los más 
virtuosos, mediante procesos de deliberación, argumentan y modifican sus 
opiniones a la luz de principios normativos generalmente aceptados, que 
les permiten recalar en las decisiones más justas. Pueden acudir con cier- 
tas ideas acerca de los intereses a defender, pero en la cámara representa- 
tiva ponderarán las razones de todos, y si les parecen atendibles modifica- 


19 J. Madison, The Federalist, No 10, en Hamilton, Madison, Jay, The Federalist with 
letters of “Brutus”, p. 44. 
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rán sus juicios. En las clásicas palabras de Burke: “El parlamento es una 
asamblea deliberativa de una sola nación, con un solo interés, el de todos, 
y donde está el bien general, determinado por la razón general de todos, 
que debe servir de guía, y no por los objetivos locales, los prejuicios loca- 
les” (“Discurso a los Electores de Bristol”, 1777). 

En este caso, los buenos comportamientos de los representantes obede- 
cen a las buenas razones: no sólo se comportan como virtuosos, sino que 
son virtuosos. La competencia electoral actuaría entonces como un “selec- 
tor ciego”:? se selecciona a un individuo a partir de una propiedad sin que 
exista un sujeto consciente encargado de identificar y seleccionar. Los votan- 
tes, desinformados y nada interesados en los asuntos públicos, con sus elec- 
ciones, con sus votos, identificarían a los excelentes, a los informados y 
virtuosos, del mismo modo que en el mercado los consumidores, también 
ignorantes acerca de las condiciones de producción, identifican, con sus 
elecciones de consumo, a los productores más eficientes. El votante ignora 
la gestión pública, pero si está satisfecho con el producto final reconoce con 
su voto a quien lo hace bien. Con su elección del producto “elige” al buen 
productor, porque, al fin, como dejara dicho Aristóteles, “en un banquete 
(el juez es) el invitado, no el cocinero” (Política, 1282b14). 

Cualquiera sea la forma que tome, la democracia liberal se muestra con- 
sistente con el pesimismo antropológico y con la prioridad de la libertad 
negativa. Si se asume que los procesos de decisión se rigen por intereses, 
para evitar que las mayorías exploten a las minorías resulta obligada una 
protección mediante derechos e instituciones contramayoritarias. Si no 
podemos esperar un compromiso del ciudadano con el bienestar de los 
otros y la neutralidad liberal veta alentar los valores cívicos, sólo cabe 
pensar en una protección prepolítica de los derechos y de la “privacidad” 
y, finalmente, de la justicia. La delegación de las decisiones a los profesio- 
nales de la política resulta no menos acorde con una ciudadanía ajena a los 
asuntos públicos y con unos poderes políticos “indiferentes” al cultivo del 
ideal de ciudadanía. 


LA TEORÍA (ECONÓMICA) DE LA DEMOCRACIA 


Las semejanzas de la democracia liberal con el mercado que hemos men- 
cionado ayudan a entender su funcionamiento. De hecho, la convicción de 


20 Se volverá sobre esta idea en el próximo capítulo y en el penúltimo. 
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que la democracia moderna no difiere en lo esencial de un mercado ha 
llevado a una importante corriente de politólogos a abordar su análisis con 
la teoría económica que tradicionalmente ha servido para explicar —o al 
menos para intentarlo— el funcionamiento del mercado económico.” Su 
estrategia consiste en asumir que, a pesar de su diferente naturaleza, las dos 
instituciones operan con los mismos comportamientos y las mismas reglas, 
con el mismo trasfondo motivacional (egoísmo) y la similitud, en lo esen- 
cial, de su mecanismo de funcionamiento: la competencia. Un proceder 
no exento de problemas, sea porque, como se dijo más arriba, la realidad 
política no es la realidad económica, sea porque las propias teorías tienen 
sus problemas, incluso en el ámbito económico, saturadas como están, casi 
siempre, de supuestos —como los referidos a las disposiciones humanas, 
exclusivamente egoístas— ya no irreales sino llanamente falsos.” Con todo, 
con sus problemas, tales teorías han permitido detectar bastantes propie- 
dades —y problemas-— de la democracia liberal.% 


21 F. Ovejero, “El imperio de la economía”, Claves de razón práctica, 58, 1995. En todo 
caso, no deben confundirse los planos real, material, y teórico, la realidad aunque 
sea la realidad ya depurada como un sistema de propiedades— de la teoría 
que la explica. Del mismo modo en que no se ha de confundir la evolución de las 
especies y la explicación de esa evolución, no se debe confundir la democracia 
de mercado (como “hecho de la naturaleza”) con la teoría (económica) de la 
democracia de mercado que, a través de diversos mecanismos, intenta explicar su 
funcionamiento. Los átomos existirían aun sin Dalton, los genes sin Mendel y, no 
menos, la democracia, aunque a nadie se le hubiera ocurrido la teoría económica 
de la democracia. La advertencia es particularmente necesaria porque no pocas 
veces la teoría (del equilibrio general, en particular) del mercado parece 
confundirse con el mercado mismo. 

22 En los últimos años, como consecuencia del desarrollo de diversas disciplinas 
relacionadas con los supuestos de comportamiento (psicología experimental, 
ciencias cognitivas), la crítica a la teoría ha apuntado, sobre todo, a los requisitos 
de racionalidad (F. Ovejero, “Economía y psicología: entre el método y la teoría”, 
Revista Internacional de Sociología, 38, 2004; P. Diamond y H. Vartiainen (eds.), 
Behavioral economics and its applications, Princeton, Princeton University Press, 
2007; D. Ross, Economic theory and cognitive science, Cambridge, ma, The mIT 
Press, 2005). Con todo, no es ocioso recordar que existen otros problemas, que 
también afectan a las condiciones técnicas (producción “instantánea”, 
rendimientos de escala); véase E. Fullbrook (ed.), A guide to what's wrong with 
economics, Londres, Anthem Press, 2004; B. Guerrien, Dillusion économique, París, 
Omniscience, 2007. 

23 En todo caso, aun si la aplicación fuera estricta no se debería hablar de teorías 
“económicas”, sino de teorías, sin más, que permiten abordar diversos sistemas 
(económicos, políticos, sociales) que mantienen entre sí suficientes similitudes 
relevantes. La extensión o aplicación de una única teoría a distintos sistemas reales 
sólo será posible si éstos comparten suficientes propiedades estructurales 


60 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


Incluso la calificación de “teorías” es un poco exagerada, al menos si se 
piensa en un conjunto común y claramente especificado de enunciados, 
más o menos legaliformes, que van tomando valores específicos en los 
diversos escenarios. De hecho, lo que se ha extendido es la “mirada de los 
economistas”, la concepción de la elección racional que los economistas 
han utilizado, o, para ser más exactos, un conjunto de estrategias explica- 
tivas que, aun cuando originalmente se hayan perfilado en la microeco- 
nomía, en tanto procedimientos metodológicos no pertenecen a ninguna 
disciplina en particular. Del mismo modo que el principio causal, utilizado 
en muchas explicaciones de la física, no es un concepto físico, como lo 
son “masa” o “carga eléctrica”, el supuesto de racionalidad, por ejemplo, no 
es un “principio” económico, sino una manera de abordar el análisis de 
los procesos sociales (e incluso de los no sociales) que permite hacerse pre- 
guntas y sugiere respuestas. 

En lo esencial, esas estrategias “de los economistas” participan de cua- 
tro principios que operan como guías heurísticas:?* a) el individualismo 
metodológico, según el cual la intelección de un proceso social ha de ser 
compatible con una explicación a partir del comportamiento de los indi- 
viduos que participan en él; b) la racionalidad individual, según el cual los 
sujetos, dados sus propósitos, sean los que sean, escogen aquellas acciones 
que creen las mejores para su realización; c) el equilibrio, que otorga una 
prioridad analítica a los estados de equilibrio (¿existen?, ¿son estables?, ¿son 
únicos o hay varios?), esto es, a aquéllos en los que los agentes, dada la infor- 
mación de que disponen y las constricciones institucionales (reglas del 
juego), no tienen incentivos para modificar sus planes, como sucede cuando 
conducimos por la derecha (un estado de equilibrio: consiguientemente, 
este supuesto propicia el uso de los análisis estáticos). A estos principios 
propiamente metodológicos se añade otro, a medio camino entre la meto- 
dología y el contenido sustantivo, empírico: d) el egoísmo, según el cual 


relevantes, si son, en el sentido que la teoría especifica, isomórficos. De otro modo, 
no pasamos de analogías y metáforas que, en el mejor de los casos, resultan 
iluminadoras y, en el más frecuente, un nido de vaguedades y confusiones 
conceptuales. Por eso, porque se dan las suficientes semejanzas relevantes 
(unidades de variación, selección y transmisión), tiene sentido explicar la 
evolución de las plantas y de los animales con la misma teoría (de la selección 
natural) y no lo tiene extender la teoría a la evolución del sistema solar. Véanse 
FE. Ovejero, “Las matemáticas de las economías”, Claves de razón práctica, 2006, 
p. 136; “La teoría de juegos: ¿una teoría social?”, en F. Aguiar, J. Barragán y N. Lara 
(comps.), Economía, sociedad y teoría de juegos, Madrid, Mc Graw Hill, 2008. 

24 G. Brennan, “Rational choice political theory”, en A. Vincent (ed.), Political theory, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1997. 
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los individuos procuran maximizar su bienestar, independientemente de lo 
que suceda con el bienestar de los demás. 

Desde esta perspectiva, la explicación de un proceso social o político 
aparece siempre como la conjunción de alguna conjetura acorde con los 
anteriores principios, sobre —las motivaciones de— los agentes, y de ciertas 
constricciones (un nivel de renta, un diseño institucional, una regla de elec- 
ción) que nos describen las circunstancias específicas del escenario en par- 
ticular. Hacemos uso de los supuestos anteriores, por ejemplo, cuando 
explicamos “la catástrofe” en un espectáculo de masas como consecuen- 
cia de los esfuerzos de cada uno por salir rápidamente en una situación 
de pánico (con la constricción de la existencia de —o la simple creencia de 
que existe— una sola puerta) o al dar cuenta de “la aparición de una senda 
en un bosque” como resultado del paso de un conjunto de personas, inte- 
resadas en buscar el terreno más despejado y que con su propio transitar 
despejan el paso a los que vendrán. Tales principios han propiciado el reco- 
nocimiento de estructuras y de relaciones en los procesos sociales, sus- 
ceptibles de ser abordadas mediante el uso de ciertas herramientas mate- 
máticas (modelos de optimización, teorías de la elección y de juegos) y, 
en algunos casos, han producido interesantes resultados. 

Esas estrategias han dado lugar a una abundante investigación de muy 
dispar naturaleza y solidez.” En algunos casos (la teoría de la elección 
social que nos servirá a continuación para examinar el mercado polí- 
tico) se trata de productos de notable calidad analítica y también nor- 
mativa que, sobre todo, han mostrado las condiciones de funcionamiento 
de los sistemas de decisión, sus límites y sus posibilidades. Otras veces 
(la teoría espacial de la democracia) hay una explícita voluntad explica- 
tiva de procesos políticos reales. En ese caso, la evaluación de la teoría es 
empírica y lo cierto es que los resultados no siempre son deslumbrantes.* 
En otras ocasiones se ha estudiado el funcionamiento de los procesos de 
negociación entre representantes en su relación con las distintas reglas 
de decisión. Conviene precisar que no todos los trabajos se refieren a la 


25 Un panorama en D. Mueller (ed.), Perspectives on public choice: a handbook, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1997. Sobre su desarrollo, véase W. Riker, 
“The ferment of the 19505 and the development of rational choice”, en K. Monroe 
(ed.), Contemporary empirical political theory, Berkeley, California University 
Press, 1997. 

26 D. Green e 1. Shapiro, Pathologies of rational choice theory, New Haven, Yale 
University Press, 1994. Una mirada más informada y equilibrada en G. Mackie, 
Democracy defended, Cambridge, Cambridge University Press, 2003 (el capítulo 1 
presenta una descripción ponderada del debate suscitado por el ensayo de Green y 
Shapiro y de los hitos más importantes de la literatura). 
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democracia liberal, aunque nuestra atención se concentrará en tres líneas 
de indagación, ya clásicas, relacionadas con aspectos de particular rele- 
vancia para la democracia de mercado. En primer lugar, la que se ocupa 
de los procedimientos para reunir las preferencias de “muchos” en una 
preferencia de “todos”, sea en el cuerpo electoral —al traducir las prefe- 
rencias de los ciudadanos sobre partidos, sus votos— en un parlamento, 
sea, en el propio parlamento, al traducir las preferencias de los represen- 
tantes en leyes. En segundo lugar, la que explica —o pretende explicar— el 
funcionamiento del mercado político: la relación de “oferta y demanda” 
entre los políticos “empresarios” y los votantes consumidores. Finalmente, 
se examinarán algunos desarrollos referidos a los procesos de negocia- 
ción entre representantes que acompañan a la toma de decisiones en los 
modelos de democracia de mercado. 


EL MERCADO POLÍTICO: LA DEMANDA DE LOS CIUDADANOS 


Para que los políticos puedan atender a los votantes han de tener un modo 
de conocer sus preferencias. En el caso del mercado económico, cada uno 
demanda para sí mismo lo que quiere y, si tiene dinero, se lo lleva. En el 
mercado político, las demandas no se refieren a bienes privados, sino a bienes 
para todos. Una ley se aplica a todo el mundo, aunque, claro está, puede 
beneficiar a unos más que a otros. Las demandas de los votantes hay que 
reunirlas, sumar los votos, las preferencias comunes frente a las distintas 
iniciativas. Esas preferencias comunes tienen que ser claras, y un requisito 
obligado para ello es que sean consistentes. Si se prefiere la izquierda al cen- 
tro, el centro a la derecha y la derecha a la izquierda, no sabremos con qué 
quedarnos: cualquier opción es siempre peor que cualquier otra. En esas 
condiciones no hay modo de conocer las preferencias de los votantes. Pues 
bien, un importante resultado de la teoría de la elección social, ya mencio- 
nado en el capítulo 1 —el teorema de Arrow-,7 demuestra que no existe un 
sistema democrático de decisión que traduzca (que sume) sin lugar a duda 
las preferencias dadas de los votantes en una preferencia agregada “inteli- 
gible”, en una “voluntad general” consistente.” El teorema generaliza y 


27 K. Arrow, Social choice and individual values [1951], 2? ed., New Haven, Yale 
University Press, 1963. 

28 Rousseau distinguía entre “voluntad general”, una voluntad colectiva orientada 
al interés común, y “voluntad de todos”, que es la simple suma de las voluntades 
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formaliza una conocida paradoja (la paradoja de Condorcet) que nos dice 
que cuando al menos tres individuos participan en una elección con al 
menos tres opciones, no es seguro que pueda obtenerse algo parecido a 
una idea consistente de voluntad colectiva que reúna sus preferencias, que 
“sume” sus votos. Es más, con frecuencia se dará un movimiento cíclico per- 
petuo entre las diversas opciones: la opción A ganará a la B, ésta a la C, que 
a su vez ganará a la A, y vuelta a empezar. Es lo que sucede en el ejemplo 
siguiente, en el que tres individuos o grupos políticos (1, 2, 3) se enfrentan 
a tres propuestas (A, B, C), sobre las que cada uno tiene el siguiente orden 
de preferencias: 


Grupo Orden de preferencias 
o individuo Primera Segunda Tercera 
1 A B Cc 
2 B C Á 
3 Cc A B 


Como se ve, el orden de preferencias (interno) de cada individuo (o grupo) 
es consistente. Por ejemplo, en el caso del 1, A gana a B, B gana a C y, 
consecuentemente, A gana a C. Y lo mismo para los otros. Sin embargo, 
dadas las preferencias de cada grupo, si cada par de opciones son vota- 
das según las preferencias descritas, una mayoría (1 y 3) votaría por A 
frente a B; otra mayoría (1 y 2) por B frente a C; y otra (2 y 3) por C frente 
a A. Las preferencias conjuntas (la “voluntad general”) no son consis- 
tentes: A gana a B, B ganaa Cy C gana aA. 

El teorema de Arrow es una generalización de esa paradoja. Demuestra 
(aquí, por medio de la paradoja, sólo se ilustra, no se demuestra) que no 
hay ningún procedimiento justo y democrático que, tomando en cuenta 
información exclusiva sobre las preferencias dadas, pueda evitar estas 
dificultades, que asegure resultados inequívocos. Más exactamente, Arrow 
demostró que no hay ningún sistema de decisión que pueda satisfacer, a 
la vez, cinco razonables requisitos. 


particulares, orientadas por el interés privado. Aquí se entiende “voluntad general” 
como “voluntad de todos”, aun si, en principio, los resultados de la teoría de la elección 
colectiva nada presumen acerca de la calidad de las preferencias que se suman. 
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1. Racionalidad (consistencia o transitividad). El orden de preferencias 
social debe ser consistente: esto es, si A es preferido a B y B a C, A debe ser 
preferido a C. Su justificación es inmediata: si juzgamos que Andrea es 
mejor política que Berta y que Berta es mejor que Carmen, parece razo- 
nable pensar que Andrea es mejor que Carmen. 

2. Ausencia de dictadura. Ningún individuo puede imponer sus prefe- 
rencias: nadie cuenta más que nadie. 

3. Soberanía individual o ciudadana. Los ciudadanos son libres de esco- 
ger las opciones que quieran y ordenarlas como les parezca. No hay nadie 
que pueda “prohibir” ciertas opciones. 

4. Unanimidad. Si todo el mundo prefiere A a B, la sociedad —la volun- 
tad general— ha de preferir A a B. 

5. Independencia de las alternativas irrelevantes. La comparación entre 
A y B no se ve afectada por la opinión que se tenga de C. Si, por ejemplo, 
me ofrecen sopa (A) y ensalada (B), y prefiero sopa, esa preferencia por 
la sopa antes que por la ensalada no se ve modificada porque me digan 
que también me pueden ofrecer jamón (C). No sería el caso que, después 
de que me ofrecen jamón, pase a preferir la ensalada (B) sobre la sopa (A). 
La elección social entre dos alternativas depende sólo de las preferencias 
de los individuos sobre esas dos alternativas y no de la presencia de otras 
opciones.” 

(El último supuesto puede parecer extraño y requiere un comentario 
porque nos pone sobre la pista de un aspecto importante de la democra- 
cia: ignora toda información acerca de la “intensidad” de las preferen- 
cias, sobre si yo estoy mucho o poco interesado en una de las opciones. 
La única información que se tiene en cuenta es el orden de preferencias 
de los votantes. A la hora de votar sobre la adecuación del transporte 
público para los discapacitados, cuentan igual la opinión de un incapa- 
citado que la de un atleta que nunca usa el autobús. Sucede que si se tuvie- 
ran en cuenta (lo que el axioma prohíbe) “las alternativas irrelevantes”, 
se abriría la puerta a la posibilidad de “medir” la intensidad de las prefe- 
rencias, a determinar “cuánto se quiere cada cosa”. Si yo prefiero A sobre B 
y C sobre D, pero estoy dispuesto a que B, que usted quiere, triunfe sobre 
A (esto es, a cambiar mi orden de preferencias entre A y B, en presencia 


29 La última exigencia, aunque parece obvia, no lo es tanto, como lo saben los 
comerciantes. Ante un café pequeño que cuesta 2 euros y uno algo más grande 
que cuesta 5, es fácil que escoja el primero. Pero si también me ofrecen un tercero 
(un señuelo) ligeramente más grande que el segundo, pero a 10 euros, la 
comparación entre los dos últimos seguramente me llevará a cambiar mi elección 
entre los dos primeros. 
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de otras posibilidades) siempre que usted me apoye en C, sucede que mi 
preferencia de C sobre D es más intensa que mi preferencia de A sobre B. 
Esa situación no está permitida por el axioma de independencia: si yo pre- 
fiero C sobre D, nos dice, resulta irrelevante —no se ve afectada esa prefe- 
rencia por— mi opinión sobre A o sobre B. 

Las razones para ignorar información sobre la intensidad son diver- 
sas. Unas son normativas: tener en cuenta la intensidad de las preferen- 
cias nos llevaría a violar el principio igualitario de “un hombre, un voto” 
y, por ejemplo, en determinados asuntos, la instalación de guarderías, por 
ejemplo, a otorgar más peso (más votos) a las madres solteras que a los 
prelados; también podría propiciar una fragmentación de las comunida- 
des de votos (cada uno sólo vota sobre lo que lo afecta), que quebraría la 
unidad de la comunidad política. Aunque algunas de esas dificultades 
podrían superarse mediante algún peculiar diseño institucional que, por 
ejemplo, otorgase a cada uno X votos a distribuir según sus querencias 
en cada asunto, hay otras más definitivas, técnicas: no hay modo real de 
medir la intensidad de las preferencias, de afirmar, por ejemplo, que yo 
prefiero A tres veces a B; esto es que, si me ofrecen elegir entre A y tres uni- 
dades de B, seré indiferente. También hay razones derivadas de la posibi- 
lidad de manipular las preferencias: de simular preocupaciones intensas 
por razones estratégicas, de, por ejemplo, manifestar un interés falso por 
una propuesta simplemente para impedir que prospere otra. 


LOS PROBLEMAS DE LA DEMANDA: LA VOLUNTAD POPULAR 


Afirmar que no hay modo de satisfacer simultáneamente los cinco axio- 
mas anteriores es lo mismo que decir que no hay modo de obtener una 
regla de elección que respete los (cuatro últimos) axiomas, tan razonable- 
mente democráticos, y sea capaz de asegurar la obtención de (primer 
axioma) una preferencia coherente de la sociedad, libre de ambigiiedad. 
Las implicaciones de estos resultados para la teoría de la democracia no 
son escasas. Las más destacadas son cuatro: 

1. Inestabilidad. No hay garantías de obtener un resultado que recoja 
la voluntad colectiva y que sea estable. Si A, B y C han de distribuir $100 
entre ellos, los dos primeros pueden acordar formar una mayoría y pro- 
poner una distribución entre ellos de 60(A)/40(B) y dejar a C sin nada; 
pero, en ese caso, € podría proponer a B una distribución 50(B)/so(C) y 
conseguir una coalición vencedora que, a su vez, sería derrotada por otra 
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propuesta de A de distribuir 45(A)/55(B), etc. Basta con que el número de 
opciones abiertas supere al de los grupos necesarios a fin de hacer una coa- 
lición ganadora para que los ciclos sean inevitables. Y aun si en principio 
las opciones son limitadas, siempre es posible incrementarlas introdu- 
ciendo enmiendas y matices a las existentes. Por supuesto, la existencia 
de mayorías cíclicas, en condiciones de derrotar a cualquier iniciativa, 
aumenta con el número de opciones, el número de votantes y la relevan- 
cia (y conflictividad) de los asuntos. 

2. Injusticia. El ejemplo anterior muestra que “las mejoras para la mayo- 
ría” pueden hacerse, sistemáticamente, a costa de alguien, sin que importe 
silos ganadores son poderosos y el perdedor tiene sus necesidades básicas 
por cubrir. La “voluntad de todos” ignora toda información sobre la “cali- 
dad de las preferencias”, sobre su justificación, y, con ello, se desvincula de 
la idea de justicia. 

3. Arbitrariedad de los resultados. Si los resultados dependen de la se- 
cuencia de votaciones, de cuál es el par de alternativas que abren las vo- 
taciones, siempre será posible “resolver” el problema de la estabilidad y 
obtener “un” (resultado de) equilibrio. Pero se tratará de un equilibrio 
completamente arbitrario, condicionado a la secuencia de votaciones. 
En el ejemplo recogido en el cuadro: si empezamos comparando A con B 
y después con C, gana C; si empezamos con B y C, gana A; si empezamos 
con A y C, gana B. 

4. La manipulación de la voluntad general. Si los resultados dependen 
de la secuencia de votaciones, quienes deciden la agenda deciden los resul- 
tados y siempre podrán llevar las votaciones hasta recalar en las compara- 
ciones que aseguran la elección de los objetivos que les interesan. 

Los resultados anteriores invitan a la cautela cuando se trata de inter- 
pretar los “deseos de la mayoría”. Es cierto que, en la práctica, las distri- 
buciones de preferencias de los ciudadanos entre las opciones, las diver- 
gencias sobre las políticas, no son lo bastante numerosas como para que 
se produzcan regularmente los fenómenos descritos. No se producirán, por 
ejemplo, si cincuenta personas han de escoger tan sólo entre dos opciones 
o si han de escoger entre lo maravilloso, lo espantoso, lo desastroso y lo 
horripilante. Sin embargo, a la hora de las decisiones finales, en las insti- 
tuciones representativas, donde finalmente cristaliza la voluntad popular, 
las cosas no son tan sencillas. Allí las alternativas son varias y, con frecuencia, 
las secuencias de votación resultan decisivas. Esa circunstancia bastaría 
para seguir tomándose en serio las implicaciones del teorema de Arrow. 

Las dudas más graves se refieren a la noción de “voluntad general”. 
Puesto que resulta imposible satisfacer todos los axiomas, o, lo que es lo 
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mismo, puesto que no hay un sistema de elección que cumpla los razo- 
nables axiomas democráticos y, a la vez, garantice la obtención de una 
preferencia colectiva mínimamente consistente, habrá que pensar que 
el problema tiene que ver con la voluntad general, con la idea de una pre- 
ferencia colectiva consistente. Si nos parecen justificadas la ausencia de 
dictadores, la soberanía individual, la unanimidad (en el sentido espe- 
cificado) y la independencia de las alternativas irrelevantes, habrá que 
dudar de la racionalidad colectiva. 

Ésa ha sido la disposición de cierto liberalismo que ha tomado el teorema 
como una descalificación de la posibilidad de conocer la voluntad general.? 
La imposibilidad sería de principio y la idea de voluntad general un puro 
sinsentido: no es que no se pueda conocer, sino que no hay nada que cono- 
cer. Su descalificación se refiere a la idea y, detrás de ella, a la justificación 
de la democracia como un sistema que permite determinar la “voluntad 
general” (y, por supuesto, con más razón, como una forma de “autogobierno 
colectivo”). Desde su punto de vista, la democracia no se puede entender 
como un procedimiento para conocer una noción que es ella misma impo- 
sible. Desde esa perspectiva, la idea de voluntad general sería un ejemplo de 
una falacia (de la composición) que lleva a extrapolar a la colectividad 
propiedades que, a lo sumo, valen sólo para los individuos. Racionalidad, 
voluntad o autogobierno serían atributos de los individuos, no de las socie- 
dades. La democracia viable nada tendría que ver con la voluntad general. 
En el mejor de los casos, sería un simple sistema para identificar alos empre- 
sarios políticos más eficientes.* La democracia no serviría tanto para trans- 
mitir las preferencias como para penalizar y seleccionar a élites políticas a 
través de la competencia electoral. No cabría aspirar a más. 

Como se señaló en el capítulo 1, estos “críticos”, de ser consecuentes, 
incluso ese objetivo deberían considerarlo excesivo. De hecho, deberían ir 
algo más lejos y abandonar su pretensión de salvar los mecanismos demo- 
cráticos —las reglas de agregación— cuando sirven para penalizar élites. 
Los resultados de las teorías de la elección se refieren a cualquier proceso 
de agregación de voluntades, donde se toman las preferencias como dadas 
y se busca reunirlas, sin que importe si el objeto de elección son opinio- 
nes o representantes. La “penalización” es también una forma de “volun- 
tad general” y no se ve por qué el pesimismo —la descalificación liberal 
no se ha de extender también a ella. 


30 W. Riker, Liberalism against populism. 

31 De hecho, Riker no hará sino aprovechar los resultados de la teoría económica de 
la democracia para precisar argumentos del elitismo político de principios de siglo 
y de su estela, en particular de Max Weber y J. Schumpeter. 
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Para otros la imposibilidad debe ser matizada y no socava la idea de 
democracia: el problema no es de la voluntad general, sino del procedi- 
miento (la democracia de mercado), que impide conocerla. Esas interpre- 
taciones se resisten a abandonar la idea de “voluntad general” y dirigen 
sus críticas a los procedimientos de su determinación, al modelo de demo- 
cracia (los supuestos de las reglas de elección) que conduce a tan depri- 
mentes resultados.* Inevitablemente, los intentos de rescatar la idea de 
voluntad general pasan por modificar alguno de sus axiomas. Se puede 
abandonar la aspiración a que las preferencias sociales sean consistentes, 
admitir que existan “dictadores”, individuos cuyo voto sea “decisivo” o con- 
templar la posibilidad de que la elección social no ignore las alternativas 
irrelevantes. También cabe atacar el supuesto de que todas las preferen- 
cias cuentan igual: se buscarían procedimientos para eliminar las prefe- 
rencias inmorales, antiliberales (que prohíben a los demás las suyas), impo- 
sibles o puramente irracionales. Alguna de esas propuestas se expondrá 
luego brevemente, cuando nos refiramos a la interpretación alternativa de 
las teorías de la elección. En lo esencial, consisten en plantear diversas alter- 
nativas de raíz deliberativa. Los procesos deliberativos permitirían identi- 
ficar afinidades, modificar preferencias, excluir opciones manifiestamente 
indefendibles, perfilar los juicios, etc. La democracia no sería ya un simple 
proceso de agregación de preferencias dadas, anteriores al proceso político, 
sino “un proceso de discusión en el que los valores individuales cambian 
en el mismo proceso de toma de decisiones”.3 


EL MERCADO POLÍTICO: LA OFERTA DE LOS REPRESENTANTES 


La teoría económica de la democracia resulta provechosa para entender 
el debilitamiento programático de los partidos, de la oferta electoral. La 
explicación corre a cargo de los llamados modelos espaciales de la demo- 
cracia, un conjunto de desarrollos teóricos que, a partir de un conjunto 


32 G. Mackie, Democracy defended; G. Brennan y A. Hamlin, Democratic devices 
and desires, Cambridge, Cambridge University Press, 2000; J. Dryzek, Deliberative 
democracy and beyond, Oxford, Oxford University Press, 2000; A. van Aaken, 
C. List y C. Luetge, Deliberation and decision, Ashgate, Ashgate Publishing, 
Aldershot, 2004. 

33 Tan deliberativa cita es “nada menos- de J. Buchanan, en 1954, recogida por 
otro premio Nobel, A. Sen, en “Rationality and social choice”, American Economic 
Review, 85, 1, 1995. 


LA DEMOCRACIA LIBERAL | 69 


de supuestos más o menos flexibles, susceptibles de diversas formulacio- 
nes, abordan los procesos de competencia política.** La formulación más 
clásica tiene por supuestos básicos: a) el objetivo de los empresarios polí- 
ticos es ganar las elecciones: “los partidos formulan las políticas para ganar 
las elecciones, más que ganar las elecciones para formular las políticas”; 
b) los votantes, también racionales, ordenan sus preferencias ante las opcio- 
nes según sus valores o sus intereses y escogen la propuesta más cercana a 
sus propios puntos de vista; c) los partidos conocen los tipos de preferen- 
cias de sus votantes; d) las ofertas políticas pueden ubicarse en una única 
escala (dimensión, asunto) a lo largo de un continuum izquierda-derecha. 
No son todos los supuestos, incluso los mencionados permiten algunas 
matizaciones, pero aun así, sin más complicaciones, nos permiten obte- 
ner resultados de algún interés. 

Uno de esos resultados es el “desplazamiento hacia el centro” de los 
partidos políticos. Se deja ver con un ejemplo. Supongamos que hay 99 
votantes y que pueden ser ubicados ideológicamente en el continuum 
izquierda-derecha, de modo que el votante 1 corresponde a la extrema 
izquierda y el 99 a la extrema derecha. Pues bien, en esas condiciones el 
modelo predice que la elección la ganará el partido cuyo programa coincida 
con las preferencias del votante 50 (el votante medio). Si el partido A, por 
ejemplo, se sitúa en la posición ideológica del votante 49, el partido B ganará 
si se sitúa en la posición del votante 50 pues tendrá asegurado a ese votante 
y a todos los que están a su derecha (51), mientras que al partido A sólo le 
quedan el votante 49 y los (48) que están a su izquierda. El ejemplo es una 
ilustración de un teorema que nos demuestra que, en ciertas condiciones, 
la competencia electoral entre dos partidos o dos candidatos genera un 
resultado de equilibrio que coincide con el votante medio, esto es, con aquel 
a cuya derecha hay el mismo número de votantes que a su izquierda; más 
exactamente, que siempre que no hay abstención, los votantes son racio- 
nales y tienen preferencias consistentes en un espacio unidimensional (pre- 
ferencias sobre un solo tema o reducibles a un solo patrón); el partido gana- 
dor en una competición entre dos partidos es aquel que adopta un programa 
que coincide con —las preferencias de— el votante medio. 

El modelo descrito se puede complicar —hacerse más realista— mediante 
modificaciones en los supuestos. Es posible, por ejemplo, abandonar el 
supuesto de que los políticos carecen de ideología, de que únicamente están 


34 A. Downs, An economic theory of democracy; D. Wittman, The myth of democratic 
failure: Why political institutions are efficient, Chicago, University of Chicago Press, 
1996. 


70 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


interesados en la victoria electoral y, por ello, adoptan la política que les 
asegure la victoria, y contemplar la posibilidad de partidos de “conviccio- 
nes”, que tengan preferencias distintas sobre el espectro ideológico y ofer- 
ten la política que se corresponda al máximo con sus ideas. También cabe 
modificar el supuesto de que los partidos tienen un pleno conocimiento 
de —la distribución de— los tipos de votantes (certidumbre) y, por ende, de 
cómo se repartirán entre los partidos, y sustituirlo por otro, más realista, 
que sólo conceda a los partidos políticos el conocimiento de probabilida- 
des acerca de qué piensan los votantes. Finalmente, también cabe susti- 
tuir el supuesto de que la competencia política se realiza en una única 
dimensión (en un solo tema) y construir modelos en los que los partidos 
y los votantes operan con más de una dimensión (renta, política cultural, 
descentralización, etc.). Desafortunadamente, cuando los modelos se com- 
plican, los equilibrios se vuelven más infrecuentes, resulta más difícil pre- 
cisar el ganador y su estrategia y, casi siempre, en el mejor de los casos, la 
teoría acaba en una suerte de cartografía de los escenarios posibles. 


REGLAS DE ELECCIÓN Y NEGOCIACIÓN 


La democracia liberal encuentra su formulación más pura en aquel caso en 
que las decisiones tenían que ver con procesos de negociación. En ese caso, 
los representantes, como en la imagen de Burke en su famoso Discurso a los 
electores de Bristol, se comportan como “embajadores que defienden intere- 
ses distintos y hostiles, intereses que cada uno debe sostener como agente y 
abogado, contra otros agentes y abogados”. No tratan de persuadir de la 
pertinencia normativa —de la justicia— de sus propuestas, sino que, en vir- 
tud de su respectivo poder (votos, en principio), llegan a acuerdos, a equi- 
librios. En ese proceso, el resultado final dependerá, por supuesto, de la fuerza 
de cada cual, pero también de la regla de decisión utilizada. Si para aprobar 


35 J. Roemer, Political competition, Cambridge, Harvard University Press, 2001. De 
hecho, en condiciones de incertidumbre de los votantes el propio modelo espacial 
puede predecir la divergencia de programas (véase M. Berger, M. Munger y R. 
Potthoff, “The Dowsian model predicts divergence, Journal of Theoretical Politics, 
12, 2, 2000); aunque otros modelos (de teoría de juegos), con otros supuestos, 
dan cuenta de cómo el escenario competitivo alienta la elección de la ambigiedad 
—en que los partidos deciden, simultáneamente, primero escoger su ideología y, 
después, en un segundo momento, su nivel de ambigiedad—, véase E. Aragones 
y Z. Neeman, “Strategic ambiguity in electoral competition”, Journal of Theoretical 
Politics, 12, 2, 2000. 


LA DEMOCRACIA LIBERAL | 71 


una iniciativa se utiliza la regla de unanimidad, nadie puede salir perjudi- 
cado con la decisión, porque si a alguien no le gusta la propuesta la vetará. 
No sucede lo mismo con la regla de mayoría simple. Si sobre un total de 10 
personas basta con la aprobación de 6 para tomar las decisiones, es proba- 
ble que aparezcan iniciativas que perjudiquen a 4 de ellas. Cuando, como 
sucede en la democracia de mercado, las preferencias se forman atendiendo 
a los intereses desnudos, la regla de mayoría permite mayorías explotado- 
ras. No es ése su único problema. Algunos ya los conocemos: cuando hay 
más de dos alternativas, permite resultados inconsistentes, no evita los pro- 
cesos cíclicos, donde cualquier alternativa puede ser derrotada por cualquier 
otra (A por B, B por C, C por A...), y alienta el comportamiento estratégico 
y la manipulación del orden de votaciones para recalar en la opción prefe- 
rida. Otro “problema” de la regla de mayoría, que en realidad no lo es para 
el liberalismo, es que proporciona pocos incentivos para la información y 
la participación, dada la escasa probabilidad de que un voto sea decisivo. 


36 Se han aducido muchas razones en favor de la regla de la mayoría: que economiza 
la violencia, en tanto traduce la fuerza mayor; que resulta más eficaz, en tanto 
resulta fácilmente asumida; que tiene bajos costos de negociación, etc. La más 
sólida es la que se relaciona con el Teorema de May, que demuestra que la regla de 
mayoría se infiere de un conjunto de principios/axiomas bastante razonables: 
inambigúedad, anonimato, neutralidad, respuesta positiva. Demostración que se 
interpreta a veces (B. Ackerman, Social justice in the liberal State, New Haven, Yale 
University Press, 1980, pp. 277 y ss.) como una muestra concluyente de que dicha 
regla traduce una elemental idea de igualdad liberal: no tratar a nadie como 
incondicionalmente superior; la opinión de cada uno es tan buena como la de 
otro. Sin embargo, esta argumentación no está exenta de dificultades. En primer 
lugar, la igualdad de poder político abarca bastante más que la regla de la mayoría: 
las loterías que aseguran igualdad de probabilidad de acceso al poder— o, incluso, 
las dictaduras, donde todos tienen el mismo poder, es decir, ninguno. Por otra 
parte, aun aceptando la mencionada interpretación del teorema de May, las cosas 
no son sencillas: si los individuos son igualmente arbitrarios —esto es, si no se 
introduce alguna reserva a la fundamentación de los juicios— tener o no en cuenta 
la opinión de la mayoría no es igualmente respetuoso, sino igualmente irrelevante. 
Además, conviene no olvidar que, desde diversas perspectivas —incluidas las 
defensas de la democracia liberal que quieren proteger ciertas cosas “fuera del 
demos”-— se ha considerado discutible el propio principio de igualdad de poder, o 
al menos el de igual peso de los votos (así se ha sugerido que las madres solteras 
podrían tener más de un voto y otorgar menos peso al de los ancianos cuando son 
muy numerosos, para evitar un sesgo en su favor de los políticos, obligados a 
atender sus demandas, estén o no justificadas. Véase Ph. Van Parijs, “The 
disfranchisement of the elderly, and other attempts to secure intergenerational 
justice”, Philosophy and Public Affairs, 27, 4, 1998). 

Lo anterior no impide reconocer buen sentido en la regla de la mayoría. Pero 
eso exige: a) evitar confundir la igualdad política con la igualdad de peso político 
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La regla de unanimidad salva algunos de esos escollos. Por ejemplo, hace 
imposible la mayoría explotadora: basta con que a uno no le convenga una 
propuesta para que impida que se lleve adelante (es óptima en sentido pare- 
tiano: sólo se aceptarán, en principio, iniciativas en las que nadie sale per- 
judicado y, al menos, alguien se beneficia). También evita las inconsisten- 
cias y alienta la participación, pues un voto puede ser decisivo. Pero también 
tiene inconvenientes. Por lo pronto, es conservadora: cualquier modifica- 
ción del statu quo será paralizada por aquel que se sienta perjudicado. Si 
hay 1 privilegiado y 9 miserables, ninguna propuesta redistributiva será 
aceptada. Se convierte así en una dictadura de la minoría que para acep- 
tar un cambio y modificar sus votos podrá exigir enormes contrapartidas. 
Por otra parte, resulta enormemente costosa. Los acuerdos por unanimidad 
exigen largas negociaciones, tiempo y esfuerzo, lo que puede hacer la acción 
política imposible o ineficaz.” 

Más en general, toda regla de decisión tiene sus costes. Por un lado, unos 
costes externos que recaen sobre aquellos perjudicados por la decisión y 
que, salvo unanimidad, en principio, siempre son positivos. Cuanto menos 
votos se necesiten para tomar una decisión, mayores serán los potenciales 
perjudicados y mayores los costes externos. Por otro lado, unos costes inter- 
nos o de negociación derivados de los esfuerzos que conlleva adoptar la 
decisión y que son mayores cuanto más votos se necesitan para aceptar la 
propuesta. Así las cosas, las diferentes reglas tienen diferentes costes. Si en 
un demos de 10 personas se necesitan 2 votos para tomar las decisiones es 
más probable que me vea perjudicado que si se necesitan 9. Pero también 
con 2 votos serán más bajos los costes de negociación: es sencillo conse- 
guir el acuerdo de dos personas. En condiciones normales, la negociación 
se inicia cuando el número de los votos necesarios para tomar una deci- 
sión es mayor que el de los beneficiados por la decisión. Si una propuesta 
beneficia a 2 pero se necesitan 5 votos, hay que ofrecer algo a 3 votantes. 


(R. Dworkin, “Equality, democracy and constitution”, Alberta Law Review, 1990, 
2); b) relacionar a la mayoría con los procesos de persuasión y argumentación (cf. 
C. Nino, Ética y derechos humanos, Barcelona, Ariel, 1989); c) repensar la idea de 
igualdad política desvinculándola de la idea liberal de que todas las opiniones 
valen lo mismo, idea que en rigor se revela poco respetuosa con las distintas ideas 
(el respeto se asegura desde la disposición a tomarse las ideas en serio, esto es, a 
discutirlas; y discutir una idea supone reconocer la posibilidad de que valga 
menos que las demás, en ningún caso presumir que —esto es, afirmar que por 
principio— todo vale lo mismo (de otro modo pierde sentido la deliberación), 
véase C. Beitz, Political equality, Princeton, Princeton University Press, 1989). 

37 D. Black, The theory of committes and elections, Cambridge, Cambridge University 
Press, 1958. 
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Es lo que se llama “logrolling” o intercambio de votos.*% Su funcionamiento 
ayudará a ver cómo las decisiones de la democracia liberal tienen tan 
poco que ver con criterios de justicia. 

En ocasiones nos podemos encontrar con que una mayoría apenas afec- 
tada por una decisión bloquea los intereses de una minoría. La regla de la 
mayoría, entre otras cosas, ignora la intensidad de las preferencias. De modo 
que una minoría que, con justicia, reclame unos objetivos muy importan- 
tes para ella que, por ejemplo, requieren mayor gasto público puede verse 
vencida por una mayoría a la que la propuesta le resulta (casi) indiferente. 
Si, como sucede en la democracia de mercadeo o de negociación, no se con- 
templa que la deliberación muestre la justicia de las reclamaciones y que 
las preferencias se modifiquen, la “solución” consiste en que la minoría “retri- 
buya” a la mayoría. Los grupos entregan votos en asuntos que no les impor- 
tan a cambio de otros en los que sí están interesados, en los que la intensi- 
dad de sus preferencias es alta. El apoyo se conquista cuando el coste de 
apoyar alos otros es igual al beneficio propio. Un ejemplo, que no por casua- 
lidad repite el escenario de los “representantes como embajadores”, nos 
dejará ver cómo funciona. Supongamos tres comunidades autónomas (A, 
B y C) que han de decidir dos propuestas: X, la creación de nuevas vivien- 
das en A, lo que supone un beneficio bruto para A de $700; Y, una zona hos- 
pitalaria en B, con un beneficio bruto para B de $700. El coste total de cada 
una de las obras es de $600, a repartir en partes iguales entre las tres comu- 
nidades, $200 cada una. El cuadro de beneficios netos es el siguiente: 


Propuestas 
Comunidades Xx Y 
A 500 (700-200) -200 (0-200) 
B -200 (0-200) 500 (700-200) 
C -200 (0-200) -200 (0-200) 


En principio parece razonable realizar los proyectos en tanto los benefi- 
cios totales son superiores a los costes. Además, mientras eso sea así, los 
beneficiarios siempre podrán, en principio, compensar a los perdedores. 


38 J. Buchanan y G. Tullock, The calculus of consent. 
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Sin embargo, con una regla de mayoría ninguna de las dos propuestas 
sería aceptada. La propuesta X es vencida por los votos de B y C y la pro- 
puesta Y por los votos de A y C. Ahora bien, si A y B se apoyan mutua- 
mente, si B vota X y A vota Y, las dos propuestas serán aceptadas. Como 
los dos obtienen beneficios netos (sus beneficios en “su” obra son supe- 
riores a sus costes en la obra del otro, 500-200 = 300), tienen razones 
para hacerlo. Siempre, eso sí, que se fíen el uno del otro, cosa que no hay 
que presumir, dadas las motivaciones asumidas, puesto que cada uno se 
atiene a sus intereses. Después de aceptada la propuesta X, A no tendría 
razones para apoyar Y: tendría los beneficios de “su” obra X (500) y se 
evitaría el costo (-200) de Y. De hecho, si lo que quiere es maximizar sus 
beneficios no debería votar Y. Pero como B no ignora esa posibilidad, se 
anticipará y tampoco X prosperará. Lo mejor en ese caso será hacer una 
nueva propuesta Z que incorpore a X e Y y se vote en una sola ocasión. 
Por supuesto, dada la lógica de funcionamiento del sistema, los intereses 
y la regla de decisión, C saldría siempre perjudicado. En principio, siem- 
pre podría ser compensado, en tanto los beneficios son superiores a los 
costes: pero como su voto no es necesario, no sucederá; será una minoría 
explotada. En ningún momento se han introducido consideraciones nor- 
mativas o de justicia. No importa si C es un barrio de trabajadores y las 
propuestas X e Y se refieren a la instalación de un casino y un puerto depor- 
tivo, no importa si C es una zona atrasada y las propuestas se refieren a 
bajar los impuestos y eliminar la asistencia social. 


LAS CONSECUENCIAS DE LA TEORÍA DE LA DEMOCRACIA: 
DOS INTERPRETACIONES 


Los resultados expuestos no dejan en buen lugar a la democracia de mer- 
cado: ideas como las de voluntad general o interés común resultan inde- 
terminadas; los partidos políticos, si quieren acceder al poder, están con- 
denados a diluir sus proyectos y su identidad, a ofrecer productos no 
reconocibles a los votantes; no hay posibilidad de adoptar reglas que, a la 
vez que garantizan que los acuerdos sean aceptados por todos, resulten 
operativas y no se conviertan en escollos frente a cualquier intento de modi- 
ficar situaciones manifiestamente injustas. 

Así las cosas, hay razones para contemplar la democracia liberal con 
pesimismo. Pero hay dos maneras de administrar el pesimismo. La primera 
atiende a la teoría y cuestiona su calidad: son falsos los supuestos de la 
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teoría que han servido para justificar el pesimismo; sencillamente, la teo- 
ría no sirve para ayudarnos a entender las cosas. La realidad no es como 
nos dice la teoría. La segunda procede al revés. Se toma en serio los resul- 
tados y critica la realidad, la democracia que produce las patologías: la teo- 
ría describe cómo es la democracia y sus supuestos son realistas; si se 
quieren evitar las consecuencias —bien reales— patológicas y lograr que la 
democracia funcione, hay que cambiar sus condiciones (sus supuestos) 
de funcionamiento. Repasemos, con más detalle, esas dos perspectivas. 

A) Para algunos, a la vista de los resultados anteriores (la “mirada del 
economista”), la teoría es falsa y no describe cómo son realmente las cosas. 
Pensemos por ejemplo en la llamada “paradoja del voto”. Para las teorías 
de la elección racional, dado el alto número de ciudadanos de las demo- 
cracias modernas, no habría razones para votar: para qué molestarme en 
informarme y en acudir a votar cuando la probabilidad de que mi voto 
tenga consecuencias, de que afecte al resultado, es infinitesimal. La predic- 
ción es que, dado el escenario, el escaso impacto y las motivaciones egoís- 
tas del homo oeconomicus, el voto no se produciría. Ésa es la predicción, 
pero los hechos son otros: la gente vota. Por tanto, dicen los críticos, la 
teoría es falsa, no describe la realidad. Y puesto que no cabe dudar de los 
supuestos referidos al escenario, de la irrelevancia estadística del voto indi- 
vidual, el fallo viene por el otro lado, por las motivaciones: los votantes no 
son egoístas calculadores que todo lo reducen a costes y beneficios. Y no vale 
la réplica de apelar a la existencia de “incentivos selectivos”, de sostener que 
lo que ocurre es que el votante tiene en cuenta otros beneficios (psicológi- 
cos, de reputación); eso es sólo un modo de intentar salvar como sea la 
teoría sin decir nada nuevo, puro procedimiento ad hoc. 

Más en general, para estos críticos las teorías “económicas” de la demo- 
cracia: a) manejan supuestos irreales o simplemente falsos, tanto los que 
se refieren a los escenarios (unidimensionales: un solo tema; estáticos: caren- 
tes de la dimensión temporal) que no se corresponden con los sistemas polí- 
ticos reales, como los que atañen a los individuos (preferencias estables y 
ordenadas, racionalidad exagerada, egoísmo presente detrás de cualquier 
acción), que resultan incompatibles con los resultados de la psicología social 
sobre el comportamiento humano; b) hacen uso de una seudo-precisión 
formal, de un ilusionismo matemático (funciones sin especificar), con nocio- 
nes que sirven para todo (utilidad, tasas de descuento —actual— sobre resul- 


39 D. Green e I. Shapiro, Pathologies of rational choice theory. A partir de ese trabajo 
se desarrolló un interesante debate sobre el alcance de la teoría en la ciencia 
política, recogido en Critical Review, 9, 1-2, 1995. 
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tados futuros, aversión al riesgo) pero que no se precisan métricamente, ni 
se está en condiciones de asociar con parámetros y operaciones realmente 
significativas. Cuando, en aras del realismo, los modelos se complican, pier- 
den toda relevancia explicativa, como les sucede a las teorías espaciales de 
la democracia, que acaban por predecir cualquier cosa, incluida la diver- 
gencia de los candidatos (esto es, lo opuesto al teorema del votante medio). 
En suma: las teorías no se ajustan a la realidad, la democracia vista como 
un mercado no describiría a la democracia de mercado.* 

B) La otra mirada se muestra de acuerdo, en lo fundamental, con los 
desarrollos expuestos en los parágrafos anteriores y, en un cambio radical 
de perspectiva, los aprovecha para mostrar los problemas de la democra- 
cia liberal y apostar por una idea alternativa, de inspiración deliberativa.* 
Salvo en lo que se refiere a los supuestos antropológicos, al modelo de ser 
humano, se toma en serio los resultados y sostiene que, en lo esencial, las 
teorías de la democracia no describen mal cómo son las cosas pero no 
hablan en contra de la democracia tout court, sino en contra de la demo- 
cracia de mercado.* Conforme a los supuestos de su funcionamiento, los 
resultados son inevitables: con preferencias dadas, con agentes sin dispo- 
sición cívica, reducida la democracia a un simple procedimiento para 
reunir las preferencias dadas, las cosas son como la teoría las describe. 

Por eso mismo, los resultados cambian cuando se trata de una demo- 
cracia en que las decisiones se toman mediante procesos de deliberación 
abiertos a la participación ciudadana.* En esos escenarios no “todo vale”. 
Todos pueden expresar sus opiniones, pero también han de defenderlas 
con argumentos, han de dar razones en su favor. La argumentación com- 
promete con razones aceptables para todos, con criterios de imparcialidad, 
de justicia y, por ello, veta propuestas egoístas, caprichosas, manifiesta- 
mente injustas o irracionales. No cabe decir: “Hay que hacer X porque me 
beneficia, porque lo dice mi Dios o porque es lo mejor para los de mi nación”. 
Hay que mostrar que “X, me beneficie o no, es justo”; de lo contrario, X 


40 Las críticas no siempre son justas, no siempre están atentas al matiz, y pasan sin 
advertencia de unas teorías a otras (que no comparten los mismos supuestos). No 
es lo mismo el teorema de Arrow que los modelos espaciales. Con todo, su 
pertinencia es indiscutible. Pero se trata de un debate que se extiende más allá de 
la democracia y de la ciencia política. En la disciplina de origen, la economía, 
nunca ha remitido. 

41 Véase capítulo vr. 

42 Por ejemplo, A. Sen, “The possibility of social choice” (discurso al hacerse 
acreedor al Premio Nobel de Economía), American Economic Review, 89, 1999. 

43 J. Dryzek y C. List, “Social choice and deliberative democracy: A reconciliation”, 
British Journal of Political Science, 33, 2003. 
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quedará descartada. La democracia ya no es un simple sistema de reunir 
preferencias “dadas”, sino que se relaciona muy esencialmente con la for- 
mación (endógena) de unas preferencias que, en el mismo proceso de toma 
de decisiones, se corrigen y se modifican. 

Buena parte de los problemas de la “voluntad general” se simplifican en 
los sistemas deliberativos. La argumentación permite ir reduciendo las alter- 
nativas, ordenarlas según jerarquías de principios. Con preferencias filtra- 
das por criterios de justicia, el problema de la agregación, de la “voluntad 
general”, comienza a encontrar vías de solución. El proceso deliberativo per- 
mitiría identificar afinidades, ordenar las propuestas y reducir las dimen- 
siones de los problemas. De diversas maneras, la deliberación abre vías para 
escapar a los pesimistas resultados de la teoría de la elección, del teorema 
de Arrow. Como se dijo en el capítulo 1, se podría mostrar que, según cierto 
valor X, las iniciativas X1, X2 y X3 están jerarquizadas; que problemas pre- 
sentados como distintos y que, por tanto, se sitúan en diversas dimensio- 
nes (niveles de consumo, modelos energéticos) pueden contemplarse como 
expresiones de “modos de vida” sobre los que se plantean las verdaderas 
elecciones, y, de ese modo, perfilar la anatomía de las elecciones. 

El último ejemplo nos muestra una posibilidad de solución a algunos 
de los problemas de la democracia: considerar que, al menos, alguno de los 
axiomas de Arrow debe ser susceptible de reconsideración o, mejor, que 
debe ser “circunvalado”. Las propuestas son diversas, pero quizá el supuesto 
que más atención ha merecido sea el de “soberanía individual (ciudadana)”. 
Las propuestas deliberativas arrancan del reconocimiento de que no cabe 
establecer, sin más, que todas las preferencias valen igual; por más que, para 
que la deliberación pueda hacerse en buenas condiciones, todas han de 
estar en condiciones de poder expresarse. Las preferencias a tener en cuenta 
son las preferencias justificadas, las que son resultado de una delibera- 
ción. El proceso de deliberación contribuiría a formar las preferencias y, 
con éstas, a configurar, a reconocer, una voluntad general que, de ese modo, 
recuperaría su vínculo con la democracia. Incluso en la medida en que las 
preferencias de los individuos son parte importante de su identidad, en la 
medida en que “soy” lo que quiero, un nudo de elecciones, la modifica- 
ción de las preferencias proporciona un buen cimiento para las futuras 
deliberaciones y, en el límite, puede ayudar a los propios individuos a cono- 
cerse y, si se quiere, a mejorarse. 

Por otra parte, al impedir que prosperen las propuestas ajenas a crite- 
rios de imparcialidad, la deliberación dificulta las negociaciones explota- 
doras, en las que, como sucedía en nuestros ejemplos, dos grupos se ponen 
de acuerdo en apoyar mutuamente sus iniciativas a costa de un tercero. 
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Adicionalmente, en la medida en que bloquea las propuestas egoístas o, 
al menos, obliga a “fingir” compromisos con el “interés general”, la deli- 
beración también tiene consecuencias con respecto a “los costes de las 
reglas de votación”. La descrita relación (inversa) entre costes internos y 
externos se apoya en la presunción de que cada uno barre para su casa. 
Cuando las motivaciones cambian, la relación deja de cumplirse. En el caso 
de tener que distribuir $100 entre 5, una regla de decisión en la que basta 
un voto (una dictadura) para tomar las decisiones, con un “dictador be- 
névolo” (un Potlach, esos rituales de ciertas tribus que conceden mayor 
autoridad al más generoso) que distribuyera $25 a cada uno de los demás, 
tendría el mínimo de costes internos y externos. Por último, los modelos 
espaciales —los diversos modelos compuestos por unos “empresarios-polí- 
ticos” frente a “consumidores-ciudadanos”, atentos cada cual a su interés— 
dejan de servir, por definición, para describir las propuestas participati- 
vas, en que las convicciones imparciales ayudan a valorar las propuestas 
y los ciudadanos no son simples pacientes de la actividad política, sino que 
mantienen mecanismos abiertos y sostenidos para transmitir sus opinio- 
nes a los representantes, para exigirles explicaciones y revocarlos. 

Conviene en todo caso advertir que estas propuestas, resumidas aquí 
sumariamente, no carecen de dificultades. Hay muchos modos en los que 
la deliberación puede dificultar la convergencia: es lenta y los problemas a 
resolver pueden modificarse antes de que se recale en una decisión; puede 
propiciar un aumento en el número de propuestas a considerar, al “descu- 
brir” algunas que antes “no se nos habían ocurrido”; hilando fino, con 
más matices, puede introducir nuevos ordenes de votación, otras miradas; 
y por diversos mecanismos psicológicos puede contribuir a calentar las dis- 
cusiones y a polarizar las opciones.** 

Parece fuera de toda duda que cualquier intento de mejora de las insti- 
tuciones democráticas no puede ignorar los resultados de las teorías eco- 
nómicas de la democracia. En particular, la teoría de la elección social es 
una poderosa herramienta que nos ayuda a reconocer los problemas de 
todo mecanismo de elección colectiva. En todo caso, no parece que haya 
modo de escapar a una conclusión: si no se quiere derivar en las conse- 
cuencias patológicas, hay que modificar el punto de partida, los supues- 
tos. Y éstos atañen no sólo al tipo de preferencias sino al diseño de las reglas, 
de las instituciones. De buenas preferencias está empedrado el infierno. En 


44 C. Sunstein, Republic.com. 2.0., Princeton, Princeton University Press, 2007. 
Incluso puede dar pie a nuevas paradojas de agregación, véase P. Pettit, 
“Deliberative democracy and the discursive dilemma”, Noús, 35, 2001. Alguno 
de estos problemas se verán en el capítulo vr. 
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un teatro incendiado, si cada uno va por la suya e intenta adelantarse a los 
demás, nadie podrá salir. Pero sucederá lo mismo con las “buenas prefe- 
rencias”, si todos se ceden mutuamente el paso. El problema está en el diseño 
de las instituciones —para lo que son de notable interés resultados como 
los examinados—, que, además, como se verá, tiene importantes conse- 
cuencias sobre la calidad de las preferencias. Y, desde luego, con las bue- 
nas instituciones, las preferencias filtradas por la deliberación y por la 
imparcialidad, por el ejercicio de la racionalidad práctica, hacen más impro- 
bable la aparición de las patologías de la democracia. 


TI 
La fundamentación liberal 
de la democracia 


Los partidos políticos son el único lugar 
que nos queda donde no se habla de política, 
Oscar Wilde 


IDEAS DE DEMOCRACIA 


El análisis de la democracia resultaría incompleto si se limitara a describir 
o a explicar cómo son las cosas. La democracia es un producto humano 
creado con un propósito y que, como tal, requiere una justificación, requiere 
responder a la pregunta: ¿por qué (está bien) la democracia? La respuesta 
a esa pregunta es particularmente obligada en el caso de la democracia libe- 
ral. Mientras en la Atenas del siglo v a.C. la democracia pretendía ser, si se 
quiere decir así, una prolongación natural del ser humano, un escenario 
de realización, de puesta en práctica de sus mejores capacidades (en espe- 
cial, de ejercicio público y práctico de la razón), la democracia moderna 
sólo se entiende —se justifica— instrumentalmente: es un sistema que, con 
ciertos grados de igualdad política y de oportunidad de participación (en 
las votaciones “cada uno cuenta como uno”) y sin interferir en la libertad 
(negativa) de los ciudadanos, esto es, sin exigir su disposición participa- 
tiva ni entrometerse en su vida privada, permite obtener las mejores deci- 
siones colectivas (en unos casos, atender al máximo de preferencias; en 
otros, adoptar las decisiones más justas). En la medida en que responde a 
ese propósito, la democracia liberal está justificada. 

La fundamentación (instrumental) de la democracia liberal requiere: 
a) una teoría que muestre que, en determinadas condiciones (competen- 
cia electoral, baja disposición cívica etc.), la democracia produce cierto 
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estado del mundo (las mejores decisiones sobre la vida compartida con res- 
peto a la libertad negativa); b) una justificación de que el estado del mundo 
obtenido resulta deseable en algún sentido.' La primera parte, positiva, se 
corresponde en parte con lo visto hasta aquí; la segunda, la que ahora sigue, 
es una tarea que, tradicionalmente, ha encarado la filosofía política liberal. 

Como ya sabemos, en principio el liberalismo no habría de llevarse bien 
con la democracia, al menos en su versión más clásica. La democracia tenía 
que ver con la participación de todos en la vida de todos, esto es, reclamaba 
la actividad pública y no excluía las intromisiones públicas, las decisiones 
colectivas que, naturalmente, recaen en cada uno. Nada de eso es del gusto 
del liberal. Por el contrario, el liberalismo verá con agrado la democracia 
descrita en el capítulo anterior —un sistema de gobierno que no se entro- 
mete en la vida de la gente, que no reclama la participación en las tareas 
públicas, que no exige virtud ciudadana—. 

Sin embargo, la tarea de fundamentación le queda un poco grande o, 
mejor, desajustada. El liberalismo no es una teoría normativa, como puede 
serlo el utilitarismo, sino una tradición política que defiende ciertos princi- 
pios (libertad negativa, neutralidad estatal) y propuestas institucionales (los 
derechos, por ejemplo). Por ello, cuando ha intentado presentarse con alguna 
vertebración, con frecuencia el liberalismo se ve obligado a acudir a teorías 
normativas. Es lo que sucederá en las defensas liberales de la democracia. Y 
así veremos que por detrás del juicio compartido de que “la democracia 
(liberal) es el mejor sistema de toma de decisiones sobre la vida colectiva 
que no atenta contra la libertad negativa”, se abren dos líneas de justifica- 
ción bien diferentes, según lo que se entienda por “mejor sistema de toma 
de decisiones”, y que remiten a los dos modelos de democracia: en un caso, 
los representantes, comprometidos con el interés general, deliberan aten- 
diendo a las decisiones más justas; en el otro, negocian hasta que, de un 
modo u otro, se asegura el interés de la mayoría de los votantes. 

Antes de considerarlas en detalle, lo mejor es situarlas en una cartogra- 
fía que ya conocemos, en particular de dos —de las tres— coordenadas des- 
critas en el capítulo anterior: el grado de autogobierno, de participación, y 
el mecanismo de toma de decisiones. Según el primer criterio, un sistema será 
de democracia directa o participativa si quienes toman las decisiones son 
aquellos sobre los que las decisiones recaen; si son distintos, si unos eligen 
a otros que toman las decisiones en su nombre, hablamos de democracia 
representativa. Según el segundo criterio, un sistema será de negociación 
si las propuestas se evalúan según el poder (número de votos) que las res- 


1 En el último capítulo se volverá sobre estos aspectos con mayor detalle. 
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palda, y de deliberación si las propuestas se calibran por su vigor norma- 

tivo, por razones de justicia, por ejemplo. Los dos mecanismos de deci- 

sión remiten a distintos criterios de evaluación: la negociación apunta a los 

intereses (de la mayoría); la deliberación, a la justicia (o imparcialidad) de 

las decisiones. Más adelante se considerarán las implicaciones de esa dis- 

tinción para la justificación de las distintas ideas de democracia liberal. 
De modo que cabe distinguir entre: 


Participativa/deliberativa Representativa/deliberativa 


Republicana igualitaria Liberal deliberativa 
(o republicana elitista) 


Participativa/negociadora Representativa/negociadora 


Plebiscitaria Liberal de mercado 


La democracia clásica, al menos en su versión idealizada, se corresponde- 
ría con la democracia republicana igualitaria, entendida aquí, por defini- 
ción, como aquella que participa de la doble condición de deliberativa y 
participativa. La democracia plebiscitaria es la que se ejerce en las asam- 
bleas de accionistas (o en un sistema imaginable de referéndum instantá- 
neo y permanente), así como en algunas formas degeneradas de sistemas 
“asamblearios”. Las democracias que aquí nos ocuparán se sitúan en el lado 
derecho del cuadro. No está de más advertir que se trata de idealizaciones 
conceptuales. En la realidad, en la historia, las instituciones democráticas 
se sitúan a medio camino, incorporan rasgos de los dos modelos puros. En 
la actividad parlamentaria es común que se utilice una retórica acorde 
con el modelo deliberativo (“los intereses generales”, “la justicia”, etc.), pero, 
por lo común, en la trastienda de las decisiones, en la realpolitik, se impone 
la democracia de mercado. 

En el caso de la democracia de mercado, la competencia electoral no 
contemplaba la selección de representantes virtuosos, porque no existían 
O porque no eran necesarios para el funcionamiento de la democracia: 
los representantes, interesados únicamente en ganar las elecciones, a tra- 
vés de procesos de negociación, adoptaban las decisiones que, de un modo 
u otro, traducen la fuerza (de las demandas) de sus votantes. En el otro 
caso, el mercado pretendía seleccionar a los (pocos) excelentes, quienes, 
mediante procesos de argumentación y deliberación, desprendidos de las 
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estrechas miras de sus representados, tomaban las decisiones más justas. 
Mientras lo que cuenta en la negociación es la fuerza (en votos) de cada 
propuesta, en la deliberación el criterio es la calidad de las razones. En ese 
sentido, desde un punto de vista normativo, la línea de demarcación básica 
de los modelos de democracia de mercado es la que separa a los sistemas 
de decisión mediante negociación de los deliberativos.? De un modo bas- 
tante natural, cada uno de ellos remite a una vía diferente de justificación. 
Veamos la parte derecha del cuadro con algún detalle. 


Democracia | Mecanismo | Criterio Necesidades |Justificación 

liberal decisión decisión de virtud liberal 

De mercado Negociación | Poder Ninguna Utilitarismo 
negociador liberal 
(mayoría [Pesimismo 
de votos) antropológico] 

Deliberativa | Deliberación | Capacidad | Mínima Liberalismo 
normativa | [Elitismo igualitario 

antropológico] 


Para el utilitarismo, está justificada aquella institución (acción o medida) 
que asegure el mayor bien social, entendido como la suma del bienestar 
de los individuos, o, más sumariamente, que satisfaga los deseos del mayor 
número de individuos. Según los utilitaristas, no hay modos de vida mejor 
que otros, esto es, no hay preferencias mejores que otras: tu preferencia por 
cuidar el jardín cuenta lo mismo que la mía por construir catedrales. Lo 
que importa es la satisfacción del deseo, no su calidad: en su neutralidad 
acerca de la idea de bien, resulta muy liberal. Como, además, cada indivi- 
duo cuenta como cualquier otro, la mayoría, mediante la representación, 


2 Desde un punto de vista positivo se podría distinguir entre los dos liberalismos 
según la hipótesis antropológica que los acompaña: el liberal puro estaría asociado 
exclusivamente al homo oeconomicus; el liberal mixto contemplaría la posibilidad 
de la disposición pública (limitada), la existencia de ciudadanos virtuosos. El 
distinto diseño institucional (las distintas formas de democracia) respondería 
a la explotación de esas distintas posibilidades. En realidad, si la existencia de 
la virtud es una condición necesaria de la deliberación, el mecanismo de toma 
de decisiones está implicado por la hipótesis antropológica. 
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apuntaría inmediatamente a la felicidad (al bienestar) del mayor número. 
Habida cuenta de las preferencias (los deseos) de los individuos, entre las 
que hay que incluir su preferencia por no participar”, la democracia (de 
mercado) aseguraría el bienestar social con el mínimo de disposiciones 
públicas, esto es, con el mínimo de “desutilidades” (ya se sabe que para el 
liberalismo la participación pública es un costo). 

Distintas estrategias utilitaristas sirven para completar la argumenta- 
ción liberal, para mostrar que sin virtud ciudadana la democracia de mer- 
cado pura asegura un máximo bienestar. En unos casos se apela a la com- 
petencia electoral como una suerte de selección natural que asegura el 
triunfo de los gestores más eficientes. En otros, se echa mano del teorema 
del votante medio: con su voto, cada ciudadano “expresa” sus deseos; los 
partidos compiten y para obtener el máximo de votos desplazan sus pro- 
puestas hacia donde pueden obtener más votos; ese lugar, como se ha visto, 
es aquel punto que se aleja lo menos posible de los deseos de los votan- 
tes, donde se minimiza la suma de las distancias individuales respecto de 
la oferta o, lo que “técnicamente” es lo mismo, el punto donde se maxi- 
miza la utilidad social. Finalmente, también se puede apelar sin más a la 
regla de la mayoría. Las preferencias de la mayoría, aun si corregidas 
mediante negociación e intercambio de votos con las minorías, traducen 
de un modo relativamente inmediato un criterio de bienestar, de utilidad, 
entendida como satisfacción de los deseos. Cabe, por supuesto, intentar 
una combinación de alguna de esas estrategias y sostener, por ejemplo, 
que las preferencias de la mayoría serían atendidas por los representan- 
tes más eficientes. Son las ventajas de un tipo de argumentación eficaz 
en los brochazos, pero inútil en las pinceladas, en la precisión de qué es y 
cómo se mide la bendita utilidad. 

Por su parte, la democracia entendida como un proceso de delibera- 
ción entre los representantes, los únicos “virtuosos”, apunta —aunque no 
asegura— a la imparcialidad de las decisiones y, también, a una elemental 
igualdad y respeto. En la argumentación pública no cabe apelar aunque 
sea hipócritamente- al interés general o a los intereses justos. Las pro- 
puestas que coinciden con los propios intereses, los cambios erráticos y 
acomodaticios de punto de vista para seguir sosteniendo lo mismo, no 
pasan por el filtro deliberativo. Por otra parte, siquiera de un modo muy 
germinal, la disposición a deliberar y a argumentar, al diálogo, conlleva 
unas elementales dosis de respeto al otro, al que se juzga en algún sen- 
tido igual y digno de merecer explicaciones y de ser escuchado en sus razo- 
namientos. Estos principios son importantes para el liberalismo iguali- 
tario (y, más radicalmente, para la tradición republicana). Mientras que 
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el utilitarista, en ciertas circunstancias, estará dispuesto a sacrificar los 
intereses de unos pocos en nombre de una multitud, el liberal igualitario 
está comprometido con principios como los de autonomía personal y de 
igualdad de respeto, que impiden, bajo cualquier circunstancia, el trato 
instrumental de las personas. 

La divergencia entre las dos vías de justificación es nítida. La propuesta: 
“el grupo de individuos A, que constituye el 20% de la población, invi- 
tará a cenar al grupo B, el 80% restante”, que podría con cierta facilidad 
satisfacer a una mayoría, no puede, en condiciones normales, considerarse 
justa.* De hecho, algunas descalificaciones de principio de la idea de la 
democracia como un mercado “puro” han partido precisamente de estas 
circunstancias: la política está comprometida inevitablemente con deci- 
siones de justicia, aunque sólo sea porque tiene que ver con decisiones 
sobre bienes públicos y con distribuciones de recursos entre diversas alter- 
nativas. Pero quizás la mejor prueba de la discontinuidad entre la demo- 
cracia como un sistema de agregación y de negociación de intereses y la 
democracia como un sistema de adopción de las decisiones justas reside 
en que cualquier intento de inyectar justicia a los sistemas de negocia- 
ción exige disminuir la democracia. La vía más tradicional ha consistido 
en limitar los ámbitos de decisión democrática, en excluir del mercado 
político aquellos asuntos que tienen un contenido más evidentemente 
normativo. A través de derechos, constricciones constitucionales o insti- 
tuciones contramayoritarias, se ha querido buscar un modo de propor- 
cionar garantías a las minorías, garantías que no se veían aseguradas por 
el proceso democrático. Otras propuestas más recientes de tener en cuenta 
la justicia en la democracia de mercado apuntan directamente contra la 
igualdad política. Es el caso, mencionado en el capítulo 11, de quienes pro- 
ponen diversos sistemas de votación que conceden menos peso a los mayo- 
res (menos representación de los votos de las personas de más edad, dos 
votos a las madres solteras, etc.), para evitar que, dado el envejecimiento 


3 Las llamadas democracias “de los dos tercios” (el “capitalismo popular” 
thatcheriano) serían ejemplos de esa situación: una coalición (implícita) que 
dejaría en los “márgenes” a un tercio de los ciudadanos “excluidos”. Con todo, 
conviene distinguir entre dos situaciones distintas: la explotación, donde el grupo 
explotador está interesado en que persista el grupo explotado, en tanto 
le asegura una mejor condición de vida que si no existiera; la “dominación”, 
en la que el grupo “dominador” preferiría que el grupo dominado se retirara 
del juego social, desapareciera, en tanto consume recursos (gastos sociales, 
materias primas, inevitablemente) y genera “externalidades negativas”: 
los “desechables” de algunos países de América Latina serían un ejemplo brutal 
de esa circunstancia. 
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de las poblaciones, el mercado político, atento a las demandas de las mayo- 
rías con preferencias homogéneas que votan como un solo hombre, como 
sería el caso de las gentes de mayor edad, acabe por descuidar a los por 
nacer.* En todos esos casos, con las preferencias “dadas”, la justicia es 
exógena al proceso democrático. Las correctas decisiones normativas se 
imponen desde “fuera” de la democracia porque, de hecho, la democra- 
cia apunta en contra de la justicia. 

Sea como sea, esos dos criterios nos permiten realizar una primera valo- 
ración de las dos versiones básicas de la democracia de mercado como 
sistema de toma de decisiones, sean las que permiten asegurar el bienes- 
tar de la mayoría o sean las más justas. En lo esencial, las dificultades para 
la justificación derivan de que: a) los escenarios políticos, orientados a un 
futuro siempre incierto, sujetos inevitablemente a lo que Maquiavelo lla- 
maría “las variaciones de la Fortuna”, exigen otorgar una amplia capacidad 
discrecional a quienes toman las decisiones: los representantes ignoran 
los problemas a los que se enfrentarán y necesitan “márgenes” de deci- 
sión, no pueden estar atados —-con sus votantes— a un contrato detallado 
de respuestas rígidas; b) el sistema de competencia obliga a los políticos a 
aprovechar las oportunidades de beneficio; c) los ciudadanos, cualquiera 
sea su disposición, entienden la actividad política como una tarea costosa 
(información, etc.) y delegan las tareas públicas a los profesionales. Junto 
a las anteriores propiedades hay otras, específicas de cada modelo de demo- 
cracia de mercado, relacionadas con d) el grado de virtud que presuma- 
mos en los representantes, nulo en el caso de los sistemas de negociación 
y algo mayor en el caso de los sistemas de deliberación que, cuando menos, 
exigen la presencia de algunos representantes (no identificados) compro- 
metidos con el interés general: si no hay ningún virtuoso y todos lo saben, 
carece de sentido la invocación a la imparcialidad.* Pues bien, ese conjunto 
de circunstancias, sobre el trasfondo —no se olvide— de que los intereses 


4 Cf. Ph. Van Parijs, “The disfranchisement of the elderly, and other attempts to 
secure intergenerational justice”, Philosophy and Public Affairs, 27, 4, 1998. 

5 Por supuesto, un utilitarista radical diría que la anterior contraposición carece de 
sentido, pues la justicia es precisamente la “maximización del bienestar agregado”. 
Una “solución” estipulativa, por definición, que tiene que vencer a los diversos 
casos en los que las intuiciones morales invitan a separar el bienestar mayoritario 
de la justicia. 

6 Si todos son egoístas y todos lo saben, no se dará la deliberación. Si yo sé que tú 
eres egoísta, tú sabes que yo lo soy, y yo sé que tu lo sabes que yo sé... y a ti te 
sucede lo mismo, en tal caso, la “fuerza civilizatoria de la hipocresía”, que obliga a 
invocar el interés general, no ataría a nadie: J. Elster (ed.), Deliberative democracy, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1998. 
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de los representantes no necesariamente son los mismos que los de los 
votantes, hace imposible que las democracias de mercado actúen como 
buenos sistemas de decisión. Para comprobarlo también serán de prove- 
cho algunos resultados de la teoría económica del mercado político.” 
Comencemos con la justificación de la democracia de mercado. 


LA DEMOCRACIA LIBERAL DE MERCADO 


Quizá la mejor descripción del funcionamiento de la democracia —antes 
de la producida por los científicos sociales del siglo xx la haya propor- 
cionado un clásico de la deliberación, quien, más o menos explícitamente, 
equipara el interés general con el interés de la mayoría: 


Cuando comienza el debate, no se puede calcular exactamente la direc- 
ción que llevará para llegar con certeza a ese descubrimiento. Sin duda, 
el interés general no es nada si no es el interés de alguien: es el interés 
común al mayor número de votantes [...]. Hay que dejar que todos esos 
intereses particulares se presionen, compitan y luchen entre ellos para 
captar la cuestión y dirigirla, cada cual según su fortaleza, hacia el fin 
que persigue (E. Siéyes, Vues sur les moyens d'exécution dont les repré- 
sentants de la France pourront disposer en 1789). 


Para que la democracia de mercado asegure el bienestar se requieren cier- 
tas condiciones. Del mismo modo que la “mano invisible” del mercado 
económico no traduce los intereses de cada uno en bienestar general si no 
se cumplen algunos requisitos —entre otros, la competencia perfecta—, para 
su buen funcionamiento, para poder identificar —y resolver— las demandas 
ciudadanas, el mercado político tiene que satisfacer ciertas exigencias.? 


7 En el origen hay problemas de información. Se dan entre los políticos y los 
técnicos a los que encargan la realización de las políticas (W. Niskanen, 
Bureaucracy and representative government, Chicago, Aldine, 1971) y se dan entre 
los votantes y los gobernantes, como se verá más abajo. En ambas situaciones, 
basta la existencia, entre quienes tienen la información, de algunos interesados en 
procurar sus intereses para que se desemboque en resultados indeseados. 

8 Véase el capítulo 11. 

9 Y no se trata sólo de exigencias “técnicas”, para poder desarrollar los teoremas. En 
las descripciones habituales hay una doble idealización. Primero respecto del 
funcionamiento eficiente del mercado, una idealización que hay que atribuir a 
una cierta mirada —teoría—neoclásica, véase. B. Guerrien, Pillusion économique, 
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Entre otras, tres fundamentales: a) ofertas políticas para los distintos inte- 
reses, para las demandas; b) presencia (capacidad de hacer presente su voz) 
de todos los intereses afectados por las decisiones; c) información veraz 
sobre lo que se quiere, sobre los propios intereses y sobre lo que se “adquiere” 
al votar por cierta propuesta. 

Tales requisitos son impuestos, en buena medida, por los propios supues- 
tos de la democracia de mercado. Si políticos y ciudadanos actuaran de 
acuerdo con preferencias impersonales, no vinculadas con sus propios inte- 
reses, cabría la posibilidad de que, incluso sin participación ciudadana, los 
intereses generales estuvieran asegurados: no me sentiré obligado a parti- 
cipar en la política para recordar mis necesidades si en el momento de expre- 
sar sus opiniones los representantes y mis conciudadanos tienen en cuenta 
y ponderan todos los intereses, incluidos los míos.'” Pero si cada uno pro- 
cura para sí, las cosas son más complicadas. En tal caso, resulta más impro- 
bable que el egoísmo se canalice en la dirección de los intereses generales. 

Si alguna de esas condiciones no se cumple, la justificación de la insti- 
tución queda seriamente debilitada. Si no hay una oferta que atienda a las 
demandas de los votantes, aunque los deseos “emerjan” el mercado polí- 
tico se verá incapaz de satisfacerlos y no se maximizará el bienestar social. 
Si A y W pueden votar y Z no puede, el empresario político se verá en la 
tentación de “explotar” a Z, de ofrecer ventajas a costa de Z, tentación 
que, en el marco de la competencia, cuando sabe que sus rivales están en 
lo mismo, no podrá resistir si quiere acceder al poder, y que tendrá como 
resultado la ignorancia —o la penalización de las preferencias de Z al deter- 
minar el bienestar agregado. Si no tengo información acerca de mis inte- 
reses y de quién puede atenderlos, el voto tiene un carácter errático que 
no informa de mis demandas. El problema es que, por circunstancias aso- 
ciadas a su propia dinámica de funcionamiento, la democracia de mercado 
no es capaz de satisfacer tales requisitos y, por ende, resulta insensible a 
recoger información sobre los intereses de los ciudadanos." 


París, Omniscience, 2007, pp. 75 y ss. Y segundo, respecto a la ausencia de 
precondiciones morales del mercado, véanse E. Ovejero, Mercado, ética y economía, 
Barcelona, Icaria, 1999; W. Shultz, The moral conditions of economic eficiency, 
Cambridge, Cambridge University Press, 2001; J. Powelson, The moral economy, 
Ann Arbor, The University of Michigan Press, 1998. 

10 Otra cosa es que, incluso con buena disposición, ignoren mis problemas por falta 
de información, porque quien no padece los problemas no los percibe, no los 
reconoce. El “olvido” de los problemas de las mujeres no respondía 
necesariamente a mala fe o a egoísmo, sino al simple hecho de que quienes 
componían la clase política —los varones— no los experimentaban. 

11 Para lo que sigue véase E. Ovejero, La libertad inhóspita, Barcelona, Paidós, 2002. 
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1. El mercado político no proporciona una oferta para cada demanda. Sucede 
de diferentes formas. En primer lugar, porque no todos están en condicio- 
nes de actuar como oferentes, de hacer públicos sus puntos de vista. No es 
un mercado de acceso libre. Unos costosos peajes de entrada limitan el acceso 
a unos cuantos, a aquellos que cuentan con medios suficientes para finan- 
ciar organizaciones y campañas. En principio, ello no implica necesaria- 
mente que los intereses de los más débiles no puedan aparecer en la oferta 
electoral. Si los empresarios políticos creen que hay un “hueco de mercado”, 
una posible demanda desatendida, tendrán incentivos para orientarse hacia 
allí. Pero para que eso suceda se requiere que los ciudadanos estén en con- 
diciones de conocer sus demandas, de expresar sus preferencias, lo que no 
es sencillo, entre otras razones porque la propia oferta estructura los pro- 
blemas, su jerarquía y su propia descripción. Hay diversos procesos psico- 
lógicos que llevan a ignorar las dificultades, a no considerar como problema 
aquello que no se cree que pueda ser de otro modo, bien sea porque “a nadie 
sele había ocurrido”, bien porque “nadie lo plantea como posible”. Para exi- 
gir ciertas cosas hay que considerarlas posibles. Las mujeres de la India, 
que carecen de derechos, no reclaman derechos (a elegir pareja, a disponer 
de su cuerpo) que ni siquiera contemplan y se muestran satisfechas con su 
situación.” Los ciudadanos tienden a considerar importantes los proble- 
mas que “suenan como importantes”, hasta el punto de que distorsionan 
la información (los norteamericanos cuando relacionan a Sadam Hussein 
con Al Qaeda; todos, en los datos sobre delincuencia, inmigración, violen- 
cia doméstica, muertes por SIDA) para ajustarla —para confirmar— a eso que 
“suena como importante”. Y sucede que quienes configuran la oferta, quie- 
nes tienen recursos, no están en las mejores condiciones para identificar los 
problemas importantes, al menos los problemas de los desprotegidos, que 
son los más numerosos. No por mala fe, para proteger sus intereses, sino 
por algo previo y más fundamental, bien conocido por la psicología: quie- 
nes no experimentan los problemas no los reconocen. Las mujeres y los 
incapacitados son claros ejemplos de grupos sociales que han visto igno- 
rados sus problemas porque las clases políticas simplemente no los “perci- 
bían”. Tales circunstancias se reflejan en la configuración de los objetivos a 
perseguir, de las ofertas políticas. Si quienes padecen los problemas care- 
cen de recursos para ingresar en el mercado político, sus problemas no apa- 
recerán y, por ende, sus intereses serán ignorados. 


12 M. Nussbaum, “Adaptative preferences and women's options”, Economics and 
Philosophy, 17, 2001. 
13 Z. Kunda, Social cognition, Cambridge, ma, The mrT Press, 1999. 
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Pero no sólo se ignoran los problemas, sino que, incluso si aparecen, 
las respuestas también están condicionadas por la existencia de barreras 
de entrada, que sólo pueden ser atravesadas por los poderosos o por los 
que están en buenos tratos con los poderosos. La acción política consiste 
en buena medida en establecer qué es lo que se puede cambiar y qué es lo 
que no. Pero “qué se puede cambiar”, qué se da por supuesto y qué no, 
depende de “maneras de mirar” que están asociadas con las propias expe- 
riencias. Y lo cierto es que tenemos una disposición a aceptar como natu- 
rales, como inamovibles o no discutibles nuestras propias convicciones y 
experiencias. El proceso de socialización condiciona la percepción y la con- 
sideración de los problemas. Hay realidades que se juzgan como natura- 
les” o inevitables y ciertas propuestas que “ni se nos ocurren” y, por ello, 
no aparecen en la oferta política. La descripción de un problema es, por 
lo general, un diagnóstico. Si decimos que “el pasado invierno murieron 
como consecuencia del frío doscientas personas en la ciudad”, estamos 
excluyendo otras descripciones; por ejemplo, “murieron de pobres” y, con 
ellas, otras respuestas. Hay una elección acerca de qué es lo “normal”, elec- 
ción que tiene implicaciones prácticas en las ofertas políticas. 

2. El mecanismo democrático no recoge todos los intereses comprometi- 
dos en las decisiones. El mercado político sólo es permeable a las deman- 
das avaladas por votos. Por ello, si las preferencias de los votantes han de 
transmitir información sobre “el bienestar agregado”, es importante que 
todos los afectados por las decisiones estén en condiciones de hacer oír 
su voz, de votar. Es lo que a veces se llama “el criterio de la comunidad 
relevante”. Las decisiones finales dependen de la negociación de intere- 
ses. Si existen individuos que no tienen capacidad de negociación por- 
que no votan, su voz no tendrá eco en las instituciones y sus intereses no 
serán tenidos en cuenta. La democracia de mercado presenta un obligado 
sesgo en contra de ellos. Inmigrantes, marginados y minorías desorgani- 
zadas son ejemplos de segmentos de población cuyos intereses serán 
desatendidos. Es más, con facilidad serán explotados. Es lo que sucede 
paradigmáticamente con las generaciones futuras. Poco futuro tendrá 
un político que, por ejemplo, exija modificaciones en las pautas de vida 
de los votantes presentes o que proponga una elevación en el precio de 
las energías no renovables para disminuir su consumo. O, lo que es lo 
mismo, si quiere ganar, su mejor estrategia consistirá en prometer el incre- 
mento del consumo y materias primas baratas, bienes que serán pagados 
por las generaciones futuras. Y lo hará porque, no sin razón, pensará que 
si no lo hace él, lo hará otro. Para decirlo brevemente: hay una informa- 
ción importante que el sistema no recoge y que lo lleva a tener conse- 
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cuencias indeseables desde su propio objetivo de identificar el bienestar 
general. Las cosas, claro está, serían diferentes si los votantes fueran sabios 
y justos, si sus preferencias estuvieran informadas y respondieran a cri- 
terios de justicia, si fueran impersonales, esto es, si no ignoraran los inte- 
reses de quienes no pueden votar o exponer sus razones. Pero ése no es el 
caso. En esas condiciones acaban por imponerse las demandas de los 
grupos con preferencias homogéneas, claras y distintas, y con clara con- 
ciencia de sus intereses. No ha de extrañar que, cada vez más, las cuestio- 
nes importantes —por ejemplo, las relacionadas con la continuidad de la 
propia comunidad política— se excluyan de la disputa política, del juego 
de la democracia. 

3. El votante no sabe lo que adquiere. Una razón adicional para compli- 
car el reconocimiento de intereses y preferencias es consecuencia de que 
los ciudadanos votan programas completos. Eligen, por así decir, un menú 
completo, no a la carta. No tienen modo de trasmitir qué es lo que real- 
mente les importa en el programa, o cuánto. Los partidos políticos pre- 
sentan paquetes de “propuestas” sin jerarquías de ningún orden, concep- 
tual o temporal. Los ciudadanos pueden estar contentos con el grado de 
autogobierno de su comunidad autónoma, pero si los partidos introdu- 
cen, junto a propuestas que realmente preocupan a los votantes, una reforma 
de su estatuto de autonomía, la reforma del estatuto aparecerá como una 
preferencia de los votantes. Por supuesto, los políticos podrán decir que 
sus programas —aquellos puntos que quieran enfatizar por sus propios 
motivos— responden a las demandas de la población, pero no habrá modo 
de saberlo (salvo en los casos en los que se pueda dar una votación ais- 
lada, un referéndum, sobre ese punto). Sencillamente, no hay modo de 
conocer las preferencias, su intensidad, su prioridad. 

Hay otro mecanismo, asociado a la propia dinámica de la competencia 
electoral, que complica el reconocimiento de lo que se adquiere. Si los par- 
tidos que compiten por votos quieren acceder al poder, han de intentar 
recoger en sus programas el mayor número de intereses. Ahora bien, en un 
mundo de intereses conflictivos, la defensa inequívoca de los intereses de 
unos fácilmente atenta contra los intereses de otros. Es posible que esos 
otros sean unos pocos poderosos, pero precisamente por poderosos están 
en condiciones de ejercer su influencia sobre muchos votos. Una razón 
para ello es que muchas otras personas dependen de sus decisiones, por 
ejemplo, la de invertir en un lugar o en otro, y están en condiciones de ame- 
nazar con “irse con lo suyo a otra parte” si las cosas no son como a ellos 
les parecen bien. Otra razón es que tienen posibilidad de influir en los 
medios de comunicación —como propietarios o bajo la amenaza de reti- 
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rar la publicidad de sus empresas— para que sus problemas se conviertan 
en los “problemas de la sociedad” o para que la descripción de los proble- 
mas sea aquella que se ajuste mejor a sus intereses. En esas circunstancias, 
la mejor estrategia para los partidos es ofrecer propuestas que no moles- 
ten a nadie, programas vacíos por genéricos, que no dicen nada. Los pro- 
gramas se convierten en proclamaciones de objetivos vacuos que en nada 
comprometen y que, por lo mismo, ni siquiera pueden ser objeto de reclamo. 
Al final, los partidos se presentan con propuestas apenas distinguibles en 
su vaguedad y la selección electoral es antes entre diferentes élites que 
gestionan que entre proyectos de gestión diferentes. Para maximizar el 
número de votos los partidos tienden a configurar sus ofertas de tal modo 
que no excluyan ningún voto potencial y, también, a desplazarse hacia 
aquel otro lado del espectro político del que proceden, seguros de la obli- 
gada fidelidad de los votantes de sus respectivos flancos (izquierda o dere- 
cha): el resultado es que las propuestas acaban pareciendo idénticas, todos 
convergen en ofertas carentes de perfiles, vaporosas, “de centro”, verdade- 
ros cheques en blanco que, desde luego —ganadoras o perdedoras- trans- 
miten poca información relevante para las demandas de los ciudadanos. 
Así las cosas, dadas esas circunstancias, aun cuando la competencia polí- 
tica genera escenarios de negociación, éstos no tienen como resultado la 
maximización del bienestar social. Sencillamente, no hay información 
buena sobre las preferencias de los votantes.'* 

En resumen, si las demandas no tienen una oferta correspondiente, 
un producto político, si hay individuos que no pueden expresar sus deman- 
das o si no tienen modo de saber qué es lo que el mercado ofrece, no habrá 
ninguna garantía de que las preferencias de los más —el bienestar agre- 
gado— sean atendidas. Por el contrario, en tal caso se desatarán diversos 
tipos de patologías: explotación de ciudadanos incapaces de hacer oír su 
voz, imposibilidad de que los individuos puedan expresar sus preferen- 
cias, incapacidad de los votantes de recibir información en la que basar 
sus decisiones. 

Los problemas inventariados no impiden que en la democracia de mer- 
cado, en un sentido general, la protección de la libertad negativa quede 
razonablemente asegurada. El pie liberal no flaquea. Pero en lo que atañe 
a su pie democrático su justificación resulta bastante más complicada. Sen- 
cillamente, no se cumplen las condiciones que aseguran su buen funcio- 
namiento. La duda es si pueden cumplirse, si las dificultades son circuns- 


14 Desde otra perspectiva esto queda recogido por el teorema del votante medio, 
analizado en el capítulo anterior. 


94 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


tanciales o están asociadas a su propia dinámica de funcionamiento. La 
existencia de barreras de entrada, la ignorancia de los intereses de quienes 
no pueden expresarse en forma de votos, los programas convertidos en 
paquetes de propuestas en los que todo cabe y que buscan contentar a todos 
se traducen en una incapacidad parar transmitir información de las pre- 
ferencias de los ciudadanos y, por ende, para maximizar el bienestar. A la 
luz de los problemas examinados quizá es necesario preguntarse cuánto 
hay de inevitable en —y por tanto, calificar como fariseos los repetidos 
lamentos acerca de— la similitud de los proyectos políticos, el triunfo de la 
mercadotecnia, la conversión de los partidos en maquinarias electorales, 
los peligros de los ciclos electorales que llevan a los gobiernos a compor- 
tarse irresponsablemente —a gastar sin continencia ni criterio- cuando se 
acercan las elecciones, la prioridad de las guerras sucias —escándalos sobre 
la vida privada de los políticos, mentiras, manipulación de la información, 
etc.— sobre el debate de ideas. 


LA DEMOCRACIA LIBERAL DELIBERATIVA 


La versión deliberativa de la democracia liberal no está menos compro- 
metida con la protección de la libertad negativa que la democracia de mer- 
cado. En una y en otra no hay exigencia de virtud ciudadana y resultan 
fundamentales unos derechos no susceptibles de debate político, garanti- 
zados constitucionalmente y protegidos por instituciones contramayori- 
tarias. Pero hay tres características que son propias de la democracia libe- 
ral deliberativa: a) presume la existencia de ciudadanos virtuosos, que 
nutrirían las clases políticas y que las elecciones permitirían identificar; 
b) esas clases políticas procederían mediante deliberaciones basadas en 
consideraciones de imparcialidad y estarían dispuestas a modificar sus jui- 
cios a la luz de buenas razones; c) como consecuencia de lo anterior, las 
decisiones, en lugar de maximizar el bienestar agregado, aspiran a la correc- 
ción normativa, a la justicia, si se quiere. Así las cosas, la justificación de la 
democracia se sustenta en la posibilidad de que en la comunidad política 
existan ciudadanos virtuosos y de que el sistema sea capaz de reconocer- 
los, de detectar a los individuos más sabios y comprometidos con el inte- 
rés general. En el mercado político, los votantes, con escasa o nula dispo- 
sición pública, a través de sus votos, deben seleccionar a los buenos 
“empresarios” políticos, a los (más) excelentes, para que, una vez en el par- 


“oz 


lamento, deliberen y tomen las decisiones justas. Los que no saben” y “sólo 
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se preocupan por sus intereses” deben seleccionar alos que “saben” y “están 
por el interés de todos”. En esas condiciones, la democracia aseguraría las 
decisiones más justas. Con más detalle, la tesis de la bondad de la demo- 
cracia liberal deliberativa se apoya en varias premisas: 

a) Epistémica: la deliberación es el procedimiento para recalar en las 
decisiones más justas, más correctas normativamente. 

b) Pragmática: la deliberación requiere compromiso con los intereses 
públicos, cierta disposición cívica. 

c) Aristocrático-antropológica: existen dos tipos de ciudadanos: los vir- 
tuosos, comprometidos con el bien público; los demás, homines oecono- 
mici, que sólo se preocupan por sus intereses, desinformados e indiferen- 
tes a las actividades públicas. 

d) De identificación de la virtud: la democracia liberal, a través de la com- 
petencia electoral, permite identificar la virtud, permite a los ciudadanos 
no virtuosos detectar (o estimular) los comportamientos virtuosos de los 
representantes. 

Las dos primeras premisas se verán con más detalle en el capítulo v1 
cuando nos ocupemos de la deliberación. En lo fundamental, no son dis- 
cutibles. La primera es la que da sentido a los procesos deliberativos. La 
discusión, la ponderación crítica de sus avales empíricos y normativos es 
el único modo que los humanos tenemos para saber que una propuesta 
es correcta (o incorrecta). La segunda premisa recuerda que la delibera- 
ción requiere un mínimo de virtud. La requiere en un sentido muy ele- 
mental, puramente pragmático: garantiza un elemental vínculo de since- 
ridad con las propias opiniones que permite la mutua intelección, el diálogo. 
Pero sobre todo, porque ese mínimo de virtud veta los argumentos basa- 
dos en el interés desnudo y compromete con la modificación de los jui- 
cios a la luz de las mejores razones. Si todos los individuos son absoluta- 
mente egoístas, no hay lugar para la imparcialidad. Nadie invocará que 
“es más justo atender los intereses de X que los de Y” porque para nadie 
ése será un argumento. Incluso cuando se finge el compromiso con los 
intereses generales y se simula la imparcialidad, se hace desde el horizonte 
de la virtud. El que apela -sinceramente o no- al interés general supone 
que el resto —o parte del resto— de los deliberantes está honestamente com- 
prometido con las razones imparciales: ha de existir algún grado de vir- 
tud entre quienes deliberan. Sin (alguna) virtud, nadie acusa recibo de 
la moneda de los intereses generales y, por ende, no hay deliberación. 
Por otra parte, la deliberación exige la virtud de los que participan en ella, 
pero sólo la de quienes participan. Se puede prescindir de los ciudada- 
nos: en tanto compromete con razones válidas para todos, con criterios 
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de imparcialidad, apunta a decisiones justas; esto es, no ignora los inte- 
reses de quienes no pueden hacer presente su voz. Es una diferencia más 
con la democracia de mercado, en la que todos los afectados en las deci- 
siones debían estar presentes, pues, de otro modo, aquellos que no pue- 
den votar —manifestar sus preferencias— se convertían en los explotados 
de los demás: a su costa, los partidos se verán obligados a atender los inte- 
reses de los que sí votan. 

Las dos últimas premisas constituyen el núcleo argumental de las defen- 
sas de la democracia liberal. La primera de ellas justifica la división del tra- 
bajo: existen dos tipos de ciudadanos, los representantes, virtuosos, con 
disposición cívica, y los ciudadanos, poco informados e indiferentes a las 
actividades públicas. La otra apunta al mecanismo: la elección de repre- 
sentantes sirve para detectar a los políticos virtuosos. Junto con las otras 
premisas, permiten concluir la tesis de la bondad de la democracia libe- 
ral: un sistema que permite identificar a los mejores ciudadanos, que toman 
las mejores decisiones, sin comprometer la exigencia liberal de prescindir 
de reclamos participativos a la ciudadanía. 

Las dificultades aparecen precisamente con estas dos últimas premisas. 
La primera podría discutirse, bien porque se considera que no hay indi- 
viduos mejores, con mejor capacidad de juicio moral, bien porque se 
cree que, incluso si existen, confiarles el poder conlleva algún tipo de 
problema. Explotarían la primera posibilidad quienes sostuvieran que la 
capacidad moral se desarrolla en la práctica, que es una disposición, o que 
la “excelencia” es multidimensional, es decir, que se puede tener capaci- 
dad de reacción, de procesamiento de información, pero ser un incom- 
petente en otros importantes atributos (capacidad inferencial, de pon- 
deración de los problemas), y que, por ende, no se puede pensar en una 
excelencia incondicional, sino que distintos individuos tendrán distintas 
capacidades.' Al cabo, la política es sabiduría práctica, capacidad de 
integrar diversas informaciones y de ponderarlas en una acción trasfor- 
madora y, por eso mismo, porque somos “multidimensionales”, no se 
puede “ser lo más” en todo, no hay modo de maximizar varios objetivos 
a la vez. Objeciones que explotaran la otra posibilidad apelarían a la exis- 
tencia de riesgos importantes cuando se confía el poder a los “excelentes”: 
unos, riesgos normativos, como el debilitamiento de la igual considera- 


15 Por lo demás, hay evidencia experimental de la escasa plausibilidad de la tesis de la 
unidad de las virtudes, de la baja disposición a ser consistentes con los valores a 
través de los diversos contextos. Nos parecemos más a Oscar Schindler que a 
Cristo, véase K. Appiah, Experiments in ethics, Cambridge, ma, Harvard University 
Press, 2008, Pp. 38 y Ss. 
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ción de todos; otros, empíricos, derivados del alejamiento sistemático de 
la ciudadanía, lo que pondría en peligro la calidad de las decisiones (pér- 
dida de información, por ejemplo). En todo caso, a esta última objeción 
un defensor de la democracia liberal podría replicar con una estrategia 
estipulativa, asumiendo que los mejores, precisamente por su condición, 
no se dejarán llevar por sesgo alguno. De modo que en lo que sigue asu- 
miremos que existen tales individuos y que no hay riesgos en otorgarles 
el gobierno, y concentraremos el análisis en la premisa de identificación 
de la virtud, en examinar si el sistema democrático de competencia per- 
mite reconocerlos. 


En principio, se podría pensar que no hay ninguna razón para que el meca- 
nismo de selección consiga su objetivo. No es fácil que “los que no saben” 
puedan evaluar la gestión de “los mejores”, que los votantes, que carecen 
de virtud, identifiquen a los virtuosos. Por lo común, los mecanismos de 
selección requieren el conocimiento de lo evaluado. Sucede, por ejemplo, 
cuando el examinador conoce las respuestas correctas (examen) o el cri- 
terio (el más veloz en una carrera) o, en el caso de una evaluación más gene- 
ral, él mismo es un experto en la propiedad que se evalúa, como es el caso 
de un tribunal de oposiciones compuesto por profesores de X que quiere 
calibrar la competencia de los candidatos a X. En este sentido, parece que 
para conocer la calidad de un gestor hay que tener capacidad para evaluar 
la gestión. Aquí opera el principio según el cual “para evaluar a los gesto- 
res se necesita conocer cómo se realiza la gestión”. Este escenario está des- 
cartado por definición en el caso de los sistemas de representación que pre- 
cisamente justifican la división del trabajo entre representantes y 
representados porque “no todos están en condiciones de evaluar la ges- 
tión”. Si todos pueden hacerlo, no se entiende para qué se necesitan las elec- 
ciones de representantes. Todos serían igualmente virtuosos y estarían en 
condiciones de gobernar. La división del trabajo no quedaría justificada en 
razones de eficiencia. ¿Por qué no utilizar, por ejemplo, un sistema rota- 
torio o de loterías para los cargos políticos que, después de todo, es menos 
perverso (no hay que hacer campañas ni eliminar rivales, eso es, no se 
requieren ni el poder económico o las maniobras conspirativas, siempre 
necesarios en el mercado electoral) y menos desintegrador (no es necesa- 
rio competir agresivamente con los demás)? No cabe alegar que lo que 
sucede es que en las elecciones sólo se presentan quienes, además de resul- 
tar competentes, de saber gobernar, quieren hacerlo. La actividad política 
es una actividad que, en los modelos de representación, se asume como 
una actividad costosa y que, por tanto, debe ser retribuida. 
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Pero hay otra posibilidad. Ya sabemos que se puede dar una suerte de 
selector ciego, que permita detectar X sin conocer X; en nuestro caso, que 
agentes no virtuosos seleccionen comportamientos virtuosos. La selec- 
ción natural es un claro ejemplo de selector ciego: se produce una selec- 
ción de comportamientos y rasgos adaptativos sin que nadie seleccione.'* 
Ningún sujeto inteligente escoge (un gen causante de) una variación 
anatómica o fisiológica que acaba por desembocar en el ojo humano, 
que permite adquirir información sobre el entorno, o en los huesos hue- 
cos de las aves, que les permiten volar. Hay algo parecido a un “diseño inte- 
ligente” sin inteligencia que diseñe. También lo hemos visto con el mer- 
cado. Sin que haya un sujeto penalizador que recabe la información, a 
pesar de ignorar las condiciones de producción, con sus elecciones los 
consumidores detectan a los productores eficientes y penalizan a los que 
no se comportan “bien”. El consumidor es una suerte de “justiciero igno- 
rante”. Aunque no tiene ni idea de cómo se fabrica el producto que com- 
pra, con su decisión de dejar de consumir lo que no le gusta está casti- 
gando al productor ineficiente o, lo que viene a ser lo mismo, identificando 
al mejor. Con su comportamiento, generalizado, está actuando como un 
“selector ciego”: al escoger el producto X producido por A, penaliza sin 
pretenderlo al productor (ineficiente) B. No necesita saber nada sobre 
las condiciones de producción de X, sobre las tareas que realizan A o B. 
Le basta con saber lo que quiere: X o Y. 

La calidad de la democracia liberal dependerá de si está en condiciones 
de actuar como un selector ciego de virtud, de si el mercado político, que 
funciona sin virtud, permite detectar la virtud que la deliberación nece- 
sita. En principio, el mercado político debería oficiar del mismo modo que 


16 D. Dennett, Darwin's dangerous idea: evolution and the meanings of life, Nueva 
York, Allen Lane, 1995. Quienes destacan las diferencias entre la racionalidad 
(y la cultura, en general) y la selección natural subrayan la capacidad 
de anticipación de la primera, capaz de escoger lo mejor, de esperar o dar 
un paso atrás para ir más lejos, frente a la segunda, ciega, obligada a escoger 
lo mejor que viene. De todos modos, la idea del selector ciego apunta a que, 
en el fondo, da lo mismo. La selección natural se vería como un algoritmo 
genético: sucesivas iteraciones en las que se retiene el mayor elemento 
de la población desembocan, convergen, en un resultado óptimo. Mutaciones 
y selección según algún criterio desembocan en resultados inteligentes (incluso 
el proceso de invención sería mecanizable), véase J. Holland, Hidden order: 
How adaptation builds complexity, Reading, ma, Addison-Wesley, 1995. Desde 
otro punto de vista, se ha sostenido que hay posibilidad de anticipación 
de adónde se llegará en la naturaleza o al menos tanta como en la evolución 
cultural, véase A. Mesoudi, “Foresight in cultural evolution”, Biology and 
Philosophy, 23, 2008. 
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el mercado económico: los ciudadanos, que no asumen los costes de infor- 
mación de la actividad política, seleccionarían en las elecciones a los mejo- 
res. Pero hay una diferencia que lo impide: los políticos no presentan pro- 
ductos definidos; no los presentan ni, de hecho, están en condiciones de 
presentarlos, porque no saben los retos a que tendrán que enfrentarse. 
Los escenarios políticos son siempre futuros e inciertos y, por ello, se com- 
plica especificar los “contratos”, no hay modo de saber qué es lo que se 
adquiere. Y eso otorga a los políticos amplios márgenes de discrecionali- 
dad. No son mandatarios que siguen instrucciones sino que, una vez ele- 
gidos, toman sus propias decisiones acerca de cuáles son los problemas a 
resolver y cómo hacerlo. En esta situación no se parecen al fabricante de 
un refresco sino a un mecánico o a un médico, a un individuo que me vende 
un servicio genérico: ignoro cuál es el problema, por eso lo contrato, y él 
sabe que no tengo modo de evaluar su gestión. Al igual que el político, no 
recibe instrucciones para la realización de tareas precisas: él mismo decide 
la naturaleza del producto. El individuo que compra los servicios no tiene 
ningún modo de controlar sin costes -de otro modo, ¿para qué compra- 
ría sus servicios profesionales?— la actividad de aquel que, en principio, 
tiene a su servicio. Y éste, por su parte, no tiene ningún interés en una tarea 
que supone mayores costes y menores beneficios si se realiza con mayor 
pulcritud, a sabiendas de que su comprador es incompetente —por eso lo 
contrata a él- para determinar si cumple o no. 

No es que el mercado no identifique la virtud, que se muestre insensi- 
ble a ella, sino que los mismos mecanismos de representación política, 
que se justifican por su capacidad para identificar las disposiciones públi- 
cas, son los responsables de la penalización de esas disposiciones. Ya sabe- 
mos como opera el mecanismo. Dadas las condiciones de funcionamiento 
de la democracia liberal, el votante no necesita estar interesado en la cosa 
pública: ignora la gestión y por lo mismo no puede evaluar las políticas. 
Lo único que sabe el votante es que no sabe: por eso escoge a un político y 
por eso le retribuye. Por su parte, los representantes, que no son mandata- 
rios, han de estar en condiciones de deliberar, de atender a las mejores razo- 
nes y, por tanto, han de poder modificar sus criterios. Esa situación les otorga 
una enorme discrecionalidad en la elección de los objetivos y en su reali- 
zación. De ahí, de esa desigual información, surgen los problemas. 

La idea central es que la relación entre representantes y representados, 
en la que los primeros son elegidos por los segundos, participa de una serie 
de características que hacen imposible la selección de los mejores. Hay al 
menos dos tipos de problemas relacionados con la información asimétrica 
—unos disponen de más información que otros—: un problema agente-prin- 
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cipal, el imposible control —de la actividad— del representante cuando sus 
intereses no coinciden con los del representado (y hay muchas razones para 
pensar que no coinciden, como nos recordó Michels, hace casi cien años);” 
un problema de selección adversa, de identificación del buen representante, 
ante la imposibilidad de verificar lo que el representante cuenta y, por ende, 
utilizar esa información como criterio. 

En lo esencial, el tipo de relación entre elector y votante es la misma 
que el consumidor tiene con un servicio técnico, un médico o un aboga- 
do. El mecánico honrado nos dirá cuál es el verdadero problema de nues- 
tro coche o la pieza realmente estropeada; el médico, el tratamiento estric- 
tamente necesario; el abogado, el tiempo empleado en estudiar nuestro 
caso. Los tramposos, no. En esas situaciones, cuando el vendedor sabe lo 
que vende pero el comprador no, la competencia produce importantes 
patologías.'* 

El mercado de los coches usados, un paradigma de información asimé- 
trica, nos permite ver cómo funcionan (mal) las cosas.'? En el mercado hay 
vendedores de coches en buen estado y vendedores de camelos. Imagine- 
mos que un coche en buen estado es valorado por un vendedor a 10.000 
euros —por encima de ese precio está dispuesto a vender— y por el com- 
prador a 12.000, y que a otro coche, de baja calidad, el vendedor lo valora 
en 1.000 euros y el comprador en 2.000. Si el comprador y el vendedor 
saben cuál es la calidad de los coches, cuál es el bueno y cuál es el malo, el 
mercado funcionará, se producirá la transacción, pues el comprador valora 
el coche más que el vendedor. Ahora bien, las cosas cambian si el com- 
prador ignora la calidad del coche, si no sabe si el que le ofrecen es el bueno 
o el malo. No estará dispuesto a pagar más allá de una cierta cantidad —quizá 
el promedio, 7.000— que es inferior al precio mínimo de venta del honesto 
comerciante, 10.000. En esas condiciones, los honestos se marcharán y sólo 
quedarán los tramposos. El vendedor honesto nos dará un precio que se 
corresponde con los costes reales. Pero no tiene manera de transmitirnos 
su condición, que ha reparado lo que dice que ha reparado, que el coche 
tiene los kilómetros que señala el cuentakilómetros. Como nosotros no 


17 R. Michels, Los partidos políticos, Buenos Aires, Amorrortu, 1979. 

18 Como ha demostrado la teoría económica de los mercados de información 
asimétrica, véase Nobel Prize Fundation, “Markets with asymmetric information”, 
2001, <http://nobelprize.org/economics/laureates/2001/adv.html>; J. Eatwell, 

M. Milgate y P. Newman (eds.), Allocation, information, and markets. 
New palgrave, Londres, Macmillan, 1989; 1. Stadler y D. Pérez, Introducción 
a la economía de la información, Barcelona, Ariel, 1994. 

19 G. Akerlof, “The market for lemons: quality uncertainty and the market 

mechanism”, Quarterly Journal of Economics, 84, 1970. 
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tenemos modo de distinguir al fraudulento del honesto, los que hacen tram- 
pas obtienen un mayor beneficio. El honesto no podrá sobrevivir a la pro- 
pia competencia. O, de otro modo: todos tienen incentivos para mentir y 
no podemos distinguir a unos de otros. 

Algo parecido sucede en el mercado político, caracterizado por la exis- 
tencia de oferentes/políticos profesionales con capacidad discrecional e 
informados y votantes/consumidores desinformados.” El político no recibe 
instrucciones para la ejecución de tareas precisas. Su contrato, el programa 
para el que lo eligen, no lo ata. Primero porque la propia competencia 
anima a la imprecisión programática: el mejor modo de contentar al mayor 
número, de ganar votos, es no molestar a nadie, no decir nada, la vague- 
dad. Pero también por la propia naturaleza de la actividad, porque ha de 
contemplar la posibilidad de cambiar de punto de vista (y de agenda) y 
porque no hay modo de anticipar hoy los problemas de mañana. Dispone 
de una enorme discrecionalidad en la elección de los objetivos y en su plas- 
mación. Puede escoger entre el objetivo A y el B y, además, puede descri- 
bir a su gusto la accesibilidad de A y de B. En ese sentido, existe una situa- 
ción de asimetría informativa entre políticos y votantes. Con desigualdad 
informativa, el ciudadano no tiene modo de discriminar entre el político 
sincero y el embaucador, el que tergiversa sus quehaceres y sus méritos para 
asegurarse el poder. Él, sencillamente, no sabe. Precisamente por eso se jus- 
tifica la división del trabajo entre unos y otros, porque “no todos están en 
condiciones de evaluar la gestión”. En esas condiciones, el político siem- 


20 D. Sappington, “Incentives in principal-agent relationship”, Journal of Economic 
Perspectives, 5, 1991; J. Bendor, S. Taylor y R. van Gaalen, “Politicians, bureaucrats, 
and asymmetrical information, American Journal of Political Science, 31, 1987; 

J. Ferejhon y J. Kuklinski (eds.), Information and democratic processes, Urban, 
University of Illinois Press, 1990; J. M. Maravall, El control de los políticos, Madrid, 
Taurus, 2003; D. Kiewiet y M. McCubbins, The logic of delegation, Chicago, 

The University of Chicago Press, 1991; B. Mitnick, “The theory of agency and 
organizational analysis”, en N. Bowie y R. Freeman (eds.), Ethics and agency theory: 
An introduction, Nueva York, Oxford University Press, 1992; J. M. Maravall, 

El control de los politicos, Madrid, Taurus, 2003; E. Bjornlund, Beyond free and fair: 
Monitoring elections and building democracy, Baltimore, Maryland, The Johns 
Hopkins University Press, 2005. 

21 Si todos pueden hacerlo igual de bien, las elecciones de representantes pierden 
bastante sentido. Todos estarían en condiciones de gobernar. La división del 
trabajo no quedaría justificada en razones de eficiencia. ¿Por qué no utilizar, por 
ejemplo, un sistema rotatorio o de loterías para los cargos políticos que, después 
de todo, es menos perverso (no se requiere el poder económico o el conspiratorio, 
siempre necesarios en el mercado electoral) y menos desintegrador (no es 
necesario competir agresivamente con los demás)? 
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pre podrá exagerar las dificultades, escoger como tareas a realizar aque- 
llas que ya vienen “dadas”, ofrecer metas fáciles de obtener de manera tal 
de poder alcanzarlas siempre, tergiversar la descripción de su esfuerzo, enfa- 
tizar unos problemas y escamotear otros más importantes pero con solu- 
ciones complicadas que, por ejemplo, requieren cambios en el comporta- 
miento de los ciudadanos. 

El ciudadano no está en condiciones de distinguir entre el político que 
se esfuerza honestamente por conseguir un resultado difícil y el que pre- 
senta como complicado lo que da por seguro (un buen ciclo de la econo- 
mía mundial); entre el que argumenta con datos fiables y el que manipula 
los presupuestos y las contabilidades. Por supuesto, por la misma razón, 
de nada le sirve lo que digan los otros políticos: no tiene manera de dis- 
tinguir entre las críticas veraces y las interesadas. El ciudadano sabe eso y 
sabe que no puede deslindar a unos de otros. En esas condiciones, el polí- 
tico virtuoso que emplea su tiempo en estudiar los problemas e intentar 
resolverlos se encuentra en peores condiciones que el que dedica su tiempo 
a asegurar su reelección con favores, presencia en los medios de comuni- 
cación, acciones populistas, etc. De hecho, si resuelve los problemas per- 
fectamente los ciudadanos ni siquiera se enterarán de su existencia. Si 
una política antiterrorista es eficaz, los atentados no tendrán lugar. Si un 
ministro de sanidad se anticipa a una epidemia, nadie sabrá lo que habría 
podido ocurrir. Si no hay incendios, no se sabrá si se trata de buena ges- 
tión o de buena suerte. Si alardea de ello, la oposición lo ridiculizará. Por 
principio, el sistema político presenta un sesgo en contra del comporta- 
miento virtuoso. Que la oposición diga que las cosas son de un modo u 
otro —que se “inventen”, o no, sus éxitos— de nada sirve. El votante sabe que, 
por las mismas razones que el gobierno, la oposición tiene motivos para 
inventarse problemas, cebar otros y escamotear los aciertos. Por ejemplo, 
para reprochar al gobierno que no hace lo que no puede hacer, para atri- 
buirle los problemas de los que no es responsable o por no anticipar las 
dificultades que nadie podía prever. Basta con pensar cómo asuntos como 
la violencia doméstica, la emigración o la delincuencia pasan de ser cen- 
trales a irrelevantes sin que cambien los datos de fondo. 

En el caso económico, los mercados con información asimétrica requie- 
ren, para no derrumbarse, la intervención pública. Pero eso, naturalmente, 
le está vedado al poder político. Por definición, no hay nada público 
“externo” a él. También cabrían otras dos opciones: una ciudadanía mejor 
informada, que controlase la gestión, o una mayor especificación del “con- 
trato”, del compromiso explícito del político con sus votantes acerca de 
las tareas a realizar, de su cuándo y su cómo. Pero también resultan impo- 
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sibles por definición, por el diseño mismo de la democracia liberal: ciu- 
dadanos ignorantes sin interés en las actividades públicas, representantes 
políticos que no son mandatarios, que no siguen instrucciones específicas, 
que han de estar en condiciones de corregir sus juicios y modificar las 
opiniones. La desaparición de la asimetría informativa exige disposición 
cívica de la ciudadanía; la especificación del contrato aleja de la obligada 
discrecionalidad de una actividad que no puede anticipar los escenarios. 
En suma, la democracia no reconoce información sobre la excelencia. Los 
mercados políticos no operan como selectores de los mejores. 

Parece, pues, que la democracia deliberativa liberal, que necesita de la 
virtud de unos pocos, es incapaz de reconocer la virtud que necesita. Los 
mercados políticos no operan como selectores de ciudadanos virtuosos. 
La irrelevancia de las deliberaciones en el legislativo, la vaciedad indife- 
rente de los programas, la conversión de los partidos en maquinarias elec- 
torales, la ausencia de debates de ideas, la proliferación de populismos y 
de mercadería política, el absentismo ciudadano, las dificultades de finan- 
ciación de los partidos, en suma, los problemas de la “democracia con- 
temporánea”, muchas veces presentados como circunstanciales, son algo 
más que anécdotas. La consecuencia es que no se dan las correctas condi- 
ciones para que la deliberación pueda asegurar una correcta ponderación 
de los intereses generales. Y una deliberación en malas condiciones puede 
ser peor que ninguna deliberación. 


EL LIBERALISMO DE LA DEMOCRACIA LIBERAL 


Nos queda el consuelo de que, al menos, la libertad negativa queda prote- 
gida. El pie liberal, los derechos, no están expuestos a las patologías de la 
selección política. Pero también ahí hay lugar para las dudas. Las prime- 
ras, de principio, atañen a la justificación o, si se quiere, la legitimidad de 
unos derechos que limitan la voluntad del legislador democrático. Una vez 
que se rompe la conexión entre democracia —decisiones deliberadas— y jus- 
ticia, la justicia ha de asegurarse desde “fuera” de la democracia. Pero eso 
tiene sus problemas. No resulta sencillo aceptar que existen límites a lo que 
una comunidad política puede decidir. Un autogobierno en el que otro 
tiene la última palabra para decidir lo que se puede decidir es cualquier 
cosa menos autogobierno. No sólo eso: existen instituciones (el control 
judicial de constitucionalidad), esto es, individuos, con amplio poder dis- 
crecional para poner vetos a las decisiones de las mayorías políticas, para 
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determinar cuándo la voluntad de la comunidad democrática se ha extra- 
limitado. El carácter abstracto —o vago—, cuando no conflictivo o contra- 
dictorio, de las disposiciones constitucionales dejaría la última palabra 
acerca de las decisiones políticas en manos de unos jueces pocas veces con- 
tenidos a la hora de levantar el vuelo interpretativo. Unos jueces que, en 
el mejor de los casos, tienen una remota legitimidad democrática, que no 
dejan de reproducir ellos mismos las diversas opiniones de la comunidad 
política y que, al cabo, cuando tienen que decidir acaban aplicando la regla 
de mayoría, esto es, la misma en cuya desconfianza justifican su propia 
intervención.” 

Por supuesto, no faltan las réplicas: que los derechos son condición de 
posibilidad de la democracia, los requisitos que permiten su funciona- 
miento; que los derechos aseguran la justicia y que sin justicia —con pode- 
res despóticos de unos sobre otros, por ejemplo— no hay democracia. O, 
dicho de otro modo, que la política debe estar sometida a la justicia; que 
las decisiones se han de poder rectificar y ello sería imposible si la mayo- 
ría se impone irreversiblemente a otras opiniones, circunstancialmente 
minoritarias, cuya preservación los derechos garantizan; que, al igual que 
Ulises —quien, para evitar su propia flaqueza ante los cantos de las sirenas, 
reclama a su tripulación que lo ate al mástil de su nave y no hagan caso a 
cualquier orden contraria posterior—, la comunidad política puede deci- 
dir limitar su voluntad para preservarse de sus propios errores, sobre todo 
de los errores a corto plazo que la propia dinámica de la competencia 
electoral puede acarrear y que llevan a desatender las condiciones de con- 
tinuidad de la propia democracia (prometer todo a los votantes actuales, 
gastar el presupuesto para ganar elecciones, manipular la información para 
favorecer a mayorías circunstanciales). 

Tampoco faltan réplicas a las réplicas. Por ejemplo, las que recuerdan 
que no parece muy coherente establecer unos derechos para preservar la 
—las circunstancias de— autonomía de los ciudadanos y, a la vez, no tener 
en cuenta lo que es el resultado práctico del ejercicio de esa autonomía, a 
saber, las decisiones políticas de esos mismos ciudadanos. En todo caso, 
para lo que aquí nos interesa no está de más recordar que, en buena medida, 
la necesidad de protegerse de los peligros de la democracia —y, muy fun- 


22 También aquí hay implícitas importantes polémicas de filosofía jurídica, acerca de 
la deseable / inevitable discrecionalidad de los jueces. Para una exposición 
actualizada de los distintos puntos de vista, eso sí, comprometida con el punto de 
vista formalista, según el cual hay que procurar que las leyes sean claras, sin dejar 
que “el contexto” o el juez tengan una última palabra, véase F. Laporta, El imperio 
de la ley, Madrid, Trotta, 2008. 
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damentalmente, el temor a que la democracia derive en tiranía de la mayo- 
ría— es consecuencia inevitable de la dinámica de la democracia liberal, 
cuyo supuesto de funcionamiento es la ausencia de virtud ciudadana. Si 
los ciudadanos, en sus decisiones políticas, no atienden a otra cosa que a 
su interés desnudo, si no ponderan la pertinencia normativa de las distin- 
tas reclamaciones, las decisiones democráticas no caminan en la misma 
dirección que la justicia; o, peor, caminan en dirección contraria, al menos 
en sociedades en las que las desigualdades económicas se traducen en 
desigual capacidad de influencia política, en desigual poder de hacer pre- 
sente la propia voz. En esas condiciones, para el liberal, que no puede 
confiar en la democracia, el problema es dónde fundamentamos la justi- 
cia y los derechos. Y tras ese problema, de principio, viene otro real: ante 
tal falta de asidero intelectual, qué garantía tenemos de que las proteccio- 
nes, los derechos, las apelaciones a la justicia, no sean más que un modo 
de revestir con noble retórica las decisiones reales de quienes están en con- 
diciones de imponer sus intereses. Un temor nada injustificado sobre todo 
para quienes, como los liberales, desconfían de la sociedad y, por eso mismo, 
justifican la necesidad de “cotos vedados”.?* 

Junto a las dudas acerca de la legitimidad —de principio y práctica— de 
los derechos, también hay otras respecto de la capacidad real de la demo- 
cracia liberal de asegurar la libertad liberal, la libertad negativa. La ausen- 
cia de virtud cívica, que justifica los derechos, la necesidad de protección 
frente a unas decisiones de la mayoría que pueden derivar en intromi- 
siones arbitrarias, también puede dificultar la garantía y la preservación 
de esos mismos derechos. “Así como las buenas costumbres, para conser- 
varse, tienen necesidad de las leyes, del mismo modo, las leyes, para ser 
observadas, necesitan buenas costumbres”, decía Maquiavelo.” Las mejo- 
res leyes no sirven sin virtud ciudadana. En la perspectiva liberal, los dere- 
chos acotan aquellos ámbitos sobre los que nadie, y en especial la comu- 
nidad política, tiene nada que decir. Nadie tiene que decidir, por ejemplo, 
dónde quieres vivir o lo que puedes opinar. El peligro es que, precisamente 
porque no tiene nada que decir sobre tus derechos, no se sienta compro- 
metido con su defensa. Las mejores constituciones del mundo sirven de 
poco sin aliento ciudadano. Ni las constituciones ni los controles judi- 
ciales, permeables como son a las sociedades, a sus tensiones y a su falta 


23 Quien ha expuesto con mayor claridad este punto de vista es J. Waldron, Derechos 
y desacuerdos, Madrid, Marcial Pons, 2005. 

24 En la feliz fórmula de E. Garzón Valdés, precisada, entre otros muchos lugares, 
en “Algo más acerca del “coto vedado””, Doxa, 6, 1989. 

25 N. Maquiavelo, Discursos sobre la primera década de Tito Livio, libro 1, 18. 
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de virtud (o, en todo caso, porque resulta difícil impartir justicia si no se 
confía en que la sociedad cree en la justicia). Otra cosa es que la propia 
comunidad política, porque lo tenga por justo, considere que debe ase- 
gurarte la posibilidad de poder escoger vivir donde quieras, de decir lo 
que te parezca o de educarte; y, por lo mismo, por razones de justicia, no 
cree que deba asegurarte aunque no pueda impedirte— la posibilidad de 
realizar un viaje para contemplar la Tierra desde una nave espacial. En 
tales casos, cuando la garantía de los derechos es la propia comunidad 
democrática, el compromiso de los ciudadanos, la libertad no peligra. Pero, 
claro, para ello requiere virtud cívica, exactamente aquello de lo que la 
democracia liberal prescinde. 


AX A 


Las ideas de democracia examinadas no requieren para su funcionamiento 
de la participación activa de los ciudadanos y, en ese sentido, se acomo- 
dan bien a un liberalismo que busca la maximización de la libertad nega- 
tiva, esto es, la minimización de las interferencias públicas, entre ellas las 
obligaciones y las responsabilidades. Desde una perspectiva liberal, la demo- 
cracia quedaría justificada en la medida en que, con las mínimas intromi- 
siones y exigencias de participación, atiende a las preferencias colectivas 
sobre los necesarios bienes públicos (las leyes, muy en primer lugar, y su 
cumplimiento), bienes que los individuos necesitan para sus acuerdos con- 
tractuales privados, para sus negocios, bienes que solventen múltiples pro- 
blemas de acción colectiva que los sujetos generan, pero no resuelven espon- 
táneamente. El problema es que, como se acaba de ver, en ninguna de sus 
versiones se puede decir que la democracia liberal asegure las mejores deci- 
siones, ni las más justas ni las que garantizan el mayor bienestar. Las difi- 
cultades tienen que ver con la conjunción de, por un lado, la naturaleza 
de la actividad política y, por otro, el diseño (mecanismo de competencia 
en la selección de los representantes) de la propia institución. El primer 
aspecto es inamovible: la política es una actividad práctica por definición 
y, por ende, orientada al futuro y a escenarios cambiantes. El segundo sí 
lo es. Las instituciones son diseños que sirven y se justifican desde ciertos 
propósitos. Como se verá, hay razones para pensar que la participación 
contribuiría a mejorar la calidad de los procesos deliberativos. Entre otras 
cosas, la participación disminuye las asimetrías informativas, estimula la 
virtud de los representantes, que se saben “vigilados y alentados”, propor- 
ciona base cognitiva a las intervenciones, garantiza a los ciudadanos flu- 
jos informativos y los compromete en las decisiones, lo que, entre otras 
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cosas, disminuye los costes de las intervenciones políticas. La dificultad 
radica en que para que la participación se produzca se requieren unas 
disposiciones cívicas que, como se verá en el próximo capítulo, el mercado 
erosiona sistemáticamente. La participación puede favorecer el desarrollo 
de la virtud y también contribuir a identificar una virtud que es condi- 
ción de posibilidad de las buenas decisiones políticas, del buen funciona- 
miento de la democracia. Pero la democracia de mercado es insensible a 
la virtud. Es una democracia a la altura del mercado. 


IV 


Democracia liberal y mercado 


Las obligaciones de las recompensas de los beneficios 

y mercedes recibidoras son ataduras que no dejan campear 
al ánimo libre. 

Miguel de Cervantes 


La democracia y el mercado son instituciones que resuelven problemas 
colectivos. Desde cierta perspectiva, el mercado se puede entender como 
un sistema de asignación de recursos escasos en el que individuos que 
sólo atienden a su particular beneficio aseguran el funcionamiento de los 
procesos económicos. En el mercado, los agentes expresan sus demandas 
e intercambian sus dotaciones, bienes, trabajo o dinero. Nadie se preocupa 
por nadie pero, en competencia, cuando cada uno procura su interés se 
ve obligado a ofrecer un buen producto. De ese modo, sin que nadie lo pre- 
tenda, sin ninguna instancia centralizada que averigúe y determine qué y 
cuánto quiere quién, se coordinan los procesos económicos: los precios 
transmiten información acerca de lo que se quiere, de lo que permite obte- 
ner beneficios y de lo que, por tanto, hay que producir. Por su parte, la 
democracia es un sistema de autogobierno colectivo, de toma de decisio- 
nes sobre la vida compartida, que tiene como punto de partida, en algún 
grado, la voluntad de los ciudadanos. En principio, son los ciudadanos 
los que establecen las leyes a las que voluntariamente se someten y su volun- 
tad soberana es la fuente de legitimidad última. Mal que bien, ese princi- 
pio sirve para dar por buenas las decisiones políticas, incluso cuando no 
son los ciudadanos quienes directamente gobiernan, sino que se limitan a 
elegir a unos representantes que hacen las leyes a las que los ciudadanos 
se someten como sucede en la democracia liberal. 

Como se acaba de ver, a pesar de que se ocupan de asuntos diferentes, 
pueden reconocerse importantes paralelos entre democracia liberal y mer- 
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cado. Los partidos políticos, como empresarios, hacen sus ofertas y com- 
piten por los votos de unos ciudadanos que, como pasivos consumido- 
res, se limitan a seleccionar aquellas propuestas que se ajustan a sus deman- 
das. En ese sentido, son comunes las comparaciones analíticas entre la 
democracia y el mercado. Tales comparaciones asumen que, a pesar de 
su diferente naturaleza, las dos instituciones operan con los mismos com- 
portamientos y las mismas reglas, con el mismo trasfondo motivacional 
(egoísmo) y la similitud, en lo esencial, de su mecanismo de funciona- 
miento: la competencia. 

Este peculiar diseño de la democracia responde a una cierta concep- 
ción de la sociedad y de las instituciones que, es, en el fondo, una con- 
cepción de la naturaleza humana y de la libertad y que ya nos resulta fami- 
liar: la primera es “egoísta y asocial”; la segunda se entiende como libertad 
negativa, esto es, como “ausencia de intromisiones”, de prohibiciones. 
De esas dos convicciones se sigue con cierta naturalidad una visión des- 
confiada de la sociedad: el ser humano es máximamente libre cuantos 
menos vínculos sociales mantiene, cuantas menos “intromisiones” padece. 
Para ese liberalismo, el interés es la raíz motivacional fundamental que 
cabe esperar de los humanos, el único cemento que sostiene los vínculos 
sociales. La sociedad está conformada por individuos carentes de toda dis- 
posición pública. Sus relaciones se basarían en el interés, en el beneficio. 
Cuando hay intereses coincidentes o compatibles, las relaciones no plan- 
tean mayores problemas: si usted y yo adoptamos un acuerdo (un con- 
trato privado) que a los dos nos resulta ventajoso y que no afecta a terce- 
ros, nadie puede decir nada. 

Sin embargo, en otros casos, hay relaciones de coordinación (un acuerdo 
para conducir por la derecha o la izquierda) o de conflicto (intereses 
enfrentados al distribuir la riqueza o recursos escasos) que imponen la 
necesidad de algún tipo de institución reguladora, que asuma la tarea 
de diseñar las reglas o de solucionar los conflictos. Y la “necesidad de las 
instituciones” plantean dos tipos de problemas: motivacionales y norma- 
tivos. Por una parte, dada la naturaleza humana, egoísta, cualquier acción 
pública, destinada a “resolver los problemas de todos”, es percibida como 
una costosa tarea. Nadie quiere asumir las tareas de vigilancia y penaliza- 
ción, la creación y el mantenimiento de instituciones y leyes que penali- 
cen alos que no están por la labor. Pero, además, y ése es el problema nor- 
mativo, para el liberal clásico la ley supone interferencia y, por tanto, 
menoscabo de la libertad. Si se quiere respetar la libertad, las institucio- 
nes han de ser mínimas. Para la concepción liberal, los individuos son 
máximamente libres cuando son mínimamente sociales, cuando no se ven 
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interferidos por los otros, en particular, cuando las instituciones públi- 
cas no reclaman su participación y cuando no se entrometen en su vida 
y en sus acuerdos. La democracia liberal, como se vio, es el diseño insti- 
tucional llamado a resolver esa complicada ecuación: cómo lograr, con las 
mínimas intromisiones, con la mayor libertad negativa, que individuos 
egoístas aseguren las “buenas” decisiones colectivas una vez asegurada la 
igualdad política (de voto). 

Sin embargo, la coexistencia entre el mercado y la democracia —y quizá, 
mejor decir, la política sin más— no es sencilla. El mercado que, por una 
parte, necesita de la democracia, por otra parte socava sus condiciones 
de funcionamiento. Aunque las consideraciones que siguen atañen a cual- 
quier idea de democracia, esa erosión es mayor en las democracias que 
requieren mayor compromiso cívico que, por lo demás, son las que están 
en mejores condiciones de suministrar la trama de bienes públicos que 
el mercado requiere. 


LA DEMOCRACIA FRENTE AL MERCADO 


Como se vio, desde cierta perspectiva el mercado constituye el escenario 
social por excelencia de cristalización de la mirada liberal: sin intromisio- 
nes externas, sin imposición de normas, el interés propio y la libertad de 
cada uno para establecer acuerdos que, en principio, sólo lo comprome- 
ten a él (sus contratos con otros, sus intercambios privados) resultan sufi- 
cientes para que la vida social funcione. Allí se encuentran el vendedor, que 
quiere obtener beneficios, y el comprador, que quiere satisfacer sus prefe- 
rencias. El primero no está interesado en atender a las necesidades del 
segundo, pero si quiere conseguir sus metas ha de hacerlo y del mejor modo. 
Si alguien necesita un bien y no hay suficiente, su precio subirá, y ante la 
oportunidad de beneficio algún otro estará interesado en producirlo. Según 
una imagen bastante extendida, aunque no exenta de problemas, los pre- 
cios actúan como señales que indican lo que escasea, lo que hay que pro- 
ducir, en qué cantidad y para quién. Los procesos económicos se coordi- 
nan sin que nadie se preocupe por ello ni se entrometa en la vida ajena, 
sin que nadie —ninguna institución centralizada, pública— se ocupe de reco- 
ger la información acerca de qué se necesita, de quién ha de producirlo o 
para quién, de asignar las tareas y organizar las labores. Basta cada uno, 
procurando para sí, con su información y con sus acuerdos privados. El 
mercado “coordina las actividades individuales de personas egoístas sin 
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necesidad de directrices políticas detalladas”. La “mano invisible” es la 
metáfora que intenta capturar esa imagen de un orden sin autoridad. 


AL MERCADO LE CONVIENE LA DEMOCRACIA... 


Sin embargo, el mercado no puede prescindir de las intervenciones públi- 
cas y la “mano invisible” necesita de la presencia institucional. El mercado 
es incapaz de suministrar bienes básicos para el funcionamiento de las 
sociedades. Sucede, en primer lugar, con los bienes públicos, bienes en los 
que la oferta a uno es la oferta a todos y en los que resulta imposible excluir 
a nadie de su consumo. Dadas esas características, no hay modo de cobrar 
a los individuos que los consumen y, por tanto, nadie está interesado en 
su producción. Bienes característicos de esa naturaleza son el (manteni- 
miento del) aire limpio o la defensa nacional. En principio, también lo es 
la ley, cuyo objeto “es siempre general”? Inevitablemente, dada su natura- 
leza, las leyes son bienes públicos: la oferta es siempre a todos (los ciuda- 
danos) y, una vez promulgada, se aplica sin excepción. Todos están some- 
tidos a su imperio, esto es, nadie queda excluido de su consumo. Y el 
mercado necesita esencialmente de la ley: la comisión antimonopolio, 
que garantiza la competencia, es una y es pública; la propiedad y sus garan- 
tías requieren de la ley y de los tribunales, etc. Necesita de la ley, pero no 
encuentra a nadie, en el propio mercado, dispuesto a “producirla” preci- 
samente por su condición de bien público. 

Vale la pena ilustrar el problema con un sencillo modelo (el dilema del 
prisionero) de la teoría de juegos. Las alternativas están recogidas en la 
siguiente matriz, en la que el primer número de cada par indica el benefi- 
cio neto de A para cada una de las posibilidades, y el segundo número el 
beneficio de B. En aras de la sencillez representativa nos referiremos a dos 
compañías navieras que cubren la misma ruta y que se plantean la finan- 
ciación de la construcción de un faro; aunque lo mismo valdría, en gene- 


1]. Buchanan, “Vuelto a nacer economista”, en W. Breit y R. Spencer (eds.), 
Mi vida como economista, Madrid, Celeste, 1993, p. 220. 

2 J.-J Rousseau, Contrato social, 1, 11, Cap. VI. 

3 Lo que no quiere decir que la ley regule bienes públicos. Sencillamente, la ley, que, 
por supuesto, puede beneficiar a X o perjudicar a Y, no se refiere a X o a Y, sino 
que se aplica a todos (los que se encuentran bajo ciertas circunstancias). En todo 
caso, conviene advertir que cuando Rousseau dice que la ley es general también 
quiere destacar que la ley es justa. 
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ral, para los individuos que, en el “estado de naturaleza” buscan asegurar 
unas reglas de juego (un Estado) para convivir o, más específicamente, para 
un conjunto de empresarios interesados en la existencia de un sistema legal 
(un marco jurídico, un cuerpo policial) que les garantice un escenario 
donde operar, que les asegure el derecho a la propiedad y donde realizar 
transacciones: de hecho, el ejemplo resulta más iluminador si se piensa en 
A como uno (cualquiera, cada uno de ellos) de los empresarios y B como 
“todos los demás”. Cada una de las empresas está interesada en la existen- 
cia del faro y se enfrenta a la decisión de financiarlo o dejar que la(s) otra(s) 
lo haga(n) y, de ese modo, beneficiarse de su uso. En el caso de los empre- 
sarios, cada uno quiere que alguien vele por la propiedad, pero que “los 
demás” asuman el coste de mantener a jueces y policías. Sean: FA, “finan- 
cia A”; FB, “financia B”; NFA, “No financia A”; NFB, “No financia B”. De 
modo que el orden de preferencias —el orden en que valora las distintas 
posibilidades— de A es: (FB+NFA) > (FB+FA) > (NEB+NFA) > (NFB+ 
FA). El orden de preferencias de B, obviamente, es el opuesto. Las alterna- 
tivas están recogidas en la siguiente matriz, en la que el primer número de 
cada par indica el beneficio neto de A para cada una de las posibilidades y 
el segundo número, el beneficio de B. 


Financia B No financia B 
Financia A 8,8 5, 11 
No financia A 11,5 6,6 


Como recoge el cuadro, en la casilla superior de la izquierda, cuando las 
dos compañías se manifiestan dispuestas a cooperar en la financiación y 
cumplen sus compromisos de compartir los costes, cada una de ellas obtiene 
un beneficio neto de 8, un resultado bastante atractivo. Sin embargo, en un 
sistema privado ésa no es una solución de equilibrio porque para cada uno 
es mejor —que el resultado cooperativo (8)- abstenerse de cooperar y que 
la(s) otra(s) asuma(n) enteramente los costes: obtienen 11. Así, si A com- 
para el beneficio de asumir ella sola la financiación (5) con el de quedarse 
sin el faro (6), le resulta más ventajoso no hacerse cargo. Esto es, haga lo 
que haga la otra compañía, tanto si coopera como si no, lo mejor es abs- 
tenerse de cooperar. Y lo mismo vale para B. La consecuencia, el resultado 
de equilibrio, es que no se edificará. En esa situación, cada una de ellas 
obtiene un beneficio de 6 que, como se ve, es peor que el que podrían obte- 
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ner si cooperaran en la financiación (8,8) y que, en ese sentido, prefieren: 
la cooperación es óptima en sentido paretiano, pues cada una mejora sin 
que la otra salga perjudicada. La situación de cooperación se corresponde 
con las preferencias públicas, políticas, de las dos compañías, con lo que 
“quieren para todos”, pero no se produce espontáneamente. Sólo se dará 
si alguien asume la tarea (los costes) de atender a esas preferencias y de 
hacerlas cumplir, de poner a las compañías de acuerdo y de asegurar que 
no violan los compromisos (la ley), esto es: si existe un tercero que atienda 
al bien común. Ese tercero, naturalmente, no puede ser otro agente pri- 
vado, que estaría en la misma situación que los anteriores: no quiere asu- 
mir unos costes de gestión que beneficiarían a todos por igual. Sólo se puede 
tratar de una institución pública que, de ese modo, responda a las prefe- 
rencias públicas de los ciudadanos acerca de lo que les conviene a todos. 
Pero no sólo se trata de los bienes públicos. El mercado tampoco pro- 
porciona importantes bienes, llamados “de mérito” (o “preferentes”) que, 
también en razón de ciertas peculiaridades de producción y/o consumo, 
no se demandan espontáneamente, porque los individuos no están en con- 
diciones de calibrar adecuadamente los beneficios que reportan, o, dicho 
de otro modo, porque para ser reclamados requieren cierta información 
que sólo su propio consumo o práctica proporciona: sólo después de haber 
estudiado matemáticas se desarrolla la sensibilidad —y el interés— por las 
matemáticas; sólo después de haber “sufrido” el entrenamiento musical 
se ejercita y se disfruta la capacidad musical.* No debe descuidarse que, 
desde cierta perspectiva, la educación o la sanidad pueden entenderse como 
bienes de mérito. En otros casos, por diversas circunstancias habituales 
de funcionamiento o de producción, el mercado resulta ineficiente, patoló- 
gico o, incluso, tiende a desaparecer y para su buen funcionamiento se hace 
necesaria la intervención institucional. Finalmente, el mercado es com- 


4 Con frecuencia, los derechos se comportan de ese modo: es el caso citado de las 
mujeres de la India, que no reclaman unos derechos (al propio cuerpo, a elegir 
pareja) que sólo pueden conocer cuando los han ejercido. 

5 Circunstancias habituales del funcionamiento (ineficiente) de los mercados 
son, entre otras, las asimetrías informativas entre compradores y vendedores: 
el consumidor que no tiene modo de distinguir la carne de buena calidad 
y que sabe que el vendedor tiene incentivos para ofrecer la mala, porque le resulta 
más barata, y sabe de la ignorancia del otro, acaba por dejar de comprar. 
Circunstancias habituales de producción son las externalidades y los rendimientos 
crecientes. Las externalidades (o efectos externos) son aquellos daños 
(externalidades negativas, como la contaminación) o beneficios (externalidades 
positivas, como la iluminación de la fachada de la propia casa) causados a otros 
por un agente y por los cuales no paga o cobra un precio. En el caso 
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patible con distribuciones de la renta profundamente desigualitarias y con 
necesidades básicas sin satisfacer. No hay que olvidar que en el mercado 
no se atienden todas las demandas, sino sólo aquellas que están respalda- 
das por dinero. Si en las sociedades de mercado no se producen las largas 
colas que se daban en los países de “socialismo real” no es porque exista 
abundancia, sino porque el criterio de distribución que opera es “que se 
lo lleve el que tiene dinero”, en lugar de “que se lo lleve el primero que lle- 
gue”. Nunca hay colas en la puerta de los hospitales de lujo, aunque no 
falten los enfermos. Además de hacer invisibles las demandas sociales, las 
distribuciones desigualitarias disminuyen las redes de confianza entre las 
gentes y, no menos importante, impiden el pleno funcionamiento (la efi- 
ciencia) del mercado, pues, como nos recordó Keynes, los ricos, a diferen- 
cia de los pobres, no gastan todo lo que ingresan, y, por ello, en ciertas con- 
diciones no exageradamente irreales el mejor modo de asegurar la actividad 
económica es redistribuir en favor de los pobres, que tienen mayores nece- 
sidades de consumo. 

Todas esas circunstancias, de naturaleza bien diferente, pueden justifi- 
car la intervención pública, que favorezca la eficiencia, el buen uso de los 
recursos, que impida que el mercado colapse o que asegure la atención a 
las demandas ciudadanas.* Por supuesto, que el mercado funcione mal o 
que sea incapaz de proporcionar ciertos bienes no basta para avalar la inter- 
vención pública y, en particular, la democracia. Los problemas del mer- 
cado constituyen una condición necesaria de la justificación de la demo- 
cracia: si el mercado pudiera resolver todos los problemas de coordinación 
social, la democracia sería innecesaria. Pero no son una condición sufi- 
ciente. También hay que mostrar que la democracia asegura las mejores 


de las externalidades negativas, el agente no tiene en cuenta todos los costes 

(es la sociedad la que “asume” la contaminación) de producir y, por ello, como 
la producción le resulta “barata”, su oferta es excesiva. En el caso contrario, 

con las externalidades positivas, sucede lo contrario: si el agente está asumiendo 
los costes de un bien que disfrutan (gratis) los otros, su producción será menor. 
Por su parte, los rendimientos crecientes de escala se dan cuando los incrementos 
en los inputs (por ejemplo, al duplicar factores de producción) se traducen en 
incrementos más que proporcionales del output (por ejemplo, se triplica 

el producto). En esa situación, muy frecuente, el coste por unidad producida 
disminuye con el tamaño de la producción y, por ello, es fácil desembocar 

en situaciones de monopolio y de oferta excesiva. 

6 En la nota anterior se mencionan apretadamente algunas, no todas, de las 
patologías del mercado que justifican las intervenciones públicas. Una 
presentación sencilla y breve puede encontrarse en A. Schotter, La economía 
de libre mercado. Una perspectiva crítica, Barcelona, Ariel, 1991. 
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condiciones para proporcionar los bienes que el mercado ignora y para 
solventar sus patologías. En los capítulos anteriores hemos visto que en el 
caso de la democracia liberal no siempre lo consigue. Pero también es cierto 
que mientras guarde algún —siquiera elemental- vínculo con la “voz” de 
los ciudadanos, no puede ser sistemáticamente desatenta a las demandas 
de segmentos numerosos de la población. Desde luego, ello no asegura las 
distribuciones igualitarias, pero las hace menos improbables, lo que, ade- 
más, ayuda a mantener la estabilidad que necesita el propio mercado.” Pero 
hay algo más, que afecta sobre todo a las democracias republicanas: cuando 
los ciudadanos participan en las decisiones se sienten comprometidos en 
el respeto a unas leyes que, en alguna medida, son “suyas”. Ese compromiso 
proporciona un cemento social (normas y legitimidad) que facilita la repro- 
ducción social, sin necesidad de unas cosas —otros bienes públicos—, pena- 
lizaciones y vigilancias que resultan obligadas cuando los individuos se 
sienten ajenos a las decisiones. 


... PERO A LA DEMOCRACIA NO LE CONVIENE EL MERCADO 


Pero si el mercado parece necesitar de la democracia, la relación no se ve 
correspondida: el funcionamiento de la democracia se ve erosionado por 
el mercado; dicho de otro modo, la relación no es estable, no hay retroa- 
limentación, no es el caso que el mercado favorezca a la institución que, 
para su buen funcionamiento, parece necesitar.* Aunque esta circunstan- 


7 A. Sen, Desarrollo y libertad, Barcelona, Planeta, 2000. 

8 No cabe ignorar la coexistencia de democracias liberales y de economías 
de mercado. Los mecanismos que aquí se mencionan describen la relación 
—la compatibilidad— del mercado —un mercado idealizado— con el ideal 
democrático. Obviamente, no establecen diagnósticos sobre la coexistencia 
empírica entre el mercado y la democracia. En realidad, la conocida correlación 
entre democracia y mercado se refiere antes que a otra cosa a la relación entre 
democracia y crecimiento económico. En la medida en que el primero asegura 
el crecimiento, no peligra la estabilidad de la democracia como sistema político 
(sobre todo si no se da una alta polarización social). Las relaciones que aquí 
se describen se refieren a mecanismos causales plausibles, al modo de los que 
llevaron a J. Elster a argúir que el acceso al capitalismo de las sociedades 
comunistas no era compatible con la democracia (“When communism dissolves”, 
London Review of Books, 2, 12, 1990); 0, más cercanamente, en un plano más 
filosófico, analítico, y referida a procesos endógenos, a E. Garzón Valdés a 
reconocer tendencias autodestructivas en la democracia y en el mercado, 
“instituciones suicidas” (Instituciones suicidas, México, Paidós, 2000). 
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cia afecta a los diversos modelos de democracia, incluida la democracia de 
mercado, resulta particularmente patológica para las que reclaman dis- 
posiciones cívicas. Los problemas se dan en diversas dimensiones: 

1. La democracia, incluida la democracia liberal, resulta imposible si no 
hay una trama de normas (lealtad, confianza, reciprocidad, etc.) que acei- 
tan la relación entre los ciudadanos. Incluso, el mercado es impensable si 
no se respetan las normas: podemos anticipar los comportamientos, saber 
a qué atenernos; los procesos económicos no requieren la presencia per- 
manente de abogados y policías para asegurar el cumplimiento; evitamos 
largos pleitos y continuas estafas. En ese sentido, las normas, en los esce- 
narios que operan, presentan algunos rasgos de los bienes públicos: no hay 
modo de excluir a nadie de su consumo, de cobrárselo a sus usuarios. Aun- 
que nos benefician a todos, nadie está interesado en asumir el “coste” de 
producirlas si no puede “cobrar” a quienes disfrutan de su existencia.? Como 
cualquier otro bien público, las normas se enfrentan al problema de su pro- 
ducción y de su reproducción: cada uno puede pensar que lo mejor es 
que los demás asuman la tarea de su mantenimiento, de cumplir los acuer- 
dos, de mantener la confianza, y que él se abstenga de hacerlo: obtendrá 
los beneficios sin incurrir en los costes.” Pero, claro está, cuando eso sucede 
nadie colabora y no hay bien público. 

El mercado necesita de las normas, pero no las produce. Es más, no 
sólo no las puede producir, sino que si lo “intenta”, desaparecen. La con- 
fianza, el respeto como los afectos— son bienes que no pueden tener pre- 
cio. Cuando se compran, se esfuman. No es que en la Rusia postsoviética 
faltase mercado, sino que sobraba, todo tenía precio y se vendía al mejor 
postor. Por otra parte, los comportamientos que alienta no son los mejo- 
res para su sostenimiento.” La reputación, el temor a la penalización moral 
de los demás por saltarse las normas, lo tienen sin cuidado al homo oeco- 
nomicus, el calculador egoísta, que no tiene en cuenta nada que no sea su 
propio beneficio y que se sabe que se desenvuelve en sociedades en las que 


9 S. Bowles, “Endogenous preferences: the cultural consequences of markets and 
other economic institutions”, Journal of Economic Literature, XXXVI, 1998, Marzo; 
J. Powelson, The moral economy, Ann Arbor, The University of Michigan Press, 
2000. 

10 Véase A. Benner y L. Putterman (eds.), Economics, values and organization, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1998; W. Schultz, The moral conditions 
of economic efficiency, Cambridge, Cambridge University Press, 2001. 

11 R. Lane, The market experience, Cambridge, Cambridge University Press, 1991; 
J. Heyman y D. Ariely, “Effort for payment: A tale of two markets”, Psychological 
Science, 15, 11, 2004; V. Kathleen, N. Mead y M. Goode, “The psychological 
consequences of money”, Science, 314, 2006. 
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se dan múltiples encuentros anónimos, no repetidos, donde es ley que “si 
te he visto, no me acuerdo”. El mercado se nutre de —y nutre— ese tipo de 
comportamiento. Es sabido que la “exposición al mercado” o a su simple 
estudio: los estudiantes de microeconomía son más egoístas que los de- 
más—” tiene importantes consecuencias cognitivas en la manera de enfo- 
car los asuntos, afecta a cómo las personas estructuran la información de 
su entorno: disposición a reducir toda experiencia a “costes” y “beneficios”, 
prioridad de las retribuciones inmediatas y seguras, tendencia a aprove- 
char cualquier oportunidad de beneficio. El problema es que cuando todos 
son calculadores y egoístas, cuando todos adoptan la conducta oportu- 
nista, intentando beneficiarse de la norma que “los otros respetan”, natu- 
ralmente nadie cumple la norma y ésta desaparece. Para decirlo breve- 
mente: el comportamiento que alimenta el mercado mina las condiciones 
cívicas y, con ello, socava las circunstancias de democracia.'* 

2. Adicionalmente, las desigualdades y las inseguridades que forman 
parte del normal funcionamiento del mercado dificultan el reconocimiento 
de la voluntad general, de las preferencias ciudadanas sobre la vida de todos 
y, más esencialmente, hace improbables las condiciones de autonomía en la 
(correcta) formación de los juicios. Estos dos procesos no son independientes 
y Operan a través de diversos mecanismos. Uno de ellos, de especial inte- 
rés, se refiere al ocultamiento de las preferencias que acompaña a los “cos- 
tes de disentir”, de manifestar desacuerdos con “las opiniones —tenidas por— 
comunes”. La discrepancia tiene un coste y nadie quiere ser el primero 
en levantar la mano. Si es el caso, por ejemplo, que los ciudadanos sólo 
manifiestan su desacuerdo con una opinión. Y, tenida por común, cuando 
previamente lo ha hecho un 15% de discrepantes y hasta el momento sólo 
ha aparecido un 10%, y puede permanecer como la “voluntad general” aun 


12 R. Frank, T. Gilovich y D. Regan, “Does studying economics inhibit cooperation”, 
Journal of Economic Perspectives, 7, 2, 1993. 

13 Por lo demás, la teoría de la elección racional y, en particular, la teoría 
(económica) de la democracia, que, como se vio, servía para abordar la 
democracia liberal pura, arranca del supuesto de que el individuo que está en la 
base del mercado se extiende bastante más allá. Un efecto que, además, se 
amplifica: las instituciones basadas en la desconfianza de la existencia de 
disposiciones cívicas penalizan y matan las disposiciones cívicas, véase B. Frey, “A 
constitution for knaves crowds out civic virtues”, The Economic Journal, 1997, 107. 

14 Si esa dinámica destructora del mercado no se consuma es por la existencia de 
sólidas disposiciones normativas, relacionadas con emociones (culpa, vergiienza), 
asentadas en la naturaleza humana. En la tercera parte volveré sobre estos aspectos. 

15 T. Kuran, Private truths, public lies: The social consequences of preference 
falsification, Cambridge, ma, Harvard University Press, 1995. 
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si la mayoría quiere X. Pero es que, además, ese ocultamiento acaba, en 
un camino de vuelta, por afectar a la propia autonomía de juicio y en ello 
el mercado tiene mucho que ver. La decisión de discrepar depende muy 
fundamentalmente de condiciones de carácter, de virtud, si se quiere, y el 
cultivo de éstas se complica mucho en escenarios inciertos.'* La indepen- 
dencia de criterio no es fácil cuando no hay independencia económica (o 
de otro orden): si yo dependo de usted, ni mi alabanza ni mi crítica podrá 
considerarlas “auténticas”. 

Pero hay algo más. No sólo las “ideas” no aparecen, sino que se adulte- 
ran. La zorra que no podía alcanzar las uvas “decidía” convencerse de 
que estaban “verdes”. Esos mismos mecanismos psicológicos que vetan 
ideas y opiniones contrarias a las prácticas vitales y que, ante la imposi- 
bilidad de cambiar la realidad, conducen a corregir las valoraciones para 
ajustarlas a la propia vida, hacen que los individuos que por razones mate- 
riales no se atreven a manifestar su opinión favorable a X acaben, para 
no reconocer su flaqueza, encontrando razones en favor de Y: si no se pue- 
den cambiar las cosas, lo más sencillo es cambiar la opinión sobre ellas.” 
Es ésta una de las más poderosas razones para asegurar, desde conviccio- 
nes democráticas, condiciones mínimas de bienestar y, por ende, para jus- 
tificar las intervenciones frente al “mercado libre”: un nivel mínimo de 
seguridad garantizada con independencia de los azares del mercado evita 
negociar las preferencias en cada elección vital. En condiciones de mer- 
cado “libre”, con inciertos y variables ingresos, desplazamientos frecuen- 
tes en trabajos cambiantes o impredecibles “ajustes” laborales, relaciones 
circunstanciales y puramente instrumentales, es difícil que los ciudada- 
nos cultiven virtudes y disposiciones como el coraje, el conocimiento de 
sí mismos, el compromiso cívico, la confianza, la responsabilidad, la volun- 
tad de actuar de modo acorde con sus convicciones o a desatender el bene- 
ficio inmediato. 

Es cierto que la dependencia propia del capitalismo no es de nadie en 
particular, como la que tenía en el siervo respeto a su señor. El capitalista 


16 Una descripción parcial en R. Sennett, La corrosión del carácter: las consecuencias 
personales del trabajo en el nuevo capitalismo, Barcelona, Anagrama, 2006. 

17 Dos mecanismos típicos son las preferencias adaptativas que llevan a ajustar 
sus deseos a lo que se puede conseguir y las disonancias cognitivas que hacen que 
los individuos acomoden sus creencias (acerca de cómo son las cosas o acerca 
de qué está bien) a sus acciones. En los dos casos se busca reducir la discrepancia, 
se hace de la necesidad virtud: entre lo que quiero y lo que puedo; entre lo que 
es y lo que se cree, véase J. Elster, Sour grapes, Cambridge, Cambridge University 
Press, 1983. 
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no es dueño del trabajador, no tiene derechos sobre su persona o sobre 
sus bienes, al modo como los tiene sobre la tierra o sobre el capital. En la 
sociedad capitalista se da la elemental igualdad de que todo el mundo es 
dueño de sí mismo, de su propia fuerza de trabajo. El trabajador es libre 
de aceptar un trabajo. No existe nada parecido a la circunscripción, al uso 
forzado de la fuerza de trabajo. En ese sentido, nadie interfiere en sus 
elecciones, nadie decide lo que debe hacer. Ahora bien, esa no dependen- 
cia personal es compatible con la falta de independencia, de no poder decir 
que no porque ciertos trabajos no se le ofrezcan o que no le quede más 
remedio que aceptar el que se le ofrece. Es una dependencia sistémica, deri- 
vada de su falta de autonomía material, que complica la independencia 
de juicio.'* Cuando los republicanos norteamericanos vinculaban la pro- 
piedad con el voto, entre otras cosas apuntaban en esa dirección: la segu- 
ridad económica favorece la autonomía de juicio.” 

3. La siguiente dificultad apunta directamente a los principios: el mer- 
cado hace improbable la igualdad política.?” La democracia, en cualquiera 
de sus versiones, es inseparable de alguna idea de igualdad de poder o, al 


18 Conviene aclarar que el problema no es propiamente atribuible al mercado. 
En realidad, si el mercado de trabajo fuera como cuenta la economía neoclásica 
convencional, aseguraría la plena autonomía. En un mercado infinitamente 
flexible, de pura competencia, los trabajadores siempre pueden encontrar trabajo 
a otro salario apenas más bajo que aquel que les disgusta (no debería pasar 
desapercibido lo perverso de estas descripciones: en realidad, quienes buscan 
trabajo son los empresarios, que son los que lo necesitan; los que ofrecen trabajo 
son los trabajadores). En tales circunstancias de competencia, los trabajadores 
están en condiciones de dar el portazo y, por tanto, no hay lugar para 
la dominación. Si el trabajador siempre puede encontrar trabajo sin costes 
de exploración, el empresario no puede ser despótico (H. Gintis, Game theory 
evolving, Princeton, Princeton University Press, 2000, pp. 136 y ss.). De hecho, 
en esa descripción idealizada, la relación entre trabajo y capital es absolutamente 
simétrica, un simple intercambio; incluso se podría decir que es el trabajador 
quien contrata capital: “En un mercado competitivo no importa realmente quién 
contrata a quién: dejemos pues que el trabajo contrate al capital”, afirmaba 
P. Samuelson (“Wages and interest: a modern dissection of marxian economics”, 
American Economic Review, 47, 6, 1957). Frente a esa idealizada —y falsa— 
mirada: S. Bowles, H. Gintis y B. Gustafsson (comps.), Democracy and markets: 
Problems on participation and efficiency, Cambridge, Cambridge University 
Press, 1992. 

19 F. Ovejero, “Capitalismo y republicanismo”, Revista Internacional de Filosofía 
Política, 23, 2004. 

20 Un repaso de las distintas formas en que esto sucede: J. Cohen, “Money, Politics 
and Political Equality”, en A. Byrne, R. Stalnaker y R.Wedgwood (eds.), Fact 
and value, Cambridge, mIT Press, 2000; B. Ackerman, Bruce e 1. Ayres, Voting 
with dollars, New Haven, Yale University Press, 2002. 
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menos, de igualdad de oportunidad de poder.” En las formas más parti- 
cipativas esa relación es más probable: en el ágora, en principio, todos 
cuentan igual. En las democracias en las que se elige un cuerpo de repre- 
sentantes a través de un sistema de competencia electoral, la igualdad no 
es tan clara. Los representantes pueden proponer leyes y tomar decisio- 
nes que les están negadas a los simples ciudadanos. También es cierto 
que en todos los modelos de democracia ciertos individuos con fuerza 
persuasiva pueden influir en la opinión de los demás y, por esa vía, dis- 
poner de mayor poder. En un caso y en otro, no se da una igualdad de 
influencia en los resultados entre todos los ciudadanos, una igualdad 
equiparable a la que transmite el principio de “un hombre, un voto”. Con 
todo, cabría aducir que el poder adicional de los representantes depende, 
finalmente, de decisiones derivadas del acuerdo ciudadano con sus pun- 
tos de vista (han sido votados) y que la influencia derivada de la mayor 
eficacia persuasiva es resultado de un juicio autónomo por parte de los 
ciudadanos (han sido convencidos). 

Ahora bien, mientras que esas desigualdades resultan compatibles, 
en diverso grado, con la igualdad democrática, no sucede lo mismo con 
las desigualdades de poder político derivadas de las desigualdades eco- 
nómicas que constituyen el combustible del funcionamiento del mer- 
cado, su combustible y su producto. Aun en el mejor de los escenarios 
imaginables, con “igualdad económica inicial”, en el mercado las (inevi- 
tables) desigualdades de talentos naturales, de información y de prefe- 
rencias (por la riqueza, el ocio, etc.) acaban en desigualdades de riqueza. 
Tanto peor en los escenarios normales, con profundas desigualdades eco- 
nómicas. El problema para la democracia de mercado es que las desi- 
gualdades de riqueza pueden utilizarse para comprar poder de influen- 
cia política, esto es, para adquirir un poder político que no deriva del 
consentimiento ciudadano. Puede suceder de distintas maneras, algunas 
de las cuales ya nos son conocidas. En primer lugar, los enormes costes de 
las campañas políticas establecen barreras de entrada a la competencia 
electoral y limitan el acceso a la competencia política a quienes tienen 
recursos. Por otra parte, la distribución de la propiedad de los medios de 
producción abre un enorme campo de desigualdad en las decisiones sobre 
la vida colectiva: en la organización de la producción y del trabajo, donde 
las personas ocupan la mayor parte de su vida pública, en la posibilidad 


21 Como se verá en el próximo capítulo, la igualdad política puede entenderse de 
diversas maneras, véase J. Still, “Political equality and election systems”, Ethics, 9, 
1981; C. Beitz, Political equality, Princeton, Princeton University Press, 1989. 
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que otorga a los propietarios de influir en los resultados políticos a tra- 
vés de promesas y amenazas: cierres, cambios de ubicación, etc. Final- 
mente, la riqueza permite el control de los medios de comunicación y, con 
éstos, de la base informativa de las decisiones de los ciudadanos, del 
reconocimiento de los problemas que conforman el debate político y de 
las respuestas aceptables. 

Por supuesto, siempre cabe replicar que las desigualdades descritas no 
impiden, respectivamente, que todas las ideas puedan aparecer en la oferta 
política, que los empresarios no usen su poder o que los medios de comu- 
nicación se comprometan con procesos deliberativos y plurales. Sin duda, 
es posible que los ricos alienten ideas radicales y contrarias a sus intereses. 
Es posible, pero improbable: por razones de interés, porque los podero- 
sos no acostumbran a detestar el poder y a defender cambios que los pri- 
ven de los privilegios que han perseguido; y por razones cognitivas, por- 
que, con independencia de la mejor o peor voluntad, hay una continuidad 
natural entre “no padecer” los problemas y “no percibirlos”. Con todo, el 
problema realmente importante es otro, de principio: la posibilidad de ejer- 
cer la influencia, al servicio de las ideas que sean, únicamente le está con- 
cedida a los ricos. Esa desigualdad de acceso al poder es el verdadero aten- 
tado contra la democracia.” 

Como se ve, la convivencia entre mercado y democracia no es sencilla: 
el mercado obtiene provecho de la democracia, pero contribuye a erosio- 
narla, en sus principios y en su funcionamiento. El mercado necesita de 
bienes (públicos y preferentes) que le aseguren un escenario sin fricciones 
e ineficiencias, de un marco institucional que garantice los derechos (de 
propiedad) y los intercambios, de una red normativa de convivencia (con- 
fianza, lealtad, respeto) que evita un permanente ejercicio de la fuerza y 
de unas mínimas condiciones de justicia distributiva sobre las que asen- 
tar la red normativa. Una sociedad donde la distribución no se percibe 
como, en algún sentido, justa, no favorece el compromiso entre los ciuda- 
danos, y sin éste los derechos son papel mojado. Como ha dicho Maquia- 
velo, leyes y “buenas costumbres” se necesitan mutuamente. Diversos sis- 
temas de decisión política pueden asegurar el marco institucional e, incluso, 
las condiciones normativas, pero sólo la democracia —la republicana, como 
se verá en los próximos capítulos— proporciona —o, al menos, está en con- 
diciones de proporcionar— un vínculo estable entre instituciones, normas 
y mínima justicia. Las diversas democracias funcionan gracias a unas tra- 


22 D. Copp, “Capitalism versus democracy”, en J. Bishop (ed.), Ethics and capitalism, 
Toronto, University of Toronto Press, 2000. 
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mas de normas que a la vez alientan. En unos casos más que en otros, 
propician la adhesión de los ciudadanos a los marcos institucionales y favo- 
recen las condiciones mínimas de justicia. El mercado necesita esos bienes, 
pero no los produce; peor aun, atenta contra ellos en tanto dificulta la expre- 
sión —la formación “limpia”— de las demandas ciudadanas, establece filtros 
económicos a la aparición de propuestas que atiendan a los excluidos y 
alienta comportamientos que erosionan las condiciones de lealtad y com- 
promiso entre los ciudadanos. 


Segunda parte 
Democracia y republicanismo 


Los hombres, en general, de cualquier sociedad, 

que están totalmente desposeídos de tierra conocen 
tan poco los asuntos públicos que no pueden 

opinar rectamente, y dependen tanto de otros hombres 
que carecen de una voluntad propia. Hablan y votan 
tal y como les recomienda algún hombre rico 

que ha moldeado sus mentes para que defiendan 

sus intereses de propietario. 

John Adams 


Un equilibrio de poder que favorezca 

la libertad equitativa y la virtud pública requiere 
que se facilite la adquisición de tierra a todos 
los miembros de la sociedad, dividir la tierra 

en pequeñas parcelas. 

Thomas Jefferson 


V 


Las democracias republicanas 


Es toda una experiencia vivir con miedo, ¿verdad? 
Eso es lo que significa ser un esclavo. 
El replicante Roy Batty en Blade Runner 


En los capítulos anteriores se deslindó la tradición política, el liberalismo, 
de la institución inspirada en ella, la democracia liberal. Ahora toca hacer 
lo propio con el republicanismo, reconstruir su anatomía y ver el ideal 
democrático más acorde con ella. Pero debemos repetir la advertencia. Pre- 
cisar el sentido de las palabras, una tarea obligada en el quehacer investi- 
gador, es también un tributo, un peaje a una realidad que siempre acaba 
por escaparse. Lo de Goethe: verde es el árbol de la vida, gris el de la teo- 
ría. Sucede muy fundamentalmente cuando se hace historia del pensa- 
miento.' Se dijo para el liberalismo y no es menos verdadero para una tra- 
dición con una historia tan larga como la del republicanismo: no es cabal 
pensar a los clásicos del pensamiento político como si se tratara de inves- 
tigadores académicos contemporáneos (cuando, por lo demás —incluso 
entre estos últimos, los comprometidos con una misma tradición-, en 
muchas ocasiones, apelan a principios distintos o defienden propuestas ins- 
titucionales diversas cuando no incompatibles).? Como el liberalismo, el 


1 Como ha escrito uno de los padres del “revival” republicano: “La realidad del 
pasado es siempre más complicada que lo que los historiadores podremos nunca 
contar. Es hora de que reconozcamos que Jefferson podría expresar a la vez, y sin 
ninguna sensación de inconsistencia, el clásico temor republicano de que América 
se sumiera en la corrupción y la moderna necesidad liberal de proteger los 
derechos individuales frente al gobierno”, G. Wood, “Machiavellian moments”, 
carta a The New York Review of Books, 19 de octubre de 2000. 

2 El republicanismo unas veces se carga con tintas comunitarias y otras con tintas 
liberales (véase la polémica entre P. Pettit —Republicanism, Oxford, Oxford 
University Press, 1999 y M. Sandel -Democracy's discontent, Cambridge, Harvard 
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republicanismo es ante todo una tradición política, esto es, un conjunto 
de principios y de prácticas. A diferencia de lo que sucede con una teoría 
(o incluso con una tradición filosófica), no hay algo parecido a un conjunto 
de tesis explícitas que son objeto de discusión o de revisión sucesiva. 

El republicanismo no es la mecánica clásica. Las tradiciones políticas con- 
forman una suerte de sentina donde, en un mar de debates circunstanciales 
marcados por conflictos de interés, se depositan —no siempre con orden ni 
trabazón jerarquizada— principios, tesis políticas y propuestas instituciona- 
les.¿ Aunque lo que hoy entendemos por átomo o por gen tiene muy poco 
que ver con las ideas de Dalton o de Mendel, nuestras teorías actuales se 
han ido perfilando a partir de las suyas, con clara conciencia de estar inten- 
tando resolver los retos en los que ellos encallaron. Nada de eso sucede con 
ideas como las de libertad, nación o democracia.* Rousseau no creía culti- 


University Press, 1996—, en A. Allen y M. Regan (eds.), Debating democracy 
discontent, Oxford, Oxford University Press, 1998; unas veces aparece igualitario y 
otras aristocrático (D. Carrithers, “Not so virtuous republicans”, Journal of the 
History of Ideas, 52, 21, 1991); unas veces insiste en la participación (A. Fraser, The 
spirit of the laws, Toronto, University of Toronto Press, 1990) y otras en la división 
de poderes y la constitución (C. Sunstein, “Beyond the republican revival”, The 
Yale Law Review, 97, 1989); unas se cargan de acentos patrióticos (M. Viroli, For 
love to the country, Oxford, Oxford University Press, 1995) y otras descree de las 
patrias (Habermas). El papel de la deliberación, de la representación, de la 
división de poderes, la idea de libertad, las necesidades de virtud, el grado de 
comunidad; en cada uno de esos asuntos (centrales) hay profundas discrepancias. 
A lo que se añade una genealogía disputada entre quienes miran a Grecia (Rahe), 
quienes miran a América (G. Wood, The creation of American Republic 1776-1787, 
Chapel Hill, University of North Carolina Press, 1969), a las repúblicas italianas (J. 
Pocock, The machiavellian moment, Princeton, Princeton University Press, 1975), a 
Francia (C. Nicolet, L'idée republicaine en France (1789-1924), París, Gallimard, 
1982; P. Rosanvaillon, Le peuple introvable. Histoire de la représentation 
démocratique en France, París, Gallimard, 1998; La démocratie inachevée. Histoire de 
la souveraineté du peuple en France, París, Gallimard, 2000), y aun al cristianismo 
(A. Black, “Christianity and republicanism”, American Political Science Review, 91, 
3,1997). Para algún intento de seguir el itinerario del concepto, véase D. Rodgers, 
“Republicanism: The career of a concept”, The Journal of American History, 1992, 
junio, y el monumental, P. Rahe, Republics ancient and modern, 3 vols., Chapel 
Hill, University of North Carolina Press, 1994). Para un panorama actualizado, 
véase M. J. Villaverde, La illusion republicana, Madrid, Tecnos, 2008. 

3 Como ha escrito P. Springborg: “reducir el republicanismo romano a las ideas 
expuestas por los historiadores y oradores que fueron sus abogados, es sintetizar 
una tradición institucional y legal viva de una manera altamente selectiva”, 
“Republicanism, freedom from domination, and the Cambridge Contextual 
Historians”, Political Studies, 49, 2001, p. 854. 

4 El caso paradigmático es la idea de “nación”. Buena parte de los problemas de la 
“definición” derivan de la mirada de los estudiosos del nacionalismo, quienes, a la 
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var en una tradición de teoría o de filosofía política “republicana” y, desde 
luego, no entendía su obra como un intento de resolver los problemas que 
Aristóteles o Maquiavelo habían planteado. Para el ginebrino vale lo que 
otros han recordado para otros clásicos sobre el liberalismo: “Locke no escri- 
bió los Dos tratados para ser liberal, más que Burke escribió Las reflexiones 
sobre la revolución en Francia para ser conservador”? Y todo ello es aun más 
cierto cuando se trata de las instituciones, que no son ideas descarnadas, sino 
realidad material, resultado de herencias culturales, escenario de luchas socia- 
les y, también, cristalización de ideas, de principios. Sencillamente, por una 
parte caminan las tradiciones políticas (liberalismo o republicanismo) y por 
otra la historia, las instituciones (la democracia).* 

Todo eso es cierto y conviene no olvidarlo.” Con frecuencia las “recons- 
trucciones racionales” de la historia de las instituciones o de las ideas 


hora de caracterizar al grupo, asumen el punto de vista —adoptan el uso de 
nación— del propio grupo o, más exactamente, de quienes se denominan a sí 
mismos nacionalistas: hay un conjunto de individuos (los nacionalistas) que dicen 
que otro conjunto de individuos (más numeroso) es una nación, por tanto, este 
segundo conjunto constituye una nación. Circunstancia que se muestra con 
particular nitidez en los usos normativos de “nación”, aquellos que, en rigor, no 
apuntan a ninguna “realidad ni científica ni social” y de los que, por tanto, “no 
puede predicarse su verdad o su falsedad”, sino que “se refieren a grupos humanos 
alos que atribuyen la autoridad legítima sobre cierto ámbito”. Simplemente es un 
arma de la batalla política, no una realidad por designar. Tomo estas 
consideraciones del excelente libro de L. Rodríguez Abascal, Las fronteras del 
nacionalismo, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2000, p. 127. 

5 J. Waldron, Liberal rights, Cambridge, Cambridge University Press, 1993, p. 36. 

6 En principio, desde distintas filosofías políticas es posible defender el mismo 
diseño institucional y, al contrario, desde los mismos principios se puede apostar 
—y se apuesta— por diseños institucionales diferentes y en ocasiones contrapuestos. 
Ello no impide reconocer que ciertas propuestas resultan más acordes con ciertos 
principios y que en otros casos la compatibilidad resulta complicada. 

7 Concurren aquí varias circunstancias: a) las instituciones se configuran en mitad 
de procesos históricos: son el resultado de ideas, de deliberaciones, y, no menos, de 
fuerzas, negociaciones y compromisos, de poderes de diversa naturaleza, que, 
por definición, guardan poca relación con las estrategias de justificación 
de las teorías normativas; b) las ideas y las prácticas políticas que inspiran 
las deliberaciones no se corresponden con teorías o filosofías políticas (los 
redactores de la constitución americana no estaban practicando “diseño 
institucional” republicano o liberal; simplemente, estaban resolviendo retos 
políticos, problemas que tenían que ver con intereses enfrentados, véase J. Elster, 
“Arguing and bargaining in the Federal Convention and the Assemblée 
Constituante”, Center for Study of Constitutionalism in Eastern Europe, School 
of Law, University of Chicago, 1991); c) sea cual sea su proceso de gestación 
y las convicciones de su inspiradores, las instituciones políticas están abiertas 
a distintas estrategias de fundamentación y, del mismo modo que se puede ser 
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políticas recalan en una suerte de aguado hegelianismo en que a las secuen- 
cias históricas se les impone una imposible horma inferencial, una rela- 
ción de deducibilidad. Ahora bien, ese reconocimiento en nada afecta a la 
más que justificada necesidad de pulido conceptual. De hecho, su propia 
pertinencia reposa en la posibilidad de hacer distinciones entre las tradi- 
ciones. La afirmación de que la situación X o las ideas de Y participan de 
distintas fuentes sólo tiene sentido si podemos distinguir entre las distin- 
tas fuentes. Si se me permite una imagen gastronómica, la historia, segu- 
ramente, se parece más a un gazpacho que a una ensalada, pero no hay que 
olvidar que el sabor —y la propia existencia— del gazpacho es imposible 
sin el tomate, el aceite y el pimiento. 

Para ordenar el boscaje conceptual del republicanismo toca, pues, hacer 
lo mismo que se hizo con el liberalismo: sistematizar desde los principios 
normativos que se juzgan más estrechamente vinculados con la herencia 
doctrinal las diversas iniciativas políticas que esa misma herencia ha defen- 
dido, ordenar el mapa intentando capturar con un mínimo de principios 
el mayor número de intuiciones y propuestas.* Es lo que en las páginas que 
siguen se hará: reconstruir los principios y ver cómo se relacionan con la 
idea de democracia. Empezaré por recordar los tres polos conceptuales con 
los que en el capítulo 11 se perfiló el liberalismo para situar ahora al repu- 
blicanismo: delegación frente a participación, derechos frente a mayorías, 
negociación frente a deliberación. Tal como sucedía con la tradición libe- 
ral, en la tradición republicana pueden encontrarse defensores de puntos 
de vistas contrapuestos. Con todo, hay buenas razones para reconocer un 
modelo republicano, asociado con las ideas de participación, primacía 
del demos y deliberación (y que se contrapone al liberal, asociado con las 
ideas de delegación, derechos y negociación). 

A diferencia del liberalismo, donde resulta relativamente sencillo orde- 
nar las diversas propuestas desde un principio único —la libertad negativa—, 
en la tradición republicana, con historia más antigua que la liberal? pue- 


vegetariano por razones éticas, dietéticas o religiosas, una misma institución 
puede encontrar distintas justificaciones normativas. 

8 Como casi siempre, como casi en todo, estas cosas son más fáciles de proclamar que 
de ejercer. A la vista de la diversidad de propuestas republicanas que, como se verá, 
cubren el espectro completo de las aristas de la idea de democracia, no resultaría muy 
interesante una formulación compatible con “todas” las propuestas. De poco provecho 
resulta una perspectiva que, por ejemplo, justifique, a la vez, el directismo y la 
representación, para citar unas dimensiones. Lo que vale para todo no sirve para nada. 

9 Aunque, a costa de forzar la historia y los conceptos, se hablado de liberalismo 
antiguo (L. Strauss, Liberalismo antiguo y moderno, Madrid, Katz, 2007), el 
liberalismo es cosa de ayer mismo. La palabra “liberal” aparece por primera vez 
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den reconocerse distintas vías de fundamentación de las propuestas insti- 
tucionales. Repasaré tres estrategias desde tres principios diferentes: igual- 
dad de poder, autogobierno y libertad como no-dominación. Las dos pri- 
meras permiten justificar de un modo bastante natural una democracia 
participativa y deliberativa común en la tradición republicana. La estrate- 
gia de la no-dominación aparece vinculada con una idea de democracia 
republicana elitista no muy diferente, en lo esencial, de la democracia libe- 
ral deliberativa. Sin embargo, como se verá al final, cabe conjeturar una 
línea de argumentación que conduce desde el principio de no-dominación 
hasta la democracia participativa y deliberativa. 


IDEAS DE DEMOCRACIA Y REPUBLICANISMO 


Para ubicar mejor las ideas republicanas sobre la democracia resulta con- 
veniente recuperar las tres dimensiones perfiladas en el capítulo 11. 

1. Según el grado de identificación entre quienes toman las decisiones y 
aquellos sobre quienes las decisiones recaen: participación frente a delega- 
ción. En el primer caso, los que toman las decisiones son los mismos que 
aquellos sobre quienes las decisiones recaen; en el otro caso, los ciudada- 
nos contribuyen a seleccionar a unos representantes cuyas decisiones recaen 
sobre todos. Tradicionalmente, para el republicanismo, comprometido 
en sus versiones más comunes con cierta idea de autogobierno, las perso- 
nas sólo pueden someterse a las leyes que ellos mismos establecen, dado 
que, “al no ser la soberanía otra cosa que la voluntad general, no puede ena- 
jenarse jamás, y que el soberano, que sólo es un ente colectivo, no puede 
ser representado más que por sí mismo” (Contrato social, 11 1, 1). Pero tam- 
poco podemos descuidar los diversos republicanismos “aristocráticos”, 
defensores de los mecanismos de representación política, que, una vez 
garantizada la igualdad de los ciudadanos ante la ley y como votantes, 
permiten la posibilidad de una deliberación de los mejores, de los que no 
se ven atados por intereses y consideraciones circunstanciales y parciales.' 


en 1812, en las Cortes de Cádiz, y, si no se quiere forzar mucho la historia del 
pensamiento, resulta imposible encontrar expuestos con cierto orden los 
principios liberales antes de Locke; si acaso, en algunos autores de la escuela de 
Salamanca, en el siglo xv1. En realidad, sólo a fines del siglo xvI11 y, sobre todo, en 
el xix podemos reconocer una tradición consolidada de pensamiento liberal. 

10 Véase D. Carrithers, “No so virtuous republics: Montesquieu, Venice and the 
theory of aristocratic republicanism”, Journal of the History of Ideas, 52, 2, 1991; E. 
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2. Según el alcance de las decisiones: mayoría frente a derechos. En un 
caso se da una apuesta incondicional por la democracia y no se ven lími- 
tes a lo que se puede votar; en el otro se defiende la existencia de “cotos 
vedados”, de áreas y asuntos no susceptibles de ser decididos por la ciu- 
dadanía, protegidos mediante constricciones constitucionales poderosas 
y exhaustivas con fuerte carga normativa sustantiva y bajo la tutela de ins- 
tituciones (Corte Suprema) poco permeables al control popular.” En 
este dilema, el republicanismo, tradicionalmente, ha cargado la suerte del 
lado de la mayoría y ha desconfiado de cualquier intento de cercenar la vo- 
luntad democrática. Jefferson no hubiera dudado en suscribir el artículo 
—incongruente— de la inaplicada constitución jacobina de 1793: “una gene- 
ración no puede someter a sus leyes a las generaciones futuras”. Desde 
su perspectiva, si se toma en serio la idea de una comunidad democrá- 
tica, es el propio acto de votación el que determina o altera los derechos 
dentro de la comunidad. No habría unos derechos anteriores a la propia 
comunidad política y, cuando ésta toma decisiones que se atienen a los 
intereses colectivos, no existe ningún vínculo necesario que equipare las 
decisiones de la mayoría a la opresión de las minorías. La mejor protec- 
ción de los derechos son unos ciudadanos capaces de cambiar sus opi- 
niones a la luz de buenas razones de justicia y comprometidos con las deci- 


Capozzi, “Republicanism and representative democracy”, European History 

Review, 5, 2, 1998. 

A. Bickerl, The least dangerous branch: The Supreme Court and the bar of politics, 

Indianapolis, Bobbs-Merrill, 1962. Para una excelente crítica, véase J. Waldron, 

“Judicial review and the conditions of democracy”, The Journal of Political 

Philosophy, 6, 4, 1998. Un examen detenido de todos los argumentos puede verse 

en V. Ferreres, Justicia constitucional y democracia, Madrid, Centro de Estudios 

Constitucionales, 1997. Es decir que hay ideas diferentes acerca de la separación 

de poderes. Por ejemplo, entre la “separación funcional de los poderes” 

y el simple “cheks and balances”, el primero asociado a los antifederalistas y 

el segundo a los federalistas. Para una valoración, véase B. Manin, “Cheks, 

balances and boundaries: the separation of powers in the constitutional 

debate of 1787”, en B. Fontana (ed.), The invention of modern republic, 

Cambridge, Cambridge University Press, 1994. Una propuesta revisionista, 

con nuevas divisiones funcionales (corrupción, derechos, eficiencia de la 

administración...), es la de B. Ackerman, “The new separation of powers”, 

Harvard Law Review, 113, 2000. 

12 Sobre la inspiración radicalmente republicana de esa constitución, véanse los 
documentos y los comentarios reunidos por J. Bart, “1789-1799. Les premiéres 
experiences constitutionelles en France”, La documentation frangaise, 19, 1989. 
Sobre el radicalismo jacobino, democrático y republicano, en su originalidad 
intelectual, véase J. Livesey, Making democracy in the French Revolution, 
Cambridge, MA, Harvard University Press, 2001. 
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siones en las que participan. Con todo, con distinta justificación, desde la 
protección —de las minorías, de ciertos principios importantes para el 
cultivo de la virtud cívica y que un Estado no neutral debe alentar o de las 
propias condiciones de funcionamiento de la democracia o, incluso, de 
ciertas garantías sociales o desde la resignación, para prevenirse frente a 
unas preferencias formadas en las peores condiciones, irracionales, egoís- 
tas o simplemente caprichosas, de unos ciudadanos apáticos, sin volun- 
tad cívica, consumidores y egoístas, una parte importante de la tradición 
republicana, sobre todo entre sus intérpretes más recientes, ha buscado tra- 
zar fronteras infranqueables a la voluntad general, sea bajo la forma de 
límites directos, de materias sobre las que no se puede votar (idea fuerte 
de derechos), sea con diseños institucionales que filtran las preferencias 
ciudadanas (los propios mecanismos de representación), sea alentando 
instituciones “contramayoritarias” (judicial review, la separación de pode- 
res) no sometidas a la voluntad popular y que se reservan importantes 
ámbitos de decisión.” 

3. Según el procedimiento de decisión: negociación frente a delibera- 
ción. En un caso se siguen procesos de negociación de intereses hasta adop- 
tar una decisión que de alguna manera recoge el poder (número de votos, 
por ejemplo) de cada cual; en el otro, los participantes argumentan ape- 
lando a criterios imparciales, modifican sus juicios a la luz de las mejores 
razones, hasta recalar en la decisión que, de algún modo, se estima más 


13 Es el caso, desde distintas perspectivas, de importantes autores republicanos como 
Sunstein y Pettit. Frente a éstos, véanse M. Tushnet, Red, white and blue; A critical 
analysis of contitutional law, Cambridge, cur, 1988, y, de modo más directo, 

M. Tushnet, “Is judicial review good for the left?”, Dissent, 1998, invierno. Véase 
asimismo N. Buttle, “Republican constitutionalism: A roman ideal”, Journal 

of Political Philosophy, 9, 3, 2001. Puestos a afinar cabría establecer alguna 
distinción más. Con el ejemplo de las llamadas “preferencias sexuales”, 
podríamos distinguir entre tres posiciones: a) fuertemente comunitaria, para 

la cual su preferencia será correcta o no (y por tanto usted será libre o no 

de hacerlo) según los valores de la comunidad; b) liberal, para la cual nadie tiene 
que decir nada sobre las preferencias de otro; c) republicana, todos hemos 

de asegurar que usted sea libre de relacionarse con quien quiera porque 
consideramos que es de justicia (mientras que no consideramos que le tengamos 
que asegurar colectivamente el derecho real a viajar en avión privado) 

y, por tanto, debemos modificar las circunstancias materiales o ideológicas 

que limiten su libertad (incluso, ya en la frontera del bizantinismo, cabría 

apelar a una suerte de punto de vista epistémico que diría que para que 

la deliberación pueda funcionar correctamente ha de asegurarse que aquellas 
circunstancias que afecten a la propia la identidad de los individuos no deben 

de estar sometidas a los procesos democráticos, como no lo está su derecho 

a Opinar). 
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justa. Resulta difícil ejemplificar esta polarización en la tradición republi- 
cana que, de un modo u otro, ha estado vinculada con alguna idea de 
decisiones políticas que se traducen en leyes justas y, por ello, con proce- 
sos deliberativos, con la pública justificación de las propuestas, que, mal 
que bien, sería cribada por criterios de imparcialidad y de interés general, 
sobre un fondo de ciudadanos virtuosos, comprometidos en su delibera- 
ción con tales criterios. Pero tampoco se puede ignorar que en un pro- 
ceso de deliberación pública aparecen invocaciones a “la defensa de los inte- 
reses generales”, a “no olvidar los justos intereses” o a “no desatender los 
intereses de las futuras generaciones”. El reconocimiento de la pertinencia 
de esas apelaciones inspira argumentaciones de raíz republicana que mues- 
tran preocupación por que “los representantes no traicionen los intereses 
de sus representados” o de que “todos los intereses estén representados”, 
incluidos los intereses de grupos tradicionalmente excluidos de los proce- 
sos de decisión.'* En todos estos casos se asume que las decisiones justas 
se tomarán cuando todos los intereses afectados están presentes en el pro- 
ceso de decisión y se procura que los diseños institucionales se configu- 
ren de tal modo que ello suceda.'* No cabe ignorar que, aunque en gene- 
ral hay un estrecho vínculo pragmático entre intereses y negociación, por 
una parte, y deliberación e imparcialidad, por otra, la deliberación no es 
un ejercicio académico entre filósofos morales sobre doctrinas éticas sino 
que, finalmente, recae sobre —se refiere a— los intereses de los ciudadanos, 
se ocupa de qué intereses son más justos que otros.'* Para ello importa que 


14 La tradición republicana no ignora los intereses y el egoísmo. Ahí está 
Maquiavelo, con todos sus matices, como se verá. En todo caso, se trataría 
de que tales disposiciones se vean canceladas en sus aspectos patológicos 
por diseños institucionales. 

15 I. Shapiro y S. Macedo (eds.), Designing democratic institutions, Nueva York, 
Nueva York University Press, 2000; G. Brennan y A. Hamlin, Democratic devices 
and desires, Cambridge, Cambridge University Press, 2000. Repárese en que esa 
exigencia de la “política de la presencia”, para decirlo con el título de un trabajo 
que defiende estas tesis (M. Williams, Voice, trust and memory, Princeton, 
Princeton University Press, 1998), en el ámbito del feminismo no está vinculada 
necesariamente con el funcionamiento de la deliberación. Habida cuenta de que 
en ésta operan criterios de imparcialidad, las decisiones justas, en principio, 
podrían alcanzarse sin la presencia de los afectados. De hecho, con frecuencia, 
la imparcialidad se asocia con la falta de presencia de los interesados. Es por eso 
por lo que se cree que un juez o un árbitro pueden tomar decisiones correctas. 
Para un repaso de la relación entre republicanismo y feminismo véase A. Phillips, 
“Survey article. Feminism and republicanism: Is this a plausible alliance?”, 

The Journal of Political Philosophy, 8, 2, 2000. 

16 Dada la necesidad de tomar decisiones, con frecuencia, también en la deliberación 

hay que acabar negociando, para poder “get on with it” (R. Goodin y G. Brennan, 
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los intereses emerjan, que estén en condiciones de aparecer y, también, que 
se criben desde las buenas razones. Circunstancia que ayuda a entender 
la permanente preocupación republicana por diseñar instituciones que 
sean permeables a “los intereses de todos”, que permitan atender todas las 
razones. Nada de ello tendría sentido en un mundo ideal de ciudadanos 
infinitamente virtuosos, perfectamente informados y generosos sin límite. 
Precisamente porque las cosas no son así, porque ese mundo ideal no es 
nuestro mundo, las argumentaciones republicanas que tratan de compa- 
tibilizar la presencia de todos los afectados con la deliberación acostum- 
bran a apelar a limitaciones cognitivas y a flaquezas morales: para que las 
decisiones sean correctas, para que sean las mejores, es preciso que no igno- 
ren todos los datos y problemas y sucede que buena parte de la informa- 
ción y de las soluciones —la sensibilidad— son más fácilmente accesibles a 
quienes están expuestos a los problemas.” 

Las anteriores dimensiones, presentes tanto en versiones republicanas 
como liberales, muestran la complejidad de las tareas cartográficas. Hay 
diversidad de ideas en cada una de las tradiciones y ninguna de las ideas 
es exclusiva de una tradición. Ya se vio que en el liberalismo hay una 
línea de argumentación económica y plausible que relaciona los princi- 
pios, en particular cierta idea de libertad y ciertas concepciones antro- 
pológicas, con un modelo de democracia de delegación, protectora de 
derechos y sustentada en la negociación. En general, una visión pesi- 
mista sobre la naturaleza humana, como esencialmente egoísta, cuando 
se quiere proteger la libertad “a no ser interferidos”, conduce de un modo 
natural a una democracia que no reclama la participación, porque “no se 
puede exigir nada a los ciudadanos”, y que busca las garantías de la pro- 
tección de los derechos desde fuera del demos, mediante sistemas de Bill 
of Rights y de Judicial Review, porque tampoco espera el compromiso ciu- 
dadano con las decisiones colectivas, el respeto de todos por lo que todos 
reconocen como justo. 

En el caso del republicanismo, donde resulta más difícil encontrar un 
núcleo normativo unificado, desde distintos principios se ha buscado jus- 


“Bargaining over beliefs”, Ethics, 11, 2001). En otros casos, el acuerdo sobre 
propuestas concretas, en las que se puede coincidir desde distintos puntos de vista, 
es más sencillo que el de los “principios”, véase C. Sunstein, “Incompletely 
theorized agreements”, Harvard Law Review, 18, 7, 1995. 

17 B. Barber, Strong democracy, Berkley, University of California Press, 1984; 
J. Fishkin, The voice of people, New Haven, Yale University Press, 1995; A. Phillips, 
The politics of presence, Oxford, Oxford University Press, 1995; M. Williams, Voice, 
trust and memory, Princeton, Princeton University Press, 1998. 
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tificar una idea de democracia participativa, deliberativa y con una prio- 
ridad de las decisiones de los ciudadanos sobre cualquier otra considera- 
ción, o, lo que es lo mismo, con los derechos configurados endógenamente 
en el propio proceso democrático. Esta idea de democracia se muestra 
acorde, a su vez, con visiones más optimistas de la ciudadanía, con una 
confianza en su responsabilidad, en su sentido de la justicia y en su capa- 
cidad para entender el punto de vista de los otros. Con todo, hay lugar 
para republicanismos menos participativos, por lo general comprometi- 
dos con ideas poco optimistas acerca de las posibilidades de virtud ciu- 
dadana, sea por su disposición natural, por su innato egoísmo, sea por- 
que los escenarios de mercado, en los que habitualmente se enmarca la 
democracia, alientan en los votantes —en los procesos de formación de sus 
preferencias— comportamientos egoístas o sencillamente irreflexivos pro- 
pios de los consumidores. En tales casos, las propuestas democráticas —que 
no difieren mucho de la democracia liberal deliberativa— buscan prote- 
ger constitucionalmente los principios y limitar los procesos deliberati- 
vos a los representantes. 


ESTRATEGIAS REPUBLICANAS 


El compromiso del republicanismo moderno con la democracia es pro- 
fundo. Mientras el liberalismo siempre ha mostrado una desconfianza 
hacia las decisiones de la mayoría, y ha buscado establecer barreras a lo 
que “puede ser votado” —territorios que los derechos han querido prote- 
ger y que, bajo la justificación de garantizar “la libertad negativa”, de ase- 
gurar un área protegida a las intromisiones de las decisiones públicas, cer- 
cenaban la capacidad de autogobierno colectivo—, el republicanismo, 
por lo general, se ha puesto del lado de la democracia e, incluso, ha rea- 
lizado la siempre complicada garantía normativa de los derechos apelando 
a la democracia, tanto en su fundamentación como en su preservación: 
los derechos no son aquello que está más allá de la comunidad ciudadana, 
sino aquello que los ciudadanos, que los consideran justos, aseguran colec- 
tivamente, precisamente porque los consideran justos.'* En pocas pala- 
bras: si, de una sola vez, hubiera que elegir entre garantizar la libertad a 
través de la democracia o de los derechos, el republicanismo optaría por 


18 Para estos puntos de vista, véase J. Waldron, Liberal rights, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1993. 
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la democracia, por el compromiso activo de los ciudadanos, frente al libe- 
ralismo, que se ubicaría del lado de los derechos. El liberalismo, de modo 
acorde con su pesimismo antropológico, alienta una mirada desconfiada 
entre los ciudadanos, necesitados de los derechos “para protegerse” de sus 
mutuas intromisiones. Frente a esa mirada, la tradición republicana, pre- 
cisamente porque apuesta por la autonomía y la responsabilidad de los 
ciudadanos, y porque, como el Aristóteles de la Política (1,2,1253a1-18), 
reconoce en ellos una natural disposición a la justicia que cimienta su diá- 
logo con los otros, no se ve en la necesidad de establecer unos derechos 
más allá del autogobierno, del debate y de la revisión. 

Con todo, la relación del republicanismo con la democracia tiene algo 
de paradójico. Pues si, por una parte, el compromiso del republicanismo 
—particularmente en sus versiones contemporáneas— con las institucio- 
nes participativas ha resultado bastante generalizado, por otra parte, las 
razones de ese compromiso han sido menos claras. Sea porque una tradi- 
ción con una larga historia acaba acumulando muchas razones, sea por- 
que una tradición con una fuerte vocación práctica no se deja capturar 
en un único principio, sea porque la propia radicalidad del compromiso 
hace tan “evidente” el ideal democrático que no aparece la necesidad de 
establecer jerarquías conceptuales que ordenen los principios ulteriores, 
distintos y más básicos, lo cierto es que, como se verá, en la defensa repu- 
blicana de la democracia se ha apelado a distintos principios.? En ese 


19 Eso no quiere decir que se ignoren por completo los derechos. Otra cosa es 
que su garantía tenga que ser constitucional. Véase para esto J. Waldron, 

“A right-based critique of constitutional rights”, Oxford Journal of Legal Studies, 
13, 1993. Para otra mirada, más clásica, M. Meyer, “Rights between friends”, 

The Journal of Philosophy, 89, 8, 1992. De hecho, hay minuciosos estudios sobre 
La Política de Aristóteles que muestran que su teoría de la justicia incluye 

una defensa de los derechos individuales (políticos y basados en la naturaleza 
humana); más exactamente, que el “objeto de la polis es la felicidad de sus 
ciudadanos y la tarea de la ciencia política es perfeccionarlos proporcionándoles 
un orden político justo materializado en una constitución y en leyes. Para 
establecer y preservar ese orden, los legisladores y los políticos tienen que tener 
una verdadera comprensión de los seres humanos que han de convivir 

en la polis. Desde ese conocimiento, pueden formarse una correcta concepción 
de la justicia, la cual guiará los procesos de legislación de tal modo que 

los ciudadanos poseerán derechos o reclamos de justicia acordes con 

la naturaleza”, E Miller, Jr., Nature, justice and rights in Aristotle's politics, 
Oxford, Clarendon Press, 1995, p. 15. 

20 Seguramente todo ello ayuda a entender el caminar tortuoso —desde el punto 
de vista conceptual— de la monumental historia del republicanismo de P. Rahe, 
Republics ancient and modern. Para las idas y venidas de las ideas sobre 
republicanismo, véase D. Rodgers, “Republicanism: The career of a concept”. 
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sentido, la clarificación de la justificación republicana de la democracia re- 
sulta más complicada que la liberal, en la que el supuesto normativo bá- 
sico —la libertad negativa—, unido a las distintas conjeturas antropológi- 
cas (la egoísta y la elitista), jerarquizaba sin excesivas torsiones conceptuales 
las dos ideas de democracia tradicionalmente suscritas por el liberalismo. 

Eso no sucede con el republicanismo. Por lo pronto, la tradición repu- 
blicana, en general, ha contemplado la posibilidad de ciudadanos virtuo- 
sos. También en ella encontramos diversidad de modelos antropológicos, 
desde el principio. Baste con un ejemplo sobre el que volveré. Una idea 
importante para la tradición republicana —y, como se verá en detalle, vin- 
culada con la defensa de la democracia— como es la de autogobierno, que 
supone —equivale a— la participación activa de los ciudadanos en las deci- 
siones sobre la vida colectiva, encuentra anclajes antropológicos bien dife- 
rentes. En las versiones más aristotélicas del republicanismo, la participa- 
ción política aparece como una prolongación, como una “actualización” 
de una disposición —de una capacidad— humana hacia un ejercicio de la 
racionalidad que obligadamente se realiza en un escenario colectivo. En 
ese sentido, se podría decir que, de manera directa, para cada uno esimpor- 
tante la libertad de todos. Por el contrario, para Maquiavelo las cosas son 
más retorcidas. Los individuos se interesan en defender la libertad de todos 
porque ése es el único modo de asegurar su propia libertad. En este caso, 
la defensa de la libertad de la república es puramente instrumental. A los 
ciudadanos no les importa la libertad de los otros; es más, ambiciosos como 
son, están dispuestos a sacrificarla en beneficio propio y, precisamente por 
ello, para protegerse de las ambiciones de los otros, los ciudadanos se ven 
en la necesidad de asegurar colectivamente el imperio de la ley.? 

Ante dificultades como las expuestas, mi proceder aquí será cauteloso. 
Sin ánimo de forzar las jerarquías conceptuales, me limitaré a sistemati- 
zar tres distintas miradas republicanas sobre la democracia desde tres prin- 
cipios distintos: autogobierno (colectivo), igualdad (de poder) y libertad 
(como no-dominación). En aras de la claridad expositiva las presentaré 
de modo independiente. Aunque resulta difícil encontrarlas en estado 
puro, están presentes, en combinación y con dispar énfasis, en distintos 
clásicos republicanos. Las dos primeras estrategias guardan una vincula- 
ción más directa con las propuestas de democracia radical o participa- 
tiva que tradicionalmente han acompañado al republicanismo: el auto- 
gobierno es, en sentido estricto, incompatible con la idea de representación, 


21 En el caso de Maquiavelo, esta circunstancia, como se verá, plantea un problema 
de estabilidad para la democracia. 
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pues, como nos recordó Rousseau, la soberanía no puede delegarse o repre- 
sentarse;” por su parte, la igualdad (de poder) disminuye en la medida 
misma en que existen representantes a los que se encarga la tarea de gober- 
nar. Otra cosa es la justificación de la democracia desde la no-domina- 
ción, justificación que —en su formulación más conocida- se aleja explí- 
citamente de las exigencias participativas. En este caso, la democracia 
que se alcanza a defender no es muy diferente de la democracia liberal 
deliberativa, al menos en el tratamiento más sistemático realizado hasta 
el presente.” En lo que sigue examinaremos esas distintas propuestas y 
sus problemas.?* 


IGUALDAD 


En la medida en que está comprometida con la justicia, la tradición repu- 
blicana está comprometida con la igualdad, siquiera en un sentido ele- 
mental: ante la ley (justa), los ciudadanos son iguales. Desde esa sensibili- 
dad no es difícil “aunque no inevitable— derivar en un compromiso con 
el igualitarismo democrático, con la democracia máximamente partici- 
pativa. Son diversas las estrategias argumentales que desde la igualdad reca- 
lan en la defensa de las versiones más participativas de la democracia, en 
aquellas que más radicalmente respetan el principio de igualdad de poder 
político.” Una reconstrucción que no traiciona en exceso a muchas de ellas 


22 Para una precisión de la idea, véase C. Morris, “The very idea of popular 
sovereignty: “We the people” reconsidered”, Social Philosophy e> Policy, 17, 1, 2000. 

23 P. Pettit, “Democracy, electoral and contestatory”, en I. Shapiro y S. Macedo (eds.), 
Designing democratic institutions; “Republican freedom and contestatory 
democratization”, en I. Shapiro y C. Hacker-Cordon (eds.), Democracy's value, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1999. 

24 Las dos primeras fundamentaciones que aquí nos ocupan —el autogobierno 
y la igualdad— han merecido un tratamiento específico por parte de T. Christiano, 
The rule of Many, Boulder, Westview Press, 1996. 

25 La fórmula “igualdad política” está lejos ser una idea inequívoca. Puede 
entenderse de diversas maneras: igualdad (de poder) horizontal, la que se da entre 
los ciudadanos; igualdad (de poder) vertical, sin posibilidad de distinguir entre 
ciudadanos y representantes; igualdad de impacto (un hombre, un voto); igualdad 
de influencia, relacionada con la mayor o menor capacidad para influir en otros; 
igualdad de oportunidad de poder político, compatible con el uso del sorteo para 
elegir cargos; igualdad de participación; igualdad de probabilidad de influencia en 
el resultado; anonimato (no hay voces que pesen más que otras); igualdad de 
influencia; de decisividad; de derecho a participar; de oportunidad de ser elegido, 
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se dejaría resumir en tres premisas: a) los intereses de todos han de con- 
tar por igual; b) existe un conjunto de problemas colectivos, públicos, 
que afectan a cada uno pero que sólo pueden realizarse colectivamente; 
c) no hay ninguna garantía de que los individuos puedan ponderar (por 
falta de información, por egoísmo o ambición, por filtros cognitivos) los 
intereses de “todos”. Si se consideran esas tres premisas, parece razonable 
concluir que hay que otorgar a todos igual peso, igual voz, en las decisio- 
nes, que todos han de disponer de los mismos medios para participar. 
Desde esa perspectiva, para una sensibilidad igualitaria toda forma de 
representación política resulta sospechosa en tanto atenta contra la igual- 
dad de poder. Para muchos republicanos, los representantes son una suerte 
de aristocracia “elegida” cada cuatro años. “La debilidad de la representa- 
ción tiende con toda certidumbre a conferir todos los honores a los ricos 
y de buena familia”, dirán los antifederalistas.*é La objeción es de princi- 
pio: no se autogobierna quien se limita a elegir a quien lo gobierna; la ley 
no se la da él, sino otro. Además, la existencia misma del representante 
supone una quiebra del principio de igualdad política. Incluso en el sis- 
tema político menos presidencialista, los representantes tienen más capa- 
cidad de decisión sobre la vida colectiva que los representados (aunque 
sólo sea porque además de representantes son también votantes). Como 
se dijo, los representantes pueden realizar iniciativas de ley, decidir direc- 
tamente sobre ellas, y sus votos tienen mayor peso sobre la decisión final 
que los de los ciudadanos. El republicanismo, cuando ha aceptado alguna 
forma de representación política, precisamente porque no ignora que 
“los hombres que llevan mucho tiempo en un cargo tienen tendencia a 
sentirse independientes y crear y perseguir intereses ajenos a quienes les 
nombraron”? ha buscado formas de mitigar ese mayor poder a través de 
distintas medidas destinadas a “que no olviden la mano que allí los puso 
o se vuelvan sensibles a sus intereses”: control, revocación, dependencia 
permanente, limitación de mandato y de capacidad discrecional, etc. El 


etc. Véanse J. Still, “Political equality and election systems”, Ethics, 91, 1981; C. 
Beitz, Political equality, Princeton, Princeton University Press, 1989; R. Dworkin, 
“Equality, democracy and constitution”, Alberta Law Review, 2, 1990; C. Sunstein, 
“Political equality and unintended consequences”, Columbia Law Review, 94, 
1994. De todos modos, y afortunadamente, sea cual sea su contenido, para 
nuestros propósitos no se requiere otra especificación que el hecho de que esté 
distribuido por igual. 

26 Brutus, Ensayo Iv, 28 de noviembre de 1787, Escritos antifederalistas, ed. de 
R. Ketcham, Barcelona, Fundación Campalans/Hacer, 1996, p. 371. 

27 Ibid., Ensayo xvi, 10 abril de 1788, p. 376. 

28 Ibid. 
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representante que puede ser reelegido “se convierte en un funcionario vita- 
licio, [...] en una mala edición de un rey Polaco”. De hecho, la preocu- 
pación por la igualdad de poder político ha servido como argumento 
para exigir otras igualdades económicas: sea porque las disparidades eco- 
nómicas se traducen en desigual capacidad de influencia política, sea por- 
que “la dependencia (económica) engendra servilismo y venalidad, ahoga 
el germen de la virtud y prepara instrumentos adecuados a los designios 
de la ambición”.3 A los clásicos argumentos, habría que añadir hoy los 
que se derivan de los enormes costes de participar en la competencia polí- 
tica, que impide un igual acceso a la posibilidad de iniciativa política, que 
limita el acceso a quienes tienen recursos.* 

El Maquiavelo de los Discorsi permite una presentación de la tesis de la 
igualdad política. Aunque su argumentación no se refiere directamente a 
la idea de democracia, puede ser reconstruida de un modo económico en 
los términos de nuestras anteriores premisas como una defensa de la igual- 
dad democrática. El florentino está, sobre todo, preocupado por mostrar 
que es necesario defender la “libertad de la república” para asegurar la 
“libertad de cada uno”. En el marco de esa preocupación es donde se inserta 
su reflexión sobre las consecuencias patológicas de la desigualdad de poder.* 
Según Maquiavelo, sólo en la república libre se aseguraría la igual consi- 
deración de todos porque en ella se dan las condiciones para evitar que 
los individuos ambiciosos, lo intrigantes grandi, “especialmente si consi- 
guen ser elegidos [...] gobiernen conforme a sus propios deseos”. Para evi- 
tarlo se necesita que “todo el cuerpo de ciudadanos supervise permanen- 
temente y participe en el proceso político”. La igualdad de poder cancela, 
por definición, la situación indeseada. Asegura que los intereses de todos 
cuenten por igual, tengan la misma consideración. Para preservar su liber- 
tad y, en general, para que sus intereses sean tomados en consideración, 


29 Jefferson, Carta a J. Adams, 13 noviembre de 1787; Carta a J. Madison, 20 diciembre 
de 1787, en T. Jefferson, Autobiografía y otros escritos, Madrid, Tecnos, 1987, 

Pp. 460 y 463. 

30 Jefferson, “Notas sobre Virginia”, en Autobiografía y otros escritos, p. 288. 

31 Para un repaso de estos problemas, véase J. Cohen, “Money, politics, political 
equality” (mimeo). 

32 La argumentación de Maquiavelo se refiere sobre todo a “la libertad de la 
república”. Es la veta que han explotado los teóricos del republicanismo como 
no-dominación. Como se verá, el vínculo de esa idea con la de participación no es 
inmediato. De todos modos, una mirada atenta a la obra del florentino permite 
reconocer las propuestas democráticas, “directictas”, más allá de las puramente 
electorales. Véase J. McCormick, “Machiavellian democracy: Controling elites 
with ferocius populism”, American Political Science Review, 95, 2, 2001. 
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los ciudadanos han de diseñar un escenario institucional (una república 
libre) que haga imposible esa desigual distribución de poder. La toma de 
decisiones democrática es la cristalización institucional de esa igualdad 


a 


porque “sólo podemos disfrutar de la máxima libertad individual si no la 
anteponemos a la búsqueda del bien común”. 

La argumentación es vigorosa, con escasos supuestos y realista. La 
defensa de la libertad de todos se hace por interés en la libertad propia?** 
y, además, se contempla un razonable realismo (o pesimismo) antropo- 
lógico: los poderosos procuran su propio beneficio, el pueblo no quiere 
ser dominado. Las dificultades también arrancan de ese pesimismo, de 
esa escasa disposición virtuosa, en su conjunción con la (premisa b) pecu- 
liar condición de bien público de la acción política. Los dos supuestos 
se combinan para complicar la estabilidad de la democracia republicana. 
Sin duda, es cierta la opinión de Maquiavelo según la cual sólo en una 
república libre pueden los ciudadanos ser libres, sólo quienes viven bajo 
un gobierno republicano pueden realizar sus objetivos y perseguir sus 
metas personales. 

Es ahí precisamente donde aparece el problema: dado el carácter público 
de las leyes, dado que la libertad es indivisible, que es un bien público del 


33 O. Skinner, “Acerca de la justicia, el bien común y la prioridad de la libertad”, 
La Política, 1996, 1, pp. 146-147. Skinner ha documentado en diversos trabajos la 
presencia de estos argumentos en los Discorsi, libro 11, 2. 

34 Cuando no directamente en razones “materiales”. Son continuas las alusiones 
al “aumento de la riqueza”, a que en la república libre “las riquezas se multiplican 
en mayor número, tanto las que proceden de la agricultura como de las artes, 
pues cada uno se afana gustosamente y trata de adquirir bienes que, una vez 
logrados, está seguro de poder gozar”. Véase Discursos sobre la primera década 
de Tito Livio, Madrid, Alianza, 1987, libro 11, 2, pp. 185, 191. Le cuadran 
perfectamente las opiniones de Marx en La cuestión judía: “los emancipadores 
políticos reducen la ciudadanía, la comunidad política, a mero medio para 
la conservación de derechos humanos; el ciudadano es mero servidor 
del hombre egoísta, el ámbito en que el hombre se comporta como comunidad 
queda degradado por debajo del ámbito en que se comporta como ser parcial 
[...] la vida política se declara un mero medio, cuyo fin es la vida de la sociedad 
burguesa”. Líneas que son la continuación de otras que dibujan bien 
el “núcleo” liberal: “[lo que] un hombre puede encontrar en otro hombre 
no es la realización de la libertad sino la limitación de su libertad” (cursivas 
del autor), Marx y Engels, Obras de Marx y Engels, 237 -5, Barcelona, Crítica, 
1978, pp. 196-197. 

35 Para una minucioso repaso de los distintos matices terminológicos de 
Maquiavelo respecto de las motivaciones “egoístas”, véase R. Price, “Self-love, 
“egoism' and ambizione in Machiavelli's thought”, History of Political Thought, 
IX, 2, 1988. 
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que no se puede excluir a nadie sin excluir a todos, que no hay modo de 
asegurar protección, libertad o igualdad de poder a unos sin hacerlo con 
todos y que, por tanto, una vez que se dispone de la libertad no hay modo 
de distinguir entre quienes luchan por ella y quienes no, ¿qué razones ten- 
drían los ciudadanos para molestarse en luchar ellos mismos por la liber- 
tad? ¿No les resultaría más interesante emplear sus energías en procurar 
sus objetivos particulares y dejar a los otros que defiendan la libertad de 
todos que, inevitablemente, será la libertad de cada uno, su libertad? Pero, 
en ese caso, ya sabemos lo que terminará ocurriendo: si todos se com- 
portan de ese modo, no habría libertad para nadie, no habría república 
libre.** También esta vez lo anticipó el ginebrino: “En cuanto el servicio 
público deja de ser la principal ocupación de los ciudadanos y prefieren 
servir con su bolsa antes que con su persona, el Estado se encuentra pró- 
ximo a su ruina”. 

Ese infausto resultado podría evitarse si los ciudadanos fueran “natu- 
ralmente” virtuosos, si la libertad de todos formase parte de sus objetivos. 
Lo que no sirve es una virtud “instrumental”, una virtud por razones ulte- 
riores, porque “resulta rentable”. No sirve por definición, porque la virtud 
se corresponde con “la acción correcta por las razones correctas”*% y ade- 
más porque, como se acaba de ver, cuando es instrumental, cuando el buen 
comportamiento responde a que “resulta rentable” lo que verdaderamente 
“resulta rentable”, dado el carácter inevitable de bien público de la liber- 
tad de la república, es dejar en manos de los otros su defensa. Pero, claro 
está, cuando todos piensan lo mismo nadie procura la libertad y la repú- 
blica fracasa. La virtud es interesante porque no es interesada. 

En esas condiciones sólo caben dos posibilidades, dibujadas por Rous- 
seau: o bien se da una disposición natural a la participación y “los ciuda- 
danos, lejos de pagar para eximirse de sus deberes, están dispuestos a pagar 
para cumplirlos”, o bien se asume que es tarea de las instituciones alentar 
la virtud, “obligar al ciudadano a ser libre”.9 La primera posibilidad es la 
que se explora a continuación: existiría una disposición al autogobierno, 


36 En el “escenario griego” el problema no aparece porque, por así decir, para cada 
uno es importante asegurar la libertad de los otros. La libertad de la república es 
una simple externalidad del cultivo de la propia libertad, justificado 
normativamente, pero que además está en “la naturaleza humana”, como una 
capacidad (bien) dispuesta a ser ejercida, desarrollada. Se volverá en la tercera 
parte sobre estos asuntos. 

37 Rousseau, Contrato social, 111, XV. 

38 R. Audi, “Acting from virtue”, Mind, 1995, V. 104, 415. 

39 Contrato social, 1, v1. Véase también, sobre ese conocido paso, S. Affeldt, “The 
force of freedom. Rousseau on forcing to be free”, Political Theory, 27, 3,1999, p. 19. 
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unas capacidades humanas orientadas hacia el ejercicio práctico, racio- 
nal, de “ser dueños de la propia vida”, que, latentes, como la capacidad 
lingúística, encontrarían su natural lugar de ejercicio en los escenarios 
públicos. En ese sentido, la libertad de la república vendría a ser una suerte 
de subproducto, de externalidad positiva, de la naturaleza humana, esen- 
cialmente virtuosa.* 

La otra posibilidad requiere que la virtud sea “inyectada”, forzada, lo 
que, desde luego, puede ir en menoscabo de la autonomía de los ciuda- 
danos.* La reflexión contemporánea de Michael Sandel sería la formu- 
lación más explícita de esta última perspectiva. Sandel no duda en men- 
cionar una serie de virtudes (honestidad, fidelidad marital, sencillez, 
frugalidad, autocontrol, moderación, respeto, pasión por la vida pública... 
y también disciplina, respeto por la autoridad, patriotismo, piedad reli- 
glosa) que deberían ser alentadas públicamente.* No se escapará que esta 
perspectiva choca no sólo con la autonomía de los individuos sino sobre 
todo con unas sociedades de mercado que refuerzan unas disposiciones 
cognitivas (egoísmo, evaluación contable de las relaciones humanas, hedo- 
nismo) poco propicias al cultivo de las normas (de confianza, lealtad, res- 
peto, etcétera).4 


40 En la tercera parte se verán estos aspectos. 

41 El tradicional énfasis republicano en la educación encontraría aquí su amarre, 
véase “Symposium on citizenship, democracy and education”, Ethics, 1995, 

v. 105, 3. 

42 Véase M. Sandel, Democracy's discontent. La argumentación de Sandel no puede 
ser despachada con el expediente de “comunitarista”. Sus esfuerzos por no 
confundir el republicanismo con el liberalismo, que lo llevan a destacar las líneas 
de demarcación (neutralidad del Estado, ausencia de virtud) con el liberalismo 
igualitario (Kymlicka) y con el republicanismo liberal (Pettit), han contribuido 
decisivamente a centrar el debate, véase la polémica con estos autores, entre otros, 
en A. Allen y M. Regan, Jr. (eds.), Debating democracy's discontent, Oxford, Oxford 
University Press, 1998. 

43 Sobre las estructuras cognitivas, véase R. Lane, The market experience, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1991. Sobre el choque con las normas, véase 
M. Radin, Contested commodities, Cambridge, Harvard University Press, 1996. 
Con todo, como se verá en la tercera parte, el mercado necesita de las normas 
que socava; véanse al respecto A. Ben-Ner y L. Putterman (eds.), Economics, 
values and organization, Cambridge, Cambridge University Press, 1998, 

y W. Schultz, The moral conditions of economic efficiency, Cambridge, Cambridge 
University Press, 2001. 
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AUTOGOBIERNO* 


Seguramente se trata de la estrategia de argumentación más clásicamente 
republicana.* Guarda una evidente relación con la libertad de los anti- 
guos —también llamada “libertad positiva” entendida como el “control 
y dirección de la propia vida” y, en particular, con “la libertad de partici- 
par en las decisiones sociales que afectan a la propia vida”.*4 Como la ante- 
rior, también justifica la democracia sin muchas mediaciones concep- 
tuales, desde unas pocas ideas, entre las que resultan especialmente 
importantes las que se refieren a ciertas disposiciones naturales de los 
humanos.* En su esqueleto último, la argumentación se deja resumir 


44 Tal como sucedía con “igualdad de poder” por detrás de “autogobierno” se dan 
diferentes ideas: gobierno de todos o gobierno del bien común; autonomía, 
autodeterminación, o, incluso, autorrealización y acceso a los medios de 
autorrealización. Y cada una de esas ideas admite formulaciones diversas; así, la 
autodeterminación en algunos casos es determinarse uno mismo de acuerdo con 
una naturaleza esencial y en otros determinarse uno mismo de acuerdo con las 
leyes o los planes que uno legisla o escoge para uno mismo. En lo que aquí se 
refiere, la descripción de Ralws de la idea kantiana de autonomía es suficiente: 
“una persona está actuando autónomamente cuando los principios de su acción 
son escogidos por él como la expresión más adecuada a su naturaleza de 
individuo racional, libre e igual” (A theory of justice [1971], Oxford, Oxford 
University Press, 1999, p. 252). En la formulación ralwsiana se reconocen las piezas 
básicas: racionalidad, disposición natural, sometimiento a la ley libre y 
racionalmente elegida. Una versión menos liberal, más clásica, participaría de tres 
premisas: a) el bien de cada persona consiste en desarrollar su naturaleza; lo cual 
b) supone un importante elemento de actuar virtuosamente hacia los otros; 

y C) tiene razones normativas para hacerlo. Véase T. Hurka, “The three faces of 
flourishing”, en E. E. Paul, F. Miller, Jr. y J. Paul (eds.), Human flourishing, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1999. 

45 V. Brown, “Self-goverment: The master trope of republican liberty”, The Monist, 
84, 1, 2001. 

46 Aunque en la presente exposición nos basta con esta elemental caracterización, 
conviene advertir que bajo la misma etiqueta de libertad positiva se cobijan tres 
ideas diferentes que no siempre se distinguen: libertad “real” entendida como 
poder o capacidad para hacer algo, opuesta a la libertad formal, a la simple 
ausencia de interferencias; libertad como “autonomía” entendida como 
autogobierno, opuesta a la libertad para hacer lo que se desea; libertad para 
participar en las actividades públicas, opuesta a la libertad “frente” a lo público. 

47 Desde Aristóteles, para muchos el buen ser humano, el ser humano completo, no 
puede dejar de ser un buen ciudadano porque la participación forma parte de su 
propia humanidad. Para el inacabado debate acerca del papel que para Aristóteles 
cumple la participación política en la persecución del telos humano, la eudamonia, 
una mirada crítica en T. Dubai y P. Dotson, “Political participation and 
Eudaimonia in Aristotle's Politics”, History of political thought, x1X, 1, 1998. 
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sin excesivas traiciones en cuatro premisas: a) una parte importante de 
los talentos humanos sólo pueden ejercerse y desarrollarse en colabora- 
ción; b) los seres humanos tenemos una natural disposición a ejercer tales 
capacidades; c) entre tales capacidades se encuentra la disposición al auto- 
gobierno, a querer regirse por sí mismos, a ser dueños de sus vidas o, mejor, 
a actuar de acuerdo con las razones que uno mismo suscribe.* Cuando 
esa disposición se fustra, se atenta contra aspectos constitutivos de los 
seres humanos, contra lo que hay de más humano en cada uno de noso- 
tros: la autonomía, la dignidad, la autorrealización.* Desde ahí se con- 
cluye que la democracia es el escenario natural de ejercicio del autogo- 
bierno: los individuos, colectivamente, establecen las leyes a las que se 
someten. Pero no cualquier democracia: la democracia ha de ser partici- 
pativa em grado máximo. Por definición, el autogobierno excluye la posi- 
bilidad de ser gobernado por otro. Tanto da que el gobernante sea ele- 
gido mediante votaciones o que no lo sea. El conocimiento de que el 
gobernante lo es como resultado de una elección sólo nos informa del pro- 
ceso de selección, no de la naturaleza de la relación entre gobernante y 
gobernado. En ese sentido, no habría diferencia entre el rey y el repre- 
sentante elegido por lotería o por votación. Son tan sólo modos diferen- 
tes de “seleccionar” a los que deciden. Pero en todos los casos no es el indi- 
viduo el que establece la ley a la que él mismo se somete (Rousseau). 
Ahora bien, la posibilidad de participación en la elaboración de la ley 
no asegura que uno se gobierne a sí mismo. Es tan sólo una condición nece- 
saria. Podría muy bien suceder que yo quiera A y los demás acuerden regirse 
por B. Por ello se necesita, además de los anteriores requisitos, que: d) las 
preferencias de los individuos resulten coincidentes con las preferencias de 
su sociedad.” Sólo si mis preferencias coinciden con las de todos, mi deci- 
sión a favor de A se traducirá en la elección de A y, por ende, me regiré 
por mi propia ley. Sólo si mi voluntad coincide con la voluntad general el 
autogobierno será un hecho. Sin duda, ello se verá favorecido si no somos 
egoístas, si todos procuramos el interés general. Pero no es suficiente. Tam- 
bién será necesario que nuestras concepciones acerca del interés general 


48 De ahí la incompatibilidad, “auténticamente insalvable, entre autoridad y 
racionalidad práctica”, como advierte —comentando a J. Raz—J. C. Bayón, La 
normatividad del derecho, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991, p. 603. 

49 Véase nota 44. 

50 Una fórmula más laxa diría que lo que importa es que “mis preferencias (mis 
intereses) cuenten igual que las de los otros a la hora de hacer la ley a la que me 
someto”. Pero creo que no es suficiente: no es lo mismo la posibilidad del 
autogobierno que el autogobierno. 
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sean coincidentes o, más modestamente, que tengamos criterios compar- 
tidos que nos permitan determinar ese interés general.” Es allí donde inter- 
viene el ejercicio de la razón, una capacidad humana fundamental. La deli- 
beración, al obligarnos a justificar nuestras propuestas, nos compromete 
con criterios de imparcialidad que permiten dilucidar entre las propues- 
tas. En suma: soy dueño de mi vida cuando la preocupación por los pla- 
nes de vida de cada uno es preocupación de todos y, sobre ese cimiento de 
virtud, puedo, además, cribar las propuestas. De otro modo, cada uno se 
verá sometido al gobierno de los otros, las mayorías serán explotadoras y 
tendré que buscar la autonomía en una libertad (negativa) protegida por 
unos derechos que cercenan el terreno del autogobierno colectivo. 
Naturalmente, la solidez de la argumentación depende, si las inferen- 
cias son correctas, de la calidad de sus premisas. La primera es difícilmente 
discutible. Muchas actividades se pueden ejercer sólo con otros. Sucede 
con los deportes colectivos, con el lenguaje y también con aspectos básicos 
de nuestro propio desarrollo como individuos: aunque exista la poten- 
cialidad, la capacidad sólo se realiza en presencia de los otros.* Necesita- 
mos de los otros de tres modos fundamentales: nuestros caracteres, pro- 
pósitos y conocimientos en buena parte están socialmente conformados; 
la materialización de las propias metas o el pleno ejercicio de los derechos 
son deudores de una sociedad que los reconoce y proporciona recursos 
para su consumación; la propia identidad social (la condición de padre o 
profesor) depende de un diseño institucional que es inevitablemente social. 


51 Rousseau detectaba la tensión entre “la voluntad de todos” y la “voluntad general” 
(Contrato social, 11, 111). Su “solución” es la que se apunta en el texto y que ha 
reconstruido J. Neidleman: “el salto entre la voluntad popular y la voluntad 
racional es la ciudadanía”, The general will is citizenship, Lanham, Rowman « 
Littlefield, 2001, p. 10. 

52 Para una idea cercana a —una de las interpretaciones de— la libertad positiva (y a la 
autorrealización “con otros” del comunismo de Marx que J. Elster ha destacado), 
véase J. Elster, “Self realization in work and politics: the Marxist conception of the 
good life”, en J. Elster y K. Moene (eds.), Alternatives to capitalism, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1989. Tampoco andan lejos las ideas (capabilities) de 
A. Sen, “Well-being, agency and freedom”, Journal of Philosophy, 82, 1985. El propio 
Sen ha insistido en que su perspectiva normativa tiene más que ver con esas 
herencias que con el republicanismo de la no-dominación. Para Sen, el 
incapacitado ayudado por personas bien dispuestas es libre, tiene la “capacidad” 
(de salir de su casa, por ejemplo). Para Pettit, ese mismo individuo no lo es 
(es “favour-dependent”). Véase la réplica de Sen al intento de P. Pettit (“Capability 
and freedom”) de asimilar su propuesta distributiva a la idea de libertad como 
no-dominación en A. Sen, “Symposium on Amartya Sen's philosophy. Reply”, 
Economics and Philosophy, 17, 2001. 
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Dicho brevemente: el ser humano, para serlo completamente, para desa- 
rrollar muchas de sus potencialidades, necesita de los otros. En aislamiento 
es incompleto. 

Tampoco caben muchas dudas acerca de la segunda premisa. Si algo 
hemos aprendido en los últimos años es que los humanos “nacemos 
sabiendo” muchas cosas, que somos una especie con una notable dispo- 
sición social, con unas estructuras cognitivas —formadas bajo presiones 
adaptativas— propicias a la sociabilidad. Tenemos una enorme capaci- 
dad —asentada, muy probablemente, sobre estructuras neuronales espe- 
cializadas en procesar ciertos inputs, como sucede con el lenguaje— para 
interpretarnos mutuamente, para identificar las emociones o las dispo- 
siciones cooperativas y estamos dotados de un amplio surtido de disposi- 
tivos emocionales que sirven de cimiento a nuestros sistemas normativos.** 
Pero, aunque tales estructuras están programadas, la activación y el desa- 
rrollo requieren de los otros, de los escenarios sociales. En resumen: es 
cierto que existen las capacidades y, no menos, que tienen que ver con pro- 
cesos colectivos. 

Las dificultades mayores se encuentran en las otras premisas. En primer 
lugar, en la evidencia disponible a favor de la disposición al autogobierno. 
No hay dudas acerca de que los seres humanos aceptamos mal la incerti- 
dumbre y que preferimos que nuestra vida no esté sometida a procesos 
imprevisibles o incontrolados. Pero eso es bien distinto de “querer ser due- 
ños de nuestras vidas”. Incluso lo primero, la disposición a conjurar la 


53 J. Mehler y E. Dupoux, Nacer sabiendo, Madrid, Alianza, 1992; S. Pinker, La tabla 
rasa, Barcelona, Paidós, 2003. 

54 Se verá con más detalle en la tercera parte. 

55 Las evidencias hablarían en todo caso en favor de la no-dominación en la medida 
en que la dominación —por dependencia de la arbitrariedad— es incertidumbre. 
Lo que sí parecen mostrar es el “bienestar” asociado a la participación. Véase 
R. Lane, “The joyless polity: Contributions of democratic processes to IIl-Being”, 
en S. Elkin y K. Soltan (eds.), Citizen competence and democratic institutions, 
University Park, Penn State Press, 1999. Véase un repaso de la literatura sobre 
los resultados de psicología de la participación democrática en J. Sullivan 
y J. Transue, “The psychological underpinnings of democracy”, Annual Review 
of Psychology, 50, 1999. De todos modos, no me resisto a recordar que no faltan 
evidencias empíricas que avalan la relación entre felicidad —que algo captura 
de la eudaemonia, la noción clásica que está en la trastienda de la 
autorrealización— y democracia participativa (autogobierno). Véanse B. Frey 
y A. Slutzer, “Happiness, economy and institutions”, The Economic Journal, 110, 
octubre de 2000; R. Ryan y E. Deci, “On happinesss and human potentials: 

A review of research on hedonic and eudaimonic well-being”, Annual Review of 
Psychology, 52, 2001. 
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incertidumbre, puede favorecer que se busque evitar “el vértigo” de tomar 
decisiones. Al cabo, un mafioso que imponga las reglas claras (o un Estado 
liberal con amplios ámbitos de libertad negativa y baja democracia) tam- 
bién elimina la incertidumbre. Las tesis antropológicas han de ser más fuer- 
tes, han de mostrar que existe disposición participativa, disposición a ejer- 
cer las potencialidades, a interesarse por los asuntos públicos y, también, 
que ese interés se orienta de tal modo (premisa d) que la voluntad de los 
ciudadanos coincide con la voluntad general. Respecto de lo primero, es 
cierto que hay resultados interesantes que hablan en contra de una visión 
estrechamente egoísta de los seres humanos, de que el ser humano sea un 
simple homo oeconomicus, resultados que, en un sentido laxo, incluso, 
podrían avalar la conjetura de la “naturalidad del republicanismo”, pero, 
desde luego, tales resultados están lejos de abandonar el terreno de los indi- 
cios.” Por lo demás, resulta difícil ver cómo podría ser de otro modo, habida 
cuenta el enorme —y acaso inevitable— salto conceptual que hay entre el 
plano de las instituciones y los procesos sociales donde se desenvuelve la 
vida ciudadana y los marcos donde se desarrollan los experimentos cog- 
nitivos habituales, por no referirse al salto entre esos mismos experimen- 
tos y los procesos cerebrales supuestamente implicados: una cosa es una 
revolución, otra una disposición mostrada en un grupo experimental y 
otra una red de conexiones sinápticas activadas. 


56 Como era de prever, rápidamente ha aparecido una vulgata —muy frecuente, 
dada la general tendencia a relacionar todas las modas intelectuales— dispuesta 
a mostrar que el republicanismo tiene base “biológica”. Véase, por ejemplo, 

M. Konner, “Darwin's truth, Jefferson's vision”, The American Prospect, 1999, julio. 
Hasta donde conozco, los resultados disponibles están lejos de ser concluyentes 

y uno diría que, de hecho, si hay una filosofía política que encuentra “avales” 
empíricos de esa naturaleza, es el comunitarismo. Para un exhaustivo estado 

de la cuestión, desde distintas perspectivas, de las bases psicobiológicas de 

la socialidad, véanse A. Fiske, S. Kitayama, H. Markus y R. Nisbett, “The cultural 
matrix of social psychology”; D. Buss y D. Kenrick, “Evolutionary social 
psychology”; T. Tyler y H. Smith, “Social justice and social movements”, 

en D. Gilbert, S. Fiske y G. Lindzey (eds.), The handbook of social psychology, 
Oxford, Oxford University Press, 1998. 

57 F. Ovejero, La libertad inhóspita, cap. 1. 

58 Por no referirse al “salto” entre módulos y genes. En cada uno de los pasos 
(genes, módulos, comportamientos, experimentos, escenarios sociales) se está 
presumiendo mucho y la evidencia disponible es limitada, cuando no puramente 
conjetural. De hecho, incluso entre partidarios de “darwinizar la cultura” 
hay agudas discrepancias. Véanse las posiciones críticas —y las propias 
discrepancias entre ellos— de R. Boyd, P. Richerson y D. Sperber (entre otros) 
respecto de las propuestas más radicales (de Dennett), en R. Aunger (ed.), 
Darwinizing culture. The status of memetics as a science, Oxford, Oxford University 
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Finalmente, la coincidencia entre las preferencias de los individuos y 
las preferencias sociales, la última de las premisas, en ningún caso puede 
darse por supuesta. Como se vio en el capítulo 11, hay resultados de la 
teoría de la elección colectiva que invitan a pensar, por lo menos, que se 
trata de un proceso cargado de dificultades. Más exactamente: el único 
modo de obtener, a partir de voluntades particulares, una “voluntad gene- 
ral”, una preferencia social, coherente y no ambigua consiste en eliminar 
la democracia o en estrechar el dominio de preferencias de los ciudada- 
nos, en limitar las opciones que pueden tomar.%% La primera posibilidad 
conduce directamente a delegar las decisiones en un “dictador” encargado 
de determinar la voluntad general. La segunda, en una de sus interpreta- 
ciones, resulta compatible con los procesos de deliberación:* apelando a 
criterios de imparcialidad, los ciudadanos cribarían las distintas opcio- 
nes, eliminarían las indefendibles, las irracionales o inmorales, y recala- 
rían en preferencias ordenadas según criterios normativos consistentes. 
Al menos es una posibilidad.“ 


LIBERTAD 


La tercera defensa de la democracia de inspiración republicana apela a 
cierta idea de libertad. Desde el punto de vista de su más sistemático defen- 
sor, Philip Pettit, la tradicional contraposición entre libertad negativa, 
entendida como ausencia de intromisiones (“A es libre para hacer X cuando 
nadie interfiere en impide, coarta— que haga X”), y libertad positiva, enten- 
dida como autogobierno, como posibilidad efectiva de realizar los pro- 
pios objetivos (“A es libre para hacer X cuando, queriendo hacer X, puede 
realmente hacer X”), no agota el campo conceptual posible. También cabe 
una tercera idea: la libertad como no-dominación. Desde esta perspec- 
tiva, un individuo es libre cuando no está sometido a interferencias arbi- 


Press, 2000. Y el propio J. Fodor, responsable de la teoría modular, ha presentado 
una contundente crítica a la psicología evolutiva en The mind doesn't work that 
way, Cambridge, MA, The mrT Press, 2000. 

59 C. Bird, “The possibility of self-government”, American Political Science Review, 
94, 3, 2000. 

60 Véase lo dicho en el capítulo 11. 

61 J. Dryzek y Ch. List, “Social choice and deliberative democracy: A reconciliation”, 
British Journal of Political Science, 33, 2003. Pero en el próximo capítulo también se 
verá que con la deliberación pueden aparecer nuevas dificultades. 
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trarias. Es posible que el esclavo cuyos deseos coinciden con los de su señor 
o cuyo amo es tolerante no se vea interferido para hacer lo que quiere, pero 
no por ello abandona la condición servil: si su señor quisiera podría inter- 
ferir en sus acciones impunemente y a su arbitrio.P 

Pettit trata de ordenar conceptualmente las propuestas republicanas 
desde el principio de no-dominación, que juzga más básico que cualquier 
otro que la tradición republicana haya podido invocar. Explícitamente se 
desmarca del igualitarismo y del autogobierno. Subordina al primero a 
un aumento de la no-dominación agregada y así, asumiendo la posibili- 
dad de “comparaciones interpersonales de dominación”, se opone a redis- 
tribuciones porque “los costes de la intervención estatal significarán 
que la segunda persona (la pobre) recibirá menos de lo que se le quita a 
la primera (la rica) y que la transferencia producirá una disminución 
del global de las opciones no dominadas”. De hecho, Pettit se ve con 
serias dificultades para justificar redistribuciones defendidas por los libe- 
rales igualitarios y que parecen bastante razonables. Para éstos, no están 
justificadas las desigualdades que no derivan de elecciones responsa- 
bles, que son resultado de un mal azar social o natural, como haber nacido 
pobre, en un grupo social discriminado o con una incapacidad física. 
En cambio, la libertad como no-dominación —a diferencia de la libertad 
positiva— carece de una forma sencilla de justificar la ayuda a un inca- 
pacitado: si para que exista dominación la posibilidad de comportamiento 
arbitrario —de acción intencional- por parte del poderoso, del domina- 
dor, es una condición, no se ve por qué habría que ayudar a alguien, como 


62 P. Pettit, Republicanism. La presentación más ordenada se encuentra en P. Pettit, 
“Keeping republican freedom simple. On a difference with Quentin Skinner”, 
Political Theory, 30, 3, 2002. Para una historia de esa idea republicana, véase 
J-F. Spitz, La liberté politique, París, PUF, 1995. De todos modos, el excelente trabajo 
de Spitz exagera el trazo de contraponer una idea republicana de “libertad merced 
a la ley” a la libertad “presocial” (de Estado de naturaleza liberal”). Para matizar 
esa demarcación, véase L. Jaume, La liberté et la loi. Les origines philosophiques 
du liberalisme, París, Fayard, 2000. Desde un vuelo histórico más dilatado 
en el tiempo, véase el breve y excelente repaso de M. Barberis, Liberta, (Roma) 
Bologna, Il Mulino, 1999, especialmente el capítulo 111. 

63 P. Pettit, Republicanism, p. 161. Es de justicia destacar que Pettit, en este punto, 
distingue entre la intensidad de la dominación y la extensión de la dominación. 
La presentación de la idea de no-dominación por parte de Pettit no siempre 
resulta satisfactoria. Tampoco en su más reciente trabajo (A theory of freedom, 
Londres, Polity, 2001) donde, de hecho, a pesar del título y los muchos territorios 
explorados, apenas le dedica unas pocas páginas (139-141). Para un intento de 
“formalización” de la idea, véase F. Lovett, “Domination: A preliminary analysis”, 
The Monist, 84, 1, 2001. 


152 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


el incapacitado, cuya mala situación es ajena a cualquier acción arbitra- 
ria de nadie, cuyo infortunio es mal azar natural.** Por su parte, a Pettit 
el autogobierno le parece demasiado exigente: el autogobierno incluye 
la no-dominación,% pero también requiere algo más, que se acerca dema- 
siado peligrosamente a la libertad positiva, a la autorrealización y al auto- 
dominio, que explícitamente rechaza, y que, en su opinión, cuando 
aspira a convertirse en propiedad social, cuando aspira a ser autogobierno 
colectivo, puede incluso incrementar la dominación de la mayoría sobre 
la minoría. 

A decir verdad, muchas veces no resulta sencillo reconocer en la argu- 
mentación de Pettit las vetas demócratas radicales del republicanismo, en 
especial las relacionadas con la igualdad de poder y la primacía de los 
procesos de participación.” Es más, buena parte de la argumentación 
está dedicada a defender formas institucionales que tradicionalmente 
han acompañado a la democracia liberal: neutralidad del Estado, preven- 
ción respecto de la participación, interpretación de los derechos como “pro- 
tección” frente a la democracia, defensa de instituciones contramayorita- 
rias y, en general, cautelas frente los “entusiastas de la democracia” como 
los antifederalistas.* En ese sentido, no faltan las semejanzas entre su repu- 
blicanismo y el liberalismo de un Hayek, también preocupado por la arbi- 


64 Obviamente en la (mala) situación del incapacitado no hay intromisión arbitraria. 
Para volver al ejemplo: como se comentó en la nota 52, se podría producir la 
paradoja de que un incapacitado ayudado por sus vecinos tiene menos libertad 
(como no-dominación) que el que no es ayudado, habida cuenta de que el 
primero depende de la arbitrariedad, mientras que el segundo no. 

65 Ibid., pp. 81-82. 

66 Ibid., p. 19. 

67 En ese sentido, el republicanismo (romano) de Pettit presenta claros rasgos 
elitistas. Para una crítica desde la historiografía, véase G. Maddox, “The limits of 
neo-roman liberty”, History of Political Thought, xxtH1, 2, 2002. De hecho, la 
originalidad republicana de Pettit ha sido cuestionada por liberales rawlsianos que 
no ven en la libertad como no-dominación nada que no quepa dentro del 
liberalismo (Ch. Larmore, “A critique of Philip Pettit's republicanism”, 
Philosophical Studies, 11, 2001) y, desde otra perspectiva, por historiadores que 
ponen en duda el entronque de su idea de libertad con el republicanismo romano, 
en el que se quiere apoyar Pettit, que ellos verían asociado con la idea de libertad 
positiva. Véase P. Springborg, “Republicanism, freedom from domination and the 
Cambridge contextual historians”, Political Studies, 49, 2001. 

68 Ibid., pp. 180-181. Quizá no sea tan extraño que Pettit incluso contemple una 
defensa republicana de derechos “naturales” (p. 101) anteriores al propio demos. Es 
decir que esa idea —que para Pettit, consecuencialista, es una simple conjetura— no 
está desprovista de algún aval histórico. Véase M. Zuckert, Natural rights and the 
new republicanism, Princeton, Princeton University Press, 1994. 
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trariedad, los peligros de las mayorías y defensor del imperio de la ley (con- 
tra la arbitrariedad); y queda la duda de si no es la libertad negativa el mejor 
principio desde el que defender tales propuestas institucionales. Lo cierto 
es que la propuesta de la “democracia contestataria” de Pettit, caracteri- 
zada por anteponer “la libertad de oponerse a las decisiones colectivas a la 
participación en ellas”7? puede, con suma facilidad, convertiste en un ins- 
trumento de sostenimiento del status quo, de mantenimiento de situa- 
ciones profundamente anti-igualitarias. 

Sin embargo, cabe otra mirada acerca de la libertad como no-domi- 
nación más acorde con los otros principios republicanos, con la partici- 
pación, la deliberación y la primacía de la democracia sobre los derechos 
(o, desde otro punto de vista, la garantía endógena de los derechos, a 
partir del compromiso de los ciudadanos con ellos, no por medio de cotos 
vedados a la voluntad general, de instituciones ajenas al control demo- 
crático). El punto de arranque es recordar que, en realidad, la libertad 
republicana aparece conceptualmente subordinada a la idea de arbitra- 
riedad. En la perspectiva de Pettit, para determinar si cierta interferencia 
atenta contra la libertad he de saber previamente si es arbitraria. Cuando 
la intromisión es resultado de una ley justa —que, por ejemplo, penaliza la 
violencia doméstica—, no se puede hablar de falta de libertad. Antes al con- 
trario, la interferencia asegura la libertad. 

El problema, claro está, radica en qué se considera o no arbitrario, o, lo 
que es lo mismo, qué se considera justo. Pues bien, si se está de acuerdo 
en que la especificación de qué sea o no arbitrario ha de hacerse “aten- 
diendo a los intereses de las gentes, según las interpretaciones que las gen- 
tes dan de sus intereses”/* no se ve cómo se puede “congelar” la participa- 
ción en nombre de “las protecciones” o de las intromisiones arbitrarias. 
Por el contrario, la garantía de que no hay intromisiones arbitrarias sólo 
puede obtenerse por medio de la democracia, desde la prioridad de las deci- 
siones del demos, sobre todo si se participa de la convicción de que el único 


69 R. Bellamy, “Dethroning politics: Liberalism, constitutionalism and democracy in 
the thought of E. A. Hayek”, The British Journal of Political Science, 1994. La 
preocupación hayekiana por la arbitrariedad, sobre todo de las mayorías (Derecho, 
legislación y libertad, Madrid, Unión Editorial, 1982, vol. 3, pp. 27-28, donde por 
cierto reaparece de nuevo su clásica propuesta de “ingreso garantizado” 
ciudadano, compatible con su liberalismo, en p. 168), no difiere mucho, en sus 
formas, de la preocupación de Pettit. Después de todo, Hayek consideraba a 
Cicerón “la principal autoridad del moderno liberalismo” (The constitution of 
liberty, Londres, Routledge, 1960, pp. 166-167. 

70 1. Shapiro y C. Hacker-Cordon (eds.), Democracy's value, Introducción, p. 15. 

71 P. Pettit, Republicanism, pp. 148-149. 
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modo de saber que la intromisión no ignora los intereses de las personas 
es “mediante una discusión pública en la que la gente hable por sí misma 
y por los grupos a los que pertenece”.?? 

Desde esa perspectiva, muy acorde con la herencia republicana, los dere- 
chos, que impedirían la dominación, encontrarían su garantía última en 
procesos participativos y deliberativos, en el propio demos. No se trata 
tanto de que los ciudadanos no tengan nada que decir acerca de si X quiere 
acceder a la universidad, sino que todos han de asegurar a X ese derecho, 
porque lo consideran justo, y los ciudadanos también han de estar en 
condiciones de poder expresar que X no tiene un derecho equivalente al 
viaje en una nave espacial para contemplar el espacio exterior, incluso si, 
en principio, no se le puede prohibir que intente, por su cuenta y después 
de distribuciones justas, satisfacer ese deseo. Para esa mirada, los dere- 
chos de los ciudadanos no son “barreras que se establecen alrededor de 
individuos autónomos”, sino, para decirlo con Marx, “derechos políticos 
que son únicamente ejercidos en comunidad con otros hombres”. Y la par- 
ticipación es ahí fundamental: las demandas justas y, por ende, las inter- 
ferencias arbitrarias se determinan a través de procesos de pública delibe- 
ración. Someterse a la voluntad colectiva no puede considerarse como una 
forma de dominación, y por tanto no cabe pensar en “protegerse” frente a 
ella cuando esa voluntad está conformada a través de procesos de partici- 
pación y deliberación en los que ciudadanos comprometidos con el inte- 
rés general ponderan las propuestas con criterios imparciales y se com- 
prometen en las decisiones que adoptan. Obviamente, este punto de vista 
exige considerar la participación como “algo más que un simple meca- 
nismo para proteger a la gente de interferencias”.73 


AX A 


72 Ibid., p. 56. 

73 La participación aparece entonces “como un derecho [...] que permite resolver a 
los ciudadanos los desacuerdos que tienen acerca de sus propios derechos”, J. 
Waldron, “Participacion: The rights of rights”, en Law and disagreement, Oxford, 
Oxford University Press, 1999. La cita de Marx es del propio Waldron (p. 232), y 
procede de La cuestión judía. Por lo demás, esa herencia republicana de Marx ha 
sido cuidadosamente explorada por A. Levine, The general will: Rousseau, Marx, 
Comunism, Cambridge, Cambridge University Press, 1993. Para notables y breves 
sistematizaciones del Marx demócrata radical, véase A. Gilbert, “Democracy and 
individuality”, en E. E. Paul, E. Miller Jr., J. Paul, y J. Ahrens (eds.), Marxism and 
liberalism, Londres, Basil Blackwell, 1986; A. Gilbert, “Political philosophy: Marx 
and radical democracy”, en T. Carver (ed.), The Cambridge companion to Marx, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1993. 
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Mientras el liberalismo se ordena con relativa sencillez en torno del prin- 
cipio de libertad negativa, a la hora de defender las instituciones republi- 
canas la tradición republicana ha invocado diversos principios: igualdad 
(de poder), autogobierno (colectivo), libertad (como no-dominación).?* 
Tampoco faltan las discrepancias a la hora de perfilar las instituciones 
republicanas. Con todo, cabe reconocer una idea de democracia republi- 
cana de notable consistencia: participativa, deliberativa y con una pro- 
tección endógena —merced al compromiso ciudadano-— de los derechos. 
El procedimiento deliberativo resulta obligado desde el compromiso 
ciudadano con las decisiones y las leyes justas, y la razonable convicción 
de que sólo a través de la argumentación pública pueden imponerse las 
mejores razones y operar los criterios de imparcialidad; los derechos no 
se oponen a —no se ven en la necesidad de asegurarse desde fuera de— la 
democracia, habida cuenta de que la deliberación favorece que los indi- 


74 No quiero escamotear un problema: la institución finalmente se justifica por un 
principio, que sirve para tomar decisiones (la justicia, el bienestar agregado), pero, 
por otra parte, las distintas perspectivas (liberal y republicana) aparecen 
comprometidas con los principios (libertad negativa, autogobierno) que las 
identifican. Y ya se sabe que cuando hay dos principios de por medio no hay 
ninguna garantía de que no aparezcan problemas de compatibilidad. Por ejemplo, 
no hay ninguna razón para pensar que la maximización del autogobierno asegure 
inevitablemente la maximización de las buenas decisiones. Por el momento, la 
formulación que me parece más adecuada es entender los principios como 
restricciones sobre las que opera la realización de aquellos objetivos: esto es, en el 
caso del liberalismo: respetando la libertad negativa, se trata de ver cómo 
podemos asegurar un máximo de X (decisiones justas, bienestar social). Una 
posible vía de solución a este problema es la que proporciona la fundamentación 
epistémica, según la cual las decisiones más justas requieren de la deliberación y 
ésta, a su vez, de la participación porque “los más, cada uno de los cuales es un 
hombre mediocre, pueden, sin embargo, reunidos, ser mejores (que los mejores)” 
(Aristóteles, Política, 1282a14). Como se verá en otros capítulos, esa 
fundamentación se desarrolla en dos pasos: la deliberación asegura la mejor 
decisión y la mejor deliberación es la que se apoya en un proceso de amplia 
participación. El problema de esta estrategia de argumentación es que subordina 
la participación política a su contribución a las buenas decisiones normativas, y 
por ello está sometida a la posibilidad de que se muestre que no es el caso que la 
participación mejora la deliberación y por tanto favorece las buenas decisiones. 
Véanse D. Estlund, “Making truth safe for democracy”, en D. Coop, J. Hampton y 
J. Roemer (eds.), The idea of democracy, Cambridge, Cambridge University Press, 
1993; D. Weinstock, “Democracy, value and truth: Saving deliberation from 
justification”, mimeo, 1999. Al final de este texto se apuntará una relación 
razonable entre la maximización de la libertad como no-dominación, que 
requiere como condición las decisiones más justas y, por tanto, la deliberación 
(que, a su vez, requiere de la participación). 
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viduos, atendiendo a los intereses de todos, cambien sus puntos de vista 
y converjan en sus juicios, de modo que, una vez —en una descripción opti- 
mista— que todos se reconocen en la misma “voluntad general”, desapa- 
rezca la necesidad de “protegerse” frente a una mayoría que, en esas con- 
diciones, no resulta opresora” (a lo que debe añadirse que la propia 
deliberación, en tanto opera sobre la posibilidad de cambiar de opinio- 
nes, a la luz de las mejores razones, favorece que los ciudadanos se con- 
venzan —y se comprometan con— la propuestas adoptadas).?* Todo ello 
sobre el fondo de una concepción antropológica que contempla la posi- 
bilidad de virtud, que facilita la deliberación, la corrección de juicios, el 
compromiso con las opiniones adoptadas y, en general, la aceptación de 
criterios de interés general. De esas dos ideas, de la deliberación y la vir- 
tud, se ocupan los siguientes capítulos. 


75 Así, Rousseau está lejos de aceptar la equiparación de la mayoría con la opresión: 
“Si se nos dijera que es bueno que alguien perezca por todos, yo admitiría tal 
sentencia si la pronunciara un digno y virtuoso patriota consagrado 
voluntariamente y por deber a morir por la salvación de su país; pero si llegara 
a mis oídos que se le permite al gobierno sacrificar a un inocente para salvar a 
la multitud, tomaría esa máxima como una de las más execrables que jamás haya 
inventado la tiranía, como la más falsa que proponerse pueda, como la más 
peligrosa que pueda admitirse y como la más directamente opuesta a las leyes 
de la sociedad. En lugar de que uno debiese perecer por todos, todos 
comprometieron sus bienes y sus vidas en la defensa de todos a fin de que 
la debilidad particular estuviese siempre protegida por la fuerza pública y cada 
miembro por todo el Estado”. De ahí su admiración por Roma: “se necesitaba 
la asamblea de todo el pueblo para condenar a alguien”, Discurso sobre la economía 
política (1755), Madrid, Tecnos, 1985, pp. 25-27. 

76 Por otra parte, como se verá en el próximo capítulo, la participación mejora 
la calidad de la deliberación de diversas maneras. Véase D. Estlund, “Democracy 
counts: Why rulers should be numerous”, mimeo; M. Saward, “Direct and 
deliberative democracy”<http://www.svet.lu.se/links/Demokratiresurser/ 
papers_deliberativ_demokrati/DeliberateDemocracy.pdf>. 


VI 


Deliberación y democracia 


El derecho a ser escuchado no incluye 
el derecho a ser tomado en serio. 
Hubert H. Humphrey 


Pesa las opiniones. No las cuentes. 
Séneca 


Legum omnes servi sumus, ut liberi esse possimus: “Somos siervos de las 
leyes para poder ser libres”. La clásica sentencia de Cicerón en su defensa 
de Aulus Cluentius Habitus sintetiza eficazmente la convicción republi- 
cana según la cual la ley es la garantía última de la libertad republicana, 
la libertad como ausencia de dominación. Pero en el mundo de los huma- 
nos no hay ley justa, ni por ende libertad, sin deliberación, sin pondera- 
ción de las opiniones a la luz de razones imparciales, y no hay delibera- 
ción democrática sin virtud ciudadana. De la virtud ciudadana se ocuparán 
los próximos capítulos. En éste se examinará la naturaleza del proceso de- 
liberativo, sus requisitos, su relación con la calidad de las decisiones demo- 
cráticas y sus problemas. Tras una exposición de la idea de deliberación, 
se examinan las defensas que se han esgrimido en favor de la delibera- 
ción como sistema de toma de decisiones democráticas hasta recalar en 
la llamada “justificación epistémica de la deliberación”, aquella que sos- 
tiene que la deliberación asegura la calidad normativa (la justicia, si se 
quiere) de las decisiones. De todos modos, esa idealización de los proce- 
sos de decisión no está exenta de problemas. En la parte final se exponen 
algunas críticas al ideal deliberativo. 
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ARGUMENTAR, NEGOCIAR, VOTAR 


Los vecinos de un edificio se reúnen para decidir si instalan un ascensor. 
La más interesada es una anciana que vive en el último piso y tiene muchas 
dificultades para acceder a su vivienda. Por el contrario, las parejas sin 
hijos de los tres primeros pisos, que a duras penas han podido adquirir la 
suya, no parecen muy dispuestas a votar una propuesta que les exigiría hacer 
frente a nuevos gastos para instalar una ascensor que apenas van a utilizar. 
Tampoco un soltero adinerado que únicamente dispone del piso los fines 
de semana que pasa en la ciudad. La reunión de vecinos tiene que decidir. 

Las reglas de juego parecen claras: estarán todos los afectados y sólo los 
afectados, esto es, la decisión la toman aquellos sobre quienes la decisión 
tiene consecuencias. Un procedimiento impecablemente democrático. 
Bueno, quizá algunas cosas podrían discutirse. Cada casa es una unidad 
de decisión, tiene un voto con independencia de cuántas personas vivan 
en ella. Puestos a discutir, quizá también hay que justificar por qué el voto 
del soltero adinerado, a quien apenas le importa lo que ocurra en la esca- 
lera, pesa lo mismo que el de los demás. En todo caso, algo parecido al ideal 
democrático es reconocible: cuentan las voces de todos y cuentan por igual. 
Con todo, el mecanismo democrático no está completo. Necesita algo más. 
Por ejemplo, precisar la regla de decisión. ¿La propuesta de instalar el ascen- 
sor se considerará aceptada cuando todos estén de acuerdo o basta con que 
estén a favor una mayoría de vecinos? Desde luego, a priori, siempre parece 
mejor que todos estén de acuerdo. Si hay algo que podemos llamar el 
interés general, parece razonable pensar que deba ser eso. Es seguro que 
una decisión tomada por unanimidad no perjudica a nadie. Pero la unani- 
midad tiene también sus inconvenientes: llegar a un acuerdo que acepten 
todos puede llevar mucho tiempo. Además, basta con que un obstinado 
se resista para que imponga su voluntad, no importa cuán respaldada pueda 
estar una propuesta. Son los problemas de la democracia. 

Y llega la hora de tomar las decisiones. Si se trata de votar, sin más, las 
cosas pintan mal para la anciana. Al menos mientras los vecinos no deban 
explicar sus opiniones, si se atienen a sus intereses y votan. En tal caso, ni 
siquiera se perderá tiempo discutiendo, intentando justificar las razones 
del voto. En realidad, mejor no discutir: un vecino del primer piso no 
puede esperar convencer a los demás diciendo “no debemos instalar el 
ascensor porque a mí no me interesa”. Podría, si acaso, apelar a los inte- 
reses comunes, al interés general, y decir: “es mejor pintar la escalera, 
resulta más necesario y no supone tanto esfuerzo económico”. Otra posi- 
bilidad es que el sentido del voto esté regido por criterios de imparciali- 
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dad, no por preferencias acerca de lo que es bueno para uno mismo, sino 
por aquello que parece justo. En ese caso sí que cabría intentar persuadir 
a los otros y, por ejemplo, decir: “debemos instalar el ascensor porque 
esa mujer no debe vivir en esas condiciones, mucho peor que todos los 
demás”. Por supuesto, podría estar equivocado y que haya una propuesta 
mejor. Quizá sería más justa la propuesta, realizada por un tercer vecino, 
de que los de la planta baja, que realmente tienen problemas para pagar, 
intercambiaran el piso con la anciana. En todo caso, por el hecho mismo 
de apelar a principios de justicia, los vecinos asumen criterios imparcia- 
les y si se muestra que es mejor la nueva propuesta, atendiendo a los mis- 
mos principios de justicia que invocaba el primer vecino, éste habrá de 
corregir la opinión. Como en este caso disponemos de criterios para tasar 
las opiniones, y todos, en la medida en que están discutiendo, los acatan, 
no cabe descartar que lleguen a acuerdos acerca de la decisión a tomar. 
Incluso es posible que si la discusión se prolonga lo suficiente, se alcance 
la unanimidad en las votaciones. 

Tampoco cabe descartar la unanimidad en el otro caso, cuando la vota- 
ción no va acompañada de la deliberación. Se puede producir si no hay 
intereses enfrentados o si no hay problemas de escasez de recursos. Si, por 
ejemplo, el ascensor no han de pagarlo los vecinos, seguramente todos esta- 
rán de acuerdo en instalarlo, o silo que se vota es cambiar la cerradura por- 
que se ha roto. Pero no sólo en ese caso se podría alcanzar el acuerdo de 
todos. Otra posibilidad es que antes de votar se inicie una negociación entre 
los vecinos. Al cabo, la instalación del ascensor revaloriza la finca. Y eso es 
bueno para todos. La anciana podría proponer pagar una parte más que 
proporcional. Unos y otros negociarán y, finalmente, siempre que a todos 
les interese alcanzarán un acuerdo. Un resultado que no les parecerá 
“correcto”, “bueno” o “Gusto”, sino “conveniente” o “interesante”. También 
en este caso puede alcanzarse la unanimidad. 

Nuestro doméstico ejemplo nos dibuja dos ideas bien diferentes de 
cómo tomar las decisiones colectivas. Una de ellas reúne las distintas 
preferencias de las personas, sin que quepa la posibilidad de modificarlas 
en el proceso. Se votan y se suman. En todo caso, se negocian, pero no se 
cambian. Al final del proceso los participantes salen con las mismas opi- 
niones que tenían al principio, aunque acaten las decisiones. Se puede 
corregir algún juicio, por ejemplo, porque se adquiere nueva información, 
pero no el punto de vista general. Las preferencias se forman en privado, 
son prepolíticas, bien porque se corresponden con los propios intereses, 
bien porque no se consideran susceptibles de ser argumentadas, al modo 
como sucede con los juicios estéticos. El vecino de la escalera se atendrá 
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a sus intereses a la hora de votar la instalación del ascensor y, por supuesto, 
no esperará convencer a nadie de que modifique sus juicios. Tampoco 
espera que nadie cambie sus ideas si está votando sobre el color con el que 
se quiere pintar la escalera. 

El otro es un ejemplo de deliberación.! Aquí, las preferencias se con- 
forman en el mismo proceso de discusión. Por supuesto, por lo común 
los individuos acudirán a la deliberación con ciertas ideas, pero en el 
diálogo las modificarán a la luz de las mejores razones. Quizá, en el fondo, 
sus propuestas respondan a sus intereses, pero en la deliberación se ven 
obligados a justificarlas de acuerdo con criterios imparciales, con razo- 
nes aceptables para todos. Los vecinos jóvenes no dirán que a ellos les 
tienen sin cuidado los intereses de la anciana y ésta, por su parte, tampoco 
dirá sin más que hay que instalar el ascensor porque a ella le conviene, 
sino que tratará de hacer ver a sus convecinos la justicia de sus intereses. 
Cada uno de ellos, en la medida en que la deliberación muestre que, a la 
luz de tales criterios, sus propuestas no están justificadas, y puesto que 
ha acatado tales criterios, se verá obligado a abandonar sus puntos de vista, 


1 Sobre la deliberación, véanse J. Bessette, “Deliberative democracy: The majority 
principle in republican government”, en R. Goldwin y W. Schambra, How 
democratic is the Constitution?, Washington, American Enterprise Institute, 1980; 
J. Elster (ed.), Deliberative democracy, Cambridge, Cambridge University Press, 
1998; J. Bohman, “The survey article: The coming of age of deliberative 
democracy”, The Journal of Political Philosophy, 4, 1998; J. Bohman y W. Rehg, 
(eds.), Deliberative democracy. Essays on reason and politics, Cambridge, Ma, 

MIT Press, 1997; S. Macedo (ed.), Deliberative politics, Oxford, Oxford University 
Press, 1999; J. Fishkin, Democracia y deliberación, Barcelona, Ariel, 1995; C. Nino, 
La constitución de la democracia deliberativa, Barcelona, Gedisa, 1997; J. Habermas, 
Tres modelos de democracia: sobre el concepto de una política deliberativa, Valencia, 
Episteme, 1994; J. L. Martí, La república deliberativa. Una teoría de la democracia, 
Madrid, Marcial Pons, 2006; K. Hongju y R. Slye (comps.), Democracia 
deliberativa y derechos humanos, Barcelona, Gedisa, 2004; J. Habermas, “Au-dela 
du libéralisme et du républicanisme, la démocratie déliberative”, Raison 

Publique, 1, 2004; A. Guttman y D. Thompson, Why deliberative democracy?, 
Princeton, Princenton University Press, 2004. Véase también 
<http://deliberativedemocracy.anu.edu.au/>. Aunque la mayor parte 

de la literatura es “teórica”, no faltan las experiencias: A. Fung y E. Wright, 
“Experiments in deliberative democracy” (manuscrito) y los trabajos presentados 
en enero de 2000 en la conferencia del mismo título en Madison, Universidad 

de Wisconsin (que serán reunidos en Politics and Society y hoy pueden consultarse 
en <http://www.ssc.wisc.edu/—wright/RealUtopias.htm>. En el ámbito 

de la democracia directa, véase S. Bowler, T. Donovan y C. Tolbert (eds.), 

Citizens as legislators. Direct democracy in the United States, Columbus, Ohio, 
State University Press, 1998; A. Fung, Empowered participation, Princeton, 
Princeton University Press, 2004. 
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o, al menos, la tesis de que sus puntos de vista se corresponden con el inte- 
rés general. 

En un caso, la decisión final es el resultado de un proceso de negocia- 
ción en que se recoge la fuerza (en votos) de cada cual. La decisión depen- 
derá de los votos que respalden a cada una de las opiniones y de la regla 
de decisión. Si basta con la mitad más uno para que sea adoptada, será 
muy limitada la capacidad de las minorías de influir en la decisión final, 
situación que cambiará según vayamos aumentando el número de votos 
exigidos para tomar la decisión, según nos vayamos acercando a la unani- 
midad. En condiciones normales, si en el proceso cada uno cuenta como 
un voto, la decisión basada en la negociación recogerá los intereses de 
los más. Ahora bien, eso no quiere decir que la decisión se pueda consi- 
derar más justa. La anciana del último piso podría ver ignorados sus jus- 
tos intereses ante una mayoría que sólo procurara los suyos. En tal caso, 
para evitar la explotación de las minorías se haría necesario establecer 
unos derechos, unas fronteras que las protejan frente a una mayoría que, 
porque no tiene en consideración otros intereses que los suyos, puede 
convertirse en explotadora. Por ejemplo, implícitamente, en la escalera 
no se contempla —no se puede— votar que todos los gastos de los próxi- 
mos años corran a cargo del vecino adinerado. Seguramente una mayo- 
ría, todos menos él, estaría dispuesta a votar esa propuesta, pero la exis- 
tencia de derechos protege a cada uno de ellos de las decisiones de todos. 
Aquí, los derechos actúan como límites a la democracia. Hay que asegu- 
rar la justicia desde fuera de la comunidad política. 

En el otro caso, en la deliberación, la decisión es el remate final de un 
proceso de discusión en el que se apela a razones, en principio, acepta- 
bles para todos. No cabe decir: “hay que hacer X porque es mejor para mí”. 
La decisión adoptada dependerá del valor de los argumentos que respal- 
den cada punto de vista. Las minorías, por el hecho de serlo, no tienen por 
qué ver menoscabada la posibilidad de que sus tesis, si están sostenidas 
por buenas razones, prosperen. Si se admite que todos tienen que poder 
acceder a sus casas en las mismas condiciones, parecen atendibles, justos, 
los intereses de la anciana. En la medida en que ésa es una razón invoca- 
ble ante todos, sus reclamos se impondrán a otros que pueden corres- 
ponder a los intereses de un número mayor de vecinos. En este caso, cuando 
la decisión colectiva se basa en principios de imparcialidad, los derechos 
no constituyen una protección frente a una voluntad general que se anti- 
cipa hostil. No parece que la propuesta de que el vecino rico pague todos 
los gastos pueda pasar la criba de la deliberación. Eso no quiere decir 
que no haya cosas que no se puedan someter a votación. Por ejemplo, los 
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derechos que garantizan el voto igual para todos, que todos puedan expo- 
ner sus juicios y que tengan acceso a la información. En este caso, los dere- 
chos cumplirían la función de asegurar el proceso deliberativo, de asegu- 
rar a cada uno las condiciones para poder participar en condiciones de 
igualdad en las decisiones. 


DEMOCRACIA SIN DELIBERACIÓN 


La escalera nos ha servido para perfilar cómo son los procesos que llevan 
a decidir, que desembocan en la votación: negociación o deliberación. Pero 
para aproximarnos a nuestras democracias, es obligado levantar el vuelo 
de la escalera y acercarnos a los sistemas políticos. En las democracias 
parlamentarias, los que participan en las decisiones son sólo unos pocos, 
los representantes. Nos situamos de nuevo en la dimensión que nos sirvió 
para perfilar la idea de democracia, la que dibujaba dos extremos según el 
tipo de relación entre quienes toman las decisiones y aquellos sobre los que 
las decisiones recaen. Recordemos que si se trata de los mismos individuos, 
se habla de democracia participativa; si se trata de individuos distintos, si 
las decisiones las toman “representantes” con alguna dependencia —en su 
elección— del conjunto de los ciudadanos, cabe hablar, en un sentido laxo, 
de democracia representativa o de representantes. 

Es ahora más necesario que nunca insistir en que se trata de dos polos 
extremos de un continuum. En el caso de los vecinos, si escogen a un admi- 
nistrador que lo decide todo y le pagan, hay un sistema de representación. 
Si todos toman todas las decisiones, en consulta permanente, el sistema es 
participativo en grado máximo. Pero también pueden elegir cargos para 
alguna gestión específica, que dé explicaciones cada vez que toma una deci- 
sión. Un sistema parlamentario se acerca a un modelo participativo si hay 
listas abiertas, posibilidad de revocación y si existen mecanismos direc- 
tos, establecidos y regulares para controlar y penalizar a los representantes 
por parte de los electores. Cuando los representantes no pueden ser revo- 
cados más que indirectamente, al no ser reelegidos, estamos cerca del otro 
extremo, del modelo de representantes más puro. 

Conocemos ya el mecanismo más familiar de elección de represen- 
tantes: la competencia electoral ente partidos políticos. Los políticos, cual- 
quiera sea la razón última de su actuación —el interés o la convicción, 
compiten por los votos y se ven obligados a atender a las demandas de 
los votantes. Sin necesidad de ser virtuosos, se verían obligados a com- 
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portarse virtuosamente: procuran los intereses generales pero no asumen 
los intereses generales. El egoísmo sería cimiento social suficiente para 
mantener las instituciones. La democracia se justificaría porque maximiza 
el bienestar social. El bienestar de cada individuo está relacionado con el 
grado de satisfacción de sus deseos, de sus preferencias. Todos los indivi- 
duos cuentan igual y todas sus preferencias pesan lo mismo: cuenta tanto 
la preferencia de uno por gastar el dinero público en sanidad como la de 
otro por hacerlo en deporte. Cuantas más preferencias se satisfagan, mayor 
bienestar social. La competencia política y la regla de la mayoría asegu- 
rarían que los políticos, si quieren estar en el poder, deban atender a los 
intereses del mayor número de votantes. 

Pero el bienestar no es la justicia. La propuesta “los vecinos del primer 
piso se encargarán de pintar la escalera”, que podría satisfacer los deseos de 
una mayoría, no puede, en condiciones normales, considerarse justa. Una 
sociedad en la que hay unos pocos excluidos puede estar justificada desde 
el bienestar, pero no desde la justicia. La justificación desde la justicia, o, 
más en general, desde la corrección normativa, apunta a la otra democra- 
cia, a la deliberativa. 


EL PROCESO DELIBERATIVO 


En un sentido general, la deliberación aparece como un procedimiento 
de toma de decisiones basado en una discusión pública en la que priman 
criterios de racionalidad e imparcialidad. La democracia deliberativa sería 
entonces un modelo de toma de las decisiones políticas en el que, de modo 
directo o indirecto (a través de representantes), las personas afectadas por 
las decisiones participan en el proceso deliberativo. En la democracia 
liberal deliberativa, de representantes, la competencia electoral permitiría 
identificar a los más virtuosos o excelentes, a los mejor informados e inte- 
resados honestamente por el bien común, a un conjunto de ciudadanos 
capaces de “discernir mejor los verdaderos intereses de su país y cuyo patrio- 
tismo y amor a la justicia hará menos probable sacrificarlos a los intereses 
temporales y parciales”, para decirlo de nuevo con las palabras de Madi- 
son. Ya vimos cómo es el mecanismo, no esencialmente diferente del ante- 
rior: también aquí hay una división del trabajo, “una profesión especiali- 
zada” (Sieyés) y también los políticos profesionales son seleccionados por 
otros individuos que tienen una información limitada. Sólo que ahora se 
selecciona a individuos virtuosos, realmente interesados por el bien público 


164 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


y, además, éstos no negocian intereses contrapuestos, no contrabalancean 
preferencias, sino que, una vez elegidos, deliberan a partir de un sincero 
compromiso con el bien público.” 

La deliberación, además de permitir la detección de lagunas informati- 
vas y de errores inferenciales, nos compromete con razones impersonales, 
aceptables para todos y que remiten de un modo natural a principios de 
justicia. Una argumentación pública excluye aceptar juicios del tipo: “hay 
que hacer Y porque beneficia a X” a no ser que pueda mostrarse que los 
intereses de X son justos. En los escenarios deliberativos, los representan- 
tes están comprometidos con el interés general. Incluso el hipócrita se ve 
obligado a apelar a razones de interés general y, con ello, se queda sin répli- 
cas cuando se le muestra la falacia de sus argumentos. Las propuestas que 
coinciden con los propios intereses, los cambios erráticos y acomodati- 
cios de punto de vista para seguir sosteniendo lo mismo, no pasan por el 
filtro deliberativo. Por otra parte, siquiera de un modo muy germinal, la 
disposición a deliberar y argumentar, al diálogo, conlleva unas elementa- 
les dosis de respeto al otro, al que se juzga en algún sentido igual y digno 
de merecer explicaciones y de ser escuchado en sus razonamientos.? 


2 Con todo, no podemos descuidar la diversidad de los argumentos invocados. 
Aun si defienden la democracia representativa, liberal, los de Madison (Federalist, 
No 10), que apelan a la necesidad de hacer aparecer las buenas razones (frente a los 
mezquinos intereses), no son los mismos que los de Sieyés, quien invoca los costos 
de la actividad política en el capitalismo (“Observaciones sobre el informe 
del Comité de constitución acerca de la nueva organización de Francia”, 1879, 
en E. Sieyés, Estudios políticos, México, Fondo de Cultura Económica, 1993, 
pp. 219 y ss.). La diversidad de los argumentos “democráticos” liberales —véase, 
por ejemplo, la veta aristocrática de “desprecio a la mediocridad” detectada 
en Burckhardt, Stuart Mill y Tocqueville por A. Kahan, Aristocratic liberalism, 
Oxford, Oxford University Press, 1992— invita más que nunca a deslindar 
el terreno normativo (la fundamentación, por ejemplo, la que apela a elegir a los 
mejores), la explicación histórica de lo que acontece (por ejemplo, el común 
argumento de la operatividad del menor número a favor de la democracia) 
y el psicológico-motivacional (la intrahistoria de las razones “políticas”, 
circunstanciales, de los clásicos protagonistas). 

3 Además, claro, de la virtud asociada al “principio de caridad”, que nos lleva 
a presumir en quienes participan en la comunicación cierta bondad pragmática: 
asumimos que, por así decir, lo hacen lo mejor que pueden, que cuando expresan 
sus opiniones, con sus palabras no quieren decir nada distinto de lo que dicen. 
D. Davidson, “A Coherence theory of truth and knowledge”, en Subjective, 
intersubjective, objective, Oxford, Clarendon Press, 2001. Para un minucioso examen 
de los aspectos pragmáticos de la deliberación, véase R. Brandon, Hacerlo explícito. 
Razón expresiva. Razonamiento, representación y fijación discursiva, Madrid, Herder, 
2005; P. Fabra, Habermas: lenguaje, razón y verdad, Madrid, Marcial Pons, 2008. 
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Ya se han descrito algunos rasgos de los procesos deliberativos, que, 
ampliados, sirven también para describir un sistema de gobierno basado 
en la deliberación: ciudadanos libres e iguales justifican las decisiones en 
un debate público apelando a razones mutuamente aceptables con la inten- 
ción de adoptar decisiones que, durante un período, los comprometen a 
todos. Para que el proceso deliberativo funcione correctamente se han de 
satisfacer una serie de requisitos. Buena parte de ellos aparecen recogidos 
como derechos en las constituciones: libertad de información y de opinión, 
seguridad jurídica, etc. Otros se refieren a cómo han de ser los participantes: 
cierto grado de disposición pública, capacidades cognitivas, de entender 
y argumentar. 

La lista de exigencias para que se den las correctas condiciones de deli- 
beración puede ampliarse indefinidamente. No sólo eso. Además, cada uno 
de los requisitos puede perfilarse con diverso grado de exigencia. Pense- 
mos en dos requisitos bastante sensatos: la igual capacidad de influencia 
política y la autonomía en la formación de las opiniones. Desde luego, no 
parecería aceptable una “deliberación” en la que no existe una igual posi- 
bilidad de influencia política, de modo que el peso de un argumento dependa 
de quien lo formule: la misma opinión en boca de un vecino valdría más 
que esa misma opinión en boca de otro. Tampoco parecería aceptable 
que a los participantes no se les garantizara cierta autonomía a la hora de 
formar sus juicios —por ejemplo, que las mujeres casadas tengan que pedir 
permiso a sus maridos para acceder a cierta información—. Ahora bien, 
alguien podría decir que la igual posibilidad de influencia política también 
se ve seriamente menoscaba cuando un individuo muy rico puede, por 
serlo, disponer de un grupo de comunicación para dar a conocer sus pro- 
puestas. También se podría dudar acerca de la capacidad que para formar 
sus juicios con autonomía tenga una persona que es dependiente mate- 
rialmente de otra, a la que no puede decir que no sin temer por su sustento 
o que, sencillamente, no tiene recursos. Sabemos que entre gente que se 
siente “felizmente casada”, la existencia de unos ingresos garantizados se 
traduce en un aumento de los divorcios: la autonomía económica lleva a 
modificar las preferencias, contribuye a la autonomía de juicio. La condi- 
ción de esclavo alienta preferencias de esclavo. Cuando no hay autonomía 
material, es improbable la de pensamiento. En suma, los requisitos se 
pueden hacer más numerosos, y cada uno de ellos más exigentes. Los requi- 
sitos serán más exigentes cuanta menor confianza tengamos en las dispo- 
siciones públicas de los ciudadanos. Hay sabios, personas que forman sus 
juicios con plena autonomía independientemente de las circunstancias 
de su vida, dispuestas a decir que “no” sin temor de lo que pueda pasarles, 
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y otras que para opinar necesitan sentirse protegidas, estar seguras de que 
su bienestar o su libertad no se verán menoscabados.* 

La determinación de las condiciones de la deliberación, finalmente, es 
una cuestión analítica y empírica, objeto de la investigación. Sabemos, 
para poner un ejemplo extremo, que una persona con una lesión en el 
neocórtex no puede formular correctamente los juicios. También sabemos 
que, en ciertas condiciones, se dan una serie de mecanismos psicológicos 
que impiden una correcta formación de las preferencias. Las mujeres que 
no pueden cambiar su situación de opresión dicen, con frecuencia, estar 
satisfechas con ella. En otras condiciones legales y materiales, sus prefe- 
rencias serían otras. Por supuesto que hay ciertas ocasiones en que las cosas 
no son tan claras: ¿se necesita una igualdad de acceso a los recursos para 
asegurar la igual posibilidad de influencia política, o un parejo nivel edu- 
cativo sin el cual las personas aparecen más expuestas a manipulaciones 
retóricas? Se trata de situaciones más discutibles, pero, en todo caso, el diag- 
nóstico de si las cosas son de ese modo sólo podrá precisarlo la investiga- 
ción. No es una cuestión política, sino un resultado de la ciencia. La que sí 
será política será la valoración de esas situaciones y la decisión de cambiarlas. 

Y la decisión de cambiar las cosas, de procurar las correctas condicio- 
nes para la deliberación, depende, obviamente, de que creamos que la deli- 
beración es buena cosa. Después de todo, diseñamos las instituciones y 
los mecanismos de decisión con algún fin, no por el simple placer de 
experimentar. Ese fin tiene que ver con la obtención de resultados que, en 
algún sentido, nos parecen deseables, nos parecen bien. La democracia deli- 
berativa no es una excepción. 


LAS RAZONES DE LA DELIBERACIÓN 


La deliberación democrática no es una institución, sino un tipo ideal. Lo 
es en el mismo sentido en que puede serlo el mercado de la teoría eco- 


4 Entre otras razones, por una circunstancia psicológica muy extendida: otorgamos 
más atención a lo que podemos perder que a lo que podemos ganar. Véase 
R. Thaler, “Towards a positive theory of consumer choice”, Journal of Economic 
Behavior and Organization, 1, 1980. 

5 M. Nussbaum, “Adaptative preferences and women's options”, Economics and 
Philosophy, 17, 2001. Es por ello que cuando consiguen autonomía económica, 
aumentan los divorcios de parejas con las que antes, seguramente, decían sentirse 
satisfechas. 
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nómica: unas propiedades ideales que describen el funcionamiento de 
una institución que asegura la coordinación de los procesos económi- 
cos. Como tal, un modelo de institución es susceptible de ser valorado 
desde distintos puntos de vista. Y, por eso mismo, puede encontrar dis- 
tintas justificaciones. Sucede con el mercado, defendido apelando a la 
libertad, la justicia, el bienestar o la autonomía,* y no menos con la demo- 
cracia deliberativa. También, al igual que sucede con el mercado, unas 
defensas invocan los principios que la inspiran y otras acuden a las con- 
secuencias, a los resultados que permite obtener. Se han aducido muchos 
valores en su defensa. 


Autonomía 

La persona autónoma es aquella que determina sus acciones a la luz de 
sus mejores razones, sin dejarse afectar en sus juicios por coacciones o 
por influencias que no ha evaluado racionalmente. El autogobierno es la 
expresión colectiva del valor de la autonomía. No es fácil de realizar. Des- 
pués de una votación, los que pierden, la minoría, se someten a la volun- 
tad de la mayoría y, en ese sentido, no se autogobiernan. Por otra parte, 
en las democracias de representantes los individuos se limitan a escoger a 
unos políticos que, más tarde, son los que verdaderamente toman las deci- 
siones a las que todos se atienen. Todo ello está muy alejado del ideal de 
autogobierno: someterse a la ley que uno mismo se da. Lo más parecido 
al autogobierno es que mis razones sean atendidas y que yo, a la luz de las 
razones de todos, me muestre dispuesto a modificar mis opiniones. Desde 
luego, es más respetuoso que resignarse a los intereses de la mayoría. En 
ese sentido, la democracia deliberativa, sobre todo en sus versiones parti- 
cipativas, asegura en algún grado el ideal de autonomía.” 


Potencial humano 

Una optimista tradición antropológica entiende al ser humano como un 
animal político. Una persona que no participa en las actividades colecti- 
vas sería una suerte de ser humano incompleto, que castraría sus talen- 
tos y, en ese sentido, no se autorrealizaría. La deliberación permite a sus 
protagonistas ejercer sus capacidades públicas. Mejoraría las capacida- 
des morales e intelectuales de los participantes, que se sentirían tratados 


6 E. Ovejero, Mercado, ética y economía, Barcelona, Icaria, 1992. 
7 H. Richardson, Democratic autonomy, Oxford, Oxford University Press, 2002. 
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como adultos. Con independencia de la calidad de las decisiones adop- 
tadas, la deliberación sería valiosa por sí misma, como jugar al fútbol, se 
gane o se pierda, es provechoso por sí mismo, por el disfrute que pro- 
porciona (y aunque pueda tener otras consecuencias benéficas, para la 
salud, por ejemplo).? 


Legitimidad 

Los vecinos que han visto que sus razones son atendidas, que sus intere- 
ses son objeto de consideración y que ellos mismos han podido ponderar 
los argumentos ajenos, por el hecho mismo de entrar en diálogo, han acep- 
tado que la decisión final de todos será también su decisión. En el otro caso, 
cuando se vota sin más, la minoría fácilmente puede tener la sensación de 
que sus intereses o razones no son tenidos en cuenta. Aceptarán el resul- 
tado porque han aceptado las reglas democráticas, que gana la mayoría; 
pero, seguramente, se sentirán menos vinculados con la decisión adoptada 
y, muy probablemente, estarán menos dispuestos a colaborar cuando la 
decisión tenga que llevarse a cabo. En esas circunstancias, quizá sea nece- 
sario vigilar y penalizar a los que no quieren colaborar en la realización 
de la tarea decidida. Por el contrario, en la deliberación, el compromiso 
con la decisión, que acaba por ser propia, favorecerá que los participantes 
también se sientan comprometidos con su ejecución. Incluso si sus pun- 
tos de vista iniciales no han triunfado, han sido considerados en el debate. 


8 De todos modos, como se recordó en el capítulo anterior, para la relación entre 
felicidad (lo que otros llamarían autorrealización y otros, mucho antes, 
eudaemonia) y máxima participación democrática, véanse B. Frey y A. Slutzer, 
“Happiness, economy and institutions”, The Economic Journal, 110, octubre 
de 2000; R. Ryan y E. Deci, “On happiness and human potentials: A review of 
research on hedonic and eudaimonc well-being”, Annual Review of Psychology, 
52, 2001. Asimismo, tampoco falta evidencia experimental de la relación inversa 
con las actividades de consumo en T. Scitovsky, The joyless economy, Oxford, 
Oxford University Press, 1976; R. Lane, The market experience, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1991; asimismo, R. Lane, “The road not taken: 
Friendship, consumerism, and happiness”, Critical Review, 4, 8, 1994 (todo el 
número está dedicado a The culture of consuming); R. Lane, The loss of happiness 
in market democracies, Londres, Yale University Press, 2000. 

9 Esta defensa busca sus clásicos en Aristóteles, Stuart Mill o Dewey. Véanse H. 
Arendt, The human condition, Chicago, University of Chicago Press, 1958; J. Stuhr, 
“Democracy as a way of life”, en J. Stuhr (ed.), Philosophy and the reconstruction of 
culture, Albany, NY, SUNY Press, 1993; J. Mansbridge, “On the idea that participation 
makes better citizens”, en S. Elkin y K. Soltan (eds.), Citizen competence and 
democratic institutions, Pennsylvania, Penn State University Press, 1999. 
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Han participado en la decisión adoptada y, al final, también es suya, al 
menos sus intereses han sido considerados. Una consecuencia de ello es 
que disminuirán los costes de su aplicación.'" 


Consenso 

La deliberación tamiza las preferencias. Aunque todas las opiniones pue- 
dan hacer valer sus razones, no todas valen igual. Las que son manifiesta- 
mente irracionales, egoístas o patológicas no resultan defendibles y serán 
abandonadas. La deliberación también puede corregir las opiniones basa- 
das en falsa información, mostrar las inconsistencias de otras o detectar 
que dos opiniones aparentemente encontradas no lo están, que se inspi- 
ran en las mismas prioridades. Ya se vio cómo, a través del diálogo, esa posi- 
bilidad de vetar algunas propuestas tiene importantes implicaciones a la 
hora de recalar en una voluntad general consistente. Cuando no existen fil- 
tros a las preferencias, se multiplica la posibilidad —demostrada por los teo- 
remas de la elección— de que los mecanismos democráticos deriven en pre- 
ferencias colectivas inconsistentes: que una mayoría prefiera A a B; otra 
mayoría, B a C; y una tercera, C a A. Una elección colectiva de esa natura- 
leza es irracional, por la misma razón por la que no es racional una petr- 
sona que prefiere una casa a un coche, un coche a unas vacaciones y, sin 
embargo, prefiera las vacaciones a una casa. La argumentación permite ir 
reduciendo las alternativas, ordenarlas según jerarquías de principios. Con 
preferencias filtradas por procesos de deliberación y criterios de justicia, el 
problema de la agregación —de reunir las preferencias de los individuos 
en una “voluntad general”— comienza a encontrar vías de solución." 


PROBLEMAS DE LAS RAZONES 


Las anteriores defensas también tienen sus réplicas. La deliberación no 
puede durar eternamente. El tiempo es limitado y los retos nuevos, conti- 
nuos e inaplazables. Es ingenuo creer que todos los individuos llegarán a 


10 B. Manin, “On legitimacy and political deliberation”, Political Theory, 15, 3, 1987; J. 
Cohen, “Deliberation and democratic legitimacy”, en A. Hamlin y Ph. Pettit (eds.), 
The good polity, Oxford, Blakwell, 1989. 

11 R. Goodin, “Laudering preferences”, en J. Elster y A. Hylland (eds.), Foundations of 
social choice theory, Cambridge, Cambridge University Press, 1986; J. Coleman y J. 
Ferejohn, “Democracy and social choice”, Ethics, 97, 1, 1986. 
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modificar sus preferencias y recalar en juicios compartidos. Al final, hay 
que votar y los participantes en un proceso democrático inevitablemente 
acaban por aceptar decisiones con las que no están en completo acuerdo. 
Y las decisiones adoptadas atan a todos, a los que las comparten y a los 
que no. Las leyes no son como los bienes que uno adquiere, que son con- 
sumidos por quienes los compran. Son bienes públicos, esto es, nadie 
queda excluido de su consumo. Los que no gustan de ellas y tienen que 
aceptarlas difícilmente pueden tener la sensación de que se gobierna por 
su propia voluntad, de autogobernarse. Seguramente, la democracia deli- 
berativa es máximamente respetuosa con la autonomía, pero la propia 
naturaleza de los productos políticos complica su plena obtención.” 

La autorrealización requiere que el sujeto cumpla una tarea que le inte- 
rese. Sólo nos autorrealizamos si realizamos algo que queremos hacer. 
Pero para autorrealizarse no sólo se necesita que se lleve a cabo una tarea 
elegida autónomamente. También que la tarea se ejecute con éxito. Si se 
salda con un fracaso, lo que se dará es frustración. Me autorrealizo porque 
quería escribir una novela y me ha salido una buena novela. Autorrealizarse 
no es un objetivo, sino una consecuencia de la buena ejecución de un obje- 
tivo que nos importa. El objetivo de una tarea política no es la autorreali- 
zación de los individuos, sino la correcta solución de los problemas colec- 
tivos, lo que quiere decir: tomar la mejor decisión. La autorrealización política 
es un producto lateral de lo verdaderamente importante: la decisión correcta. 
Sólo entonces se experimentará la autorrealización. Por otra parte, la acti- 
vidad política puede ser uno de los ámbitos donde ejerzo algunas de mis 
capacidades humanas, pero no es el único. También puedo dedicarme a 
escribir novelas o a cultivar mi jardín. Como no es posible ejercer todas las 
capacidades y como para su correcta ejecución cualquier tarea necesita una 
dedicación meditada, quizá, en aras de la autorrealización, puede ser más 
provechoso para mí dedicarme a otras tareas que me interesen y que depen- 
dan menos de los demás, lo que hace menos incierto su éxito. 

En principio, la apelación a la legitimidad presenta menos dificulta- 
des.'+ En todo caso, su único problema es que el argumento de la legitimi- 


12 De ahí arrancan los liberalismos que buscan asegurar la autonomía exclusivamente 
en los derechos, protegerla de la democracia. Y los anarquismos, claro. 

13 J. Elster, “Self-realization in work and politics: The marxist conception of the 
good life”, Social Philosophy «> Policy, 3, 2, 1986; J. Chan y D. Miller, “Elster on self- 
realization in politics: A critical note”, Ethics, 102, 1, 1991; S. Wall, Liberalism, 
perfectionism, and restraint, Cambridge, Cambridge University Press, 1998. 

14 En todo estado siempre hay un problema de legitimidad. Véase A. Ródenas, Sobre 
la justificación de la autoridad, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1996. 
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dad depende de una idea de legitimidad. Hay diversos modos de tomar deci- 
siones (autoritario, al azar, por tradición, por negociación, etc.), cada uno 
de ellos fuente de legitimidad para sus defensores. Para un monárquico 
absolutista, la ley es la voluntad del rey (allá van leyes do quieren reyes); 
para quienes juegan a la ruleta es legítimo que el premio se lo lleve el que 
acierte el número; para quienes votan en la escalera sin deliberar es preciso 
acatar lo que diga la mayoría. Por supuesto, para quienes participan en la 
deliberación no hay otra fuente de legitimidad que el propio consenso demo- 
crático... porque produce las mejores decisiones, y son las mejores preci- 
samente porque no tenemos otro modo de saberlo que a través de su eva- 
luación razonada. Dicho de otro modo: la legitimidad es una consecuencia 
de que la decisión sea correcta y es correcta porque se ha tomado del modo 
correcto. Se entiende entonces que las decisiones basadas en deliberacio- 
nes puedan considerarse fuente de legitimidad. Están tomadas por la auto- 
ridad legítima, por el procedimiento correcto y tienen un resultado justo. 

Es cierto que la deliberación puede filtrar las preferencias, eliminando 
las insensatas. Pero también puede complicar las decisiones. La delibera- 
ción puede desatar enconos. Está comprobado que, en un proceso delibe- 
rativo, si discute un grupo en el que hay racistas radicales y “moderada- 
mente” racistas, se acaba por recalar en los puntos de vista más extremos. 
Eso sucede en todos los casos, entre ecologistas moderados y radicales, entre 
feministas moderadas y radicales, etc. Es un problema que se ve agravado 
por una muy humana disposición a evitar las discrepancias, a exponet- 
nos sólo a la compañía de los que piensan como nosotros.* No sólo eso: 
la deliberación puede ampliar las metas con nuevas iniciativas, y las solu- 
ciones con nuevas respuestas. Al amplificar la agenda de divergencias posi- 


Nadie sería miembro de una comunidad política si hay que pedir el 
consentimiento de cada uno para cada decisión. Aquí encuentran un amarre 
común el anarquismo y las tesis nacionalistas que apelan a la autodeterminación 
“porque no me han preguntado si quiero ser español” (aunque, claro, éstas 
inmediatamente incurren en lo que lamentan, al establecer otra unidad de 
decisión —la autodeterminada— para la que no piden el consentimiento de cada 
miembro. Véase al respecto E. Ovejero, Contra cromagnon, Barcelona, Montesinos, 
2006). Sobre estos aspectos, véase J. Simmons, Justification and legitimacy, 
Cambridge, Cambridge University Press, 2001; también W. Edmunson, Three 
anarchical fallacies. An essay on political authority, Carmbridge, Cambridge 
University Press, 1998, pp. 48-70. Para exposiciones claras de las tesis anarquistas, 
véanse R. Wolf, In defense of anarchism, [1970], Berkeley, California University 
Press, 1998; A. Carter, “Analytical anarchism”, Political Theory, 28, 2, 2000. En 
relación con la deliberación, véase J. L. Martí, La república deliberativa. 

15 Sobre estos problemas, véase Sunstein “The law of group polarization”, Journal of 
Political Philosophy, 10, 2, 2002. 
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bles, la aparición en el proceso deliberativo de nuevas alternativas que 
“no se nos habían ocurrido” puede dar pie a nuevas paradojas de agrega- 
ción. Imaginemos a tres ciudadanos que después de deliberar acerca de si 
X es un problema lo bastante importante y de si Y (una medida costosa) 
es eficaz para paliar X han de tomar una decisión. Para estar a favor de la 
propuesta hay que creer que X es importante y que Y sirve. Dadas esas 
circunstancias, podría suceder que una mayoría crea que X es impor- 
tante, otra mayoría crea que Y sirve y, sin embargo, la mayoría estar en con- 
tra de adoptar la medida. Sería el caso, por ejemplo, si 1 piensa que X es 
un problema real pero que Y no sirve, 2 cree que X no es importante, aun- 
que esté convencido de que Y es eficaz, y 3 está de acuerdo en la impor- 
tancia de X y en la eficacia de Y.'* Por supuesto, si las condiciones de la deli- 
beración son las adecuadas, tales problemas pueden mitigarse, pero, de 
nuevo, el tiempo es finito y los problemas continuos. 

En todo caso, el consenso no es un objetivo en sí mismo, sino la conse- 
cuencia no buscada como tal de lo que importa, de que nos hemos con- 
vencido de que la decisión adoptada es la mejor. Sucede lo mismo que 
con la legitimidad y con la autorrealización: es la consecuencia “lateral” 
de que las decisiones, en algún sentido, son juzgadas correctas por los que 
participan, aceptables atendiendo a buenas razones, se realizan correcta- 
mente, y, por tanto, conducen a los resultados deseados: son justas. Y eso 
nos lleva a la fundamentación epistémica. 


DELIBERACIÓN Y JUSTIFICACIÓN EPISTÉMICA 


Cuando deliberaban, los vecinos se veían obligados a justificar sus prefe- 
rencias y a corregirlas a la luz de las razones de todos. Es muy posible que 
pudieran tomar una decisión equivocada, como, por ejemplo, si hubieran 
ignorado la existencia de un problema estructural en el edificio que impide 
instalar el ascensor; pero con la información disponible su decisión era la 
más atinada. Y si no lo era, acabaría por serlo, porque el único modo de 
mostrar que las decisiones son equivocadas es deliberando, mostrando que 


16 Sobre estas cuestiones, véanse P. Pettit, “Deliberative democracy and the discursive 
dilemma”, Noús, 35, 2001; C. List y P. Pettit, “The aggregation of reason”, 
<http://citeseer.ist.psu.edu/376664.html>. Para otros problemas, véase C. List, 
“The impossibility of Paretian Republican?”, Economics and Philosophy, 20, 2004; 
“Deliberation and Agreement”, en S. Rosenberg (ed.), Can the people decide? 
Theory and empirical research on democratic deliberation (en prensa). 
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están basadas en mala información, que hay un error en los argumentos 
o que sus fundamentos morales son discutibles. La deliberación puede 
llevar a equivocaciones, puede conducir a una conclusión incorrecta, pero 
incluso para saber eso, para reconocer el error, es necesario deliberar. Hay 
que llegar a las mejores propuestas, pero no hay otro modo de saberlo 
que a través de la (pública) discusión que nos muestra que están bien 
fundamentadas, que han superado las críticas y han (con)vencido. No 
hay un modo independiente de reconocer las equivocaciones. En reali- 
dad, ni siquiera reconoceríamos una idea como tal, como una (buena) pro- 
puesta frente a un problema. 

Una comparación con la ciencia puede ser útil. Buena parte de las teo- 
rías que un día nos parecieron correctas andando el tiempo se mostraron 
erradas. Por lo mismo, cabe pensar que buena parte de nuestro conoci- 
miento actual está llamado a ser juzgado falso. Es por eso que hay que ser 
prudentes al afirmar que conocemos la realidad o que nuestras teorías 
son verdaderas. Lo que sí podemos afirmar es que nuestras teorías actua- 
les son las mejores a la luz de lo que sabemos. Nuestras teorías son las mejo- 
res porque se han construido del mejor modo: son consistentes, acordes 
con las observaciones, compatibles con otras teorías más básicas, etc. Si 
las tenemos por verdaderas es porque se han obtenido correctamente.” No 
disponemos de un criterio independiente de verdad, como no disponemos 
de un modo de conocer la realidad “por detrás” de la experiencia, más o 
menos sofisticada (como lo es la de la ciencia —la experimentación—). En 
ese sentido, el acento recae menos en la “verdad” de las creencias empíri- 
cas que en su buena formación. Es posible que los procedimientos nos 
lleven a errores, pero no hay otros. Ni siquiera podemos imaginar un modo 
de obtener conocimiento que no tenga relación con un conjunto de pro- 
cedimientos, con eso que llamamos ciencia o razón. Si Moisés hubiese 
bajado del Monte Sinaí afirmando cosas como “fuerza es igual a masa por 
aceleración” o “el hipotálamo participa en la regulación de los sistemas 


17 Con todo, conviene advertir que no faltan las controversias (acerca de si nuestras 
teorías son “verdaderas” o simplemente las mejores a la luz de lo conocido; sobre 
si son realistas o instrumentales). Aquí adopto una actitud cautelosa, cercana a la 
de B. Van Fraassen, The scientific image, Oxford, Clarendon Press, 1980 (véase el 
debate a partir de ese clásico en P. Churchland y C. Hooker (eds.), Imagen of 
science, Chicago, The University of Chicago Press, 1985). Una descripción de estas 
polémicas puede encontrarse en E. Ovejero, El compromiso del método, Barcelona, 
Montesinos, 2004, pp. 223-277; y en varios de los trabajos —en particular los de 
Lipton, “Inference to the best explanation”, y Devitt, “Realism/antirealism”— 
incluidos en S. Psillos y M. Curd (eds.), The Routledge Companion to Philosophy of 
Science, Londres, Routledge, 2008. 
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neurovegetativo y endocrino”, ni siquiera le habrían entendido. Si en lugar 
de inspirar la Biblia, Dios se hubiera decidido él mismo a escribir algo así 
como el magnífico diccionario de teorías científicas de J. Bothamley, no 
habría encontrado editor. Para hacerse entender hubiera debido explicarse, 
esto es, justificar sus afirmaciones en buenas razones. Entender sus men- 
sajes requeriría aplicar a sus juicios criterios de racionalidad, de verifica- 
bilidad, calibrarlos desde alguna elemental idea de ciencia. 

Buena parte de las defensas epistémicas de la deliberación como método 
de decisión sostienen que algo parecido sucede con las preferencias polí- 
ticas y, más en general, con los juicios morales. No disponemos de un medio 
independiente de acertar en nuestras decisiones prácticas. Los juicios for- 
mados en las correctas condiciones deliberativas son el único asidero, la 
guía de ruta en la evaluación de las preferencias. Por ejemplo, alguien que 
defendiera que no se debe discriminar a nadie” porque “lo he leído en las 
entrañas de un pájaro y todo lo que está escrito en las entrañas de un pájaro 
debe hacerse”, no estaría en condiciones de sostener sus juicios ante un ele- 
mental escrutinio. La simple disposición a responder elementales preguntas 
(“Por qué debemos hacer lo que está escrito en las entrañas del pájaro?”; 
“y si también estuviera escrito lo contrario, ¿qué creerías?”) lo conducirían 
a intentar justificar su creencia en “lo que está escrito en el pájaro”, lo que, 
inevitablemente, supondría desembarcar en el terreno de la deliberación. 

Los más arriesgados dirían que, en algún sentido, nuestras deliberacio- 
nes marchan enfocadas hacia alguna idea de verdad moral y, en su tra- 
ducción práctica, hacia algo parecido al progreso moral.* Por supuesto, 


18 Las defensas de la deliberación apelan a objetivos diferentes no siempre 
suficientemente discriminados: determinar la verdad moral, obtener los juicios 
morales más adecuados, detectar los intereses compartidos, disponer de la mejor 
información, descubrir los propios intereses, desarrollar las virtudes, obtener 
una idea de buena vida, determinar las reglas justas. A eso se añaden los diversos 
grados de tipos de requerimientos que se exigen para el buen diálogo: grado 
de consenso acerca de los principios de aceptación, niveles de información, 
proceso de conformación de las opiniones, niveles de acuerdo exigido, 
condiciones materiales (de independencia) para participar, etc. En realidad, 

y no siempre se repara en ello, la discusión sobre democracia deliberativa deriva 
con facilidad en una discusión metaética acerca de la “verdad” de los enunciados 
normativos. 

Dogmáticamente, conviene aclarar que el compromiso con la deliberación 
no conlleva ningún punto de vista en particular —aunque, seguramente, excluye 
algunos— acerca de la existencia de verdades morales. Sobre los muchos aspectos 
de teoría ética y metaética comprometidos en la discusión, véanse G. Harman 
y J. Thomson, Moral relativism and moral objectivity, Oxford, Blackwell, 1996; 
B. Leiter (ed.), Objectivity in law and morals, Cambridge, Cambridge, University 
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con muchas incertidumbres, seguros de la provisionalidad de nuestro pre- 
sente o de cualquier presente, pero convencidos de que no hay otra brú- 
jula disponible que la deliberación. Entre otras cosas, porque sus conclu- 
siones son revisables ante razones más poderosas, porque los participantes 
siempre pueden reconsiderar sus propias elecciones. 


DEMOCRACIA Y JUSTIFICACIONES EPISTÉMICAS'? 


Pero hasta aquí sólo se ha justificado el vínculo entre la deliberación y las 
decisiones mejores, las más justas. Un vínculo que no es empírico: no es 
que se haya comprobado mil veces que la deliberación acierta, al modo en 


Press, 2001; Susan Mendus, Impartiality in moral and political philosophy, Oxford, 
Oxford University Press, 2002; J. . Moreso y B. Celano, Diritti umani e oggettivita 
della morale, Siena, Digips, 2003. 
En realidad las posibles divergencias de fundamentos se disparan en un 

número mucho mayor de direcciones. Acerca de si la justificación se vincula 
con un principio que vale para todos (consensual) o con distintos principios, 
uno para cada participante (convergentista); acerca de si la justificación tiene base 
cognitiva o simplemente volicional, o acerca de si la justificación es pragmática, 
según deseos o creencias reales, o trascendental, según el mejor yo (“a reason 
for her” versus “a reason to her” en la terminología de Williams), véase 
D'Agostino, Free public reason, Oxford, Oxford University Press, 1996. Para 
una sugestiva revisión de los grados (incompletos) de acuerdo en la deliberación, 
véase C. Sunstein, “Incompletely theorized agreements”, Harvard Law Review, 
108, 1995. 

19 Sobre la justificación epistémica y los argumentos que a continuación se exponen, 
véanse J. Cohen, “An epistemic conception of democracy”, Ethics, 97, 1, 1986; 
D. Estlund, “Beyond fairness of deliberation: the epistemic dimension of 
democratic authority”, en Bohman y Rehg (eds.), Deliberative democracy; 
C. Nino, “El constructivismo epistémico”, en El constructivismo ético, Madrid, 
Centro de Estudios Constitucionales, 1989; C. Rosenkrantz, “La democracia: 
una crítica a su justificación epistémica”, Doxa, 10, 1991; A. Ródenas, “Sobre la 
justificación de la democracia en la obra de Carlos S. Nino”, Doxa, 10, 1991; 
C. Nino, “La democracia epistémica puesta a prueba: respuesta a Rosenkrantz 
y Ródenas”, Doxa, 10, 1991; G. Gauss, “Looking for the best and finding none 
better: the epistemic case for deliberative democracy”, The modern Schoolman, 
74, 1997; C. List y R. Goodin, “Epistemic democracy: Generalizing the Condorcet 
Jury Theorem”, Journal of Political Philosophy, 9, 3, 20013 M. van Hees, “The limits 
of epistemic democracy”, Social Choice and Welfare, 28, 4, 2007. J. Dryzek, 
Deliberative democracy and beyond, Cambridge, Cambridge University Press, 2000. 
No está de más advertir que las reflexiones sobre la democracia de Habermas 
y, para muchos, buena parte de las de Ralws pueden entenderse como una defensa 
de la calidad epistémica de la democracia. 
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el que alguien puede decir que se ha comprobado muchas veces que en 
Sevilla hace calor. La justificación epistémica de la deliberación es con- 
ceptual: la deliberación es el ejercicio colectivo de la racionalidad y la racio- 
nalidad es el único modo de acercarnos a las mejores decisiones. Contra 
la razón no se puede argumentar. Ahora bien, que la deliberación nos 
ayude a tomar las mejores decisiones nos compromete muy poco con la 
democracia. ¿Por qué no habrían de deliberar tan sólo los más sabios? Al 
cabo, las comunidades científicas no se componen sólo de quienes tie- 
nen un juicio competente. Las líneas de investigación no se votan entre 
la población.” Si pudiéramos reconocer a los que tienen mejor capacidad 
de juicio moral o político, quizá deberíamos dejar en sus manos el gobierno 
de la vida colectiva. Ya que no el rey sabio, al menos la oligarquía sabia. 
En el mejor de los casos, la justificación epistémica sólo afectaría a la 
deliberación de las élites. 

Por eso la defensa de la democracia deliberativa debe completar la pre- 
misa conceptual que relaciona la deliberación y las mejores decisiones 
con otra que relacione la democracia con la buena deliberación. En este 
caso se trata de una premisa empírica: “la calidad de la deliberación depende 
del grado de participación democrática”. Hay varias maneras de justificar 
esta premisa. Por ejemplo, cabe sostener que la mayor participación, entre 
otras cosas, facilita el intercambio de información, amplía el número de 
respuestas, permite reconocer problemas que pueden pasar desapercibi- 
dos para quienes no los padecen, ayuda a detectar los fallos en las argu- 
mentaciones y a eliminar los sesgos irracionales y emocionales que, entre 
otros efectos, refuerzan cierta disposición a filtrar sólo la información favo- 
rable a las propias opiniones. 

Otra justificación de esta premisa apela a resultados teóricos, en parti- 
cular, al “Teorema de Condorcet”, que demuestra que, ante una decisión, 
si la probabilidad promedio de que los protagonistas acierten es superior 
al 50%, entonces la probabilidad de que la decisión colectiva sea atinada 
aumenta con el número de personas que participan en la decisión. Mejor 
doscientos que veinte, y mejor veinte que dos. El teorema, como tal, es indis- 
putable, pero por su propia naturaleza matemática su alcance depende de 


20 Para ser justos, habría que decir que “las teorías no se votan”. Otra cosa son las 
investigaciones. Uno de los problemas de la moderna investigación científica es 
que compromete importantes recursos y, por ello, depende de instituciones que la 
financien, públicas o privadas. Ello lleva a los científicos a disputar en la arena 
pública con promesas de resultados, antes que con resultados; véanse F. Ovejero, 
“Las batallas de la ciencia popular”, Claves de razón práctica, 128, 2002; P. Kitcher, 
Science, truth, and democracy, Oxford, Oxford University Press, 2001. 
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las condiciones en las que se formula, de sus axiomas de partida. Depende 
muy fundamentalmente del supuesto de que la probabilidad promedio sea 
mayor que el 50%. Ese supuesto, por sí mismo, no tiene otra razón de ser 
que el resultado al que conduce. Si el promedio es del 49%, la probabili- 
dad de errar aumenta con el número. Por otra parte, ese promedio esconde, 
subsume, a gentes juiciosas e informadas, cuya probabilidad es del 90%, y 
otras que votan sin pensar, cuya probabilidad de atinar es del 10%. En ese 
sentido, el teorema puede tomarse como una recomendación para, pri- 
mero, identificar a los más sabios y después, entre éstos, dejar la decisión 
en manos del mayor número de ellos. Por lo demás, en rigor, no habla de 
la deliberación sino de la decisión, y por eso mismo no excluye que, por 
razones egoístas, estratégicas o irracionales, quienes decidan opten por op- 
ciones que no se consideren las mejores desde criterios impersonales. 

Una argumentación comprometida más directamente con la delibera- 
ción y la participación apela a los límites de la deliberación elitista, o, dicho 
de otro modo, al problema de la selección de los más sabios. Incluso si asu- 
mimos que existen los mejores y que hay razones para confiarles el poder, 
habría un problema más fundamental: no tenemos modo de identificar- 
los, al menos mediante los sistemas de competencia electoral. El pro- 
blema se describió en el capítulo 111 cuando se examinó el funcionamiento 
de la democracia liberal. El político informado y con capacidad discrecio- 
nal para señalar objetivos y soluciones no está en condiciones de transmi- 
tir información sobre su calidad. El político deshonesto puede presentar 
como éxitos resultados que son inevitables o simplemente producto de la 
suerte, o escamotear problemas que suponen esfuerzos y, tal vez, exigen- 
cias de cambios de comportamientos para el votante. El político virtuoso 
no puede lucir su buen hacer. No tiene modo de mostrar su condición. 
No hay modo de rentabilizar los problemas que se evitan, que no llegan a 
surgir, ante un ciudadano incompetente. El votante sólo “percibe” que no 
hay incendios, enfermedades o atentados, no la buena gestión que ha logrado 
que las cosas sean de ese modo. Y en realidad, en la medida en que sólo se 
reconocen los problemas, ni siquiera aquello se percibe. En esas condicio- 
nes, la virtud nunca es identificada, ni, por ende, recompensada. 

La participación, a través de diversos mecanismos, asegura una mejor 
“economía de la virtud” y, con ella, al mejorar las circunstancias de la deli- 
beración, el buen funcionamiento de ésta: 

1) Economiza las necesidades de virtud al corregir los sesgos cognitivos. 
No hace falta la (imposible) omnisciencia de los representantes. La per- 
meabilidad de las instituciones a las iniciativas ciudadanas favorece la detec- 
ción de problemas, cancela los problemas de percepción (derivados de la 
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lejanía), amplía la base informativa (y de prácticas) de las decisiones y pro- 
porciona mayor realismo a las intervenciones (por la mayor implicación 
ciudadana). 

2) Favorece la identificación de virtud al disminuir la asimetría informa- 
tiva. En la democracia deliberativa elitista (de representantes) los políticos 
debían ser excepcionalmente virtuosos, pero no estaban en condiciones de 
transmitir su virtud a los ciudadanos. La participación, la multiplicación 
de los ciudadanos vigilantes, proporciona mayores criterios de evalua- 
ción y alienta la virtud de los representantes que saben que sus (buenos) 
comportamientos pueden ser reconocidos. 

3) Incrementa la “producción” de virtud. La posibilidad de participar favo- 
rece el crecimiento de las disposiciones públicas. La virtud, aun si es un 
bien escaso, no es un bien no reproducible: aumenta con la posibilidad de 
su ejercicio. Si hablo y me siento atendido, tengo razones para seguir par- 
ticipando. No hay que olvidar que los problemas de acción colectiva (“el 
dilema del prisionero”) se multiplican cuando en la obtención de la empresa 
común los individuos, importa poco que cooperen o no, creen que su 
participación de nada sirve. 


PROBLEMAS DE LA DELIBERACIÓN 


Hemos considerado ya algunos de los requisitos que debe satisfacer la deli- 
beración para ser considerada un buen instrumento en la toma democrá- 
tica de las decisiones. En la medida en que tales requisitos no se satisfa- 
cen, la deliberación puede quedar pervertida. Si, por ejemplo, la deliberación 
no dispone de la mejor información, la decisión puede ser la peor. Segu- 
ramente, a los vecinos les gustaría saber si la anciana tiene la intención de 
vender el piso inmediatamente después de que el ascensor esté instalado 
o si el edificio presenta problemas estructurales que obligarán a abando- 
narlo en un par de meses. Situaciones de desigual poder también pueden 
corromper las decisiones. Si uno de los vecinos depende materialmente 
de otro para subsistir, difícilmente se atreverá a discrepar a la hora de mani- 
festar sus preferencias. 

Por supuesto, siempre cabe decir que la deliberación es una suerte de 
ideal, de meta final, y que en lo posible se trata de acercarse a las condi- 
ciones óptimas de deliberación. Pero tampoco podemos ignorar que hay 
ocasiones en que una situación próxima al óptimo es la peor situación. 
Uno puede preferir no ver nunca a la persona amada antes que permane- 


DELIBERACIÓN Y DEMOCRACIA | 179 


cer cerca y no poder gozar de su compañía. Pueden darse todas las condi- 
ciones para la mejor deliberación, pero si se escamotea la información sobre 
el estado ruinoso del edificio, la decisión será la peor. En ese sentido, en 
general, cualquier alejamiento de las condiciones de la buena delibera- 
ción es un problema para la democracia deliberativa.” Aquí se menciona- 
rán únicamente algunas de las críticas que han suscitado mayor debate. 


HONESTIDAD DE LAS OPINIONES 


Un primer problema se relaciona con el uso estratégico de la argumenta- 
ción. Los participantes en la deliberación pueden ocultar sus auténticas 
preferencias, egoístas, bajo una fingida preocupación por el interés gene- 
ral. Un político puede sostener que hay que apoyar la ayuda pública a cierto 
sector apelando a consideraciones de interés general, aunque la razón 
verdadera e inconfesable de sus opiniones no sea otra que un soborno 
por parte de un grupo económico. Cada cual, en el fondo, estaría procu- 
rando satisfacer su propio interés o el de los suyos. Con preferencias fal- 
sas o con la manipulación de información inspirada por las preferencias 
auténticas, la decisión final difícilmente podría considerarse acertada. 
Ahora bien, la manipulación estratégica, el comportamiento hipócrita 
o el engaño sólo funcionan sobre el horizonte de la confianza. Sólo pue- 
den mentirnos aquellos a quienes les creemos. Si se apela al interés gene- 
ral es porque el interés general, la imparcialidad, es la moneda que todos 
aceptan, la que todos están obligados a aceptar cuando la partida comienza. 
Si todos supieran que a nadie le importa el interés general, la apelación 
estaría fuera de lugar. Incluso cuando se finge el compromiso con los inte- 
reses generales y se simula la imparcialidad, se hace desde el horizonte de 
la virtud. Es lo que se ha dado en llamar la “fuerza civilizatoria de la hipo- 
cresía” (Elster): si todos los individuos son egoístas, y todos lo saben, la 
invocación a los intereses generales carece de sentido y, por lo mismo, tam- 
poco lo tiene el fingimiento, el comportamiento hipócrita. La hipocresía 
es el tributo que el vicio rinde a la virtud, nos recordó el duque de La Roche- 
foucauld. La mentira sobre las preferencias presume la imparcialidad. Los 


21 En el caso del mercado esa tesis ha alcanzado precisión, con resultados que 
muestran que, una vez que no se cumplen todas las condiciones, quizá se está más 
cerca del óptimo cuando no se cumplen varias que cuando no se cumple una sola, 
R. G. Lipset y K. Lancaster, “The economic theory of second best”, Review of 
Economic Studies, XXIV, 1957-1958. 
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que participan en la deliberación se ven sometidos a sus reglas.” Basta 
con que en el grupo que delibera existan algunos participantes compro- 
metidos honestamente con el triunfo de las buenas razones y que no dis- 
pongamos de un modo de distinguirlos de los demás para que la maqui- 
naria deliberativa empiece a funcionar, a tamizar las preferencias no 
justificadas y que aquel que defendía la inversión por razones mezquinas 
se vea obligado a abandonar sus propuestas. 


ELITISMO 


La deliberación es un procedimiento basado en la ponderación de las 
distintas opiniones a partir de criterios de imparcialidad. El procedimiento, 
en principio, asegura el triunfo de los reclamos más justos, no importa si 
corresponden a los muchos o a los pocos. Nadie más que la anciana está 
interesada en el ascensor, pero es muy probable que si la deliberación fun- 
ciona el ascensor acabe por instalarse. En ese sentido, a diferencia de lo 
que sucede en los procesos de negociación, la decisión deliberativa puede 
prescindir de la presencia de todos los afectados en las decisiones. Lo que 
importa es que quienes deliberan tengan en cuenta todas las razones y 
actúen según criterios de imparcialidad. Para ello basta con que en la deli- 
beración participen los más sabios y virtuosos, aquellos capaces de reco- 
ger y procesar la mejor información y de corregir sus inferencias cuando 
no funcionan. De hecho, la primera vez que se usó el término “delibera- 
ción”, en 1489, fue para referirse a la discusión en el seno de un pequeño 
y selecto grupo de notables.% 

Ya hemos visto antes la réplica a esta crítica. Es posible que existan 
individuos mejores que otros, que tengan un mayor interés por las tareas 
públicas, pero no tenemos modo de asegurarnos que el sistema de com- 
petencia electoral nos permita identificarlos. La participación de los afec- 


22 En realidad, como ha mostrado la teoría de la elección, la manipulación 
estratégica es uno de genuinos problemas de los mecanismos de votación, como 
los mencionados en el capítulo 1. Los individuos, que no tienen que justificar sus 
opciones, pueden poner como segunda preferencia (Z) una que consideren la 
peor para que no salga otra (W) que les parece más interesante —que Z-, pero que 
constituyen una opción real a la que prefieren (X). Si tienen que justificar sus 
opiniones, su orden de preferencias, les resultará más complicado defender lo 
indefendible a la luz del criterio en que basan su mejor opción. 

23 A. Gutmann y D. Thompson, Why deliberative democracy?, p. 8. 
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tados por las decisiones —la democracia— es el modo de asegurar el buen 
curso de la deliberación. Además, también se menciona otra razón para 
democratizar la deliberación, una razón cognitiva. Sabemos que las per- 
sonas que no padecen los problemas, aun si honradas, tienden a ignorar- 
los, simplemente “ni se les habían ocurrido”. Es posible que los vecinos 
jóvenes del edificio ni siquiera hayan reparado en los problemas de la 
anciana. Las personas que no tenemos problemas para desplazarnos no 
habríamos “caído” en las dificultades para moverse por la ciudad que tie- 
nen los incapacitados para caminar. La propia experiencia vital filtra los 
problemas e incluso las respuestas que se consideran aceptables. Esa cir- 
cunstancia no es irrelevante cuando los profesionales de la política sólo se 
nutren de ciertos sectores de la población, por lo general de varones y cla- 
ses acomodadas. La dificultad no radica en que no sean honestos, en que 
sólo se preocupen por defender sus intereses, sino en que, sencillamente, 
ignoran que hay otras realidades distintas de las suyas. El reconocimiento 
de los problemas, de los intereses de todos, y la propia posibilidad de que 
todas las soluciones sean discutidas requiere de la participación. 


PODER O RAZONES 


La deliberación parece presumir que hay algo parecido a un “interés gene- 
ral”, pero, dirán estos críticos, la realidad es que la política es conflicto de 
intereses contrapuestos y, por lo general, irreconciliables.** No es discusión 


24 Seguramente ésta es la crítica más afincada en la historia de la reflexión política. 
Su formulación más contundente es la de Carl Schmitt. Es la convicción de que la 
deliberación no está presente en la política la que lo lleva a sus conocidas tesis 
acerca del “poder como argumento”: “El parlamento sólo será “real” en tanto 
que la discusión pública sea tomada en serio y llevada a efecto. Discusión” posee 
a este respecto un sentido especial y no significa simplemente negociación. 

Los que denominan parlamentarismo a todos los posibles tipos de negociación 

y de comunicación [...] eluden la verdadera cuestión. En cualquier congreso 

de delegados, en cualquier jornada de representantes y en cualquier reunión de 
directores se negocia, al igual que se negociaba en los gabinetes de los monarcas 
absolutos, entre las organizaciones estamentales y entre turcos y cristianos. De ello 
no se infiere la institución del parlamento moderno. No se deben confundir 

los conceptos ni ignorar lo propio de la discusión. La discusión significa un 
intercambio de opiniones guiada por el objetivo de convencer al adversario por 
medio de argumentos de la verdad o la justicia de algo, o permitir que él también 
pueda persuadirnos a nosotros, C. Schmitt, The crisis of parliamentary democracy, 
Cambridge, Ma, The mrT Press, 1988, pp. 4-5. Sobre esa tensión en Schmitt, véanse 
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de filósofos sobre el bien y el mal, sino lucha por el poder y capacidad de 
imponer los propios intereses. Los que participan en la actividad polí- 
tica no andan a la búsqueda de resolver dilemas morales y los consensos 
no reflejan convencimientos, unanimidad de convicciones tasadas racio- 
nalmente, sino equilibrios de fuerza o simple dominación ideológica. Lo 
que los defensores de la deliberación describen como “alejamiento de las 
condiciones de la deliberación” es el territorio real de la política. Las des- 
igualdades, la manipulación, el poder arbitrario, se dan en procesos polí- 
ticos que no por ello dejan de ser deliberativos. La solución de las injusti- 
cias —de los “problemas de la deliberación” no puede provenir de una 
deliberación que siempre se da en tales circunstancias, que está mediati- 
zada por aquellos problemas que presuntamente debe resolver. 

La descripción anterior de cómo es la política real resulta poco discu- 
tible. Y es verdad que muchos análisis de la democracia, en cualquiera de 
sus versiones, pecan de idealistas, de ignorar cuáles son las condiciones 
reales de la política. Pero eso no significa que no se pueda discutir sobre 
intereses y poderes. Por ejemplo, podemos argumentar qué intereses o qué 
necesidades es justo atender o qué poderes son legítimos y cuáles no. La 
democracia deliberativa no pretende ser una descripción de la realidad 
política, sino, sobre todo, un tipo ideal que permite valorar los escena- 
rios políticos y apreciar cuán lejos están de ser un sistema donde son aten- 
didos las voces de todos y los justos intereses. En realidad, la crítica ante- 
rior sólo es posible, sólo resulta inteligible, a partir de la comprobación 
de que se violan las reglas del diálogo y la deliberación. Para que sea posi- 
ble hablar de que ciertas propuestas se imponen por la fuerza hemos de 
poder reconocer que hay algo distinto a la fuerza. Y es la propia delibera- 
ción la que puede mostrar que no hay razones, sino fuerza, poder des- 
nudo, injusticia detrás de ciertas propuestas. 


la reseña del libro de Jan-Werner Miller, A dangerous mind. Carl Schmitt in 
post-war european thought; E. Ovejero, “El poder y las razones: el territorio 

de la política”, Revista de libros, 2005, 103-104. Los argumentos han sido 
revitalizados, entre otros, por E. Laclau y C. Mouffe, Hegemony and socialist 
strategy, Nueva York, Verso, 1985; C. Mouffe, The challenge of Carl Schmitt, Nueva 
York, Verso, 1999. 

25 Hay un sesgo, muy de filósofos, que lleva a entender la deliberación como si fuera 
discusión de “valores”, de “principios”. Pero las cuestiones en política son más 
complicadas. La discusión es siempre de propuestas políticas, en la que se 
imbrican principios, pero de un modo complicado (al establecer prioridades, el 
tipo de medidas con las que se abordan esas prioridades, cómo se financian, etc.). 
Véase H. Richardson, Practical reasoning about final ends, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1994. 
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En ese sentido, el ideal deliberativo no es diferente de lo que puede 
ser el ideal socialista o cualquier otro ideal. Y como éste, puede inspirar 
los procesos de transformación social. Y como cualquier ideal, para poder 
basar la trasformación también es importante mostrar que no es un 
desatino o un delirio, que tiene una solvente justificación. Otra cosa es 
pensar, ingenuamente, que mostrar su calidad intelectual sea suficiente 
para asegurar su realización material. Los defensores de la democracia 
deliberativa, como los defensores del socialismo, no están diciendo que 
su plasmación no requiera de la lucha y de la negociación —por ejemplo, 
para abrir marcos institucionales donde las voces de todos puedan aten- 
derse, sin que las desigualdades de riqueza se traduzcan en desigual posi- 
bilidad de hacer oír las razones—. La investigación muestra que nuestras 
sociedades están lejos de ser escenarios ideales de deliberación demo- 
crática, de asegurar una igual oportunidad real de influir en las decisio- 
nes políticas. Es ahí donde las razones necesitan de la fuerza. También la 
historia de la ciencia está llena de trampas, de manipulaciones, para que 
ciertas teorías lleguen a ser discutidas, a ser atendidas por las razones que 
las avalan. Pero eso no nos lleva a sustituir las discusiones académicas 
por peleas callejeras. 


IMPOSIBILIDAD DE ACUERDOS 


En nuestras sociedades hay personas con ideas muy distintas acerca de 
lo que está bien y lo que está mal. La deliberación parece presumir que a 
través del diálogo podrán llegar a acuerdos. Pero cuando la gente es tan 
dispar, las discrepancias pueden ser muy de principio, fundamentales. 
Pueden afectar no sólo a los “problemas” (aborto, eutanasia, etc.), sino 
al modo de abordar la solución de los problemas. Al cabo, el diálogo 
presume una serie de cosas: igual respeto a todas las personas, la argu- 
mentación como criterio de aceptación, la exigencia de consistencia en 
las opiniones, etc. Alguien podría alegar que, según su libro sagrado, las 
ancianas deben morirse a los 80 años y que como la de la escalera ya 
tiene 79 no vale la pena instalar el ascensor; otro puede decir que, según 
su tradición, los ancianos son los únicos depositarios de la sabiduría, de 
modo que allí lo único que cuenta es la opinión de la anciana; y un ter- 
cero, miembro de una secta, sostener que las mujeres no son seres huma- 
nos completos y, por tanto, que la anciana, aunque pueda ser objeto de 
protección como pueden serlo los niños, no tiene derecho a opinar. En 
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todos esos casos, ni siquiera hay acuerdo acerca de la deliberación como 
un proceso de decisión. Difícilmente cabe pensar que en tales casos pueda 
llegarse a algún acuerdo.? 

¿Qué podrían replicar los vecinos deliberativos? Por lo pronto, llama- 
rían la atención acerca de que sus multiculturales vecinos. Aunque pon- 
gan en duda la democracia, lo que no parecen poner en duda es la deli- 
beración. Al cabo, están intentando convencer. Y, de hecho, en sus 
razonamientos apelan a procedimientos que todos aceptan. Por ejemplo, 
ala relevancia de información empírica, y por eso recuerdan que “la vecina 
del último piso es una mujer” o que “la vecina tiene 79 años”. También a 
la lógica, que en todos los casos resulta impecable. El segundo vecino llega 
a la conclusión de hay que otorgar el poder a la anciana a partir de dos 
premisas: “Deben mandar los ancianos”, “la vecina del último piso es la 
única anciana del edificio”. E incluso a ciertos principios normativos. 
Por ejemplo, el primer vecino puede estar de acuerdo en la justicia de la 
instalación, en que una persona con necesidades debe ser ayudada; lo 
que no cree es que deba hacerse a cualquier precio, lo cual es bastante razo- 
nable (también creemos importante proteger la vida y, sin embargo, no 
creemos que deba existir una unidad de tratamiento médico intensivo 
para cada ciudadano en su casa). De hecho, si la instalación resultara muy 
barata estaría a favor; lo que no le parece es que valga la pena asumir un 
gasto importante sólo por un año. En breve: los singulares vecinos pare- 
cen reconocer la existencia de criterios de valoración aceptables por todos. 
Lo que constituye siempre un punto de partida, al menos para retarlos a 
responder a la pregunta: ¿qué pasa cuando el libro sagrado o la tradición 
se muestran incompatibles con la lógica o con los datos? 

A esta pregunta podrían replicar que su uso de la lógica o de la expe- 
riencia es puramente instrumental. Saben que tales procedimientos nos 
parecen aceptables, y aunque no creen en ellos les permiten mostrar los 
problemas de nuestras propuestas. Una argumentación no desatendi- 
ble, pero con un problema: pretenden situarnos frente a una contradic- 
ción, esto es, siguen instalados en lo que dicen no compartir. Y es que 
sin esas herramientas ni siquiera pueden hacer inteligibles sus puntos 
de vista. Por supuesto, eso no resuelve los problemas. Es muy posible que 
“el hecho del pluralismo” cultural de las sociedades modernas sea un pro- 


26 El fondo del asunto es lo que J. Rawls llamó el “hecho del pluralismo”, Political 
liberalism, Nueva York, Columbia University Press, 1993. Sus implicaciones para la 
deliberación pueden verse en J. Bohman, Public deliberation. Pluralism, complexity 
and democracy, Cambridge, ma, The mrT Press, 1996, cap. 2.; J. Dryzek, 
“Deliberative democracy in divided societies”, Political Theory, 2005, 33, 2. 
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blema sin solución concluyente para las tesis deliberativas, pero parece 
que no hay ningún otro mecanismo de decisión política en mejores con- 
diciones para abordarlo. Al menos, reconoce a todos un elemental mérito 
moral como deliberantes y otorga un respeto a sus puntos de vista, lo que 
justifica la disposición a discutirlos. No hace compatible lo incompati- 
ble, pero ayuda a perfilar hasta dónde alcanzan las incompatibilidades. 
Y tampoco conviene olvidar que la política no se ocupa de discusiones 
entre filósofos acerca de concepciones del bien, sino de intereses y pro- 
puestas concretas, que permiten acuerdos parciales, atendiendo a razo- 
nes aceptables por los otros. Un católico y un socialista, aunque no estén 
de acuerdo en sus principios últimos, pueden estar en contra de la gue- 
rra de Irak.? 


FRONTERAS DE LA DELIBERACIÓN 


Como ya se vio, se requieren ciertas condiciones para el buen funciona- 
miento de la deliberación. Muchas de esas condiciones se refieren al pro- 
pio funcionamiento de los procesos sociales. Sabemos que con situacio- 
nes de dependencia material o con falta de libertad difícilmente habrá 
autonomía y que sin autonomía en la formación de las preferencias no 
hay deliberación. Por supuesto, un sabio o un santo estarán más allá de 
todas las contingencias y en las peores condiciones podrán formar sus 
preferencias con autonomía, pero las gestiones políticas no se hacen para 
los sabios o para los santos, sino para los seres humanos normales, que 
son precisamente los que tienen dificultades para sobrellevar las injusti- 
cias con claridad de juicio. El problema es que si afinamos mucho las exi- 
gencias de la buena deliberación, lo que en realidad estamos perfilando 
son los rasgos de una sociedad justa. Por ejemplo, sabemos que resulta 
difícil formar correctamente las preferencias en presencia de desigual- 
dades económicas que, traducidas en desigualdad de poder, acaban por 
condicionar la lista de los problemas a abordar y los modos de encarar- 
los. El funcionamiento de la deliberación quizá recomendaría acabar con 
el poder de los grandes grupos de comunicación. La pregunta, entonces, 
es inmediata: una vez asegurados los derechos y la independencia mate- 
rial, ¿sobre qué deliberamos? Es lo que se ha llamado “la paradoja de las 
precondiciones de la deliberación”: para funcionar, la deliberación nece- 


27 Véase C. Sunstein, “Incompletely theorized agreements”. 
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sita ciertos requisitos que podrían hacer inútil la deliberación.” Para obte- 
ner las leyes justas se necesitaría una situación justa que haría innecesa- 
rias las leyes. 

Hay aquí dos problemas distintos o, mejor, dos modos de aproximarse 
al mismo problema. La primera, práctica (¿qué quedaría por deliberar?), 
surge, sobre todo, ante ciertas visiones idealizadas de la deliberación, 
que parecen asociar los debates políticos a las discusiones académicas 
entre distintas filosofías políticas sobre las ideas de justicia. La democra- 
cia deliberativa, dirán los críticos, al fijar las condiciones del funciona- 
miento de los debates, vaciaría el mismo sentido de la deliberación. Pero 
sucede que los debates académicos no son debates políticos. Los que deba- 
ten en un parlamento, como los vecinos del edificio, no polemizan acerca 
de concepciones de la buena vida o sobre las ideas de igualdad, sino sobre 
problemas prácticos, sobre soluciones a necesidades colectivas. Por 
supuesto que en la medida en que se dan intereses enfrentados y recur- 
sos escasos, las respuestas a los problemas comprometen principios nor- 
mativos, valores que se ponen de manifiesto en la propia deliberación, y 
es entonces cuando se reconoce la presencia de distintas concepciones 
de cómo vivir. Ahora bien, aunque la deliberación proporciona un pro- 
cedimiento para resolver esas discrepancias, esas discrepancias no alcan- 
zan a las propias condiciones de la deliberación. Al discutir una política 
de trasplante de órganos, las discrepancias “filosóficas” afectarán a los cri- 
terios: tiempo de espera, posibilidad de aprovechamiento, capacidad de 
compra, pero en ningún caso esa discusión tiene que ver con las condi- 
ciones de la deliberación. 

Y eso nos lleva a la otra aproximación, de fundamentos —al problema-: 
la deliberación democrática que pretende determinar las decisiones correc- 
tas presumiría ya un punto de vista normativo. Dicho de otro modo: al fijar 
las condiciones para la deliberación, la democracia deliberativa estaría ya 
apostando por una determinada concepción del mundo. Es posible repli- 
car a esta objeción recordando que una cosa es afirmar que “la distribu- 
ción de los recursos según la procedencia geográfica es menos justa que la 
distribución según las necesidades” y otra afirmar que “la deliberación sólo 
es posible en las condiciones X, Y, Z”. La primera es una tesis normativa, 
puede ser objeto de deliberación y, por ejemplo, llevarnos a concluir que 


28 C. Nino, La constitución de la democracia deliberativa; J. C. Bayón, “Democracia 
y derechos: problemas de fundamentación del constitucionalismo”, en J. Betegón, 
E J. Laporta, J. R. de Páramo y L. Prieto Sanchís (comps.), Constitución y derechos 
fundamentales, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2004; 
J. L. Martí, La república deliberativa. 
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las demandas de A son más justas que las de B. La segunda —la determi- 
nación de las condiciones de la deliberación no es el resultado de un debate 
político sino una cuestión empírica y analítica. 

Ya se dijo más arriba: sabemos por resultados de la teoría social que en 
determinadas condiciones los individuos tienen preferencias adaptativas, 
sesgos de evaluación y errores cognitivos. También sabemos que no se 
está dispuesto a discrepar si la discrepancia tiene un coste, material o en 
exclusión. Podemos comprobarlo, entre otras maneras, porque cuando 
desaparecen o se alteran ciertas constricciones, los individuos cambian sus 
juicios y sus preferencias. Y no sólo eso: están en condiciones de recono- 
cer que eran deudores de las constricciones y de deslindar entre su opinión 
anterior y la nueva. En suma, es conocimiento consolidado que en ausen- 
cia de ciertas circunstancias la deliberación deja de conservar sus víncu- 
los con la racionalidad y con las mejores elecciones.” 

Los juicios contenidos en el párrafo anterior son empíricos, no depen- 
den de puntos de vista normativos. Se podrá mostrar que las condiciones 
de la deliberación son irreales o imposibles o que incluso si se dan no per- 
miten obtener las mejores leyes o las mejores decisiones; pero, como tales, 
esas tesis son empíricas o analíticas, no políticas. Alguien podría compar- 
tirlas sin creer que la democracia deliberativa sea deseable, quizá porque 
considere que no es la justicia el objetivo que las leyes deben perseguir, sino 
otro, por ejemplo, el bienestar. Al cabo, muchos no están de acuerdo con 
aquello del Emperador Fernando 1 de Hungría: “Fiat justitia et pereat mun- 
dus”. En ese sentido, la fundamentación epistémica, antes vista, escapaba 
al plano normativo, o por lo menos evitaba el círculo vicioso de presumir 
lo que tiene que justificar. Se limitaba a decir que si estamos interesados en 
las mejores decisiones, en las más justas, la deliberación es el mejor pro- 
cedimiento y que la deliberación requiere ciertas condiciones. 


29 Hoy tenemos un solvente conocimiento empírico de los sesgos en los que 
incurrimos y de las circunstancias en que aparecen. Véase Z. Kunda, Social 
cognition, Cambridge, Ma, Cambridge University Press, 1999. 


Tercera parte 
Los motivos de los ciudadanos 


Gavin: “There aren't any morals”, Stevens said. 
“People just do the best they can.” 

“The pore sons of bitches”, Ratliff said. 

“The poor sons of bitches”, Stevens said. “Drive on”. 
William Faulkner 


A menudo nos sonrojoaríamos por nuestras acciones 
más nobles si los demás conocieran todos los motivos 
que las han inspirado 

Francois de la Rochefoucauld 


VII 
Los motivos liberales: 
entre el mercado y la democracia 


Lo sostienen su inteligencia y su instinto: razona con justeza, 
con frecuencia no razona y también está en lo justo [...]. Lucha 
por la vida y sin embargo es amigo de todos. 

Primo Levi 


La organización de la vida social se ha enfrentado al problema de armoni- 
zar los objetivos de los individuos y los objetivos colectivos. Para una tra- 
dición ingenuamente rousseauniana, la solución al problema radica en la 
educación, en cambiar las mentalidades. “Para cambiar el mundo hay que 
empezar por cambiar a las personas”, viene a decir. Por desgracia, las cosas 
resultan más complicadas. En su versión más descarnada, un proceso social 
es siempre el resultado de la combinación de motivaciones y de escena- 
rios, de acciones y de reglas de juego en las que se desenvuelven los agen- 
tes. Las jeremiadas que lo reducen todo a“lo que pasa es que la gente es mala, 
si pensáramos en los demás no habrían problemas sociales”, ignoran una 
parte del cuadro. Es cierto que con frecuencia las disposiciones egoístas o 
poco cooperativas desencadenan pésimos resultados sociales. Ahí están 
los muchos casos en que el dilema del prisionero se cumple: si ante un incen- 
dio en un cine repleto de gente todos salimos corriendo, atendiendo sólo a 
nuestra propia salvación, a todos nos irá peor que si cooperamos y salimos 
ordenadamente. Por eso establecemos reglas del tipo “las mujeres y los niños 
primero”. Pero también hay ocasiones en que, con otras reglas, el egoísmo 
produce buenos resultados sociales: cuando mantenemos nuestro carril al 
conducir, cada uno por su derecha; cuando transitamos por la senda que 
otros han caminado antes; incluso en el mercado. En todos esos casos, 
cada uno se beneficia de que los demás procuren por su personal interés: 
podrá orientarse al conducir, caminará por una vía despejada, encontrará 
mejores productos. Por supuesto, no faltan las ocasiones en las que la coo- 
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peración asegura los mejores resultados, al mover un coche varado o al 
disputar una batalla, como bien sabían los hoplitas que integraban las apre- 
tadas falanges griegas. Pero también las mejores disposiciones cooperati- 
vas pueden llevar al peor resultado: si en el cine repleto, todos, pensando 
en los demás, se ceden mutuamente el paso, tampoco saldrá nadie. Dicho 
brevemente: disposiciones y reglas se combinan para producir distintos 
resultados. Incluso las peores disposiciones pueden canalizarse, mediante 
diseños institucionales, para que cuajen en el objetivo deseado. Recorde- 
mos el clásico ejemplo de Rawls. Podemos distribuir en partes iguales un 
pastel con una autoridad central que corta y reparte, pero también mediante 
“educación” (apelando a su conciencia, a sus buenas disposiciones), e, incluso 
si resultan egoístas sin remedio, con la regla de juego adecuada, como, por 
ejemplo, “el que corta el pastel será el último en retirar su parte”, 

La descrita es la gramática de los procesos sociales. Pero para la filoso- 
fía política, las dificultades, los retos, empiezan a partir de ahí. El recono- 
cimiento de que las cosas son de ese modo serviría de poco para encarar 
las disputas que atraviesan nuestras sociedades, los diversos tipos de con- 
flictos que nos dividen. La “armonización de los objetivos de los indivi- 
duos y los objetivos colectivos”, lo que bien podríamos llamar “el problema 
de las motivaciones”, sería algo más que un problema de coordinación. 
En los capítulos anteriores hemos visto dos estrategias asociadas a distin- 
tos diseños institucionales y a distintas disposiciones. Muy en general, el 
liberalismo apostaba por una democracia, en muchos aspectos parecida 
al mercado que no se mostraba muy exigente con los seres humanos. Pare- 
cía confiar en que el mismo homo oeconomicus que lubricaba el funcio- 
namiento de la economía también era suficiente para la política. Por su 
parte, el republicanismo, inseparable de una idea de democracia com- 
prometida con ideas de libertad y justicia, parecía no poder prescindir de 
algún tipo de compromiso ciudadano. De esas exigencias republicanas 
de virtud se ocupará el capítulo siguiente. 

Éste, a partir de la obra de John Rawls, explora el problema de las moti- 
vaciones en el liberalismo, de sus dificultades para hacer compatibles las 
motivaciones de la economía —del mercado- y las de la política —de la de- 
mocracia—. El mercado se nutre de, y alienta, el sálvese quien pueda, y la 
democracia, en su mejor versión, reclama virtud cívica, o, más modesta- 
mente, elementales disposiciones a la reciprocidad, a atenerse al principio 
de “los unos por los otros”. El problema no ha pasado desapercibido para 
honestos liberales, como es el caso de Rawls, que se han preocupado tanto 
de la justicia distributiva como de la estabilidad de la democracia. Su refle- 
xión constituye un excelente banco de pruebas para mostrar las dificulta- 


LOS MOTIVOS LIBERALES: ENTRE EL MERCADO Y LA DEMOCRACIA | 193 


des liberales de acompasar las conductas que imperan en el reino de la pro- 
ducción con las que rigen, o deberían regir, en la vida cívica. Sobre todo 
cuando, como es su caso, se aspira a que la teoría sirva para algo o, lo que 
es lo mismo, a que sirva para seres humanos reales y esté provista de impli- 
caciones prácticas.' 

Porque el reino de A theory of justice? aspiraba a ser de este mundo. Rawls 
no quería una teoría para ángeles, incompatible con lo que hacen, quie- 
ren o pueden hacer los seres humanos. Entre sus diversas críticas al utili- 
tarismo incluía la “divergencia entre los principios del derecho y de la jus- 
ticia y las motivaciones humanas” (TJ, 69, 399).? Consecuente con el principio 
de maximizar el bienestar agregado, el utilitarismo reclama comporta- 
mientos de santos: sacrificar los intereses de nuestros prójimos en aras de 
beneficiar en cada acción al conjunto de la humanidad; destinar el dinero 
de una cerveza a proporcionar ropa a alguien que pueda necesitarla; emplear 
el tiempo de jugar con nuestros hijos en reunir recursos para los más menes- 
terosos, etcétera. 

En opinión de Rawls, su teoría no presentaba esos problemas. Por el con- 
trario, al defenderla apelaba explícitamente a su realismo psicológico, a 
su capacidad para comprometer a los individuos, sin discontinuidad entre 
sus motivaciones particulares y los principios que rigen la sociedad justa, 
desde el convencimiento de que “por más atractiva que una teoría de la jus- 
ticia pueda resultar desde cualquier punto de vista, ha de considerarse gra- 
vemente limitada si sus principios de psicología moral son tales que fra- 
casan al desencadenar en los seres humanos el deseo de actuar de acuerdo 
con ella” (TJ, 68, 387). De hecho, buena parte de los dos últimos capítulos 
de A theory of justice están dedicados, con una provisionalidad que no se 
le escapa a su autor, a sopesar la base motivacional de su teoría, aspecto 
que le parece básico para el problema de la estabilidad, que, años después, 


1 Una preocupación infrecuente en el gremio, F. Ovejero, “¿Sirve para algo decente 
la filosofía política?”, Claves de razón práctica, 122, 2007. 

2 Las citas se realizan a partir de la edición revisada de A theory of justice [1971], 
Oxford, Oxford University Press, 1999); Political liberalism, Nueva Cork, Columbia 
University Press, 1993; La justicia como equidad, Barcelona, Paidós, 2002. Se citan, 
respectivamente, como TJ, PL y JE. 

3 En dos versiones: la de Bentham, que asume una continuidad entre mi bienestar 
(egoísmo) y el bienestar general, cosa que se puede producir, por ejemplo, merced 
a un mecanismo de mano invisible (17, 399); la altruista, que reclama de los 
individuos un comportamiento superogatorio, impersonal -altruista, que les exige 
actuar atendiendo al bienestar general, incluso si han de sacrificar el bienestar de 
sus seres queridos (TJ, 165). Aunque también admite lugar para un utilitarismo 
“humano”, apegado a simpatías personales (TJ, 417). 
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juzgará el problema no resuelto de A theory of justice y que justifica en gran 
medida su otra gran obra, Political liberalism. 

Las páginas que siguen examinarán los distintos ámbitos en que Rawls 
hace uso de supuestos referidos a las disposiciones psicológicas y norma- 
tivas de los individuos para elegir o para actuar, para comprometerse con 
principios o con líneas de acción.* En particular, se verá que si las moti- 
vaciones que inspiran las condiciones de producción, las que permiten jus- 
tificar su teoría de la justicia, son realistas, no cabe esperar que se den las 
motivaciones necesarias para la estabilidad de la sociedad democrática, y 
que, por el contrario, si las motivaciones necesarias para la sociedad demo- 
crática se dan, si se corresponden con lo que sabemos sobre la naturaleza 
humana, entonces se debilita su justificación de las (inevitables) desigual- 
dades distributivas.* Desde un punto de vista más general, esa tensión entre 
las dos motivaciones apunta a dos importantes problemas del liberalismo: 
garantizar la estabilidad de la sociedad democrática sin asumir algún tipo 
de continuidad entre las ideas de bien privado y de bien público; recono- 
cer que —las motivaciones que aseguran el buen funcionamiento de- el 
mercado tiene problemas de compatibilidad con —las motivaciones que 
aseguran el buen funcionamiento de— la democracia. Creo que esos dos 
problemas que, en un sentido general, lo son del liberalismo están en la 
base de buena parte de los problemas de Rawls cuando se trata de abor- 
dar las motivaciones de los ciudadanos. 


4 Abarcarían todas las razones para la acción que pueden cuajar en órdenes de 
preferencias sobre estados del mundo. 

5 En buena medida, es el problema que, desde una perspectiva normativa, ha 
destacado G. Cohen al detectar cierta incompatibilidad entre la crítica rawlsiana 
de las desigualdades moralmente arbitrarias y la implícita aceptación —en el 
principio de la diferencia— de que los más “talentosos” reciban una retribución 
diferencial (entre otros lugares, en “The Pareto Argument for inequality”, Social 
Philosophy and Policy, 12, 1995). Creo que la raíz liberal de la dificultad puede 
entenderse mejor cuando se examina desde el punto de vista de las disposiciones 
que desde el punto de vista normativo. No por casualidad, Dworkin reconoce que 
uno de los problemas de Rawls —y aunque él trate de salvarlo, también del 
liberalismo-— es el de la discontinuidad entre los motivos de los individuos para 
actuar y las convicciones políticas, entre sus razones privadas y sus razones 
públicas. Véase R. Dworkin, Foundations of liberal equality, Salt Lake City, 
University of Utah Press, 1990. Buena parte de las consideraciones de este capítulo 
constituyen una prolongación de las críticas de Cohen y de Dworkin y muestra 
su raíz común. 
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RAZONES PARA ACTUAR, RAZONES PARA DECIDIR 


Tales disposiciones motivacionales aparecen en primer lugar en el núcleo 
de A theory of justice, en la posición original: los individuos que tras el velo 
de la ignorancia adoptan los principios de justicia escogen según ciertos 
criterios. Aparecen también a la hora de justificar las desigualdades acep- 
tables como un supuesto empírico sobre la disposición de los más afor- 
tunados a responder a incentivos, a contribuir en las tareas productivas 
siempre que obtengan una ventaja diferencial. Finalmente, las motiva- 
ciones juegan un importante papel en lo que juzga como el problema fun- 
damental de la filosofía política, la estabilidad (PL, 13), esto es, la capaci- 
dad de una institución —en particular del sistema democrático— para 
producir el tipo de comportamientos que aseguren su propio funciona- 
miento? o, visto desde el otro lado y más en particular, la disposición de 
los ciudadanos a sentirse comprometidos con las sociedades y con las ins- 
tituciones que estiman justas. 

En cada caso los supuestos de comportamiento juegan un papel distinto 
y tienen una naturaleza diferente. Los dos primeros han sido objeto de dife- 
rentes críticas. La primera por parte de los comunitaristas, según quienes 
la idea de un humano carente de los atributos de la posición original no 
es irreal, sino un oxímoron, habida cuenta de que el ser humano es, sobre 
todo, identidad, aquello de lo que Rawls lo desproveería: no existen huma- 
nos sin —antes de sus— preferencias. La segunda crítica, más reciente, ha 
procedido de filas igualitaristas y considera que, de facto, la teoría de la jus- 
ticia sancionaba como justa una situación poco compatible con su sensi- 
bilidad igualitaria, una situación que era resultado de una disposición ego- 
ísta (“sólo colaboro si obtengo una ventaja diferencial que resulte inaccesible 
a los demás”). La tercera presencia en Rawls de las motivaciones ha sido 
atendida de un modo menos sistemático, aunque está en el trasfondo de 
las rectificaciones de Political liberalism. 

Veamos con detenimiento cada uno de esos distintos supuestos moti- 
vacionales, sus dificultades y sus problemas de compatibilidad. 


6 Esta definición es más general que la de Rawls, al menos que una de sus 
definiciones: “puesto que una sociedad bien ordenada perdura a lo largo del 
tiempo, su concepción de la justicia es presumiblemente estable, esto es, cuando 
las instituciones son justas (tal y como son definidas por esta concepción), 
aquellos que toman parte en esos acuerdos adquieren el correspondiente sentido 
de la justicia y el deseo de cumplir su parte en mantenerlos” (TJ, 398). La presente 
responde al intento de capturar una diversidad de ideas y problemas presente en 
Rawls sobre la que se volverá más adelante. 
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MOTIVACIONES EN LA JUSTICIA 


En su justificación de los principios de justicia y de su jerarquía Rawls apela 
al conocido artificio de la posición original. Recordemos su funciona- 
miento. Rawls parte del reconocimiento, empírico, de que las concepcio- 
nes de justicia con frecuencia están influidas por las propias preferencias 
y, sobre todo, por los propios intereses. Los individuos conocen sus carac- 
terísticas y, a sabiendas o no, tienden a propiciar distribuciones que los 
beneficien. La construcción rawlsiana trata de encarar esa dificultad: los in- 
dividuos deciden las reglas de la futura sociedad —los principios que habrían 
de regular la vida colectiva— sin tener la menor idea de los atributos con 
los que ellos concurrirán a ella, sus circunstancias personales, el color de 
su piel, su posición social, su sexo y sus ideas de bien. La ignorancia acerca 
de sus atributos, el no saber cuál es el grupo al que pertenecen (pobres o 
ricos, mujeres u hombres, etc.) y por tanto no poder procurar por él, con- 
duciría a la imparcialidad y ésta, a su vez, a la justicia. 

Según Rawls, esos individuos acabarían por recalar en dos principios, 
uno de raíz liberal, el otro de inspiración igualitaria. Como ignoran a qué 
sexo pertenecerán o cuáles serán sus ideas, evitarían cualquier diseño ins- 
titucional que pudiera discriminarlos o impedirles expresarse. De ahí el 
primer principio: cada persona tiene un derecho igual al más amplio sis- 
tema de libertades básicas compatible con las libertades de los demás. Por 
otra parte, como no saben si van a pertenecer a un grupo social privile- 
giado o desafortunado, o si sus talentos estarán bien o mal retribuidos, 
parece razonable que se prevengan contra la peor hipótesis. De ahí el 
segundo principio: la mejor sociedad es aquella que deja en mejor lugar a 
los que están peor situados, o, de otra forma: sólo están justificadas aque- 
llas desigualdades que, además de no atentar contra la tradicional idea de 
igualdad de oportunidades, esto es, de estar relacionadas con posiciones 
abiertas a todos, redundan en beneficio de los “peor situados”. Más sinté- 
ticamente: las violaciones a la igualdad estricta sólo están justificadas mien- 
tras permitan mejorar la situación de los más pobres. 

Una de las más reiteradas y tempranas críticas a la posición original invo- 
caba su falta de realismo psicológico. Esos humanos sin atributos que igno- 
ran no sólo quiénes son, sus talentos naturales, su clase social, su sexo o el 
color de su piel, sino que -si es que hay lugar para la distinción entre unas 
cosas y otras, si no es el caso que “se es lo que se quiere”— también ignoran 
sus gustos, sus ambiciones, sus ideas acerca de lo que les parece bien o mal; 
sencillamente, no son humanos. Los seres humanos son, sobre todo, histo- 
ria, dirán los comunitaristas. Para elegir, para establecer preferencias, se 
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necesitan criterios. No se eligen las preferencias, sino que se elige porque 
se tienen preferencias. La identidad, que se construye socialmente, es la 
que proporciona tales criterios y es la que nos hace humanos.” La idea de 
“individuos sin identidad” vendría a ser como la de “círculos cuadrados”. 

La crítica equivocaba el disparo al ignorar la naturaleza de la construc- 
ción de Rawls, quien pretendía determinar unos principios de justicia 
que no estuvieran subordinados a ninguna idea —a ninguna preferencia 
acerca— de la buena sociedad, y para ello acudía a un experimento men- 
tal, a un recurso metodológico, de los muchos que pueblan la investiga- 
ción filosófica y científica, que permite aislar las propiedades y las rela- 
ciones relevantes. Con su artificio, Rawls no pretende hablar de lo que 
ocurre. Y así lo dirá una y otra vez: “el velo de la ignorancia no tiene impli- 
caciones metafísicas acerca del yo [...] no presume que la naturaleza esen- 
cial de las personas es independiente y previa a sus atributos contingen- 
tes, incluidos sus objetivos últimos y sus atributos y, desde luego, su 
concepción del bien y su carácter” (PL, 27). Su falta de realismo no es dife- 
rente de los experimentos mentales utilizados por Einstein para argumentar 
en favor de la teoría de la relatividad, de las economías aisladas o de las fun- 
ciones agregadas de producción que utilizan los economistas (las “pará- 
bolas” de Samuelson) o de los mil ejemplos utilizados en filosofía de la 
mente desde Decartes (la habitación china de Searle, el cerebro en una 
bañera de Putnam, la máquina de la experiencia de Nozick, la pregunta 
acerca de qué se siente al ser un murciélago de Nagel). El procedimiento 
de abstracción realizado por Rawls le permite desprenderse, en principio, 
de consideraciones psicológicas o disposicionales. Y en ese sentido su 
proceder puede presentarse como un ejemplo de parsimonia metodoló- 
gica: con escasos supuestos consigue importantes resultados.? 

El desprendimiento, de todos modos, no puede ser completo. Por dos 
razones. Primero, por definición, porque estamos hablando de justicia y 
para que exista una situación de justicia ha de haber, además de otras cosas, 


7 No hay que pensar que sólo es posible adoptar esta estrategia crítica desde 
perspectivas “culturales”. Lo mismo se podría decir a partir de tesis naturalistas, 
del reconocimiento de que en nuestro sistema cognitivo los humanos —resultado 
de presiones evolutivas-tenemos incorporadas, bajo la forma de módulos, más o 
menos encapsulados, informaciones y disposiciones de distinta naturaleza. Hablar 
en tal caso de humanos sin propiedades cognitivas o valorativas vendría a ser, 
también desde este punto de vista, una contradicción en los términos. 

8 No hay que confundir la escasez —la economía— de supuestos o, incluso, su 
carácter más o menos abstracto, con la irrealidad (y ni una ni otra con la 
falsedad). En todo caso, en el presente contexto, no empírico, estas distinciones no 
tienen mayores implicaciones. 
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algún conflicto de intereses, cierta vocación para resolverlo y para aceptar 
como buenos los compromisos adoptados. Cada uno de esos aspectos, 
inevitablemente, presenta dimensiones disposicionales. Rawls lo sabe y 
estipula que en la posición original los sujetos “prefieren tener más bienes 
que menos”, “son mutuamente desinteresados”, esto es, “intentan obtener 
el mayor número de bienes primarios para estar en las mejores condicio- 
nes de promover su concepción de bienes, sea el que sea” y tienen “un 
sentido de la justicia” (TJ, 25, 123, 124, 125). No vamos a discutir aquí esas 
presunciones que son las que dibujan las fronteras de cualquier problema 
de justicia. Baste con insistir en lo dicho: se trata de dimensiones motiva- 
cionales y están presentes desde el principio, por definición, en los esce- 
narios donde se dilucidan asuntos de justicia. 

La otra razón por la que los individuos situados tras el velo de la igno- 
rancia no pueden estar desprovistos de algún tipo de disposición se debe 
a que, finalmente, una vez situados en un escenario de justicia tienen que 
elegir y, de un modo u otro, una elección requiere algún tipo de criterio o 
preferencia. Tales individuos, después de todo, acaban por elegir dos prin- 
cipios. La elección no supone mayores complicaciones para la segunda 
argumentación, la que lleva a defender el principio de diferencia a partir 
de la suposición de que se puede tener mala suerte y caer del lado de los 
perdedores. O si existen no atañen inmediatamente al realismo psicoló- 
gico. Se podría, eso sí, cuestionar si el criterio de elección que caracteriza 
a los individuos en la posición original es el más adecuado. Según Rawls, 
éstos, ignorantes de cual será su situación social, se comportan como 
pesimistas y hacen uso de un criterio maximin: enfrentados a las distintas 
distribuciones, comparan a los que están peor en cada caso y, ante la posi- 
bilidad de que les toque la peor suerte, escogen aquella distribución que 
asegura un mejor resultado para los menos afortunados. Pero el criterio 
maximin no es el único criterio de elección posible. Otro sujeto, un utili- 
tarista por ejemplo, podría optar por aquella sociedad en la que se maxi- 
miza la utilidad esperada, esto es, aquella que asegurará un nivel medio 
de bienestar más alto. O bien, si se tratase de un empedernido optimista, 
que creyera que a él siempre le sale la mejor carta, podría optar por aquel 
escenario social en el que los que están mejor situados obtienen mayor 
renta. Lo cierto es que la teoría de la elección racional presenta diversos 
criterios de elección en situaciones de incertidumbre, todos ellos, en prin- 
cipio, igualmente atendibles.? 


9 Véase por ejemplo, S. French, Decision theory, Nueva Yok, John Willey, 1986, 
PP. 32-60. 
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Rawls no ignora el problema y con morosidad trata de mostrar que el 
criterio maximin es el más adecuado para la posición original, para una 
elección sobre principios de justicia, que atañe a un contrato públicamente 
conocido, con disposición a cumplir los compromisos, que se realiza una 
sola vez y que no es reversible. Está obligado a ser cuidadoso porque sin 
maximin no hay principio de diferencia, porque si los individuos utiliza- 
sen cualquier otro criterio, el segundo principio de justicia quedaría sin 
justificación.” En todo caso, esta dificultad no se refiere a disposiciones 
psicológicas o a ideas morales de los individuos, sino a una cuestión téc- 
nica acerca de los criterios de elección en condiciones de incertidumbre, 
que lo lleva a hacer uso “del concepto de racionalidad [...] estándar en teo- 
ría social” (TJ, 25, 124)." Y, por lo demás, en cierto modo ella queda resuelta 
—por definición— cuando Rawls asume que los individuos de la posición 
original tienen acceso a toda la información acerca de cómo funciona el 
mundo, a la mejor teoría social (TJ, 24, 119), y conocen todos los hechos 
(17, 24, 122-123). Es obvio que asumir el supuesto de que la mejor teoría 
social nos muestra que el maximin es el mejor criterio es una solución tau- 
tológica, pero, por lo mismo, indiscutible empíricamente. 

Las cosas son diferentes, más complicadas, en lo que se refiere a la elec- 
ción del primer principio. Una cosa es la abstracción o, incluso, la irreali- 
dad, que no plantean mayores problemas mientras no se trate de asuntos 
empíricos, y otra la abstracción sesgada, que sólo deja paso a aquello que 
se quiere encontrar al final del camino. El recurso metodológico del velo 
de la ignorancia es lícito y fecundo si realmente no deja colar ningún punto 
de vista normativo, si los criterios de elección no incorporan ninguna con- 
cepción de bien (o reposan en creencias morales indisputables).'” 

Desafortunadamente, Rawls no consigue mostrarnos de modo conclu- 
yente que el aprecio por parte de los individuos de los bienes primarios, 
de las libertades básicas o del autorrespeto, por ejemplo, no presume un 
punto de vista normativo. Incluso aquellos bienes primarios que parecen 
más laicos, la riqueza o las bases sociales del autorrespeto, cuya importancia 


10 Por supuesto, esto no excluye otra fundamentación. Uno puede ser vegetariano 
por no infringir sufrimiento, por cuidar su salud o por evitar despilfarros 
energéticos. 

11 Rawls dice que su teoría es la común, salvo que él supone “ausencia de envidia” 
Cry, 124). No creo que resulte necesaria la reserva: el sujeto común de la teoría 
económica es egoísta, esto es, su función de utilidad no depende, ni para bien 
(positiva, altruista), ni para mal (negativa, envidioso), de la de los demás. 

12 Siempre, claro está, que no se considere que la idea misma de imparcialidad es un 
punto de vista, una concepción particular del bien. Pero esa interpretación parece 
contraria a la idea misma —a la definición— de imparcialidad. 
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pretende justificar porque son necesarios “para cualquier fin”, no son inde- 
pendientes de una cierta idea de sociedad, de organización de los proce- 
sos económicos, en la que la distribución de los derechos de propiedad 
tiene que ver, por lo menos, con un sistema de mercado. Rawls no parece 
ignorar eso y, discretamente, introduce una “thin theory” del bien que reco- 
noce necesaria para “asegurar las premisas sobre bienes primarios que se 
requieren para llegar a los principios de justicia [...], para explicar la pre- 
ferencia racional por los bienes primarios y la noción de racionalidad implí- 
cita en la elección de principios en la posición original”(TJ, 60, 348). Pero 
lo cierto es que una thin theory del bien no deja de ser una teoría del bien; 
mejor dicho, dos: la otra es la que permite calificar a esa teoría como “thin”. 


MOTIVACIONES EN LA PRODUCCIÓN 


De todos modos, dada su naturaleza la argumentación anterior no tiene 
—ni necesita— pretensión de realismo; en todo caso, si peca de algo sería de 
inconsecuencia, de no atenerse a lo que promete: obtener principios de jus- 
ticia sin presumir compromisos normativos. No sucede lo mismo con los 
otros dos ámbitos en que Rawls habla de las motivaciones. Aquí el realismo 
pesa y Rawls, que lo destaca, apela a los resultados empíricos. Uno de ellos 
es el que lo lleva a dar cuenta de las desigualdades aceptables en el princi- 
pio de la diferencia. Rawls parece asumir una conjetura común a bastante 
teoría económica según la cual cierto grado de desigualdad puede ser 
conveniente para el crecimiento: 


13 Con todo, cabría pensar una justificación trascendental, epistémico-psicológica, 
apuntada aquí en otros capítulos: en el caso de que se mostrara que la formación 
correcta —que, por ejemplo, cancela procesos de preferencias adaptativas o de 
disonancias cognitivas— de los juicios morales, de cualquier idea de bien, requiere 
ciertas condiciones empíricas y que entre tales condiciones se incluyen los bienes 
primarios. 

14 Buena parte de la justificación de Liberalismo político responde al reconocimiento 
de esa circunstancia. 

15 A lo que Rawls añadiría que el crecimiento se justifica si redunda en beneficio de 
los que están peor. Es decir que Rawls, en rigor, no se compromete con la tesis que 
relaciona la desigualdad y la eficacia. Lo que viene a decir es que si eso es así, 
entonces, el escenario más justo es aquel en el que están mejor los que están peor. 
Creo que el desplazamiento de la discusión hacia el plano de las motivaciones 
sitúa la discusión en un ámbito manejable y perfilado, que no permite la común 
maniobra de compatibilizar el principio de la diferencia con cualquier 
distribución (lo que vacía al principio de capacidad discriminatoria, de contenido 
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La sociedad debe tener en cuenta las razones de eficiencia y los reque- 
rimientos de la organización y la tecnología. Si las desigualdades de renta 
y riqueza, y las diferencias en autoridad y en grados de responsabili- 
dad, operan de tal modo que hacen a cada uno estar en mejor situa- 
ción que en la igualdad, ¿por qué no permitirlas? (TJ, 26, 130-131). 


El supuesto asumido implícitamente en esta opinión sería que quienes salen 
mejor parados en la distribución de talentos sólo se mostrarían dispues- 
tos a participar en serio en las actividades productivas si obtienen un bene- 
ficio diferencial o, dicho de otra manera: si la igualdad está garantizada 
para todos con independencia de su nivel de actividad, nadie tendrá incen- 
tivos para trabajar. 

Repárese en que en el inventario de circunstancias que aseguran la efi- 
ciencia hay diversos componentes que, en principio, no presentan la misma 
naturaleza: no es lo mismo relacionar la eficiencia con “los requerimien- 
tos de organización” que con la desigual retribución. Incluso, el ejercicio 
de la autoridad puede ser un modo de resolver un problema de coordina- 
ción —de poner orden— que no depende de las disposiciones de los indivi- 
duos, que no depende de su vocación cooperadora.'* Por el contrario, la 
desigualdad responde de un modo inmediato a la existencia de disposi- 
ciones egoístas. Los incentivos resultan necesarios porque de otro modo 
los sujetos no se muestran dispuestos a dar lo mejor de sí.” Si los indivi- 


informativo). Por lo demás, no se puede olvidar que la tesis del intercambio entre 
eficiencia e igualdad está lejos de disponer de avales analíticos o empíricos; véase 
L. Kenworthy, “Equality and efficiency: The illusory tradeoff”, European Journal of 
Political Research, 17, 2, 1995. De hecho, hay evidencia empírica y resultados 
analíticos que invitan a pensar que caminan en la misma dirección; véase P. 
Aghion, E. Caroli y C. García-Peñalosa, “Inequality and economic growth: The 
perspective of the new growth theories”, Journal of Economic Literature, 37, 4, 1999; 
asimismo, los trabajos incluidos en el número dedicado a “Social justice and 
economic efficiency”, Cambridge Journal of Economics, 24, 2000. Desde una 
perspectiva de filosofía política informada de teoría económica, véase T. M. 
Wilkinson, Freedom, efficiency and equality, Londres, MacMillan Press, 2000. 

16 Como sucedía en el ejemplo del incendio en un estadio de fútbol repleto y con 
salidas estrechas, la catástrofe se producirá tanto si todos son egoístas —se atienen 
a “salgo yo el primero”-, como si son altruistas -se ceden el paso y finalmente 
nadie sale—. 

17 En ocasiones, Rawls adopta formulaciones más radicales y claras: “si, como es muy 
posible, estas desigualdades operan como incentivos para conseguir mejores 
esfuerzos, los miembros de esta sociedad deben de contemplarlas como 
concesiones a la naturaleza humana”, en J. Rawls, “Justice as fairness”, Collected 
papers, pp. 47-72. G. Cohen, quien destaca los problemas de compatibilidad 
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duos, por ejemplo, creyeran que la igualdad es justa y esa convicción guiara 
sus comportamientos, los incentivos no resultarían necesarios. 

Aceptar, sin más, el egoísmo como un dato no carece de implicaciones 
para una teoría que aspira a establecer principios de justicia. El principio 
de la diferencia parecería sancionar positivamente —como justa— la recla- 
mación de alguien que dijera: “sólo ayudaré a mejorar la suerte de los que 
están peor si obtengo una ventaja que a ellos les esté negada”. Esta cir- 
cunstancia ha sido resaltada por buena parte de la crítica reciente a Rawls, 
que ha recordado que el interés propio no es una razón que se pueda 
invocar. Para ser atendible, es preciso que la apelación a “hay que hacer X 
porque X me interesa” se complete con otra premisa, sobre la que realmente 
recae el peso de la argumentación: “es de justicia atender mis intereses”.'* 
Por supuesto, podríamos atender la propuesta de alguien que se expre- 
sara de aquel modo, que condicionase su contribución a su particular bene- 
ficio, pero no porque nos convenza, sino porque nos interese en algún sen- 
tido o porque no nos queda más remedio. Las desigualdades podrían 
entenderse o explicarse, pero eso es bien distinto a decir que se corres- 
ponden con principios de justicia, que es lo mismo que decir que está 
bien que las cosas sean de ese modo y que deben procurarse.” 

Aunque aquí no me interesan los aspectos distributivos, sí me interesa 
su trasfondo motivacional. En ese sentido, a la argumentación anterior le 
cabría una réplica que arrancase del supuesto de que el egoísmo constituye 
un rasgo inevitable de la naturaleza humana. Un dato que no ignorarían 
los sujetos situados en la posición original que, recordemos, disponían de 
“plena información” (TJ, 24, 122) sobre “las materias políticas y los princi- 
pios de la teoría económica; las bases de la organización social y las leyes 
de la psicología humana” (Ty, 24, 119). Así las cosas, si el egoísmo ha de 
tomarse como una “ley de la psicología humana”, el buen funcionamiento 


normativa, señala ese cambio de formulación, Si eres igualitarista, ¿cómo es que 
eres tan rico?, Barcelona, Paidós, 2001, p. 164. 

18 Es lo que sucede cuando, por ejemplo, se apela a los “intereses justos” de los 
necesitados: el peso de la apelación reposa en el adjetivo, en que son justos, no en 
que sean intereses. 

19 Ésta es la crítica normativa que ha destacado G. Cohen: “la desigualdad no sólo está 
justificada, sino que es justa, para Rawls, cuando (y porque) es necesaria para ese 
fin, en virtud de la influencia benigna que sobre la motivación productiva tienen 
los incentivos materiales asociados a la desigualdad económica”, Si eres igualitarista, 
¿cómo es que eres tan rico?, p. 163. Dicha crítica ha iniciado un larguísimo debate 
(uno de cuyos más recientes trabajos es el de J. Cohen, “Taking people as they are?”, 
Philosophy and public affairs, 30, 4, 2002). De todos modos, nuestra atención se 
centra menos en los aspectos normativos que en los disposicionales. 
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de la sociedad sólo sería posible con (inevitable) desigualdad. En todo 
caso, una vez asumido un general compromiso normativo con la igualdad, 
la discusión se desplazaría hacía qué tipo de sociedad resulta más acepta- 
ble: una que asume las diferencias siempre que redunden en favor de los 
más pobres, que es el punto de vista de Rawls, o bien otra igualitaria, en la 
que todos están peor de lo que están los más pobres de la primera sociedad 
(o, incluso, una tercera, también igualitaria, con un nivel más alto que la 
anterior, pero que requiriera intromisiones inaceptables que penalizaran las 
disposiciones egoístas, que obligaran a aportar lo mejor de uno mismo).” 
En esas condiciones, la desigualdad quizá debería considerarse justa en tanto 
no habría sociedad que se pudiera juzgar mejor.” En suma, si aceptamos 
el egoísmo como inevitable y dudamos de la posibilidad de que los dise- 
ños institucionales permitan recalar en escenarios igualitarios —o bien supo- 
nemos que tales diseños requerirían intervenciones políticas inconvenien- 
tes por otras razones (por ejemplo, porque atentarían contra los derechos 
consagrados en el primer principio de justicia o contra la felicidad de las 
gentes)” la desigualdad aparece justificada (en aras de los que están peor) 


20 Mi interés aquí no es directamente normativo y no me detendré en valorar estas 
alternativas. Pero como sí me interesan las motivaciones en la sociedad 
democrática, creo que no debe ignorarse un problema aquí implicado que hablaría 
en favor de la segunda alternativa. Una sociedad con agudas disparidades, incluso si 
ha mejorado la situación de los menos afortunados (respecto a otra previa), puede 
ser peor para la democracia: los ciudadanos que no se sienten en la misma empresa 
difícilmente pueden experimentar las disposiciones de reciprocidad que, con 
razón, Rawls juzga tan importantes para el buen funcionamiento de la sociedad 
democrática. Tienen razón los “globalizadores” cuando afirman que la renta 

per cápita de los mil millones más pobres es ahora una proporción mayor que hace 
treinta años que la renta per cápita de los mil millones más ricos. Pero eso 

es perfectamente compatible con un aumento de la distancia entre ambas en 
términos absolutos, con un aumento de la desigualdad. Y es eso lo que sucede, 

y es lo grave, desde el punto de vista de la salud de la democracia. 

Ello, por supuesto, no quiere decir que, aun asumiendo el egoísmo, la igualdad 
resulte inaccesible. Sabemos que podemos diseñar las instituciones para que se 
produzca la cooperación entre egoístas, como nos lo mostraba el mencionado 
ejemplo rawlsiano de los golosos egoístas que conseguían dividir igualitariamente 
un pastel aplicando la regla: “el último en escoger debe contar los pedazos”. 
Además de otras consideraciones acerca de la relación entre desigualdad y 
felicidad. En los últimos años, al hilo del extraordinario desarrollo de las 
investigaciones en psicología y economía (véase B. Frey y A. Stutzer (eds.), 
Economics and psychology. A promising new cross-disciplinary field, Cambridge, 
The mrr Press, 2007), se han multiplicado los trabajos que relacionan aquellas 

dos variables, una literatura —como en general los trabajos en economía 
experimental- que, seguramente, Rawls, dada su preocupación por las 
motivaciones, hubiese encontrado de mucho interés, véanse B. Frey y A. Stutzer, 


2 


[a] 


2. 


19) 
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porque resulta inevitable. Puede parecer triste, incluso doloroso, como su- 
cede con la enfermedad y con la muerte, pero lo único que podríamos hacer 
es convivir con ella en sus formas más soportables, conllevarla. 

En todo caso, aquí no me interesa la compatibilidad normativa de las 
propuestas rawlsianas, sino la coherencia entre sus hipótesis de compor- 
tamiento.” En su preocupación por los incentivos, Rawls asume, como se 
acaba de ver, que para el funcionamiento del mecanismo social que ase- 
gura la producción el egoísmo es un principio motivacional. En ese sen- 
tido, su punto de vista no anda alejado del que habitualmente se encuen- 
tra en ciertas defensas del mercado como mecanismo coordinador dotado 
de una apreciable estabilidad reproductiva. Ello quiere decir, en primer 
lugar, que en un sentido muy general, a través del sistema de precios, el 
mercado asegura el buen funcionamiento de la sociedad, la coordinación 
de los procesos económicos; más exactamente, permite resolver los pro- 
blemas de qué se produce, en qué cantidad y para quién: si hay un exceso 
de oferta, caen los precios y se abandona la producción; si algo escasea, 
suben los precios y alguien estará interesado en producirlo; se dan señales 
de cuánto se está dispuesto a pagar, etc.** Pero, además, quiere decir, y 


“What can economics learn from happines research?”, Journal of Economic 
Literature, 40, 2002; R. Layard, Happiness: Lessons from a new science, Londres, 
Penguin, 2005. Lo mismo, acaso con más razón, claro, vale para los filósofos 
utilitaristas. Para una mirada crítica, H. Johns y P.Ormerod, “The unhappy thing 
about happiness economics”, Real-world Economics Review, 46, 2008. 

23 Aunque, obviamente, ésta no es ajena a la anterior; de hecho es más básica. Rawls 
asume, como no puede ser de otro modo, el principio de que “querer implica 
poder”; en el presente caso: los condiciones psicológicas constriñen el conjunto de 
(distribuciones) posibles, compatibles con lo conocido. Si los humanos no son 
ángeles, no cabe especular sobre proyectos edificados sobre ese supuesto, como no 
cabría hacerlo presumiendo unos recursos naturales infinitos (o una capacidad de 
computación ilimitada). 

24 Nunca se insistirá suficiente en que: a) nada asegura que el mercado realice esas 
tareas con eficiencia (de hecho, la propia irrealidad de la teoría que muestra las 
condiciones de eficiencia, mirada de otro modo, es una demostración de que el 
mercado real, que nada se parece al teórico, no es eficiente); b) el mercado no 
captura información sobre todas las necesidades, sólo sobre aquellas que se 
expresan en dinero, sólo las de aquellos en condiciones de transmitir esas señales 
(un enfermo pobre también tiene necesidades, aunque no pueda manifestarlas en 
forma de una demanda efectiva); c), el mercado, por sí mismo, es incapaz de 
asegurar su propia reproducción, requiere una red institucional (de derechos) y 
normativa (confianza), que no sólo no está en condiciones de producir (son 
bienes públicos), sino que socava. En realidad, no sólo es que las condiciones de 
competencia perfecta son una quimera (ausencia de externalidades, de 
producción conjunta, de asimetrías informativas, de bienes públicos, de 
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esto es lo importante ahora, que el mercado alienta el tipo de comporta- 
miento que necesita para funcionar: el mercado, que necesita del egoísmo 
para funcionar, produce el egoísmo. A cada uno, si quiere sobrevivir, no le 
queda más remedio que procurar por su propio interés, y además es eso 
precisamente lo que debe hacer para que la maquinaria social funcione 
bien aceitada.% La conducta que se necesita es la que se fomenta (y, aña- 
dirán otros: es la que se quiere en tanto somos naturalmente egoístas). Esta 
descripción de la estabilidad del mercado no es completa —y sobre ello vol- 
veré—, pero, en todo caso, lo que ahora me importa resaltar es que ese tipo 
de estabilidad está presente en la argumentación de Rawls sobre los incen- 
tivos: los principios de justicia, o la sociedad bien ordenada, no son las razo- 
nes para la acción de los individuos.** 


MOTIVACIONES EN LA POLÍTICA 


Los individuos que se mueven por los incentivos no se atienen en sus accio- 
nes a ninguna teoría de la justicia. Lo que desencadena su actuación no es 
ningún compromiso normativo y, de hecho, para el funcionamiento de la 
sociedad, para el tipo de estabilidad que se acaba de ver, no se necesita el 
apoyo de los individuos a ningún principio de justicia. 

Rawls no parece estar pensando en el mismo tipo de motivaciones y en 
el mismo tipo de estabilidad, cuando nos dice que 


[en una sociedad bien ordenada] los miembros tienen un poderoso y 
normalmente efectivo deseo de actuar como requieren los principios de 


rendimientos de escala crecientes, etc.), es que incluso la idea misma del mercado 
descentralizado es una quimera. Véase B. Guerrien, La théorie economique 
néoclassique. Microeconomie, París, La Découverte, 1999, Pp. 42 y SS. 

25 Se “disuelve” el triángulo de las decisiones morales formado por los vértices entre 
qué se puede hacer, qué se quiere hacer y qué se debe hacer. Los individuos no 
pueden hacer (por la competencia) más que aquello que quieren hacer (atender su 
propio interés) que es precisamente lo que deben hacer (para asegurar la eficiencia). 
Véanse F. Ovejero, “La victoria del homo oeconomicus sobre Kant”, Ágora, 1988; La 
quimera fértil, Barcelona, Icaria, 1994. Se volverá sobre esto en el capítulo 1x. 

26 Lo anterior no quiere decir que Rawls defienda el mercado. Al menos, no lo hace 
con el capitalismo de laissez-faire, que explícitamente considera incompatible con 
sus principios de justicia (así como el capitalismo del Estado del bienestar y el 
socialismo de Estado; salva, eso sí, la democracia de propietarios y el socialismo 
liberal) (JE, pp. 185 y ss.). 


206 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


Justicia. Puesto que una sociedad bien ordenada persiste en el tiempo, 
esta concepción de la justicia es presumiblemente estable, esto es, cuando 
las instituciones son justas (tal y como se definen por esa concepción) 
aquellos que toman parte en esos acuerdos adquieren el correspondiente 
sentido de la justicia y desean contribuir a mantenerlos. Una concep- 
ción de la justicia es más estable que otra si el sentido de la justicia que 
tiende a producir es más fuerte y más capaz de vencer las inclinaciones 
destructivas, y si las instituciones que permite contribuyen a debilitar 
los impulsos y las tentaciones de actuar injustamente (TJ, 398, 69). 


Esta última idea resulta más acorde con el paso antes citado, según el cual 
“por más atractiva que una teoría de la justicia pueda resultar desde cual- 
quier punto de vista, ha de considerarse gravemente limitada si sus prin- 
cipios de psicología moral son tales que fracasan al desencadenar en los 
seres humanos el deseo de actuar de acuerdo con ella” (rJ, 68, 387). Cosa 
que, según Rawls, no le sucede a su propuesta institucional, pues, como 
repetirá una y otra vez en distintos lugares, “la justicia como equidad es 
capaz de generar por sí misma un apoyo suficiente” (JE, 241). Apoyo que 
se cimienta en ciertas disposiciones bien asentadas en la naturaleza humana: 
“La idea es que, dados ciertos supuestos de psicología humana razonables 
y las condiciones normales de la vida humana, los que crecen bajo insti- 
tuciones básicas justas —instituciones que la propia justicia como equidad 
impone- desarrollan una lealtad razonada e informada hacia esas institu- 
ciones suficiente como para hacerlas estables” (JE, 247). 

Esta otra idea de estabilidad y estas otras motivaciones responden a un 
problema distinto —pese a los esfuerzos de Rawls por relacionarlos— al 
que inspiraba el principio de la diferencia. Responden a un problema de 
convivencia democrática que está en el arranque de Political liberalism: 
“¿cómo es posible la existencia duradera de una sociedad justa y estable 
de ciudadanos libres e iguales que están profundamente divididos por doc- 
trinas religiosas, filosóficas y morales razonables?” (PL, 4). No nos intere- 
san ahora los diversos problemas implicados en la formulación de Rawls, 
pero sí cómo las motivaciones están detrás de las posibles respuestas.? En 


27 Ralws relaciona la pregunta con otra referida a “la concepción más adecuada de la 
justicia para establecer los términos equitativos de la cooperación entre ciudadanos”, 
con la que abre Political liberalism (PL, 3). Hay una ambigúedad en esa formulación 
que complica las cosas (y que, todo sea dicho, no afecta sólo a Rawls: también a 
algunas defensas de la democracia deliberativa). Son preguntas distintas: a) ¿cuál es 
la concepción de la justicia necesaria para que se dé una cooperación equitativa?; 

b) ¿participan los ciudadanos que cooperan de principios implícitos comunes, de 
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general, referidas a cualquier sociedad, las respuestas sobre la existencia 
duradera acostumbran a tomar cuatro formas relacionadas con distintas 
disposiciones.” En primer lugar, se da la apelación a una motivación iden- 
titaria, cultural: los individuos forman parte de una tradición cultural com- 
partida que los vincula normativamente con los otros miembros de su 
comunidad y les proporciona pautas compartidas para resolver los pro- 
blemas.” Otra posibilidad invoca el interés como fuerza motivacional, el 
egoísmo: los individuos se sentirían unidos porque, en algún sentido, salen 
ganando con ello, porque obtienen beneficios que no podrían conseguir 
de modo descoordinado.?*” Una tercera respuesta, cívico-republicana, acude 
al interés de los ciudadanos por asegurar su propia libertad, por evitar ser 
objeto de intromisiones arbitrarias por parte de los demás, lo que los lle- 
varía a defender una sociedad libre, que, desde esta perspectiva, es la única 
que podría asegurar su propia libertad.* Finalmente, otra respuesta, más 
radical, descalifica la pregunta: diría que la especie humana es coopera- 
tiva y que, por tanto, preguntarse por la “cooperación en una sociedad justa” 
es una pregunta tan absurda como preguntarse “por qué la especie humana 
puede ver autobuses rojos” una vez que reconocemos que somos una espe- 
cie con capacidad visual (de hecho, una vez que se naturaliza la coopera- 
ción, la pregunta por sus fundamentos cambia de naturaleza: no tiene sen- 
tido “justificar la cooperación”; en todo caso, se trataría de explicarla, tal 
como no se “justifica” la visión, sino que se la explica).* 


valores que están ya en la cooperación? No es lo mismo decir que los ciudadanos 
que cooperan tienen que determinar los principios de la cooperación, que decir que 
los principios preexisten (los principios que prescriben los términos equitativos de 
la cooperación, y por eso precisamente se presume que los ciudadanos están en una 
situación equitativa de cooperación). Las ambigúedades se amplifican ante otras dos 
posibilidades: que la sociedad democrática, en la que se establece la cooperación, 
contenga los principios de una cooperación equitativa o que los ciudadanos de esa 
sociedad apelen a principios que comparten para encontrar los términos equitativos 
de la cooperación que pueden aceptar razonablemente. 

28 Las cuatro respuestas que se analizan se corresponden con puntos de vista más 
(las tres primeras) o menos (la cuarta) frecuentes en la filosofía política. El 
inventario no es exhaustivo ni excluyente. 

29 Ésta viene a ser la tesis de D. Miller cuando sostiene que la identidad nacional 
sustituye a la virtud como cemento de la ciudadanía, véase On nationality, Oxford, 
Oxford University Press, 1995. 

30 D. Gauthier, Morals by agreement, Oxford, Oxford University Press, 1986. 

31 Q. Skinner, “On justice, the common good and the priority of liberty”, en C. Mouffe 
(comp.), Dimensions of radical democracy, Londres, Verso, 1992, Pp. 211-224. 

32 No hay que considerar absurda esta respuesta. No son pocos los problemas 
“filosóficos” que después de mucho tiempo (infructuoso) a la búsqueda de 
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¿Cuál es la respuesta de Rawls? Obviamente, no puede ser la primera. 
Violenta desde el principio mismo la idea de ciudadanía, al limitar el acceso 
a la comunidad política a aquellos que se reconocen en cierta comunidad 
cultural, a los que participan de la “identidad nacional”. Por lo demás, 
está excluida ex hypothesi: los ciudadanos de la pregunta “están profunda- 
mente divididos por doctrinas religiosas, filosóficas y morales razonables”, 
circunstancia que sólo podría corregirse mediante intromisiones homo- 
geneizadoras destinadas al cultivo de la “identidad”, intromisiones com- 
pletamente inaceptables para una perspectiva liberal que, además, asume 
que esa diversidad es un dato permanente de las sociedades, que “la cul- 
tura política de una sociedad democrática está siempre marcada por una 
diversidad de doctrinas religiosas, filosóficas y morales” (PL, 4-5, y passim). 

Tampoco cabe la respuesta del egoísmo. Aunque en algunos casos explica 
la coordinación social (cuando se conduce por la izquierda, en el mercado), 
presenta problemas en los negocios políticos. Tiene problemas de princi- 
pio, problemas de acción colectiva que ya conocemos: los individuos egoís- 
tas, en rigor, prefieren que los demás asuman la defensa de los intereses colec- 
tivos y abstenerse ellos de participar, lo que, obviamente, una vez que se 
generaliza, se traduce en la quiebra de cualquier sistema político. Rawls no 
lo ignora e insiste siempre en que la estabilidad requiere que los individuos 
tiendan a comportarse justamente (TJ, 398), posibilidad excluida para los 
agentes racionales que “carecen de la particular forma de sensibilidad moral 
que subyace al deseo de comprometerse en la cooperación equitativa como 
tal, y hacerlo en términos que los otros como iguales pueden razonablemente 
esperar apoyar” (PL, 51), y que a lo sumo alcanzan a desarrollar “la idea de 
ventaja mutua” algo bien distinto del tipo de cooperación social que lo ocupa: 
“una relación entre ciudadanos en una sociedad bien ordenada” (PL, 17).3 

Hay más dudas con la cuarta respuesta. De hecho, una parte impor- 
tante de la T] parece estar buscando los fundamentos naturalistas de la 
Justicia. Allí Rawls establece distinciones (entre sentimientos, actitudes y 
emociones morales, TJ 421) no siempre dilucidadas con claridad y apela 


fundamentos acabaron por resolverse —disolverse— en explicaciones y, de ese 
modo, se mostró que no eran tales, que eran falsos problemas. Se volverá sobre 
esto en el capítulo 1x. 

33 Según afirma Ralws, sus sujetos racionales no son egoístas en sentido estricto 
(PL, 49, n. 1). Tal y como los describe, se corresponden con lo que en otro tiempo 
se llamaba racionalidad instrumental (ibid.). Los egoístas añadirían a esa calidad 
cierta idea de fines, los suyos propios. De todos modos, como se desprende 
del paso citado, se parecen mucho a los egoístas sin más. También aquí parece 
que Rawls no es del todo claro. 
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leyes psicológicas (y de psicología moral) de la reciprocidad, que llevan a 
cada uno a cumplir con sus obligaciones siempre que los demás cum- 
plan con las suyas y que, “con el paso del tiempo, los efectos recíprocos 
de cada uno cumpliendo con su deber se refuerzan mutuamente hasta 
conseguir una suerte de equilibrio” (TJ, 71, 413). Con todo, lo cierto es 
que si Rawls apurase esta veta naturalista, buena parte del problema se 
disolvería y, en tal caso, no se explicaría su asombro por que los ciudada- 
nos cooperen en una sociedad justa.** De hecho, lo extraño es que no se 
asombre de que también cooperen en una sociedad injusta.3 Si la espe- 
cie humana es una especie naturalmente cooperativa, buena parte de sus 
preguntas dejan de resultar pertinentes. En todo caso, el hecho mismo 


34 En A theory of justice la veta naturalista es más fuerte y no faltan los pasos donde 
se quiere mostrar que los principios de justicia brotan de —o por lo menos se 
acomodan a— nuestra naturaleza (pp. 414-415). Rawls apela a “leyes psicológicas de 
reciprocidad”, que hace que todos asuman que sea justo que todos se beneficien 
(pp. 412, 415) y establece una continuidad entre afectos, emociones, y principios de 
justicia (pp. 401, 526). Tesis, por lo demás, bastante razonable, a la luz de la 
información empírica disponible, véase E. Ovejero, “Del mercado al instinto (o de 
los intereses a las pasiones)”, Isegoria, 18, 1998. 

35 A veces, según ciertas caracterizaciones, parece que para Rawls la cooperación 
es lo mismo que la cooperación justa (cuando la entiende como “relacionada con 
la equidad”). Si eso es así, la pregunta por la cooperación justa pierde bastante de 
su fuerza, al menos para ser contestada en los términos que él pretende. Desde 
luego, eso sucede con la cuestión: ¿cuál es la concepción más adecuada de la 
justicia para establecer la cooperación? Por otra parte, también cabe la duda de si 
presume una idea de justicia previa a la comunidad política, previa a los términos 
equitativos acordados por quienes cooperan. Dicho de otro modo: ¿la justicia 
es el requisito de funcionamiento de la comunidad política o es lo que ésta busca 
perfilar y realizar? 

36 Véase más abajo el capítulo 1x. Por lo demás, con independencia de los 
argumentos de Rawls, cada una de tales respuestas presenta dificultades empíricas. 
La tesis identitaria por lo general aparece asociada a una visión falsa de la 
naturaleza humana según la cual la mente humana viene a ser una suerte 
de página en blanco en que la “cultura” —la historia— acaba por escribir el guión 
completo. Hoy sabemos que las cosas no son así, que tenemos disposiciones 
de distinta naturaleza, incluidas algunas poco “dignas” (la agresividad, por 
ejemplo) y que tenemos diversas capacidades cognitivas instaladas en nuestro 
“cableado mental”. La tesis del interés se enfrenta al insuperable problema de que 
aun cuando a todos los egoístas pueda interesarles una disposición cooperativa, 
cada uno de ellos no quiere asumir los costes de esa continuidad: como cada 
uno tiene una vida finita, sabe que para él lo mejor sería desertar de la 
cooperación en la última jugada, pero como todos saben eso mismo tienen 
incentivos a su vez para desertar antes, en la penúltima, y así sucesivamente hasta 
la primera, de modo que la cooperación no comienza nunca (entendámonos, la 
cooperación se produce, lo que sucede es que la estrategia del egoísmo se muestra 
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de que esa pregunta no sólo persista sino que cobre una importancia 
central en Political liberalism invita a pensar que estas vetas naturalistas 
se abandonan.” 

¿Quiere eso decir que Rawls se decide por la propuesta cívica-republi- 
cana? No faltan opiniones suyas que parecen acomodarse mejor a una pers- 
pectiva republicana que a una liberal, a una perspectiva que enfatiza las 
virtudes ciudadanas y la participación de todos en la tarea de asegurarse 
mutuamente derechos y libertades, que a otra en la que las instituciones 
se diseñan exclusivamente para proteger a los ciudadanos de cualquier 
interferencia, incluidas aquellas relacionadas con sus compromisos cívi- 
cos. Él mismo, explícitamente, reconoce que no hay incompatibilidad entre 
la justicia como equidad y un republicanismo clásico que dibuja, en tér- 
minos parecidos a los descritos más arriba, a esos ciudadanos que para ase- 
gurar su propia libertad se comprometen con la libertad de todos: 


incapaz de explicarla). Aunque, como se verá en el capítulo 1x, algo nos ayuda 

a entender las condiciones de posibilidad, la respuesta naturalista, hasta donde 
resulta, precisable es demasiado genérica para responder a los problemas 
concretos de las comunidades políticas. Por lo general, se basa en 
argumentaciones analógicas que no dejan de tener cimientos provisionales, 
argumentaciones que, por ejemplo, a partir de la conjetura de que existen 
módulos cerebrales especializados en ciertas tareas (lenguaje, reconocimiento 

de caras, etc.) “infieren” la existencia de otros relacionados con las disposiciones 
que se desean explicar. Eso no quita reconocer que, por ejemplo, tenemos 
“naturales” disposiciones grupales; otra cosa es que por ello queden justificadas 
normativamente las formas que esas disposiciones adopten, que es precisamente 
el problema importante en filosofía política. Que las personas tengan una 
disposición a reconocer lealtades especiales con los de “su” nación es una simple 
cuestión fáctica, no un argumento moral. De hecho, la disposición a favorecer 

a los del propio grupo está bastante generalizada, incluso si el propio grupo no 
tiene otro atributo común que el de compartir el último número de su pasaporte 
(véase “Naive sociology”, The 4% Encyclopedia of The Cognitive Sciences, Harvard, 
The mrr Press, 1999). Tampoco la violencia queda justificada por el hecho 

de que tengamos disposiciones violentas, que sin duda existen en una especie 
que se ha pasado buena parte de su vida cazando. 

37 Justo es reconocer que Rawls anticipa una veta de investigación que hoy está en 
franca expansión y que, seguramente, habría sido de su interés, la relación entre 
ciencias empíricas y teoría moral, desarrollada desde diversas perspectivas 
(no todas, puestos a decirlo todas, inequívocamente empíricas); véanse 
W. Sinnott-Armstrong (ed.), Moral psychology, 3. vols., Cambridge, The mrT Press, 
2008, pp: 1 y ss.; N. Levy, Neuroethics: Challenges for the 215t century, Cambridge, 
Cambridge University Press, 2007; W. Glannon (ed.), Defining right and wrong in 
brain science, Chicago, The University of Chicago Press, 2007; M. Hauser, Moral 
minds: How nature designed our universal sense of right and wrong, Nueva York, 
Eco Press, 2006. Véase más adelante el capítulo 1x. 


LOS MOTIVOS LIBERALES: ENTRE EL MERCADO Y LA DEMOCRACIA | 211 


El republicanismo clásico lo entiendo como la perspectiva que asume 
que si los ciudadanos de una sociedad democrática tienen que preser- 
var sus libertades y derechos, incluidas las libertades cívicas que les 
aseguran su libertad privada, deben tener también un grado suficiente 
de “virtudes políticas” (como las he llamado) y estar dispuestos a tomar 
parte en la vida pública (PL, 205). 


Pero también hay aquí un problema de acción colectiva, que es en el fondo 
un problema de motivaciones, a saber: los ciudadanos, a sabiendas de que 
una sociedad libre, una sociedad “justa y estable”, que les “asegure su liber- 
tad privada”, no podrá excluir a nadie del disfrute de la libertad, pueden 
sentirse tentados a dejar en manos de los demás su mantenimiento, con 
lo que resulta que finalmente nadie coopera y no se consigue la sociedad 
libre. Ése es, descarnadamente, el problema de la estabilidad de la convi- 
vencia democrática que ocupa a Rawls en Political liberalism.* 

Hay dos vías fundamentales para intentar responder al problema, pero 
ninguna tiene fácil acomodo en el liberalismo. Las dos han sido ensaya- 
das por la tradición republicana y las dos se refieren de distinto modo a 
las motivaciones: en un caso se producen y se alientan, en el otro se reco- 
nocen.* La primera consiste en abandonar la tesis de la neutralidad de 
Estado y encargarle la tarea de cultivar ideales de virtud ciudadana (parti- 
cipativos, etc.) que, para decirlo con la mencionada fórmula de Rousseau, 
“fuercen a los ciudadanos a ser libres” (Contrato social, 1,v1). En principio, 
esta posibilidad genera pocas simpatías en el liberal Rawls, más allá de 
que no duda en hablar de un “deber de civilidad pública como un requi- 
sito de un régimen constitucional estable” (JE, 162). Otro modo de esca- 
par al problema es a través de la tesis del animal político, presumiendo una 
naturaleza humana que, de suyo, ejerce —y desea ejercer— sus mejores capa- 
cidades en la vida pública: la disposición virtuosa que predispone a actuar 
del modo correcto por las razones correctas. Pese a que se desmarca explí- 


38 Hay aquí un inmediato paralelismo con la “respuesta egoísta”. Es decir que 
mientras en el escenario egoísta estándar cuando cada uno persigue lo suyo se 
consigue el bien de todos (la mano invisible del mercado), aquí, para conseguir su 
propio bien, cada uno tiene que procurar el bien de todos. De todos modos, tal 
como se ha formulado antes la respuesta egoísta (a todos “les interesa que exista la 
institución”), el problema es el mismo que el de la respuesta republicana: de 
acción colectiva. Pero me interesa deslindarlas porque la propuesta republicana 
contempla unas “soluciones” al problema de acción colectiva que son imposibles 
para la mirada liberal-egoísta, las que a continuación se examinan: la intromisión 
del Estado y la existencia de una naturaleza virtuosa. 

39 Véase el próximo capítulo. 
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citamente del republicanismo (del “humanismo cívico”) que entiende ape- 
gado a la tesis aristotélica del “hombre como animal social”, cuya natura- 
leza se realiza del modo más pleno en la sociedad democrática (PL, 206), 
no faltan indicaciones en A theory of justice que hacen pensar que Rawls 
contempla la posibilidad de “un proceso mediante el cual una persona llega 
a comprometerse con esos principios de orden más alto [...], desea ser una 
persona justa. La idea de actuar justamente y de promover instituciones 
más justas tiene para él una atracción análoga a la que antes poseían idea- 
les subordinados” (TJ, 412). Explícitamente habla de una “ley psicológica”, 
según la cual 


una vez que las actitudes de amor y confianza, y de sentimientos fra- 
ternos y de mutua lealtad, han sido generadas de acuerdo con (dos ante- 
riores) leyes psicológicas, el reconocimiento de que nosotros y aquellos 
por los que nos preocupamos son los beneficiarios de una institución 
justa y duradera tiende a generar en nosotros el correspondiente sen- 
tido de justicia (TJ, 415).4 


Rawls parece reconocer una solución al “problema democrático” en una 
ciudadanía cuya idea de buena vida incluye los ideales de justicia en la con- 
tinuidad entre los motivos de los ciudadanos y la salud de la vida pública, 
o, más brevemente, entre “lo público y lo privado”. 

Obviamente, esta “solución” también es de complicado encaje con sus 
puntos de vista liberales (de hecho, la discontinuidad entre la “perspec- 
tiva personal y la política” es uno de los rasgos de su liberalismo critica- 
dos por Dworkin).* No creo que estas idas y venidas de las declaraciones 
de Rawls —entre su proclamado liberalismo que lo lleva a descalificar tesis 
republicanas y el hecho de que para defender la estabilidad de las institu- 


40 Los dos últimos capítulos vuelven una y otra vez sobre esa continuidad entre 
disposiciones psicológicas y principios de justicia, tanto porque aseguran su 
realización, porque “los sentimientos morales son necesarios para asegurar que la 
estructura básica es estable respecto a la justicia” (TJ, 401) como porque la vocación 
cooperativa y los principios de justicia están en —o por lo menos son compatibles 
con— la naturaleza humana, porque la disposición a comprometernos con ellos y 
con las normas y las instituciones tiene un sustrato psicológico y afectivo: “una 
perspectiva moral es una estructura enormemente compleja de principios, ideales y 
preceptos, y compromete todos los elementos de pensamiento, conducta y 
sentimientos” (TJ, 404). Véase especialmente la sección 72, en buena parte dedicada 
a mostrar cómo “los principios morales comprometen nuestros afectos”. 

41 Dworkin, Sovereign virtue: The theory and practice of equality, Cambridge, 
Harvard University Press, 2000. 
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ciones democráticas acabe necesitando de argumentos muy parecidos a los 
que critica, respondan a cabos por rematar en la argumentación bastante 
sinuosa del liberalismo político. En mi opinión, tienen que ver con pro- 
blemas bastante fundamentales del liberalismo que Rawls no ignora, que 
incluso plantea, pero para los cuales no cabe una solución sencilla dentro 
del formato liberal.* 

En todo caso, de un modo u otro, para resolver el problema de la esta- 
bilidad democrática Rawls se ve en la necesidad —o, mejor, parece recono- 
cer la necesidad— de introducir algún tipo de motivaciones cívicas, de dis- 
posición a actuar por razones de justicia, que andan bastante lejos de las 
que le hemos visto asumir en su justificación de los incentivos. Y lo cierto 
es que estas dos motivaciones tienen una convivencia complicada.* Pues 
si es el caso que los ciudadanos tienen disposiciones de justicia, el argu- 
mento de los incentivos resulta innecesario: si los ciudadanos tienen una 
clara idea de los principios y están dispuestos a actuar según ellos, la ape- 
lación a los incentivos es en el mejor de los casos una ociosidad y en el peor 
una ofensa. Y si sucede lo contrario, si predominan las motivaciones egoís- 
tas, entonces no hay lugar para “la lealtad razonada e informada hacia las 
instituciones” de la que nos habla con buen tino Rawls, y, por tanto, la socie- 
dad democrática es imposible.** Y ahí creo que enfilamos directamente 


42 En particular, con el papel de las disposiciones virtuosas para resolver los 
problemas de compatibilidad entre el liberalismo y la democracia. El liberalismo, 
comprometido con la defensa de la libertad negativa, se siente incómodo con la 
democracia de varios modos: la democracia reclama participación de todos en lo 
que atañe a todos y eso supone, por una parte, exigencias participativas y, por 
otra, la posibilidad de que las decisiones colectivas se “entrometan” en la libertad 
negativa. El liberalismo los “resuelve”, además de con instituciones judicial 
review, fundamentalmente— no sometidas a control democrático que “velan por la 
democracia”, con la neutralidad del Estado y con unos derechos que operan como 
barreras a las decisiones colectivas. Pero ambas operaciones minan las bases 
cívicas: la neutralidad veta el aliento institucional a los valores cívicos; los 
derechos “externos” a la democracia no sólo limitan los ámbitos de decisión 
democrática sino que, por ello mismo, porque no se aseguran desde la propia 
ciudadanía, reducen el compromiso de la comunidad política con ellos. Creo que 
las páginas que Rawls dedica a la neutralidad son un testimonio de esos problemas 
(BL, 190). 

43 Rawls destaca en diversos lugares que los individuos de la sociedad bien ordenada 
no son ni egoístas ni altruistas, ni santos ni egocéntricos (PL, 16-17, 51, 52, 54). 

44 La idea de estabilidad de Rawls ha sido objeto de muchas reflexiones, entre ellas 
el excelente texto de B. Barry, “John Rawls and the search for stability, Ethics, 

105, 1995. Aquí sólo me interesa destacar que en Rawls parecen estar presentes y 
en mala convivencia dos mecanismos de estabilidad que operan con disposiciones 
distintas. 
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hacia otro problema del liberalismo y que en el caso de Rawls se deja ver 
en la tensión entre las dos ideas de estabilidad, aquella asociada con las con- 
diciones de reproducción del mercado y la que está asociada a la conti- 
nuidad de la comunidad política democrática. El mercado necesita y pro- 
duce el egoísmo y el principio de diferencia, y con su argumento de los 
incentivos, recoge esa circunstancia: la producción se asegura desde la 
desigualdad. Por otra parte, la sociedad democrática (bien ordenada) se 
sustenta en elementales sentimientos de reciprocidad y requiere que los ciu- 
dadanos tengan “un sentido de la justicia efectivo, esto es, un sentido que 
les permite entender y aplicar los principios de justicia” (PL, 202). 

Por supuesto, se podría pensar en una suerte de compartimentos estan- 
cos que impidieran que las motivaciones que aseguran el funcionamiento 
del mercado permearan las motivaciones que aseguran el funcionamien- 
to de la democracia, de tal modo que, en cada lugar, los individuos opera- 
ran según distintos principios.* Incluso se podría echar mano de una 
teoría de la mente que apelara a la existencia de distintos módulos cere- 
brales que en diferentes escenarios desataran distintas disposiciones: así 
como tenemos unos módulos especializados en reconocer la forma de los 
objetos que se activan en ciertas circunstancias (en ciertos dominios espe- 
cíficos) y que no se ocupan de otras tareas cognitivas, tendríamos unos 
módulos “egoístas” que operarían en el mercado y otros, “cívicos”, que se 
activarían a la hora de la participación política. Pero, con independen- 
cia de las dificultades de tales teorías, que no son pocas,* esa hipótesis 


45 Rawls reconoce la inconsistencia entre “la idea de estabilidad realizada en la 
tercera parte de la Teoría”, precisamente aquella centrada en las disposiciones de 
justicia, y el resto de la obra (PL, xV-XvVI). 

46 De hecho, en ciertos ámbitos es así; véase J. Greenberg y R. Cohen, “Why justice? 
Normative and Instrumental Interpretation”, en J. Greenberg y R. Cohen (eds.), 
Equity and justice in social behavior, Nueva York, Academic Press, 1982. Otra 
cuestión es que normativamente las cosas deban ser así. Desde distintas 
perspectives, véanse T. Nagel, Equality and partiality, Oxford, Oxford University 
Press, 1991, y M. Walzer, Spheres of justice, Oxford, Blackwell, 1983. 

47 Es la tesis de la teoría modular de la psicología evolutiva, véase J. Barkow, 

L. Cosmides y J. Tobby, The adapted mind, Oxford, Oxford University Press, 
1992. Desde una perspectiva antropológica, entendiendo que las culturas 
combinan de diferente manera cuatro “modelos psicológicos” (autoritario, 
de intercambio, de igualdad, comunal) esa posibilidad está anticipada 

en A. Fiske, “The four elementary forms of sociality”, Psychological Review, 
99, 4, 1992. 

48 J. Fodor, The mind doesn't work that way, Cambridge, The mrT Press, 2000; P. 
Gerrans, “The theory of mind module in evolutionary psychology”, Biology and 
Philosophy, 17, 2002. De manera breve, desde la biología: H. Aller Or, “Darwinian 
storytelling”, The New York Review of Books, 27 febrero de 2003. 
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tienen sus propios problemas. Primero porque, desde el punto de vista de 
la inserción ciudadana, la producción y la política no son “dominios” tan 
distintos, con una naturaleza pública diferente.* La producción es tam- 
bién un lugar de vida pública en la que se comprometen derechos y nor- 
mas. De hecho, el propio Rawls reconoce que una de las limitaciones de la 
teoría de la justicia fue “ignorar la cuestión de las exigencias democráticas 
en la empresa y en el lugar de trabajo” (PL, xxv111).30 

Pero hay algo más, sobre lo que se ha insistido en capítulos anteriores. 
La descripción del mercado que hacíamos era incompleta: ignoraba que el 
mercado es bastante más que comportamiento egoísta en competencia. 
El mercado —que, como sabemos, requiere una red normativa (respeto a 
la propiedad, lealtad en el intercambio, etc.)- alienta un comportamiento 
egoísta, que socava ese escenario. Sucede que, como muestra la investiga- 
ción psicológica, no hay comportamientos estancos, que la exposición al 
mercado alienta un tipo de estructuración cognitiva (reducción de toda 
valoración a un cálculo costo beneficio, prioridad del interés propio y del 
corto plazo, mirada instrumental, atención al consumo antes que a la auto- 
rrealización, etc.) que tiende a extenderse a los diversos dominios de la vida 
social.* En suma, aun si fuera realista suponer la existencia de dos dispo- 
siciones motivacionales asociadas a dos escenarios sociales, no parece serlo 
pensar que, dadas las condiciones de estabilidad reproductiva del mercado, 
sea posible garantizar la estabilidad democrática en el sentido fuerte que 
parece interesar a Rawls.* 


49 No debe confundirse el problema de que operemos con distintos principios 
normativos en distintos escenarios con el que ahora nos ocupa. El egoísta no 
opera con ningún principio de justicia; de ahí que no resulten aceptables razones 
del tipo: “esto debe hacerse porque me beneficia”. 

50 Sobre la justicia en la empresa en Rawls y, más en general, en el liberalismo 
igualitario, veéase N. Hsieh, “Survey article: Justice in production”, Journal of 
Political Philosophy, 16, 1, 2008. 

51 R. Lane, The market experience, Cambridge, Cambridge University Press, 1991; K. 
Vohs, N. Mead y M. Goode, “ The psychological consequences of money”, Science, 
314, 17, 2006. Una prueba indirecta son los experimentos que muestran que los 
estudiantes de microeconomía, disciplina que tiene el mercado como su asunto 
central, acaban comportándose de modo más egoísta; véase R. Frank, T. Gilovich y 
D. Regan, “Does studies economics inhibit cooperation”, Journal of Economic 
Perspectives, 7, 2,1993. De hecho, uno de las razones para pensar que la disposición 
social y cooperativa tiene una base biológica es el hecho de que esa red de lealtades 
que asegura el funcionamiento del mercado se sostiene a pesar de las 
disposiciones que el mercado alienta. Que ello sucede es una razón para pensar en 
la existencia de disposiciones más básicas, asentadas por un proceso evolutivo. 

52 En mi opinión, la combinación entre mercado y democracia de competencia está 
en la raíz de una de las razones del fracaso de los modelos socialdemócratas, que 
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AX A 


Entre otras muchas cosas, A theory of justice contribuyó a acercar la refle- 
xión normativa a problemas reales. Era realista en los asuntos y en los 
procedimientos. Rawls no sólo se refería a instituciones reconocibles y a 
retos normativos propios de las sociedades humanas, sino que, además, sin 
abandonar su disposición analítica, echaba mano de la teoría social dis- 
ponible cuando lo necesitaba, especialmente de la teoría económica.” Buena 
parte de ese realismo se percibe en su interés por compatibilizar los prin- 
cipios normativos con los comportamientos humanos, con las disposicio- 
nes psicológicas y, más en general, motivacionales. En las páginas ante- 
riores se han repasado los diversas tipos de motivaciones asumidos por 
Rawls: “abstractas”, desprovistas de contenido normativo, las mínimas para 
perfilar un escenario de justicia (intereses opuestos, etc.) en el velo de la 
ignorancia; egoístas, funcionales para reproducir las condiciones de pro- 
ducción en el principio de la diferencia; comprometidas normativamente, 
funcionales para asegurar la estabilidad de la sociedad (bien ordenada) 
democrática. Cada tipo de motivaciones cumple un papel diferente en la 
estrategia argumental de Rawls: fundamentadoras de la imparcialidad, jus- 
tificadoras del grado (inevitable) de desigualdad, explicativas de la estabi- 
lidad. En cada caso, los criterios de calibración son distintos. Mientras 
que en una estrategia de fundamentación, en principio, cabe hacer uso de 
“experimentos mentales”, de artificios, en los otros dos casos, precisamente 
porque se apela a condiciones empíricas, se impone cierto realismo a la 
hora de sopesar las conjeturas. 

Precisamente por eso se hacen más notorios los problemas de compa- 
tibilidad entre los dos supuestos relacionados con las condiciones empí- 
ricas de funcionamiento de la maximización de la producción y de la par- 
ticipación democrática. Si las suposiciones acerca de las disposiciones 


han hecho colapsar al Estado del bienestar. El comportamiento irresponsable, free 
rider, que alentaba el primero derivaba en pésimos ciudadanos, véase F. Ovejero, 
Proceso abierto, Barcelona, Tusquets, 2005. 

53 De hecho, la vocación realista está en el núcleo de sus consideraciones 
metodológicas. Su reformulación de procedimiento del equilibrio reflexivo, 
dentro de una general aspiración a no hacer teorías en el vacío, incluye la idea de 
aquilatar las conjeturas éticas a la luz no sólo de nuestro conjunto coherente de 
intuiciones críticamente decantadas, sino también de teorías filosóficas 
(metafísicas, sobre la identidad, por ejemplo) y empíricas. De ahí su distinción 
entre un equilibrio reflexivo “limitado” y “amplio”, J. Rawls, “The independence of 
moral theory” [1975], en S. Freeman (ed.), Collected papers, Cambridge, Harvard 
University Press, 1999, pp. 288-289. 
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egoístas resultan atinadas, las que dan pie a la “distribucion justa”, la socie- 
dad democrática, su estabilidad, no encuentra sostén motivacional en 
los ciudadanos; si, por el contrario, hay lugar para las disposiciones de jus- 
ticia, necesarias para el buen funcionamiento de la sociedad democrática, 
resulta innecesaria la argumentación que justifica la desigualdad. Lo cierto 
es que el problema de la compatibilidad parece ser algo más que un pro- 
blema de supuestos psicológicos. En realidad, las dificultades de Rawls 
para dar respuesta al problema de las condiciones de justicia que asegu- 
ran el buen funcionamiento de una sociedad democrática son las difi- 
cultades del liberalismo. La compatibilidad entre las razones del buen vivir 
del individuo y el buen vivir del ciudadano y la complicada coexistencia 
entre las disposiciones que propicia el mercado y las (cívicas, participati- 
vas) que aseguran el buen funcionamiento de la democracia son proble- 
mas no resueltos del liberalismo. Rawls reconoce que en otras tradicio- 
nes (republicanas) se han perfilado esos mismos problemas y se les ha 
buscado respuesta, pero, atinada y honestamente, admite que tales res- 
puestas resultan incompatibles con el núcleo liberal que inspira su obra. 


VII 


Los motivos republicanos: 
la virtud cívica 


If we were really wretched and asleep 
It would be easy then to weep, 

It would be natural to lie, 

Three'd be not living left to die 

W. H. Auden 


No hay caracterización del republicanismo que no mencione la impor- 
tancia de la virtud cívica para la democracia. Sin embargo, no siempre 
resulta claro de qué modo se relacionan las dos cosas, virtud y democra- 
cia. De precisar esa relación se ocupará este capítulo. También en esta 
ocasión tomaré como punto de partida la reflexión de Rawls. En su opi- 
nión, el republicanismo sostiene que sin virtud cívica, sin disposición par- 
ticipativa, no hay (buena) democracia, tesis que comparte pero con la 
que no parece sentirse cómodo: por una parte reconoce que sin partici- 
pación no hay democracia, pero, por otra, no espera la participación ni 
cree que deba ser alentada. Teme que la defensa de lo que la democracia 
necesita —la virtud cívica— ponga en peligro la libertad. Un problema que, 
en su opinión, compromete seriamente al republicanismo. Por mi parte, 
intentaré mostrar que, en realidad se trata de un problema del libera- 
lismo que remite directamente a una bien conocida tensión entre los dere- 
chos y la democracia, cuya “solución liberal”, una vez descartado el com- 
promiso ciudadano, consiste en atrincherar los derechos frente a los excesos 
de la democracia. En la segunda parte mostraré que el problema es real, 
pero que no afecta a todos los republicanismos. Para ello, empezaré por 
distinguir entre diversas ideas del republicanismo según el modo de rela- 
cionar la virtud con la democracia y argumentaré que “el problema de 
Rawls con la virtud” afecta, fundamentalmente, a aquel republicanismo 
que hace de la “realización ciudadana” su objetivo, que busca, por así decir, 
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maximizar la virtud. No sucede lo mismo con aquel otro que otorga a la 
virtud un carácter instrumental. En la parte final precisaré esa idea de repu- 
blicanismo que otorga tanto a la virtud como a la democracia un papel ins- 
trumental en lo que realmente importa: la libertad. 


LOS REPUBLICANISMOS Y LA PARTICIPACIÓN 


En un conocido paso de Political liberalism Rawls intenta deslindar con- 
ceptualmente liberalismo de republicanismo. Sostiene que no hay dife- 
rencias fundamentales entre su idea del liberalismo y el republicanismo 
clásico, entendido como aquel comprometido con la tesis de que “si los ciu- 
dadanos quieren preservar sus libertades y derechos básicos (incluidas las 
libertades civiles que garantizan las libertades de vida cívica), deben tam- 
bién poseer en grado suficiente las “virtudes políticas” (como yo las he lla- 
mado) y mostrarse dispuestos a participar en la vida pública”. Sin embargo, 
inmediatamente después Rawls precisa que, por el contrario, sí mantiene 
“una oposición fundamental con el humanismo cívico”, otra versión de 
republicanismo, y que califica como “aristotélica”, según la cual 


el hombre es un animal social, político incluso, cuya naturaleza esen- 
cial se realiza del modo más completo en una sociedad democrática en 
cuya vida política se dé una amplia y activa participación. La participa- 
ción no es alentada como un requisito necesario para la protección de 
las libertades básicas de la ciudadanía democrática, y como una forma 
de bien entre otros, importante para muchas personas. Más bien, tomar 
parte en la política democrática se contempla como un lugar privile- 
giado de la buena vida.' 


Los juicios de Rawls resultan interesantes en más de un sentido. Por lo 
pronto, no busca la línea de demarcación entre liberalismo y republica- 
nismo en una tesis normativa o en una propuesta institucional. En esto se 
diferencia de los filósofos políticos republicanos que han puesto el énfasis 
en ciertos principios (la libertad, el autogobierno) o en formas institucio- 
nales (gobierno mixto, democracia deliberativa, participativa). Rawls rela- 
ciona el republicanismo, muy fundamentalmente, con la virtud cívica. Pero 


1 J. Rawls, Political liberalism, Nueva York, Columbia University Press, 1993, 
Pp. 206-207. 
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la virtud no aparece como un “principio”. Las instituciones no se justifi- 
can porque promuevan la virtud; por el contrario, la virtud se justifica por- 
que contribuye al buen funcionamiento de las instituciones. En realidad, 
su tesis es empírica: sin virtud cívica, 


sin una amplia participación en la política democrática por parte de 
un cuerpo ciudadano vigoroso e informado, y desde luego con un retiro 
generalizado a la vida privada, incluso las instituciones políticas mejor 
diseñadas acabarían en manos de quienes se proponen dominar eimpo- 
ner su voluntad a través del aparato del Estado. [...] La salud de las liber- 
tades democráticas exige la activa participación de ciudadanos políti- 
camente virtuosos.” 


Esa tesis, que comparte, es la que él juzga central en el republicanismo. 
Y, como ya sabemos, no le falta razón, al menos tiene la compañía del 
Maquiavelo que nos recordaba que de nada servían las leyes sin “buenas 
costumbres”, 

Sus divergencias con el otro republicanismo, en rigor, tampoco son nor- 
mativas, sino —de nuevo— empíricas.? Atañe a una diferente idea de la natu- 
raleza humana: la participación, que considera imprescindible para “la pro- 
tección de las libertades básicas de la ciudadanía democrática”, en su opinión, 
no respondería, por decirlo clásicamente, a “una naturaleza humana que 
despliega su ser más esencial en la actividad pública”. Para Rawls, la parti- 
cipación, la virtud, sería puramente instrumental: el mejor modo de defen- 
der las propias libertades y de evitar que las instituciones caigan en manos 
“de quienes se proponen dominar e imponer la propia voluntad a través 
del aparato de Estado”. En ningún caso se trata de un rasgo de la natura- 
leza humana que se dé o quepa alentar. No comparte la tesis “según la 
cual el hombre es un animal social, incluso político, un animal cuya natu- 
raleza se realiza del modo más completo en una sociedad democrática en 
la cual se de una amplia y robusta participación política”.* 


2 Ibid. 

3 Por más que afirme que es una doctrina comprensiva. Sobre este punto, criticando 
la idea de que no hay oposición fundamental entre liberalismo político y 
republicanismo, véase J. Maynor, “Without regret: The comprenhensive nature of 
non-domination”, Politics, 22, 2, 2002. Más común es la opinión contraria, la de 
quienes no ven diferencias, como C. Larmore, “A critique of Philip Pettit's 
republicanism”, Nous-Supplement, 2001, 35, y R. Dagger, Civic virtue: Rights, 
citizenship and republican liberalism, Oxford, Oxford University Press, 1997; N. 
Buttle, Liberal republicanism”, Polítics, 17, 3, 1997. 

4 Political liberalism, p. 206. 
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EL PROBLEMA (DE RAWLS) CON LA VIRTUD 


La caracterización rawlsiana del republicanismo no es original. También 
otros sitúan la virtud en el centro de sus distinciones. El propio Wood, en 
su clásico trabajo, puso ya el acento en las disposiciones cívicas: “El sacri- 
ficio de los intereses individuales al bien superior del conjunto era lo esen- 
cial del republicanismo y constituyó para los americanos la inspiración, 
el ideal, de su Revolución”. De todos modos, seguramente, su punto de 
partida, tal como está formulada la distinción rawlsiana entre los dos repu- 
blicanismos, es más reciente y se inspira en el análisis de Quentin Skinner 
de los Discorsi de Maquiavelo. Según vimos decir a éste, y aquél ha recor- 
dado en mil lugares, sólo en la república libre, cuando los ciudadanos se 
muestran vigilantes, se evita que los intrigantes grandi “gobiernen con- 
forme a sus propios deseos”. Para preservar su libertad y, en general, para 
que sus intereses sean tomados en consideración, los ciudadanos han de 
evitar una desigual distribución de poder, han de asegurarse una república 
máximamente democrática. Defender la “libertad de la república” es el 
mejor modo de asegurar la “libertad de cada uno”? En ese sentido, “sólo 


5 Quiero precisar que esta circunstancia —la extensión y el peso de las tesis recogidas 
en el párrafo anterior— es la que disculpa la pequeña injusticia que puedo haber 
cometido con Rawls. Hay más Rawls que el que acabo de reconstruir. Por ejemplo, 
el que sostiene que “[en una sociedad bien ordenada] [los ciudadanos] comparten 
un fin político básico y un fin altamente prioritario, a saber: el fin de apoyar las 
instituciones justas y de hacerse en consonancia justicia mutuamente, por no 
mencionar los otros fines que también deben compartir y realizar a través de la 
cooperación política. Más aun, en una sociedad bien ordenada la justicia política 
está entre los objetivos más básicos de los ciudadanos, por referencia a los cuales 
expresan la clase de personas que quieren ser”, La justicia como equidad, Barcelona, 
Paidós, 2002, p. 263. Pero no es menos cierto que los dos Rawls no conviven 
cómodamente. Una incomodidad que tiene, en mi opinión, su raíz última en las 
tensiones entre su liberalismo y su compromiso democrático, vistas en el capítulo 
anterior. A la vez, seguramente, esa misma circunstancia, y su enorme honestidad 
intelectual, están en el origen de su aguda percepción de los problemas que nos 
ocupan. 

6 G.S. Wood, The creation of American Republic 1776-1787, Chapel Hill, University of 
North Carolina Press, 1969, p. 53. 

7 La argumentación de Maquiavelo se refiere sobre todo a “la libertad de la república”. 
Hemos dicho ya que es la veta que han explotado los teóricos del republicanismo 
como no-dominación. Como se verá, el vínculo de esa idea con la de participación 
no es inmediato. De todos modos, una mirada atenta a la obra del florentino 
permite reconocer las propuestas democráticas, de control “directo”, más allá de las 
elecciones periódicas. Véase J. McCormick, “Machiavellian democracy: Controling 
elites with ferocius populism”, American Political Science Review, 95, 2, 2001. 
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podemos disfrutar de la máxima libertad individual si no la antepone- 
mos a la búsqueda del bien común”? Es ése el republicanismo clásico de 
Rawls, el que juzga defendible. 

La libertad propia es la que está en la raíz de la defensa de la libertad de 
todos. No sería exagerado decir que, en realidad, la república parece sos- 
tenerse sin virtud, incluso desde cierto pesimismo antropológico.* Nadie 
hace nada por nadie: los poderosos procuran su propio beneficio; el pue- 
blo no quiere ser dominado. Las dificultades también arrancan de ahí: de 
ese pesimismo, de la escasa disposición cívica. El problema es, en princi- 
pio, conceptual, pero relacionado con él hay otro, fundamental para la esta- 
bilidad de la democracia republicana (y, en este punto, rawlsiana). 

El problema conceptual atañe a la calificación como virtuoso del com- 
portamiento de los ciudadanos. No parece muy razonable llamar “virtuoso” 
a un comportamiento interesado o instrumental. La virtud se corresponde, 
en una caracterización no muy exigente, con “la acción correcta por las 
razones correctas”.*” Esto excluye, por definición, el comportamiento “vir- 
tuoso” por razones ulteriores, porque “resulta conveniente” (lo que no 
impide, por supuesto, que tenga consecuencias “convenientes”, sólo que 
tales consecuencias no están en el origen del comportamiento). 

Pero es que, además, y con eso ya nos acercamos al otro problema, al 
importante, cuando la virtud es “instrumental” cuando el buen compor- 
tamiento del ciudadano responde a que le “resulta conveniente”, a que “le 
interesa”, entonces ya no cumple su saludable función en el mantenimiento 
de la libertad de la república, en la libertad de todos, en la estabilidad de 
la democracia, que preocupa a Rawls. Ello es consecuencia del carácter 
público de la acción política, que no se aviene con una participación “ins- 
trumentalmente” virtuosa. No parece discutible la tesis de Maquiavelo (y 
de Skinner y de Rawls) según la cual los ciudadanos sólo pueden ser libres 
en una república libre, sólo quienes viven bajo un gobierno republicano 
pueden realizar sus objetivos y perseguir sus metas personales. Ahora bien, 
sucede que la ciudadanía no admite grados, que los derechos que con- 
lleva no pueden distribuirse según el grado de “virtud” de cada cual." Y ahí 


8 Q. Skinner, “Acerca de la justicia, el bien común y la prioridad de la libertad”, 
La Política, 1, 1996, pp. 146-147. Skinner ha documentado en diversos trabajos la 
presencia de estos argumentos en los Discorsi (libro 11, 2). 
9 Véase el capítulo v. 
10 R. Audi, “Acting from virtue”, Mind, 415, 1995. 
11 Rawls mismo subraya esa condición de “bien público” de la ciudadanía: “el estatus 
fundamental tiene que ser el de la ciudadanía parigual, un estatus que todos 
poseen, en su calidad de personas iguales y libres”, La justicia como equidad, p. 179. 
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aparece el problema, anticipado en el capítulo v: puesto que la libertad es 
indivisible, un bien público del que no puede excluirse a nadie sin excluir 
a todos, ¿qué razones tendrían los ciudadanos para defender la libertad 
de la república que, en tanto ciudadanos, les alcanzará por igual tanto si 
la defienden como si no? Si es el caso, que lo es, que las leyes justas y la 
sociedad libre son bienes públicos, que cuando están a disposición de 
uno están a disposición de todos, ¿por qué los ciudadanos habrían de defen- 
der la libertad de la república? Lo que verdaderamente “resulta conveniente” 
a cada cual, dado el carácter inevitable de bien público de la libertad de la 
república, es dejar en manos de los otros su defensa. Pero, claro está, cuando 
todos piensan lo mismo nadie procura la libertad y la república fracasa. 
Hemos visto que el propio Rawls lo admite: sin participación, de poco 
sirven las mejores instituciones democráticas —bien cerca aquí del Maquia- 
velo de los Discorsi y hasta de aquel Rousseau al que vimos predecir la ruina 
del Estado— “en cuanto el servicio público deja de ser la principal ocupa- 
ción de los ciudadanos”. 

El problema desaparecería si los ciudadanos fueran “naturalmente” 
virtuosos, si la libertad de todos formase parte de sus objetivos, si estuvie- 
ran interesados en la libertad de la república, no sólo en “su” libertad, pre- 
cisamente lo que, en principio, sucede con el “republicanismo cívico” que 
Rawls descalifica. En éste es importante para cada uno asegurar la liber- 
tad de los otros. De modo que incluso si cada uno pudiese sentirse ten- 
tado a dejar a los otros el cuidado de la república, no lo haría porque para 
él participar es como respirar: inevitable. No hay problema de acción colec- 
tiva porque para todos la participación es un modo de vida, el más impor- 
tante, la actualización de lo mejor de sí mismo. La libertad de la república 
es una simple externalidad positiva, un subproducto de su práctica de vivir, 
de su propia libertad. La libertad, por supuesto, se justifica normativa- 
mente; pero su búsqueda está en “la naturaleza humana”, como una capa- 
cidad (bien) dispuesta a ser ejercida, desarrollada. 

Rawls, y no sólo él, parece considerar que “la respuesta aristotélica” 
exigiría la intromisión del Estado en la vida de los ciudadanos y, en ese 
sentido, resulta incompatible con principios elementales de libertad indi- 
vidual. No estoy seguro de ello. Considero que “el problema del Rawls 
con la virtud” no es un problema que afecte, necesariamente, al republi- 
canismo; al menos, como intentaré mostrar, a todos los republicanismos. 
Su “problema” es, sobre todo, una “dificultad liberal”. Una dificultad que, 
desde una sensibilidad aristotélica, tendría su punto de arranque en la 
discontinuidad entre la ética privada y la virtud cívica, entre la idea de 
bien de cada uno, que es la que “compromete” la vida de los individuos, 
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y las razones para actuar como ciudadanos." La expresión más madura 
y reconocible de esa dificultad es la tensión —siempre sobre el trasfondo 
de la ausencia de compromiso ciudadano- entre los derechos —que ase- 
guran la libertad— y la democracia: la falta de virtud convierte a la demo- 
cracia en una amenaza para los derechos. Recordemos brevemente la raíz 
de esa tensión. 


EL LIBERALISMO Y LA VIRTUD 


Como se vio en los primeros capítulos, el liberalismo puede ordenarse con- 
ceptualmente a partir del principio de maximización de la libertad nega- 
tiva. Una sociedad libre debe minimizar las intromisiones en la vida de 
los ciudadanos. Por eso, como ya sabemos, para el liberalismo la demo- 
cracia es un problema, en tanto las decisiones de todos recaen sobre todos 
y, por tanto, también sobre mí. En realidad, para el liberalismo la política 
misma es un problema. Por definición, las leyes no excluyen a nadie de su 
consumo, son bienes públicos. Nos gusten o no, recaen sobre nosotros. 
La tensión entre democracia y libertad no es independiente de las dis- 
posiciones de los ciudadanos. El liberalismo adopta la hipótesis antropo- 
lógica más austera: el homo oeconomicus. No excluye que las personas par- 
ticipen en la política o que ayuden a los necesitados, pero, en todo caso, le 
parece mal que se exija la participación o que se obligue a pagar impues- 
tos. El diseño de las instituciones se hace asumiendo la ausencia de vir- 
tud. Con esos compromisos —el principio de libertad negativa y la ausen- 
cia de virtud-, la democracia es un problema. La tensión puede mitigarse 
si cuando votan los otros tienen en cuenta mi propia libertad, si los ciu- 
dadanos se comprometen a asegurar la libertad de todos. Ahora bien, si 
buscan su propio beneficio, si son calculadores egoístas que sólo se preo- 
cupan de sí mismos, pueden, por ejemplo, decidir, sin mi acuerdo, que yo 
“trabaje” para ellos. Incluso pueden decidir que no disponga de derechos. 
En realidad, la única solución para preservar los derechos —la libertad— 
consiste en rebajar la democracia, limitar su alcance, diseñar una demo- 


12 En contraste con “el republicanismo cívico liberal”, R. Dworkin, Sovereign virtue, 
Cambridge, Ma, Harvard University Press, 2000, Pp. 211 y Ss. 

13 Aquí hay una diferencia entre la democracia y, en general, la política, con el 
mercado, con las relaciones de intercambio, que no exigen generosidad: cada cual 
se lleva lo que quiere; si no, no hay intercambio. Por definición, constituyen un 
óptimo de Pareto. 
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cracia que “funcione” sin disposiciones públicas en los ciudadanos y que 
no se entrometa en sus vidas. La democracia liberal es el modo de hacer 
compatibles el principio de maximización de la libertad negativa y la ausen- 
cia de virtud: derechos protegidos desde “fuera” del demos, instituciones 
contramayoritarias con capacidad para generar doctrina constitucional, 
esto es, leyes, y profesionalización de la actividad política. 

Otros muchos se han ido sumando al honesto reconocimiento de Ber- 
lin, al “hecho intelectualmente incómodo” de que la democracia y el libe- 
ralismo no se llevan bien, de que “pueden chocar entre sí de manera irre- 
conciliable”.** Una tesis que, con el tiempo, ha ido ganando perfil. Como 
se ha visto, hay razones poderosas para que esa relación sea conflictiva. La 
duda es si los temores de Rawls están justificados: si las instituciones por 
sí mismas, sin virtud, pueden asegurar la libertad; si los derechos y la liber- 
tad están a salvo; si, en suma, hay una alternativa a la “solución” liberal de 
atrincherar los derechos. El republicanismo presenta su propia solución, 
al menos en alguna de sus versiones. 


MODELOS DE VIRTUD CÍVICA 


Para ver cómo esto es así, comenzaré por distinguir cuatro modelos dis- 
tintos de relación entre la participación y la democracia. Deslindaré dos 
planos diferentes, presentes en la discusión sobre la naturaleza de la vir- 
tud en la participación y que, sin embargo, no terminan de hacerse explí- 
citos. El primero, normativo, distingue entre la justificación de la partici- 
pación como un medio y la justificación de la participación como un valor 
en sí mismo. En el primer caso se sostiene, por ejemplo, que la participa- 
ción es buena para el funcionamiento de la democracia.** En el segundo, 
se diría que la participación es buena para los que participan: para alguna 
cualidad de los ciudadanos —por ejemplo, su desarrollo personal (para la 


14 I. Berlin, Cuatro ensayos sobre la libertad, Madrid, Alianza, 1988, p. 59. 

15 De distinta manera, con distintas herramientas, en E Hayek, The constitution 
of liberty, Londres, Roudledge, 1960; W. Riker, Liberalism against populism, 

San Francisco, Freeman, 1982. 

16 Después precisaré la relación que, desde el republicanismo, se da entre la 
participación y la calidad de la democracia. En lo esencial, la libertad republicana 
exige la ausencia de dominación; ésta se asegura con la ley justa, que, a su vez, es 
resultado de una deliberación que mejora con la participación. En todo caso, esta 
relación no excluye la existencia de otra secuencia causal. 
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“transformación y la educación de los participantes”)—.'” La distinción no 
se corresponde con la clásica —y a mi parecer discutible— contraposición 
entre justificaciones consecuencialistas y deontológicas. Las dos estrate- 
gias, en realidad, apelan a las consecuencias de la participación. Sólo que 
en un caso recaen en el propio individuo y en el otro no.'* 

Por supuesto, no es imposible que quienes defienden la participación 
“como un fin en sí mismo” también crean en su bondad instrumental, en 
que tiene buenas consecuencias para la democracia. De hecho, como se ha 
defendido en capítulos anteriores, hay razones poderosas para pensar que 
la mejor calidad de las decisiones se asegura con una mayor participación, 
con más virtud cívica. En todo caso, lo que importa subrayar es que quienes 
destacan “el valor por sí mismo” de la participación pueden, sin contradic- 
ción, prescindir de cualquier consideración respecto de la calidad de las deci- 
siones adoptadas. Podrían pensar, por ejemplo, que la participación mejora 
la vida de los ciudadanos, pero que no tiene por qué hacer más atinada la 
decisión adoptada, que da lo mismo que la decisión la tome uno o un millón. 
Incluso podrían creer que una ciudadanía activa es inconveniente para la 
calidad de las decisiones, aunque resulte buena para los ciudadanos.” 

El otro eje distinguiría entre presencia y ausencia de virtud cívica.” La 
participación puede resultar benéfica para el individuo en algún sentido, 


17 J. Elster, “The market and the forum”, en J. Elster y A. Hylland (eds.), Foundations 
of social choice theory, Cambridge, Cambridge University Press, 1986, p. 103. 

18 En otro sentido se podría hablar de dos objetivos distintos a maximizar: la calidad 
de las decisiones y la calidad de los ciudadanos. Las dos son consecuencialistas. 
Quizá sea útil un ejemplo: se puede correr como un fin en sí mismo y se puede 
correr para algo ulterior (llevar una carta con rapidez). El contrafáctico ayuda: si 
el objetivo no es el mismo correr, puede materializarse de diversa manera. 

19 Como se vio en el capítulo vi, se ha querido demostrar que una decisión es más 
probablemente acertada cuantos más participen en ella. Para lo cual, 
amparándose en las propiedades matemáticas de la adición de probabilidades, se 
ha hecho uso del teorema de Condorcet, que muestra que, bajo ciertas 
condiciones (fundamentalmente, que la probabilidad promedio de que los 
decisores tomen la decisión correcta sea superior a 0,5), el aumento de número 
de decisores —y/o de su competencia epistémica media-aumenta la probabilidad de 
tomar decisiones correctas. Para sostener que la decisión empeora con el número 
bastaría con asumir la probabilidad inferior a 0,5. 

20 La primera parte de esa afirmación, en distintas versiones y calidades, la sostendrán, 
por ejemplo, los federalistas (The Federalist Papers, N* 10, Mentor Book, Nueva York, 
1961) o la Comisión trilateral (Michel Crozier, Samuel P. Huntington y Joji 
Watanuki, The crisis of democracy: Report on the governability of democracies to the 
trilateral commission, Nueva York, Nueva York University Press, 1975. 

21 La distinción entre republicanismo a secas y republicanismo como humanismo 
cívico se apoya muchas veces en ese criterio. Así, por ejemplo, M. Zuckert, quien 
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pero no por ello ha de tener éste una natural disposición a participar. Al 
cabo, con un ejemplo, a contrario sensu, tenemos una natural disposición 
hacia los alimentos dulces —y a otras cosas peores— que en nuestras socie- 
dades no resulta provechosa en ningún sentido razonable. En este caso, la 
contraposición se deja ilustrar de modo más inmediato: el homo oecono- 
micus carece de tal disposición y el ciudadano virtuoso la tiene. 

A partir de ahí cabría reconocer cuatro modelos. El primero (liberal puro) 
no considera importante por sí misma la participación y cree que los ciu- 
dadanos carecen de vocación participativa. La preservación de la salud de 
la república ha de quedar, si es posible, en manos de las leyes, de una cons- 
titución fuerte o de sistemas de contrapesos, defensivos y mutuamente des- 
confiados. La participación tiene un papel (discretamente) instrumental: 
penalizar a los gobernantes ineficientes. Sería el caso de un liberalismo que 
no confía —bien por su pesimismo acerca de la disposición ciudadana, bien 
por entenderla como una fuente de problemas para la “racionalidad” del 
debate democrático— en la participación; hace de la protección frente a las 
intromisiones “públicas” el asunto fundamental y diseña las instituciones 
de tal modo que pueda prescindir de la participación. Buena parte de lo 
que consideramos problemas de las modernas democracias son ejempli- 
ficaciones materiales del funcionamiento de este modelo.” Se trata de pro- 
blemas que no resultan fáciles de solucionar desde los supuestos antropo- 
lógicos liberales. Como se acaba de ver en la sección anterior, cuando se 
asume que los ciudadanos son egoístas, el único modo de proteger a los 
ciudadanos —su libertad negativa, que se entiende como autonomía-— es 
limitar la participación, atrincherar los derechos frente a las intromisiones 
de las voluntades mayoritarias. Pero, claro, entonces como reconoce ese 
honesto liberal que es Rawls— la democracia se pone en peligro. 

El segundo modelo (republicanismo comunitario) defiende la impor- 
tancia instrumental de la participación para la salud de la república, pero 


hace una apreciable presentación de “la síntesis republicana” y distingue entre el 
caso en el que el republicanismo emerge como un medio hacia la meta de la 
libertad y otro en el que es la expresión natural o directa de la naturaleza esencial 
del hombre como animal político. Por lo demás, Zuckert es bastante crítico con 
una síntesis “que no es lo bastante monolítica para merecer la calificacion de 
“síntesis”, The natural rights republic: Studies in the foundation of the American 
political tradition, Notre Dame, University of Notre Dame Press, 1996, p. 151. 

22 Incluyendo los problemas presupuestarios de los estados del bienestar ante una 
ciudadanía que demanda bienes pero no cree que deba pagar impuestos, que 
estigmatiza a los que reciben ayudas sociales pero no tiene pudor en convertir en 
derecho cualquier reclamación, por más desatinada que resulte. Véase E. Ovejero, 
Proceso abierto, Barcelona, Tusquets, 2005, cap. 5. 


LOS MOTIVOS REPUBLICANOS: LA VIRTUD CÍVICA | 229 


cree que no existe disposición. Es el caso de los republicanos contempo- 
ráneos partidarios de que el Estado debe alentar las virtudes cívicas. La 
virtud que no se da debe ser impuesta. Habría que “obligar al ciudadano 
a ser libre”, según hemos visto que sostiene Rosseau.** Es así como muchos 
interpretaron el impactante lema de Robespierre: “la vertu, sans laquelle 
la terreur est funeste. La terreur, sans laquelle la vertu est impuissante”. 
En el mejor de los casos, la actividad política quedaría emparentada con 
aquellas otras que también cumplen la doble condición de “buenas por sí 
mismas” y de ausencia de disposición, como es el caso del aprendizaje de 
ciertas disciplinas (la música, las matemáticas) que, en tanto su asimila- 
ción es una tarea trabajosa, no retributiva, no se demandan espontánea- 
mente. Para demandarlas, para disfrutarlas, se necesita aquello que sólo 
se obtiene una vez que se ha consumado el aprendizaje: sólo quien ha estu- 
diado matemáticas aprecia las matemáticas. Y no siempre. Por eso la ense- 
ñanza tiene que ser obligatoria. El problema es que, quizá, lo que vale 
para la escuela no valga para la virtud cívica, una mercancía delicada. Y es 
que la “actuación correcta por las razones correctas” requiere de la auto- 
nomía, precisamente lo que se “suspende” cuando es impuesta, cuando el 
sujeto responde a “premios y castigos”, a incentivos. La objeción de Rawls 
al republicanismo parece afectar, sobre todo, en este caso. 

En el tercer modelo (republicanismo autorrealizador) la participación 
tiene valor en sí misma y existe una disposición natural a ella. La demo- 
cracia se justificaría en la medida en que permite la realización de la par- 
ticipación, de la virtud si se quiere. Aunque puede encontrarse en Stuart 
Mill, es una argumentación tradicionalmente republicana.* Se corresponde 
con una versión antropológicamente idealizada —la de Hannah Arendt y, 
más matizada, la de Carol Patterman-— de la democracia ateniense. Asume 
la existencia de disposiciones virtuosas, de unas capacidades humanas 
orientadas hacia el ejercicio práctico, racional, de “ser dueños de la propia 
vida”, que, aun si latentes, como la capacidad lingúística, encontrarían su 


23 M. Sandel, Democracy's discontent, Cambridge, Harvard University Press, 1996. 

24 El tradicional énfasis republicano en la educación encontraría aquí su amarre. 
Véase “Symposium on citizenship, democracy and education”, Ethics, 105, 1995. 

25 “Rapport sur les principes de morale qui doivent guider la Convention dans 
Padministration intérieure de la République” (5 de febrero de 1794), Oeuvres 
completes de Maximilien Robespierre, ed. E. Déprez et al.), París, PUF, 1910-1967, vol. x, 
p. 357. Sobre las relaciones entre virtud y terror en Robespierre, véase D. Jordan “The 
Robespierre problem”, en C. Haydon y W. Doyle (eds.), Robespierre, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1999, pp. 29 y ss. (de donde procede la cita). 

26 V. Brown, “Self-goverment: The master trope of republican liberty”, The Monist, 
84, 1, 2001. 
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normal realización en los escenarios públicos.” En lo esencial, nos dice que 
tenemos una disposición al autogobierno, a querer regirnos por nuestras 
mejores razones, algo que, de un modo completo, sólo es posible practi- 
car participando en la polis. La democracia republicana permitiría ejer- 
cer tales talentos. 

Este republicanismo ha sido objeto de críticas que han destacado que, por 
su propia naturaleza, la autorrealización no puede servir para justificar la 
democracia.” Toda justificación, más o menos explícitamente, toma la forma 
de: “Y (la autorrealización, en este caso) es deseable”; “hacer X (lo funda- 
mentado: la participación) asegura la consecución de Y”; por tanto: “debe 
hacerse X”. Ahora bien, dirán los críticos, sucede que la autorrealización no 
se puede perseguir directamente: sólo cuando se realiza algo y ese algo se 
realiza exitosamente se experimenta la autorrealización. La autorrealización 
es un “efecto lateral” de —la realización de— otra acción y, por ello mismo, 
por no poder perseguirse directamente, el empeño de “autorrealizarse” esta- 
ría llamado al fracaso. Intentar autorrealizarse sería como intentar ser espon- 
táneo, esforzarse por dormirse o por olvidar a alguien. Así las cosas, siguen 
los críticos, no cabría “buscar” la autorrealización, planificar su obtención, 
ni, por ende, justificar en ella la democracia. 

No estoy seguro de que la objeción, tal cual, resulte tan poderosa como 
parece. No hay que confundir el punto de vista de la primera persona —la 
que se “realiza”— con el punto de vista de la tercera persona, la que decide 
el diseño de las instituciones que permiten la autorrealización y que se jus- 
tifican por ella. Un gobierno que, por ejemplo, considerase que las activi- 
dades culturales maximizan la autorrealización de las personas, puede 
potenciarlas y, de ese modo, favorecer la autorrealización. Su punto de vista 
no es el de los agentes que se realizan: una cosa son las actividades de los 
individuos —que les permiten autorrealizarse— y otra la política que favo- 
rece tales actividades. Los ciudadanos no pueden perseguir, sin más, “rea- 
lizarse”, pero nada impide llevar a cabo acciones políticas para procurar 
la realización de los ciudadanos.?” Estas últimas sí pueden estar abiertas a 


27 La argumentación remite a la tópicamente llamada “libertad de los antiguos” 
—para otros, “libertad positiva”—, entendida como el “control y dirección de la 
propia vida” y, en particular, con “la libertad de participar en las decisiones 
sociales que afectan a la propia vida”. La precisión es obligada porque, como se 
dijo, la “libertad positiva” tiene diferentes interpretaciones: libertad “real”, libertad 
como “autonomía”, libertad para participar. 

28 Para más detalle, véase el capítulo v. 

29 J. Elster, “The market and the forum”. 

30 En ese sentido no resultan pertinentes las críticas de J. Elster a H. Arendt en “The 
market and the forum”. Se volverá sobre esto en el último capítulo. 
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planificación. Desde otro punto de vista, eso equivale a reconocer que, nor- 
mativamente, no hay ningún problema en apelar a los resultados laterales 
de X (buena salud) para justificar X (correr). Una cosa es que la acción que 
persigue directamente un subproducto esté condenada al fracaso y otra 
que esa acción se justifique por sus subproductos.* 

Sin embargo, la objeción anterior puede reconstruirse de modo más pre- 
ciso a partir del reconocimiento de que la autorrealización a través del auto- 
gobierno presenta particularidades que dificultan su planificación. El pro- 
blema radica en que, en este caso, se trata de la realización de una tarea 
colectiva —de decidir sobre la propia vida— y eso complica el éxito de la eje- 
cución. Para la “realización exitosa” no basta con la existencia de la dispo- 
sición hacia el autogobierno y el reconocimiento de que se necesita de los 
demás, de la polis. Como se dijo en el capítulo v, se requiere, también, que 
las preferencias propias coincidan con las agregadas, con la voluntad gene- 
ral. Puedo querer A, pero si los demás quieren B, no sentiré que me auto- 
gobierno.” La buena naturaleza, mi compromiso con el interés general, 


31 Incluso una acción podría fracasar en su objetivo y justificarse por sus 
subproductos (porque, por ejemplo, contribuye a forjar el carácter, el proceso 

de maduración, la responsabilidad) Aun si la acción o el proceso A no permitiera 
obtener máximamente X (conjetura empírica), yo podría defender A porque 

la búsqueda de X a través de A —y sólo a través de A— permite obtener Z. Incluso 
aquello que es subproducto puede conseguirse como subproducto del propio 
fracaso de perseguirlo directamente: el adolescente que se esfuerza en madurar, 
algo imposible, pero que madura como consecuencia indirecta de la frustración 
por no conseguir el objetivo de madurar. 

Como se dice en el texto, no está para nada claro que conocer la condición de 
subproducto de algo nos impida perseguirlo instrumentalmente, una vez 
reconocida la condición de subproducto: puedo buscarme problemas más 
importantes para olvidarme de otro que me obsesiona (y que no puedo 
esforzarme por olvidar “voluntariamente”). Véanse las críticas a la teoría de los 
subproductos de Elster en sus juicios sobre la democracia republicana de Arendt 
en J. Chan y D. Miller, “Elster on self-realization in politics: A critical note”, Ethics, 
102, 1991. En ese trabajo los autores reconocen diversos grados de imposibilidad 
para perseguir y obtener los subproductos políticos. Asimismo, sobre lo razonable 
de los objetivos inalcanzables (N. Rescher, Ethical idealism, Berkeley, University 
of California Press, 1987). 

Cabría pensar en dos réplicas a esta objeción: a) que para la autorrealización basta 
el debate, con independencia de su resultado (lo importante sería cocinar o 
escribir, no la calidad del producto); b) que la deliberación puede llevar a 
modificar las preferencias, a la luz de las mejores razones, de tal modo que, al fin, 
se ajusten a la voluntad general. La primera réplica resulta difícilmente aceptable: 
cualquier actividad, por serlo, se convertiría en autorrealizadora con 
independencia de si tiene un buen resultado (y la autorrealización es inseparable 
de su reverso). La segunda resulta más atendible, pero peca de irrealista. 


1) 


3 
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ayuda pero no resuelve. No todos tenemos porqué estar de acuerdo acerca 
de en qué consiste el interés general, e incluso es posible que discrepemos 
acerca de cómo determinarlo.*% Cierto es que la deliberación, en principio, 
proporciona un procedimiento: nos compromete con criterios de impar- 
cialidad que permiten dilucidar entre las propuestas. Pero tampoco resulta 
concluyente. Incluso puede ampliar el campo de las discrepancias. En la dis- 
cusión, pueden aparecer nuevas alternativas que no se nos habían ocu- 
rrido”.3* Así las cosas, la decisión democrática no asegurará la realización 
exitosa del objetivo (el autogobierno) y sin ésta no hay autorrealización.* 

El último modelo, para el cual si bien la participación tiene valor instru- 
mental existe disposición a participar, justifica —en el sentido que veremos 
luego— la democracia por su relación con las leyes justas, que aseguran la 
libertad.3é En este caso, dada la existencia de la disposición, no se da el 
problema —de acción colectiva— de “Rawls y la virtud”. Queda ejemplifi- 
cado por aquellas situaciones en que las acciones de los individuos, inspi- 
radas en sus propios objetivos, caminan en la misma dirección que los resul- 
tados interesantes desde el punto de vista colectivo, previstos o no. Por 
ejemplo, el mercado, o, más en general, cualquier otro caso de mano invi- 
sible: los agentes egoístas procuran —está en su naturaleza— buscar su bene- 
ficio, y esa disposición tiene buenas consecuencias para la coordinación 
social (eficiencia, etc.). En el caso de la república, por supuesto, las dispo- 
siciones son otras. Como en el republicanismo autorrealizador, el buen ser 
humano, el ser humano completo, no puede dejar de ser un buen ciuda- 
dano porque la disposición a participar forma parte de su propia huma- 
nidad. Realiza y reconoce su excelencia humana en la actividad pública y 
procura ejecutar con destreza esa tarea. En ese sentido, la libertad de la 
república vendría a ser una suerte de subproducto de la naturaleza humana, 
esencialmente virtuosa. Y, desde luego, no se ve por ninguna parte la som- 
bra de violencia a la autonomía. 


33 El mismo Rousseau detectaba la tensión entre “la voluntad de todos” y la “voluntad 
general” (Contrato social, 11, 11). Su “solución” ha sido reconstruida por J. Neidleman: 
“el salto entre la voluntad popular y la voluntad racional es la ciudadanía”, The 
general will is citizenship, Pennsylvania, Rowman « Littlefield, 2001, p. 10. 

34 Como se vio en el capítulo vr, la deliberación también puede contribuir a 
complicar las cosas, entre otras razones por la aparición de nuevas alternativas que 
“no se nos habían ocurrido”. 

35 Es autorrealización política, autogobierno, lo que impide la asimilación a la 
política cultural (el punto de vista de la —intervención desde— la tercera persona). 

36 Se podría pensar que describe los procesos revolucionarios (o constituyentes, en la 
terminología de B. Ackerman, We the people, Cambridge, Harvard University 
Press, 1991). 
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Ello no quiere decir que la democracia se justifique porque contribuye 
a la autorrealización. Ni tampoco que el ciudadano participe en la activi- 
dad pública para —con el objetivo de— autorrealizarse. La democracia se 
justifica porque favorece las decisiones más justas, las leyes que aseguran 
la libertad de los ciudadanos. El ciudadano participa para decidir, del mejor 
modo, cómo vivir colectivamente. Con ello, dada su naturaleza, ejerce parte 
del reto de vivir en la actividad pública y, de ese modo, se asegura la posi- 
bilidad de gobernar sus destinos. No busca, con ello, realizarse. Lo que 
busca, y lo que justifica la democracia, son las buenas leyes. Ése es el valor 
—instrumental- de la democracia. Al decidir cómo vivir, al realizar algo exi- 
tosamente, tiene la posibilidad -sólo la posibilidad de experimentar la 
política como realización. Pero la autorrealización no constituye el fun- 
damento o la justificación de la democracia: aunque se autorrealicen en 
la política, los ciudadanos no deliberan para autorrealizarse, sino para deci- 
dir correctamente. La democracia (deliberativa, participativa) no se justi- 
fica por la autorrealización, sino porque constituye el mejor procedimiento 
para decidir sobre la vida compartida. La (experiencia de la) realización de 
algo (la decisión política, en este caso) y que la realización esté justificada 
(que ese algo tenga sentido) son condiciones causales producen el efecto 
lateral— de la autorrealización.7 Pero condiciones necesarias, no suficien- 
tes. En ese sentido, como se verá en la sección siguiente —y como correc- 
tamente destacaba Rawls— la virtud resulta instrumental para la demo- 
cracia. Incluso más, la propia democracia lo es para el republicanismo: 
asegura la libertad, el valor más importante. 

Llegados aquí, obviamente —a no ser que se pretenda “resolver” tautoló- 
gicamente los problemas, asumiendo, como una petición de principio, 
que existe la buena naturaleza cívica necesaria para la buena política—, es 
preciso examinar si hay pruebas empíricas de tales disposiciones y, en el caso 
de que así sea, cuáles son las mejores condiciones institucionales y sociales 
para que puedan ejercitarse. El segundo aspecto nos remite inmediatamente 
al paisaje de fondo, económico y social, de la buena sociedad republicana, 


37 Sin olvidar que la autorrealización (política) resulta posible porque se da la 
deliberación, la posibilidad de modificar las preferencias a la luz de las mejores 
razones, la autonomía, al fin. Cuando el resultado está determinado de antemano, 
el convencimiento, la elección de retos y la deliberación pierden todo sentido. Por 
eso resulta la realización ciudadana desde el horizonte de una idea sustantiva de 
bien comunitarista: el ciudadano enfrenta un reto elegido; como reto, exige su 
correcta realización; como elegido, se experimenta como realización; no hay 
realización si no hay autonomía, si no se eligen libremente los retos. Sobre estos 
aspectos se volverá en el último capítulo. 
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sobre lo cual se pueden decir pocas cosas bien firmes.33 Con matizada fir- 
meza sí es posible decir que si ése es el mercado, tendrá que ser sujetado, 
sobre todo en sus consecuencias desigualitarias. La polarización social com- 
plica la aparición de los compromisos entre unos ciudadanos que no se reco- 
nocen con los mismos intereses ni con las mismas experiencias, los mis- 
mos retos, lo que, además, aleja a los de arriba —los que deciden- de los 
problemas de los muchos de abajo. Más difícil resulta evitar que el mercado 
extienda en los ciudadanos unas disposiciones cognitivas (egoísmo, eva- 
luación contable de las relaciones humanas, hedonismo) que, como vimos, 
resultan poco propicias para el cultivo de las normas (de confianza, leal- 
tad, respeto, etc.).2 De un modo u otro, se complica la aparición de los nece- 
sarios vínculos de reciprocidad o las emociones de justicia. 

El primer aspecto es el que le preocupa a Rawls y, en su pesimismo antro- 
pológico, lo lleva a criticar a un republicanismo que no puede dejar de ser 
comunitario, de intervenir en la vida de las personas en nombre de una 
naturaleza humana cuya excelencia hay que realizar, incluso a su pesar, lo 
quieran o no. Finalmente, la confirmación de la existencia de disposicio- 
nes es, sobre todo, un asunto empírico. ¿Es el caso que la naturaleza humana 
tiene vocación pública?* 

Es indiscutible que la especie humana tiene una notable disposición 
social, como se deja ver en la conformación —bajo presiones adaptativas— 
de muchas de sus estructuras cognitivas. Tenemos disposiciones coopera- 


38 E Ovejero, “Republicanismo y capitalismo”, Revista Internacional de Filosofía 
Política, 23, 2004. 

39 En ese sentido, resulta realista la teoría de la elección racional en sus modelos 
políticos sobre la democracia cuando presume que el mismo individuo que 
el mercado produce (el homo oeconomicus) se extiende a —y hay que tomar como 
punto de partida en— la democracia de competencia entre partidos. El efecto, 
además, se amplifica: las instituciones basadas en la desconfianza hacia 
—la posibilidad de— las disposiciones cívicas penalizan y matan las disposiciones 
cívicas; véase B. Frey, “A constitution for knaves crowds out civic virtues”, 
The Economic Journal, 107, 1997, pp. 1043-1053. Por otra parte, no faltan 
resultados empíricos sobre la existencia de la “mentalidad del mercado”, sobre 
las estructuras cognitivas que refuerza el mercado; véase R. Lane, The market 
experience, Cambridge, Cambridge University Press, 1991. Sobre el choque 
con las normas, véase M. Radin, Contested commodities, Cambridge, Harvard 
University Press, 1996. Se volverá sobre el tema en el capítulo 1x. Y todo ello 
sin olvidar que el buen funcionamiento del mercado necesita de las normas 
que socava. A. Ben-ner y L. Putterman (eds.), Economics, values and 
organization, Cambridge, Cambridge University Press, 1998; W. Schultz, 
The moral conditions of economic efficiency, Cambridge, Cambridge 
University Press, 2001. 

40 Un problema, por cierto, que Rawls no ignora, como se vio en el capítulo anterior. 
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tivas, y estamos dotados de un amplio surtido de repertorios emocionales 
que, coordinados, sirven de cimiento a nuestros sistemas normativos.* 
En todos esos casos, la capacidad está en nosotros, forma parte de nuestra 
herencia genética y, cabe conjeturar, opera a través de módulos, de estruc- 
turas neuronales especializadas en procesar ciertos inputs específicos, de 
un modo autónomo, automático e independiente.* Tales estructuras están 
programadas, al modo como sucede en el caso de lenguaje, aunque la 
activación y el desarrollo requiere de la propia socialidad (del mismo modo 
que el lenguaje o la dentición, también programados, requieren, respecti- 
vamente, de nutrientes y de una exposición a un entorno social).4 

Pero poco más. No hay —ni siquiera se sabe muy bien qué significaría 
eso— una “disposición natural” al republicanismo. Las investigaciones empí- 
ricas invitan a dudar del homo oeconomicus, de una visión estrechamente 
egoísta de los seres humanos; incluso permiten reconocer la existencia en 
el seno de la especie humana —y en sus parientes próximos— de elementa- 
les principios de reciprocidad y hasta de sensibilidad para atender las nece- 
sidades básicas, pero, desde luego, no avalan nada parecido a la naturali- 
dad del republicanismo, amén de que tales resultados, más allá de cuán 
interesantes sean, están lejos de abandonar el territorio de los indicios.** Un 
territorio en el que, por lo demás, tampoco podemos esperar demasiado.% 


41 Para una exposición sistemática de la relación entre procesos cognitivos y 
comportamiento moral, véase W. Rottschaefer, The biology and psychology of 
moral agency, Cambridge, Cambridge University Press, 1998. Un panorama de 
trabajos referidos a aspectos cognitivos, emocionales y (menos) morales en L. 
May, M. Friedman y A. Clark, Mind and morals, Harvard, The mrT Press, 1996. 
Sobre la ética de la virtud, véase P. Churchland, “Toward a cognitive neurobiology 
of the moral virtues”, en J. Branquinho (ed.), The foundations of cognitive science, 
Oxford, Oxford University Press, 2001. En relación con conceptos filosóficos que 
son condición de posibilidad de la “personalidad” ética: para la noción de 
identidad, agente moral, honestidad, véase O. Flanagan, Self-expressions, Oxford, 
Oxford University Press, 1996; para el papel de la imaginación en la ayuda para 
decidir en lo particular (y en oposición a la ética como “leyes universales dictadas 
por la razón”), véase M. Johnson, Moral imagination. Implications of cognitive 
science for ethics, Chicago, Chicago University Press, 1993. 

42 La hipótesis modular, desde una perspectiva evolutiva, en P. Carruthers y 
A. Chamberlain (eds.), Evolution and the human mind, Cambridge, Cambridge 
University Press, 2000. 

43 Véase el capítulo 1x. 

44 F. Ovejero, La libertad inhóspita, Barcelona, Paidós, 2002, cap. 1. 

45 No deja de producir perplejidad la falta de cautela con la que se relacionan 
imágenes obtenidas mediante PET (Tomografía por Emisión de Positrones) con 
comportamientos o disposiciones a comportamientos conceptualizados desde la 
teoría social o desde nuestro lenguaje común. En ese sentido no les falta razón a 
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VIRTUD, DEMOCRACIA Y LIBERTAD 


En las líneas anteriores se asumía, con Rawls, una visión instrumental de 
la virtud. También con él, se relacionaba esa bondad instrumental de la 
virtud con la calidad de la democracia. En ese sentido, la virtud no apa- 
rece como un rasgo constitutivo del republicanismo. De hecho, la propia 
democracia resultaba instrumental respecto de la libertad, el valor más 
importante para la tradición republicana, el punto de llegada, norma- 
tivo, que define al republicanismo y que Rawls no parece destacar en el 
paso que nos ocupa. Quizá sea ésta una buena ocasión para sistematizar 
algunas tesis republicanas vistas en capítulos anteriores y considerar la 
naturaleza de esa relación instrumental entre virtud, ciudadanía y demo- 
cracia y, a través de ésta, su vinculación con lo que constituye en núcleo 
del ideal republicano: la libertad. 

El republicanismo no comparte la idea liberal de libertad —la libertad 
negativa— como ausencia de intromisiones. Una idea demasiado exigente, 
que nos impediría calificar como plenamente libre a una sociedad que 
castiga a quienes no cumplen las leyes. Pero también una idea dema- 
siado pobre que, como se dijo en el capítulo v, nos llevaría a considerar 
libre al esclavo o al siervo cuyo amo, generoso, le permite hacer lo que 
quiere, por más que siempre esté en su mano la posibilidad de impedír- 
selo. Frente a esta idea, los republicanos sostendrán que no toda interfe- 
rencia está injustificada y, sobre todo, que no toda violación de la liber- 
tad implica una interferencia. Una interferencia está justificada, y por lo 
tanto no viola la libertad, si es justa, si no es arbitraria.** Por eso no es 
menos libre una sociedad que encarcela a los criminales. A la vez, el esclavo 
con un amo generoso no deja de ser un esclavo. Su señor puede interfe- 


los filósofos eliminacionistas, que sostienen que no hay modo de relacionar 
nuestro conocimiento neurobiológico con el léxico de las ciencias sociales, de 
reducir uno a otro (de ahí concluyen la recomendación de despachar a estas 
últimas, del mismo modo que despachamos la alquimia en su día, sin reducirla a 
la química).Véase P. Churchland, The engine of reason. The seat of the soul, 
Harvard, The mrT Press, 1995. 

46 La presente formulación es la expuesta en el capítulo v. Son ideas apuntadas 
por Q. Skinner en “The idea of negative liberty”, en R. Rorty, J. Schneewind 
y Q. Skinner (eds.), Philosophy in history, Cambridge, Cambridge University Press, 
1984; desarrolladas por P. Pettit en distintos trabajos: “A definition of negative 
liberty”, Ratio, 2, 1989, y “Freedom as Antipower”, Ethics, 106, 1996. Dos revisiones 
recientes del debate de años, robustas y sistemáticas, en Q. Skinner, “A third 
concept of liberty”, Proceedings of the British Academy, 117, 2003; P. Pettit, “Keeping 
republican freedom simple”, Political Theory, 30, 3, 2002. 
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rir cuando quiera en sus cursos de acción, aunque, de facto, no inter- 
fiera. Su señor está situado en una posición de dominación. Si quisiera, 
podría interferir en sus acciones impunemente y a su arbitrio. Desde 
esta perspectiva, un individuo es libre cuando no está sometido a inter- 
ferencias arbitrarias.1 

Para el republicanismo, la ley no es la frontera donde acaba la liber- 
tad, sino su condición necesaria, su garantía frente a los poderosos, la segu- 
ridad de que no estaremos sometidos a intromisiones arbitrarias. El pro- 
blema, claro está, consiste en delimitar el trazo entre las intromisiones 
arbitrarias y aquellas que no lo son. La ley también puede ser opresora, 
fuente de dominación arbitraria. ¿Cómo determinamos, entonces, la ley 
justa, la que es garantía de la libertad? En principio, también ahora la 
respuesta es inmediata: la democracia, la sociedad autogobernada que sólo 
se somete a la ley que ella misma se da. Desgraciadamente, desde Aristó- 
teles, no ignoramos que la democracia también puede derivar en tiranía; 
la tiranía de los muchos sobre los pocos, pero tiranía al fin. ¿O no llama- 
ríamos tiranía al acuerdo de diez para que otro, el más fuerte, trabajase 
para ellos? 

Es ahí donde hace su aparición la deliberación democrática, que filtra 
los intereses según criterios de imparcialidad, atendiendo a la fuerza de los 
argumentos que los avalan. La argumentación pública obliga a mostrar 
que, en algún sentido, las tesis defendidas se corresponden con principios 
generalmente aceptables, de interés general. En ese caso, pierde todo sen- 
tido “defenderse” frente a la mayoría, la necesidad de unos derechos que 
protejan frente a la democracia: los intereses justos estarán recogidos en 
los intereses de todos. Y, claro, la participación es ahí fundamental: las 
demandas justas y, por ende, las interferencias arbitrarias se determinan a 
través de procesos de pública deliberación. La voluntad colectiva no puede 
verse como una forma de dominación, y por tanto no cabe pensar en “pro- 
tegerse” frente a ella cuando está conformada a través de procesos de deli- 
beración en que actúan criterios de interés general entre individuos com- 


47 P. Pettit, Republicanism, Oxford, Oxford University Press, 1997. La presentación 
más ordenada en P. Pettit, “Keeping republican freedom simple. On a difference 
with Quentin Skinner”, Political Theory, 30, 3, 2002. Para una historia de esa idea 
republicana, véase J-E. Spitz, La liberté politique, París, PUF, 1995. De todos modos, 
el excelente trabajo de Spitz exagera el trazo de contraponer una idea republicana 
de “libertad merced a la ley” frente a la libertad “presocial” (de Estado de 
naturaleza liberal”). Para matizar esa demarcación, véase L. Jaume, La liberté et la 
loi. Les origines philosophiques du liberalisme, París, Fayard, 2000. Desde un vuelo 
histórico más dilatado en el tiempo, véase el breve y excelente repaso de M. 
Barberis, Liberta, Roma, Il Mulino 1999, cap. 111. 
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prometidos con el interés general.** Mal que bien, la democracia delibe- 
rativa asegura un razonable vínculo entre las decisiones y la justicia. 

Llegados aquí aparece, como siempre, la inevitable pregunta: ¿por qué 
no dejamos que deliberen sólo los mejores, los más virtuosos o, incluso 
más, que “delibere” privadamente el rey sabio que conoce lo más justo y 
decide por todos? ¿Por qué no confiar en una suerte de Hércules político 
capaz de ponderar todos los intereses y de librarse de toda influencia? Claro 
que para que eso sea posible es necesario, entre otras cosas, que podamos 
identificar a los excelentes. Ellos deliberarían y determinarían las leyes más 
justas. La virtud ciudadana, la participación, no aparece por ningún lado. 
Las elecciones democráticas cumplirían esa función. Al menos eso era lo 
que pensaban los federalistas, Constant o Sieyés entre muchos otros. 

Pero ya hemos visto en capítulos anteriores que no hay razones para 
esperar que las cosas sean así, que los ciudadanos no virtuosos, egoístas e 
ignorantes, estén en condiciones de identificar a los mejores de entre ellos 
con sus votos. Los mismos mecanismos de representación política, que 
se justifican por su capacidad para identificar las disposiciones públicas, 
son los responsables de la penalización de esas disposiciones. Precisamente 
porque las cosas son de ese modo, la participación y la virtud ciudadana 
resultan necesarias para la deliberación: a través de una serie de meca- 
nismos (recogida de la información, corrección de sesgos, disminución 
de la discrecionalidad de los representantes), la participación propicia la 
identificación y la buena asignación de virtud, asegura una mejor “eco- 
nomía de la virtud”, y, con ello, mejora la calidad de la deliberación. La 
participación se justifica porque contribuye a mejorar las circunstancias 
de la deliberación. 


48 La participación aparece entonces “como un derecho [...] que permite resolver a 
los ciudadanos los desacuerdos que tienen acerca de sus propios derechos”, J. 
Waldron, “Participation: The rights of rights”, en Law and disagreement, Oxford, 
Oxford University Press, 1999. La cita de Marx es del propio Waldron (p. 232), y 
procede de La cuestión judía. Por lo demás, esa herencia republicana de Marx ha 
sido cuidadosamente explorada por A. Levine, The general will: Rousseau, Marx, 
Comunism, Cambridge, Cambridge University Press, 1993. Para breves y notables 
sistematizaciones del Marx demócrata radical, véanse A. Gilbert, “Democracy and 
individuality”, en E. F. Paul, E. Miller Jr., J. Paul y J. Ahrens (eds.), Marxism and 
liberalism, Londres, Basil Backwell, 1986; A. Gilbert, “Political philosophy: Marx 
and radical democracy”, en T. Carver (ed.), The Cambridge Companion to Marx, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1993. 


IX 


En el origen de las motivaciones 


Cuando todo sucede naturalmente 
las cosas son todavía más extrañas. 
R. M. Rilke 


Acabamos de ver dos modos, desigualmente eficaces, de hacer frente a lo 
que muy bien puede ser considerado el reto fundamental de la organiza- 
ción de la vida social: el problema de armonizar los objetivos de los indivi- 
duos y los objetivos colectivos. En sus versiones más extremas, mientras 
unos parecen confiar en la mano invisible, otros, ingenuamente rousseau- 
nianos, buscarían la solución en los buenos ciudadanos. Desafortunada- 
mente, las cosas no son tan sencillas. Con sus importantes matices, el pro- 
blema de “armonizar los objetivos de los individuos y los objetivos colectivos” 
está en la raíz de importantes discusiones de las teorías sociales y normati- 
vas contemporáneas mencionadas en las páginas anteriores: la configura- 
ción de una voluntad general a partir de voluntades individuales, la posi- 
bilidad de la acción colectiva, la aparición y la necesidad de la confianza, la 
búsqueda de escenarios de diálogo entre individuos comprometidos con 
criterios de racionalidad y de interés general, la obtención de reglas de jus- 
ticia aceptables para personas con concepciones morales dispares, la parti- 
cipación comprometida de los ciudadanos en la vida cívica. En la trastienda 
de esas discusiones aparece un problema de disposición social (pDs, en lo 
sucesivo): existe la suficiente interacción como para que los problemas apa- 
rezcan, pero no la suficiente como para que se disuelvan.! Si los individuos 


1 Esa tensión es central en Rawls, A theory of justice [1971], Cambridge, Harvard 
University Press, 1999. Baste con ver que el egoísmo, que aparece implícitamente 
como una de las circunstancias materiales de justicia, es excluido por las cinco 
condiciones formales de justicia (pp.112 y ss.). En ese sentido, resulta llamativo que 
Rawls, que dice seguir a Hume, se cuide mucho de referirse al egoísmo como tal 
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no comparten algunos principios, criterios, intereses o predisposiciones, 
la vida compartida resulta imposible y con ella cualquier discusión acerca 
de cómo vivir o qué decisión tomar. Ahora bien, si todos caminan como 
un solo hombre bajo un ideal común, hasta el detalle, si ni siquiera se con- 
cibe la posibilidad de la discrepancia o de la elección, desaparece la misma 
idea de moralidad o de vida cívica. El territorio cívico parece situarse entre 
la moral de los lobos y la moral del hormiguero. El pps apunta a la necesi- 
dad de asegurar la sociabilidad sin imposibilitar la discrepancia. 

En el diagnóstico que sostiene que el pps es un problema normativo 
han coincidido comunitaristas y liberales, aun cuando unos estén más 
cerca de las hormigas y otros se reconozcan, con resistencia o con resig- 
nación, en cierta idea de libertad presocial, anterior a la ley, en la que 
suena un eco amortiguado de la vieja máxima (Homo hominis lupus) de 
Plauto popularizada por Hobbes.? Los más radicales entre los primeros 
han querido moralizarlo hasta el empacho. La resolución del PDs requiere 
una genuina comunión normativa, todo lo demás, dirán, supone el prin- 
cipio de la disgregación. Los liberales, por su parte, han tratado de omi- 
tir toda presunción normativa y obtener una suerte de motor inmóvil 
de la moral social. Un motor, eso sí, convencional. Para ello han cons- 
truido artificiosos contratos sociales inaugurales en los que unos indivi- 
duos presociales (y premorales) buscan un acuerdo sobre unas reglas de 
juego laicas, no comprometidas normativamente, capaces, sin embargo, 
de asegurar el escenario de la moral pública. Frente a esas “soluciones” 
aquí se sugerirá un cambio de perspectiva: encontrar un fundamento a 
la comunidad política que haga posible la vida cívica, pero que no sea él 
mismo normativo o, por mejor decir, que no sea únicamente norma- 
tivo. Antes que un fundamento, que una justificación, lo que hay que hacer 
con la vida social es buscarle una explicación, una suerte de mecanismo 
que asegure la reproducción sin invocar instancias normativas, un juego 
(social) tal que las propias condiciones del juego garanticen la repro- 
ducción del juego y de los jugadores. Pero un juego que sea algo más que 
una convención, una simple coincidencia de intereses. 

La convención, basada en intereses compartidos o coincidentes, ha 
sido la única alternativa al “moralismo” de los filósofos políticos. En par- 
ticular, la mano invisible ha constituido la herramienta analítica más 


entre las circunstancias de justicia, cuando lo cierto es que el escocés es 
absolutamente claro: “el origen de la justicia se encuentra únicamente en el 
egoísmo y la limitada generosidad de los hombres”, A treatise of human nature, 
Oxford, Clarendon Press, 1975, P. 495. 

2 J-F. Spitz, “The concept of liberty in A theory of justice”, Ratio Juris, 7, 1994. 
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común con la que se ha intentado solventar el pDs. Para quienes han suge- 
rido esa respuesta, mecanismos como el mercado serían capaces de ase- 
gurar el funcionamiento de la vida social, más allá de todo cimiento nor- 
mativo. Las diferencias éticas empezarían, en todo caso, más tarde.3 Esa 
iniciativa ha llegado a sus últimas consecuencias de la mano de aquellas 
teorías que han querido disolver el territorio moral en el intercambio y 
la negociación: las normas de justicia estarían desprovistas de todo con- 
tenido normativo, no serían diferentes de convenciones como la que ins- 
pira la regla de “hay que conducir por la derecha”, un acuerdo que a todos 
nos conviene respetar y que los otros respetan pero que, como tal, ni es 
bueno ni es malo.* Con independencia de su circunstancial aunque fre- 
cuente— matrimonio con el mercado, tales propuestas apuntaban en la 
dirección correcta al destacar que en la pDs hay más aspectos que los mora- 
les y que cargar la tinta sobre ellos puede contribuir a oscurecer las cosas. 
Su error consistía en pensar que detectar el carácter “amoral” del escena- 
rio cívico equivale a declarar amoral (el argumento de) la obra cívica y, 
sobre todo, en creer que el cimiento premoral del escenario tenía que ser 
el homo oeconomicus y sus acuerdos, los agentes egoístas presociales que 
convierten su vida común en un cálculo. 

En las páginas que siguen se verá, en primer lugar, la importancia del 
PDs en la discusión contemporánea y la incapacidad del mercado para 
resolver el pDs. A continuación se tratará de mostrar que las propuestas 
deliberativas se revelan insuficientes para asegurar, por sí mismas, el terri- 
torio cívico, o, dicho de otra manera, en positivo: para edificar un escena- 
rio deliberativo se requieren condiciones de cohesión y motivación, una 
ontología social que no es ella misma producto del escenario deliberativo.* 


3 D. Gauthier, Morals by agreement, Oxford, Oxford University Press, 1986, cap. 4. 
Para críticas, véase D. Haussman, “Are markets free zones”, Philosophy and Public 
Affairs, 3, 18, 1989; F. Ovejero, Mercado, ética y economía, Madrid, Fuhem/Tcaria, 
1994. 

4 D. Gauthier, Morals by agreement. 

5 Precisamente por la existencia de esta ontología, de ese cemento social cuyo 
sustrato último es biológico, pueden coexistir “desintegración social”, las razones 
y la deliberación con el paisaje del conflicto, de la lucha por el poder, que es, 
finalmente, lo propio de la política. Circunstancia esta última desatendida por 
tradiciones radicales que en pocos años han pasado de ver la lucha de clases 
por todas partes a una cándida e idealista fascinación por el poder de las buenas 
razones. Véase F. Ovejero, “El poder y las razones: el territorio de la política”, 
Revista de libros, 103-104, 2005. A la hora de inyectar realismo, buenas son 
las páginas que N. Rescher (Pluralism, Oxford, Clarendon Press, 1993) dedica 
a criticar la estrategia de la argumentación ideal o consensuada y las que J. Elster 
(“Argumenter et négocier dans deux assemblées constituantes”, Revue Frangaise 
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La parte final sugiere una fundamentación naturalista que, en rigor, equi- 
vale a disolver el PDS, a mostrar que se trata, en buena medida, de uno de 
esos seudoproblemas tan frecuentes en la historia de la filosofía, here- 
dado esta vez de ese imposible hombre presocial que está en la base del 
liberalismo contemporáneo.! 


LA DISPOSICIÓN SOCIAL 


El pPDs está en el centro de los debates de la filosofía política contemporá- 
nea. La evolución de Rawls, descrita en el capítulo v111, puede entenderse 
como un permanente intento de solucionar ese problema. Desde cierta 
perspectiva, el camino que lleva desde Teoría de la justicia hasta Liberalismo 
político está marcado por la preocupación por la estabilidad que hace posi- 
ble el escenario público: para defender los principios que inspiran a su 
sociedad los ciudadanos deben sentirse motivados, de tal modo que cuando 
se producen desviaciones el equilibrio se restablezca automáticamente, sin 
quebrar el escenario.” Ahora bien, si se quiere compatible con el respeto 
al “hecho del pluralismo”, con la irreductible diversidad de ideas acerca 
de cómo vivir, esa motivación cívica no tiene que depender de una idea 


de Science Politique, 44, 2, 1994) entretiene en explorar la tensión entre 
argumentación y negociación en escenarios reales: la Convención Federal 
de Filadelfia y la Asamblea Constituyente del París revolucionario. 

6 J.-F. Spitz, La liberté politique, París, PUF, 1995. 

7 La estabilidad (entendida como aquella situación en la que el sistema “pone 
en juego fuerzas propias de tal modo que vuelva al equilibrio después de 
perturbaciones”, p. 400, n. 3) es la preocupación central el capítulo vr de A theory 
of justice. No sólo eso, como se vio en el capítulo v11, allí apunta un explícito 
intento de fundamentación naturalista (en las emociones, en el desarrollo 
psicológico) de los principios de justicia y de la propia estabilidad de la justicia 
como imparcialidad a la luz de “leyes psicológicas” que será abandonado en 
Political liberalism (Nueva York, Columbia University Press, 1993), aunque se 
mantiene la centralidad de la estabilidad (“[la justicia como equidad] adopta 
como su idea fundamental la sociedad como un sistema equitativo de cooperación 
alo largo del tiempo, de una generación a otra”, p.15) y la preocupación por que 
los individuos puedan estar interesados en comprometidos con— soluciones que 
se juzgan las mejores desde algún punto de vista colectivo (o imparcial). Resulta 
interesante que el abandono de la perspectiva naturalista se acompañe de la 
modificación de las tesis de A theory 0] justice por creerlas subordinadas a una 
concepción “comprensiva” del bien, concepción incompatible con el respeto al 
“hecho del pluralismo”, y su sustitución por la concepción política de la justicia que 
busca asegurar el vínculo social sin depender de una idea particular de bien. 
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de bien. Ésa es la raíz de la evolución de Rawls, pero también la raíz de sus 
problemas.? Una idea de justicia que no se amarra en lo que a los distin- 
tos ciudadanos les parece bien (o mal) carece de fuerza vinculante, es inca- 
paz de comprometer a aquellos sobre los que se quiere asentar. Para decirlo 
brevemente, Rawls anda a la búsqueda de un cemento social distinto de la 
“simple coordinación” y normativamente agnóstico que asegure una base 
para la vida cívica. 

La propuesta comunitaria tiene bastante de resolución retórica. Si los 
problemas aparecen porque hay intereses en conflicto, empecemos por 
suponer que no los hay. El PDs parece disiparse si todos los ciudadanos 
participan de una común idea de bien, si tienen los mismos criterios de 
valoración, metas comunes que encarar y un código compartido para 
resolver conflictos y ordenar preferencias. Apenas resulta necesario des- 
tacar la irrealidad de suponer que los ciudadanos tienen una idea de bien 
compartida, no menor que la de presumir que, incluso si tal fuera el caso, 
esa idea de bien es capaz de proporcionar criterios de decisión inequívo- 
cos.? La comunidad de los santos que resuelve el pDs no es más plausible 
que dos de los personajes más maltratados, bajo la acusación de irreali- 
dad, por la crítica filocomunitaria del liberalismo: el homo veconomicus 
omnisciente y calculador que asegura la eficiente asignación en el mer- 
cado y el sujeto trascendental y descarnado que se siente comprometido 
por hipotéticos o contrafácticos contratos sociales. 

Sin embargo, la propuesta comunitaria por omisión ayuda a detectar 
algunas dimensiones del pps normalmente descuidadas por la filosofía polí- 
tica. Pues tampoco es verdad que la estabilidad quede asegurada con la bene- 
volencia o con la comunión de ideales. Sin duda, una comunidad de mon- 
jes está en buena disposición para resolver muchos problemas de acción 
colectiva. Las tareas comunes se llevarían a cabo sin necesidad de penali- 
zar a unos inexistentes free riders. Pero no todos los problemas desapare- 
cen. Si se produce un incendio en la bolsa de valores, cuando cada uno 
intenta salvarse sin atender a los demás, con su acción alimenta la catás- 
trofe de la que todos acaban como víctimas. Pero recordemos que no irían 
mejor las cosas en un convento en el que cada uno de los monjes deci- 


8 Críticas, por ejemplo, de P. Jones, R. Dworkin y O. O. Neill. 

9 Por lo demás, no hay que olvidar que las teorías liberal-contractualistas 
empezaban por destacar que “si todo el mundo sintiera afecto por todo el mundo 
[...] la justicia y la injusticia no serían conocidas por los hombres” (D. Hume, 

A treatise of human nature, p. 495), para, inmediatamente después de reconocer 
la escasa plausibilidad de esa presunción, construir sus “contratos sociales”, 
descalificados por su irrealidad por la crítica comunitarista. 
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diera ceder el paso a los demás y ser el último en salir. Con un poco más de 
realismo las cosas resultan todavía más complicadas. Una sociedad ele- 
mentalmente comunitarista, en la que no exista una homogeneidad cultu- 
ral absoluta, es una sociedad abocada al conflicto y a la segregación, más 
allá de la voluntad (multicultural) de los ciudadanos. En uno de sus suges- 
tivos modelos, Schelling mostró cómo una sociedad donde los individuos 
tienen preferencias del tipo “no me importa tener vecinos de otro grupo 
cultural siempre que no constituyan una aplastante mayoría” desemboca 
en procesos inestables frente a menores perturbaciones aleatorias (un cam- 
bio de residencia de un individuo) cuyo resultado final es una alta segre- 
gación.'” Incluso con “comunitaristas liberales” contrarios a la segrega- 
ción, dispuestos a aceptar otros modos de vida, se produce un efecto perverso, 
contrario a la voluntad de cada uno, que hace imposible la estabilidad de 
los principios sobre los que se asentaba la sociedad. 

En pocas palabras, hay problemas de coordinación (de armonía de obje- 
tivos) y de estabilidad, que no tienen que ver simplemente con la contra- 
posición de las concepciones del mundo. Por el contrario, la existencia 
de conflictos e instabilidades ajenos a diferencias normativas no escapa a 
aquellas teorías que hacen de la justicia, y en general de las normas mora- 
les, un simple capítulo de las teorías de la negociación o, más exactamente, 
de la teoría de la elección racional.” Con todas sus dificultades,” estas teo- 
rías destacan con pertinencia la existencia de continuidades entre los pro- 
blemas de coordinación y los problemas normativos. Desde su perspec- 
tiva, no habría una diferencia esencial entre las normas de etiqueta y la 
Justicia, entre la convención de conducir por la derecha y la condena moral 
de la mentira.” Resultarían insostenibles sociedades donde cada uno con- 
duce por donde quiere o reina una desconfianza generalizada. En todos 
esos casos, lo que al final hay es un sistema de resolución convencional 
de intereses en conflicto que requieren una solución coordinada. Lo impor- 


10 T. Schelling, Micromotives and macrobehavior, Nueva York, W. Norton, 1978, cap. 4. 

11 El núcleo compartido es el análisis en términos de interacción estratégica entre 
agentes racionales. Desde ahí hay diversidad de modelos: equilibrios de mercado, 
acción colectiva, negociación, etc. Tres clásicos desde tres disciplinas: D. Gauthier, 
Morals by agreement; J. Coleman, Foundations of social theory, Cambridge, 
Harvard University Press, 1990; R. Posner, Economic analysis of law, Boston, Little, 
Brown and Company, 1986. 

12 J. Roemer, “The mismarriage of bargaining theory and justice distributive”, 
Ethics, 97, 1986; J. L. Coleman, Markets, morals and the law, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1988. 

13 No es menos cierto que sin las pequeñas mentiras (“buenos días”, “me alegro 
mucho”, etc.) la vida social sería imposible. 
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tante es que se producen situaciones de equilibrio (de Nash, en el léxico 
de la teoría de juegos) en las que nadie tiene ninguna razón para (interés 
en) modificar su conducta mientras los otros mantengan la suya (dadas 
unas preferencias y una situación inicial). De ese modo, cada uno con su 
acción facilita la acción de los otros y, de paso y sin pretenderlo, un resul- 
tado que es consecuencia de la acción de todos. En tales escenarios (de 
non regret) los individuos no lamentan sus elecciones, después de consta- 
tar el resultado final.'* Sean cuales sean sus motivaciones últimas, egoístas 
o cooperadoras, siguiendo su mejor estrategia todos se orientan en la misma 
dirección. La convergencia en el resultado es independiente de las motiva- 
ciones de cada uno. 

Sin embargo, estas estrategias resultan menos convincentes a la hora 
de explicar la reproducción de los equilibrios, su estabilidad, en particu- 
lar en todos los casos distintos de la coordinación pura. El propio indivi- 
duo que se acoge a la moral desde el cálculo y la conveniencia es un per- 
petuo free rider en estado latente dispuesto a aprovechar cualquier 
oportunidad de beneficio, sin que le importe si para ello tiene que trai- 
cionar los acuerdos. Al cabo, está muy bien que los demás digan la ver- 
dad y precisamente por ello, porque reina la confianza, me puedo bene- 
ficiar de la mentira, siempre, claro está, que los demás no piensen lo mismo. 
Si todos mintieran, no habría manera de entenderse. Por otra parte, con- 
viene advertir que esos escenarios y equilibrios no excluyen que el resul- 
tado, inflexible, sea el menos deseado por todos. En el incendio de la bolsa, 
nadie escapa a la catástrofe precisamente cuando cada uno hace lo mejor 
que puede hacer, dado lo que los otros hacen, y se encamina a la puerta 
lo más rápido posible.'* En suma, además de que el resultado sea, en algún 
sentido, independiente de las motivaciones de los individuos se necesita 
que sea estable y óptimo socialmente. 


14 Es lo que caracteriza a un equilibrio de Nash: los individuos no tienen ningún 
incentivo para cambiar de estrategia mientras los otros no cambien la suya. Se da 
también, por ejemplo, en el uso de una lengua común o de un sistema (común) de 
medidas. En otras líneas de argumentación, la norma aparece como una 
externalidad positiva (Coleman) y los principios de justicia (distributiva) como 
aquellos que aseguran que la máxima concesión relativa exigida por ellos sea la 
más pequeña (Gauthier). 

15 Vale la pena destacar: a) el carácter autorrealizador de los equilibrios de Nash, 
de modo que cuando cada individuo piensa que el otro escoge tal o cual solución, 
ésta se realizará y las previsiones se confirmarán; b) la atribución mutua de 
estados mentales entre los agentes: “A cree que B cree que...”. Sobre estos aspectos, 
véase A. Morton, The importance of being understood. Folk psychology as ethics, 
Londres, Routledge, 2003. Se verá más abajo la importancia de esta circunstancia. 
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De un modo más sistemático, el mecanismo capaz de asegurar el esce- 
nario social debe satisfacer unos cuantos requisitos: 

1. La armonía de objetivos exige que las acciones de los individuos y los 
objetivos sociales apunten en la misma dirección. Es el requisito de “coor- 
dinación” destacado por las teorías de la negociación y de la convención: 
cada uno, con su acción, debe contribuir a un equilibrio interesante para 
él y para todos. En principio, la armonía de objetivos es compatible no 
excluye— la irreal “comunión de los santos”, no impide que el vínculo social 
tenga base normativa. 

2. El agnosticismo normativo, requisito liberal por excelencia y del que 
arranca la preocupación rawlsiana por la estabilidad: la cohesión y el com- 
promiso no deben depender de una idea de bien. El problema con el agnos- 
ticismo liberal, como se apuntó, radica en que no asegura la sociabilidad. 
Aun cuando fuera posible que en sociedades en las que el “hecho del plu- 
ralismo resulta irrevocable” y los criterios de dilucidación no dependan de 
concepciones específicas del bien, con ello no se asegura el compromiso con 
las decisiones. El compromiso con una decisión es algo más que su acepta- 
ción. Es cierto que existen vínculos circunstanciales entre la participación 
en el juego social y la imparcialidad de las reglas de juego: nadie aceptaría 
los resultados de reglas que favorecen a otros. Sin embargo, en tanto no se 
apoyan en lo que a cada uno le parece justo, pueden acabar por dejar indi- 
ferentes a todos, esto es, carecer de fuerza vinculante. En la medida en que 
los criterios de decisión se quieren laicos, quedan desprovistos de vigor para 
comprometer a los ciudadanos: las razones que valen para los individuos 
no son las que tienen en cuenta al juzgar una decisión. La “solución” libe- 
ral no funciona, pero sí persiste el objetivo: asegurar la vida cívica desde 
un asidero que no sea normativo o, para volver al viejo léxico, trascenden- 
tal. El “problema”, que es más general que la fuerza vinculante, puede sol- 
ventarse no sólo a través del compromiso con los criterios de valoración 
delos ciudadanos, sino también a través de un vínculo que sujete a los indi- 
viduos al escenario social pero sin apelar a sus principios normativos. 

3. El algoritmo social. Que “los objetivos de los individuos apunten en la 
misma dirección que los objetivos sociales” no significa que sean necesa- 
riamente los mismos, sino que los resultados de las acciones de los indivi- 
duos coinciden con los objetivos generales. En ese sentido, el requisito de la 
armonía requiere una matización: la armonía entre las acciones de los indi- 
viduos y los objetivos comunes no tiene que depender estrechamente de 
las motivaciones de los individuos. Basta con que las acciones de los indi- 
viduos aseguren el designio al cual sirven. Es lo que sucede con los organis- 
mos y con el ecosistema que pueblan y a cuyo mantenimiento contribu- 
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yen. O, para volver a otro ya mencionado, con las comunidades científicas. 
Los científicos pueden estar interesados en la fortuna, la fama o el éxito sexual, 
pero, dadas las reglas de juego de la comunidad científica, para obtener sus 
objetivos han de perseguir la verdad. Por supuesto que entre ellos habrá 
muchos que únicamente estén interesados en la verdad, pero no son nece- 
sarios sin más. Con independencia de las metas de cada cual, el mecanismo 
social asegura el buen funcionamiento.'* El resultado interesante no depende 
de los fines específicos de los individuos en los que se realiza o “instancia” 
(aunque obviamente se requieren algunas condiciones que lo hagan posi- 
ble, por ejemplo, su calidad intencional, que los individuos se fijen y actúen 
por fines).” No resulta necesaria ninguna armonía preestablecida desde una 
común idea de vida buena. En este sentido, cabe abordarlo como un pro- 
ceso que se comporta “como si” estuviera orientado por los objetivos com- 
partidos, aunque sea resultado de un proceso ciego, mecánico.* 

4. La estabilidad reproductiva. Los requisitos anteriores no aseguran la 
perdurabilidad de los procesos. Interesa que el proceso se reproduzca y que 
se reproduzca de un modo estable. Hay que asegurar que el mecanismo 
que mantiene al escenario social también sea capaz de hacer que se recu- 
pere de elementales perturbaciones sin que se modifique la armonía de 
objetivos. Recuperación que, si no quiere violarse el requisito de agnosti- 
cismo, ha de realizarse, además, sin la intervención de ninguna instancia 
ajena al propio mecanismo reproductor, instancia que necesitaría una refe- 
rencia normativa. El requisito de estabilidad no es de fácil cumplimiento 
para las teorías que reducen la moral a un escenario de negociación. No 
basta con mostrar que los individuos tienen opciones abiertas que asegu- 
ran la resolución de los conflictos o el mantenimiento, por ejemplo, de una 
senda de crecimiento.'? Hay que mostrar que las propias condiciones del 
juego propician la reproducción del juego. 


16 El peculiar sistema de retribuciones asegura que “se busca la verdad”. El frecuente 

« » AA E : « » 
fraude” de las ciencias sociales no tiene que ver con una mala “naturaleza moral 

de sus practicantes, sino con el mal funcionamiento del algoritmo. Véase F. 

Ovejero, “Kuhn y las ciencias deshonestas”, Claves de razón práctica, 71, 1997. 

17 Aunque no cabría descartar que nuestra intencionalidad fuera, ella misma, un 
producto emergente —o incluso una ilusión holística— de otra más básica, la 
genuinamente material, la “intrinsic goal-directedness” inherente al 
comportamiento de las células eucariotas, véase W. Fitch, “Nano-intentionality: a 
defense of intrinsic intentionality”, Biology and Philosophy, 23, 2008. 

18 Este requisito —y el anterior— son propios de lo que en los primeros capítulos se 
llamó “selector ciego”. 

19 De hecho, bajo ciertas circunstancias, cuando los sujetos perciben que la tasa de 
crecimiento real es inferior a la que asegura el crecimiento equilibrado e intentan 
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EL MERCADO COMO SOLUCIÓN 


Durante bastante tiempo el mercado ha aparecido como ese motor inmó- 
vil de la ética social.? Parecía el perfecto mecanismo capaz de armonizar 
las acciones de cada uno con los objetivos de todos de tal manera que las 
primeras produzcan los segundos de un modo automático, sin pretenderlo, 
mediante un proceso capaz de autorreproducirse y sin dependencia de ins- 
tancias normativas.” Ya hemos visto su lógica de funcionamiento. Con 
independencia de los propósitos específicos de los individuos, el juego com- 
petitivo obliga a comportarse de modo eficiente. Los recursos se asignan 
allí donde hay oportunidades desaprovechadas. La escasez en condicio- 


acercarse a ésta, las dos tasas se alejan. Para varios ejemplos, véase E. Ovejero, 

La quimera fértil, Barcelona, Icaria, 1994, pp. 176-178, notas 17, 18, 19. En todo caso, 

no debe confundirse la estabilidad con el problema más general de la obtención 

de trayectorias históricas. En este caso funcionan dos dimensiones: a) 

direccionalidad o no direccionalidad del proceso; b) contingencia o causalidad 

entre las secuencias. En la naturaleza se pueden dar los cuatro casos posibles. 

La estabilidad sería un caso particular de causalidad (mecanismo) y de 

direccionalidad (equilibrio). Para algunas ideas, véase E. O. Wright, A. Levine 

y E. Sober, Reconstructing marxism, Nueva York, Verso, 1992, pp. 61-100. 
20 La fórmula paradigmática —Hayek sería su clásico moderno— ha sido la 
comparación entre la selección natural y el mercado como procesos creativos y 
ciegos. De todos modos, la moderna economía evolucionaria empieza por criticar 
la comparación, véanse G. Hodgson, Economía y evolución, Madrid, Celeste, 1995, 
caps. 11 y 12; V. Vanberg, “Spontaneous market order and social rules”, Economics 
and Philosophy, 2, 1986. Los economistas evolucionistas han buscado alejarse tanto 
del supuesto de equilibrio como del supuesto de individuos maximizadores. 
Sin embargo, como ha destacado P. Krugman (“What economists can learn from 
evolutionary theorists”, Conferencia en la European Association for Evolutionary 
Economics, noviembre de 1996), la propia biología evolucionaria (al menos sus 
teóricos más “adaptacionistas”) caminan, respecto de aquellos supuestos, en la 
dirección de la economía neoclásica. Como se señala en la siguiente nota, hay más 
economía de inspiración evolutiva que la que Hodgson sistematiza en su ya 
clásico trabajo. En realidad, el desarrollo de la teoría de la complejidad ha 
convertido tanto la evolución biológica como los procesos económicos en 
modelos de sistemas más básicos, J. Holland, “Complex adaptative systems”, 
Daedalus, 1992; S. Kauffman, At home in the universe. The search for laws of 
complexity, Londres, Penguin, 1995. 
El programa desborda con mucho la teoría social. Para tres líneas diferentes, 
véanse P. Dumouchel y J-P. Dupuy (eds.), L'auto-organisation. De la physique 
au politique, París, Seuil, 1983; S. Salthe, Evolving hierarchical systems, Nueva York, 
Columbia University Press, 1985; S. Auyang, Foundations of complex-system 
theories, Cambridge, Cambridge University Press, 1998. Para esa preocupación en 
el campo social, a partir de las ideas tomadas de las ciencias de la naturaleza, véase 
E Ovejero, De la naturaleza a la sociedad, Barcelona, Península, 1987. 
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nes de expresarse como demanda se detecta a través de (la subida de) los 
precios, y las necesidades insatisfechas (y con dinero) se atienden. Sin que 
nadie se ocupe de ello, se asegura la coordinación de las tareas producti- 
vas. No sólo eso. El mecanismo se reproduce alimentándose de las elec- 
ciones de los individuos y sin ocasión para el desvío de la trayectoria. El 
territorio de la moralidad queda disuelto en un escenario competitivo, que 
impone una única respuesta a las tres preguntas que sitúan el perímetro 
de la elección moral: ¿qué debo hacer?, ¿qué puedo hacer?, ¿qué quiero 
hacer? Lo que debo hacer, lo que asegura el buen funcionamiento social, 
el bienestar, es aquello que quiero hacer —atender a mis intereses—, y que 
es, además, lo único que puedo hacer, lo que la competencia me fuerza a 
hacer. En suma, lo deseable es lo deseado. 

No es casual que la imagen que más ha acompañado al mercado haya 
sido la de “la mano invisible”: una máquina con designio pero sin inge- 
niero que asegura que los objetivos de todos se consiguen, que permiten 
“promover un fin que no estaba en las intenciones de los individuos”. 
Fascinado por la “adecuación de la máquina para alcanzar el fin para el 
cual fue diseñada”, Adam Smith describirá a la sociedad como “una gran- 
diosa máquina cuyos movimientos regulares producen efectos beneficio- 
sos”. “El hambre, la pasión entre los sexos, el amor al placer y el odio al 
sufrimiento, nos llevan a actuar [...] sin consideración de su tendencia 
hacia los beneficiosos fines que el Gran Director de la naturaleza intenta 
producir a través de ellos”. Su cultura científico-natural* le permitirá reco- 


22 Para una completa reconstrucción de la teoría más madura de la metáfora de 
la mano invisible, la teoría del equilibrio general, y sus limitaciones derivadas 
de que “el problema de la matematización (antes que el vigor explicativo) fue la 
razón básica de su creación y desarrollo”, véase B. Ingrao y G. Israel, The invisible 
hand, Cambridge, Harvard University Press, 1994. Véase asimismo J. Eawtell, 
M. Milgate y P. Newman (eds.), The invisible hand, Nueva York, Norton, 1987. 
Es decir que el interés por los sistemas de “mano invisible” ha ido más allá del 
mercado, véase P. Krugman, La organización espontánea de la economía, Barcelona, 
A. Bosch, 1996. El desarrollo de los sistemas dinámicos no lineales y de la teoría 
del caos ha llevado a un amplio programa de investigación que ha abandonado 
el clásico matrimonio con la teoría (tradicionalmente estática) del equilibrio 
general, véase R. Day y P. Chen (eds.), Nonlinear dynamics and evolutionary 
economics, Oxford, Oxford University Press, 1993. De hecho, entre los pioneros 
y más refinados cultivadores destacan economistas que entroncan con la tradición 
clásica marxista-keynesiana, como W. Goodwin, Chaotic economic dynamics, 
Oxford, Oxford University Press, 1990. 

23 Para los pasos citados y para la formación científico-natural de Adam Smith, en 
especial su excepcional relación con las fuentes del darwinismo, véase E. Ovejero, 
De la naturaleza a la sociedad, Barcelona, Península, 1985, pp. 116-136. 
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nocer en la sociedad el mecanismo de “autopreservación y propagación de 
las especies [...], los grandes fines que se impone la naturaleza”. El mer- 
cado parece satisfacer cada uno de los requisitos: 

1. Armonía de objetivos. Los individuos se ven impelidos a realizar aque- 
lla conducta que coincide con los objetivos comunes sin requerir para 
ello de un compromiso normativo. No tienen los fines de la sociedad, 
pero el mercado se encargará de asegurar que al perseguir sus propios obje- 
tivos apunten en la misma dirección, el objetivo social. Andando el tiempo, 
la maniobra de disolución del cimiento normativo de la sociedad buscará 
completarse en una doble dirección. Primero hacia abajo, cuando se intente 
mostrar que la única conducta posible, el egoísmo, es, además, la natural, 
la única que proporciona ventajas adaptativas.?* Hacia arriba, extendiendo 
la tesis de Hume, según la cual “el respeto por el interés público no cons- 
tituye nuestro motivo primordial para respetar las reglas de justicia” se 
reescribirán las instituciones sociales, los principios normativos, las rela- 
ciones interpersonales o los escenarios políticos como lugares de negocia- 
ción e intercambio.* 


24 Tesis que acostumbra a confundir dos “egoísmos” bien diferentes: el evolutivo, que 
tiene que ver con que las consecuencias de mis acciones aumenten mi eficacia 
reproductiva, y el psicológico, que se refiere a mis intenciones y a mis intereses. Que 
el primero ha de existir en el proceso evolutivo es una simple tautología. Llamar 
a eso egoísmo simplemente es maltratar las palabras. Por otra parte, lo que no 
resulta autorizado decir es que hay razones evolutivas en favor de la hipótesis del 
egoísmo psicológico, véase E. Sober, From a biological point of view, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1994, pp. 8-27. Para algoritmos que muestran el 
carácter evolutivamente estable de las estrategias cooperativas, véase M. Nowak, 
R. May y K. Sigmund, “La aritmética de la ayuda mutua”, Investigación y Ciencia, 
227, 1995; T. Besgstrom y O. Stark, “How altruism can prevail in an evolutionary 
environement”, American Economic Review, 2, 82, 1993. En un sentido parecido, 

P. Kitcher ha mostrado cómo resultan eficaces las estrategias de discriminating 
altruism, que colaboran con aquellos que hasta el momento nunca han 
traicionado, “The evolution of Human altruism”, Journal of Philosophy, 90, 1993. 
Para un panorama, a partir de la anterior distinción entre egoísmos, véase 

N. Serardic, “Recent work on human altruism and evolution”, Ethics, 106, 1995; 
una completa antología procedente de la economía en S. Zamagni (ed.), 

The economics of altruism, Vermont, Edward Elgar, 1995. 

25 Hume, A treatise of human nature, p. 495. 

26 La operación habitual ha consistido en buscar en los genes una garantía para los 
supuestos egoístas de las teorías de la elección racional o de la microeconomía. Lo 
cierto es que la operación ha sido con frecuencia bastante torpe. Así, G. Becker, a 
la vez que defendía el clásico “irrealismo” de los supuestos, la tesis de que los 
supuestos no se calibran por su plausibilidad empírica, buscaba urgentes 
“fundamentaciones naturalistas” en la sociobiología. Véase E. Ovejero, “El imperio 
de la economía”, Claves de razón práctica, 58, 1995; J. Elster, “More than enought. 
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2. Amoralidad. Para obtener el bien(estar) social el mercado no necesita 
ninguna autoridad que aleccione a las personas para que sigan cierto tipo 
de vida. Ya se vio esa singular condición —de selector ciego— del mercado: las 
penalizaciones que hacen más atractivas unas opciones que otras y que cas- 
tigan la elección errada no requieren instancias morales, agentes sanciona- 
dores o centros recabadores de información. El consumidor que cambia de 
producto no quiere penalizar al productor. No forma parte de su horizonte 
intencional, aunque es resultado de su acción. A diferencia de lo que sucede 
en muchos proyectos sociales cooperativos, que dejan sin resolver el pro- 
blema de quién asume el costo de la coordinación, en el mercado existe un 
sistema descentralizado y no intencional donde los individuos deben compor- 
tarse de tal modo que con su acción castigan a quien no se comporta como 
debe, sin que para ello deban informarse de quién se trata ni lo pretendan.? 

3. Carácter algorítmico, el que mejor detecta la imagen de la “mano 
invisible”. Más allá de las motivaciones de los individuos, la lógica de la 
competencia impone una suerte de fatalidad que desencadena “benefi- 
ciosos efectos”. En este extremo, la clásica comparación entre la mano invi- 
sible y la selección natural, tan limitada en tantos aspectos, apunta con 
corrección a los rasgos de esos procesos con designio pero sin artífice, 
propios de un algoritmo: a) independencia del soporte sobre el que se 
realiza; b) ausencia de inteligencia de los constituyentes respecto del pro- 
ceso del cual forman parte; c) resultados garantizados.* 


Review of G. Becker”, Accountig for tastes, The University of Chicago Law Review, 
62, 2, 1997. En la misma dirección, en la obtención de una “teoría bioeconómica” 
de la sexualidad en términos de costos-beneficios, véase R. Posner, Sex and reason, 
Harvard, Harvard University Press, 1992. Para una crítica minuciosa, véase M. 
Nussbaum, “Only-grey matter? Richard Posner's cost-benefit analysis of sex”, The 
University of Chicago Law Review, 591, 1992, pp. 1689-1734. De todos modos, 
conviene advertir que no todas las teorías de la negociación muestran confianza 
en las explicaciones evolucionistas. Véanse, por ejemplo, los escépticos 
comentarios de D. Gauthier al sugerente trabajo de A. Gibbard, Wise choices, apt 
feelings, Cambridge, Harvard University Press, 1990, “Morality and biology?”, en G. 
Wolters y J. Lennox (eds.), Concepts, theories, and rationality in the biological 
sciences, Pittsburgh, University of Pittsburgh Press, 1995. 

27 G. Brennan y P. Pettit, “Hands invisible and intangible”, Synthese, 94, 1993. 

28 No es casual que se hable de “explicaciones de mano invisible” precisamente 
para referirse a explicaciones en las que funciona un mecanismo algorítmico como 
la selección natural, por ejemplo en D. Dennett, Darwir's dangerous idea, Nueva 
York, Simon Schuster, 1995, p. 316. De todos modos, el reconocimiento 
de la presencia de un proceso algorítmico como el que se da en la selección natural 
no debería llevar a conclusiones del tipo “el darwinismo actúa tanto en las modas 
láser y las biomoléculas como en los hiperciclos y en los reinos animal y vegetal” 
(H. Haken, Secreto de los éxitos de la naturaleza, Barcelona, Argos-Vergara, 1984, p. 
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4. Estabilidad reproductiva, garantizada en el mercado por los diversos 
procesos que coinciden en reproducir y alimentar aquel tipo de compor- 
tamiento que hace funcionar al mercado. El sistema produce los comporta- 
mientos que aseguran su reproducción. Ello es resultado del particular 
tipo de estímulos y penalizaciones que aseguran que los individuos quie- 
ren lo que deben querer. No parece haber un modo mejor de garantizar la 
reproducción del escenario, la “fuerza vinculante”. Es, con otras palabras, 
lo que proclamó Hamilton: “el mejor modo de asegurarse la fidelidad de la 
humanidad consiste en que sus intereses coincidan con sus obligaciones”. 

Así las cosas, la tentación de presentar el mercado como un mecanismo 
capaz de proporcionar una solución al pps es difícil de resistir. El mercado 
constituiría un sólido cimiento (laico) para la vida colectiva sin necesidad 
de extrañas comuniones morales, agotadores compromisos cívicos o com- 
petencias discursivas más allá de alma, el talento y la paciencia humana. 
Desdichadamente, ante una mirada más atenta, resulta discutible que el 
mercado satisfaga los requisitos societarios. Mejor, al no satisfacerlos todos, 
la satisfacción parcial resulta particularmente dañina: unos apuntan con- 
tra otros y los resultados son desastrosos para el propio escenario que, en 
principio, estaba intentando cimentar. Son desastrosos por ineluctables. 


EL MERCADO CONTRA LA DISPOSICIÓN SOCIAL 


Como se vio con algún detalle en el capítulo 1v, para su funcionamiento 
el mercado necesita una red moral e institucional.” Ese marco permite 


78). Eso es como decir que porque se hace uso de la teoría de la optimización, todo 
es microeconomía. Sencillamente, las distintas teorías comparten ciertos 
isomorfismos, ciertas estructuras, y por eso pueden utilizar la misma teoría formal. 
Pero eso no quiere decir que se reduzcan unas a otras ni que constituyan “casos 
particulares” de la teoría matemática de que se sirven. En lo esencial, la extensión 
de una teoría a un sistema real nuevo o la aplicación de una teoría formal requieren 
lo mismo: conocer si se dan las propiedades que permiten hacer uso de la teoría, y 
ello exige, ante todo, la exploración específica del campo, detectar sus propiedades. 
Véase F. Ovejero, “La matemáticas de las economías”, Claves de razón práctica, 136, 
2006. En el presente caso hay que saber que se dan ciertos patrones en condiciones 
de copiarse, variar ocasionalmente, competir y heredarse. Y para saber que eso lo 
pueden hacer los genes y no otras entidades, hay que tener una teoría acerca de 
cómo son, de sus propiedades y sus relaciones básicas. 

29 Requiere, por pronto un alto grado de confianza, entendida como “cierto nivel 
de probabilidad subjetiva de un individuo que le permite estimar que otros 
individuos realizarán ciertas acciones, antes de que pueda controlarla (o aun sin 
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cumplir los contratos, aceptar los compromisos, realizar los intercambios 
O asignar y respetar derechos. Para que el mercado resuelva el pDs ha de 
estar en condiciones de asegurar un fundamento a la sociabilidad desde 
el principio, esto es, también a ese marco cívico. Algo que, como sabemos, 
no es posible. Antes al contrario, el mercado, con su propio funcionamiento 
—no intencional e inflexible, socava las precondiciones cívicas de funcio- 
namiento del escenario social. Sabemos que el mercado tiene serios pro- 
blemas —por no decir que es incapaz— de proporcionar bienes públicos. Y 
sucede que, sin ir más lejos, los marcos normativos e institucionales, las 
leyes que aseguran la propiedad, son bienes públicos. Si el mercado ha de 
resolver el pDs, ha de empezar por resolver la producción de sus propias 
precondiciones. Más exactamente, la tesis del mercado como motor inmó- 
vil de la cohesión social ha de estar en condiciones de mostrar que esas pre- 
condiciones: a) son producto del mercado; b) su reproducción está ase- 
gurada por el mercado. 

1) La primera de las tareas constituye buena parte del programa de inves- 
tigación de las teorías de elección racional.” En los primeros capítulos se 
hizo mención de este programa en el caso de las instituciones. En esencia, 
consiste en abordar el análisis y el diseño de los escenarios políticos como 
si se tratara de mercados de votos. Los políticos, al procurar su beneficio, 
tendrían incentivos para averiguar y atender las demandas de los votan- 
tes/consumidores. De ese modo, al perseguir su interés, actúan en “coinci- 
dencia con su deber”. Así las cosas, el sistema produce el bien(estar) público 
sin presumir virtud en los individuos. Lo malo es, como ya sabemos, que 
los resultados están lejos de estar a la altura de los propósitos, de producir 
las “buenas leyes”. Cuando los políticos se ven abocados a regirse por su inte- 
rés, a explotar las oportunidades de beneficio, los buenos resultados se vuel- 
ven imposibles. En pocas palabras, incluso si el mercado, o, para ser exac- 
tos, el muy limitado caso del mercado con excepcionales circunstancias de 
producción e información,* no requiere una red normativa, lo cierto es que 


que pueda llegar a controlarla) en un marco tal que su propia acción se ve 
afectada”, D. Gambetta, “Can we trust trust?”, en D. Gambetta (ed.), Trust, Oxford, 
Blackwell, 1988, p. 217. Para las diversas formas como el mercado mina la confianza 
como cimiento de la vida social, véase A. Seligman, The problem of trust, Princeton, 
Princeton University Press, 1997. 

30 Véanse J. Coleman, Foundations of social theory; R. Posner, Economic analysis of 
law. También habría que incluir aquí los desarrollos de la teoría económica 
descritos en el capítulo 11. 

31 Aunque ni siquiera. En palabras de uno de los más refinados cultivadores de la 
teoría del equilibrio: “La economía del mercado y el sentido del orden no son 
compatibles [...]. Nunca se ha demostrado que sea cierto que la economía de 
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el “mercado político”, el conjunto institucional que permite el funciona- 
miento del mercado, sí lo requiere. El problema es que lo que necesita no 
es lo que produce: el mercado político penaliza la trama normativa.” 

2) De todos modos, cabría replicar que, incluso si el mercado no está 
en condiciones de asegurar aquellas condiciones, sí está en condiciones 
de reproducirlas. Del mismo modo que la norma de conducir por la de- 
recha tiene un origen puramente circunstancial que nada tiene que ver 
con las razones de su mantenimiento, podría suceder que el respeto a las 
promesas, aunque pueda tener una raíz religiosa, una vez en circulación 
se mantendría en virtud de su propia utilidad.* No cabe duda de que el 
mercado necesita de las normas: el más sencillo de los intercambios de 
bienes privados resultaría imposible sin algún vínculo moral, en virtud 
del inevitable desajuste temporal que se da entre los actos de compra y 
venta.3* De modo que se trataría de fijar esas precondiciones, desde alguna 
instancia previa (moral o no) al propio mercado, y después dejar a éste 
todo lo demás, incluida su reproducción. 

Entre otras cosas, esta propuesta asume algo bastante arriesgado: la posi- 
bilidad de compartimentación, de que la red normativa que asegura el man- 
tenimiento del mercado no se vea contaminada por su funcionamiento, de 
que los fluidos egoístas que propicia la competencia no erosionen al reci- 
piente moral que el mercado necesita. Un supuesto que es bastante poco rea- 
lista. Como ya se vio, la “exposición” al mercado y a la conducta egoísta 
alienta el egoísmo más allá de sus lugares de beneficio original. Pero el pro- 
blema es algo más que cognitivo o, por mejor decir, las consecuencias cog- 
nitivas amplifican otro problema más fundamental que se traduce en la 
desaparición de los comportamientos (cooperación, confianza, veracidad, 
participación voluntaria) que permiten solucionar el problema de la repro- 
ducción de las normas y, en general, del marco cívico.* En virtud de su sis- 


mercado consigue orden, ni siquiera para la economía abstracta”, F. Hahn, “Lo que 
pueden o no hacer los mercados”, El Trimestre Económico, 241, LX1 (1), 1994. 

32 Véase el capítulo 111. 

33 Se volverá sobre esto al ocuparnos de la falacia funcional, de la explicación de las 
normas a partir de sus ventajas, por sus consecuencias benéficas. 

34 G. Winston, “Three problems with the treatment of time in economics”, 
en G. Winston y R. Teichgraeber (eds.), The boundaries of economics, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1988. 

35 J. Heyman y D. Ariely, “Effort for payment: A tale of two markets”, Psychological 
Science, 15, 11, 2004; V. Kathleen, N. Mead y M. Goode, “The psychological 
consequences of money”, Science, 314, 2006. 

36 Para decirlo con más precisión: los equilibrios de Nash no son óptimos: 
en ausencia de cooperación se darán los equilibrios aun cuando existen resultados 
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tema de incentivos, el uso generalizado del mercado en la asignación de 
trabajo y mercancías da pie a una serie de problemas de acción colectiva que 
socavan cualquier forma de acción cooperativa. Un conjunto de procesos 
(disminución de los vínculos comunitarios, menor duración esperada de las 
interacciones sociales, incremento de la tasa de preferencia temporal) deri- 
vados de la propia falta de cimiento normativo en las interacciones sociales 
de mercado hace que, al aumentar los costos de la cooperación y los bene- 
ficios de la defección, buena parte de las interacciones tomen la forma de 
un dilema del prisionero, o, lo que viene a ser lo mismo, desaten el com- 
portamiento free rider y, por ende, minen la producción de los bienes públi- 
cos, empezando por la propia red normativa. En el contexto de conductas 
propiciadas por el mercado, el aumento del coste de proporcionar bienes 
públicos hace menos atractivas las estrategias cooperativas (así, por ejemplo, 
el coste de proporcionar bienes públicos depende en buena medida de la dis- 
posición de los que participan en su mantenimiento a comprometerse en 
procesos de suministro de información, deliberación y toma de decisiones). 

Parece, pues, razonable pensar que el mercado no sólo no propicia los 
escenarios normativos que lo hacen posible, sino que, por su propia diná- 
mica, tiende inexorablemente a socavarlos. De modo que persiste el reto 
de encontrar algún mecanismo que realice las funciones que el mercado 
parecía cumplir pero que no cumple. Dos han sido las respuestas más fre- 
cuentes. La primera apela, sin otro fundamento ulterior, al plano norma- 
tivo, a un cemento cívico derivado del compromiso que los ciudadanos 
tienen con las decisiones que adoptan en óptimas condiciones de diálogo. 
La segunda invoca un cemento emocional, un conjunto de disposiciones 
afectivas que aseguran el vínculo social. 


EL VÍNCULO CÍVICO 


Una sociedad en la que los individuos se comprometen con condiciones 
básicas de diálogo arrastraría, en virtud de la propia dinámica de la argu- 
mentación pública, a un compromiso con los resultados de ese diálogo. Esa 


mejores. El problema no es que los mercados den pie a equilibrios subóptimos, 
sino que socavan una cooperación que es precisamente la vía para superar 
diversos problemas de coordinación y bienes públicos. Para los diversos 
mecanismos, véase S. Bowles, “Mandeville's mistake: The moral autonomy of the 
self regulating market reconsidered”, Ethics and Economics, Siena, University 

of Siena, 1991. 
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tesis es compartida por diferentes líneas de reflexión (deliberativas) que, 
sin embargo, discrepan en casi todo lo demás.” Conocemos ya una de las 
más solventes, la que establece una fuerte conexión entre deliberación, 
racionalidad e interés público: en la deliberación, la defensa pública de las 
opiniones obliga a los ciudadanos a suscribir criterios impersonales de 
aceptabilidad (de las mejores razones) y, con ello, a admitir la posibilidad 
de estar equivocados y de modificar opiniones y preferencias. Ese núcleo 
sería suficiente para excluir pragmáticamente las invocaciones al propio 
interés y al destructivo free rider. En el límite, en el diálogo, con Borges, uno 
puede “preferir que los otros tengan razón” porque a la postre, para decirlo 
ahora con el Borges apócrifo, “un diálogo es una investigación y poco 
importa que la verdad salga de uno o de boca de otro”. 

No cabe ignorar la existencia de un cierto vínculo entre deliberación y 
fuerza motivacional que apunta en la dirección de los requisitos de esta- 
bilidad. Los individuos pueden sentirse comprometidos con aquello en 
cuya elaboración han participado y en ese sentido se satisface algo pare- 
cido al requisito de armonía,* aunque no cabe ignorar que otras circuns- 
tancias invitan a matizar el alcance del vínculo.32 En todo caso, en los tér- 
minos expuestos la perspectiva deliberativa aparece sólo como una teoría 
(epistémica) de la fundamentación de las decisiones (democráticas): es- 
tarían justificadas porque se basan en procedimientos correctos que ase- 
guran el triunfo de las mejores razones. Pero nada dice dicha perspectiva, 
si no añadimos algo más, acerca de la fuerza vinculante de las decisiones 
y, mucho menos, sobre los diversos requisitos de estabilidad.*” No hay 
que confundir la deliberación, el proceso de toma de decisión, con las con- 
diciones de funcionamiento de la deliberación.* Precisamente porque no 


37 Véase D'Agostino, Free public reason, Oxford, Oxford University Press, 1996. 

38 B. Manin, “On legitimacy and political deliberation”, Political Theory, 15, 1987. 

39 Por una parte, hay problemas de compatibilidad. La justificación pública ha de 
satisfacer una serie de requisitos además de la fuerza vinculante (robustez, carácter 
inclusivo, relevancia informativa) que no siempre apuntan en la misma dirección, 
D'Agostino, “The idea and the ideal of public justification”, Social Theory and 
Practice, 18, 2, 1992. Por otra parte, hay razones epistémicas derivadas de la distinción 
entre creencia, entendida como una disposición a sentir una proposición como 
verdadera, y aceptación, la adopción de una proposición como un principio de 
actuación, en un contexto determinado, sin atender a si se juzga verdadero o no, J. L. 
Cohen, A essay on belief and aceptance, Oxford, Oxford University Press, 1992, p.115. 

40 No se trata de una teoría empírica de la democracia ni tampoco de una propuesta 
política. Para ser exacto, se trata de una fundamentación epistémica que puede, 
eso sí, justificar propuestas políticas. Véase el último capítulo. 

41 Del mismo modo que hay que distinguir, mal que le pese a la filosofía de la ciencia 
construccionista, entre las reglas que los científicos utilizan en sus inferencias, la 
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cabe confundir ambos planos es por lo que cobran importancia las con- 
diciones de funcionamiento del escenario deliberativo, la ontología social 
que permite “realizar” la deliberación, la estabilidad, en suma. 

La despreocupación por las condiciones de funcionamiento resulta par- 
ticularmente nítida en aquellas versiones de la democracia deliberativa que 
trazan una radical separación entre el mundo de la producción/economía, 
regido por el interés y la negociación, y el de la política, que atendería a la 
razón y la deliberación. Separación bastante discutible a la luz de la diná- 
mica destructora de la vida cívica por el mercado. En ese terreno, el terreno 
del pps, resultan más vigorosas las teorías (republicanas) de la democra- 
cia deliberativa que buscan entroncar con el humanismo cívico floren- 
tino.* Como se vio en la segunda parte, tales teorías proporcionan una 
atractiva réplica al requisito de la armonía o continuidad entre los intere- 
ses individuales y los intereses colectivos: el mejor modo de defender la 
propia libertad es defender la libertad de todos. Cuando los ciudadanos 
quieren asegurar su independencia, escapar a la arbitrariedad real o poten- 
cial de los demás, tienen que participar en la vida pública y asegurar el 
imperio de la ley. De otro modo, estarán al albur de los poderosos. Se ase- 
guran la libertad a través de la ley justa que es resultado de la participa- 
ción y la deliberación.* En esas circunstancias es fácil que surja una sólida 
disposición cívica, con ciudadanos responsables, que proporciona un buen 
fermento para solventar los problemas de coordinación y de obtención 
de bienes públicos.** Además, en la medida en que los requisitos de la 
deliberación encuentran su justificación última en argumentos epistémi- 


justificación epistémica de las teorías, y las reglas que rigen las comunidades 
científicas (comunismo, escepticismo organizado, publicidad de los argumentos, 
etc.), clásicamente descritas por R. Merton, La sociología de la ciencia, 11, Madrid, 
Alianza, 1977, pp. 355 y ss. También cabe reconocer el plano de las reglas de 
competencia, del juego de incentivos de las comunidades científicas, P. Stephan, 
“The economics of science”, Journal of Economic Literature, XXXIV, 1996. 

42 Q. Skinner, “Machiavelli on the maintenance of liberty”, Politics, 18, 1983. Para una 
exposición sistemática, véase P. Pettit, Republicanism, Oxford, Clarendon Press, 
1997. 

43 Sin olvidar la importancia de un paisaje de fondo, resultado él mismo de la ley, 
que haga posible garantías de independencia material, condiciones de igualdad 
que impidan, por ejemplo, dependencias económicas específicas entre ciudadanos 
que, entre otras cosas, hacen improbable la formación autónoma de los juicios, 
véase F. Ovejero, Proceso abierto, Barcelona, Tusquets, 2005. 

44 M. Hechter, Principles of group solidarity, Berkeley, University of California Press, 
1987; B. Frey e I. Bohnet, “Cooperation and fairness in experiments: relevance for 
democracy”, en J. Casas Pardo y E. Schneider (eds.), Current issues in public choice, 
Cheltnham, Edward Elgar, 1995. 
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cos, en cómo se forman las correctas opiniones, no se hace necesaria una 
apelación normativa: las determinación de las correctas condiciones en las 
que se forman los juicios normativos, de la autonomía, no es una cues- 
tión normativa, sino empírica o analítica. 

Sin embargo, la perspectiva cívica está lejos de proporcionar una res- 
puesta completa al pDSs. Aunque la perspectiva cívica parece insertarse 
bien en una red moral que requiere leyes y normas, bienes públicos, lo 
cierto es que el compromiso de los ciudadanos con la república, como 
un instrumento para asegurar su propia libertad, es circunstancial y 
está sometido al albur de que no se interesen por su libertad. Si la voca- 
ción cívica es un simple medio ocurre que, después de todo, no tienen 
una genuina disposición social. La propuesta republicana no parece excluir 
que el individuo desprecie la libertad y la participación, no descarta, desde 
otra perspectiva, la posibilidad de una identidad presocial, de un lugar 
precívico desde donde se calcula y se decide entrar en diálogo y en razo- 
nes. Esa simple posibilidad complica presentar la perspectiva cívica como 
respuesta satisfactoria al pDs. La fuerza vinculante de las decisiones o la 
misma estabilidad reproductiva parecen estar sometidas al humor de 
unos ciudadanos que ven su relación con el escenario público como un 
simple instrumento.* 

Mostrar las condiciones en las que se superan los problemas no equi- 
vale a superarlos. Es bueno saber que el pDs se vería en vías de solución si 
los ciudadanos fueran deliberadores infatigables con un fuerte sentimiento 
cívico y exquisita sensibilidad para la justicia. Pero, si no se añade algo 
más acerca de cómo son realmente las cosas, estaremos procediendo como 
los apologistas que defienden el mercado real a partir de la fábula del (equi- 
librio general de) mercado virtual, ese imposible mundo en competencia 
perfecta, sin tiempo, externalidades, bienes públicos, rendimientos cre- 
cientes o asimetrías informativas.* Se mejora algo si se puede mostrar que 
los comportamientos deseables, capaces de asegurar un buen orden social, 
son, además, posibles, compatibles con lo conocido. Pero con eso no basta. 
También hay que averiguar si el dibujo es realista, si el escenario tiene que 


45 Este problema es diferente del señalado en la segunda parte: los ciudadanos, que, 
aunque aprecien la libertad, se abstienen de participar porque saben que la ley 
que asegura la libertad es un bien público, que si hay libertad, la hay para todos, 
incluso para los que no pelean por su defensa. 

46 Aunque no sea lo que aquí interesa, conviene advertir que para muchos problemas 
de coordinación y eficiencia las conductas cooperativas o altruistas funcionan mejor 
que el mercado; véanse S. K. Kolm: La bonné économie: La reciprocité général, París, 
PUF, 1984; H. Moulin, Cooperative microeconomics, Londres, Prentice Hall, 1995, cap. 5. 
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ver con disposiciones bien asentadas, si cabe esperar que actúen las fuer- 
zas que aseguran la reproducción social. Hay que averiguar si las disposi- 
ciones cívicas, que son deseables y posibles, también son plausibles.? 

El territorio de las disposiciones resulta bastante espinoso. Conviene ser 
prudentes cuando se hacen afirmaciones acerca de la naturaleza humana, 
no sea que acabemos por ajustar la descripción de “los hechos” a las nece- 
sidades del cuadro. Con independencia de otros males, dibujar a los huma- 
nos como nos gustaría que fueran supondría introducir subrepticiamente 
compromisos con ideas (perfeccionistas) de bien, que harían imposible el 
agnosticismo normativo. Ahora bien, hecha la advertencia, no cabe dudar 
de la pertinencia de explorar la existencia de las disposiciones cívicas: tiene 
escaso sentido un proyecto social que ignore lo que sabemos acerca de cómo 
son los seres humanos. Al cabo, el requisito agnóstico se satisface tanto con 
un fundamento trascendental como con la investigación positiva, con la 
exploración naturalista. Circunstancia, por cierto, no ignorada por los 
defensores de la mano invisible, que veían en el egoísmo el cimiento natu- 
ral en el que afirmar la sociabilidad. 

La recomendación anterior está más que justificada porque no faltan 
los intentos de cargar la suerte y recuperar un republicanismo apegado a 
la naturaleza humana, al animal político con una natural disposición a la 
vida cívica.* Esos intentos han puesto un mayor acento en la virtud, en la 
importancia no sólo de la correcta acción, de la acción que tiene buenas 
consecuencias, sino también en la correcta motivación: en hacer lo correcto 
por las acciones correctas, con las disposiciones correctas, incluidas las 
emociones correctas. Para un comportamiento virtuoso, por definición, 
por la idea misma de virtud, resulta impensable la visión instrumental de la 
vida cívica, y con ello se disipa el carácter circunstancial del vínculo entre 
la acción del individuo y el interés público. La dificultad, obviamente, reside 
en la plausibilidad de la maniobra, no sea que estemos inventándonos al 
ciudadano que sabemos que nos resolverá los problemas, trampa teórica 
que, cuando se ha llevado a la práctica, ha conducido a los campos de 


47 El asunto no es si somos altruistas incondicionales. Sobre eso no hay duda: no lo 
somos. El comportamiento virtuoso es menos exigente. Por lo pronto, no excluye, 
antes al contrario, la preocupación prioritaria por los propios proyectos; véanse 
M. Slote, From morality to virtue, Oxford, Oxford University Press, 1992; y el 
número dedicado a Self-interest de Social Philosophy and Policy, 14,1, 1997, 
especialmente los trabajos de Wolf, Badhwar, Slote, Birnk y Hurka. 

48 Sea en clave aristotélica (M. Galston, “Taking Aristotle seriously: Republican- 
oriented legal theory and the moral foundation of deliberative democracy”, 
California Law Review, 1994, 82) o roussoniana (J. Spitz, La liberté politique). 
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concentración de Pol Pot, empecinados en “reeducar” a unos seres huma- 
nos cuya genuina naturaleza había sido malbaratada por el capitalismo. 

Nuestros conocimientos sobre la naturaleza humana están lejos de pro- 
porcionarnos respuestas inequívocas a la pregunta acerca del realismo de 
la operación. Entre otras razones, porque el lenguaje en el que se presen- 
tan los resultados de las disciplinas con resultados más consolidados -como 
la neurobiología— no guarda correlación alguna con el de nuestras teorías 
normativas. Forzar las cosas sería como intentar montar un puzzle con una 
grúa, como pretender dirigir la táctica de un equipo de fútbol con la mecá- 
nica cuántica. A pesar de las noticias sensacionalistas de los periódicos, 
carece de todo sentido la pregunta acerca de si existe un gen —o un módulo 
cerebral- responsable de votar a un partido conservador. En todo caso, 
desde la perspectiva analítica lo único que podemos hacer es dibujar el 
campo de juego. 


EL VÍNCULO EMOCIONAL 


Buena parte del atractivo del mercado como respuesta al PDS radicaba en 
que las acciones —interesadas— de los individuos caminaban en la misma 
senda que el interés general. No importaban las razones de cada cual. Desde 
esa perspectiva resultaba irrelevante, por ejemplo, la distinción entre que 
el bienestar de A aumente con el de B y que aumente por (que aumenta) el 
de B. Las raíces últimas de las motivaciones del panadero de Adam Smith 
para ofrecer buen pan son ajenas al mercado y su funcionamiento:* no 
importaba que fabricara buen pan por amor a sus semejantes o por dinero. 
Pero también se ha visto que a partir de cierto momento las cosas se com- 
plican, que, cuando algún requisito deja de funcionar, la simplicidad moti- 
vacional del homo oeconomicus es un problema.?” El homo oeconomicus 


49 Y a la propia teoría del mercado. Durante mucho tiempo la teoría económica 
defendió su despreocupación por el estudio de las motivaciones con argumentos 
conductistas o de parsimonia metodológica. Sin embargo, esa despreocupación 
se traduce en importantes insuficiencias analíticas. Sobre el estrecho 
consecuencialismo de la teoría económica y sobre sus implicaciones, véase 
E. Anderson, Value in ethics and economics, Cambridge, Harvard University Press, 
1993. Para un intento de recuperar las motivaciones con instrumental económico, 
véase J. Morse, “Who is rational economic man?”, Social Philosophy and Policy, 

14, 1, 1997. 

50 También desde el bienestar, desde su motivación básica, véase T. Scitovsky, The 

joyless economy, Oxford, Oxford University Press, 1976. Sobre los vínculos 
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no puede dejar de serlo, de, al final, procurar el beneficio. Mientras existe 
continuidad entre sus intereses y el bienestar común, muy bien. Pero cuando 
esa continuidad se rompe, no atiende a razones que no sean las suyas y se 
convierte en una suerte de adicto al dilema del prisionero, que, en la mala 
senda, enfila ineluctable hacia el desastre. Ya se ha visto cómo esa circuns- 
tancia, al socavar el bien público de la red normativa, tiene consecuencias 
desastrosas para la solución del pps. 

Como se vio en el capítulo anterior, desde cierta perspectiva, la solución 
cívica no era tan diferente de la del mercado. Los ciudadanos que defen- 
dían la libertad de la república para defender su propia libertad no se com- 
portaban de modo diferente de los que defendían la libertad de la repú- 
blica por sí misma. No parecía necesario distinguir entre quien procura el 
interés público para defender sus intereses y quien lo hace por una autén- 
tica preocupación cívica. Incluso las cosas era algo mejores que en el mer- 
cado. El tono general en la solución cívica lo daba el interés general. Cuando 
los comportamientos convergen en la defensa del interés público, al menos 
hay lugar para quienes tienen una genuina disposición cívica, cosa impo- 
sible con la convergencia en el egoísmo impuesta por el mercado. 

Sin embargo, aunque observacionalmente pueda parecer que no exis- 
ten diferencias entre el ciudadano que se comporta del modo correcto 
por las razones correctas y el que no lo hace, lo cierto es que es impor- 
tante la diferente disposición. La diferencia se percibe si pensamos en lo 
que sucede con las emociones. Nos parece importante distinguir entre quien 
cuida a un enfermo por amor y quien lo cuida por dinero. Incluso cuando 
no hay dinero de por medio, hay una diferencia entre quienes se compor- 
tan del modo correcto sintiendo del modo correcto y quien se comporta 
del modo correcto pero desprovisto de emoción, por sentimiento del deber, 
por obligación o por seguir una norma. Hay algo que no funciona en el 
individuo que, a su pesar, sigue lo que dicta el deber, que se comporta 
bien pero que no siente bien, que, teniendo razones para sentir, no siente.” 


psicológicos entre felicidad y preferencias del homo oeconomicus, véase el número 
dedicado al importante trabajo de Scitovsky, Critical Review, 10, 4, 1996. 
Asimismo, véanse B. Frey y A. Stutzer, “Happiness, economy and institutions”, The 
Economic Journal, 110, octubre de 2000; R. Ryan y E. Deci, “On happiness and 
human potentials: A review of research on hedonic and eudaimonc well-being”, 
Annual Review of Psychology, 52, 2001. 

51 En ese sentido, buena parte de las críticas de raíz aristotélica y las de raíz feminista 
son absolutamente pertinentes. Véanse R. Tronto, “Beyond gender difference: 
To a theory of care”, Sings, 12, 4, 1987; M. Nussbaum, “Compassion: The basic 
social emotion”, Social Philosophy and Polity, 13, 1, 1996. Sobre el descuido de las 
teorías normativas por los aspectos motivacionales, véase el ya clásico artículo 
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La diferencia es importante también en sus consecuencias prácticas. 
Lo es, en primer lugar, en el plano cognitivo. Sabemos que los individuos 
con problemas para experimentar emociones se muestran incapaces para 
enfrentarse la realidad, para la evaluación, tanto normativa como empí- 
rica, y, en particular, para reconocer la complejidad de los acontecimien- 
tos particulares y para identificar los principios morales relevantes en cada 
caso O para su aplicación.* Pero hay algo más, que atañe de modo más 
inmediato a lo que aquí nos interesa, a las condiciones de posibilidad de 
la vida social: las emociones, precisamente por su autenticidad, cumplen 
importantes funciones a la hora de resolver el PDs, al actuar como dispo- 
siciones para el compromiso que solventan problemas de coordinación 
social. Es ahí donde la pista de las emociones, que es en realidad la pista 
de la biología, nos ofrece una respuesta al PDsS que no tienen ni el mer- 
cado ni la perspectiva cívica. 

En el capítulo rv, cuando describíamos las funciones de las normas, 
ya se anticipó cómo eran las cosas. En perfecta lógica económica, aten- 
diendo al interés desnudo, hay comportamientos habituales basados en 
emociones, que resultan irracionales. No tiene sentido iniciar un pleito 
por una estafa que resulta más costoso que la propia pérdida. Los débiles 
no deberían prolongar una negociación más allá del punto en que los cos- 
tes superan a los posibles beneficios. La venganza es insensata en tanto 
supone riesgos y fatigas sin posibilidad de reparar el daño inicial. Sin em- 
bargo, para el funcionamiento de la vida social es importante que el esta- 
fador sepa que tengo la intención de llegar hasta los tribunales, que el pode- 
roso conozca que aprecio mi dignidad o que quien me quiera dañar prevea 
mi lealtad con los míos. De ese modo, se evita el robo, la barbarie o la inju- 
ria. El individuo se beneficia de su comportamiento “irracional”, de “no 
detenerse a pensar”, de su conducta honorable, de transmitir confianza, 
de su compromiso con la justicia. Pero no sólo él. También el que está 
enfrente, que anticipa esas reacciones y evita desencadenarlas, a sabien- 
das de que también él saldría perdiendo. Al final, hace lo que debe hacer, 


de M. Stocker, “The schizophrenia of modern ethical theories”, Journal of 
Philosophy, 73, 1976. 

52 El caso extremo y paradigmático es el de un individuo con una lesión en el lóbulo 
prefrontal, descrito por A. Damasio en El error de Descartes, Barcelona, Crítica, 
1996. Racionalmente competente, sabía lo que se desprendía de cada acción, pero 
había perdido la capacidad para evaluar las opciones. Seguía las normas morales 
(no matarás) como seguía las de etiqueta (debes coger el tenedor con la mano 
izquierda), simplemente porque era la costumbre, pero sin experimentar mayor 
repugnancia por violar unas u otras. Al final, era incapaz de tomar decisiones, 
de actuar. 
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cumple. Nos atamos emocionalmente a las normas y por eso realizan su 
función. Las emociones permiten que los compromisos resulten creíbles, 
que se respeten las normas. Sobre ese sustrato emocional se asienta la 
red moral del juego social.% 

El modo como las emociones aseguran la coordinación resulta intere- 
sante. Por lo pronto, para que las emociones funcionen se requiere que no 
se elijan, que la acción que tiene los resultados correctos no se escoja por 
los resultados, sino “porque se siente”. La acción correcta desde las con- 
secuencias lo es precisamente porque es la correcta desde los principios, 
porque no atiende a costes o a beneficios. Su eficacia reside en su incon- 
dicionalidad. El que piense en causarme daño ha de saber que mi indig- 
nación no obedece a un cálculo que estoy dispuesto a revisar. Por otra 
parte, la función de coordinación queda asegurada merced a un talento 
que la especie humana ha desarrollado más que ninguna otra, a un sofis- 
ticado juego de atribuciones intencionales: “el otro sabe que yo sé que él 
sabe...”.% Atribuciones que permiten que, aunque la amenaza no llegue 
a formularse, los actores sepan que “puede concebirse”. La emoción 
asegura la coordinación porque forma parte de su “entorno cognitivo”: 


53 Sobre estas funciones “económicas” de las emociones, véase R. Frank, Passions 
within reasons: The strategic role of the emotions, Nueva York, Norton, 1988. Un 
repaso de la abundante experimentación que muestra cómo funcionan emociones 
o principios espontáneos de justicia que violan principios de racionalidad 
económica en A. Roth, “Bargaining experiments”, en J. Kagel y E. Roth (eds.), The 
handbook of experimental economics, Princeton, Princeton University Press, 1995. 
Sobre las implicaciones para la microeconomía, que es como decir la teoría del 
mercado, véase R. Thaler, Quasi rational economics, Nueva York, Rusell Sage, 1994, 
Pp. 199 y ss. Sobre las implicaciones para la vida cívica del entramado de normas 
y emociones, véase C. Sunstein, “Social norms and social roles”, Columbia Law 
Review, 96, 1996. 

54 Para una breve y sugestiva exposición del vínculo evolutivo entre vida social 
y los humanos como “psicólogos naturales”, véase N. Humphrey, La mirada 
interior, Madrid, Alianza, 1993. La atribución de estados mentales es común 
a los primates con intensa vida social. Nuestros parientes próximos tienen 
capacidad para engañar y eso parece exigir una teoría de la mente: “yo quiero 
que él piense que yo creo que la comida está allí”, véase D. Cheney y R. Seyfarth, 
How monkeys see the world, Chicago, University of Chicago Press, 1990; C. Allen 
y M. Bekoff, Species of mind, Cambridge, The mrT Press, 1997, cap. 6; S. Parker y 
M. Mckinney (eds.), Origins of intelligence. The evolution of cognitive development 
in monkeys, apes and humans, Baltimore, Johns Hopkins, 1999. Para una visión 
crítica, C. Heyes, “Theory of mind in nonhuman primates”, Behavior and Brain 
Sciences, 21, 1998. 

55 Sobre las funciones en la vida social —y moral- de esa capacidad de pensar sobre 
los estados mentales de los otros, véase A. Morton, The importance of being 
understood. Folk psychology as ethics, Londres, Routledge, 2002. 
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los individuos “comparten información sobre la información que com- 
parten”. Se requiere, además, cierta coordinación entre emociones. La 
vinculación entre su miedo y mi indignación, entre su vergilenza y mi 
reproche, permite la solución de los conflictos sin romper el escenario 
social, sin que cada encuentro desencadene una guerra sin tregua. Mi 
reproche funciona porque usted experimenta vergiienza. Las emociones, 
finalmente, no requieren de los individuos conocimiento de las conse- 
cuencias sociales (benéficas) del juego emocional, de su función coordi- 
nadora.” Tienen consecuencias pero no se actúa por las consecuencias. 
Es más, si se actúa por las consecuencias, ya no son emociones, y con fre- 
cuencia las consecuencias no se dan. La indignación “calculada” para 
hacerse respetar ya no es indignación y, de hecho, deja de conseguir el res- 
peto. El juego emocional es ajeno al designio al que sirve. 

Las emociones proporcionan un eslabón intermedio entre la biolo- 
gía y las normas, un cimiento realista a los vínculos entre las gentes, que 
nos pone en el camino de abordar el pDs sin recurrir a estrategias calcu- 
ladoras, trascendentales o a un irreal pactum societatis sobre el que edi- 
ficar un pactum subjetionis. No faltan resultados de la etología o de la 
neurobiología que muestran cómo las emociones aseguran la coordi- 
nación, evitan el conflicto y hacen posible la valoración moral. Las emo- 
ciones aparecen en el curso de la evolución asociadas a procesos de socia- 
lización y cerebración, hasta alcanzar altos grados de complejidad 
(emociones sobre emociones) en las especies con mayor desarrollo cere- 
bral. La investigación neurológica ha mostrado la localización de la sen- 
sibilidad emocional en ciertas áreas del cerebro, su relativa autonomía 
respecto de otras funciones cerebrales y los vínculos con la racionali- 
dad y la moralidad. Los individuos con lesiones en la corteza prefrontal, 
que se muestran incapaces de calibrar el significado emocional de las 
situaciones, son, a la vez, incapaces de realizar evaluaciones morales com- 
pletas. Aunque saben qué se sigue de cada curso de acción, no pueden 


56 D. Sperber y D. Wilson, Relevance, 2% ed., Oxford, Backwell, 1995, p. 45. Fórmula 
que es un desarrollo de la idea de “conocimiento común (mutuo)” de D. Lewis, 
Convention, Cambridge, Harvard University Press, 1969. Resulta interesante 
destacar que una idea parecida (“the tacit cognitive communalities”), “entre el 
instinto y la razón” es formulada desde la teoría de la elección racional para 
referirse a los contextos normativos, véase U. Witt, “Moral norms and rationality 
within populations: an evolutionary theory”, en J. Casas Pardo y E Schneider 
(eds.), Current issues in public choice, p. 251. 

57 F. De Wall, Good natured. The origins of right and wrong in humans and other 
animals, Cambridge, Harvard University Press, 1996, pp. 28-29. De Wall muestra 
sus dudas acerca de las emociones en los animales no humanos (ibid., p. 108). 
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valorar las acciones. Saben cómo hay que comportarse, qué es lo que 
corresponde hacer en cada caso pero porque entienden las normas mora- 
les como si fueran normas de etiqueta, simples convenciones. Tales indi- 
viduos (o monos a los que se les ha cortado la conexión entre la amíg- 
dala y el neocórtex) se muestran incapaces de dar respuestas emocionales 
y finalmente resultan inútiles para la vida social. Con la sensibilidad emo- 
cional desaparecen la capacidad para la empatía y las bases mismas de 
la moralidad.* 

Habría pues un terreno en el que afirmar la solución al PDs, con base 
neurológica, indiscutible funcionalidad adaptativa y estrechos vínculos 
con la racionalidad cognitiva y práctica.*2 La emociones no requieren 
fundamento o justificación como no requieren fundamento o justifica- 
ción —aunque sí explicación— la visión o el habla.* Sencillamente, se está 
ahí, se empieza desde ahí. Del mismo modo que estamos instalados en 
la racionalidad, estamos instalados en la capacidad emocional y, con ésta, 
en la capacidad normativa. En ese terreno se está, no se elige.“ No está 
sometido a un cálculo y, por lo mismo, resulta difícil de abordar con las 
teorías de la moral como negociación o como mercado. Éstas —eficaces 
a la hora de dar cuenta de los procesos de coordinación-, al mostrar la 
posibilidad de los equilibrios de convención o las ventajas de las nor- 
mas sirven de poco ante el respeto incondicional a normas morales o a 
principios de justicia. No resulta sencillo describir la justicia como un 
simple acuerdo interesante entre egoístas. El homo oeconomicus, dispuesto 


58 A. Damasio, El error de Descartes. Dos panorámicas del conocimiento psico- 
biológico sobre emociones: R. Plutchik, The psychology and the biology of emotion, 
Nueva York, Harper Colins, 1994; K. Oatley y J. Jenkins, Understanding emotions, 
Oxford, Blackwell, 1996. 

59 Para interesantes conjeturas acerca del vínculo entre emociones, normas y 
coordinación, véanse A. Gibbard, Wise choices, apt feelings; R. Solomon, A passion 
for justice. Emotions and the origin of the social contract, Boston, Rowman, 1995. 

60 Véase esa comparación en S. Pinker y P. Bloom, “Natural language and natural 
selection”, Behavior and Brain Sciences, 13, 1990. Asimismo, S. Pinker, The language 
instint, Londres, Penguin, 1995, p. 350. 

61 Que no se elija la capacidad emocional no quiere decir que no se elijan las 
emociones. Las emociones se corrigen como se corrigen las ideas o los errores al 
inferir, aunque quizá con distintos plazos temporales (el miedo por la presencia de 
un león desaparece en el mismo instante en que me entero de que no hay león, 
mientras que el amor que me inspira A no desaparece inmediatamente cuando 
descubro que eran erradas mis creencias sobre A). Por otra parte, que tengan base 
biológica no quiere decir que no se puedan valorar. Sobre tales aspectos véanse R. 
de Sousa, The rationality of emotion, Nueva York, Harper Collins, 

1994; F. Schoeman (ed.), Responsibility, character and emotions, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1987. 
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a saltarse las normas en el mismo instante en que pueda ganar algo, es 
incompatible con la incondicionalidad de las normas. La perpetua ame- 
naza de los free riders hace imposible su estabilidad, y sin estabilidad, sen- 
cillamente, no se puede hablar de normas. En realidad, el homo oecono- 
micus es un imbécil moral y, al final, se comporta como los mencionados 
individuos con lesiones en la corteza prefrontal, incapacitados para la 
vida social.% 

El soporte último de la moral social no es una elección, sino una dis- 
posición. El cimiento emocional está en los individuos y es, a la vez, inte- 
resante para todos. Ser honesto, indignarse ante una injusticia o amena- 
zar puede resultar ventajoso. En ese sentido, las teorías “calculadoras” de 
la moral tenían razón. La moral parece resultar beneficiosa. Pero es bene- 
ficiosa si no actúa porque es beneficiosa. Que no se elija es precisamente 
lo que requiere el buen funcionamiento del escenario. Es lo propio de los 
rasgos adaptativos. Los individuos hacen lo que deben hacer, lo que no pue- 
den dejar de hacer dada su condición biológica. 

El sustrato emocional no supone la disolución de la ética pública. Sen- 
cillamente, es su condición de posibilidad. No se trata de reducir las teo- 
rías morales a un capítulo de la teoría de las emociones. Hay un abismo 
de sutileza entre moralidad y emociones. Las emociones proporcionan 
repertorios poco flexibles, lo que se aviene mal con elementales criterios 
de racionalidad y moralidad, criterios que reclaman valoraciones ceñidas 
a escenarios cambiantes y a valores en conflicto. Lo que se acaba de des- 
cribir como una ventaja, su inevitable incondicionalidad, también puede 
resultar un inconveniente. Tal como sucede con nuestro gusto por los 
alimentos dulces, ventajoso adaptativamente en tiempos de escasez pero 
hoy un inconveniente, la emoción que en cierto momento pudo resultar 
ventajosa, en otras condiciones puede conducir directamente a la catás- 
trofe. De hecho, su aparición en el curso de la evolución está asociada a 
los procesos más tempranos de cerebración. Por otra parte, las propias 
emociones pueden ser objeto de valoración, por su adecuación o por su 
base cognitiva. Una emoción puede ser excesiva o inapropiada dadas las 
circunstancias o puede corregirse cuando se dispone de nueva informa- 
ción. Pero nada de eso mitiga su funcionalidad a la hora de asegurar el 
vínculo social. También cometemos errores inferenciales sistemáticos en 
ciertos contextos, y también percibimos incorrectamente muy conocidas 
imágenes de los psicólogos, pero ello no nos hace dudar del carácter adap- 


62 Ya fue anticipado por A. Sen, “Rational fools: A critique of the behavioral 
foundations of economic theory”, Philosophy and Public Affaire, 6, 4, 1977. 
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tativo de la racionalidad o de la visión.% Al cabo, nuestra física “intui- 
tiva” (aristotélica) es susceptible de ser valorada: es falsa.** 


EL INSTINTO SOCIAL 


Como se ve, las emociones y las normas asentadas en ella, por lo general, 
son buena cosa. En un doble sentido, para el individuo y para la socie- 
dad. El vínculo emocional nos permite recuperar los sugestivos resulta- 
dos de la teoría de juegos que muestran las ventajas de las normas —para 
penalizar al free rider, por ejemplo— o de las convenciones, sin necesidad 
de explicar las normas por esas consecuencias y sin los problemas que 
plantea explicar la reproducción de las normas apelando a una capaci- 
dad de previsión de los individuos más allá de la mente humana, como si 
pudieran anticipar los resultados colectivos (las normas y su estabilidad) 
de sus acciones individuales y actuaran a partir de ellos, como si alguien 
hubiera dicho alguna vez “me voy para la Guerra de los 30 Años”. Pode- 
mos dar cuenta de las ventajas sin explicar a partir de las ventajas. 

En ese sentido, se evitan las dos estrategias falaces frecuentes en las teo- 
rías que relacionan la explicación de las normas con sus beneficios.% La 
primera “explica” las normas por sus consecuencias benéficas “para la socie- 
dad”. Es un proceder muy frecuente entre sociólogos, aunque se da tam- 


63 La explicación (de la psicología evolucionaria) destaca que la selección natural 

prioriza unos mecanismos cognitivos que favorecen la formación de creencias 
verdaderas, pero que, a la vez, han de satisfacer otras exigencias (fiabilidad, 
robustez, rapidez, acceso a la información, economía, etc.); véanse L. Cosmides 
y J. Tooby, “Beyond intuition and instinct blindness: Toward an evolutionary 
rigorous cognitive science”, Cognition, 50, 1994; “From evolution to behavior: 
Psychology as the missing link”, en J. Dupré (ed.), The latest on the best: 
Essays on evolution and optimality, Cambridge, The mrrT Press, 1987. Un 
panorama en H. Barkow, L. Cosmides y J. Tooby (edt.), The adapted mind, Oxford, 
Oxford University Press, 1992. Para el caso de la visión, en términos 
computacionales (más tarde incorporados en clave adaptativa por los psicólogos 
evolucionistas) véase D. Marr, La visión, Madrid, Alianza, 1985. Para una 
valoración crítica y mesurada, véase E. Stein, Without good reason, Oxford, 
Clarendon Press, 1996, cap. 6. Una discusión de la significación de los supuestos 
experimentales de tales trabajos (el alcance del condicional) para las conclusiones 
sobre el vínculo entre racionalidad, vida social y evolución, en J. Fetzer, 
“Evolution, rationality and testability”, Synthese, 82, 1990. 

64 M. McCloskey, “Intuitive physics”, Scientific American, 4, 284, 1983. 

65 E. Ovejero, La quimera fértil, cap. 4. 


268 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


bién entre economistas que explican las normas por sus “externalidades 
positivas.“ En el mejor de los casos, hay un intento de explicación fun- 
cional, siempre controvertida, pero lo más común es la simple falacia 
funcional, como la que lleva a explicar la existencia de la nariz “porque per- 
mite llevar gafas”.7 La otra estrategia falaz, común entre partidarios del 
rational choice, consiste en incluir las ventajas de las normas entre las 
razones para la acción de los individuos que se benefician de ellas.% El 
método más frecuente es encontrar siempre al final un egoísta omnisciente 
que se beneficia de aquello que se pretende explicar. Los variados proble- 
mas de este proceder se muestran particularmente nítidos en la explica- 
ción de la disposición moral, que, por lo que se ha dicho, no puede ser 
elegida, que cuando es cálculo deja de funcionar. Para que la confianza 
pueda resultar beneficiosa ha de ser auténtica, sentida. Así como no hay 
amor instrumental, no hay confianza instrumental. El amor y la con- 
fianza son “bienes” que cuando se compran desaparecen, fracasan. 

¿Hay algún modo de dar cuenta de las emociones sin incurrir en estas 
dos falacias? Si así fuera, no se puede descuidar la importancia de un resul- 


66 Para ser justos, su hábitat originario fue la teleología natural, el designio divino 
de los organismos al que se enfrenta la teoría de la selección natural. Los textos 
clásicos del debate en T. Cosslett (ed.), Science and religion in the nineteenth century, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1984. Debate que se modifica después 
de Darwin. Para el debate contemporáneo entre adaptacionistas y darwinistas 
moderados, véanse J. Dupré (ed.), The latest on the best; C. Allen, Bekoff 
y G. Lauder (eds.), Nature's purposes: analyses of function and design in biology, 
Cambridge, The mrr Press, 1998. Para una formulación sencilla de la discusión 
desde una perspectiva adaptacionista por un biólogo evolucionario de primera 
línea, véase G. Williams, Plan and purpose in nature, Londres, Phoenix, 1996. 

67 Hay aquí una dimensión que no debemos ignorar, la siempre controvertida 
explicación funcional. Su reconstrucción de tal modo que explique no tanto la 
existencia (de “la norma”, por ejemplo), sino su persistencia, como es el caso. 
Véase G. Cohen, Karl Marx's theory of history: A defense, Oxford, Oxford 
University Press, 1978. Un repaso actualizado en D. Walsh, “Function”, en S. Psillos 
y M. Curd (eds.), The Routledge Companion to Philosophy of Science, Londres, 
Routledge, 2008. 

68 Ante la evidencia de que no estaba en el horizonte intencional de los individuos 
hacer o desencadenar aquello que se quería explicar, los economistas han utilizado 
dos recursos para defender su estrategia. El primero, metodológico, con 
argumentos pragmáticos, justifica la “irrealidad de los supuestos” de 
comportamiento en nombre de su vigor predictivo. El segundo, teórico, más 
reciente, en torpe matrimonio con la sociobiología, convertía a los individuos en 
“inconscientes” envases de los genuinos actores maximizadores, los genes. Como 
se apuntó en la nota 26, las dos estrategias no son del todo compatibles, pues si la 
segunda busca dotar de plausibilidad naturalista a los supuestos, la primera 
proclama el derecho a descuidar ese soporte. 
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tado que, cuando menos, permitiría rescatar las ventajas de la moralidad, 
de las normas, como solución al pDs.% Se trataría, recordemos, de dispo- 
ner de un mecanismo causal permanente que, sin ser el resultado de un 
diseño, de un plan, dé cuenta de la existencia —y de la reproducción de 
unos procesos que satisfacen una serie de requisitos de espontaneidad, uni- 
versalidad, naturalidad y estabilidad. La única solución tiene que ser la anti- 
cipada, la solución biológica. El “instinto” no está sometido a elección ni 
es fluctuante? 

El PDs desaparecía si hubiera algo así como un “instinto de la virtud”?! 
Tiene poco sentido intentar fundamentar agnósticamente la vida política 
cuando en la comunidad política “es naturaleza”?? Sólo para un pensamiento 
saturadamente religioso tendría sentido fundamentar —justificar— la tra- 
yectoria de los planetas. Por lo demás, no sería la primera vez que un pro- 
blema de “fundamentación” se disuelve en uno de explicación científica. 
Cabría pensar que hasta el más clásico problema de la “lógica” —la justifi- 
cación del razonamiento inductivo— es un seudoproblema cuyo negociado 
correcto es la explicación.73 Por supuesto que no se trata de resolver el expe- 


69 Véase una reconstrucción dinámica del contrato social, incorporando compromisos, 
convenciones e “instintos”, en el breve y espléndido ensayo de B. Skyrms, Evolution 
of the social contract, Cambridge, Cambridge University Press, 1996. 

70 En un contexto cooperativo, obviamente, la mejor estrategia sería aquella que 
“aparece” y “desaparece”, que sugiere colaboración, pero que, cuando tiene la 
confianza, traiciona. Pero, precisamente, la selección natural no permite esa 
posibilidad, las disposiciones no pueden elegirse, aun si eso se realiza de un modo 
sofisticado, a través de la capacidad para detectar al free rider. 

71 M. Ridley, The origins of virtue, Nueva York, Viking, 1996. 

72 Por lo demás, siempre hay una dificultad de principio en este tipo de 
justificaciones trascendentales empeñadas en derivar X (moralidad, necesidad 
lógica) de algo que no tiene X. 

73 La aspiración a encontrar un fundamento a la inducción tiene no poco de 
absurda. Sobre todo si aspira a ser concluyente, que es lo que son las 
fundamentaciones trascendentales. Si la inducción fuera segura no sería inducción, 
sino deducción. Es falible, pero también eficaz. Pero eso le pasa también a la 
visión, que se explica, no se fundamenta. En ese sentido, sigue resultando 
sugerente la “reinterpretación” biológica del apriori kantiano por Lorenz y sus 
discípulos. Véanse F. Wuketits (ed.), Concepts and approaches in evolutionary 
epistemology, Dordrecht, Reidel, 1984; R. Rield, Biología del conocimiento, 
Barcelona, Labor, 1983. Más interés (mayor base cognitiva) tiene la “(di)solución” 
biológica del problema de la inducción, fundamentada en la idea de que nuestros 
conceptos están innatamente estructurados de tal modo que presumen la 
existencia de clases naturales. Lo que no quiere decir que la epistemología pierda 
su carácter normativo: “la evolución no debe invocarse como evidencia de que 
nuestra psicología se ajusta bien a la estructura causal del mundo. Ese ajuste debe 
establecerse independientemente. Sólo invocar a la evolución después de haber 
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diente del pps mediante el oportuno gen, como parecen suponer ciertas 
explicaciones urgentemente biologicistas.?+ No hay, pace Ridley, una línea 
directa entre un gen y el thatcherismo,”3 como no la hay entre genes y una 
lengua en particular, aunque puede haberla con la capacidad para adquirir 
una lengua. Los procesos cooperativos son diversos (altruismo recíproco, 
parentesco, selección de grupo, byproduct mutualism)* y las explicaciones 
que pueden valer para las hormigas no valen para los homínidos con impot- 
tantes procesos de encefalización. La vocación social de éstos es una tarea 
compleja en la que están implicadas estructuras diversas. 

Vale la pena detenerse un poco en cómo son las cosas. Para empezar, 
del mismo modo que el lenguaje requiere ciertas reglas de fonología, de 
sintaxis, de producción de habla y de descodificación sonora, la disposi- 
ción social reclama un proceso múltiple (un diseño adaptativo complejo) 
que exige una coordinación de funciones. Los problemas de la interacción 
social comprometen circuitos cerebrales especializados resultado de un 
proceso adaptativo, módulos como los utilizados en el lenguaje, el reco- 


establecido ese ajuste”, H. Kornblith, Inductive inference and its natural ground, 
Cambridge, The mrT Press, 1993, p. 3. Para un repaso de los diversos aspectos de 
conocimientos “implícitos” sedimentados evolutivamente, véase A. Reber, Implicit 
learning and tacit knowledge, Oxford, Oxford University Press, 1993. 

74 Como se señala en una de las exposiciones más sistemáticas de la psicología 
evolucionaria, hay genes de disfunciones (distrofia muscular, dislexia, Alzheimer, 
etc.), pero no “de la civilidad, lenguaje, memoria [...] de organismos adaptativos 
complejos”, véase S. Pinker, How the mind works, Nueva York, Alen Lane, 1997, pp. 
34-35. Cabe conjeturar que lo que en tales casos se localiza es un gen que es 
condición necesaria para cierta función. Es conocido que las únicas condiciones 
suficientes son las de sucesos negativos: por ejemplo, que el cable esté cortado 
es suficiente para que la Tv no funcione. Para una visión más “optimista” 
de la localización de genes, véase J. M. Smith y E. Szathmáry, “Language and life”, 
en M. Murphy y L. O'Neill (eds.), What is life? The next fifty years. Speculations 
on the future of biology, Cambridge, Cambridge University Press, 1995, p.76. 

75 “Los conservadores (que atacan el Estado del bienestar) quizá no sean unos 
peligrosos románticos”, M. Ridley, The origins of virtue, p. 262. No es la única 
inferencia urgente de este urgente ensayo de ciencia popular. Lo cierto es que con 
todo lo que hay de sugestivo en el programa de la psicología evolucionaria, no 
resultan infrecuentes estas maneras (es el caso, por ejemplo, de R. Wright, 

The moral animal, Londres, Abacus, 1996, o de bastantes páginas de D. Buss, La 
evolución del deseo, Madrid, Alianza, 1996. Para una crítica bien informada, véase 
K. Sterelny, Thought in a hostile world, Oxford, Blackwell, 2005; y, sobre todo, 

D. Buller, Adapting minds, Cambridge, The mIT Press, 2005. 

76 La cooperación y el altruismo tienen más de un itinerario. En el trabajo existente 
más completo sobre cooperación animal, L. Dugatkin sistematiza cerca de un 
centenar de modelos distintos, Cooperation amongs animals, Oxford, Oxford 
University Press, 1997, Pp. 25-29. 
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nocimiento de caras o la construcción visual de escenas.”? En el pleisto- 
ceno, en grupos con alto grado de estabilidad, con individuos con largos 
períodos de maduración, con períodos improductivos y convivencia de 
miembros de distintas generaciones, la predicción de la conducta de los 
otros presentaba indiscutibles ventajas adaptativas. En esas condiciones 
resultaba importante “realizar inferencias sobre sus actitudes, motivos y 
anticipar su futura conducta”? Así las cosas, los individuos se configu- 
ran como “psicólogos naturales” que se atribuyen intenciones a las que 
dan respuestas, se asumen como individuos y adquieren conciencia refle- 
xiva. Tienen, en suma, una teoría de la mente. 

La colaboración requiere de la atribución de intenciones, pero, a la vez, 
está sometida, por esa misma circunstancia, al peligro de la aparición del 
engaño, del comportamiento free rider que la socava. La comunicación es 
un ejemplo bien conocido. Se basa en la expectativa de la colaboración, 
en la presunción de que el otro transmite con veracidad, brevedad, clari- 
dad y orden. El oyente asume que la información es relevante, no le es cono- 
cida y está suficientemente relacionada con lo que conoce como para rea- 
lizar esa inferencia que es cada acto comunicativo, inferencia que le permite 
interpretar las intenciones del otro, eliminar ambigúedades, ordenar infor- 
maciones parciales y completar fragmentos (pronombres, alusiones, etc.).7? 
En ese contexto, sería fácil que se dieran algoritmos darwinistas regula- 
dores de la interacción social capaces, por una parte, de procesar los cos- 
tes y los beneficios de la interacción social, y, por otra, de realizar inferen- 
cias complejas sobre las posibles trampas de los free riders y de detectar a 
quienes hacen trampas. Y es el caso que existe la suficiente evidencia expe- 
rimental para hacer plausible la conjetura de que hay un fuerte vínculo 


»80 


entre racionalidad, interacción social e identificación de los “mentirosos”. 


77 Desde esta perspectiva, la “mente” no aparecería como una inteligencia general 
útil para todo, sino como una combinación de diversos dispositivos especializados 
en parte programados genéticamente, especializados tanto respecto del dominio 
cognitivo del que se ocupan como por el tipo de tratamiento de la información. 
Para una presentación informal de la evidencia experimental, véase M. Gazzaniga, 
El cerebro social, Madrid, Alianza, 1995. Una visión más matizada A. Karmiloff- 
Smith, “Precis of: Beyond modularity”, Behavior and Brain Sciences, 17, 1994. 

78 H. Plotkin, Evolution in mind, Londres, Alen Lane, 1997, p. 139. 

79 D. Sperber y D. Wilson, Relevance, pp. 65-22. Si me dices “es tarde”, yo no 
descodifico un mensaje a partir de unos signos, sino que realizo una inferencia 
que varía según el contexto y que me lleva a concluir que “te quieres ir”, que “se 
nos escapa el avión”, que “J es insoportable”, etcétera. 

80 L. Cosmides, “The logic of social exchange: has natural selection shaped how 
humans reason?”, Cognition, 1989, 31. 
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Los individuos aplican reglas inferenciales correctas con suma facilidad en 
escenarios de reciprocidad, inferencias que permiten reconocer el fraude. 
Para que pueda evolucionar la disposición social se requiere un aparato 
cognitivo bien dispuesto para detectar a quienes rompen los contratos. Sólo 
quien inspira confianza puede obtener las ventajas de la cooperación, pero 
eso sólo pueden hacerlo, enfrentados a “detectores de mentirosos”, quie- 
nes son de confianza.* 

La idea de circuitos mentales evolucionados especializados en los pro- 
blemas de la interacción social no es extraña ni excepcional. “Las inferen- 
cias necesarias para detectar mentirosos son obvias para los humanos en 
el mismo sentido en el que las inferencias necesarias para la ecolocaliza- 
ción son obvias para los murciélagos.* Se trata de circuitos desarrolla- 
dos para resolver los problemas de la cooperación, presente en todos los 
humanos, sin necesidad de conciencia ni instrucción formal, y aplicados 
sin conocimiento de la lógica subyacente. Esos circuitos fijan en nosotros 
conceptos y motivaciones que hacen posible el juego intencional. Sobre 
ellos se asienta la interacción y el sustrato emocional. “No sólo facilitan el 
desarrollo de la cooperación, también hacen posible la amenaza y el fun- 
cionamiento de la venganza.” El juego emocional depende “de la natura- 
leza de la máquina interpretativa de la especie [...]. Si el otro animal es 
incapaz de categorizar las acciones que desencadenen su daño, el castigo 
resulta inútil”. La evidencia de ese funcionamiento es también negativa: 
los autistas, que carecen de la capacidad de representarse las representa- 


81 Por esta vía se captura con buen fundamento un argumento filosófico 
tradicional según el cual reconocer a otro como racional supone un principio 
de respeto y preocupación; véase T. Nagel, The possibility of altruism, Princeton, 
Princeton University Press, 1970. Otro tanto se podría decir respecto de la 
intuición (y de la torpeza) utilitarista que toma el sufrimiento como criterio 
de pertenencia a la comunidad de valoración, lo que la lleva a incluir sin matices 
a los animales no humanos. Para una teoría normativa atenta a los resultados 
cognitivos, la capacidad de sufrimiento no es independiente de la existencia 
de sistemas articulados de deseos, expectativas, de estados mentales complejos 
y con capacidad discriminatoria, que no se dan por igual en todas las especies. 
Sencillamente, no todo sufrimiento es igual. Véase. D. Dennett, “Animal 
consciousness: What matters and why”, Social Research: In the Company of 
Animals, Nueva York City, 1995. 

82 L. Cosmides y J. Tooby, “Beyond intuition and instinct blindness: Toward an 
evolutionary rigorous cognitive science”, p. 64. 

83 J. Tooby y L. Cosmides, “Friendship and the banker's paradox: Other pathways to 
the evolution of adaptations for altruism”, en W. Runciman, J. Maynard Smith y R. 
Dunbar (eds.), Evolution of social behavior patterns in primates and man, Oxford, 
Oxford University Press, 1996, pp. 129-130. 
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ciones mentales de los otros, de “una teoría de la mente”, se muestran 
también incapaces para comprender el significado normativo de los acon- 
tecimientos y, aunque sean “inteligentes”, resultan particularmente inde- 
fensos socialmente. 

Por supuesto, no tiene sentido pensar que todos los problemas de la filo- 
sofía política son falsos problemas, al modo como, según ciertos filósofos 
naturalistas de la mente, sucede con los problemas de las ciencias sociales: 
un conjunto de sinsentidos sustentados en un lenguaje intencional (“cre- 
encias y deseos”) ajeno a nuestro conocimiento sobre el cerebro.% La natu- 
ralización del pDs no equivale a la disolución de la discrepancia o de la 
diversidad. Incluso hay soporte biológico para argumentar que es posible 
acabar con la discrepancia. Sucede que aunque “la diversidad cultural ha 
sido siempre invocada como prueba de la plasticidad de la especie humana”, 
no faltan razones para creer que “los organismos dotados de una mente 
verdaderamente modular pueden engendrar culturas auténticamente diver- 
sas”5 La diversidad es tan natural como la sociabilidad. No cabe ignorar 
la importancia para las teorías normativas de un programaf*' capaz de 
asegurar una base naturalista a la diversidad: se “disuelve” el pDs sin dejar 
de reconocer “el hecho del pluralismo”. 


AX >A 


En las páginas anteriores se han visto razones para, por lo menos, revisar 
la perspectiva liberal sobre el problema de cómo es posible el orden social. 
En el camino se ha sugerido la conveniencia de corregir un par de axio- 
mas liberales que tienen mucho que ver con el “problema” y con su “solu- 
ción”, el mercado. El primero: el pps no es independiente de una idea insos- 
tenible de individuo presocial que ha persistido en el liberalismo más 
genuino. Sencillamente, no hay lugar para la pregunta inaugural de la “fun- 
damentación” del contrato social que está en la base del liberalismo. Del 


84 El materialismo eliminacionista de P. Churchland, “Folk psychology and the 
explanation of human behavior”, en A neurocomputational perspective, Cambridge, 
the mrr Press, 1989. 

85 D. Sperber, “Modularité mentale et diversité culturelle”, Le contagion des idées, 
París, Editions Odile Jacob, 1996, p. 166. Asimismo, S. Atran, “Folk Biology and the 
anthropology of science: Cognitive universals and cultural particulars”, Behavior 
and Brain Sciences, 21, 1998. 

86 Que se ha dado en llamar, por oposición al “Modelo Estándar de las Ciencias 
Sociales”, “Modelo Causal Integrado”. Para una presentación programática, 
véase L. Comides y J. Tooby, Evolutionary psychology: A primer. 
http://www.psych.ucsb.edu/research/cep/primer.html 
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mismo modo que si es el caso que el universo es finito carece de sentido 
preguntarse qué hay fuera de él, tampoco cabe preguntarse por qué los 
individuos están en sociedad. Por supuesto, en ese estar en sociedad inter- 
vienen disposiciones diversas. La idea de cerebros o de genes de derechas 
o izquierdas es una imbecilidad. Pero el juego de lo posible no empieza 
desde ninguna parte. No elegimos la sociabilidad como no elegimos en len- 
guaje. El asunto importante es si la disposición social es algo más que gené- 
rica, hasta donde alcanza su contenido. 

En todo caso, conviene no descuidar una vieja enseñanza analítica que 
no se recordará lo bastante. Incluso si nuestras disposiciones están provis- 
tas de contenido, si apuntan en una dirección, si, por ejemplo, hay una pre- 
disposición hacia el adulterio o la violencia, de ahí no se sigue la bondad o 
la ineluctabilidad de los comportamientos a los que disponen. Primero por- 
que sigue intacto el trazo entre lo positivo y lo normativo. Que hagamos o 
tengamos una disposición hacia X no hace bueno a X, ni tampoco que no 
podamos valorar a X, que no podamos decir que está mal. Es lo mismo, 
por cierto, que sucede en el terreno epistémico: reconocemos que tenemos 
ciertos sesgos inferenciales regulares, pero no eso no significa que funda- 
mentemos en ellos la lógica ni que no podamos reconocer que están erra- 
dos. Tanto en el plano normativo como en el inferencial estamos en condi- 
ciones de reconocer y de corregir nuestros juicios por más sistemáticos que 
sean. Y de actuar: curar una enfermedad genética es también corregir una 
disposición en nombre de lo que nos parece bien. Segundo, porque también 
los buenos valores son “naturales”, también ellos se asientan en otras dis- 
posiciones que intervienen corrigiendo y “contrabalanceando”Y pues, como 
dejará dicho d'Holbach, “las pasiones son los verdaderos contrapesos de 
las pasiones [...]. La educación es el arte de sembrar y de cultivar en el 
corazón de los hombres las pasiones favorables”. 

En el camino también se ha rectificado otra tesis liberal según la cual el 
interés es la garantía del orden social. Para el incipiente pensamiento libe- 
ral, la única justificación de la religión era su capacidad para disciplinar 
unas emociones que se entendían como fuente de desorden. El interés con- 
seguía los mismos resultados pero sin compromisos normativos: los inte- 
reses en competencia permitían edificar un orden laico que sustituyese el 
orden religioso. No sólo eso, también permitían anticipar al otro como 
no podían hacerlo las emociones. El interés y el mercado hacían posible 


87 S. Pinker, How the mind works, p. 42. 
88 Barón D'Holbach, Sistema de la naturaleza [1769], Madrid, Editora Nacional, 
1982, p. 332. 
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sujetar las pasiones y asegurar el orden sin necesidad de intervenciones 
extrañas. A la vista de lo expuesto hasta aquí, se podría decir que hay razo- 
nes para invertir el trayecto que llevó de las pasiones a los intereses como 
garantía del orden social.* Son las emociones y el “instinto” social los que 
disciplinan un interés de indiscutibles consecuencias desintegradoras. Cir- 
cunstancia, por cierto, que no escapó a Adam Smith, quien glosando a Hut- 
cheson escribe con aprobación: 


[La Naturaleza] actúa aquí [con el sentimiento de aprobación] como en 
otros casos con estricta economía [...]. [Ese sentimiento] no está fun- 
dado en el egoísmo ni tampoco en una operación de la razón. No cabe 
sino suponer que se trataba de una facultad con la que la naturaleza dotó 
a la mente humana [...] [al igual que] sucedió con el sentido moral, el 
sentido público, o la vergiienza y el honor... (Ese sentimiento) se basa 
en un poder de percepción, análogo a los sentidos externos. 


En todo caso, tampoco se trata de “resolver” los problemas por defini- 
ción, ajustando los supuestos para que cuadren con las conclusiones que 
nos interesan, y asumir un insensato optimismo antropológico, un ciuda- 
dano infinitamente virtuoso. Por supuesto, si todos fuéramos ángeles podrí- 
amos prescindir de "muchas, no todas— las leyes. Pero no somos ángeles; 
aunque tampoco demonios, homines oeconomici. Lo que sí cabe es preci- 
sar las condiciones sociales y económicas que, entre las diversas disposi- 
ciones de la naturaleza humana, favorezcan el desarrollo de aquellas que 
mejoran la calidad de la democracia, la ponderación de los distintos inte- 
reses, la justicia (y penalicen las otras). Y, desde luego, parece indiscutible 
que con profundas desigualdades resulta difícil que aparezcan sentimien- 
tos de reciprocidad necesarios para ver a los otros como parte de la misma 
comunidad política y sus intereses como dignos de consideración; que si 
el egoísmo, el propio beneficio, es la única motivación de los procesos socia- 
les y económicos, resulta improbable que se tomen en serio consideracio- 
nes de imparcialidad; que cuando los individuos no tienen satisfechas unas 
garantías mínimas de bienestar que, al menos, les permitan decir que no 
cuando creen que deben decir que no, sería harto sorprendente que las pre- 
ferencias puedan formarse de manera autónoma y, por ende, puedan modi- 
ficarse a la luz de buenas razones. 


89 A. Hirschman, Las pasiones y los intereses, México, Fondo de Cultura Económica, 
1978. 

90 A. Smith, The theory of moral sentiments [1759, 1790], Oxford, Clarendon Press, 
1991, Pp. 321-322. 


Cuarta parte 
Fundamentaciones 
de la democracia 


El hecho de que se tuviera que justificar con argumentos 

el trabajo infantil o que Hitler tuviera que aducir razones 
para matar a los judíos o que los sudistas se vieran obligados 
a justificar su modo de tratar a los negros supone un 
progreso... Ya no es posible decir: “Esto es lo que yo quiero, 
y lo tendré porque soy el más fuerte”. 

W. H. Auden 


He observado, señor Keuner, que desalentamos 

a muchos que querrán abrazar nuestras doctrinas 
porque tenemos respuesta para todo. ¿No podríamos 
redactar, en interés de la propaganda, una lista 

de cuestiones que no han hallado solución? 

Historias del señor Keuner, Bertolt Brecht 


X 


Tres miradas 
sobre tres democracias 


O mystério das cousas? Sei lá o que é mystério! 

O único mystério é haver quem pense no mystério. 

¿El misterio de las cosas? ¡Qué se yo qué es el misterio! 

El único misterio es que haya quien piense en el misterio. 
Fernando Pessoa 


Parece que la democracia es buena cosa. Parece, también, que no está muy 
claro por qué. Si un politólogo del futuro o de otro planeta, ingenuo e inte- 
ligente (los convenientes atributos de tales invitados), llegada la ocasión, 
entretuviera sus horas en repasar nuestras alabanzas, no podría menos que 
mirar con cierta ternura nuestra pasión por la democracia y con descon- 
fianza nuestras explicaciones: 


Desde luego —pensaría— todos la querían, aunque cada uno por una razón 
distinta, razón que, además, era discutida por el vecino. Quienes elo- 
giaban sus virtudes para recoger los deseos de las gentes se encontra- 
ban con sofisticados teoremas que mostraban la imposibilidad de tra- 
ducir inequívocamente muchas voluntades en una voluntad colectiva 
o con prudentes réplicas que recordaban que los representantes políti- 
cos difícilmente están en condiciones de atender a sus representados; 
quienes apreciaban sus virtudes educativas sobre la ciudadanía no podían 
desatender sin deshonestidad una investigación empírica que revelaba 
la pobre atención hacia lo público de sus presuntos protagonistas, los 
ciudadanos de las modernas democracias. Algunos recordaban la esta- 
bilidad social, el progreso económico, la justicia o la corrección de las 
decisiones democráticas y de mil cosas más. Inmediatamente, otros tan- 
tos replicaban con contraejemplos a cada uno de esos motivos. En fin, 
demasiadas razones y demasiado frágiles. 
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A buen seguro, nuestro confundido investigador no podría menos que con- 
cluir que el acuerdo acerca de la bondad de la democracia era de vuelo 
corto, que los fundamentos morales de la democracia no estaban claros.! 

Si llegaran a sus manos, las siguientes páginas quisieran oficiar como 
una invitación a que ocupe su tiempo en menesteres más provechosos: el 
problema de los fundamentos morales, tal y como acostumbra a estar plan- 
teado, no tiene solución en tanto los que disputan manejan diferentes ideas 
de democracia y diferentes ideas de fundamentación.? Y claro, si hay dife- 
rencias en lo que se fundamenta y en cómo se fundamenta, difícilmente 
podrá resolverse “el problema de la fundamentación”: tiene sentido dis- 
cutir si es mejor —si proporciona mejor audición— el disco de vinilo o el 
compacto, pero no cabe comparar un horno con una bicicleta. También 
quisieran prevenir a nuestro personaje contra cualquier intento de empe- 
ñarse en solucionar el problema: no hay manera. La dificultad no es cir- 


1 Para exploraciones generales y comparaciones de distintas estrategias de 
fundamentación, véanse R. Dahl, Democracy and its critics, New Haven, Yale 
University Press, 19893 A. Gutmann, “Democracy”, en R. Goodin y Ph. Pettit (eds.), 
A companion to contemporary political philosophy, Oxford, Blackwell, 1993; 

W. Nelson, On justifying democracy, Londres, Routledge, 1980; E. Garzón Valdés, 
“Instituciones suicidas”, Isegoría, 1994; C. Nino, “El hiperpresidencialismo 
argentino y las concepciones de la democracia”, Centro de Estudios Institucionales 
(cE1), Buenos Aires, 1991; B. Ackerman y C. Rosenkrantz, “Tres concepciones 

de la democracia constitucional”, Fundamentos y alcance del control de 
constitucionalidad, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1991; 

C. B. Macpherson, The life and times of liberal democracy, Oxford, Oxford 
University Press, 1980; J. Habermas, “Tres modelos de democracia”, Debats, 39, 
1992. Una exposición de once estrategias de valoración diferente —relacionadas 
con once autores: Hayek, Arendt, Habermas, Walzer, Taylor, Foucault, Rorty, 
Paterman, Havel, Young- en A. Carter y G. Stokes (eds.), Liberal democracy 

and its critics, Londres, Polity Press, 1998. 

Alo largo del texto se distinguirá entre “fundamentaciones de la democracia” 

y “teorías de la democracia”. El asunto central que nos ocupará —la 
“fundamentación — se refiere a las justificaciones normativas, a “por qué 

es buena la democracia”. La teoría se entiende en su sentido más estricto 

y común en filosofía de la ciencia: un conjunto de enunciados (leyes) que juntos 
constituyen una definición. Desde el punto de vista positivo, interesan las teorías 
que encuentran referentes, “modelos”, sistemas reales, en los que “se realice”. 

Eso no quita que una teoría sin referentes pueda resultar interesante para 
propósitos normativos o analíticos. Así, se podría decir que las democracias 
contemporáneas no son modelos de la teoría de la democracia republicana 

(en realidad, la crítica á la Carl Schmitt, Mosca, Pareto o Michels no hacía sino 
percibir imprecisamente esta circunstancia: se critica como falsa democracia 
(republicana) lo que de hecho es —un sistema de— una democracia diferente 

(un modelo de otra teoría, para seguir expresándonos en el léxico de la teoría 

de la ciencia). 


P 
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cunstancial, sino esencial. A diferencia de lo que sucede con otras funda- 
mentaciones o justificaciones morales, la fundamentación de la demo- 
cracia exige una teoría de la democracia que permita reconocer qué esta- 
mos fundamentando, y esa misma teoría impone una diferencia en el 
procedimiento de fundamentación.? Las páginas que siguen mitigarán 
el dogmático hermetismo de este diagnóstico.* De momento baste con 


3 Implícitamente se está presumiendo aquí una relación entre método y teoría 
que requiere algunas precisiones: a) la distinción conceptual es clara, una cosa 
es qué explica (la teoría, las entidades y las relaciones invocadas) y otra cómo, 
la estrategia explicativa (método), por eso: b) distintas teorías pueden compartir 
un mismo procedimiento explicativo (por ejemplo, la explicación funcional 
presente en marxistas y funcionalistas); c) en principio, una misma teoría puede 
adoptar —aunque resulta difícil pensar que no se requiera un ajuste categorial— 
distintos formatos explicativos, como, por citar dos ejemplos, ha sucedido con la 
teoría neoclásica del equilibrio general y la teoría de la explotación marxista, teorías 
que se han presentado con diferentes formulaciones matemáticas. Dicho lo anterior, 
es obligado añadir que, en buena medida, las teorías constriñen el ámbito de los 
procedimientos de explicación: el qué explica limita en buena medida el cómo se 
explica. Por ejemplo, no se ve el modo en el que las teorías físicas contemporáneas 
(o la física clásica) podrían adoptar un formato intencional o funcional, explicaciones 
del tipo “X se desplaza porque busca su lugar —o porque tiene la consecuencia— Y”. 

4 Diagnóstico que vale sobre todo para la que aquí se llamará fundamentación 
instrumental, que acostumbra a hacer uso de definiciones (teorías) operacionales 
(o funcionales) que describen una relación causal del tipo “un veneno es una 
sustancia que produce (causa) una intoxicación”, “una medicina es una sustancia 
que permite aliviar una patología” o, en nuestro caso, “la democracia es un sistema 
de decisión que (al recoger las preferencias) permite maximizar el bienestar” 
(véase la nota 17). El esqueleto argumental puede anticiparse sumariamente: 
a) fundamentar requiere reconocer qué se fundamenta, X; b) reconocer X requiere 
una teoría sobre X; c) una teoría establece —al menos— una relación —un vínculo 
causal, por ejemplo— entre dos entidades (por caso, entre “X e Y”); d) junto con 
una valoración positiva del estado producido ( Y), esa relación es, a la vez, una 
pieza de la fundamentación (“X se justifica por Y”). Por tanto, la teoría, que es 
una estipulación acerca de aquello sobre lo que recae, es también la premisa que 
garantiza la fundamentación. Por ejemplo, el juicio “la democracia es un sistema 
que permite maximizar el bienestar” sirve para estipular, reconocer y fundamentar 
la democracia. Si no se expresan las preferencias (y se maximiza el bienestar) 
no estamos ante una democracia y la democracia se justifica precisamente porque 
en ella se expresan las preferencias (y se maximiza el bienestar). 

La necesidad de una teoría que permita saber qué es lo que se fundamenta se hace 
particularmente manifiesta cuando nos encontramos frente a procesos complejos 
en los que no hay un reconocimiento independiente, desde “fuera de la teoría”, de 
lo que se está fundamentando. Es lo que sucede con el mercado, que “es” el mercado 
de la teoría del equilibrio. Con todos los matices, esa circunstancia no concurre 
cuando se trata de derechos específicos acerca de cuya caracterización no hay 
problemas: el derecho al voto, a la ciudadanía, al matrimonio homosexual, etcétera. 
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abundar en lo dicho: las diferentes estrategias de fundamentación mane- 
jan diferentes ideas de democracia y diferentes ideas acerca de lo que se 
entiende por una correcta justificación: unos están hablando de hornos y 
otros de bicicletas, unos intentan cocinar y otros desplazarse. 

La primera parte de la exposición se ocupará de justificar la naturaleza 
del problema de la fundamentación moral de la democracia. Me referiré 
a tres enfoques diferentes que abarcan las distintas maneras de abordar la 
fundamentación: el instrumental, el histórico y el epistémico. Como se 
verá, cada uno de ellos aparece prioritariamente asociado a diferentes ideas 
o teorías de la democracia: de mercado, comunitaria y deliberativa.3 Por 
otra parte, conviene advertir que, por más que no resulte difícil encontrar 
cierta afinidad entre los tres enfoques citados y corrientes importantes de 
la filosofía política contemporánea, el criterio discriminador que permite 
reconocerlos es prioritariamente metodológico: se refiere sobre todo a pro- 
cedimientos, a modos de justificación que se juzgan aceptables, no a tesis 
sustantivas acerca de “por qué es buena la democracia”.* De hecho, cada 


5 Aunque guarda relación con distinciones establecidas en capítulos anteriores 
(en particular, la democracia liberal forma parte del primer grupo y la republicana 
del tercero), esta categorización no coincide estrictamente con ellas. La que aquí 
se hace tiene que más ver con teorías normativas o con filosofías morales que 
con tradiciones políticas. En pocas palabras, el utilitarismo no es el liberalismo, 
el comunitarismo no es el nacionalismo y la teoría deliberativa no es el 
republicanismo, por más que el liberalismo se haya abastecido de argumentos 
utilitaristas, el nacionalismo de argumentos comunitaristas y el republicanismo 
de argumentos deliberativos. 

6 Por lo demás, la reconstrucción traicionará un poco a todo el mundo, pero eso 
hay que atribuirlo, además de a las lagunas del traidor, a la falta de anatomías 
teóricas claras y distintas en la obra de los traicionados. Incluso el utilitarismo, 
tantas veces presentado como ejemplo de teoría normativa precisa, está cargado 
de ambigijedades, empezando por la propia noción de utilidad. Las ideas sobre 
utilidad son bien diversas: como satisfacción de deseos, como bienestar recibido, 
como elecciones realizadas, como sustancia, como propiedad última a la que se 
reducen las demás. Cada una de las ideas se asocia con un asunto distinto y, en 
ocasiones, con una métrica diferente. En particular las ideas que se manejan en 
teoría económica, en teoría de juegos y en teoría moral son diferentes. Conviene 
recordar estas cosas, entre otras razones porque las críticas a las -muchas— 
debilidades del utilitarismo —indistinción entre personas, derechos, etc.— 
empiezan por concederle un crédito para el que no tiene avales. Avales que, por 
cierto, son particularmente necesarios para una teoría consecuencialista: si se 
juega a evaluar por los resultados, comparando sus eficiencias, hay que estar en 
condiciones de especificar las funciones métricas, hay que poder echar las cuentas 
(y, también, disponer de las teorías que nos relacionen acciones y consecuencias). 
De otro modo, nos encontramos, amén de con la falta de nervio intelectual propia 
de las simplificaciones seudocientíficas, con una “ilusión de rigor”, conocida 
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una de las estrategias de fundamentación es compatible con distintas ideas 
acerca de “por qué es buena la democracia”, aunque no con todas. Así, resulta 
perfectamente posible justificar la democracia (instrumentalmente) por- 
que maximiza el grado de cohesión social (tesis comunitarista) o porque 
maximiza el bienestar agregado (tesis utilitarista). 

El repaso de las diferentes perspectivas ayudará a mostrar lo que hay de 
sinsentido en el problema de la fundamentación: cada perspectiva se ocupa 
de diferentes asuntos, asuntos que no siempre tienen que ver con la fun- 
damentación normativa. De hecho, como se verá, sólo la perspectiva epis- 
témica establece una relación fuerte entre democracia y moralidad. Rela- 
ción que le permite salvar una serie de dificultades en las que —de distinta 
manera” incurren las otras perspectivas: ausencia de poder discrimina- 
dor, esto es, incapacidad para fundamentar la democracia y sólo la demo- 
cracia; vinculación circunstancial entre democracia y moralidad; inevita- 
ble nihilismo en —y por tanto frustración de— el empeño fundamentador; 
irrealidad de los supuestos empíricos —antropológicos, sobre todo- com- 
prometidos en la argumentación. Dificultades que se traducen en el vacia- 
miento moral de la idea de democracia, en desproveer a la democracia de 
toda relación con la argumentación normativa. Dificultades que, como se 
verá en la parte final, no aparecen en la perspectiva en la que se aúnan 


falacia que resulta particularmente deshonesta cuando se acompaña —como 
sucede con frecuencia con los utilitaristas— de condenas a los rivales por “poco 
operacionales”, “especulativos”, etcétera. 

Curiosamente, parece que todos confían en que “los economistas tengan claro 
qué sea eso de la utilidad”. Y lo cierto es que entre éstos no faltan los que 
reconocen que el gremio no lo tiene claro (A. Sen, “Utility”, Economics and 
Philosophy, 7, 1991, p. 278). En el caso de la teoría normativa, en el utilitarismo, las 
cosas son mucho más graves que en la teoría económica. Ésta necesita una idea de 
utilidad (ordinal) muy pobre, muy elemental, para —al menos- construir su caja 
de herramientas. Por el contrario, el utilitarismo necesita una idea fuerte de 
utilidad, que incluya la posibilidad de comparaciones interpersonales. El 
problema es que sin esa idea el utilitarismo no es nada, y esa idea es insostenible; 
véase D. Haussman, “The impossibility of interpersonal utility comparisons”, 
Mind, 415, 1995. Véase más adelante nota 28. 

7 No hay ortopedia en la precisión “de distinta manera”. No hay inconsistencia entre 
sostener que las distintas perspectivas se ocupan de distintos asuntos y afirmar 
que se enfrentan a problemas parecidos. Por ejemplo, dos teorías pueden tener 
problemas de consistencia sin que el problema sea el mismo. Cada una lo tiene de 
distinta —interna— manera. A la vez, podemos reconocer que toda teoría 
satisfactoria —para ciertos problemas explicativos, por ejemplo— debe ser 
consistente. Del mismo modo, se puede aspirar a identificar los criterios de 
calibración que debe satisfacer toda genuina fundamentación de la democracia. 
Véase la nota siguiente. 
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fundamentación epistémica y democracia deliberativa. En ese sentido, se 
puede decir que la estrategia epistémica se muestra como la única que en 
rigor puede calificarse como fundamentación.* 

No está de más subrayar que este capítulo, precisamente porque se ocupa 
de la fundamentación, levanta el vuelo filosófico, por así decir.? Después de 
unos capítulos centrados en “cómo son realmente las cosas”, debido a las 
condiciones de funcionamiento de la democracia, ahora, con frecuencia, 
se recurrirá a estrategias típicas de la argumentación de principio. Son las 
reglas del género: se está hablando de justificación, de fundamentación 
normativa. En ese territorio es lícito y acaso obligado acudir a argumen- 
taciones de principio, a criterios de plausibilidad. Se puede, por ejemplo, 
sostener que los individuos están en condiciones de revisar sus preferen- 
cias y, con ello, en el límite, hasta su propia identidad. Por supuesto, la 
psicología empírica nos recordaría que eso sucede poco, si es que sucede. 
Pero el punto de vista de la fundamentación es el del filósofo, el del que 
Justifica una institución, no el del protagonista. Las personas amamos, com- 
pramos o votamos como Dios nos da a entender. Pero cuando nos pre- 
guntamos si el amor lleva acompañado inevitablemente el sufrimiento, o 
su simple posibilidad, si el mercado se fundamenta en la maximización del 
bienestar o si los votos seleccionan a los mejores, nos apeamos de la con- 
dición de amantes, consumidores o votantes para adoptar el punto de vista, 
definitivamente más aburrido, del filósofo. Es lo que hay. 


PERSPECTIVAS SOBRE LA DEMOCRACIA 


¿Por qué, después de todo —podría preguntar nuestro interplanetario 
viajero—, aquello de la democracia no era un simple artilugio para orga- 
nizar una comunidad de vecinos un poco grande? Si ése es su sentir, se 
complacerá al encontrar que muchos autores entienden la democracia de 
esa manera: un instrumento, un sistema de toma decisiones, una técnica 


8 Que la única genuina fundamentación normativa sea la epistémica permite 
sostener sin inconsistencia la simultaneidad de inconmensurabilidad entre los 
enfoques y la superioridad de la fundamentación epistémica. Se trata de 
superioridad relativa a la racionalidad práctica, dominio en el que las 
fundamentaciones instrumental e histórica tienen muy poco que decir. 

9 Relacionada con esta característica hay otra: recurriré a las notas para descargar 
la argumentación. Los meandros y matices más prescindibles quedarán a pie 
de página. 
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que permite traducir muchas voluntades en una, un conjunto de reglas 
para coordinar preferencias individuales. Pero su gozo no se prolongará 
mucho. No tardará en comprobar que algunos otros estaban fascinados 
con una especie de principio democrático que traspasaba con impudicia 
más de dos mil quinientos años. Para ellos, los griegos, las repúblicas 
italianas, las mil formas del parlamentarismo —con dispar intensidad— 
todo era “democracia”, sin importar que en unos casos no existiesen repre- 
sentantes o que, cuando existían, “representaran” cosas diferentes; que 
unas veces no hubiera elecciones y otras poco más que enormes esceno- 
grafías electorales; que otro tanto sucediera con la separación de pode- 
res o con las formas de inserción política (y que entre éstas, por encima 
de superficiales similitudes, las diferencias fueran abismales, como suce- 
día con los partidos políticos, verdaderas instituciones proteicas).'” A la 
vista de tales consideraciones, nuestro observador empezará a conjeturar 
si, en el fondo, no éramos unos platónicos recalcitrantes, empeñados en 
una “democracia esencial” más allá de las democracias. Quizá -se diga— 
no se trate ni de reglas ni de principios y, como sucedía con tantas de sus 
pequeñas mitologías, desde sus dioses hasta sus ritos, aquellas gentes no 
intentan sino satisfacer la explicable necesidad de dotar de sentido a lo 
que simplemente era historia, simple acontecer sin plan ni designio. 
Para su tranquilidad, no tardaría en reparar en que no estaba solo en esa 
opinión, en que no eran pocos los autores dispuestos a coincidir en una 
interpretación social o histórica de la democracia. En suma, concluiría, 
aquellas gentes no tenían nada claro qué era eso de la democracia, con- 
fundidos como estaban entre tres ideas: a) un producto histórico; b) un 
conjunto de reglas (la de mayoría, por ejemplo) al servicio de resolver 
algunos problemas domésticos; c) “una metafísica” por encima de sus 
encarnaciones históricas, un principio difícilmente asible, pero que “se 
valora por sí mismo”. 

Consideraciones aparte acerca de nuestra mudabilidad de humores, 
nuestro estudioso empezaría a pensar que al menos disponía de una expli- 
cación para el embrollo del problema de la fundamentación. Bajo el rótulo 


10 Sobre tales cambios, véanse M. Finley, Democracy, ancient and modern, New 
Brunswick, Rutgers University Press, 1973; J. Dun (ed.), Democracy. The unfinished 
journey. 508 BC to AD, 1993, Oxford, Oxford University Press, 1993; 

C. B. Macpherson, The life and times of liberal democracy; M. Ostrogorski, 

La démocratie et les partis politiques [1903], París, Fayard, 1993; B. Manin, Principes 
du gouvernement représentatif, París, Calman-Levy, 1995; D. Held, Models of 
democracy, Cambridge, Polity Press, 1987; M. Gauchet, P. Manent y P. Rosanvallon, 
Situations de la démocratie, París, Gallimard, 1993. 
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de “democracia” cada enfoque estaba hablando de cosas distintas y, obvia- 
mente, sin acuerdo acerca de qué se está fundamentando, el diálogo de sor- 
dos resulta inevitable. La solución al problema de la fundamentación depen- 
dería del acuerdo acerca de la idea de democracia. Se trata de un problema 
soluble, complicado pero soluble. Bastaba con precisar el concepto y enca- 
rar la tarea fundamentadora. Desafortunadamente, tampoco estaba claro 
qué se entendía por solución aceptable, por fundamentación. El desacuerdo 
en el concepto se acompañaba del desacuerdo en el procedimiento. Cada 
una de las perspectivas contemplaba de manera diferente el empeño fun- 
damentador. Y en cierto modo parecía obligado. Pues si la democracia se 
entiende como simple historia, lo que toca es explicarla o, en todo caso, 
comprenderla desde la red de acontecimientos sociales y morales en la que 
se inserta; si, por el contrario, la democracia simplemente es un conjunto 
de reglas para tomar decisiones acerca de la vida colectiva, se justifica como 
cualquier instrumento desde la finalidad para la cual se construye, y su vida 
se agota en la medida en la que otra herramienta la sustituya de un modo 
más eficaz, en el mismo instante en que otro instrumento permita conse- 
guir el objetivo de una manera más eficiente; finalmente, si la democracia 
es un principio, la cosa es más peliaguda, porque más que justificar, fun- 
damenta, y la dificultad radica en determinar qué es lo que fundamenta: 
algunos dirán, con no escaso tino, las mejores decisiones normativas, las 
más justas. 


LA DEMOCRACIA COMO INSTRUMENTO” 


En su formulación más común, la democracia se presenta como un modo 
de reunir las preferencias en una voluntad general que, en un momento 


11 Véase J. Mill, “Essay on government” [1818], en J. Lively y J. Rees (eds.), Utilitarian 
logic and politics, Oxford, Oxford University Press, 1978; J. S. Mill, Considerations 
on representative government [1861], Indianapolis, Bobbs-Merrill, 1956; 

J. Schumpeter, Capitalism, socialism and democracy [1949], Nueva York, Harper 
and Row, 1976; R. Dahl, Preface to democratic theory, Chicago, Chicago University 
Press, 1956; P. Singer, Democracy and disobedience, Oxford, Oxford 

University Press, 1973; A. Downs, An economic theory of democracy, Nueva York, 
Harper and Row, 1957; J. Buchanan y G. Tullock, The calculus of consensus, Ann 
Arbor, University of Michigan Press, 1962; B. Barry, Sociologists, economics and 
democracy, Londres, Macmillan, 1970; Schmidtz, Tustifiyng the State”, Ethics, 101, 
1990; D. Wittman, “Why democracies produces efficient results”, Journal of 
Political Economy, 6, 1989. 
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posterior, se trata de atender.'? Los votantes, como sucede con los con- 
sumidores, se enfrentan a diversas opciones y eligen según su parecer, 
según sus preferencias, de modo que, al fin, el estado social (la voluntad 
general) obtenido es aquel que satisface a (o se corresponde con) un 
máximo número de individuos. Las preferencias de los individuos se 
toman como dadas, no son objeto de discusión pública, no se forman 
en el mismo proceso de realización de la actividad política. La dimen- 
sión pública (política) de la democracia se agota en la reunión de las 
preferencias privadas, preferencias que se forman —por así decir— antes 
de la democracia y que tienen que ver, según la perspectiva, con la selec- 
ción de élites, el bienestar colectivo o los intereses en conflicto.** La demo- 


12 Las perspectivas instrumentales acostumbran a utilizar argumentos que guardan 
similitud con ciertas defensas del mercado, como los recordados en la primera 
parte. Sobre los límites de las comparaciones entre mercado y democracia, 
referidas a las preferencias, véase P. Dunleavy y H. Margetts, “Belief in democratic 
myth”, en K. Dowding y D. King (eds.), Preferences, institutions and rational choice, 
Oxford, Clarendon Pres, 1995. 

13 Como ya se ha visto, este “tomar las preferencias como dadas” traza una línea de 
demarcación entre las teorías de la democracia, entre una idea según la cual la 
democracia se agota en el proceso de agregación de las preferencias (o la selección 
de las élites que atienden a los intereses expresados en esas preferencias) y otra 
idea para la que, entre otras cosas, las preferencias se forman mediante procesos 
deliberativos. A “tomar las preferencias como dadas” se puede llegar desde: a) la 
presunción de que la razón es ajena a ellas, que son cuestiones de gustos, al modo 
como la racionalidad es ajena a escoger entre pintar la pared de un color o de otro 
(no hay criterios); b) la presunción de que el juicio del individuo es el único 
tribunal de evaluación y determinación de sus preferencias (el criterio no 
revisable es el individuo). La condición de que las preferencias tengan que ver con 
los intereses no obliga a “tomar como dadas las preferencias”. Podría ser que yo 
sepa mejor que usted cuáles son sus intereses (como sucede con los niños). Se 
necesita el supuesto adicional de que el individuo no necesita de nadie más para 
determinar sus intereses. En ese caso, la deliberación no tiene nada que aportar. 
Sobre las preferencias en las distintas ideas de democracia, véase C. Sunstein, 
“Preferences and politics”, Philosophy and Public Affairs, 20, 1, 1991; C. Sunstein, 
“Democracy and shifting preferences”; J. Ferejohn, “Must preferences be respected 
in a democracy?”, en D. Coop, J. Hampton y J. Roemer (eds.), The idea of 
democracy, Cambridge, Cambridge University Press, 1993. 

14 Más exactamente, las preferencias, expresión de los intereses, en la medida en que 
se satisfacen, aseguran el bienestar. En el proceso de satisfacción caben dos tipos 
básicos de democracia: uno (directo) inspirado en la teoría de la elección social, 
en el que las preferencias recaen sobre “estados del mundo”; el otro (indirecto), 
inspirado en la teoría económica de la democracia, en el que las preferencias 
recaen sobre representantes. En el primero, se trata de agregar las preferencias 
sobre los estados del mundo directamente. Los individuos saben lo que quieren, lo 
que satisface sus deseos y esos deseos tienen que ver con su bienestar. En el 
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cracia no sería otra cosa que un instrumento imparcial, un conjunto de 
reglas que permite traducir muchas voluntades en pocas o en una.' La 
democracia queda justificada en la medida en que permite identificar 
esa voluntad general y traducirla en determinados resultados: la identifi- 
cación de los más capaces, el máximo de utilidad social o un equilibrio 
apaciguado de los conflictos. Aquello que se evalúa, justifica y da sentido 
a ese conjunto de reglas que es la democracia es su potencialidad para 
producir cierto estado final. Es la determinación u obtención del estado 
final lo que lleva a construir el instrumento democracia. En ese sentido, 
las perspectivas instrumentales entienden —y fundamentan- la demo- 
cracia al modo con que se da cuenta y se justifica un artefacto: “la esti- 
lográfica es una herramienta para escribir”; “el disco compacto es un sis- 
tema para almacenar información sonora”, 

Repárese que en los dos ejemplos anteriores hay descripción y razón de 
existir, teoría y “fundamentación”. Tal como sucede con la estilográfica o 
con el disco compacto, la democracia se justifica y se construye porque 
permite acceder a una situación o producir un estado de cosas que resulta 
deseable. El objetivo es el que da sentido al instrumento. Interesa una 
buena audición y por eso hay que quedarse con el disco compacto: es el 
que mejor se ajusta al propósito y precisamente por eso ha sido creado. 
El artefacto se justifica en tanto a) está justificado el estado final que 
produce, y b) permite conseguirlo de manera óptima, produce eficazmente 
ciertos resultados o estados del mundo (sonidos, escritura). El primer 
aspecto es propiamente valorativo, y el segundo, finalmente, empírico: 
afirma una relación (causal o funcional) entre la herramienta y el estado 
final de cosas que produce.** En ese sentido, en tanto la carga de la prueba 
normativa recae exclusivamente en el propósito, la democracia no tiene 


segundo, los individuos saben quiénes pueden atender sus deseos (sepan o no 
cuales son éstos). Para ello escogen representantes, que recogerían las preferencias 
de sus electores, y éstos tratarían —por su propio interés— de atenderlas en un 
escenario político que, reflejo de los votos de cada opción, a través de la 
negociación, llevaría, por esta vía indirecta, a la maximización del bienestar social. 

15 En los términos de la teoría de la elección social: una función matemática que tiene 
como dominio las preferencias de los individuos y como rango una voluntad 
general. Función que, como se vio, resulta imposible en condiciones 
medianamente razonables (dominio universal, transitividad, unanimidad, ausencia 
de dictadura, independencia de las alternativas irrelevantes). Véase el capítulo 11. 

16 Se podría decir que la democracia cae bajo una descripción funcional tal como se 
habla de descripciones funcionales en filosofía de la mente. En una caracterización 
funcional, los términos adquieren su significado por el rol causal que se adscribe 
en la teoría a la entidad a que se refieren. Véase la nota siguiente. 
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otra dimensión moral propia que la que pueda tener una herramienta. 
Desde el punto de vista valorativo, lo realmente importante, lo discutible 
es el estado final. Lo otro, el mecanismo, sólo puede discutirse empírica- 
mente, acerca de si es verdad o no que permite obtener ciertos resulta- 
dos. Precisamente por eso es de desear que sea el mejor. El artilugio, por- 
que es instrumento, sólo se justifica si es el mejor para producir el objetivo 
final para el que ha sido diseñado. El disco de vinilo, romanticismos aparte, 
deja de servir cuando se dispone del disco compacto. Y éste a su vez, 
tarde o temprano, también se abandonará por otra herramienta mejor. 
De la misma manera, la democracia, como el disco, es superable e inevi- 
tablemente está llamada a ser sustituida. 


LA FUNDAMENTACIÓN INSTRUMENTAL 


En general, la justificación de Y (la democracia, el disco compacto) desde 
X (la resolución de los conflictos, la audición) exige mostrar: a) que existe 
una vinculación —causal- de Y con X;” b) que esa vinculación es óptima 
respecto del propósito que da sentido a Y; c) que X es bueno o interesante 
en algún sentido. La fundamentación utilitarista es un buen ejemplo de 
estas justificaciones. En su caso, las tesis serían: a) la democracia permite 


17 Como se verá, esta premisa es la que reclama una teoría de la democracia. Teoría 
que, en principio (D. Lewis, “How to define theoretical terms”, Philosophical 
Papers, vol. 1, Oxford, Oxford University Press, 1983), siempre se puede describir 
funcionalmente: un proceso causal admite una descripción funcional, la 
descripción de cómo a través de un proceso ciertos inputs dan lugar a ciertos 
outputs. La democracia o el disco son simples realizaciones de ciertos procesos 
causales en los que ciertos inputs (preferencias, sistemas de lectura) causan 
ciertos outputs (voluntad general, sonidos). Las propiedades funcionales pueden 
tomar forma material de modo diverso. Lo importante es que caben diversas 
—al menos una- realizaciones de una misma descripción funcional. En un 
ejemplo ya citado, un alimento es una sustancia que cuando es digerida 
produce/causa la nutrición de los organismos. El rol causal del concepto alimento 
admite diversos ocupantes. Cuando se trata de un artefacto, la funcionalidad 
remite a un propósito para el que se crea. En el caso de la democracia no 
resultarían inimaginables diversos mecanismos de realización, diversos 
“ocupantes” (un supuesto lector mental de preferencias, votación informática, 
diversas reglas de agregación de preferencias: varios votos por ciudadano, señalar 
lo que no se quiere, etc.) que “instancian” (realizan) la obtención de las 
preferencias o —directamente— propician la maximización. Mecanismos que 
de diferente forma causan —realizan— el proceso de obtención y reunión de 
las preferencias. 
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realizar el bienestar;'* b) lo hace mejor que cualquier otro diseño institu- 
cional;'? c) el bienestar es bueno y, por ende, debe ser maximizado. 

De lo dicho se sigue que la crítica interna, compartiendo el enfoque— 
a una fundamentación puede mostrar: a) que no existe tal vinculación; 
b) que existen instituciones que mantienen una conexión más indiscuti- 
ble, menos frágil, con el valor fundante;”” c) que el objetivo último es dis- 
cutible. La crítica a partir de las dos primeras premisas, sin comprometerse 
con la tercera, sería “interna al valor”: no cuestionaría el criterio de valo- 
ración. La crítica según la tercera es “externa al valor”, en el sentido de que 
cuestiona el objetivo, el “bien” a maximizar (pero puede estar de acuerdo 
en la perspectiva instrumental y considerar, por ejemplo, que debe maxi- 
mizarse un bien distinto del bienestar). La incorrección de cualquiera de 


18 O determinar las preferencias, lo que los individuos quieren satisfacer. Las dos 
ideas (“determinación de preferencias” y “satisfacción”) no son equivalentes en la 
fundamentación de la democracia porque: a) la determinación de las preferencias 
puede no traducirse en la satisfacción; b) la satisfacción (bienestarismo 
objetivo) puede prescindir de la determinación por vía democrática; 

c) la maximización del bienestar, aun si compatible con la democracia, puede 

no estar relacionada directamente con las preferencias entendidas como expresión 
de los deseos: por ejemplo, las preferencias podrían recaer sobre las élites políticas 
y éstas estarían obligadas a averiguar —y satisfacer— los deseos; en este caso las 
preferencias no tienen que ver directamente con la satisfacción de los deseos, se 
limitan a actuar sobre ciertos actores —las élites— que están obligados a escrutarlas 
y a satisfacerlas. Por lo demás, tampoco ha de confundirse d) la satisfacción de 
preferencias con el sentimiento —o creencia— de satisfacción. 

19 Este requisito —tremendamente fuerte— está dado por el carácter consecuencialista 
del utilitarismo. Mientras que las éticas deontológicas simplemente se limitan 
a tomar la forma negativa (“no hacer X”, no es deseable la institución W”), 
las consecuencialistas toman la forma de “hágase Y”, donde “Y” se corresponde 
con la acción óptima. Las éticas deontológicas son compatibles con muchas 
acciones (Y, Z...) y en ese sentido son poco exigentes; por el contrario, 
las segundas exigen mucho, sólo son compatibles con una única acción, con 
el óptimo, con Y (aunque puede haber más de un óptimo y darse una situación 
de indeterminación). Es sabido que el utilitarismo, que exige actuar según el 
óptimo, requiere héroes sin tregua, individuos poco “utilitaristas” (en el sentido 
del homo oeconomicus). Sobre estos aspectos del consecuencialismo, véanse 
los trabajos de Railton, Parfit y Scheffler incluidos en S. Scheffler (ed.), 
Consequentialism and its critics, Oxford, Oxford University Press, 1988. Sobre 
el “sentido común” de tales exigencias morales, de reclamar que se actúe según el 
máximo bienestar colectivo, véase S. Kagan, The limits of morality, Oxford, 
Oxford University Press, 1989. 

20 Por lo dicho en la nota anterior esta crítica sólo valdría para las 
fundamentaciones consecuencialistas, no para las deontológicas. Para éstas basta 
con la existencia de una conexión razonable —no la mejor entre el valor fundante 
y aquello que funda. 


TRES MIRADAS SOBRE TRES DEMOCRACIAS | 291 


las premisas es condición suficiente para desmontar el empeño funda- 
mentador. En el caso del utilitarismo, para seguir con el ejemplo, se podría 
discutir: a) si el bienestar es un valor último (y, más técnicamente, si la 
utilidad es un buen baremo del bienestar); b) si la democracia garantiza 
la maximización del bienestar; c) si no existen sistemas de organización 
política que garanticen de mejor modo el bienestar.” Todas esas críticas 
son posibles y todas se han ejercitado. Se ha discutido que el bienestar sea 
un correcto criterio último para evaluar las acciones y los estados socia- 
les;? que la democracia —entendida como un conjunto de reglas de agre- 
gación— permita realmente pasar de un modo inequívoco desde las prefe- 
rencias de los individuos a la voluntad general;” que para realizar el bienestar 
no existan procedimientos mejores que la agregación democrática.* 


21 Es importante destacar el requisito de que la vinculación sea óptima. Lo que 
realmente fundamenta —el valor no discutido— es Y. X es simplemente un 
instrumento para la realización de Y. Obviamente, siempre resulta razonable 
cuando se persigue un objetivo escoger el mejor medio para su consecución. 

22 Las críticas por esta vía han sido diversas: el objetivo de maximización del 
bienestar es compatible con situaciones de desigualdad; se ignoran 
consideraciones relativas a dimensiones importantes que no quedan recogidas 
bajo la utilidad (autorrealización, respeto, amor); se muestra indiferente al cómo, 
a la vía por la cual se obtiene el bienestar; a la naturaleza de las preferencias (las 
sádicas o lujosas valen como las demás), etc. Véase A. Sen y B. Williams (eds.), 
Utilitarianism and beyond, Cambridge, Cambridge University Press, 1982; J. Elster 
y J. Roemer (eds.), Interpersonal comparisons of well-being, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1991; E. Anderson, Value in ethics and economics, Harvard, 
Harvard University Press, 1993. 

23 Véase el capítulo 11. 

24 Al cabo, un modo de salvar los problemas del teorema de Arrow es relajando 
la hipótesis democrática, esto es, asumiendo que las preferencias de un individuo, 
de un dictador, son las preferencias sociales. Por otra parte, si lo que importa 
es el bienestar antes que la libertad para elegirlo (y no hay que olvidar que nos 
manejamos con una teoría consecuencialista para la que la libertad -que no busca 
maximizar— por sí misma no es relevante) o si no se asume el supuesto de que los 
individuos saben sin más— qué es lo mejor para ellos, podría muy bien pensarse 
en que una dictadura provista de una especie de lector mental o hermeneuta 
universal es lo que mejor se acomoda a la justificación utilitarista. Buena parte 
de los argumentos que discuten las preferencias (o bienestarismo) “subjetivas”, 
“privadas”, implícitamente apuntan en esta dirección; véanse C. Sunstein, 
“Preferences and politics”; “Democracy and shifting preferences”; J. Ferejohn, 
“Must preferences be respected in a democracy?”. En el mismo sentido muchos 
de los argumentos que revisan la idea de representación y que recuerdan que la 
voluntad general —mejor, la opinión de los ciudadanos— se manifiesta de formas 
ajenas a las elecciones; véanse C. Pateman, Participation and democratic theory, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1970; B. Manin, “On legitimacy and 
political deliberation”, Political Theory, 1987. 
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Es necesario destacar dos aspectos de la fundamentación instrumen- 
tal. Primero, la fundamentación es interna al plano axiológico: arranca 
desde premisas morales más básicas, anteriores sólo en sentido lógico. 
Cuando un utilitarista trata de justificar la libertad de prensa no escapa 
del plano axiológico,” no apela a circunstancias históricas que “expli- 
can la aparición de esa libertad”, o a principios acerca de procedimien- 
tos de argumentación, a condiciones (epistémicas) de (buena) forma- 
ción de los juicios morales, que, por ejemplo, requieren que “los individuos 
estén en condiciones de formar sus opiniones con buena información y 
puedan expresar públicamente sus opiniones”. Arranca con una idea de 
bien (utilidad, por ejemplo) y luego relaciona la institución o la acción 
con la realización de ese bien. Diría, por ejemplo, que es bueno satisfa- 
cer los deseos de las gentes y que la libertad de prensa permite conocer 
mejor los deseos de los individuos y disponer de mecanismos institu- 
cionales bien aceitados para su satisfacción. Vincula unas acciones o 
instituciones con un valor o criterio más fundamental, no discutible, 
como el bienestar.” Trata de mostrar que la acción o institución está 
directamente relacionada con -maximiza— la utilidad. En ese respecto, la 
fundamentación se asemeja a las explicaciones de la ciencia. Cuando pre- 
decimos un eclipse con las leyes de la mecánica clásica no “salimos” del 
plano empírico que estamos explicando: pasamos de las premisas (refe- 
ridas a leyes físicas) a las conclusiones (referidas a procesos físicos), sin 
que medien juicios acerca de las condiciones de conocimiento o sobre las 
reglas de funcionamiento de las comunidades científicas. Del mismo 


25 Aunque obviamente siempre hay supuestos empíricos, como en cualquier 
argumentación moral, supuestos presentes en la primera premisa. En ella se 
esconde una afirmación acerca de una secuencia causal entre una acción (o 
institución) y unas consecuencias, afirmación que puede ser compatible o no con 
las observaciones. 

26 Para lo cual se necesita una teoría. Precisamente aquí radica una de las dificultades 
mayores de las estrategias consecuencialistas: la ausencia de instrumentos 
poderosos, de teorías, que nos permitan operacionalizar doctrinas tan 
—presuntamente— operacionales como el utilitarismo. Lo cierto es que a la vista 
de la incapacidad para “sacar las cuentas” (entre otras razones por los problemas de 
la unidad de medida: la utilidad, véase la nota 6), una teoría cuyo argumento 
fundamental es que “hay que sacar las cuentas y dejarse de historias” queda en un 
triste papel. Al final, también el utilitarismo acaba pasteleando para acomodarse 
a las intuiciones morales. Si realmente fuera una teoría poderosa, con potencia 
de cálculo, las predicciones —acerca de qué acción es la que realmente maximiza la 
utilidad— tendrían que ir por delante y aun en contra de las intuiciones. Y son pocos 
—P. Singer (Practical ethics, Cambridge, Cambridge University Press, 1979) sería una 
excepción— los utilitaristas dispuestos a discutir radicalmente nuestras “intuiciones”. 
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modo, tampoco la fundamentación instrumental da cuenta de las accio- 
nes morales desde premisas históricas, desde la sociología o la biografía, 
ni desde las condiciones en que se construyen los juicios morales. Es en 
ese sentido en el que se habla aquí de fundamentación interna. 

El segundo extremo se relaciona con una dificultad que aparece en la 
primera premisa, con aquella que establece una vinculación entre el valor 
que justifica (X) y lo que se justifica (Y), entre la utilidad y la democracia, 
en el caso del utilitarismo. La dificultad se presenta sobre todo cuando 
nos enfrentamos a la justificación de instituciones. No es lo mismo justi- 
ficar la decisión de asignar un órgano para un trasplante a A en lugar de a 
B que justificar el mercado. No hay discrepancias a la hora de reconocer 
un corazón. En el segundo caso, la cosa no es tan sencilla: es necesario saber 
previamente qué se entiende por mercado. En nuestro asunto, necesitamos 
saber “qué es la democracia”, necesitamos una teoría de la democracia 
que nos permita reconocer la democracia, al modo como la teoría atómica 
—que caracteriza al átomo por una serie de propiedades: carga, masa, spin, 
etc.— nos permite reconocer un átomo. Además, para que la fundamenta- 
ción sea satisfactoria, la caracterización de lo que se justifica debe ser inde- 
pendiente de la perspectiva justificatoria.7 No se consideraría con muchos 
vuelos una justificación de “X” en nombre de “Y” que arrancara estipu- 
lando que “X es Y”. En nuestro caso, no sería de mucho interés una justi- 
ficación instrumental de la democracia en nombre del bienestar que empe- 
zara por definir la democracia como “una institución que permite realizar 
(o que produce) el bienestar”. Por eso resulta poco interesante una defini- 
ción funcional u operacional, del tipo “un cuchillo es un instrumento que 
sirve para (causa, produce) cortar”. 

El problema es que eso es precisamente lo que ocurre con las justifica- 
ciones instrumentales, para las que la democracia es un simple artefacto. 
La propia caracterización instrumental de la democracia impone una refe- 
rencia a los objetivos, que es, de hecho, a la vez que una teoría de la demo- 
cracia, una justificación del porqué de la democracia. En virtud de que la 
democracia se entiende como una simple herramienta, la estipulación de 
qué sea la democracia supone, de manera más o menos implícita, una ape- 
lación a consecuencias, a resultados (“la democracia es aquello que per- 


27 Por ejemplo, cuando se intenta justificar (o criticar) el matrimonio homosexual, 
una cosa es el principio (la libertad, la igualdad, por ejemplo) y otra aquello que se 
fundamenta, sobre lo que no parece haber desacuerdo al identificarlo. Pero esto, 
que vale —como se dijo en la nota 4- para sucesos poco complejos, reconocibles 
preteóricamente, por así decir, resulta más complicado en el caso de instituciones 
O procesos. 
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mite conseguir X”), apelación que cancela el empeño fundamentador.* En 
rigor, la premisa “la democracia permite X” debería ser un simple juicio 
empírico que nos informa que en la democracia, además de una serie de 
rasgos que la identifican, se da la circunstancia de que “permite X”. No 
sucede de este modo en la fundamentación instrumental. En ésta, dicha 
premisa es, además de una pieza de la argumentación moral, una apre- 
tada teoría de la democracia? —y en ese sentido una definición— que esta- 


28 El utilitarismo lo muestra bien. El criterio utilitarista de justificación es bien 
conocido, aunque ha adoptado diversas fórmulas, según qué se maximice: la 
utilidad agregada, el bienestar medio o per cápita, el producto de los bienestares 
individuales. Una discusión pormenorizada de la fundamentación utilitarista 
requeriría una caracterización más morosa. En tal caso, seguramente quedaría 
claro que la propia falsa precisión de la utilidad —y la circularidad que, con 
frecuencia, esa imprecisión alimenta (se maximiza la utilidad y la utilidad se 
entiende como “lo que se maximiza”)- afecta al núcleo mismo de la justificación. 
No se insistirá lo bastante en la ambigúedad de “la utilidad”. El uso que aquí se 
hace, poco refinado, se ajusta al más común entre filósofos políticos. Pero, ni aun 
entre economistas, la más precisa idea de función de utilidad resulta clara: unas 
veces se piensa como una especie de propiedad sustantiva asociada a los bienes, 
que proporcionan “utilidad” a sus consumidores, y otras como un simple 
orden de preferencias. En el primer caso, las complicaciones vienen por el 
esencialismo y las preferencias se relacionan con la utilidad como las virtudes 
opiáceas con el opio; en el segundo, las complicaciones proceden de que el orden 
no anda referido a una propiedad “estable”, como puede ser el peso, la longitud 
o la temperatura, sino a lo que cada individuo en cada instante ordena. Mientras 
si es verdad que en A “el melón X pesa más que el guisante Y”, también sucederá 
lo propio en B; con la utilidad no tiene por qué pasar lo mismo. (Repárese en lo 
que sucede si se toma otra idea de bienestar, de utilidad, asociada a lo que 
se ha llamado “bienestarismo objetivo”, que separa el bienestar de las satisfacción 
de las preferencias manifestadas inmediatamente por los individuos porque 
duda de que éstas tengan que ver con aquél. Por lo pronto, se evita una frecuente 
tautología entre “preferencias” y “utilidad” “o bienestar”. Parece claro que el 
problema desaparece si, por ejemplo, identificamos bienestar con la satisfacción 
de ciertas necesidades básicas [educación, alimentación, salud] establecidas con 
independencia de las preferencias expresadas por los individuos. En tal caso, 
sí cabría sopesar la justificación de la democracia instrumentalmente en nombre 
del bienestar sin incurrir en circularidades. En todo caso, conviene advertir que 
el bienestarismo objetivo acompaña a veces una idea republicana o deliberativa 
de democracia, para la que lo importante no son las preferencias, sino las 
“correctas preferencias”, las reales, descubiertas a través del diálogo público; aun si 
no cabe ignorar que ciertas versiones del bienestarismo objetivo —que no incluyen 
la autonomía entre los componentes de la buena vida— también se mostrarían 
compatibles con dictaduras paternalistas.) 

29 En el sentido señalado en la nota 2, esto es, una teoría como una definición que 
incorpora un conjunto de conceptos y de relaciones entre conceptos (de leyes). 
Como allí se dijo, una teoría puede no encontrar sistemas reales a los que referirse. 
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blece que “la democracia es el sistema que permite X (maximizar la utili- 
dad, seleccionar élites, etcétera)”. 

Para justificar la democracia, para ver si satisface el criterio moral, nece- 
sitamos saber qué es una democracia. Para saber qué es una democracia 
necesitamos, a su vez, una teoría de la democracia, una estipulación de qué 
es la democracia. El problema es que la fundamentación de la democracia 
se apoya en una teoría que caracteriza funcionalmente a la democracia, como 
causante de ciertos resultados, precisamente los mismos que sirven para jus- 
tificarla. La democracia se justificaría en nombre del bienestar porque la 
democracia “es” la traducción de unas preferencias individuales que son, por 
definición, la expresión de (las demandas de) bienestar. 


LÍMITES DE LA FUNDAMENTACIÓN INSTRUMENTAL 


Juntos, los dos aspectos mencionados debilitan el proyecto fundamenta- 
dor. La democracia se justifica inevitable y trivialmente: por una parte, la 
justificación no sale del plano moral y, por otra, la democracia es caracteri- 
zada desde los fines.** En esas condiciones, la democracia se muestra vacua- 


Sin embargo, teorías sin referentes pueden cumplir una función normativa. Así, 
por ejemplo, la teoría del socialismo de mercado es una teoría sin modelos, 
aunque podríamos estar interesados en construir sistemas reales que fueran 
modelos de dicha teoría. Lo mismo se podría decir de la democracia. 

30 Por supuesto, la “teoría” de la democracia no es tan tosca. Se presenta a través de 
un conjunto de enunciados que, con mucho esquematismo, pueden resumirse así: 
a) “la democracia consiste en un conjunto de reglas X, Y, Z,”; b) “las reglas X 
permiten agregar las preferencias de los ciudadanos”; c) “las preferencias expresan 
los deseos de los individuos, que tienen que ver con su bienestar (la satisfacción de 
sus preferencias)”. 

31 En principio, la separación de la fundamentación instrumental de la 
caracterización funcional debilitaría en parte las anteriores objeciones. Se trataría 
de explorar la posibilidad de mantener la primera sin comprometerse con la 
segunda, sin que la teoría de la democracia adoptara en forma más o menos 
velada un tono funcional. De todos modos: a) hay razones para pensar que, como 
se apuntó en la nota 17, la premisa que relaciona la democracia como productora 
como causa— de ciertos resultados es traducible en una caracterización funcional, 
sobre todo en el caso de un artefacto diseñado, construido (algo que es/sirve para 
X), como sucede de un modo u otro con las instituciones; b) si la teoría de la 
democracia pudiera prescindir de una descripción en forma de consecuencia, 
necesitaríamos alguna otra premisa adicional que nos permitiera relacionar a la — 
teoría de la democracia (lo que la democracia sea, según la nueva teoría) con el 
valor justificatorio, con lo que el problema reaparecería. 
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mente buena, resulta buena por definición y, con ello, la empresa misma de 
justificación pierde todo vigor. Con gusto por la paradoja se podría decir que 
la fundamentación tautológicamente moral de la democracia arrebata a la 
democracia toda raíz moral,” circunstancia que se muestra de diversos modos: 

1) La fundamentación instrumental deja la moral fuera de la democra- 
cia. Se ampara, como se ha visto, en un par de juicios fácticos, que rela- 
cionan óptimamente la democracia con determinado estado de cosas, y en 
uno normativo, que reconoce como deseable ese estado de cosas. La demo- 
cracia sólo aparece en la primera parte. Al igual que un puente o cual- 
quier otro instrumento tecnológico, sirve a un propósito moral, pero no 
es ajena a todo propósito moral (ni un valor moral por sí mismo, lugar de 
la reflexión moral o una condición para la discusión moral). Podemos dis- 
cutir si es deseable atravesar un río, si es bueno poner en comunicación a 
dos poblaciones, pero en esa discusión, normativa, el puente no aparece 
por ninguna parte. La democracia, como un arma o un medicamento, es 
un útil que se construye porque se juzga deseable el estado final que con- 
tribuye a alcanzar. Si algo hay que discutir desde la moral es el estado 
final, los objetivos. Pero ésa es ya una discusión que prescinde de la demo- 
cracia, una discusión sobre valores como cualquier otra. 

2) Cuando escapa a la tautología, la defensa es débil y la democracia es 
superable. La segunda premisa, que afirma una relación óptima entre la 
democracia y un cierto estado de cosas, reconoce implícitamente la posi- 
bilidad de que otro sistema pueda satisfacer mejor el mismo objetivo: la 
democracia está justificada mientras sea el mejor medio y, por ende, no es 
condición necesaria de ningún estado de cosas deseable. Esa debilidad se 
deja ver también desde otra perspectiva, desde la incapacidad de la fun- 
damentación instrumental para rescatar una sólida intuición que asocia 
inseparablemente democracia a progreso moral, que hace inconcebible la 
idea misma de que la revisión de nuestras ideas morales suceda “fuera” de 
la democracia, sin democracia. Una vez que se asume que la democracia 
puede ser superada, es obligado admitir la posibilidad de separar la demo- 
cracia de la idea de progreso moral. Cierto es que la intuición es siempre 
un endeble asidero —aunque, con reservas, es de los pocos disponibles en 


32 Desde otro punto de vista podría afirmarse que hay una tensión entre: 
a) externalizar la fundamentación moral, en cuyo caso la primera premisa 
(la democracia permite X) es un juicio empírico y toda la enjundia moral queda en 
una premisa (X es deseable) que no compromete a la democracia; b) internalizar la 
fundamentación, en cuyo caso la primera premisa se convierte en una estipulación 
de qué sea la democracia (la democracia es el sistema que permite X) y, en tanto 
la democracia es, por definición, X, de lo que se trata es de discutir sobre X. 
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los negocios morales y no conviene fiarlo todo en ella; sin embargo, en 
el presente caso sirve como índice de algo poco complicado pero impor- 
tante: sencillamente, no sabríamos qué significa separar progreso moral 
de democracia.** La fundamentación instrumental, que reconoce supera- 
ble la democracia, se ve en la obligación de hacer inteligible esa incapaci- 
dad y no parece estar en condiciones de hacerlo.” 

3) La fundamentación instrumental desprovee a la democracia de rela- 
ción con la racionalidad de las decisiones. La democracia aparece como un 
conjunto de reglas que permiten obtener la voluntad general a partir de 
voluntades individuales. En el límite, la democracia viene a ser una espe- 
cie de termómetro que traduce neutralmente los estados de opinión en 
un valor reconocible, la voluntad general. La pertinencia de esa idea no 
parece discutible cuando pensamos en gustos últimos?! o en intereses 


33 Sin embargo, la frecuente comparación entre intuiciones morales versus teorías 
normativas y observaciones versus teorías empíricas tiene un alcance limitado. Los 
abundantes estudios empíricos sobre la justicia confirman razonables dudas 
acerca de dicho alcance: a) incluso a pesar de los recientes resultados de la ética 
experimental (que muestran que ante muchos dilemas morales los seres humanos 
respondemos del mismo modo: M. Hauser, Moral minds: How nature designed our 
universal sense of right and wrong, Nueva York, Ecco, 2006), lo cierto es las 
intuiciones compartidas no lo son siempre por todos, al menos sin darles algunas 
vueltas, mientras que las observaciones —con todas las reservas recordadas por 
más de cien años de filosofía de la ciencia acerca de la ausencia de “hechos 
independientes”— siguen teniendo su función de tribunal último por su 
condición intersubjetiva; b) las intuiciones —mejor, los juicios que sostienen a las 
intuiciones— no siempre se muestran consistentes, mientras que las observaciones 
=sus enunciados— sí: no puede haber sistemas reales -modelos— inconsistentes; 

c) la propia exploración empírica de los criterios normativos —en su ámbito 
explicativo (J. Elster, “The empirical study of justice”; D. Millar y M. Walzer (eds.), 
Pluralism, justice and equality, Oxford, Oxford University Press, 1995)- muestra 
que los propios determinantes subjetivos de muchas intuiciones (egoísmo, por 
ejemplo) están en desacuerdo con muchas intuiciones, mientras que nada 
parecido cabe imaginar en el otro terreno. 

34 No cabe ocultar que aquí se está manejando una idea de democracia distinta de la 
que utiliza la justificación instrumental, emparentada con la idea de evaluación 
autónoma y razonada de las preferencias. En realidad, lo que se está diciendo es 
que no cabe pensar en una idea de progreso moral que no pase por una revisión 
en condiciones de autonomía de las ideas. 

35 Siempre cabe la réplica de que el significado “de la superación de la democracia” 
se aclarará o se disolverá cuando dispongamos de otro instrumento mejor, al 
modo como sucede en la ciencia, donde ignoramos hoy las preguntas que las 
nuevas teorías o escenarios nos llevarán a realizar y las viejas preguntas se 
contestan o dejan de ser significativas a la luz de las nuevas teorías. 

36 Obviamente, para productos con algún rasgo de bien público, sin posibilidad de 
consumo exclusivo, que es lo propio de buena parte de los asuntos políticos. No hay 
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muy acotados.” No todas las elecciones son (igualmente) morales. Elegir 
un postre no es elegir un programa político. Sin embargo, desde la pers- 
pectiva instrumental no hay diferencia entre elegir un postre y decidir cómo 
vivir. Las elecciones no requieren razones, las preferencias sólo remiten a 
ellas mismas, son palabra última. Hacer de toda elección cuestión de gusto 
acaba por dejar a la democracia sin defensas, sin posibilidad de ser justi- 
ficada. Si todo es igual, todo da lo mismo y no hay razones para escoger 
nada. No hay diferencia entre dedicar los recursos públicos —o la vida de 
uno: en este nivel las dos elecciones se equiparan— al culturismo o a orga- 
nizaciones humanitarias. Aun más, , desprovista de vínculos con la argu- 
mentación la propia idea de mayorías o minorías pierde todo sentido. Si 
no hay ninguna razón para A antes que para B, la idea de que en algún 
sentido haya que acatar las decisiones de la mayoría o que la mayoría tenga 
razón pierden todo significado, habida cuenta de que no hay nada pare- 
cido a la razón en ningún sitio.*% Se podrá, eso sí, decir que “se satisface los 
deseos de los más” y que ello tiene que ver con el bienestar, un importante 
argumento moral. Sin duda, pero eso es todo y, desde luego, es poco desde 
el punto de vista del vínculo de la democracia con la moralidad: la de- 
cisión de los vecinos sobre el color de la fachada de su edificio no es dife- 
rente de la de una comunidad política que delibera sobre los derechos de 
los emigrantes. En pocas palabras, para la perspectiva instrumental la demo- 
cracia es un escenario desvinculado de decisiones normativas, fuera del 
hecho mismo de elegir (lo que en realidad apunta a las condiciones de la 


problema en que uno coma paella y otro ensalada; pero otra cosa es la elección de un 
emblema o de los colores de la bandera. De todos modos, véanse las notas 75 y 76. 

37 Que no admiten transacciones (se trata de A o B, sin posibilidades intermedias), 
que no requieren razones y con soluciones alternativas costosas, con costos fijos 
(sin posibilidad de un tiempo A y otro B), como pueden ser la apertura —hacia la 
izquierda o la derecha— de la puerta de un ascensor en una escalera con vecinos 
diestros y zurdos. Véase la nota 76. 

38 Véase el capítulo 1. Con todo, conviene no desatender que una vez que las 
preferencias prescinden de razones cobra todo su peso la argumentación liberal que 
nos recuerda que no podemos equiparar una sociedad máximamente libre con una 
sociedad máximamente democrática entendida como una sociedad que “somete 
todo a decisiones colectivas y otorga a todos sus miembros un igual poder en lo que 
se decide” (una sociedad que satisficiera tales requisitos estaría en condiciones de 
decidir cómo tengo que peinarme. Difícilmente se la podría calificar como 
“sociedad libre”). Dicho de otro modo: el requisito de que los ciudadanos tengan el 
máximo poder de decisión no equivale a que sean máximamente libres. 

39 Ello no impide que se pueda justificar la regla de mayoría por otras razones 
(recoge la fuerza mayor, es más fácil de asumir, etc.). Véase C. Offe, La gestión 
política, Madrid, Ministerio de Trabajo, 1992, cap. 4. 
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elección, no a la naturaleza de lo elegido). La obra que en ella se repre- 
senta nada tiene que ver con la moral.* 

En suma, la fundamentación instrumental: a) relaciona tautológica- 
mente la democracia con el valor que sirve para fundamentar, b) cuando 
no debilita la defensa de la democracia, al contemplar la posibilidad de su 
superación; c) desprovee a las decisiones políticas de calidad normativa y 
recala en un relativismo incondicional que deja sin razones a las decisio- 
nes, que hace naufragar cualquier intento de fundamentación. 

Por supuesto, también cabe la crítica a las premisas empíricas. Ya nos hemos 
referido —en la primera parte— a la que discute la posibilidad de transitar 
cabalmente de las preferencias individuales a las colectivas. Pero hay otra 
que no conviene descuidar: la falta de realismo empírico implícita en la idea 
de “individuos que eligen según sus preferencias”! Esa crítica es el punto de 
partida de la fundamentación histórica que se expone a continuación. 


40 Las manifestaciones de esta circunstancia se dejan ver de distintos modos que 
no por casualidad tienen que ver con problemas del liberalismo. Por una parte, 
la defensa de la democracia está muy cerca de confundirse con la defensa de un 
pluralismo relativista desprovisto de todo vigor moral, sin que se contemple la 
posibilidad de aceptar razones en favor de las diferentes ideas o proyectos de vida. 
La propia libertad se convierte en el simple instrumento de una elección sinsentido 
y la imparcialidad en simple indiferencia moral. Por otra parte, al hacer de la 
democracia una mera regla de agregación de preferencias y de las preferencias una 
cuestión de “gusto” (o interés) privado, se traza una aguda demarcación entre un 
escenario privado en que “la opción” carece de razones, y de toda justificación 
razonable, y un escenario público donde sólo cabe la confrontación y el equilibrio 
(o agregación) de las preferencias. La reflexión normativa quedaría expulsada 
de todas partes. Sin criterios de valoración, cualquier preferencia vale lo mismo 
que cualquier otra, lo que equivale a decir que ninguna vale nada y, al fin, a recalar 
en el nihilismo. Al fin, la idea misma de fundamentación pierde todo sentido. La 
paradoja liberal parece entonces inevitable: si todo vale lo mismo, si nada es mejor 
que otra cosa, si no hay razón para elegir, resulta difícil justificar la propia libertad 
(de elección). Para una formulación más exacta, véase la nota 79. 

41 Toda teoría normativa tiene supuestos empíricos más o menos explícitos. Por 
ejemplo, el socialismo tradicional ha manejado unas condiciones de abundancia 
y/o de “buena naturaleza humana” no menos irreales. Y lo mismo cabría decir de 
la utopía del mercado neoclásico, que supone —no sólo una irreal idea acerca 
de las condiciones de producción sino también— un irreal modelo antropológico 
a la vista de las capacidades de computación —comparación, ordenación, rapidez 
de actuación— de la especie humana. El primer requisito para que una teoría 
normativa sea considerada es que sus supuestos no sean imposibles (aun si son 
falsos hoy), que resulten compatibles con el conocimiento disponible. Sobre 
la irrealidad de los supuestos de comportamiento, véase E. Ovejero, Mercado, ética 
y economía, Barcelona, Icaria/Fuhem, 1994, Pp. 336 y ss.) y para un repaso sencillo 
de la literatura reciente, referida en general a los supuestos de racionalidad, véase 
M. P. Palmarini, Los túneles de la mente, Barcelona, Crítica, 1995. 
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LA DEMOCRACIA COMO HISTORIA? 


Si nuestro conveniente científico, sin abandonar su aprecio por las cosas 
tangibles y su descreimiento por la especulación, antes que un pragmá- 
tico optimizador de imprecisos objetivos es un pulcro historicista, en el 
buen sentido, en el de Ranke, un amigo de los datos y de la reconstrucción 
totalizadora de los modos de vida de las personas, muy bien puede comul- 
gar con una visión comunitaria de la democracia, para la cual la idea de 
fundamentación tiene escaso sentido. Al fin, razonará, nadie se preocupa 
por los fundamentos morales del paleolítico o del renacimiento, simples 
productos históricos, y tampoco nadie debería hacerlo con la democracia 
o el mercado. “Tan sólo cabe entenderlos, explicarlos y, a lo sumo, ya en la 
vecindad del terreno moral, comprenderlos. Las fundamentaciones mora- 
les, con aspiración trascendental, son un puro sinsentido. Es como com- 
parar metros con litros. Las unidades de medida sólo se entienden respecto 
de las dimensiones que tratan de medir, internamente. Los valores que invo- 
can las fundamentaciones son como frases inconexas de una lengua per- 
dida, retazos desprendidos —y por ende ininteligibles fuera— de unas prác- 
ticas y unos modos de vida circunscritos históricamente. Si algún sentido 
tienen es en relación con esas prácticas y con otros valores asociados con 
ellas. Los filósofos políticos que exprimen la constitución norteamericana 
o los Federalists Papers y sus principios tratando de mostrar su calidad de 
guías o procedimientos para resolver problemas contemporáneos* debe- 


42 Véanse M. Sandel, Liberalism and the limits of justice, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1982; M. Walzer, “Philosophy and democracy”, Political Theory, 3, 
1981; M. Walzer, “The communitarian critique of liberalism”, Political Theory, 1, 
1990; R. Rorty, “Postmodern burgeois liberalism”, The Journal of Philosophy, 

1983; A. MacIntyre, “Moral arguments and social contexts”, Journal of Philosophy, 
80, 1983; C. Taylor, “Liberal-communitarian debate”, “Liberal politics and the 
public sphere”, en Philosophical arguments, Harvard, Harvard University Press, 
1995; R. Unger, Politics, Cambridge, Cambridge University Press, 1987. Importa 
destacar que varios de estos autores comparten —en diverso grado— una buena 
disposición hacia el liberalismo y la democracia. No hacia el liberalismo como 
filosofía política, sino hacia un conjunto de instituciones liberales —la democracia 
entre ellas— que intentan “recuperar” o “reinterpretar” sobre cimientos nuevos. 
Para una presentación —socrática— sistemática y en réplica a los críticos liberales, 
véase D. Bell, Communitarianism and its critics, Oxford, Oxford University Press, 
1993. Con particular interés en las estrategias de argumentación y en ese sentido 
más cercano a los aspectos de fundamentación aquí considerados, D. Ingran, 
Reason, history and politics, Albany, SUNY, 1995. 

43 Es lo que en buena medida sucede con el magnífico esfuerzo de B. Ackerman en 
We the people (Harvard, Belnap/Harvard University Press, 1991) por proporcionar 
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rían, antes que otra cosa, atender a la historia menuda, a los conflictos entre 
sus gestores o a los escenarios morales en los que se desenvolvían. Ésa es la 
única manera lícita y provechosa de encarar aquellos asuntos. Lo otro es 
simple filosofía de la historia, hegelianismo chapucero: tratar de cuadrar 
en el orden de la secuencia histórica las confusiones de la moral, querer 
confundir la lógica con la historia. 

La democracia es, si defendible, modo de vida, estar compartido. Y la 
vida no se explica, sino que se cuenta a la vez que se entiende. La correcta 
tarea es la propia de un narrador o, en todo caso, de un antropólogo que 
reconstruye historias completas sin desatender aspecto social alguno. Las 
preguntas y las justificaciones vienen más tarde, cuando ya no hay reme- 
dio, cuando la red se rompe y quiméricamente se quiere reconstruir desde 
un simple cabo. El intento fundacionista es, él mismo, testimonio de una 
realidad moral fragmentada, de una sociedad que ha perdido su arga- 
masa moral compartida. Precisamente porque han desaparecido los nor- 
tes que imprimían dirección y sentido a la vida de las gentes, es por lo que 
surge el insensato problema de “por qué el norte”. Sólo cuando las vidas 
se “vacían de sentido” aparece el problema del sentido. El problema de la 
fundamentación resulta interesante no como programa de investigación, 
embarcado como está en un falso empeño, sino como testimonio de otro 
asunto, el verdaderamente importante, la presencia de una sociedad ato- 
mizada, sin alma colectiva. La aspiración trascendental, ese punto de vista 
más allá de los puntos de vista, la instancia metamoral, es una quimera que 
revela con su simple existir la ausencia de asideros morales: la necesidad 
de encontrar —para decirlo a la antigua usanza— sentido a la vida, cosa que 
sucede cuando la vida no tiene sentido. 

Desde esta perspectiva, el proyecto anterior y, en general, el problema 
de la fundamentación, reposa en un cúmulo de errores. Hay: a) errores de 
principio: la democracia es historia y la historia se explica, se cuenta o se 
recrea, pero no se fundamenta ni se demuestra; b) errores de procedimiento: 
si hay que abordar la democracia con mirada moral no es para evaluarla, 
para echarle cuentas desde unos valores o propósitos últimos, más allá de 
la historia, sino para comprenderla, para hacerla inteligible en su interna 


avales históricos a su moderado republicanismo, a su república capaz de 
cimentarse en ciudadanos activos —sólo— en ciertos períodos revolucionarios. 
Esfuerzo que en no pocas ocasiones evoca los de muchos marxistas en otros 
tiempos por acomodar la filología, los textos sagrados y las buenas razones. 
Véanse en la misma línea buena parte de los trabajos incluidos en J. J. Elster y R. 
Slagstad (eds.), Constitutionalism and democracy, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1988. 


302 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


necesidad, desde unas redes morales, sociales o lingúísticas en las que se 
inserta como una pieza más; c) errores metafísicos: no hay individuos des- 
carnados, anteriores a sus deseos e intereses, los individuos son nudos de 
voluntades y propósitos tramados por sus biografías,* no eligen sus pre- 


44 Como se vio en el capítulo v11, hay aquí un error importante que se deja ver en 
ciertas críticas comunitaristas a Ralws. Con frecuencia, esa argumentación ignora 
la naturaleza de los instrumentos (la teoría de la elección racional) y aun el 
propósito de Ralws. Pero hay algo más. La inexistencia fáctica o, mejor, la falta de 
trazos históricos del individuo que está tras el velo de la ignorancia se toma como 
un argumento en contra de la fundamentación de principios de justicia, “por 
tratarse de un individuo irreal, de un supuesto imposible”. Pero un individuo sin 
atributos no es un individuo con falsos atributos. Después de todo, una 
argumentación que sin trampas llevara desde premisas no valorativas hasta un 
valor —esto es, si salvase la falacia naturalista— se mostraría extraordinariamente 
robusta (sería el equivalente a la obtención en inteligencia artificial de 
propiedades semánticas desde reglas sintácticas, una máquina que —hasta para 
Saerle— pensara). Cualquier teoría moral que arrancase sin restricciones éticas 
sustantivas (el utilitarismo puede entenderse como un intento en ese sentido: 
nada se dice sobre el contenido de las preferencias, lo que cuenta es que se desean, 
algo empírico, no normativo) obtendría una fundamentación independiente de 
compromisos específicos y por tanto tendría un alcance incondicionado, se 
mostraría válida para cualquier escenario, así como una teoría empírica que no 
hace referencia a circunstancias locales vale para todas las circunstancias. 

Otra cosa —discutible— sería decir que el individuo de Ralws es falso, imposible, 
o que, en realidad, Ralws está comprometido con un sujeto concreto: un homo 
eoconomicus o un individuo machista (no afectivo, independiente, autónomo, etc.). 
Pero en este caso la crítica lícita tendría que destacar su falsa universalidad, antes 
que su falsedad o su sesgo ideológico, que, por así decir, el velo de la ignorancia 
resulta poroso, se le cuelan cosas. Que la mecánica clásica no valga para cuerpos con 
velocidad próxima a la velocidad de la luz no quiere decir que sea falsa: sencillamente, 
no se refiere a tales situaciones. Por supuesto lo anterior no debilita, por ejemplo, 
la crítica feminista a buena parte de la filosofía política por su ignorancia de las 
experiencias morales, los valores, los intereses y los problemas que han encarnado 
y padecido las mujeres, pero invita a precisar el lugar —la reflexión, la teoría, o la 
realidad, el mundo- y la naturaleza —normativa o positiva— exacta de las críticas: 
que ignore un objeto de investigación no hace falsa o inconsistente a una teoría, sólo 
atañe a cómo se desarrolla su aplicación, su extensión. Por ejemplo, no se puede a la 
vez criticar la subordinación material de la mujer y criticar —por sesgada— una teoría 
normativa interesada en precisar la autonomía: la primera crítica exige un punto de 
vista, la posibilidad de que la subordinación no exista, que es precisamente la idea 
de autonomía, idea que intenta perfilar la teoría moral. No se puede criticar la 
vocación de universalidad —sí la falsa universalidad— a la vez que se insiste en 
la distinción entre género y sexo, distinción que se pretende de alcance general 
en su intención crítica. Aun más, no se puede sostener que, en sentido fuerte, las 
perspectivas teóricas están condicionadas por el sexo y criticar las teorías normativas 
por sesgadas, cuando justamente —con esa calidad— confirman aquel juicio (en tal 
caso, ni siquiera cabría esperar que esa afirmación resulte inteligible para el otro sexo). 
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ferencias, son sus preferencias y éstas, simples sedimentos de sus circuns- 
tancias; d) errores de asunto, de objeto: la idea de un escenario en el que 
se contraponen preferencias tiene que ver con la negociación y el trapicheo 
de intereses y eso es precisamente carencia de cemento moral, pues es sabido 
que cuando en la vida hay moralidad bien afincada no hay conflicto ni, 
por ende, necesidad de convenir principios o procedimientos como la 
idea de justicia— para resolver desacuerdos; e) errores de vacuidad o incluso 
de consistencia: la idea de una elección desde ninguna parte es sin razón 
o sinsentido; para elegir se necesitan criterios para comparar y valorar 
(no todo vale igual, aunque se pueda elegir de todo) y afirmar lo contra- 
rio es incurrir en la indeterminación moral, recalar en la creencia de que 
todo vale y por tanto desahuciar —singular paradoja liberal- desde el prin- 
cipio un —ya de por sí insensato— proyecto fundamentador cuya condición 
de posibilidad es que “se puedan dar razones en favor de”. 


LA ARGUMENTACIÓN HISTORICISTA 


Las anteriores razones sugieren por dónde irán las modificaciones de la estra- 
tegia historicista en las dos dimensiones del problema de la fundamentación, 
en la idea de democracia y en el procedimiento de argumentación. Por lo 
pronto, y en negativo, para el historicista la democracia es cualquier cosa 
menos una caja de herramientas, un escenario indiferente donde los indi- 
viduos muestran, reúnen o negocian sus preferencias. La democracia es 
una cultura en sentido fuerte, antropológico, un conjunto de conductas, de 
maneras de vivir que impregnan las decisiones de las personas y que en su 
conjunto dotan de significación a sus relaciones. La democracia es vida com- 
partida, valor sentido, valor en actuación. No es un sistema para dejar coe- 
xistir neutralmente los distintos valores, sino la encarnación de los valores 
de la comunidad: si es neutra, la democracia deja de estar justificada (en el 
sentido de justificación que se verá: como intelección desde la circunstan- 
cia histórica). La democracia tampoco es un procedimiento para determi- 
nar los buenos valores, sino un modo de —un valor que permite- estar en 
los valores. Garantiza la cohesión, pero no se justifica porque la garantice, 
sino porque los individuos la viven. La cohesión se alcanza porque no res- 
ponde al cálculo, porque el compromiso con los valores es sentido. Partici- 
par de los valores de la comunidad puede tener consecuencias benéficas, 
como la cohesión o la estabilidad emocional, pero sólo se obtienen tales bene- 
ficios si la participación es sincera, si se está en los valores sin calcular sus 
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resultados. Resulta imposible decidir “sentir los valores” porque “de ese modo 
estaré mejor”. No hay cálculo que haga útil, conveniente o interesante la 
democracia, precisamente porque los valores no se eligen o calculan por 
sus resultados. Tienen resultados porque no se atiende a los resultados. 

Las gentes no conviven en la democracia, sino que viven democrática- 
mente. Es cultura en grado superlativo, habida cuenta de que distintas 
culturas se mueven en democracia. Pero no se trata de un concepto más 
abstracto, de una especie de metacultura, ni tampoco de simple escenario 
donde discurre la obra de la coexistencia de diferentes culturas. Es el argu- 
mento de la obra. La imagen no es la de una pecera, un habitáculo sin vida 
propia, lugar neutro, perfectamente sustituible, donde transcurre la vida de 
sus pobladores, sino la de un organismo superior que, a la vez que orga- 
nismo él mismo, es el ecosistema en que encuentran su morada —patria, 
dirán muchos comunitaristas— otros organismos, que viven y contribuyen 
a la vida del primero, en interacción con él y con otros. 

Varía el concepto y varía el procedimiento. Por lo dicho, malamente se 
puede pensar en una “fundamentación” comunitaria de la democracia. Al 
menos a la manera antes vista. Para la fundamentación historicista, de lo 
que se trata es de entender la democracia y eso nada tiene que ver con 
“encontrar” unos valores previos, más básicos. La única prioridad es his- 
tórica, genética, como la que se da entre la semilla y el árbol: éste no se 
deduce de aquélla, aunque sea su resultado. No hay valor fundante, no 
hay axiomas anteriores, en sentido lógico, desde los que se muestre la 
bondad o la funcionalidad de la democracia. La intelección se realiza desde 
un conjunto de valores que mutuamente se soportan e iluminan. Ni siquiera 
cabe decir que se “justifique por qué...”. La idea misma de justificación está 
fuera de lugar. Es historia que se impregna como naturaleza y, percibida 
como tal, está más allá de la preguntas acerca de su justificación. Como el 
personaje de Casablanca, “nadie se pregunta por qué respira”. 

Pero sí cabe preguntarse “cómo se respira”. Si la democracia es modo 
de vida, la tarea intelectualmente correcta es descriptiva, narrativa, antes 
que fundamentadora. Los planos analíticos no son ni internos a una única 
secuencia causal ni, por supuesto, jerarquizados. Sociología, ética y psico- 
logía se confunden y complementan cuando se trata de entender qué es la 
democracia. La posible comprensión “moral” de la democracia es radical- 
mente desde la historia y ésta es —para decirlo con las magníficas metáfo- 
ras de Marx- totalidad determinada, síntesis de multiplicidad de determi- 
naciones: no hay un principio moral (o una secuencia causal) fundamental 
que justifique (o explique), sino una red de valores y/o prácticas de vida que 
dibujan inflexiblemente la singularidad irrepetible de cada sociedad. 
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El “por qué democracia” no se responde operacionalmente, sino desde 
“totalidades concretas”, al modo del historiador, un historiador muy del 
siglo x1x para quien el correcto proceder se parece más al que hace el artista 
que reproduce en otro soporte —en la narración reconstructiva— la misma 
“totalidad de sentido”, que al del físico, al científico que relaciona axiomas 
con teoremas. Tan sólo en ese sentido puede hablarse de justificación: como 
la reconstrucción de la “necesidad interna”** que alienta a cada circuns- 
tancia histórica específica. No hay prioridades, como no las hay entre las 
palabras que componen una lengua ni entre los elementos de una genuina 
obra de arte. Por eso, cuando después construimos un diccionario o un 
rompecabezas, las palabras o las piezas aparecen todas igualmente bási- 
cas, en soporte mutuo. En el mismo sentido, la democracia se entiende —y 
se sostiene— en un tejido moral que ayuda a sostener. Nuestro conocimiento 
intenta reproducir conceptualmente ese telar, esa singular combinación 
que dota de identidad a cada cultura. No hay, como sucedía con la pers- 
pectiva instrumental, una fundamentación que es, a la vez y mediada, 
una inevitable teoría de la democracia, una estipulación: aquí no hay, en 
el sentido al uso, fundamentación; ni tampoco, dirían estos autores, esti- 


45 La descripción aquí realizada sintéticamente se corresponde con una estrategia 
explicativa que ha cuajado en una importante tradición del pensamiento social, el 
historicismo, en la que también se produce una parecida colusión de argumentos 
positivos, metodológicos y normativos; véase F. Ovejero, La quimera fértil, 
Barcelona, Icaria, 1994, primera parte. 

46 Este uso de necesidad es poco pulcro. Necesidad en su uso moderno más 
extendido tiene un sentido bien preciso expresado mediante una cláusula modal 
(“es necesario que”), el propio de la lógica o la matemática, cuando, por ejemplo, 
decimos que “los teoremas se siguen necesariamente de los axiomas”. No cabe 
ignorar que, después de Kripke (quien señaló que la distinción entre necesario 
y contingente es metafísica, no epistémica, o, desde otro punto de vista, 
que no son coextensivos los conceptos “necesidad” y “a priori”, ni, por ende, 
“contingente” y “a posteriori”), en detalle, las cosas son siempre más complicadas. 
Con todo, pragmáticamente, no creo que quepa discutir que el tipo de relaciones 
que interesan al historiador-narrador es, en todo caso, causal o funcional, 

y se establece entre dos sucesos, no dos premisas. Si se retiene el uso extendido y 
licencioso es para atender la interesante intuición que hay detrás de la aspiración 
a rescatar la peculiar urdimbre que hace de cada sociedad un objeto único, 

una articulación irrepetible; intuición que se traduce en la búsqueda de un 
producto de conocimiento —que quiere reproducir aquel objeto— en el que 

cada pieza se convierte en única —al modo en que sucede con las piezas de un 
rompecabezas— y sostiene y es sostenida por las otras. En ese sentido, 
metafórico, la “necesidad interna” es una necesidad derivada de una imposible 
necesidad de lo real: imposible, obviamente, porque son los enunciados, 

no los hechos, los que, en todo caso, pueden guardar relaciones de necesidad, 
ibid., cap. 11. 
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pulación, en tanto la democracia es, está, no se construye, ni conceptual 
ni instrumentalmente. 

La anterior caracterización de la democracia como “forma de vida” segu- 
ramente peca de sumaria. Pero como sucedía en el caso anterior, se trata 
de hacer justicia a perspectivas diferentes y de reunirlas más que por sus 
tesis sustantivas (una confusa amalgama de conjeturas históricas, tesis 
morales y principios epistemológicos),* por sus trazos metódicos y sus 
estrategias teorizadoras. En el presente caso, “la forma de vida” expuesta 
resulta compatible con formulaciones de muy diversa inspiración: witt- 
gensteinianas, para las que los individuos habitan —-son, conviene insis- 
tir— una red cultural y lingúística, un juego de lenguaje, que dota de sig- 
nificado a comportamientos y elecciones; neoaristotélicas, que recrean —y 
no pocas veces fantasean— acerca de cómo eran las democracias antiguas, 
medievalizantes y organicistas, en las que se toman argumentos —acerca de 
vidas preñadas de sentido— del pensamiento reaccionario clásico, unas veces 
con resonancias escolásticas, otras directamente bíblicas y casi siempre con 
tonos nacionalistas; o liberal-culturalistas, defensoras de la buena coexis- 
tencia entre personas distintas, que reescriben nuestras democracias con- 
temporáneas con tintes comunitarios, como un valor o identidad cultu- 
ral que hace posible que distintas ideas de bien convivan sin tensión.* 


LÍMITES DE LA FUNDAMENTACIÓN HISTÓRICA? 


La estrategia historicista abandona cualquier ilusión trascendental, cual- 
quier intento de asentar principios (morales, epistémicos o teóricos) desde 


47 Véanse las notas 50 y 51. 

48 Desde un punto de vista epistémico, la argumentación historicista se corresponde 
con el moderno coherentismo que ha rescatado bastantes de las intuiciones — 
aludidas en la nota 46- historicistas, “narrativistas”, neohegelianas y de bastante 
historiografía marxista. Sobre el moderno coherentismo y sus distintas versiones, 
véase N. Rescher, The coherence theory of truth, Oxford, Oxford University Press, 
1973; S. Haack, Evidence and inquiry, Oxford, Blackwell, 1993, caps. 1 y 3. 

49 Sobre la recreación comunitarista de las sociedades “comunitarias”, véase 
D. Phillips, Looking backward, Princeton, Princeton University Press, 1993; sobre 
sus límites normativos y sus paradojas, véase W. Kymlicka, “Liberalism 
and communitarianism”, Canadian Journal of Philosophy, 18, 1988. Es decir que, 
en perfecta consonancia con lo apuntando en las notas 50 y 51, hay cierta 
paradoja añadida en ciertas estrategias comunitaristas de sugerir soluciones 
de entonces a nuestros problemas de hoy y, aun más, en exprimir las citas para 
parejo fin. 
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los que anclar la argumentación. Los valores compartidos por la comuni- 
dad constituyen el límite de la razón práctica. Acciones y comportamien- 
tos se calibran por su ajuste a los valores de la sociedad en la que surgen. 
Los individuos se proveen de identidad como parte que son de la ciudad 
y la propia ciudad constituye su horizonte moral. Si no fuera porque ali- 
menta la ilusión del sujeto trascendental, cabría decir que “los individuos 
están presos de la ciudad”. Pero el sujeto es inevitablemente histórico y lo 
correcto es afirmar que “los individuos son ciudad”. Como en el poema 
de Kavafis: 


La ciudad irá en ti siempre. [...] 
Pues la ciudad siempre es la misma. 
Otra no busques 

—no hay-, 

ni caminos ni barco para ti. 


La pregunta no es “¿qué quieres?”, sino “¿quién eres?”. Los individuos no 
eligen lo que son, sino que lo conocen, se (re)conocen. Frente a la antro- 
pología de consumidor, del individuo que “escoge” sus gustos, propia de 
la fundamentación instrumental, la fundamentación histórica se queda 
con tipos como el enamorado, el creyente o el homo/heterosexual: a pesar 
del léxico viciado no se eligen —no hay- “preferencias sexuales”; no se decide 
querer ni cabe la amenaza de dejar de querer; no se escoge creer en Dios. 
Los valores no se eligen, en los valores se está. 

Sin embargo, la perspectiva historicista resulta menos brillante en sus 
tesis positivas que en sus críticas. Hay problemas muy de principio, en la 
frontera de la inconsistencia, derivados de la complicada coexistencia de 
tesis epistémicas, teóricas y normativas. Tesis de naturaleza bien diferente 
—que invitan a distinguir entre distintos comunitarismos—" pero difíciles 
de suscribir simultáneamente. Resulta complicado sostener que: 1) “la moral 
es el resultado de las condiciones históricas”, tesis positiva acerca de la natu- 
raleza de moral (un producto histórico); 2) “las sociedades modernas son 
condenables por haber perdido —como resultado de su propia desintegra- 
ción— la conexión con ideas morales densas, como la virtud o la buena vida”, 


so Dificultades de esta naturaleza invitan a distinguir entre tres tipos de 
comunitarismos: una teoría política referida a los sucesos morales; una filosofía 
política que permite realizar valoraciones y fundamenta valoraciones; una — 
vulgar— teoría del conocimiento como un conjunto de ideas acerca de la 
naturaleza de las categorías analíticas. Distinciones que no salvan -sino que 
perfilan— las dificultades. 
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tesis normativa; y 3) “no hay lugar para la valoración moral suprahistórica, 
que requeriría una perspectiva trascendental desde todo punto imposible 
habida cuenta el carácter inevitablemente contextual de las categorías ana- 
líticas”, regla metodológica derivada de una tesis epistémica. La tesis (3) 
invalida la (2) y la (1), la condena y la universalidad: si no caben valora- 
ciones no se puede descalificar la “falta de sentido” de la sociedad moderna, 
y si no hay categorías “transhistóricas” no se puede afirmar una tesis que, 
contra lo que afirma, tiene una pretensión de verdad incondicional. Natu- 
ralmente, la misma dificultad alcanza también a las ideas sobre la demo- 
cracia. En el caso de la democracia —y de la justicia— las tres dimensiones 
mencionadas se traducen en: a) la tesis de que la democracia —y la justicia 
tienen que ver con escenarios de negociación, con mercadeo de intereses; 
b) la crítica a la moderna democracia —y a la justicia— de individuos ato- 
mizados porque nada tiene que ver con ideas como la virtud, la buena vida, 
la amistad o la religión; c) la crítica a los intentos de justificar “trascen- 
dentalmente” la democracia o la justicia. 

Pero no es ésta la ocasión para explorar los problemas del comunita- 
rismo, por más consecuencias que arrastren en su propia apreciación de 
la democracia. Ahora interesa sobre todo destacar cómo, con otros argu- 
mentos, la perspectiva historicista acaba recalando en dificultades pareci- 
das a las de la fundamentación instrumental: a) carece de vigor discrimi- 
natorio; b) vacía a la democracia de vínculos sólidos con la moralidad; c) 
recala en una antropología pobremente realista; d) coquetea con un nihi- 
lismo no muy diferente del que denuncia. Dificultades que invitan a pen- 
sar que tampoco ahora nos encontramos con una genuina fundamenta- 
ción moral de la democracia. 

1) La historia explica, no justifica. Dar cuenta de la pertinencia de la 
democracia como un modo de vida, narrar su funcionalidad dentro de 
—para— los procesos que conforman una sociedad no supone decir nada 
acerca de su bondad. Mejor, supone reconocer su bondad “respecto de aque- 
llo que existe”. Eso justifica cualquier cosa, lo que existe por el simple hecho 
de existir siempre debe explicarse y, por ende, quedar fundamentado.* En 


51 La crítica comunitarista muestra las dificultades de coexistencia de los tres 
comunitarismos. El comunitarismo teórico explicaría la imbricación entre la 
moderna sociedad fragmentaria y las reglas de juego convenidas (democracia, 
justicia). Pero, en tal caso, lo que no tendría sentido es el reproche del 
comunitarismo como filosofía moral por la pérdida de lazos, reproche que se 
mostraría inoportunamente trascendental, echando las cuentas desde criterios 
funcionales para otra —o cualquier— sociedad, que es precisamente lo que prohíbe 
el comunitarismo epistémico. 
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esas condiciones, la fundamentación historicista resulta carente de poten- 
cia discriminadora, incapaz de condenar nada, compatible con todo. Desde 
su inevitable contemporaneidad, cualquier cosa está bien.” Y, claro está, 
cuando no hay posibilidad de discriminar, no hay valoración de nada. Tam- 
poco de la democracia, que queda de ese modo fuera del horizonte de la 
reflexión moral. 

2) No hay, por tanto, una vinculación fuerte entre democracia y mora- 
lidad. Tan sólo hay circunstancial compañía temporal. Tal como sucedía 
con la justificación instrumental, pero por otras razones, la democracia 
es superable, en la medida en que caduquen los nutrientes sociales e his- 
tóricos que la alimentan. 

3) La confianza en los valores no arranca de una consideración razo- 
nada que juzga imposible, por trascendental, sino del cobijo afectivo y 
referencial que ellos proporcionan. Los individuos se sienten bien al par- 
ticipar de los valores de la comunidad porque son los valores de la comu- 
nidad. Pueden tener creencias moralmente “adecuadas”, pueden valorar 
la libertad o la igualdad, pero la raíz de su querencia es psicológica; no es 
electiva, porque los aprecien, ni tampoco es epistémica, porque crean 
que tienen que ver con las buenas condiciones para la formación de los 
juicios. De otro modo: la elección moral “privada” desaparece —se disuelve— 
en un proceso de causación social, de formación de las creencias, desde 
circunstancias sociales más propias de la psicología social que de la refle- 
xión ética. 

Así las cosas, las preferencias, que, en principio, algo tienen que ver con 
la democracia, se desproveen de toda calidad moral. Los individuos andan 
presos de sus biografías. La correcta percepción de que siempre se elige 
desde alguna parte, de que no hay sujetos descarnados, se prolonga en la 
urgente inferencia de que no hay más: como nadie puede escapar de sí 
mismo, carece de sentido la aspiración a cualquier fundamentación, afin- 
cada en ninguna parte. Eso es lo mismo que afirmar que no hay lugar para 


52 En ese sentido —pace Rorty— aparece comprometido con cierto realismo moral, 
en tanto acepta algo parecido a que los enunciados morales describen estados del 
mundo y son verdaderos con independencia de las opiniones de los individuos 
(R. Boyd, “How to be a moral realist”, en G. Sayre-McCord (ed.), Essays on moral 
realism, Ithaca, Cornell University Press, 1988). 

53 Por esta vía la fundamentación histórica acaba coincidiendo con la tradición 
(metaética) analítica más clásica. La vieja tesis intuicionista, según la cual no hay 
otro cimiento para los juicios morales que las intuiciones, no está muy lejos 
de las tesis que afirman que no hay en la valoración otra cosa que historia o que la 
intuición no es más que educación y biografía. En todo caso, el comunitarismo, 
a diferencia de intuicionismo, añade una conjetura sobre el origen de las 
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la elección de objetivos, para la elección moral. Si la fundamentación ins- 
trumental vaciaba las preferencias de dimensión moral equiparándolas a 
los gustos, la estrategia historicista hace lo propio agotándolas en la bio- 
grafía. En el límite, los individuos determinados —sentenciados y abru- 
mados— por su biografía, se muestran incapaces para la culpa y la respon- 
sabilidad. Autómatas de su propia historia y sin lugar para una elección 
genuina, resultan amorales. Como dice un buen poeta colombiano a pro- 
pósito de los listos, “su misma certeza los aniquila”. 

Si la estrategia instrumental “resolvía” el problema de la (fundamenta- 
ción) de la democracia en gustos e intereses, que no permitían razones, la 
estrategia histórica “resuelve” en historia, también impermeable a la racio- 
nalidad. En la fundamentación instrumental, las preferencias, lo privado, 
por definición, era ajeno a la fundamentación, y lo público era poco más 
que la agregación de las sinrazones privadas. Para la perspectiva histori- 
cista la prioridad —aun causal- recae en la esfera pública: se forma sin aten- 
der a las voluntades de los individuos, las preferencias privadas se cali- 
bran por su adecuación a lo público y sólo porque lo público es público, 
compartido, no porque se valore y comparta. Para el historicista los valo- 
res no se profesan, sino que identifican. Los valores compartidos propor- 
cionan sentido e identidad a las personas. En la perspectiva de la funda- 
mentación histórica, el reconocerse como miembros de la comunidad 
otorga horizonte a los individuos y, de esta manera, les proporciona con- 
fianza. Confianza que no arranca de una elección razonada de los valores 
colectivos que, en el parecer comunitario, parecería presumir individuos 
anteriores a sí mismos. Así las cosas, el único resquicio para juzgar las pre- 
ferencias es su ajuste a valores sociales densos (Williams), fuertes (Taylor), 
a la moralidad compartida. 

Pero si las cosas son así, a fuerza de proporcionar certidumbres se de- 
semboca en el escepticismo, cuando no en la inconsistencia. Pues si es el 
caso que los valores no dependen de las elecciones, sino que son estas 
últimas las que se juzgan desde los valores compartidos, habrá que admi- 
tir la posibilidad de que los individuos puedan comprometerse en accio- 
nes que son valiosas aunque ellos no lo juzguen así, aunque no crean que, 
para ellos, tales acciones tengan valor. Pero si no le veo sentido a una acción, 
no sé de qué modo podrá otorgar sentido a mi vida. Si los valores no depen- 


intuiciones: la historia. En uno y otro caso se produce la misma resignación, sea 
ante la propia biografía, sea ante el juego de intuiciones: no parece haber manera 
de escapar al “aparato moral de evaluar/percibir” y, por tanto, no hay lugar para la 
calibración racional. 
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den en alguna medida de las preferencias de los individuos, se hace difícil 
satisfacer precisamente aquel rasgo de los valores sociales compartidos que 
se reconoce como más propio, a saber, que para que un valor propor- 
cione “sentido a la vida”, para que se sienta, ha de ser asumido. Para que 
una creencia proporcione norte a un individuo, es necesario que la haga 
propia, esto es, que tenga una relación sincera con ella, que se la crea (aun- 
que sea falsa o incorrecta). Para que Dios dote de sentido a mi vida, he de 
creer en él. Sólo entonces experimentaré las consecuencias “benéficas” 
de una vida dotada de sentido.** En escenarios “vacíos de sentido”, “alie- 
nados”, desintegrados, en medio de la muchedumbre solitaria, es allí donde 
me encuentro con individuos autómatas, que realizan acciones sin sentido 
—desprovistas de valor— para ellos, aun cuando puedan tener otro “sentido” 
(productivo, por ejemplo) más allá de su voluntad. El comunitarismo, si 
no vincula de alguna manera la confianza en los valores a las preferencias 


54 Con frecuencia en este terreno se maneja imprecisamente una palabra tan 
proteica como sentido con —perdón por el abuso- “sentido” (significado), 
diferente en distintos contextos. En todo caso, conviene recordar que: a) el que 
una creencia proporcione sentido (estado psicológico) a mi vida obviamente no 
quiere decir que la creencia tenga sentido (esté bien fundamentada, como estado 
epistémico); b) aun si la creencia tiene consecuencias psicológicas benéficas, 
la creencia no se suscribe por tales consecuencias benéficas; éstas son un 
subproducto de la propia sinceridad de la creencia: sólo porque la creencia 
realmente tiene sentido para mí, porque me la creo (estado epistémico), 
proporciona sentido a mi vida (estado psicológico). Pace Pascal, a cierto Pascal, 
no es posible creer —en Dios o en lo que sea— porque me conviene creer 
(por las ventajas aun si inciertas de la eterna salvación o sabe Dios por qué). 

Cierto es que a veces se afirma correctamente que “A cree en X porque le 
conviene” y existe sólida psicología social que muestra que muchas creencias se 
mantienen porque —en algún sentido— interesan. Si, por ejemplo, me copio en los 
exámenes, tengo cierta disposición psicológica a creer que “los exámenes no 
sirven para nada”; en algún sentido psicológico me resulta interesante tener esa 
creencia para así disculpar mi acción. Pero conviene prevenirse de nuevo contra la 


> 


falacia de la ambigiedad: el “porqué” de la psicología social se refiere a las causas 
de la creencia; el “porqué” que aquí nos ocupa es epistemológico, tiene que ver con 
las razones que fundamentan la creencia. En ningún caso A, preguntado sobre su 
creencia en X, dirá que “le interesa creer en X”. Es más, si contestase tal cosa, 
podríamos estar seguros de que no cree en X”. La sinceridad es inseparable de la 
creencia, aun de la creencia que interesa tener. La creencia no admite la 
voluntariedad. No se puede, a la vez, afirmar sinceramente “hay buenas razones 
para creer que es el caso que X” y “no creo que sea el caso que X”. Otra cosa es que 
existan buenas razones para aceptar la creencia. La aceptación conlleva, por así 
decir, un refuerzo epistemológico. De ese modo habría lugar para mantener 
creencias simultáneas que, sin embargo, no resultan aceptables. Para la distinción 
entre creencia y aceptación, véase L. Cohen, An essay on belief and acceptance, 
Oxford, Clarendon Press, 1992. 
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de los individuos, se enfrenta a una paradoja nihilista: por una parte, señala 
como rasgo constitutivo de los valores su condición de horizonte de sen- 
tido para las personas y, a la vez, al desvincular la solvencia de los valores 
de la elección autónoma de los individuos, admite la posibilidad de que 
éstos se comprometan en actividades valiosas, pero que ellos no valoran. 
4) La crítica comunitarista de la perspectiva instrumental arranca con 
antropologías cabales, con conocimiento social indiscutible: somos hijos 
de nuestro tiempo en nuestros gustos, nuestras elecciones y nuestros pro- 
blemas. Tesis verdadera, acaso trivial pero, desde luego, desatendida por 
una tradición filosófica forjada en ilusiones trascendentales, en quiméricas 
aspiraciones a soluciones últimas y definitivas. La crítica comunitaria es 
solvente: la fundamentación instrumental se muestra irreal empíricamente. 
Ninguna conjetura, moral o empírica, puede ignorar aquel impecable 
supuesto antropológico. Incluso la afirmación más arriesgada según la cual 
las personas conforman sus identidades en el lenguaje, que les proporcio- 
naría una manera de conocerse y reconocer, es una imprecisión no exage- 
radamente insensata. Nadie duda de que configuramos una parte impor- 
tante de nuestra identidad en el espacio de relaciones en el que estamos.* 
Nuestra historia es nuestra jaula de hierro. Pero la historia no acaba ahí. 


55 Desde otra perspectiva esto es lo que se ha llamado la paradoja del disidente. Si es 
verdad que “valioso” es lo que “socialmente se considera valioso”, en ese caso la 
crítica del disidente que ataca las valoraciones reinantes sencillamente diría algo 
contradictorio: que lo que se considera valioso no es valioso; véase C. Nino, Ética y 
derechos humanos. En un sentido parecido, W. Kymlicka, “Liberalism and 
communitarianism”. 

56 Este juicio tiene más textura que una vulgar sociología. No se trata simplemente 
de que la “sociedad nos condicione”. Por supuesto que, incluso en un escenario de 
negociación, los individuos perfilan su “identidad”, su carácter, incluso, bajo la 
influencia de sus relaciones, aun cuando acudan a la negociación con las ideas 
claras y no estén dispuestos a ceder un milímetro de sus intereses. Pero hay algo 
más, que, por ejemplo, encuentra su realización más consumada en una idea cabal 
de relación amorosa. En ésta, los individuos, que por supuesto “tienen carácter” y 
no negocian su identidad, están idealmente dispuestos a revisar ésta y a modificar 
aquél a la luz de las buenas razones del otro, a partir de la apreciación de lo que 
también les parece bien, lo que quieren llegar a ser. En la medida en que el afecto 
por el otro responde a buenas razones para uno mismo, al mejor yo, y que, por 
tanto, el amor no es “una condena” —una pasión, que se padece— sino una elección 
fundada en razones, porque lo que el otro “es” es lo que uno aprecia, lo que le 
importa, el diálogo sería un descubrimiento compartido, en un camino de ida y 
vuelta, en el que cualquiera está dispuesto a configurarse desde el mejor juicio de 
cualquiera de los dos, no porque se “pliegue” a los deseos del otro, porque se 
resigne, sino porque se convence. Las razones de los dos serían las razones que 
uno mismo —mejoradas por la ampliación cognitiva del diálogo— podría darse a 
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Porque es desde ahí desde donde elegimos. Que un individuo tenga unas 
preferencias y que éstas constituyan su identidad no quiere decir que no 
pueda revisarlas racionalmente. Tampoco hay aquí novedad ni tarea titá- 
nica. También estamos instalados —incluso biológicamente— en otros esce- 
narios y nos mostramos capaces de revisarlos: nuestro aparato neurosen- 
sorial sólo reconoce ciertas longitudes de onda, nuestra experiencia cotidiana 
es la propia de la física aristotélica. No sería exagerado decir que las creen- 
cias que conllevan tales experiencias están ancladas biológicamente, que 
tienen valor de supervivencia.” Sin embargo, aun instalados en ellas, hemos 


partir de las cosas que le importan, a partir de su mejor yo. Así las cosas, no 
“colabora con el otro” a la espera de contraprestaciones, por un intercambio 
negociado de intereses, instrumentalmente, sino por las mismas razones por las 
que se cuida uno mismo. La actuación —la ayuda, la cooperación- tiene en ella 
misma su retribución. En buena medida, la relación es parecida al (mejor) tipo de 
relación que podemos tener con nosotros mismos: uno no negocia, no se divide 
sus ingresos según sus aportaciones, no se hace préstamos a la espera de 
devolvérselos, sino que rige su vida —o lo intenta— a partir de sus ideas acerca de lo 
que quiere y de lo que está bien (aun si algunas veces con mayor intensidad que 
otras o con preferencias conflictivas, pues no todo se puede hacer a la vez) y confía 
en regir su vida de acuerdo con ellas; aunque, obviamente, en la relación amorosa 
hay más densidad y menos facilidades porque las razones son públicas y la 
exigencia permanente— para el autoengaño y la resignación (S. Darwall, “Self- 
deception, autonomy and moral constitution”, en B. McLaughlin y A. Rorty (eds.), 
Perspectives on self-deception, Berkeley, University of California Press, 1988; H. 
Frankfurt, Las razones del amor, Barcelona, Paidós, 2004). No escapará al lector el 
trasfondo aristotélico de estas consideraciones, véase J. Annas, The morality of 
happiness, Oxford, Oxford University Press, 1993, pp. 249 y ss.); M. Nussbaum, 
Love's knowledge, Oxford, Oxford University Press, 1990, pp. 55-105; N. Sherman, 
The fabric of character, Oxford, Clarendon Press, 1989, pp. 119 y ss. (No creo que 
haya que atribuir a la casualidad la abundante presencia de mujeres —desde H. 
Arendt (The human condition, Nueva York, Doubleday, 1959)— en la recuperación 
de Aristóteles en clave “virtud-análisis” (véanse P. Foot, Virtue and vices, Berkeley, 
University of California Press, 1978; A. Rorty, Essays on Aristotle's ethics, 

Berkeley, University of California Press, 1980), o en clave republicana (J. Elshtain, 
Public man, private woman, Princeton, Princeton University Press, 1981; M. Dietz, 
“Citizenship with a feminist face”, Political Theory, 13, 1, 1985), opuesta a la clásica, 
reaccionaria y elitista, acuñada por L. Strauss (The city and man, Chicago, R. 
McNally, 1964 [trad. esp.: La ciudad y el hombre, Buenos Aires, Katz, 2007]). 

57 Hay evidencia suficiente para mostrar que nuestra física terrestre es aristotélica 
—con sus arriba, abajo; con sus cuerpos que caen por su peso, etc.— y que resulta 
eficaz evolutivamente (M. McCloskey, “Intuitive physics”, Scientific American, 284, 
4, 1983). Otro tanto se podría decir de la tan denostada “psicología popular”, de la 
atribución de intenciones, deseos, creencias, etc. que nos permiten funcionar en el 
mundo. Hasta los más duros eliminacionistas, para los que esa psicología de los 
estados mentales es falsa, aceptan la eficacia adaptativa —la utilidad para ir por el 


314 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


sido capaces de revisarlas.* Es precisamente la existencia de lenguaje, la 
razón O la ciencia la que nos permite escapar de las limitaciones de la per- 
cepción, la intuición y aun de la imaginación. No podemos imaginar espa- 
cios de más de tres dimensiones; tampoco podemos tener (ni concebir) 
imágenes del comportamiento de buena parte del mundo subatómico y, 
sin embargo, podemos construir (teorías sobre) espacios n-dimensiona- 
les y disponemos de la mecánica cuántica. En todos esos casos, ese lenguaje 
—artificial, como todos— que es la ciencia nos permite escapar a biografías 
absolutamente densas y fuertes, inscritas en nuestro aparato neurosenso- 
rial, a biografías de millones de años. 

Psicológicamente “vivimos” en una física falsa, experimentamos nues- 
tras percepciones cotidianas desde ella, y no por eso estamos impedidos 
para reconocerla críticamente. Escapamos de las creencias en las que natu- 
ralmente parecemos instalados, y apostamos por nuestras mejores creen- 
cias, por aquellas que, aun si no se amparan en nuestras experiencias bio- 
gráficas o biológicas, se muestran bien fundamentadas, se han formado 
de acuerdo con ciertos patrones de racionalidad y experiencia. Ése es el 
asunto: el correcto procedimiento que asegura las mejores creencias. Si 
las cosas son así, en escenarios a los que estamos —por así decir— cosidos 


mundo- de la “folk psychology” para nuestra experiencia cotidiana (y apenas se 
atreven a sugerir qué pasaría si “el sofisticado vocabulario de la ciencia se 
generalizase” (P. Churchland, The engine of reason. The seat of the soul, Harvard, 
The mrr Press, 1995, p. 335). Para una inteligente comparación entre física popular 
y psicología popular, véase D. Dennett, “Two contrasts: folk craft versus folk 
science, and belief versus opinion”, en J. Greenwood (ed.), The future of folk 
psychology, Cambridge, Cambridge University Press, 1991. 

58 Por lo que a continuación se verá, es importante destacar que mientras podemos 
escapar a estar constricciones no podemos escapar a los procedimientos, a 
conocer “con independencia” de la razón, a “superar” la ciencia. Puestos a decirlo 
todo, quizá sea preciso destacar que, aunque la distinción entre uno y otro plano 
es conceptual y no permite territorios intermedios, se podría conjeturar que, en 
ciertos asuntos, el problema está en decidir en que campo caen, en el metódico o 
en el sustantivo. Pienso —para decirlo clásicamente— en ciertas, no en todas, 
categorías kantianas, ciertas condiciones apriori en las que se funda la posibilidad 
de la experiencia; o, en versión más moderna, y menos comprometida 
metafísicamente, con el conjunto de convenciones —que quizá no sean 
convenciones, sino estructuras cognitivas codificadas en nuestro cerebro— desde 
las que construimos el conocimiento. Pensemos, por ejemplo, en lo extraña que 
resulta la idea de superar el principio de causalidad (no confundir con la 
explicación causal). No podemos imaginar un modo de refutarlo. Sencillamente, 
nos permite entender el mundo y es desde él desde donde producimos juicios 
empíricos. Podemos reconocer que en ocasiones erramos al identificar una causa, 
pero eso no quiere decir que no exista una causa. 
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biológicamente, no se ve qué dificultad hay en reconocer que uno está en 
ciertas ideas y, a la vez, admitir la posibilidad de escapar de ellas, de pre- 
guntarse por la propia vida, por cómo revisar las preferencias y, a través 
de ello, por la propia identidad. 


LA DEMOCRACIA COMO PRINCIPIO” 


Si nuestro extraterrestre colega resulta ser tan descreído como lo hemos 
estado dibujado hasta aquí, escasas simpatías tendrá por la tercera de las 
perspectivas, por la fundamentación epistémica. En una mirada urgente, 
le parecerá que, a pesar de su pretenciosa adjetivación, la perspectiva epis- 
témica es antes que otra cosa una perspectiva metafísica, comprometida 
como parece estar con una defensa esencialista de la democracia, con una 
especie de inmortal principio democrático que no atiende en exceso a la 
historia ni parece depender de la maximización de nada, de la obtención 
de ciertos resultados. Las perspectivas anteriores estaban dispuestas a reco- 
nocer la caducidad de la democracia, sea porque ya no sirve como herra- 
mienta para tomar decisiones o porque hay otra mejor, sea porque pres- 


59 Bajo este rótulo se recoge la fundamentación epistémica y la —correspondiente— 
teoría de la democracia (republicana, deliberativa). Véanse J. Cohen, “An 
epistemic conception of democracy”, Ethics, 97, 1986; J. Cohen, “Deliberation and 
democratic legitimacy”, en A. Hamlin y P. Pettit (eds.), The good polity, Oxford, 
Blakwell, 1989; B. Manin, “On legitimacy and political deliberation”; J. Fishkin, 
Democracy and deliberation, New Haven, Yale University Press, 1991 [trad. 
esp.: Democracia y deliberación, Barcelona, Ariel, 1995]; J. Habermas, “Discoursive 
ethics”, Reconstruction and interpretation in social sciences, Harvard, The mIT 
Press, 1988; B. Barber, Strong democracy, Berkeley, University of California Press, 
1984; D. Miller, Market, State and community, Oxford, Clarendon Press, 1989, 
cap. 10; D. Estlund, “Making truth safe for democracy”, en D. Coop, J. Hampton y 
J. Roemer (eds.), The idea of democracy, Cambridge, Cambridge University Press, 
1993; C. Nino y C. Rosenkrantz, “Polémica sobre la fundamentación epistémica 
de la democracia”, Doxa, 10, 1991; P. Pettit, “The freedom of the city: a republican 
ideal” en A. Hamlin y P. Pettit (eds.), The good polity; C. Sunstein, “Beyond 
the republican revival”, The Yale Law Review, 97, 1989. Se trata de líneas de 
argumentación diferentes, unas veces referida a la idea de democracia 
(republicana) y otras a las vías de fundamentación (epistémica). Pero el núcleo 
argumental que se reconstruye a continuación no traiciona en exceso a nadie. 

En todo caso, conviene insistir en que el vínculo entre la (idea de) 
fundamentación y la (idea de) democracia no es un vínculo de necesidad, que, 
como vimos en la segunda parte, cabe una defensa de la democracia republicana 
que no apele a razones epistémicas. 
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cribió con los modos de vida que la alimentaban, mientras que para la pers- 
pectiva epistémica la democracia tiene bastante de principio irrefutable, 
impermeable a los estragos del tiempo. La democracia no parece subordi- 
narse a nada, antes bien, es palabra última, criterio de calibración antes que 
instrumento a ser medido por patrones más fundamentales.* 

Para la perspectiva epistémica, la democracia sería buena cosa, pero 
¿buena cosa, sin más? Desde luego no cabría apelar a principios ulterio- 
res, al menos a la manera de las justificaciones instrumentales: porque sirve 
para X." Si así fuera, ya conocemos la consecuencia: habría que estar dis- 


60 Podría parecer que la fundamentación epistémica se refiere a defensas 
deontológicas de la democracia y que la perspectiva instrumental se refería a 
defensas consecuencialistas. Sin embargo, la presente discriminación no atiende 
fundamentalmente a un criterio de estrategias de argumentación normativa. Otra 
cosa es que, de hecho, las dos discriminaciones resulten coextensivas, que las 
teorías instrumentales utilicen argumentos consecuencialistas. 

61 La distinción entre teoría de la democracia y fundamentación de la democracia 
puede iluminar, desde otra perspectiva, una polémica sobre la autorrealización y 
la democracia varias veces aludida en capítulos anteriores. Como se ha visto, en 
“The market and the forum” (en A. Hylland y J. Elster (eds.), Foundations of social 
choice theory, Cambridge, Cambridge University Press, 1986; “Self realization in 
work and politics”, Social Philosophy and Policy, 3, 1986) J. Elster ha criticado con 
pertinencia ciertos enfoques (H. Arendt, On revolution, Harmondworth, Pelican 
Books, 1973), que justifican la democracia a partir de la autorrealización, que 
olvidan que para que realmente una tarea resulte autorrealizadora ha de servir 
para algo, que la autorrealización es efecto lateral o subproducto de la realización: 
es porque mi obra resulta ajustada a (mi) propósito por lo que me siento 
realizado. En ese sentido, dice Elster, la democracia será autorrealizadora en la 
medida en que ayude a tomar decisiones, mientras sirva para algo (aunque sería 
mejor decir: “mientras se crea que sirve para algo”). Eso es indisputable. Pero hay 
un extremo —ya anticipado en el capítulo vir y sobre el que volveré al final de este 
capítulo— en el “deontologismo” (antiinstrumental) de los defensores del foro, de 
la idea de autorrealización, que la crítica de Elster corre el peligro de escamotear, 
extremo que la distinción entre teorías y fundamentaciones ayuda a aclarar. En el 
plano teórico, se trata de discutir qué es la democracia y en esa discusión está 
comprometido tanto si la democracia es un buen sistema para tomar decisiones 
cuanto si la democracia tiene interesantes subproductos. Ambas son discusiones 
estrictamente empíricas. En el plano de la justificación también cabe referirse a 
tales características —una vez se ha visto que los juicios empíricos son ciertos— para 
justificar la democracia. Lo que no cabe reprochar es que en un plano normativo 
se haga uso del argumento de la autorrealización. El que ésta sea un subproducto 
y no se pueda perseguir directamente es asunto empírico. Pero desde el punto de 
vista normativo no hay ningún problema —en principio— en apelar a los resultados 
laterales para justificarla. Una cosa es que perseguir directamente lo que es un 
subproducto esté condenado al fracaso y otra el que algo se justifique, aun si no 
consigue sus resultados no laterales, por sus subproductos. Aunque la acción o el 
proceso A no permitiera obtener máximamente X (conjetura empírica), yo podría 
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puestos a admitir que acaso algo distinto de la democracia puede servir 
mejor para obtener X. Pero para la fundamentación epistémica tal juicio 
resulta inaceptable. La democracia es básica, no discutible, fundante: no 
hay valores más básicos que la cimienten. No sólo se trata de que no es 
superable, es que la misma idea de superación resulta un sinsentido, no 
se sabe muy bien qué quiere decir. Afirmar que no cabe la superación equi- 
vale a afirmar que la justificación que se hace de la democracia sólo sirve 
para la democracia. Se puede decir que el vínculo que la fundamentación 
epistémica establece entre moralidad y democracia no es una relación 
circunstancial, que se trata de un vínculo necesario. 

La tarea no parece asunto menor. Por una parte, se sostiene la calidad insu- 
perable de la democracia, o, lo que es lo mismo, que la justificación de la 
democracia es exclusiva. Pero, a la vez, se mantiene el propósito fundamen- 
tador. Y es el caso que la idea misma de fundamentar parece remitir a un 
valor ulterior, más básico, desde el que se fundamenta. En principio, la rela- 
ción entre el valor fundamentador y lo fundamentado es de la misma natu- 
raleza que la que guardan axiomas y teoremas; y ya se sabe cómo funcionan 
ese tipo de relaciones, no hay vínculos de exclusividad: un conjunto de 
axiomas, en principio, permite generar infinitos teoremas; un mismo teo- 
rema puede inferirse desde distintos conjuntos axiomáticos. Así las cosas, la 
vinculación entre el valor fundamentador y la democracia difícilmente puede 
pensarse como una función biunívoca en sentido matemático: de uno a uno. 

De todos modos, alguna razón habrá que dar si no se quiere acabar 
afirmando que la democracia es buena “porque sí”, lo que equivaldría a 
abandonar la idea misma de defender o fundamentar la democracia. Se 
trata, pues, de mantener la idea de fundamentación pero sin que esa fun- 
damentación acabe tomando la forma de “porque permite X”. La solu- 
ción podría estar en una justificación que, sin caer en los problemas de la 
fundamentación instrumental y, su natural acompañante, la caracteriza- 
ción funcional, no recalase en un valor ulterior, sino, por así decir, en un 


defender A porque la búsqueda de X a través de A —y sólo a través de A— permite 
obtener Z (carácter, bondad, perseverancia). Por lo demás, como también se dijo, 
no está nada claro que reconocer la condición de subproducto de algo nos impida 
perseguirlo a sabiendas de lo que hacemos (podemos leer con la intención no de 
aprender sino por el subproducto de caer dormidos). Véanse las críticas de J. Chan 
y D. Miller (“Elster on self-realization in politics: A critical note”, Ethics, 102, 1991) 
a la teoría de los subproductos de Elster en sus juicios sobre la democracia 
republicana. En ese trabajo los autores reconocen diversos grados de 
imposibilidad para perseguir y obtener los subproductos políticos. Asimismo, 
sobre lo razonable de los objetivos inalcanzables (N. Rescher, Ethical idealism, 
Berkeley, California University Press, 1987) véase la nota 72. 
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valor simultáneo, en una especie de “porque la democracia es X” o “por- 
que la democracia equivale a X”. 

A algo semejante parecen referirse los defensores de la fundamenta- 
ción epistémica cuando aducen que la democracia equivale al ejercicio 
del razonamiento práctico, a las condiciones para determinar qué debe- 
mos hacer. No se trataría en tal caso de una fundamentación desde otro 
valor (más básico), interna, sino desde otro plano, el epistémico. Precisa- 
mente esa calidad “externa” impide encallar en uno de los escollos a los que 
se enfrentó la fundamentación instrumental: que la sustitución de “por- 
que permite X” por un “porque es X” (o el más preciso: “porque equivale 
aX”) desemboque en tautología, en una seudosolución que se limita a esti- 
pular por definición que “la democracia es lo mismo que X”. 


LA ARGUMENTACIÓN EPISTÉMICA 


El empeño, aunque complicado, no es original. Una comparación puede 
resultar iluminadora. Asuntos que han entretenido a la reflexión filosófica, 
como la ciencia o la razón, parecen participar de esa singular cualidad que 
hace que resulten interesantes, que produzcan buenos resultados, pero 
que no se justifican estrictamente por sus buenos resultados, entre otras 
razones porque con frecuencia yerran; ni tampoco se justifican trascen- 
dentalmente, desde principios más fundamentales. Más bien se podría decir 
que razón y ciencia, ellas mismas, “fundamentan”. Cierto es que nos per- 
miten conocer el mundo o tomar decisiones correctas; pero si tales resulta- 
dos no son sin más su justificación es porque no son independientes de su 
ejercicio: no sabríamos qué significa disponer de un conocimiento veraz o 
tomar una decisión bien fundamentada que no tenga que ver con el ejerci- 
cio de la ciencia o la razón. Sencillamente, no sabríamos muy bien de qué 
otro modo podríamos actuar. Estamos instalados en ellas, constituyen la 
gramática de cualquier lenguaje que quisiéramos manejar y las necesitamos 
para entender, para evaluar, para saber que cierta afirmación es un conoci- 
miento bien fundado o una recomendación correcta. Enfrentados a una pro- 
puesta o a una conjetura, el único modo que tenemos de abordarlas, de cali- 
brar su calidad, es examinar si están justificadas, si hay buenas razones 
para aceptarlas, si disponen de avales lógicos o empíricos. En ese sentido, a 
la vez que avalados por sus resultados, sirven para avalar los resultados. 

La fundamentación epistémica arrancaría con argumentos parejos. Mien- 
tras podemos concebir la toma de decisiones o la maximización del bien- 
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estar —un dictador ilustrado y benevolente, interesado en el bienestar obje- 
tivo de las personas, que conoce y satisface sus deseos reales—, sin la demo- 
cracia no podríamos concebir la idea de elegir sobre la vida colectiva —e 
incluso, una idea de buena vida— que no pase por ciertos requisitos rela- 
cionados con la idea de democracia: autonomía, información, argumenta- 
ción pública, disposición a revisar juicios. Idea, eso sí, que es bien diferente 
de la idea de democracia que manejaba la fundamentación instrumental, 
idea que se entronca mejor con la democracia deliberativa. Frente a la demo- 
cracia como la simple reunión de voluntades prepolíticas, de intereses que, 
por definición, no admiten argumentación pública ni modificación, la deli- 
beración aparece a la vez como un proceso de agregación y de formación 
pública —política— del juicio, abierto al análisis y la réplica, a la justifica- 
ción razonada de las opiniones, a la revisión de las preferencias. 

La revisión de preferencias tiene una importante consecuencia: permite 
reconocer los hallazgos de la crítica comunitarista pero evita encallar en 
las dificultades de la fundamentación histórica. Como correctamente seña- 
laba ésta, los individuos no trascienden —son distintos de— sus caracterís- 
ticas, su identidad no es previa a sus deseos y ambiciones, a sus preferen- 
cias. Pero precisamente en virtud de esa condición de nudos de preferencias, 
en la medida misma en que las preferencias son susceptibles de revisión 
racional, las identidades pueden modificarse cuando se revisan las prefe- 
rencias. Una vez que se asume una idea realista de los individuos, hacer 
de la actividad política materia de diálogo racional equivale a admitir la 
posibilidad de que modifiquen sus opiniones sobre lo que juzgan correcto 
o importante e, incluso, de que se automodelen. Y no hay que olvidar el 
punto de partida: entrar en diálogo con sinceridad, necesariamente com- 
promete con la disposición a cambiar el propio juicio cuando se juzga 
errado. Sostener que mi juicio es correcto equivale a admitir que es defen- 
dible con razones. Al invocar razones reconozco que mis opiniones están 
subordinadas a un tribunal que muy bien puede mostrar —a mí, que soy 
el que lo invoca— que estoy equivocado: mi compromiso incuestionable 
no es con las opiniones, sino con la argumentación que las fundamenta. 
En ese sentido, rectificar un juicio es, en rigor, confirmar la corrección de 
mi sistema de fundamentación. Una vez que se reconoce que las prefe- 
rencias están equivocadas, es obligado revisar las anteriores y, en un plazo 
más o menos mediato, estar en condiciones de evaluar la propia vida.* 


62 Por supuesto, hay aquí implicados interesantes procesos psicológicos, que invitan 
=sobre todo en estos tiempos de sólidas corrientes naturalistas en epistemología y 
en filosofía de la mente (véase la nota 71)- a evitar la urgente contraposición entre 
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Como se ve, también ahora el cambio en el proceso de fundamenta- 
ción arrastra un cambio en la idea de democracia. Como se vio en el 
capítulo vi: la democracia deliberativa encuentra defensas diversas, incluso 
cuando se apela a razones epistémicas,$ pero por detrás de ellas cabe reco- 
nocer un núcleo compartido que equipara —las condiciones de— la demo- 
cracia a la buena formación de los juicios morales. La discusión, la defensa 
pública de las opiniones que obliga a asumir imparcialidad, la disposición 
a revisar las preferencias, la autonomía, la independencia y la igualdad 
de —las voces de—los individuos en el foro% conforman un conjunto de cir- 


psicología y racionalidad. Contraposición que acostumbra a recordar los 
resultados de teorías de la psicología (disonancias cognitivas, wishful thinking, 
etc.) que llevan a dudar de la racionalidad en la formación de creencias y deseos 
(véanse S. Sutherland, Irrationality, New Brunswick, Rutgers University Press, 
1994; Z. Kunda, Social cognition, Cambridge, The mrT Press, 1999). Sin embargo, 
conviene precisar algunas cosas. La primera: mucho comportamiento calificado 
como irracional (akrasia, preferencias cambiantes, compulsiones) lo es menos 
mirado de cerca, tiene no sólo su razón de ser, sino que oculta una racionalidad 
inobservable superficialmente (véase el magnífico aunque exagerado- trabajo de 
G. Ainslie, Picoeconomics, Cambridge, Cambridge University Press, 1992). En 
segundo lugar, la mayor parte de tales resultados se refieren a la influencia de la 
comunidad en la formación de juicios y opiniones individuales (a la influencia 
social “dentro de mi cabeza”), que es precisamente lo que se quiere conjurar en 
una discusión compartida y comprometida con razones: las racionalizaciones se 
dificultan notablemente en un diálogo sinceramente expuesto a réplicas. En tercer 
lugar, no hay que olvidar que esos mismos procesos con frecuencia son de doble 
dirección. Al cabo, las disonancias cognitivas —la disposición a hacer compatibles 
dos creencias conflictivas— se corrigen modificando una de las dos creencias, lo 
que no equivale, necesariamente, a mentirnos. Cabe pensar que, en una atmósfera 
sin telarañas mentales, el juicio a corregir será el que no se ajuste mejor a los 
compartidos —y bien fundados— patrones de racionalidad. Por último, no se debe 
desatender que hay resultados de la psicología social que muestran que tenemos 
una mejor disposición a atender una petición cuando viene acompañada de algún 
=siquiera precario— intento de justificación, de razones (A. Pratkanis y E. Aronson, 
The age of propaganda, Nueva York, Freeman and Company, 1992, cap. 3). En todo 
caso, resulta bien cierto que en el tratamiento habitual de los procesos de 
formación de las preferencias por parte de la filosofía política hay cierto descuido 
de los mecanismos psicológicos implicados, descuido injustificado, pues, como ya 
se dijo, el que una teoría sea normativa no la exime de manejar supuestos 
compatibles con la información disponible. 

63 Como se vio en el capítulo v1, hay discrepancias acerca de qué se busca con la 
deliberación. A veces incluso se confunden objetivos éticos y metaéticos. 

64 Que no es simple igualdad de voto. Es reconocer la igualdad de voces y la 
posibilidad de diferente excelencia, sin que eso tenga traducción en desigualdad de 
la posibilidad de ser escuchado, cosa que sí sucede, por ejemplo, con la 
desigualdad asociada a las propiedades de los medios de producción —que se 


TRES MIRADAS SOBRE TRES DEMOCRACIAS | 321 


cunstancias y procedimientos que -sin que, en rigor, se puedan conside- 
rar principios normativos— permiten acercarse a las mejores decisiones 
prácticas.5 

De nuevo la comparación con la ciencia resultará iluminadora, en par- 
ticular esa opinión común según la cual ésta nos permite conocer —o avanza 
en el camino a— la verdad (o la realidad). Aunque no sabemos muy bien 
hacia dónde se dirige, ni en qué consiste, ni cuál es la forma que toma, todos 
estamos de acuerdo en que existe el progreso científico. En rigor, se trata 
de una idea asociada al concepto mismo de ciencia, a la fundamentación 
—y por tanto a la revisión— del conocimiento científico. Aun si abando- 
namos conjeturas caducas, si nos quedamos en mitad de la inseguridad, 
reconocemos en ello un progreso. Sabemos que la ciencia avanza unas veces 
contestando unas preguntas y otras, más importantes, descalificando otras 
que resultaban pertinentes para las viejas teorías pero que ahora, por lo que 
sabemos, son puro sinsentido (¿cuánto pesa el calórico?, ¿cual es la densi- 
dad del éter?). Del mismo modo, cabe pensar que buena parte de nuestro 
conocimiento actual está llamado a ser juzgado falso. Por eso no cabe sos- 
tener sin matices que conocemos la verdad. Lo único seguro es que nues- 
tras teorías actuales son las mejores, visto lo que sabemos acerca de cómo 
es el mundo. Y son las mejores porque se han construido correctamente: 
son consistentes y razonablemente compatibles con los datos. El procedi- 
miento es el criterio para sopesar la calidad del producto. Porque no hay 
otro. No podemos “conocer” con independencia de la razón y, más refi- 
nadamente, de la ciencia. A veces nos equivocaremos, incluso recuperare- 
mos teorías que consideramos erradas (como sucedió con la deriva con- 
tinental), pero en las idas o las vueltas no tendremos otro asidero que la 
razón y la ciencia. Como decíamos en el capítulo sobre la deliberación, nos 
resultaría incomprensible un Dios de buen dispuesto entendimiento que, 
directamente o por medio del Moisés de turno, nos enviase teorías verda- 
deras pero que no nos dijera nada acerca del cómo de las teorías.” Enten- 


traduce en que los deseos de los que “arrastran otros intereses” sean más 
escuchados— y, en particular, de los medios de creación de opinión. Véase 
R. Dworkin, “Equality, democracy and constitution”, Alberta Law Review, 2, 1990. 

65 Desde ahí los caminos se diversifican, según la opinión que se tenga sobre la teoría 
moral (y aun sobre la ciencia) Para unos, la democracia permite determinar 
las verdades morales; para otros, las creencias morales correctas. 

66 Sobre la idea de progreso científico, véase N. Rescher, The limits of science, 
Berkeley, California University Press, 1984; I. Niiniluoto, Is science progressive?, 
Dordrecht, Reidel, 1984. 

67 Como se dijo en aquel capítulo, si un Dios Ilustrado —y un poco vanidoso— 
se decidiera a comunicarnos resultados de buena ciencia, la simple intelección 
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der sus mensajes requeriría aplicar a sus juicios criterios de racionalidad, de 
verificabilidad que, de facto, equivale a calibrarlos desde alguna elemental 
idea de ciencia.* 

Pues bien, mutatis mutandis, algo parecido se podría decir acerca de la 
razón práctica y la democracia. Metafísicamente, en el mismo buen sen- 
tido de la palabra, se podría decir que caminamos detrás de alguna idea 
de verdad moral y que en esa tarea avanzamos plagados de incertidumbres 
en el progreso moral, pero seguros a la vez de la provisionalidad de nues- 


de que se trata de verdades sobre el mundo (y no, por ejemplo, de los versos de un 
extraño poema) requeriría el uso de la razón, examinarlos según los 
procedimientos correctos: si se ajustan a las observaciones, si los términos que 
emplean son inteligibles, esto es, compatibles con lo ya sabido; en suma, exigirían 
utilizar el mismo proceder que aplicamos a las conjeturas candidatas a formar 
parte de las teorías científicas interesantes, eso que en épocas de arrogancia 
positivista se llamaba “método científico”. 

68 Los juicios anteriores no están comprometidos obligadamente con una idea 
operacionalista o pragmática de la verdad, según la cual la verdad se agota en su 
procedimiento de obtención. Dicho de otro modo: también son compatibles con 
separar la idea de verdad y el procedimiento de obtención, con la distinción entre 
“qué hace a una proposición verdadera” y “cómo determinamos que es verdadera”. 
Lo único que se afirma es que no hay un modo de determinar la verdad 
independiente de los procedimientos de la ciencia. Sobre las teorías de la verdad, 
véase el insuperable trabajo de R. Kirkham, Theories of truth, Harvard, The mIT 
Press, 1992). Pues bien, como se argumenta a continuación, lo dicho vale también 
para nuestro asunto y, en ese sentido, la fundamentación epistémica no está 
comprometida con una única teoría acerca de la naturaleza de los asertos 
normativos. Ello no quiere decir que no excluya nada. Es más, la superación de la 
democracia para la fundamentación epistémica resultaría imaginable desde dos 
premisas: a) existen “verdades morales” con independencia de si se determinan o 
no por deliberación democrática; b) existe un procedimiento para esa 
determinación independiente de la democracia, del que cristaliza en los 
procesos deliberativos. En tal caso, se podría prescindir de la democracia. Lo que 
la fundamentación epistémica añade, sostiene es: “no se sabe qué querría decir un 
modo de determinación independiente, en tanto cualquier candidato (el juicio de 
un profeta, por ejemplo) se vería calibrado para su simple inteligibilidad por los 
procedimientos de racionalidad práctica que toman cuerpo en la democracia”, 

69 La comparación entre progreso moral y progreso científico tiene sus límites. El 
primero: mientras que el progreso científico afecta a nuestras herramientas 
conceptuales, nuevas teorías, o, en todo caso, a los efectos de ese progreso sobre la 
tecnología, lo que llamamos progreso moral no se refiere a las teorías morales sino 
a los procesos sociales. Confundir el progreso moral con el progreso —nada 
espectacular— de nuestras reflexiones morales es un conmovedor pecado de 
arrogancia tan ilustrado como escasamente sensato, bastante común, por demás, 
en individuos que trasiegan poco con la vida real. La otra diferencia, muy 
importante y llena de consecuencias, tiene que ver con la circunstancia de que el 
progreso afecta a las intuiciones morales, esto es, al material observacional 
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tro presente o de cualquier presente. Sencillamente, tenemos las mejores 
creencias posibles porque se han construido del mejor modo posible. Y ese 
mejor modo incluye una evaluación discursiva, dialógica, racional. Las pre- 
ferencias se sostienen en razones públicas, esto es, revisables. Los ciuda- 
danos están, así, en condiciones de reconsiderar sus propias elecciones. 
Saben que vienen de alguna parte, que tienen identidad, pero no son —para 
decirlo con Carpentier— simples cuerpos de carne transcurrida: están en 
condiciones de revisar sus juicios y sus preferencias. En tanto suscriben sus 
juicios porque les parecen bien fundados, no les resulta imaginable —cosa 
que sí sucede en la perspectiva instrumental— un “bienestarismo obje- 
tivo” que determine, con independencia de su opinión, las “verdaderas pre- 
ferencias colectivas”. Sencillamente, no hay un modo independiente de 
determinar la voluntad general que la voluntad de todos formada desde las 
buenas razones. Y, al fin, eso es, cristalizado institucionalmente, la demo- 
cracia deliberativa.”” Idea de democracia (deliberativa) y de fundamenta- 
ción (epistémica) que permiten salvar aquellas dificultades que impedían 
reconocer una auténtica cuestión de racionalidad práctica en las otras fun- 
damentaciones y en sus respectivas ideas de democracia porque: 


—evaluado1-— de las teorías éticas. Desde luego, en ningún sentido 
epistemológicamente cuerdo —o sin complicar demasiado las cosas, sosteniendo, 
por ejemplo, que la nueva teoría revisa (reestructura) los datos— se puede decir 
que el progreso de la ciencia consiste en “cambiar los hechos” (y no nuestros 
conocimiento, nuestras teorías, sobre ellos). 

70 Desde esta perspectiva, amén de disponer de un apunte de solución a la paradoja 
liberal, se hacen inteligibles propiedades que de un modo impreciso se han 
asociado a la participación democrática como es el caso de la autorrealización-, 
que para cierto republicanismo constituyen la justificación de la democracia. No 
se trata de que la participación sea una fuente de placer, sino de que, cuando 
el ciudadano participa seguro de que se compromete —porque está convencido 
de lo que hace, porque hace lo que tiene que hacer—, se experimenta guiado 
interiormente —y más si, a la vez, es autónomamente y de acuerdo con otros— y eso 
siempre es fuente de serenidad. Aun en el desconsuelo y la derrota, la racionalidad, 
además de asegurarnos la mejor o la menos mala de las opciones, nos otorga la 
lúcida calma que acompaña a la certidumbre de que no hay otro modo de actuar. 
Como se apuntó en la nota 62, es falaz contraponer incondicionalmente 
racionalidad y psiquis. Los procesos de participación en los que uno se reconoce 
convencido, y por tanto dispuesto a modificar juicio, tienen poco que ver con las 
racionalizaciones patológicas de quienes tienen que pactar con sus intereses y se 
resisten a reconocerlo. Conviene, además, no desatender a que la disposición a 
actuar aumenta cuando la participación se hace con convencimiento, por buenas 
razones y porque se cree que es lo que se debe hacer. Esta circunstancia resulta 
particularmente importante habida cuenta de que la democracia republicana 
requiere de ciudadanos activos. 
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1) Reconoce un genuino problema de fundamentación. La fundamen- 
tación instrumental entendía la democracia únicamente como una herra- 
mienta para tomar decisiones. La dimensión normativa se limitaba al pro- 
pósito para el cual servía la democracia (por ejemplo, la maximización de 
la utilidad), al valor que hay detrás de la herramienta (el bienestar), y a su 
justificación; de ninguna manera hacía de la propia democracia el terri- 
torio de la reflexión moral. Por su parte, la fundamentación historicista 
veía en la democracia simple historia y la historia se explica, no se justi- 
fica. La perspectiva epistémica, como se acaba de ver, sitúa a la democra- 
cia en el corazón mismo del problema clásico de la justificación norma- 
tiva: la institucionalización de las condiciones de fundamentación de la 
racionalidad práctica. 

2) Proporciona una genuina justificación, esto es, abarca a la demo- 
cracia y únicamente a la democracia. Tanto la fundamentación instru- 
mental como la histórica justifican demasiado y demasiado poco. Para la 
primera, la democracia es un simple mecanismo para tomar decisiones. 
En ese sentido, como se dijo, si encontráramos otro instrumento más efi- 
caz, deberíamos abandonar la democracia. Por su parte, la otra perspec- 
tiva da cuenta de la democracia desde la historia y la historia explica cual- 
quier cosa. La democracia se justifica mientras dura, mientras resulte acorde 
con el fermento desde el que se nutre. En uno u otro caso, se justifica la 
democracia y otras cosas y, también, la democracia es susceptible de per- 
der su justificación. Las cosas suceden de modo diferente en el caso epis- 
témico, que hace de la democracia la gramática colectiva del ejercicio de 
la racionalidad práctica. La pretensión de “superar” la democracia se revela 
tan imposible con la aspiración a —hablar y-“superar” la gramática, a demos- 
trar y “superar” la lógica.?* La fundamentación epistémica subraya la inex- 


71 No pasará desapercibido que en el conjunto de esta argumentación, y muy 
particularmente en la comparación que nos lleva a afirmar que “del mismo modo 
que no podemos hablar sin gramática o inferir sin lógica...”, existe un proceder 
trascendental —inevitable, por lo demás- y una utilización cómplice del lenguaje 
natural. Siempre hay que ser cautelosos frente a ese proceder. Por si el análisis 
clásico no lo hubiera dejado bastante claro, las tendencias naturalistas en 
epistemología, filosofía de la ciencia (R. Giere (ed.), Cognitive models of science, 
Minneapolis, University of Minnesotta Press, 1992) y, sobre todo, los resultados 
positivos de las ciencias cognitivas (P. Churchland, A neurocomputational 
perspective, Harvard, The mrrT Press, 1989) —acaso menos de los proclamados por 
sus recientes conversos, pero sin duda importantes— nos recuerdan algo bien 
sabido y con frecuencia olvidado, a saber, que hay que andar muy prevenido con 
ciertas apelaciones a lo que nos parece evidente, apelaciones que se amparan en 
un sentido común cargado de falsas teorías y —sus correspondientes— 
presunciones ontológicas. Las implicaciones de tomarse en serio las trampas 
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cusable presencia del procedimiento en las decisiones sobre valores y des- 
taca que tales procedimientos no son distintos de los principios que toman 
cuerpo en cierta idea de democracia, la democracia deliberativa. 

3) La fundamentación epistémica captura la pertinencia de la funda- 
mentación instrumental y el realismo psicológico de la fundamentación 
histórica sin incurrir en la falaz contraposición entre una democracia que 
toma decisiones y otra en la que lo importante es la autorrealización de 


4» 


los ciudadanos, con independencia del “para qué” de la actividad política. 
Como destaca la perspectiva instrumental, la democracia tiene que ver con 
la toma de decisiones sobre la vida colectiva. La autorrealización es un 
estado lateral que acompaña la realización (conseguida) de algo, de tomar 
decisiones, en este caso. Para que el individuo experimente la autorreali- 
zación es condición necesaria que su acción sirva para algo distinto de la 


metafísicas de nuestro lenguaje no son pocas, entre otras, debilitan un clásico 
truco de filósofos: el uso licencioso de argumentos trascendentales y de 
experimentos mentales “demostrativos” que, so pretexto de explorar 

las presunciones implícitas en la ciencia, introducen repentinamente conceptos y 
preguntas imposibles arrastradas por un viciado lenguaje natural (al modo como 
se trampea, en un ejemplo ya citado, con la falsa pregunta: “si el universo es finito, 
¿qué hay fuera de él?”). 

No cabe sino elogiar tan saludable proceder. Pero, también, cautela con las 
cautelas. Con nuestra comparación: muy bien pudiera suceder que algún día nos 
comuniquemos sin lenguaje, que nos transmitamos la información 
conectándonos neuronalmente, que el lenguaje no esté asociado a la gramática o 
que las teorías no requieran proposiciones, en suma, el día en que ciertos 
matrimonios conceptuales que nos parecen indisolubles dejen de serlo. Es posible. 
Pero lo que es seguro es que lo que entendamos ese día por lenguaje, gramática, 
comunicación o teorías —si persisten tales rótulos— será algo bien diferente de lo 
que entendemos hoy. De modo que nuestra argumentación se puede mantener 
una vez que se introduce una cláusula así: “dada nuestra actual idea de (lenguaje, 
comunicación, lógica...) no sabríamos qué quiere decir...” 

Por lo demás, no quisiera dejar pasar la ocasión de observar que tan razonables 
juicios, críticas y entusiasmos —en los que, por cierto, los principales protagonistas 
son (ex) filósofos—, que arrancan recordando que, metro a metro, la ciencia ha ido 
expulsando preguntas “naturales” de siempre y segando la hierba bajo los pies 
de los filósofos, acostumbran a hacer uso -como no puede dejar de ser, dada la 
naturaleza del asunto- de argumentos no menos trascendentales del tipo: 

“del mismo modo que el flogisto y el calórico no fueron reducidos a —explicados 
desde— los conceptos químicos modernos, sino que fueron abandonados, los 
conceptos de la psicología popular (deseos, creencias, etc.) deben abandonarse, 
en tanto no encuentran anclaje en la moderna neurobiología...”. Cierto es que 
este argumento es el de los más radicales (eliminacionistas), pero no lo es menos 
que el uso de tales estrategias de argumentación son la moneda habitual 

(de hecho, precisamente por lo que afirman y denuncian, las licencias de filósofos, 
los eliminacionistas son los más cautos en el uso de argumentos de principio). 
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autorrealización. Para que el individuo se autorrealice —en una actividad 
política—7? se requiere que realice algo exterior a él mismo, que lo que 
haga sirva para algo, que resulte valioso, y eso incluye que lo realizado 
esté bien realizado (lo que, salvo para quienes se creen dioses, y, como Juan 
Palomo, ejecutan y valoran a la vez su quehacer, supone una evaluación 
externa, que inevitablemente será pública, colectiva, en algún sentido). Pero 
no es suficiente. También se requiere que la acción resulte valiosa para el 
individuo, que crea en lo que hace. Sólo si me parece razonable lo que hago 
cobra sentido para mí. Entonces, si además lo hago bien, si sirve, podré 
experimentar la autorrealización. Ahí la fundamentación instrumental 
encuentra problemas adicionales: para que el individuo experimente como 
valiosa su acción se requiere que le parezca justificada y que reconozca 
como propio el resultado final. El ciudadano que participa en un proceso 
deliberativo está en condiciones de sentirse comprometido, de hacer suyas 
las decisiones tomadas: idealmente, sus razones han sido consideradas y 
aceptadas por todos, o él mismo, persuadido, ha hecho suyos los argu- 
mentos más poderosos. En los dos casos, se reconocerá en la decisión adop- 
tada, que será la suya. Por el contrario, si las preferencias simples “gus- 
tos” o intereses— no tienen vínculos con las razones, y no son votadas, 
muy probablemente entenderá que el resultado no es el suyo, y si son vota- 
das, no por ello tendrá más razones que las que (no) tenía antes para 
comprometerse. 


72 En las páginas anteriores se ha insistido en que la autorrealización requiere 
la realización externa de algo. Esa exigencia no es incompatible con que esa 
realización pueda experimentarse en privado, que, por ejemplo, un catador de 
vinos disfrute en soledad de sus entrenadas habilidades. Las actividades 
autorrealizadoras se oponen estrictamente tan sólo a las de consumo; mientras 
estas últimas tienen rendimientos marginales decrecientes, las primeras, aunque al 
principio son costosas, andando el tiempo, y como resultado de su propio 
ejercicio, aumentan el disfrute (el quinto pastel es menos satisfactorio que el 
segundo, aunque éste pueda serlo más que el primero; el aprendizaje del buen uso 
de un instrumento musical es fatigoso, pero a partir de cierto momento es fuente 
de disfrute, un disfrute sólo posible por los pasos previos). Otra cosa es que la 
autorrealización requiera no sólo del ejercicio de la actividad, sino del buen 
ejercicio, del éxito en la tarea, y que éste necesite de un contexto público para su 
apreciación. Si se quiere anclada en el mundo, la autoestima, que tiene mucho que 
ver con el negocio del buen vivir, requiere de los otros. Es condición necesaria, 
aunque no suficiente, de la felicidad. Precisamente cuando no están los otros, 
cuando no hay “externalización” del proceso de autorrealización, es cuando puede 
aparecer la patología: el genio arrogante que se alimenta desde sí mismo, la 
neurosis, la autodestrucción y el desprecio del mundo que acompañan con 
frecuencia a los caracteres geniales; véase H. Eysenck, Genius, Cambridge, 
Cambridge University Press, 1995, pp. 202 y Ss.). 


TRES MIRADAS SOBRE TRES DEMOCRACIAS | 327 


4) Reconoce la relatividad de los puntos de partida sin derivar en el 
nihilismo. La fundamentación historicista destacaba con justicia que la 
elección no es capricho, que tiene que ver con la historia. Y sí, es cierto 
que no elegimos desde detrás de nosotros mismos, que nuestra biogra- 
fía nos proporciona criterio, y que, en ese sentido, no todo es igual. No 
estamos en suspenso moral. En buena medida, somos nuestras valora- 
ciones e ignorar eso es ignorar los hechos. Pero de ahí no se sigue que sólo 
quepa resignarse a reconocer la diversidad de biografías, que no se pueda 
decir nada razonable acerca de los otros,73 que cada uno (cada comuni- 
dad) esté condenado a un criterio privado, un criterio que no sería otro 
que su pasado. La crítica comunitaria, que como vimos descalifica al indi- 
viduo “liberal” porque carece de perfil, porque para él todo es igual, deriva 
con facilidad en un relativismo histórico para el que todo da lo mismo. 
Ante la diversidad de las biografías, sólo queda la indeterminación. Si se 
sostiene simultáneamente que existen distintas perspectivas, que no hay 
modo “trascendental” de compararlas y que nadie puede escapar a la suya, 
a su nicho cultural, es difícil evitar la conclusión de que “todo es igual”. 
No sólo eso, como vimos, la fundamentación histórica, al afirmar que son 
los valores sociales “densos” los que proporcionan el auténtico (“sentido”) 
criterio de evaluación, y no las (imposibles) preferencias suspendidas en 
ninguna parte de los individuos, se ve en la obligación de admitir que 
las personas pueden comprometerse en acciones valiosas (con sentido) 
para la comunidad, pero desprovistas de valor (sentido) para ellas.?+ Tam- 
bién por aquí recala exactamente en el mismo problema de la perspec- 
tiva instrumental: el individuo que no cree justificada —provista de razo- 
nes— su acción, difícilmente la creerá con valor (sentido). El papel que la 
intuición, los gustos o los intereses jugaban en la fundamentación ins- 
trumental, en la fundamentación histórica lo juegan la biografía, los dio- 
ses O la lengua nacional. Desprovistos de memoria o embriagados de 
historia, los individuos elegían sin razones o, lo que es lo mismo, no ten- 


73 Tesis en la que coincidirían algunos comunitarismos y algunos liberalismos: los 
primeros, a partir de la irreductibilidad de las biografías y la imposibilidad de los 
criterios trascendentales; los segundos, del “todo vale” que alimenta el problema 
del liberalismo y el bien. Véase la nota 79. 

74 Las sociedades integristas disponen de un buen arsenal de pautas compartidas que 
para muchos de sus habitantes —particularmente las mujeres— no se experimentan 
como propias, no parecen “razonables”. Pautas que aun cuando tienen todos los 
atributos de los valores sociales “densos”, para proporcionar “sentido” son poco 
“sentidas”, asumidas como propias, por sus presuntos (so)portadores. Sobre esta 
dificultad del comunitarismo, véase W. Kymlicka, Contemporary political 
philosophy, Oxford, Oxford University Press, 1990. 
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drán razones para elegir y, por ende, su elección estará desprovista de sen- 
tido para ellos. 

La fundamentación epistémica asume que las preferencias vienen de 
alguna parte, que los individuos —frente a lo que sostiene la perspectiva ins- 
trumental— no son simples sujetos que manifiestan deseos, que sus esce- 
narios y sus experiencias, en buena medida, los constituyen. Pero tam- 
bién admite que las preferencias pueden revisarse, posibilidad que, como 
se acaba de ver, es garantía de que los individuos reconozcan sus eleccio- 
nes como “dotadas de sentido”. La buena base asegura que el compromiso 
de uno con sus ideas o preferencias se funde en razones y, con ello, que es 
realmente sentido, entre otras razones, también porque, a la vez, asegura 
la calidad de las ideas: sirven para resolver problemas. La perspectiva epis- 
témica no ignora que la inevitable diversidad de biografías compromete 
la relatividad del punto de partida de la vida democrática. Sin embargo, 
eso es cosa distinta de asumir que el punto de llegada también es “relativo”. 
Asumir que los argumentos están condenados a la indeterminación es can- 
celar la argumentación. En rigor, adoptar ese punto de vista equivale a afir- 
mar que lo que se está diciendo resulta ininteligible. La pretensión de 
convencer lleva implícita la obligación de respetar, pero también la con- 
fianza en que no todo vale lo mismo. 


AX A 


El repaso anterior ha permitido, en primer lugar, reconocer la naturaleza 
irresoluble del problema de la fundamentación: se manejan distintas 
teorías de la democracia y de la fundamentación. Enfrentadas a proble- 
mas diferentes y con diferentes maneras de abordarlos, las tres perspec- 
tivas resultan inconmensurables. No hay un rasero compartido para cali- 
brarlas. Podría parecer que ese juicio no resulta compatible con la defensa 
de la perspectiva epistémica: si no se pueden comparar, no cabe pensar en 
que sea la “mejor”. La paradoja se explica desde lo que exactamente se 
afirma, a saber, que únicamente la perspectiva epistémica y la idea de 
democracia que la acompaña tienen que ver realmente con la racionali- 
dad práctica. También se podría haber mostrado que desde el punto de 
vista explicativo la fundamentación histórica está en la línea correcta. Sen- 
cillamente, las distintas perspectivas están en distintos asuntos y para el 
que aquí interesa, la “mejor” es la epistémica. 

La primera idea de democracia resulta adecuada en determinados esce- 
narios. Si se trata de decidir de qué color pintar la fachada de un edificio, 
no parece mal método votar sin más. La elección no parece requerir dema- 
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siadas razones.?3 Otro tanto sucede cuando hay que elegir entre intereses 
en estado puro, en condiciones de absoluta igualdad y no hay posibilidad 
de buscar equilibrios compensadores. Si en edificio hay una mayoría de 
vecinos zurdos, a la hora de colocar los interruptores del ascensor resulta 
razonable colocarlos en el lado izquierdo.7* En otro caso se produciría algo 
parecido a la maximización del bienestar, por más que resultaría imagi- 
nable una decisión que maximizase el bienestar que prescinda de la agre- 
gación de preferencias.” En todo caso, el dominio de las decisiones polí- 
ticas se parece poco al que ejemplifican los casos citados. 

La perspectiva instrumental iguala las elecciones a la elección de colo- 
res. Parecería que, a fuerza de concentrar el foco en el acto de elegir, des- 
cuida el hecho de que no todas las elecciones son iguales. No es lo mismo 
decidir un color para pintar la fachada de un edificio que decidir acerca 
de cómo distribuir la renta o que escoger una conjetura explicativa. Si cierto 


75 La reserva tiene que ver con el reconocimiento de que caben consideraciones 
ulteriores en la decisión del color: una combinación de colores en una pared 
produce ciertas sensaciones o impresiones que se pueden buscar; un coche blanco 
resulta particularmente visible y tiene una probabilidad de accidentes más baja 
que uno de otro color, etc. En estos casos las preferencias tienen alguna base 
informativa y los juicios pueden fundamentarse hasta cierto punto. 

76 También aquí habría lugar para la reserva. En el trasfondo se está presumiendo 
algún tipo de igualdad que podría ser objeto de discusión. Si los zurdos (cuya 
supervivencia en un mundo construido por los diestros constituye un conocido 
enigma para la teoría evolutiva), como consecuencia de un proceso de 
“adaptación”, hubiesen desarrollado una mayor destreza con la mano derecha que 
los diestros con la izquierda, podría pensarse en colocar los interruptores en el 
lado derecho. La cosa está en que, también a propósito de gustos e intereses, hay 
lugar para la formación deliberativa de preferencias y consideraciones normativas. 
(Obviamente, en el ejemplo, si no existieran costos, se podrían poner algunos días 
a un lado y otros al otro.) 

77 Por ejemplo, un bienestarista objetivo que considerase que las preferencias no 
transmiten información sobre el bienestar (como sucede con las de los niños). 
Importa destacar esa posibilidad por lo dicho: porque la democracia no aparece 
necesariamente vinculada al principio de maximización del bienestar. Por lo 
demás, no cabe ignorar la pertinencia del argumento utilitarista general, apoyada 
en dos supuestos: las preferencias transmiten información sobre los deseos; las 
reglas aseguran algún tipo de igualdad de ponderación (véase la nota siguiente), al 
garantizar que todas las voces se tienen en cuenta. Pero también cabe la hipótesis 
del dictador ilustrado y benevolente, quien, por cierto, también asegura la 
igualdad del poder político: todos tienen igual poder, esto es, ninguno. Por lo 
demás, ya sabemos que una cosa es que se conozcan las preferencias y otra que se 
satisfagan. En algún sentido lo primero es condición de lo segundo, pero lo que 
realmente interesa a la fundamentación instrumental —al utilitarismo, por 
ejemplo— es lo segundo. Para esa perspectiva no hay problema mientras se 
maximice la utilidad o cualquier otro bien, incluso sin democracia. 
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panmoralismo existencialista equipara elección a decisión moral, la fun- 
damentación instrumental hace lo mismo en dirección contraria: todas las 
decisiones son iguales porque ninguna tiene relación con consideracio- 
nes morales razonadas. Ninguna parece requerir razones, las preferencias 
privadas (prepolíticas) constituyen palabra última. Una vez que la elección 
se realiza desde ahí, la democracia se reduce a la aplicación de una —inevi- 
tablemente—* arbitraria regla de elección a unas preferencias desprovis- 
tas de razones. Con arbitrariedad de voluntades, en el límite, la democra- 
cia pierde cualquier posibilidad de cimiento racional. Cuando no hay 
razones para preferir una cosa a otra, cuando todo da lo mismo, la idea de 
elección o la defensa de valores como la libertad —de “elección”— pierden 
todo significado reconocible. Es la paradoja liberal: el propio liberalismo 
se queda sin razones. Es lo que, desde otra perspectiva, se da en llamar el 
“problema del liberalismo y del bien”, la dificultad para conciliar la impar- 
cialidad con respecto a las distintas ideas con la defensa del propio libera- 
lismo, que dejaría sin razones a la defensa de la libertad.?2 

Los problemas de la perspectiva instrumental estaban bien señalados 
por la crítica histórica. Elegir requiere perspectiva, prioridades. Éstas depen- 
den básicamente de los escenarios y dotan de identidad a los individuos. 


78 Inevitable en el sentido de que, como sabemos, cuando la elección se realiza entre 
pares de alternativas, existen bastantes reglas de elección (mayoría, pluralidad, 
Condorcet, Borda, votación exhaustiva, aprobación, etc.) compatibles con 
elementales principios de igualdad que, aplicadas a un mismo conjunto de 
preferencias, conducen a resultados diferentes (como la clasificación de los 
equipos en la liga varía según la asignación de puntos entre victoria, empate y 
derrota, aunque los resultados sean los mismos). Por supuesto que otras reglas 
—una que, por ejemplo, proporcionase a los licenciados en economía tres votos y 
ninguno a los filósofos— violarían la igualdad y, de entrada, no resultarían 
aceptables. Pero lo que ahora se quiere destacar es que entre las aceptables no hay 
criterios de decisión indiscutibles. 

79 Este argumento crítico, el “problema del liberalismo y del bien” —véase R. Douglas, 
G. Mara y H. Richardson (eds.), Liberalism and the good, Nueva York, Routledge, 
1990- se extiende más allá de la idea de democracia. En su versión habitual afirma 
que el liberalismo se encontraría en dificultades para conciliar su agnosticismo 
respecto de la idea de bien, el ideal de imparcialidad que inspiraría a la 
democracia liberal, con la defensa de sus ideales (libertad, cierta igualdad 
elemental) y/o con la crítica a los idearios intolerantes, totalitarios o integristas. 
En una formulación más precisa, la dificultad compromete a tres aspiraciones que 
cuajan en tres argumentos de complicada coexistencia: a) el ideal de imparcialidad 
que parece presumir que todas las ideas tienen igual valor; b) la adscripción 
a algunas de ellas y la consiguiente afirmación de las ideas liberales; 

c) la racionalidad de esa adscripción, esto es, la afirmación de que hay razones 
para pensar que unas ideas son mejores que otras. 
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La fundamentación instrumental presume un sujeto imposible, un sujeto 
anterior a sus preferencias, un yo que elige desde ninguna parte. El hom- 
bre es “lo que quiere” y lo que quiere tiene que ver con su historia, con 
una red cultural que proporciona criterio al elegir. Y no hay más: nadie 
puede saltar por encima de su sombra y nadie puede escapar a sí mismo. 
La aspiración al punto de vista trascendental es una ilusión, deudora ella 
misma de la historia. 

Pero también hay dudas acerca de si la fundamentación histórica es una 
genuina fundamentación. De hecho, adoptar esa perspectiva equivale a 
negar el problema de la fundamentación. Reconocer que estamos donde 
estamos por la historia, que estamos “enzarzados en el mundo”, es man- 
tenerse en el plano explicativo. Pero explicar nuestras elecciones no es jus- 
tificarlas normativamente. Afirmar que no hay modo de escapar a una 
identidad constituida socialmente equivale a condenar el proyecto fun- 
damentador por la vía más rápida. A los individuos sólo les cabe (re)cono- 
cer su auténtica identidad histórica, sin posibilidad de revisarla. No hay, 
pues, lugar para la genuina evaluación. Las elecciones son simples ficcio- 
nes que confirman lo que es su punto de partida. La idea misma de ra- 
cionalidad práctica se revela una ficción, una ilusión cuya existencia se 
agota en nosotros mismos, en nuestra capacidad para construir patrañas 
que nos consuelan y entretienen. 

La perspectiva epistémica, sin desatender los argumentos de la crítica 
histórica, está en condiciones de reconocer el problema de la fundamen- 
tación. Rescata las dimensiones empíricas que esa crítica enfatiza sin por 
ello vaciar a las preferencias de calidad racional y moral. Admite que la elec- 
ción se hace desde alguna parte, pero no por ello niega la posibilidad de 
escapar a nuestras anteojeras culturales o sociales. Ese reconocimiento de 
la crítica historicista que no lleva a abandonar el horizonte de la “buena” 
elección se deja ver en la solvencia para escapar a dos dificultades respec- 
tivamente relacionadas con las perspectivas instrumental e historicista: la 
paradoja liberal, la dificultad liberal para defender la libertad, y la paradoja 
nihilista, la falta de sentido de acciones cuyo sentido se quiere asegurar con 
independencia de las elecciones de los agentes, a partir del escenario social 
que proporciona identidad y horizonte de valoración. La fundamenta- 
ción epistémica rescata la pluralidad liberal sin incurrir en la indetermi- 
nación y también reconoce la corrección de la crítica comunitarista sin 
negar la pluralidad. Así, 

1) La perspectiva epistémica incorpora la crítica comunitaria al sujeto 
trascendental y al indeterminismo liberal: no hay sujeto sin biografía y las 
preferencias son fundamentalmente materia social. Pero añade: precisa- 
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mente ese carácter social de las preferencias no impide reconocer la posi- 
bilidad de su revisión. Eso sí, para ello se requiere que el escenario parti- 
cipe de ciertas características que hacen posible la buena formación de los 
juicios y a los que la democracia deliberativa aspira a dar cristalización 
institucional. El punto de partida es el reconocimiento, impuesto por la idea 
misma de argumentación pública, de la posibilidad de modificar las opi- 
niones. A partir de ahí la argumentación se muestra compacta. Justamente 
por el hecho de que no existen sujetos “esenciales”, independientes de sus 
opiniones y por encima de sus biografías, de sus preferencias, la revisión 
de éstas implica la posibilidad de revisar la identidad. Se reconoce la crítica 
historicista, esto es, que los individuos no son distintos de sus acciones y sus 
prácticas, no son impermeables al tiempo; pero sin incurrir en las parado- 
jas nihilistas del comunitarismo. Los individuos están en condiciones de 
sentirse parte de la ciudad porque están con buenas razones en la ciudad. 
La democracia deliberativa no niega la posibilidad de —incluso se podría 
decir que, idealmente, aspira a— conformar una voluntad compartida entre 
los ciudadanos que está en las antípodas de la que es propia de la demo- 
cracia comunitaria. La expresión de una identidad colectiva que ni siquiera 
contempla la posibilidad de modificarse, habida cuenta de que encuentra 
en los individuos, en sus preferencias, el reflejo que ella misma proyecta. 

2) La posibilidad de argumentar y revisar públicamente las preferen- 
cias permite hacer compatibles el reconocimiento de la pluralidad (libe- 
ral) de ideas acerca de cómo vivir con el reconocimiento de que unas pue- 
den ser mejores que otras. Se argumenta porque se confía en que pueden 
imponerse las mejores razones. A todas las preferencias se les garantiza la 
presunción del mismo valor: ése es el buen sentido del respeto y la tole- 
rancia democráticos. Pero eso es cosa distinta de que tengan el mismo valor. 
El respeto de tus ideas requiere que me las tome en serio, esto es, que vea 
si me parecen razonables y, por tanto, si pueden ser mías. El respeto ase- 
gura la posibilidad de defender cualquier opinión públicamente. 

Ahora bien, que todas las ideas de bien sean igualmente tratadas no equi- 
vale a sostener que todas valen igual. Todas las preferencias pueden ser 
objeto de discusión, una discusión que se ampara en el supuesto, implíci- 
tamente asumido por todos, de que no todas las ideas valen lo mismo. Pero 
también en el de que todas se pueden expresar y defender con las suficientes 
garantías. Y eso es así porque no hay un modo de determinar las mejores 
razones que no pase por las condiciones de autonomía que la democracia 
hace posible. Pero hay algo más que se deja ver mejor en el plano indivi- 
dual. Cualquier idea razonable de buena vida contiene el proceso de su 
determinación. No sólo están en juego ciertas creencias acerca de cómo 
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vivir, sino también un modo de justificar esas creencias, una manera de 
determinarlas. La elección de la vida buena no puede prescindir del ejer- 
cicio de la racionalidad y, en ese sentido, la vida buena contiene inevita- 
blemente una dimensión metódica, de procedimiento. Muy lejos, por tanto, 
de la estrategia comunitaria, para la que los valores (“densos”) sustanti- 
vos preexisten a son completamente independiente de— el hecho de que 
los individuos los juzguen como valiosos. La democracia aparece como la 
cristalización institucional de las condiciones que hacen posible el ejerci- 
cio colectivo de la racionalidad práctica. Y también aquí, los procedimientos, 
su preservación, forman parte del resultado interesante, entre otras razo- 
nes porque permiten revisar las decisiones adoptadas. No sabríamos qué 
quiere decir adoptar una buena decisión que no incluya los correctos pro- 
cedimientos asociados con la deliberación. 

3) La fundamentación epistémica evita el irrealismo de la estrategia ins- 
trumental (unas elecciones sin criterios) sin concluir —como la perspectiva 
histórica— que las elecciones son ficciones carentes de valor, que, a lo sumo, 
constituyen una confirmación de un bien “socialmente” determinado, de 
un “valor” anterior e independiente de ellas. Frente a la presunción de un 
sujeto trascendental que elige desde ninguna parte, se muestra de acuerdo 
con la crítica historicista cuando afirma que los individuos están provistos 
de una identidad deudora de su escenario social. Pero que su elección 
tenga el escenario como punto de partida no quiere decir que deba tenerlo 
como punto de llegada, que no puedan escapar al horizonte de su historia. 
Y en ese camino, en la posibilidad de evitar que el origen sea también el des- 
tino, el diálogo, y más en general, el lenguaje, es fundamental. Sin duda esta- 
mos instalados en ese punto de vista, pero precisamente el lenguaje (la cien- 
cia y la argumentación) nos permite escapar de las constricciones, hasta de 
las más fundamentales y “deterministas”.*" Podemos escapar de nuestras 
biografías de especie, de constricciones perceptuales, de la física aristotélica, 
de la geometría euclidiana, del espectro detectable neurosensorialmente, de 
constricciones que, no se olvide, están hondamente —tan irremediables como 
la biología— afincadas en nosotros, en nuestro cableado mental, constric- 
ciones que son muy funcionales -sirven o han servido para sobrevivir— 
desde una perspectiva evolutiva. Nada puede estar más instalado y nada 
puede resultar más útil a la hora de —permítase esta última licencia— pro- 
porcionar “sentido”: sencillamente, sin esas disposiciones no estaríamos 


80 Y eso, entre otras cosas, nos permite sobrevivir. En lugar de ensayar con nosotros y 
arriesgarnos a morir, ensayamos con nuestras construcciones intelectuales; véase 
D. Dennett, “The role of language in intelligence”, en J. Khalfa (ed.), What is 
intelligence?, Cambridge, Cambridge University Press, 1994. 
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vivos. Y sin embargo nuestro conocimiento materializado en teorías nos 
permite reconocer esas determinaciones de origen y volar por encima de 
ellas. Somos, en ese sentido, superlativamente racionales, no sólo al modo 
como lo pueden ser un perro o un chimpancé, que desde su información 
tratan de evitar un golpe, procurar una caricia o satisfacer una necesidad. 
Podemos realizar pensamientos complejos, corregir juicios y comparar argu- 
mentos que recaen sobre sociedades posibles, experiencias pasadas, insti- 
tuciones inexistentes o soluciones a problemas que todavía no se han dado. 
Si en esos dominios, materialmente inscritos en nuestra biología, podemos, 
por así decir, obtener certidumbres sin ahogarnos en certidumbres, con más 
razón en el terreno de los valores y la política. 


Addenda et corrigenda: democracia republicana 

y fundamentación epistémica 

Las líneas que siguen quieren matizar y hasta corregir alguno de los pun- 
tos de vista expuestos en el texto anterior.* El primero se refiere a la rela- 
ción entre la fundamentación epistémica y la democracia deliberativa y, más 
específicamente, republicana. Creo que, razonablemente, las páginas ante- 
riores han mostrado el vínculo entre fundamentación epistémica y delibe- 
ración. Pero no estoy tan seguro de que quedara tan claro el vínculo con la 
democracia y, mucho menos, con el republicanismo, al menos con la tra- 
dición republicana más igualitaria, aquella para la que ideales como la 
participación ciudadana y el autogobierno resultan importantes. Se ha argu- 
mentado que la deliberación tiene mucho que ver con la toma de las mejo- 
res decisiones. Pero eso nada dice de la participación. Siempre cabría pen- 
sar que para tomar las mejores decisiones es mejor que deliberen sólo los 
mejores, los más virtuosos o sabios. Sobre ese extremo, poco más que nada 
se dijo en el texto anterior. El segundo atañe a la valoración de la justifica- 
ción instrumental o consecuencial. En las páginas anteriores había una 
crítica de esa estrategia de fundamentación asociada a la crítica de la de- 
mocracia de mercado. Creo que, al cargar las tintas contra ésta, se me ha ido 
la mano con aquélla. Dicho de otro modo: me parece que una defensa no 
trivial de la democracia republicana no puede prescindir de argumentos 
consecuencialisas.*? 


81 Buena parte de esas rectificaciones son deudoras de reflexiones aparecidas en los 
años trascurridos desde la primera versión del texto anterior. En las primeras 
notas del capítulo vi se recordaron las más importantes. 

82 No hay que olvidar que P. Pettit es no sólo un teórico del republicanismo sino 
también —y acaso, sobre todo— del consecuencialismo; véase P. Pettit, 
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Entre las diversas versiones expuestas en la segunda parte, la democra- 
cia republicana que se defenderá se corresponde con la versión participa- 
tiva e igualitaria. Después de lo argumentado en páginas anteriores, es inevi- 
table una consideración: la caracterización como igualitarista podría servir, 
además de para definirla, para defenderla. La democracia republicana sería 
aquella en la que nadie tiene más poder que nadie y, precisamente por eso, 
estaría justificada. Con más exactitud: una fundamentación austeramente 
deontológica vendría a decir que todo aquello que violente la igualdad de 
poder es condenable y que, por eso mismo, en la medida en que la versión 
republicana participativa supone una cristalización de esa igualdad, está 
justificada. Desde esta perspectiva, que las decisiones tomadas sean las mejo- 
res sería irrelevante. En todo caso, no es ésa la estrategia que quisiera adop- 
tar aquí. Por dos razones: porque abandona toda referencia a la delibera- 
ción y porque, por las razones expuestas en este capítulo, para no incurrir 
en procedimientos tautológicos, me interesa separar la caracterización de 
la democracia republicana, como deliberativa más participativa, de su jus- 
tificación, epistémica, porque sirve para tomar las mejores decisiones. 


SOBRE LA RELACIÓN ENTRE FUNDAMENTACIÓN EPISTÉMICA 
Y DEMOCRACIA REPUBLICANA 


En principio, cualquier institución se puede justificar de diversas mane- 
ras y con diversos valores. Por ejemplo, se puede intentar justificar el mer- 
cado apelando a los principios, porque, por ejemplo, respeta la autono- 
mía (de las decisiones) de los individuos, o a los resultados, porque asegura 
el máximo bienestar social. Y ese mismo ejemplo muestra que se pueden 
invocar diversos principios, en este caso la libertad y el bienestar. En el caso 
de la democracia, si nos atenemos a las distinciones establecidas más arriba, 
la argumentación anterior servía para justificar epistémicamente los sis- 
temas deliberativos, pero no alcanzaba a la versión participativa e iguali- 
taria del republicanismo. Después de todo, siempre cabría decir: “es cierto 
que la deliberación ayuda a tomar las mejores decisiones, pero, ¿y eso qué 
tiene que ver con la democracia? ¿Por qué no dejamos que sean unos cuan- 


“Consequentialism”, en P. Singer (ed.), A companion to ethics, Oxford, Blackwell, 
1991. Incluso en contraposición a las éticas de la virtud, véase su trabajo y sus 
réplicas en M. Baron, P. Pettit y M. Slote, Three methods of ethics, Londres, Basil 
Backwell, 1988. 
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tos, más sabios, los que deliberen y tomen (las mejores) decisiones?”. Al 
cabo, parece de sentido común que las correctas decisiones normativas 
habría que dejarlas en manos del más sabio. 

Los diversos intentos de no acabar en algún tipo de elitismo que afirme 
que es mejor que decidan los más listos normalmente residen en cuestio- 
nar una de las siguientes premisas:*% a) hay —algo parecido a— verdades o 
falsedades morales (o, más modestamente, mejores decisiones normati- 
vas); b) hay quien las puede conocer (esas verdades o decisiones) mejor 
que los demás, hay individuos mejores; c) hay razones para confiarles el 
poder a los mejores; d) existe un modo de conocer a los mejores. En rea- 
lidad, si se cree en la veracidad de esas premisas, incluso la deliberación 
puede estar en peligro. Después de todo, la argumentación pública, en 
buena medida, se ampara en una mezcla de insuficiencia cognitiva y de 
desconfianza: se argumenta públicamente para evitar errar en las inferen- 
cias o descuidar algo —una premisa, un dato relevante—, porque no se está 
seguro de disponer de las mejores razones y de toda la información, y, tam- 
bién, para corregir los sesgos en el reconocimiento de problemas o de solu- 
ciones y obligar a mostrar que las opiniones defendidas tienen avales sóli- 
dos, que no se está haciendo trampa. 

Así las cosas, si se quiere persistir en justificar epistémicamente la demo- 
cracia republicana de raíz igualitaria, hay que mostrar que, de alguna manera, 
la participación mejora la deliberación. La argumentación, apuntada en 
el capítulo vi, necesitaría de dos pasos: a) paso epistémico: que relaciona 
la deliberación con la racionalidad y, con ésta, con las mejores decisiones; 
b) paso democrático: que relaciona la participación con la deliberación. 

Las dos premisas tienen una naturaleza distinta. La segunda es empí- 
rica, apela a condiciones causales. Sostiene que a través de una serie de 
mecanismos la participación propicia la identificación y la buena asigna- 
ción de virtud y, con ello, mejora la calidad de la deliberación. En ese sen- 
tido, si se mostrara que no hay tales relaciones, la premisa sería falsa. Por 
el contrario, la primera premisa establece una relación puramente con- 
ceptual. Sencillamente, una correcta evaluación de las ideas requiere aten- 
der a las mejores razones y estás se calibran en un proceso de argumenta- 
ción pública que permite corregir los juicios. Ni siquiera se sabe muy bien 
en qué podría consistir la crítica a estas premisas: habría que proporcio- 
nar argumentos en contra de la argumentación. 


83 J. Ferejhon, “Must preferences be respected in democracy?” 
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EL PASO DELIBERATIVO: LAS CONDICIONES DE LA DELIBERACIÓN 


La primera premisa es la que se ha desarrollado, y en relación con lo expuesto 
sólo querría ahora recuperar algunas ideas afirmadas en el capítulo sobre 
la deliberación democrática. Como allí se vio, la deliberación necesita de 
ciertos requisitos. Por ejemplo, es claro que si no hay libertad de informa- 
ción los individuos no pueden recoger todos los datos y sus argumentos 
andarán mancos. También cabría exigir la desaparición de las desigualda- 
des económicas que suponen relaciones de poder. Si cuando expreso un 
juicio contrario al suyo, usted puede tomar represalias contra mí, es fácil 
que yo evite replicarle. 

El problema aparece porque, si hilamos muy fino, al ir precisando las 
condiciones de la deliberación, lo que habremos dibujado es una idea de 
buena sociedad. Y, en esas condiciones, es razonable que se diga: “pero, enton- 
ces, ¿de qué vamos a deliberar, si prácticamente todo está ya decidido?”. Una 
inversión de ese argumento permite dar un paso más y preguntar: “pero, 
¿y si decidimos deliberadamente que las condiciones de igualdad, esas que 
supuestamente son necesarias para la deliberación, no nos gustan?”. Hay 
aquí, en esta segunda reformulación, un matiz añadido que se deja ver en 
lo que a veces se busca ejemplificar con el “caso de Argelia”: “¿Qué pasa 
cuando se decide colectivamente que no se quiere jugar a la democracia?” 

Con sus diversos matices esas preguntas apuntan en la misma dirección: 
las fronteras de la deliberación. Y también una acusación común: la argu- 
mentación deliberativa tiene bastante de petición de principio, o, de otro 
modo, de círculo vicioso. En la formulación más extrema de esa crítica 
queda clara la acusación: en defensa del modo de vida democrático (el occi- 
dental, se llega a decir a veces) no cabe utilizar argumentos que reposan 
en la presunción de la misma superioridad de la democracia; para defen- 
der ciertos valores no se puede apelar a esos mismos valores. 

Pues bien, la premisa epistémica es la que permite escapar a esa acusa- 
ción: la defensa de la calidad normativa de la democracia no es ella misma 
un argumento normativo, la democracia no se justifica en la democracia 
(en que le parezca bien a la mayoría). Una cosa es afirmar, por ejemplo, 
que distribuir según la nacionalidad es menos justo que distribuir según 
las necesidades y otra cosa es afirmar que la deliberación sólo es posible 
en ciertas condiciones (de igualdad de poder, por ejemplo). La primera es 
una tesis normativa, de la que se ocupa la deliberación, que nos puede lle- 
var a concluir que las demandas de A son más justas que las de B. Por el 
contrario, la determinación de las condiciones de la deliberación es una 
cuestión empírica y analítica. La deliberación se ocupa de los asuntos polí- 
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ticos, no de las condiciones de la deliberación. Por esa vía escapamos del 
círculo vicioso, del plano normativo. Por ejemplo, la teoría psicológica 
puede mostrar los diversos sesgos de los que participamos las personas al 
formar nuestras opiniones y cuál es el mejor modo de evitarlos. Más en 
general, será cosa de la ciencia ver que si no se dan ciertas circunstancias 
la deliberación deja de conservar sus vínculos con la racionalidad y con 
las mejores elecciones. 

La premisa epistémica arranca del conocimiento de esas circunstancias 
y justifica que para poder tomar las mejores decisiones porque no pode- 
mos aceptar como buenos los resultados de deliberaciones que no satisfa- 
cen ciertas condiciones— se creen aquellas que impidan la mala formación 
de las opiniones. Hay aquí tres premisas que justifican esas intervenciones: 
a) la deliberación asegura buenas decisiones; b) estamos interesados en 
esas decisiones; c) la deliberación es imposible si no se dan ciertas con- 
diciones. Ninguna de esas premisas implica “poner límites políticos” a la 
deliberación. 

Lo anterior tenía que ver con las condiciones previas a la deliberación, 
pero hay otro extremo que se refiere al asunto de la deliberación. Me explico 
con un ejemplo en forma de pregunta: ¿Debe esperar el socialista los resul- 
tados de la deliberación para elegir un punto de vista acerca de qué dis- 
tribución es la más justa? ¿Sus ideas dependen de la deliberación? Si antes 
parecía que la especificación de las condiciones de la deliberación dejaba 
sin asuntos sobre los que deliberar, ahora parece que, por el contrario, la 
deliberación abarca todo el territorio normativo. En algún sentido que 
habrá que precisar, parece más bien razonable pensar, por el contrario, que 
él debe acudir a la deliberación con algún punto de vista que no puede 
ser, por obvias razones, resultado de una deliberación que todavía no se 
ha producido. 

También ahora hay muchos hilos que desmadejar pero, para lo que 
nos interesa, es suficiente con reconocer la diferencia de planos compro- 
metidos en los procesos deliberativos. De nuevo ayuda el paralelo con la 
ciencia: una cosa son las condiciones de funcionamiento de las comuni- 
dades científicas, que hacen posible la deliberación; otra, los criterios de 
aceptación de teorías, los principios que regulan el proceso deliberativo; y 
una tercera, las ideas que se discuten, las propuestas. Hay aquí problemas 
muy profundos acerca de los límites de decidibilidad que tienen las dis- 
cusiones normativas, de los necesarios puntos en común que han de tener 
quienes deliberan, que han de ser los suficientes como para que la delibe- 
ración pueda resolverse, pero no tantos como para que la discusión pierda 
todo sentido. Si las concepciones del mundo están absolutamente separa- 
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das, sólo quedaría afirmar los propios principios y, desde ellos, descalifi- 
car alos otros; por el contrario, cuando el acuerdo normativo es completo, 
la deliberación se descarga de todo contenido normativo y se limita a 
dilucidar si cierta propuesta es la mejor para conseguir el objetivo com- 
partido, si, por ejemplo, la institución o propuesta X produce los resulta- 
dos Y, interesantes a la luz de los principios Z, una discusión básicamente 
técnica, empírica, no política. 


EL PASO DEMOCRÁTICO: LA PARTICIPACIÓN Y LA DELIBERACIÓN 


La segunda premisa afirma que la participación mejora la deliberación. Es 
una premisa empírica que establece una relación causal entre la participa- 
ción y la calidad de las decisiones y, en tanto que tal, se acomoda bien a 
una justificación consecuencial: la participación se justifica porque permite 
maximizar la bondad de la deliberación. Una implicación inmediata del 
carácter empírico del vínculo entre participación y calidad de las decisio- 
nes es que la defensa de la democracia republicana es ahora más débil. Como 
toda premisa empírica en el contexto de una justificación consecuencial, 
el “paso democrático” ha de admitir la posibilidad de su “superación”, de 
que las cosas se muestren de otro modo. Si se viera que hay un modo de 
identificar a los mejores y que éstos están en condiciones de atender a 
todas las circunstancias, a toda la información, habría que abandonar la 
participación porque, al cabo, lo que importa es la toma de (la mejor) 
decisión (aunque, seguramente, ello supondría también prescindir de las 
elecciones como sistema de identificación de los mejores). 

La justificación de la bondad de la participación para la deliberación se 
vio en los primeros capítulos. La idea central es que la deliberación requiere 
una disposición elementalmente virtuosa, un elemental sentido de lo 
público, que la competencia electoral es incapaz de identificar. La argu- 
mentación procede en dos líneas: por un lado, señala razones “negativas”, 
porque no cabe esperar que los sistemas de representación puedan servir 
para reconocer y alentar los comportamientos virtuosos; por otro lado, 
muestra cómo la participación mejora la identificación y la asignación de 
las energía cívicas, “la economía de la virtud”. 

En lo que se refiere a las “razones negativas”, la tesis básica es que la 
relación entre representantes y representados, en la que los primeros son 
elegidos por los segundos, participa de una serie de características que 
hacen imposible el reconocimiento de aquel tipo de comportamientos (ele- 


340 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


mentalmente virtuosos) que hacen posible la (buena) deliberación. Peor 
aun, el sistema político presenta un sesgo en contra del comportamiento 
virtuoso. Las “razones positivas” apuntan a diversos procesos, menciona- 
dos en el capítulo vi, que favorecen la buena administración de la vir- 
tud. Los ciudadanos más informados están en condiciones de reconocer 
los problemas, de sugerir respuestas a sus representantes o de detectar sus 
trucos, sus falacias o sus apelaciones a las emociones. El político que no 
ignora esa circunstancia, que sabe que la virtud es reconocible, tiene más 
incentivos para comportarse correctamente. En ese sentido, la participa- 
ción favorece la identificación de la virtud. La favorece y también la incre- 
menta: los ciudadanos que saben que su voz puede ser atendida tienen 
razones para participar. Por supuesto, que los ciudadanos tengan la posi- 
bilidad de participar no quiere decir que todos los ciudadanos se estén ocu- 
pando todo el tiempo de todos los problemas. Basta con que los políticos 
sepan que esa posibilidad existe y que los ciudadanos, entre sí, pueden 
transmitirse la información. 

En todo caso, conviene insistir en que los problemas anteriores no hay 
que achacarlos a ninguna “mala fe” de los representantes. En un caso, la 
responsabilidad es del propio mecanismo institucional: el proceso de selec- 
ción, unido a los problemas de información, acaba por alentar los malos 
comportamientos y por penalizar a los virtuosos. En el otro, la responsa- 
bilidad hay que buscarla en la presencia de ciertos sesgos empíricos. Con 
un ejemplo. Existen mecanismos psicológicos que nos llevan a ignorar 
información sobre los procesos (condiciones de vida, discriminaciones, 
problemas) de los que no tenemos experiencia directa. Un blanco que 
vive en Park Avenue ni siquiera está en condiciones de imaginar los pro- 
blemas de la población negra, ni se le ocurren ni los concibe. No es que el 
orden de prioridades de su agenda política los relegue, es que ni siquiera 
aparecen como problemas a ordenar. En esos casos, parece poco posible 
que los representantes estén condiciones de “tener en cuenta todas las razo- 
nes y problemas”, un requisito para que la deliberación pueda reconocer 
que, por ejemplo, “es justo que se asignen los recursos a X antes que a Y”, 


84 Allí se habló de tres mecanismos: a) la participación economiza las necesidades de 
virtud (de omnisciencia) al corregir los sesgos cognitivos (aparecen datos y 
razones y han de exponerse y justificarse) y con ello mejora las condiciones de la 
deliberación; b) la participación permite detectar —y por tanto alienta— la virtud 
de los representantes; c) la participación incrementa la “producción” de virtud ya 
que la disposición a participar aumenta con la posibilidad de participar. 
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SOBRE LA RELACIÓN ENTRE CONSECUENCIALISMO 
Y FUNDAMENTACIÓN EPISTÉMICA 


Como se acaba de ver, la defensa actual de la democracia republicana, a 
través de la segunda premisa (la de la participación), exige abandonar el 
vínculo fuerte de la defensa realizada en mi artículo. El vínculo fuerte se 
mantiene entre deliberación y mejores decisiones, pero no sucede lo mismo 
con la tesis propiamente democrática que afirma que la participación mejora 
(maximiza) la calidad de la deliberación. De un modo u otro, en la medida 
en que hemos incluido la participación entre los rasgos constitutivos de 
la democracia republicana, eso equivale a asumir una defensa consecuen- 
cialista. También en este punto, en la importancia de las justificaciones 
consecuenciales, he cambiado mi punto de vista. Ahora creo que: a) hay 
diversas razones para, cuando menos, matizar la exclusividad del vínculo 
fuerte entre justificación epistémica y democracia republicana, al menos 
en su versión participativa; b) las fundamentaciones consecuencialistas 
resultan defendibles y, en particular, la justificación epistémica de la demo- 
cracia participativa adopta esa forma; c) las fundamentaciones conse- 
cuencialistas no se acompañan obligadamente de caracterizaciones fun- 
cionales de la democracia (y, por ello, se debilita el cargo de circularidad). 
Veamos esos puntos. 

Como se señaló más arriba, caben justificaciones del republicanismo 
que no apelen a la calidad de las decisiones. Cabría intentar justificacio- 
nes deontológicas de la participación basadas en el autogobierno o en la 
igualdad de poder. Se mire como se mire, la delegación de poder en repre- 
sentantes siempre supone violar en algún grado el autogobierno. No me 
someto a la ley que yo establezco, sino a la ley que establece otro. En este 
punto, que lo haya votado es irrelevante. Sobre la ley, que es la que final- 
mente me ata, no he dicho esta boca es mía. Por su parte, un compromiso 
absoluto con la igualdad de poder no dejaría lugar a los representantes, que 
siempre tienen más poder de decisión que el votante, aunque sólo sea 
porque votan sobre las propuestas de ley, porque son menos y, por ello, su 
peso es proporcionalmente mayor y porque, después de todo, también son 
votantes comunes. 

También hay lugar para diversas justificaciones instrumentales distin- 
tas de la epistemológica aquí intentada. Cabría una justificación conse- 
cuencial que atendiera por ejemplo a la autorrealización y que arrancara, 
además de las premisas que caracterizan a la democracia republicana como 
“deliberación más participación”, con la premisa empírica (psicológica, 
ajena a la teoría política) de que la participación de los individuos aumenta 
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su autorrealización. Incluso cabría imaginar una justificación bienestarista. 
Podría apelar a la autorrealización, a la satisfacción de las mejores prefe- 
rencias -sobre uno mismo- de los ciudadanos, y, también, a un bienestar 
objetivo, a un bienestar que no está asociado inmediatamente con las pre- 
ferencias de los individuos sino, en todo caso, con sus preferencias “lava- 
das”, “auténticas”, las que se tendrían en el caso de disponer de la mejor 
información, considerando todas las razones y con plena autonomía de 
juicio (esto es, en las condiciones de deliberación). Así, se diría, no hay 
que tener en cuenta la aprobación por parte de los dominados de su situa- 
ción (desde sus preferencias espontáneas, “sucias”) en tanto que el proceso 
de formación de sus juicios no reúne las mínimas condiciones de autono- 
mía. En este caso, la justificación hará uso, entre otras, de una premisa inde- 
pendiente de la teoría de la democracia, que relaciona la deliberación (en 
tanto que permite analizar y revisar las preferencias) con las condiciones 
de determinación de las buenas preferencias. 

Más en general, las justificaciones instrumentales (o consecuencialis- 
tas) tienen un amplio ámbito de aplicación.* Al cabo, hay más de una 
vía para relacionar un bien —a maximizar— con una misma institución: 
basta con que la institución tenga más de una característica y que la(s) 
característica(s) se relacione(n) causal (produzca[n]) y óptimamente con 
el bien que interesa. Por más de una vía, además. Por ejemplo, una justi- 
ficación de la democracia republicana a partir del bienestar podría ape- 
lar, por una vía “directa”, al bienestar (“subjetivo”) de la autorrealización 
que produce la participación en los ciudadanos, o, por vía “indirecta”, al 
bienestar resultado de aplicar las buenas políticas resultado a su vez de 
las mejores decisiones. Por lo demás, pueden maximizarse muchas cosas, 
no sólo el bienestar. En suma, el consecuencialismo es capaz de capturar 
buena parte de las invocaciones a ciertos valores que, por diversas razo- 
nes, han permanecido asociados a formulaciones supuestamente deon- 
tológicas, como la libertad. 

Las líneas anteriores han introducido algún matiz que invita a aliviar 
alguno de los cargos (de circularidad) contra las justificaciones conse- 
cuenciales mencionados en las páginas anteriores. Tales justificaciones (del 
tipo “la democracia está justificada porque maximiza X”) aparecían aso- 
ciadas a caracterizaciones funcionales de la democracia (del tipo “la demo- 
cracia es un sistema que causa X”). Sin duda, como se adujo, esa asocia- 


85 Hay que decir que las reflexiones consecuencialistas han alcanzado una notable 
calidad. Y diversidad, desde las más extremas (Singer, Kagan) hasta las contenidas 
(Slote, Scheffler). Para un panorama y una defensa, véase T. Multan, The demands 
of consequentialism, Oxford, Oxford University Press, 2001. 
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ción se da en muchas fundamentaciones utilitaristas. Pero como se acaba 
de ver, esa relación no es inevitable, cabe pensar en justificaciones instru- 
mentales que no hagan uso de caracterizaciones (funcionales) que apelen 
a los resultados o, al menos, que no lo hacen de un modo inmediato. Por 
supuesto, toda justificación instrumental necesitará de alguna premisa que 
relacione la democracia con el bien “X” a maximizar. En el caso de las carac- 
terizaciones funcionales, esa premisa es proporcionada por la misma defi- 
nición de democracia: “la democracia como un sistema que produce X”. 
En otros casos, la definición, que fija la idea de democracia, no incluye nin- 
guna referencia al bien a maximizar y queda para una(s) premisa(s) inde- 
pendiente(s) relacionar la democracia con X. En los ejemplos apuntados, 
las premisas auxiliares, independientes de la caracterización de la demo- 
cracia republicana, relacionaban cierto rasgo de la democracia con otra 
cosa: la participación con la autorrealización; la deliberación con las bue- 
nas preferencias y el bienestar. El carácter consecuencialista de la argu- 
mentación está asegurado por las premisas auxiliares, que establecían 
una relación empírica entre dos variables (participación y autorrealiza- 
ción; deliberación/preferencias y bienestar). Cierto es que, en algún grado, 
como nos enseñó Quine, siempre hay una decisión metódica acerca de qué 
“queda dentro” de la definición y dónde comienza la afirmación sobre el 
mundo. El inevitable carácter estipulativo (esto es, analítico) de la defini- 
ción de democracia republicana, como participación más deliberación, 
puede sugerir que, en buena medida, la justificación es susceptible de “endo- 
geneizarse”, de arrastrar la premisa independiente en el “interior” de la teo- 
ría (de la definición) de la democracia: basta con convertir —interpretar— 
la premisa independiente, empírica (psicológica) en un rasgo más de la 
definición de democracia. La relación entre “participación y autorrealiza- 
ción” pasaría de ser una afirmación (psicológica) acerca de cómo son las 
cosas, de una tesis empírica, una estipulación, un rasgo definitorio de lo 
que es la democracia: “aquella institución que, a través de la participación 
y la deliberación política, produce la autorrealización”. Para decirlo suma- 
riamente, por decisión metódica la premisa sintética pasaría a ser analítica 
y, con ella, la caracterización de la democracia se convertiría en funcio- 
nal: “la democracia es lo que produce X”. 

Repárese en que aun si la democracia se asocia con la (buena) toma de 
decisiones, ello no impide adoptar una vía de fundamentación distinta 
de la epistémica. Por ejemplo, habría lugar para una justificación que 
apelase a la autorrealización en política y que, razonablemente, vinculase 
la autorrealización con la buena realización de algo, en este caso con la toma 
de las mejores decisiones. En tal caso la democracia se caracterizaría como 
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“un sistema que a través de procesos de deliberación y participación per- 
mite la toma de las mejores decisiones”— la justificación diría: “la demo- 
cracia es buena porque permite la autorrealización de los ciudadanos”, y 
la premisa adicional: “la participación en los procesos de toma de las mejo- 
res decisiones produce la autorrealización”. En principio, esa última pre- 
misa no tendría por qué formar parte de la teoría de la democracia, se 
trataría de una premisa empírica independiente referida a procesos psi- 
cológicos. En su posibilidad se ampara la réplica, vista en el capítulo vr, 
a quienes, como Jon Elster,* sostienen que la autorrealización no puede 
justificar a la democracia porque la autorrealización “no se puede perse- 
guir directamente”, porque la autorrealización es un “efecto lateral” de la 
realización de una actividad —en este caso, la toma de decisiones— que, ade- 
más, tiene que realizarse con éxito. Intentar autorrealizarse sin más, sin 
otro propósito, sería un empeño condenado al fracaso. Nada que objetar 
a esa idea. Pero, como se vio, las cosas no acaban ahí. Que la autorrealiza- 
ción tenga que ver con el aspecto activo, agente, con el cómo se llega antes 
que con el destino, no tiene nada que ver con la justificación instrumen- 
tal. Si yo sé que haciendo X, que le importa mucho, usted se realiza, se siente 
feliz si se permite la equiparación simplificadora—, y mi meta es su feli- 
cidad, su realización será para mí un objetivo a maximizar, y si está en mi 
mano pondré los medios para ello: le compraré un piano, lo enviaré a estu- 
diar a Oxford. Aunque desde su punto de vista no quepa perseguir direc- 
tamente la autorrealización, para mí mis acciones se justifican instru- 
mentalmente, por su autorrealización. Por así decir, la autorrealización, 
que para usted es un proceso material, para mí es una meta que clarifico 
y justifico antes de intentar llevarla a cabo, antes de realizarla. 


86 “The market and the forum”. 


Para terminar: de la filosofía 
política a la política 


Dan ganas de hacer una declaración de principios 

de republicanismo unipersonal y no volver a hablar luego. 
Hacerla para que no se crea que se reserva uno. Y recién hecha 
declararse incompatible con el republicanismo español. 

Pedro Salinas en carta a Jorge Guillén 


Durante mucho tiempo el campo de la filosofía política parecía razona- 
blemente repartido entre liberales y comunitaristas, sin apenas lugar para 
nadie más. Los primeros andaban comprometidos con un estado neu- 
tral, ajeno a valores, cuya única función era asegurar el mínimo de inter- 
ferencias en la vida de unos individuos que, en la descripción crítica de los 
comunitaristas, se concebían como unos seres egoístas, carentes de iden- 
tidad y sin otra preocupación que disponer de un amplio ámbito privado 
de decisiones, el único en el que su libertad podía ejercitarse. En la des- 
cripción de los liberales, los comunitaristas aparecían como defensores 
de sociedades cerradas, saturadas de valores, que no sólo dotaban de sen- 
tido a las elecciones de los individuos, sino que eran el único horizonte 
concebible de sus elecciones, porque finalmente —y aquí hablan los pro- 
pios comunitaristas— nadie puede escoger desde más allá de sí mismo, esca- 
par a una identidad inexorablemente conformada desde la propia comu- 
nidad, desde la historia. 

Así estaban las cosas cuando hace ya más de veinte años unos cuantos 
académicos comenzaron a hablar de republicanismo. Historiadores, de 
un lado y otro del Atlántico (Bernard Baiylin y Gordon Wood, desde los 
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Estados Unidos, J. G. A. Pocock y Q. Skinner, desde Inglaterra) destaca- 
ron la importancia de una tradición republicana que nadie podía consi- 
derar un recién llegado a la fiesta. Antes al contrario, era el más antiguo 
de los asistentes que, olvidado en un rincón desde el siglo x1x, disfrutaba 
de una lucida genealogía cuyos hitos se encontraban en la Atenas demo- 
crática, la Roma republicana, las repúblicas italianas del Renacimiento y 
las revoluciones democráticas. En realidad, la reacción de los historiado- 
res había arrancado como un intento de corregir algunas opiniones con- 
vencionales sobre las revoluciones democráticas, recordando que la his- 
toria no era como se contaba, que no era verdad que se forjaron en nombre 
de Locke y del liberalismo.' Éstos no habían sido los verdugos intelec- 
tuales del mundo aristocrático y feudal; a lo sumo, dirán, no pasaron de 
ser los teloneros del republicanismo. Ya puestos, los historiadores no para- 
ron ahí y, entrando en sustancia, recordaron que el republicanismo, a la 
vez que defendía la libertad y el autogobierno y, por ende, se mostraba 
radicalmente crítico de las sociedades asentadas en la dominación y en 
la arbitrariedad, advertía sobre los peligros del naciente capitalismo comer- 
cial, que amenazaba con minar la virtud, con generar dependencias, alen- 
tar la corrupción y propiciar una cultura del interés que, en nombre de 
lo civil, socavaba lo cívico. 

El hecho de que fueran los historiadores de la política quienes llama- 
ron la atención sobre el republicanismo era ya, en sí mismo, una indica- 
ción de que no iba a resultar sencillo caracterizar al republicanismo. Esta 


1 Al menos en el ámbito anglosajón. Véase B. Baylin, The ideological origins of the 
American revolution, Cambridge, Cambridge University Press, 1967; G. Wood, 
The creation of the American Republic, Chapel Hill, University of North Carolina 
Press, 1969; J. G. A. Pocock, The machiavellian moment: Florentine political thought 
and the atlantic republic tradition, Princeton, Princeton University Press, 1975. 

El trabajo sistemático más reciente de Q. Skinner es Liberty before liberalism, 
Cambridge, Cambridge University Press, 1998, aunque sus argumentos ya 

se exponen en The foundations of modern political thought, 2 vols., Cambridge, 
Cambridge University Press, 1978. A pesar de su estilo tortuoso y trabado, 

y personal, es obligado citar los tres volúmenes de historia del republicanismo 
de P. Rahe, Republics ancient and modern: Classical republicanism and the 
American revolution, Chapel Hill, University of North Carolina Press, 1992-1994. 
Por supuesto, la nómina no se agota aquí y, sobre todo, no hace justicia a las 
excelentes tradiciones historiográficas francesas e italianas. Pero es cierto que 

la revitalización republicana ha tenido su arranque en el mundo de habla inglesa, 
y desde el punto de vista temático, en la revisión de las fuentes (inglesas) 

de las revoluciones inglesa y norteamericana. Sobre esas fuentes no me resisto 

a terminar esta nota sin recomendar la lectura de la tesis de J. Dorado, La lucha 
por la Constitución. Las teorías del Fundamental Law en la Inglaterra del siglo 
XVII, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 2001. 
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vez no cabía achacar el problema a las habituales carencias del gremio; 
por el contrario, en el gremio existía una aguda, a veces exagerada, auto- 
conciencia metodológica.? La dificultad mayor tenía que ver con la natu- 
raleza del asunto, no sólo porque la política no es la física, sino porque la 
política tampoco es la ciencia política. Los clásicos del pensamiento polí- 
tico andaban enfangados en problemas terrenales, de ocasión, batiéndose 
por mitades en contra o en defensa de instituciones que no salían de nin- 
gún laboratorio de teoría social, sino de la historia, del interés y de los prin- 
cipios, del ruido y de la furia. Maquiavelo, por poner un ejemplo, no tenía 
conciencia ni voluntad de desarrollar una teoría, de proceder, no ya al modo 
del físico que precisa una propiedad de cierta partícula subatómica, desde 
retos y argumentos perfilados con claridad por sus antecesores o por sus 
colegas, sino ni siquiera al modo como un filósofo político contemporá- 
neo busca desarrollar una noción solvente de libertad y dibujar un diseño 
institucional acorde con ella. A esto, y a un poco más que ahora no viene 
a cuento, se referían los historiadores cuando recomendaban atender a 
los contextos lingúísticos a los que estaban apegados términos como vir- 
tud o libertad. 

Sin duda, una genealogía tan larga suponía algún problema a la hora 
de perfilar la identidad republicana. Sin ir más lejos, a lo largo de la histo- 
ria, con la palabra “república” se han designado asuntos bien diferentes: la 
política, el Estado, el régimen político, la actividad pública, la comunidad 
de los ciudadanos, el bien común, entre otros.? Uno de los founding fathers, 
John Adams, que dedicó tres volúmenes al asunto, resignadamente, acabó 
por reconocer que no era fácil dotar de significado inequívoco a la pala- 
bra “república”.* Y hace bien poco, uno de los historiadores que estuvo en 
el origen de la revitalización republicana, al repasar el debate que él mismo 
desencadenó hace bastante más de treinta años, concluía: “Las rudimen- 


2 Sobre todo en el ámbito inglés, donde tanto Pocock como Skinner dedicaron 
no pocas páginas a cuestiones de método y, quizá exageradamente, destacaron un 
punto de vista propio, común a los estudiosos de Cambridge. Véase Q. Skinner, 
P. Dasgupta, E. Geuss, R. Lane, P. Laslett, O. O'Neill, W. G. Runciman y A. Kuper, 
“Political philosophy: The view from Cambridge”, The Journal of Political 
Philosophy, 10, 1, 2001. 

3 Véase D. Rodgers, “Republicanism: the career of a concept”, Journal of American 
History, junio de 1992. 

4 A defence of the constitutions of government of the United States of America [1794], 
3 vols., vol. 3, p. 139, citado por D. Wootton, “Introduction: The republican 
tradition. From Commonwealth to common sense” en D. Wootton, 
Republicanism, liberty, and commercial society, 1649-1776, Stanford, Stanford 
University Press, 1994, p. 6. 
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tarias categorías que los historiadores inventamos —“republicanismo” y 
“liberalismo”— se han diluido” 

Si bien quienes han tomado el relevo de la recuperación, fundamental- 
mente filósofos y constitucionalistas,* no parecen compartir el resignado 
pesimismo de Wood, lo cierto es que cuando las cosas se miran de cerca las 
unanimidades republicanas parecen escasas. Es cierto que todos, o casi 
todos, comienzan marcando la raya con el liberalismo. El problema es 
que no la trazan en el mismo sitio. Cada uno enfatiza un aspecto dife- 
rente del liberalismo: la democracia indirecta (Arendt), los derechos como 
protección (Pocock), la democracia negociadora (Sunstein), la libertad 
negativa (Pettit), la neutralidad del Estado y la elección “autónoma” de 
los propios fines (Sandel). Y como consecuencia, cada cual pone el acento 
en un “principio” distinto al dibujar el republicanismo: la autorrealización 
y la participación (Arendt), la virtud y los deberes cívicos (Pocock), la deli- 
beración (Sunstein), la libertad (Pettit), el autogobierno y el patriotismo 
(Michael Sandel). Sencillamente, parece haber republicanismos para todos 
los gustos. 

Los republicanos no estaban confundidos ni hacían trampas con el libe- 
ralismo. O no más que los propios liberales, que tampoco parecen tener más 
claro en qué consiste su doctrina. Y eso que, en principio, lo suyo es más sen- 
cillo, menos complicado. Al cabo, el liberalismo es cosa de ayer mismo, cuando 
menos el propio término, que sobre “antecedentes” en historia de las ideas 
siempre es posible dar un paso atrás, por lo general, un traspié. Como ya se 
ha dicho, el término “liberal” aparece por primera vez en 1812, en las Cortes 
de Cádiz, y, si no se quiere forzar mucho la historia del pensamiento, resulta 
imposible encontrar expuestos con cierto orden los principios liberales antes 
de Locke; si acaso, en algunos autores de la escuela de Salamanca, en el si- 
glo xv1. En realidad, sólo a fines del siglo xv1H1 y, sobre todo, en el x1x pode- 
mos reconocer una tradición consolidada de pensamiento liberal. 


5 G. Wood, en una polémica (“Machiavellian moments”) con J. G. A. Pocock, en las 
cartas al director de The New York Review of Books, 19 de octubre de 2000. En el 
mismo sentido, C. Nador, “Aristotle and the republican paradigm: A 
reconsideration of Pocock's, Machiavellian Moment”, The Review of Politics, 58, 4, 
1996, p. 680. Asímismo, el artículo citado de D. Rodgers y D. McCoy, “Introduction”, 
en M. Klein, R. Brown y J. Hench, The republican synthesis revisited, Worcester, 1992. 
Y en un sentido menos histórico, polemizando con Sandel, véase W. Kymlicka, 
“Liberal egalitarianism and civic republicanism: Friends or enemies”, en Politics in 
the Vernacular, Oxford, Oxford University Press, 2000. 

6 Con todo, el impacto entre éstos ha sido mucho menor que entre los 
historiadores, como ha recordado R. Goodin, “Folie républicaine”, Annual Review 
of Political Science, 6, 2003. 
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Cualquiera sea la razón, si miramos al presente, el laberinto liberal no es 
menos espeso que el republicano. Sin ir más lejos, importantes teóricos libe- 
rales defienden tesis muy apreciadas por el republicanismo: la primacía de 
la democracia (Waldron), la autonomía (Raz), la autorrealización (“el reto” 
de Dworkin), la participación ciudadana (Ackerman), la virtud cívica 
(Macedo). Hasta podríamos encontrar razones para calificar como repu- 
blicano al mismísimo Hayek, que consideraba a Cicerón “la principal auto- 
ridad del moderno liberalismo”? Entre esas razones, no sería la última su 
insistencia en considerar a la independencia como un valor fundamental y 
a la ley como garantía contra la arbitrariedad (sobre todo de las mayorías). 


¿Quiere eso decir que el diagnóstico de Wood es acertado y la oposición 
entre liberalismo y republicanismo carece de fundamento? No estoy seguro 
de que las cosas sean así. El problema que no siempre parecían compren- 
der los historiadores es que el reconocimiento de la complejidad de la trama 
no excluye la tarea de pulido conceptual. Nadie puede negar que la histo- 
ria transcurre, pero eso no quiere decir que su análisis deba participar de 
la misma fluidez. Y mucho menos cuando a lo que se aspira es a perfilar 
un ideario con vigor normativo y político, capaz de proporcionar respuestas 
a nuestros problemas, que es como el republicanismo reaparece hoy. 
Quizá sea ésa la explicación de la buena fortuna del conocido ensayo 
de P. Pettit, Republicanismo,* trabajo al que con alguna exageración se ha 
querido convertir en el epicentro de la pasión republicana. Aunque no iba 
muy allá —ni en el análisis ni en las propuestas institucionales, ni desde 
luego en la historia—, al menos intentaba ordenar el mapa, dotar de cierto 
perfil y de jerarquía conceptual a la tradición, a partir de la idea de liber- 
tad como no-dominación, entendida la dominación, según se vio, como 
la sujeción a un arbitrario poder de interferencia por parte de otro (domi- 
nus, señor), incluido otro que decide no ejercer ese poder. La operación 
suponía bastantes violencias históricas y algunas conceptuales y, en un sen- 
tido u otro, críticas de ese cariz no le han faltado,? pero, con todo, con sus 


7 The constitution of liberty, Londres, Routledge, 1960, pp. 166-167. 

8 P. Pettit, Republicanism, Oxford, Oxford University Press, 1999. 

9 Desde un punto de vista histórico, véase G. Maddox, “The limits of neo-roman 
liberty”, History of Political Thought, xx1H, 3, 2002; desde un punto de vista 
analítico, véanse E. Lovett, “Domination: A preliminary analysis”, The Monist, 84, 1, 
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problemas, no se puede ignorar que contribuyó muy fundamentalmente 
a favorecer el tránsito de géneros, desde la historiografía hasta la filosofía 
política. Maduren o no los frutos republicanos, hay que reconocerle a 
Pettit buena parte de la responsabilidad en la recuperación del republica- 
nismo como un ideal político. Algún día alguien tendrá que entretenerse 
en contar la otra parte, más local y, a qué negarlo, más divertida.'” 

A pesar de la adolescente disposición de cierta izquierda a encontrar 
cada cierto tiempo una buena nueva teórica, esta vez, en el caso del repu- 
blicanismo, la reacción parece haber sido más contenida, menos entusiasta." 
A decir verdad, fuera del patio español, entre los políticos profesionales 
no hubo mayores entusiasmos. Era previsible. Cuando ha corrido tanta 
agua bajo los puentes de las ideologías, resulta inevitable y hasta conve- 
niente una cierta desconfianza frente a lo que acaso no era más que otra 
tercera vía, una más. Por lo común, las terceras vías no son más que inten- 
tos poco honestos de resolver los dilemas, trapicheos no muy diferentes 
de las insuperables superaciones dialécticas de no hace tanto, en las que 
se intentaba conciliar lo inconciliable sin excesivo celo por el respeto al 
principio del tercero excluido, respeto siempre conveniente, aunque sólo 
sea para mostrar sus problemas en negocios como la historia de las ideas. 

Pero en esta ocasión, en principio, las cosas no tenían por qué ser de 
ese modo. Algo era seguro: el punto de partida no era trivial, uno de esos 
productos cuya inspiración última hay que ir a buscarla a los departamentos 
de marketing de la industria editorial. A lo largo de la historia, con idas y 
venidas, se han ido decantado unos cuantos puntos de vista propios que 
suscriben la mayor parte de los republicanos contemporáneos y que aco- 
tan un territorio propio. Frente al liberalismo, el republicanismo enten- 
día que la participación no era enemiga de la libertad, sino un modo de 
garantizar colectivamente los derechos de todos, derechos que no se enten- 
dían contrapuestos a la política, en oposición a la voluntad popular, sino 
asegurados desde ésta, traducida en forma de leyes justas con las que los 


2001; C. Lamore, “A critique of Philip Pettit's Republicanism”, Philosophical Issues, 
11, 2001. P. Pettit ha intentado presentar de un modo más ordenado sus ideas 
centrales en “Keeping republican freedom simple”, Political Theory, 30, 3, 2002. 

10 Una parte de esa historia —por completar—puede encontrarse en A. Papell, 
Zapatero, 2004-2008, Madrid, Foca, 2008. 

11 Entre los políticos, no entre los académicos, conviene insistir. Muestra del interés 
de estos últimos es el hecho de que revistas académicas, más o menos generalistas, 
no especializadas en filosofía política, dedican números monográficos al asunto. 
Así, específicamente ceñidos al republicanismo, sin incluir los dedicados a temas 
afines como la democracia deliberativa: Cahiers de Philosophie de Université de 
Caen, 34, 2000; Politique et sociétés, 20, 1, 2001; The Monist, 84, 1, 2001. 
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ciudadanos se sienten comprometidos. Frente al comunitarismo, el repu- 
blicanismo destacaba la dimensión política de la comunidad cívica, que 
garantizaría una independencia o una autonomía, en serio peligro cuando 
para ser aceptados los individuos se ven obligados a comulgar con identi- 
dades prepolíticas, a reconocer que los valores de la tribu no son sólo punto 
de partida de la inevitable biografía de cada cual sino su horizonte de posi- 
bilidades. Era una tradición con perfil genuino y con un andamiaje con- 
ceptual diferenciado: virtud, participación, deliberación, libertad como 
autogobierno.” 


Que en el republicanismo hay un núcleo conceptual con potencial nor- 
mativo parece, pues, fuera de toda duda. Pero, al fin, lo que importa es si 
está en condiciones de proporcionar pautas de actuación ante los moder- 
nos retos. Y es que, como nos recordó Aristóteles, “el fin de la política no 
es el conocimiento, sino la acción” (Etica Nicomaquea, 10954 6-7). Un asunto 
complicado la relación cabal entre los principios —el ideario- y las pro- 
puestas, la política en serio, sobre el que habrá que volver más extensa- 
mente en mejor ocasión.* En todo caso, hay una cosa segura: la relación 


12 Es decir que no todos los republicanos comulgarían con la formulación más 
exigente de ese núcleo de ideas; por ejemplo, en lo que atañe a las propuestas, sin 
perder el aire de familia, se dan discrepancias acerca de las formas institucionales, 
de los requisitos económicos y, sobre todo, de los optimismos antropológicos: 
mientras para algunos republicanos de inspiración aristotélica la vocación política 
era un rasgo esencial de la condición humana, el más excelente y, por ende, la vida 
pública es la prolongación natural de su bienestar, de su bien vivir, para otros, 
menos confiados en la virtud, y que también encontraban su aval en el Aristóteles 
que temía que la democracia era la tiranía de la masa sin ley, los derechos debían 
de protegerse desde fuera de la democracia, del debate político, desde poderes 
independientes de la voluntad popular, como los tribunales constitucionales. No 
le faltan problemas a cada uno: los optimistas tienen que lidiar con 
comportamientos escasamente dispuestos a prestar atención a intereses que no 
sean los propios, comportamientos educados en el mundo del mercado, un 
mundo que para muchos aparece como imprescindible a la hora de coordinar los 
procesos económicos; los pesimistas han de hacer frente a algo peor, a una 
paradoja: los derechos, que en principio se quieren justificar como garantías de la 
autonomía moral de los sujetos, se protegen negando, de facto, esa autonomía a 
unos individuos a los que no se deja decidir. 

13 Me he ocupado parcialmente de estos asuntos en los primeros capítulos de Proceso 
abierto, Barcelona, Tusquets, 2005. 
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entre principios y propuestas no consiste en esmaltar con rimbombantes 
palabras decisiones políticas que obedecen a razones circunstanciales, 
que se explican, sobre todo, por las encuestas de opinión o la facundia. 
No está de más precisar, aunque sea dogmáticamente, que tampoco es sim- 
ple ingeniería, que basar las propuestas políticas en un ideario no es lo 
mismo que hacer un puente con la mecánica clásica. Aunque, puestos a 
decirlo todo, algo tiene que ver. 

Ante el espectáculo tan común de los políticos decorando con vistosas 
etiquetas guisos cocinados con materiales sobrantes, la tentación más inme- 
diata es recordar un conocido cuento y pedirles que, por favor, “aparten 
sus sucias manos de la filosofía política”. No, naturalmente, por un senti- 
miento corporativo, por reclamar para el gremio académico el patrimonio 
del léxico y los derechos que de ello se deriven, sino por respeto a la dig- 
nidad de las propias palabras. El maltrato de las palabras es el de las dis- 
tinciones, y el de éstas, el de los conceptos. Un temor que no me parece 
infundado a la vista de lo sucedido con palabras que designan realidades 
sombrías y que, convertidas en armas arrojadizas, se manosean impúdi- 
camente, como “genocidio”, “terrorismo”, “fascismo” o “racismo”. Cuando 
se trafica sin control con palabras tan cargadas no sólo se pierde la posi- 
bilidad de pensar con limpieza, honestamente, sino, algo bastante más 
importante, la capacidad de darnos cuenta de lo que está pasando, de lo 
que se viene encima cuando llega la mala hora en la que las duras realida- 
des reclaman a las duras palabras. 

Pero aunque nada se vea ahora del trasiego entre principios y prácti- 
cas, algo sí se ha visto tangencialmente cuando nos ocupamos de la rela- 
ción entre la democracia y el liberalismo o el republicanismo. Aun a sabien- 
das de que ni las instituciones son las prácticas ni los idearios los principios 
desnudos, quizá no esté de más, al terminar el viaje, levantar el vuelo y 
sistematizar algunas ideas acerca de la relación entre los ideales y las ins- 
tituciones. Primero, lo evidente: la democracia es, fundamentalmente, una 
forma de gobierno, un sistema de decisión colectiva, mientras que el repu- 
blicanismo o el liberalismo son, antes que otra cosa, ideales políticos, 
conjuntos de principios normativos —y algunos empíricos, antropológicos, 
por ejemplo— que sirven como guías de acción y de valoración en los pro- 
cesos sociales. La democracia, por así decir, se sitúa del lado de los hechos, 
de la historia, y el liberalismo o el republicanismo del lado de las ideas, de 
los principios. Es cierto que en la medida en que la democracia es tam- 
bién un ideal político sirve como fuente de inspiración a la hora de dise- 
ñar las instituciones. Pero nada más que como fuente de inspiración. Así 
como no cabe decir que “Adam Smith o cualquier otro inventó el mercado”, 
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tampoco cabe decir que “Menganito inventó la democracia”, al menos en 
el mismo sentido en el que sí podemos decir que “Edison inventó la lám- 
para de filamento incandescente”. Las instituciones no son obras de inge- 
niería. Son el resultado de procesos históricos, de luchas sociales y de cir- 
cunstancias materiales, que actúan como filtros de los principios que basan 
las acciones de sus gestores. 

El reconocimiento de la circunstancia anterior tiene una implicación: 
el republicanismo o el liberalismo están en condiciones de valorar una ins- 
titución, de ver si contribuye o no a materializar sus principios. El liberal 
puede, por ejemplo, pensar que “el libre mercado” traduce su ideal de buena 
sociedad pues en él las personas acuerdan libremente, según sus preferen- 
cias, intercambiar sus mercancías. Por el contrario, una sociedad en la 
que no hay libertad de opinión lo condenará. En el mismo sentido, la demo- 
cracia será objeto de valoración según contribuya a realizar los principios 
liberales. De valoración y de corrección, porque intentará ajustarla de modo 
que resulte acorde con tales principios. Como se vio, el liberalismo está 
comprometido con ciertos principios normativos —sobre todo, con una 
idea de libertad— y valora la democracia por su contribución a la plasma- 
ción de tales principios. Ya sabemos que no resulta fácil, que, en contra de 
una extendida opinión, el liberalismo tiene importantes puntos de fricción 
con aspectos importantes del ideal democrático. La democracia liberal es, 
en buena medida, un modo de acomodar las instituciones democráticas a 
los principios liberales. 

La independencia entre el plano de las prácticas institucionales, proce- 
sos, hechos o sucesos, y las doctrinas filosófico-políticas, de naturaleza nor- 
mativa, tiene otra consecuencia: una misma práctica puede ser justificada 
desde principios diferentes. El vegetarianismo puede ser justificado por 
razones éticas (“no debemos infligir sufrimientos”), dietéticas (“no debo 
comer aquello que me engorde”) o religiosas (“la vida es sagrada”). El mer- 
cado puede justificarse apelando a razones utilitaristas (“contribuye al bien- 
estar económico”) o por razones deontológicas (“asegura la libertad de los 
individuos que pueden hacer lo que quieran con lo que es suyo”). En el 
mismo sentido, las instituciones democráticas pueden encontrar justifi- 
caciones en principios normativos diferentes. Por ejemplo, un igualitarista 
puede defenderlas porque traducen una igual posibilidad de influencia 
política; un utilitarista, porque, en tanto la mayoría impone sus deseos, 
permiten maximizar el bienestar agregado; un aristotélico, porque les abre 
a los individuos la posibilidad de “autorrealizarse”, de proporcionar un 
escenario para ejercer la natural disposición al autogobierno. Incluso cabe 
justificar la democracia porque es posible defenderla desde distintas con- 


354 | INCLUSO UN PUEBLO DE DEMONIOS 


cepciones normativas, porque personas con distintas ideas (igualitaristas, 
utilitaristas, aristotélicas) acerca de cómo debemos vivir la consideran como 
una buena forma de gobierno. 

Las distintas concepciones normativas destacan diferentes rasgos del sis- 
tema democrático, ponen el acento en distintos aspectos: la igualdad de voto, 
la selección de las mejores élites políticas, la posibilidad de participar. Por 
lo mismo, pueden criticar otros aspectos que se muestran poco compati- 
bles con los principios a los que apelan. En ese sentido, cada concepción 
filosófico-política tiene una concepción diferente de “la democracia ideal”. 
Así, por ejemplo, mientras que al utilitarista le interesarán aquellas que per- 
miten identificar —y atender—las preferencias de los ciudadanos y criticará 
aquellas que reclaman el esfuerzo ciudadano (“pérdidas de utilidad”) para 
su mantenimiento, el demócrata aristotélico se mostrará partidario de las 
democracias que permitan una mayor participación de los ciudadanos, que 
aseguren su mayor grado de autorrealización política, y será crítico de aque- 
llas otras que escamoteen a los ciudadanos ámbitos de decisión política. 

Pero, como se decía, ésos son asuntos cargados de matices y sobre los 
que hay que volver despacio. Sin ir más lejos, en los párrafos anteriores se 
ha transitado sin advertirlo entre filosofías políticas, teorías normativas e 
idearios políticos. Y no son lo mismo. Una cosa es el liberalismo, otra el 
utilitarismo y una tercera el programa doctrinario de un partido liberal. 
De todos modos, a esta altura, es de esperar que haya quedado claro que 
la democracia es otra cosa, que no forma parte de ese mismo lote. 


4 


También de la última parte, del repaso a las disposiciones cívicas, cabe extraer 
alguna enseñanza para el problema de las posibilidades prácticas de loside- 
arios. Si la política se justifica, como quería Aristóteles, por la práctica, por 
la acción, ha de tener bien claro qué es lo que podemos esperar de quienes 
actúan, de las gentes. Hay poca literatura social más detestable que la que, 
para que todo cuadre, manipula alegremente los supuestos sobre los com- 
portamientos humanos. Según convenga, los agentes aparecen como ego- 
ístas y calculadores o como altruistas y cívicos. Desde el punto de vista 
teórico siempre se acaba en lo mismo: las patologías sociales tienen una 
única causa: el mal comportamiento de los individuos, que no están a la 
altura de una suerte de cuento de hadas en el que las cosas funcionan por- 
que los seres humanos son sabios y buenos. Y desde el punto de vista prác- 
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tico, las “soluciones” oscilan entre las inocuas, que reclaman cambios en la 
educación “para cambiar la mentalidad” de las personas, y las inquietan- 
tes, que transitan sin dudar de la manipulación teórica de los supuestos 
sobre los comportamientos a la manipulación sin más de los comporta- 
mientos, a la forja de “hombres nuevos” en campos de reeducación. 

Por esa razón, en la tercera parte, al examinar las disposiciones de los 
ciudadanos, se echó mano de las ciencias cognitivas o de la teoría evolu- 
cionista, porque para dar forma a las instituciones que rigen la vida de 
todos es importante saber qué podemos esperar de las personas, si están 
por los empeños públicos, si son cuerdas, si trazan la línea entre los suyos 
y los demás y cosas parecidas. Los resultados de la biología, desde luego, 
no explican sin más los procesos sociales, pero sí excluyen explicaciones 
insensatas, incompatibles con lo que sabemos sobre la especie humana. Del 
mismo modo que no se pueden hacer teorías sociales, empíricas o nor- 
mativas que tomen como punto de partida que somos inmortales, no se 
pueden hacer teorías que presuman capacidades de computación, de gene- 
rosidad o de mezquindad, más allá de los talentos o las miserias humanas. 
Teorías como las primeras no hay, pero como las segundas, sobran. 

Nadie que tenga una mínima idea de en qué consiste la ciencia seria 
puede estar en desacuerdo con los vientos naturalistas que en los últimos 
años han sacudido a unas ciencias sociales que han permanecido durante 
buena parte de su biografía de espaldas a los resultados de la biología.** 
Disciplinas interesadas en explicar las sociedades humanas no podían seguir 
ignorando los crecientes conocimientos acerca de la especie humana. En 
ese sentido, bien muerta está la hipótesis de la tabla rasa, según la cual los 
humanos somos una suerte de recipiente informe pendiente de adquirir 
identidad mediante el relleno de la socialización y la educación.5 

Dicho lo dicho, después de cargar la suerte en la veta naturalista, no 
está de más —en realidad, cada vez está de menos— recordar en estas líneas 
finales que la biología, si bien dibuja el juego de lo posible, de lo que puede 
suceder, sirve de poco para entender lo que ocurre, lo que sucede. Resulta 
insensato explicar, como parece haber intentado el premio Nobel de bio- 
logía, James Watson, la pobreza de África “porque los negros son menos 
inteligentes”. El problema importante no radica en la difícilmente preci- 
sable premisa acerca de “la inteligencia de los negros”, ni tampoco en 
que, después de todo, muy bien podría suceder que el mejor homo eco- 


14 Que no toda, E. Ovejero, De la naturaleza a la sociedad, Barcelona, Península, 1989. 

15 S. Pinker, La tabla rasa, Barcelona, Paidós, 2003. Pero inmediatamente después hay 
que leer P. Richerson y R. Boyd, Not by genes alone, Chicago, The University of 
Chicago Press, 2005. 
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nomicus, el que asegura el funcionamiento del mercado más eficiente, 
sea un simple, un perfecto imbécil, incapaz de darle vueltas a sus deci- 
siones, cosa, por cierto, sugerida en un clásico artículo por otro premio 
Nobel, éste de economía, Amartya Sen.'* El problema es previo: las teo- 
rías rara vez van por el camino directo: no se explica el desempleo por- 
que las personas sean gandules, como tampoco se explica la aguda segre- 
gación racial de los barrios porque las personas sean racistas —lo que 
también sabemos por otro premio Nobel de economía.” Las conjeturas 
biologicistas, por lo común, no pasan de ser versiones sin gracia de la fala- 
cia ecológica que tantas veces ha acompañado a los argumentos racistas, 
y que consiste en dar por supuesto que los rasgos generales o medios de 
un grupo los poseen todos sus miembros. Por supuesto que hay crimi- 
nales trastornados y terroristas psicópatas, pero la explicación del cri- 
men 0 la del terrorismo no la van a dar los psiquiatras. 

El deslumbrante ensayo Armas, gérmenes y acero de Jared Diamond 
arranca precisamente de la constatación de que “no hay pruebas sólidas de 
la existencia de diferencias humanas en cuanto a inteligencia que sean 
equiparables a las diferencias humanas en cuanto a tecnología. De hecho, 
los pueblos de la Edad de Piedra moderna son probablemente más inteli- 
gentes por término medio, no menos inteligentes, que los pueblos indus- 
trializados”. Por eso le resulta de particular provecho el dispar destino de 
ese “experimento natural en historia”, como él mismo lo califica: dos pue- 
blos de Nueva Zelanda, los moriroris y los maoríes, con un origen común, 
pero con estructuras y entornos diferentes, que acaban enfilando por dis- 
tintas veredas históricas.' 

Para explicar como el fascismo —el clásico y sus versiones aguadas— llega 
a instalarse con la tranquila complicidad de tantos, importa poco la gené- 
tica y mucho los experimentos de Milgram sobre los límites de la obe- 
diencia, que mostraban cómo un cualquiera, uno de tantos, está dispuesto 
a aplicar descargas eléctricas a un desconocido hasta freírlo porque se lo 
ordenaba un científico, o los de Zimbardo, en la cárcel de Stanford, donde 
los estudiantes a los que al azar se habían asignado los papeles de presos y 


16 A. Sen, “Rational fools: A critique of the behavioural foundations of economic 
theory”, Philosophy and Public Affairs, 6, 1977. Homo oeconomicus que se 
corresponde perfectamente con los individuos con lesiones cerebrales que los 
incapacitan emocionalmente, descritos por A. Damasio, Descartes'error: Emotion, 
reason, and the human brain, Nueva York, Putnam Publishing, 1994. 

17 T. Schelling, “Dynamic models of segregation”, Journal of Mathematical Sociology, 
1, 1971. 

18 J. Diamond, Armas, gérmenes y acero, Madrid, Debate, 2006, pp. 22, 63 y SS. 
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de guardias asumieron hasta tal punto sus funciones que hubo que dete- 
ner el experimento para evitar males mayores.'? Entre otras, una enseñanza 
comparten: que para comportarnos como hijos de Satanás no hace falta 
ser hijos de Satanás. Bastan pequeños cambios en las reglas de juego —retri- 
buir un trabajo que hasta ahora se hacía voluntariamente, por ejemplo- 
para que los mismos sujetos pasen de comportarse como benditos a com- 
portarse como miserables o, al revés, abandonen sus mezquindades en aras 
de cooperar con los demás. De esos procesos de decantación como resul- 
tado de cambios en las instituciones la economía experimental propor- 
ciona cada día nuevos resultados, en muchos casos apoyándose en resul- 
tados de la neurología.” Por lo demás, los experimentos en ética confirman 
lo que percibimos a diario, y es que no somos los mismos las veinticuatro 
horas del día, que aplicamos distintas normas según el patio por el que 
andemos, que, aunque existan los mentirosos compulsivos, las mentiras 
tienen más que ver con las situaciones que con los individuos.” 

Pero ya sabemos que las cosas no son así, que con las mejores volunta- 
des está empedrado el infierno y que con el más estrecho egoísmo se resuel- 
ven no pocos problemas colectivos de coordinación. Que un proceso social 
es el resultado de una combinación de comportamientos y de institucio- 
nes, de reglas de juego, es una obviedad. Una obviedad, sí, pero demasia- 
das veces desatendida. Y con importantes consecuencias prácticas, políti- 
cas: si se olvida, se puede acabar por reprochar a las personas, a su mala 
disposición, lo que muy bien puede ser un problema de las reglas de juego, 
de las constricciones que canalizan comportamientos. Es lo que sucedió 
con el peor socialismo, que, cuando las cosas no funcionaron, quiso bus- 
car culpables, traidores, donde sobre todo había reglas de juego imposi- 
bles.” Sencillamente, los mismos seres humanos en escenarios distintos 
dan pie a procesos distintos. En cosa tan sencilla se ancla la teoría social. 
Es ahí donde empieza lo importante. Sobre todo a la hora de intervenir, 
de pasar de la filosofía política a la política. 


19 S. Milgram, “Behavioral study of obedience”, Journal of Abnormal and Social 
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